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MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXLIV 



A 

Amparo dei derecho internacional. — El amparo del derecho in- 
ternacional impetrado \wr Solano López al Poder Eje- 
cutivo en relación a las tierras del Chaco, sólo el Con- 
greso de la Nación jmdía dis|>eiisarlo, desde que por apli- 
cadón de sus principios se inténtala producir un acto de 
dis|*osición de la tierra (pública. ( Articulo 67. inciso 4." y 
¡irticulc» 4." de la Constitución ), l'ág. 195. 

c 

Cota de Ahorro Postal. — Véase "* Jurisdicción". 
Contenencia. — Véase "Jurisdicción". 

Contienda de competencia. — * Corrcsjjomle a la Coree Suprema 
dirimir un conflicto entre jueces de distinta jurisdicción,, 
'eüpceto a las foiir.*i'i.lades que debe llenar un exhorto 
librado por uno de ellos. Pág, 143. 

Contratos (nulidad de los celebrados por las Provincias). — 
Véase "Personas jurídicas (actos ejecutados por sus re- 
presentantes legales; su validez"). 

Cuestión posesoria. — La oposición a una mensura, basada en 
el derecho invocado por el oponente de mantenerse en 
la posesión del terreno cuestionado, por conceptuar que 
ese derecho sería lesionaik» jior la operación de jnensura 
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ti deslinde, importa una •cuestión meramente posesoria, y 
acreditado por el o}>onente su carácter tic poseedor, pue- 
de oponerse al deslinde en el juicio posesorio, que por ser 
de procedimiento sumario, ofrece con mayor rapidez y 
eficacia el amparo del dereclto afectado por el despojo, 
o simplemente turtado. l^g. .163. 

D 

Defecto legal en el modo de proponer la demanda ( excepción 
rfv). — Un error aritmético atribuido al actor acerca del 
importe de los cupones que cobra y de que se dice tene- 
dor, ta capacidad o incapacidad del abogado para efec- 
tuar versiones al idioma nacional, la forma de autenticar 
los documentos extranjeros y la reclamación de intereses, 
sin indicar tipo y foroa, son cuestiones ajenas a la na- 
turaleza de la excepdón de defecto legal en el modo de 
jH-oponer la demanda. Pág. 39. 
Defraudación de derechos fiscales (impuestos al alcohol). — 
Ningún precepto legal autoriza la acumulación de las 
¡tenas establéenlas por el artículo 10 de la ley de alcoho- 
les, número 3761 y jxtr el 36 de la ley general de Impues- 
tos Internos, número 3764, 

Las disposiciones penales de la ley número 3764 110 
comprenden ni pueden comprender las transgresiones que 
la número 3761, con tas modificaciones o ampliaciones in- 
troducidas por la ley 4295, prevé y castiga especialmente 
con pena más grave que la que aquélla sanciona. 

La disposición del segundo apartado del articulo 1." de 
la ley 4295 se refiere a la "elaboración clandestina de al- 
coholes", clandestinidad que dentro de los términos de 
la definición que de ella da el mi» no artículo, no cabe 
atribuir al fabricante que lo que lia hecho no es fabricar 
ocultamente alcohol, burlando y haciendo imposible por 
ese medio la intervención administrativa sinó ta» sóh 
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producir, Mum del tiempo en que. autorizado en forma, 
hho funcionar su alambique, mayar cantidad de la que 
luihhi declarado se proponía elaborar y aprovechar la fal- 
ta de viailancia a contralor fiscal: que no consta que im- 
pidiera él, de ninguna manera, mientras duró la fabrica- 
ción, para tu» declarar en upnrtunidatl L *l totcpáelíte y 
transí H.rtnrl,, fuera dé la Imdega. a un dcpñsko cuya 
existencia no bahía comunicado a la administración, 
substrayéndola, recién, por ese hecho, a la irispeorfon ad- 
ministrativa. 

A mérito de las circunstancias de) hecho y de tos an- 
tecedentes del sujeto y atento 1» dispuesto por los ar- 
ticulo* 40 y 41 del Codífó Penal y 10 ¿te ta ley 3761, es 
justa una sentencia que condena a la pena de 0ito tantos 
del impuesto que correspondería pagar al alcohol en in- 
f ración, scíúii lo establecido en la referida ley 3701, 
riéndolo, i»ual:renle. en la parte que |.etvi con multa de 
cuatrcKieutíis eintuénta jiesos moneda nacioiiáj la falla 
de o!>f>rtuna declaración de diez y «ello mil litros de vino 
hallados de más en la l>odega de! fabricante, Pag; 273. 
frmutación de ta renta de . Idnana. - X" empeciéndose en 
la ley número IQ349, de J.í de enero de 1918, término ni 
dia á^erimnailo para que ella comente a regir, la plí- 
gáctrin qtie la misma cimtiene de satisfacer los respeti- 
vos derechos de exportación, se hizo exijjible a partir de 
esa fecha. La distinción que hace el articulo 2." del Có- 
digo Civil se ve fie re exclusivamente a la aplicación de 
las leves que tratan de derechos privados y no puede ha- 
cerse cMeiisiva a las que tratan de inipneslus. los que se- 
gún expreso mandato constitucional, deben ser uniforme 
para lo» la la Nación. Sin embargo, ese criterio no es apli- 
cable a las sanciones correspondientes a la falta de i>ago 
de los derechos a que se refiere la. citada ley en un caso 
en que por tratarse de la exportación de fruto* realizada 
en el extmro sur del ¡errilorio de la República, que has- 
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la el momento de la sanciónale aquélla. er;i considerada 
inobjetable, y que por sólo ministerio de la misma se ha 
convertido en liedlos punibles: lev de cuya sanción la 
COtnpañta querellada no pudo tener noticia oi>nrtuna, sino 
* muchos flias después de publicada en la Capital de I» Na- 
ción. < La aplicación de leyes en esas condiciones valdría 
tanto como darles efecto re:ntactivo, vulnerando unja 
garantía constitucional ; además de que en la duda acer- 
ca de la [msibitidad de su conocimiento, siempre spnri 
de tener en cuenta lo dispuesto por el articulo 13 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal l. I'ág. 111. 

[h frumiadóii de Ui renta de Aduana. — No halándose demos- 
trado la exactitud del hecho que sirvió tic W-fi^i la de- 
nuncia, de no haber tenido almacenada ía tompam^i que- 
rellada cuantío alionó los denvlioj/dc exportación, la 
cantidad tic cereales que el respectivo boleto expediHo 
por la iVdtiána establece, í documento que de acuerdo 
con el artículo 993 de] Código Civil, hace plena prueba 
al respecto», la querella no puede prosperar y del* ab- 
solverle a la querellada. Pag. if6. 

Pruritos de Admitía (esligattje y .melle: su devolución. — 1**"»a- 
nando el derecho a la repetición de lo pagado <ju? se 
persigue por los a.'tores. del hecho del cobro indebido 
de impuestos de eslingaje y de muelle que se dice reali- 
zado por la SoeieTlail 'Puerto del Kosarin". y no infi- 
riéndose para la Nación, de los decretos y rcsnhicioncs 
administrativos éh que el Oíibierno reconoció expresa- 
mente la improcedencia del cobro de dichos impuestos, 
así cotilo de las circuiisimicias que han mediado para la 
exigencia y el pago de los mismos, la obligación de de- 
volver sumas de diñen» (pie no ha recibido ni autoriza- 
do a pagar a terceros, por concepto, prccisimentc. de 
gravámenes im|xisitivos de que los actores estaban exen- 
tos mediante la cláusula del contrato con la Nación, que 
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invocan, corresponde liacer lugar a la demanda sólo i>or 
el excedente que la Sociedad I^ucrto de Rosario no es- 
taría obligada a devolver, de acuerdo con el articulo 6.° 
de la ley 2885 y contrato de concesión, en la exención de 
derechos acordada pté el O.obierno a tos actores. Pagi- 
na 421. 

Derechos portuarios sobre el azúcar < sti exoneración a la tm- 
portación). — Kl Poder Ejecutivo está autorizado por 
el artículo 3." de la ley 8877 (rnra acordar la exoneración 
de derechos de ir-portación al azúcar. 

Los azúcares introducidos libres de derechos con 
arreglo a lo dispuesto en la ley 8877 y decretos guberna- 
tivos de mayo 31 de 191 6, julio 10 de ioj" y agosto 10 
de 1918, a mérito de convenios celebrados con el Poder 
Ejecutivo, son de despacho forzoso y. iw>r consiguiente, 
sólo están sujetos al derecho de eslingaje de despacho 
flirecto { Amenlos 2ÍV8. 272 y 31* de las O- O. y artícu- 
lo ¡o de la ley 402 V 

La excepción omsignada en el artículo 317 de las 
O. O. es de aplicación en aquellos casos en que la exen- 
ción del impuesto depende de una resolución especial del 
Poder Ejecutivo, distinta al de autos, en que la libre in- 
troducción autorizada por la ley 8877 no fué declarada 
con relación a partida o partidas determinadas de azn- 
enr. sino harta un limite de peso subordinado a licita- 
ciones y convenios ulteriores, lo que daba a los decretos 
guliernativos el carácter de un Iteneficio general. 

Kl término para reclamar de una liquidación erró- 
nea de los derechos de almacenaje por la Aduana contra 
un comerciante o vice-versa, es el de iliez años, y de dos 
para |*xler reclamar por errores de cálculo, liquidación o 

aforo, (artículo 433- ley >' 2 ± ley 4933 > 
amplitud de los términos empleados en las exj>resada9 le- 
yes, no es admisible hacer, al respecto, distinción entre 
operaciones aduaneras y operaciones portuarias, lasadas 
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cti la simple afirmación de que el aludido artículo 433 de 
las O. O. de Aduana se refiere cxclusi várente a los 
errores cometidos al liquidai Tos derechos de importa- 
ción o exportación. I'ág, 287. 

lh\*linde. — El deslinde es, ]>or definición le ln ley, un acto po- 
sesorio (articulo 2384 C. Civil) y, p »r consiguiente, al 
realizar* comra la voluntad del |x>scedor, constituye 
una turbación de la jMtsesión de éste (articulo 24^», Có- 
digo citado), Pag. 363. 

Despoja (intenlicto de). — Deducido en el caso, el dia 25 de 
noviembre de iyt2i el interdicto |x>r despojo realizado 
el 25 de noviembre de iv-'o. el plazo señalado por el ar- 
tículo ¿493 del Código Civil para la respetiva acción, 
venció a las doce de la noche de aquel dia. fie acuerdo 
con lo prevenido por los artículos 25 y 27 del mismo Có- 
digo. 

Xo constituye obstáculo legal para la procedencia de 
un interdicto de des|>ojo la circunstancia de hatarse rea- 
lizado el hecho como acto de gobierno y con fines de in- 
terés general. 

Xo es óbtee jtara et progreso de la acción posesoria 
correspondiente, ni priva de la jurisdicción a los tribuna- 
les federales, el hecho de que el actor solicite la revoca- 
ción de la orden de apertura del camino en cuestión. (Esa 
gestión administrativa no comporta el sometimiento «le 
la cuestión a la jurisdicción de los tribunales locales). 

Es procedente una acción de despojo en que el de- 
mandante ha acreditado los extremos establecidos por el 
artículo ¿494 del Código Civil. < Posesión, despojo, con- 
sistente en el hecho de haber cortado el alambrado, sa- 
cado los postes y tranqueras en campo del actor, dejan- 
do abierta una calle que se entregó al uso público ; todo 
ello ejecutado a pesar de las protestas del poseedor) . 

Xo basta para legitimar un despojo que el Poder Eje- 
cutivo esté autorizado por las leyes locales para requerir 
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de los propietarios, wh indemnización alguna, el terrc- 
iifi necesario para caminos públicos, dado que tales au- 
torizaciones deben entenderse sin perjuicio de tas ga- 
rantid* consagradas por la Constitución y las leyes de 
la Nación en salvaguardia de la proj/edad privada. Pá- 
gina 3W1. 

!>Kiirrtiimienta <f<* tutela. — Véase jurisdicción'". 

Domicilió. — Las circunstancias reía t>! vas a fa prioridad del 
discernimiento de l;i >t niela, al del tu^ar del fallecimien- 
to y al íisientn principal de los ncgoeipSi sólo puede 
acep t- irse entilo terrrtiitó coadyuvante de la pruelia del 
domicilio : pero no constituyen la prueba iniMiia. y me- 
nos cuando, contó en e! ca>o, ti lugar del fallecimiento 
no es el de residencia de la familia, y cuando ile las ac- 
tividades comerciales del causante, (pie revelan las cotis- 
1 anclas de autrts, lo mis-no puede considerarse Bueno* 
Aires une Mendoza el asiento principal de stis negocios. 
Pag. 

E 

l'rfor í/r hecho. — Véa>c "Presen picón ordinaria". 

F.vkcién v saneamiento. — Habiendo el Gobierno Nocional dis- 
puesto y entrjBgadó de l*rte de tierras vendidas y es- 
crituradas anteriormente a otra ixirsona. debe resijonder 
pi>r eviccióu y saneamiento, restituyendo a esta última, 
el pnv'o de aquéllas e indemnizándole 1<*s daños y per- 
i nietos sufridos, de acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos 2119 y 2[2\ del Código Civil; sin une 

obste a ello, en el caso, la disposición del artículo 2 i 10 
del misino Código, relativa a los cfeetfts de la falta de 
citación de saneamiento al enajéname, dada la circuns- 
tancia especial de que habiendo sido e! dobiemu el otor- 
gante; de amb.ts títulos de do.nnio s< bre el mis.ro in- 
tnnrlile. carecía de objeto la ékáéión al Poder Kiccntivo. 
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pues un habría tenido oposición justa que hacer al rc- 
conocimieñto tic un titulo <|e dominio concedido por él. 
(articulo 2111 de] Código citado). I'ág. j¡$ 

fi.iYHi'ithi impwittcsi — La exención de impuestos acordada 
a los ferrocarriles |Hir el articuló 8." de la ley 5315, tío 
comprende las lasas o retribuciones de los servicios de 
alumbrado y limpieza. 

La lev 10.057 no es interpretativa sino modificato- 
ria de la 5315. por lo que 00 puede aplicarse a derechos 
adquiridos con anterioridad a su sanción. 

1(1 punto relativo a la despm]H>rción qué puede exis- 
tir entre el coste efectivo del sen-icio y el implícito o ta- 
sa que se cobra, es una cuestión de liedlo extraü 1 al re- 
curso extraordinario que es de puro derecho fcdsial. 

Habiendo costado a la Municipalidad los servicios 
pregados, la cantidad de casi dics mil pesos, sin contar 
la amortización del capital empleado en instalaciones y 
materiales, rio hay dcspro|wrción entre ese costo y ía 
cantidad de catorce juíI setecientos noventa y do* j.esos 
con cuarenta centavos a que asciende el niouio jtíe Iiís im- 
puestos cobrados. I'ág. 93. 

lixencivtt th impuestos, — Los diversos bienes exentos de íp - 
^tiestos nacionales, provinciales y mun ; ci|>ales poi el ir- 
líenlo 8.* de la ley 5315 y artículos 2 y 12 de su decreto 
reglamentario de 30 de abril de 1908, como integrantes 
de cada sistema ferroviario, pon aquellos que por su na- 
turaleza y su destino son los instrumentos principales o 
accesorios de su tráfico normal y los que deben emplear- 
se en la instalación y construcción de sus lineas; y esa 
exención ha sitio acordada solamente a las empresas de 
ferrocarriles en su carácter de tales, y sólo comprende 
los bienes y njieraciones estrechamente vinculados a su 
tráfico principal, que es el transarte de personas y mer- 
caderías. Pág, 408. 

lixltortos (requisitos para su diligeiiciamiento.) — Para que mt 
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exhorto id^rigtdo i»»r autoridades nacionales a autorida- 
des fie provincia o nacionales fuera de su jurisdicción 
pueda diligeirciarse, no se requiere nsá&S requisito que la 
finm del juez y el sello del juzgado respetivo. Pag. 14.V 
llxpropiai'ión. — Corresponde con f trinar una sentencia que 
asigna al bien «¿propiado un precio que se halla en re- 
lación con el que se estableció por la Curte Suprema a 
terrenos contiguos ;i los que soja materia del juicio, y 
qnc hace una esnhnación equitativa tic los perjuicios pro* 
dueidos en el caso por el fraccionamiento y dcsvalori- 
zaeión de que se bacc mérito, Pág< ioí». 
Expropiación. — til recoiiiKimicirt" hecho en el caso por el ac- 
tor, del derecho del Gobierno de la Xítri-m de optar en- 
tre la devolución de la j* cesión de la ti-rra y el i>ag» del 
valor de la misma, cien ea las relaciones de las partes 
en cuanto a la determinación del valor del bien, una sí- 
tuaCiótl de derecho semejante, por su finalidad, a & 
• ejerciente de la expropiación privada; y al rcf""irsc -i 
Curte Suprema en su sentencia pubticu'a en el !om-, T23. 
pági-.- i.V) f!e sus Palios al "valor de la tierra", ntcii- 
diú pelfo seria con sujeción a lo dispuesto por el ar- 
ticulo 15 de la ley i8t>, se^iin el eml el juslipreci » de 
fes bienes debe regularse por el que bubieran tenido *í 
la éWñ no hubiera sido ejecutada, ni ^úr; aulorizidn. 

La justa indemnización ordenada por el articulo 3511 
del Cotiigo Civil, no puede trocarse en una cansa de ga- 
n «cías in leb'das para el propiel a rio. Página 

r 

h\ rr > ; n -tt's. - Véase "KM-nii-u de imptteítOs"*¿ 
pMm «/inri (Eti casó Ai céJtóh). — Cuando los actore, s in 
varios, es ¡nelispeiiiabl j mr:i (ju* pfo.-e Ir. b jurisdicción 
federal, tpie cada uno de ellos, indi vid nal .rente, tenga 
v\ derecho de demandar o pueda ser .kmamfrrlo anie 
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Jos tribunales nacionales ; y en los casos de derechos ad- 
quiridos por cesión, es indispensable que, tanto et ce- 
tiente como el cesionario, puedan personalmente deman- 
dar ante dichos tribunales. Pág. 79. 
Fuerza ejecutiva. — Los pagarés otorgados por las autoridades 
de una provincia, bajo el imperio de una ley nacional» 
que las declaró intervenidas a los efectos de la reorga- 
nización de sus poderes, carecen de fuerza ejecutiva. Pá- 
gina 2*19. 

I 

Ignorancia de las leyes de derecho público. — Véase "Prescrip- 
ción ordinaria*'. 

Infracciones de leyes especiales (aplicabilidad de la pena condi- 
cional). — Las disposiciones generales del Código Penal 
no pueden aplicarse a los delitos o infracciones de las 
leyes especiales, cuantío éstas contengan disposiciones en 
. contrario fartkndo 4.*, última parte") ; jwr lo que uo es 
de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 26 del 
expresado Código. Pág. 273. 

IncoustitucionaUdad de impuesto (la del de dos centavos por 
kilo de grasa de vacuno y de ovino, sancionada para los 
años 1914 al 191 7 inclusive). — El impuesto de dos cen- 
tavos por kilogramo de grasa de vacuno y de ovino in- 
troducido al municipio de la Capital, sancionado para tos 
años 1914 al 1917, inclusive, es resignante a los ar- 
tículos 10, 11 y t6 de la Constitución. (Ese impuesto 
inij>ortaba un gravamen a la circulación ríe artículos de 
producción nacional, porque se lo hacía exigióle en el 
momento en que el producto era transportado a la Ca- 
pital Federal, y con ocasión de ese transporte, y tenía el 
carácter de diferencial porque las correspondientes a 
aquellos años, no crearon un gravamen general al consu- 
mo de grasas, sino un impuesto cspccialísimo sobre las- 
grasas importadas). Pág. 313. 
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JítecnxlUttciotiaJidad de ¡tu puesto, i La del de tablada de la uro- 
viuda de É, Kius; ley número 2i8g y 25-. H de Ll mis- 
ma). — La cunstitucionalidad mcori'i'iicionalida 1 dé 
las leyes de impuestos locales debe juzgarse del punta de 
vista de sil aplicación al caso que origine el juicio. 

La ojmrlunidad en que se coltra el impuesto, es un 
antecedente para mi debida calificación. 

Kl impuesto de tablada establecido en las leyes de la 
provincia de Kntre Kios. números y 2508, aplicado 
a las haciendas que no han sido objeto de venta o ne- 
goció en jurisdicción de la Provincia y (pie se cobra 
en ct acto de la extracción y con motivo de ella, es vio- 
latorio de los artículos 9 y 10 de la Constitución. Kl 
mismo impuesto de tablada para gravar la operación di- 
recta de la venta o negociación de los ganados y per- 
cibida al celebrarse la transacción como un acto de co- 
mercio interno, es un gravamen legítimo. Pág. zj. 
fncOHstiUichnaiiditd dr impuesto, t La del establecido a la ex - 
jtonación de uva en Mendoza I. — La patente estable- 
cida ]xir e! articulo 1 1 de la ley númcTO 703 de la pro- 
vincia dé Mendoza a todo exportador de nva que no sea 
de mesa, constituye en el hecho un impuesto al produc- 
to mismo, y dados los términos de dicha disposición im- 
positiva, el gravamen aparece establecido con abstrac- 
ción de toda venta o negociación del mencionado pro- 
ducto, vale decir, que el impuesto no se propone gra- 
var la circulación económica de esa parle en la riqueza 
local, sino exclusivamente el acto de su extracción de ta 
provincia, o sea. la circulación territorial. En consecuen- 
cia, tal impuesto o ¡latente, en cuanto él se hace efecti- 
vo en el momento de es portarse la uva del territorio de 
la provincia y con motivo 11 tieasióti del acto de extrac- 
ción, siendo su pago un requisito esencial ¡tara que los 
frutos puedan salir, reviste todos los caracteres de un 
gravamen al tráfico ínterprovinciat, de un verdadero im- 
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puesto de exportación, repugnante a Io¡r artículos 10, n 
y 67, incisos 12 y 108 de la Constitución. Pág. 381. 

Jnrotistiluctonalidad de ley. (La de las leyes números 758 y 
759 de la Prov. de Mendoza. sobre vinos K — Véase el 
del fallo publicado en el tomo 139. página 358, aplica- 
ble al presente. Viig, 74. 

/ntonstiínríouaítdad de ley (h de la Prov. de Kntre Ríos, so- 
bre compra de sobrantes de tierras fiscales). — Véase 
el publicado en el tomo 133, página 395- aplicable al 
presente. Pág. 156. 

l)H'Oits!\tudonaUdad di- la ley de alquileres número 1 1.318. — 
Si - bien el principio de Ja no retroact i viciad en materia 
civil es en general de mero precepto legislativo y suscep- 
tible, |H»r lo Ignito de niodifícaciú 1 o derogación por el 
u Htuo poder f|liis featc la ley, adunia sin embargo, !a 
trascendencia de un principio constitucional cuando la 
aphcack'n de la ley nueva priva nt babitante de !a Xa- 
ción de algún derecbo incorporado a su patrimonio. En 
tales casos el principio de la 110 rct reactividad se cotí- 
funde con la ^rantia de la inviolabilidad de la propiedad 
consagrada por el artículo 17 de la Constitución. 

líl derecho reconocido por una sentencia de desaloja- 
miento se relaciona con los bienes, es un derecho patri- 
monial y, \mr lo tanto, una propiedad en el sentido cons- 
titucional; en consecuencia, una decisión que por apli- 
cación retroactiva «le la ley a nn caso ya juzgado, su- 
prime o altera el derecho imirimonial adquirido en vir- 
tud de aquel juzgamiento, atribuye a dicha ley una in- 
teligencia incompatible con .la inviolabilidad de la pro- 
piedad asegurada por el articulo 17 de la Consl'tución. 

Kl régimen de emergencia implantado por la ley 
r 1,136, 11,231 y ti. 3 18. que afecta i undamenMÍmente 
el .1 Afelio de usar y g&¿piiAf: de la propiedad tolerado 
por las decisiones judiciales solamente en consideración 
al nwKrcnto de extrema opresión económica de los u- 
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quilines debido a la ausencia de uno ílí los facieres que 
regulan los precios en los neg<icios de lpcac;ún de in- 
muebles, es decir, la falta de oferta de balneaciones, y 
sobre todo pflf» medida transitoria y de corta duración, 
no jnicíle encontrarse suficiente justificativo cuando se 
fe convierte de heíno en una norma habitual d* Jas re- 
laciones entre los locadores y los locatarios, como es la 
cjne han creado las reiteradas prórrogas acordada- a los 
mqi»; linos, y muebo menos cuando está destinada a ac- 
tuar en un ambiente muy distinto de aquel qae dtó lu- 
gar a la sanción originaría de dichas leyes. Por consi- 
guiente, la aplicación que de dicha ley IT. 31 8 se lia hc- 
eho en el caso, resulta ¡ncoiiijKitible con ti4 garintias 
consagradas en Ks artículos 14 y ¿8 de la Constitución 
P% Jii). 

J 

Juicio y ptóec/o <sn acepción constitucional). — Las ¡glabras 
juicio y proceso del articulo 18 de la ConstHtttíóti Na- 
i'ional 110 se aplican a actuaciones parhiu'-natrias para 
reprimir desacatos o ataques a los privi!ee>;¿ de asani- 
l.leas legislativas. Pág. 30,1. 

íhrisuiccíin. CorresiKinde a lis tustici; federa, el e..r..niueu" 
to de un juicio ¡>or daños y j>cr juicios entablado contra 
una empresa de ferrocarril nacional, |ior un empleado de 
la misma, lasado directa líente en el hecho de culjia atri- 
buido por el demandante a 1111 empleado de la demanda- 
da, ( Se trataba de un caso regido |>or ta ley 2873, desde 
que los hechos enunciados importaban, prima faric. una 
negligencia culpable de las previstas en el artículo 65 
de la misma ley). Pág. 7. 

Jurisdicción. — La Dirección Genera] de Yacimientos Petrolí- 
feros Fiscales constituye una dependencia del Ministe- 
rio de Agricultura; sus actos emanan de las autoriza- 
dones conferidas por ley al Poder Ejecutivo, y de acuer- 
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do con I*» <jtie establece el articulo 87 de la ley de Conta- 
bilidad, número ilc1»e rendir cuenta anualmente a 
la Contaduría General de las sumas recaudadas y de las 
inversiones hechas, art. ífi. ley 11.2(10. Ka organización 
dada a esa repartición fiscal importa, en definitiva, una 
explotación )H>r el Estado del producto mineral del pe- 
tróleo; lo que hace inadmisible (|iic la Nación sea ex- 
traña a un juicio en que es parle aclara o de.rfnidad-i 
la Dirección técnica y administrativa de dicha rc[«irti- 
eión, a la ijue, por otra parte, la ley 110 le ha otorgad" 
la autonomía absoluta (pie se le atribuye. K11 consecuen- 
cia, a las cuestiones judiciales provenientes de su admi- 
nistración, les compete la junsdxciini nacional. Pág. 14. 

Jurisdicción* — l)e acuerdo con lo dispuesto |«ir el articulo 
39 del Código de Projcdhnientos en lo Criminal de la 
Capital de la República. i|iie por tener sano-ón del Con- 
greso es de preferente api ilación rcsjwcto a la ley pro- 
vincial, corresponde al Juez de la Capital la prelacia, 
para juzgar a una jíerniina procesada, simultáneamente, 
ante la justicia de la misma y de la de la provincia de 
Sarita Fe. l'ág, 41. 

Jurisdicción. — Cuando se ejercitan acciones personajes, el juez 
competente para conocer en e! juicio, es el del lugar de 
cumplimiento de la obligación, l'ág. 44. 

Jurisdicción (accidento, del trabajo I. — La ley sobre acciden- 
tes del trabajo, número </>8!Í. es modificatoria o amplia- 
loria de] Código Civil en materia de responsabilidad, y 
su aplicación corresponde, según la regla establecida por 
el inciso 11 del articulo (tj de la Constitución Nacional, 
a los tribunales federales o provinciales, según que Jas 
cosas o personas cayeran bajo sus respectivas jurisdic- 
ciones. Pág. 4Í». 

Jurisdicción. — K3 conocimiento de una causa por in fracción 
a la ley IO.34C/ en concordancia con el artículo 1934 de 
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las Ordenanzas de Aduana, cometida en un Territorio 
Nacional, corroí" ni de al jueü Jet rudo respectivo. ( Kn el 
raso, el de Sania Cruz l , 

Tratándose del mismo hecho delictuoso y del ejer- 
cicio de la misma acción, nada importa que esta se ha- 
ya ejercitado en un cueq» de auttts distinto del primiti- 
vo. ( l*a Cámara anuló anteriormente el proceso, man- 
dando pasar los autos al Juez del Chubui, por hallarse 
vacante- éfl Santa Cruz, el cargo de Agente Fiscal Pá- 
gina ni. 

.fiiriftiiccióti. — Con sujeción a lo dispuesto por el articulo- 
Mu y correlativos del Código Civil y la ley $2, titule» 
til. partida 3.*, es juez competente i»ara el coniK-iiiüen- 
to de los pleitos en <|ite se ejerciten acciones personales, 
cpij preferencia al domicilio del demandado, el del lu- 
gar señalado explícita o i mpiieit ámenle liara la e jet-li- 
ción de un contrato, cualesquiera que sean las presta- 
ciones que se demanden, ya principales ya accesorias. 

Ivs Jue* co i pétente ¡jara entender en un juicio j*>r 
escrituración de un inmueble comprado, el Juez del lu- 
gar en que debía verificarse la entrega de dicho inmue- 
ble, que. en el caso, fué el de la reaKzació.i del contra- 
to, y donde éste comenzó a ejecutarse por alnino del pre- 
cio por |»arte del denunciante. 

Tratándose de compra-venta de' bienes raices, e! lu- 
gar de la ejecución se encuentra virtual y necesariamen- 
te determinado por el de la situación de los bienes ven- 
didos, que es el que solamente, según los principios de la 
legislación actual, puede verificarse la tradición. Pá- 
gina 145. 

Jurisdicción. — Comproliado que la sucesión del ascendiente 
troncal de los causantes de los juicio» sucesorios que se 
4 rata de reinkiar para liquidar los bienes de estas suce- 
siones pendientes de liquidación, radicada» en esta ciu- 
dad de Buenos Aires |ior haber tenido en ella dichos can- 
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sanies su último domicilio, fue* abierta, tramitada y con- 
diluía, por partición «le los bienes entre tus herederos, 
ante la autoridad judicial competente de esla misma 
ciudad, en donde el referido antecesor troncal tuvo su 
domicilio real y falleció, eorreípohde al Juez de la Ca- 
pital Federal el conocimiento del expresad» juicio de 
liquidación de las sucesiones de los sucesores de aquel, 
de acuerdo con !o dispuesto en el artículo 309 de la ley 
1144 y artículos &> 00. «ncíso 7.", 100 y 3284 del Có- 
digo Civil ; ley 927, articulo 2° 

T„a jurisdicción de un territorio o de una provincia 
a la de otra provincia, lid es promtgahle. fagina 145. 

Jurisdicción. — La Caja de Ahorro Postal creada pt ley del 
Honorable Congreso, número 9527, no es una persona 
jurídica de derecho común para el régimen y adminis- 
tración de intereses privados, sino una institución de 
carácter federal creada por aquel i>odev en ejercicio de 
facultades expresas, en mi ra de un interés público y en 
cumplimiento del precepto de propender a la pros|»rÍ- 
dad general, en cuyas gestiones es indudable el interés 
del estado y es evidente la relación de dependencia con 
éste ; por lo que. sí a la justicia nacional le inctimlie res- 
guardar tos derechos e lintereses de la Nación y si los 
crímenes que "tiendan a la defraudación de sus rentas 
u obstruyan o corrompan el buen servicio de sus emplea- 
dos", deben ser juagados l*»r ella, es lógico que lo sean, 
igualmente, los que tiendan a la defraudación de sus de- 
mas bienes o corrompan el buen servicio de sus empleados 
con la aprobación ilegitima <Ic lo que ha sido confiado 
a su custodia. En consecuencia, corresponde a la justi- 
cia federal el conocimiento de un juicio por defraudación 
a la Caja de Ahorro Postal, sin que sea óbice liara ello, 
la circunstancia de que se trate en el caso, 
de derecho cóftSÓn y de que le sean apJicabl 
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das disposiciones del Código Venal. Articulo 23, inciso 
3." del Código de Procedimientos en lo Criminal, y ar- 
tículo 100 de la Constitución. Pág. i6f> 

Jurisdicción. — Iíl com ¡cimiento de las causas originadas por 
delitos cometidos en islas, ríos o puertos, compete al 
Juez Federal de la Sección donde se cometieron. 

Kl sol iresei miento dictado por el Juez del Crimen lo- 
cal en la denuncia hecha ante la policía sobre el mismo 
lieclio delictuoso, con anterioridad a ta formulada ante 
el Juez Federal y at auto de ésíc, declarándose compe- 
tente, no modifica la situación. (Esc sobreseimiento ca- 
recía de valor lega). i»or lial;er sido dictado sin facill- 
lades jurisdiccionales, dado que es improrrogable ta ju- 
risdicción criminal K Tág. 

Jurisdicción. — El discernimiento fie la tutela corresponde al 
Juez del lugar en (jue los padre» del menor tenían su 
domicilio al dia de su fallecimiento, (El Juez a quien 
compete el discernimiento de la tutela es el competente 
pára dirigir todo lo que a ella pertenezca, aunque loa 
bienes del mentir estén fuera de! lugar que abrace su 
jurisdicción. 1 Artículos 400 y 404 del Código Civil). 

Demostrado que d padres del menor, por el discer- 
ní intento de cuya tutela se ba trabado contienda de com- 
petencia, tuvo siempre establecida su familia en esta Ca- 
pital, y que fallecida la madre de la menor, ésta siguió 
viviendo aquí con el padre, al cuidado íle otras personas, 
situación que existió a la muerte de éste y que no se 
modificó después, tales antecedentes, relativos a la re- 
sidencia de la faiuíKa, deienninan el domicilio del pa- 
dre de la menor en esta ciudad, de acuerdo con la dis- 
posición legal que consagra el articulo 94 del Código Ci- 
vil, aún supuesta exacta la afirmación de que los nego- 
eins del causante estuvieran radicados en Mendoza. Pá- 
gina -Í37- 
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Jurisdicción originaria. — La circunstancia de haberse hecho 
parte una provincia en una causa en que no se ha demos- 
trado que uno de los demandantes» cesionario de un veci- 
no de otra provincia esté, a su vez, domiciliado fuera 
de la provincia demandada, o acá extranjero, no hace 
surgir la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, 
que sólo se extiende a aquellas causas civiles en que es 
l-artc una jMrovin:ia litigando con veo' no o vecinos de 
otra o ciudadanos o subditos extranjeros. (Después de 
producida esa intervención, ta cuestión quedó circuns- 
cripta a una contienda trabada entre una provincia y ve- 
cinos 'de lar misma). Pág. 79. 

Jurisdicción sobre parte del Territorio def Chaco; ilegalidad de 
su enajenación. — Aún ad .1- hiendo hipotéticamente el 
hecho afirolado en el decreto del Poder Ejecutivo de que 
la República del Paraguay hubiera alguna vez ejercicio 
jurisdicción sobre la parte del territorio del Chaco ena- 
jenada a doña E. A. Lynch, la revalidación no fué legal, 
pues el Congreso ni por el tratado de Hmkes ni por nin- 
• gima otra ley. había autorizado al Poder Ejecutivo para 
concederla. Pág. 195. 

L 

Leyes; su publicidad. — A case "Defraudación de la renta de 
Aduana". 

M 

Mandatarios judiciales. — Los mandatarios judiciales son, ante 
todo, auxiliares de la justicia, y corresponde a las legis- 
laturas provinciales determinar las condiciones y la for- 
ma en que han de intervenir en los juicios (Artículos 5 
y. 105 de la Constitución), Pág. 37. 
'arcas de fábrica. — I^a presentación de la solicitud a que se 
refiere el articulo 16 de la ley 3975. sobre marcas de 
fábrica, constituye en el sistema adoptado por la ley, el 
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punto de partid:» indispensable para el registro <lc tina 
' marca, y desde ese momento adquiere el presentante un 
derecho indiscutible, supeditado a la doble condición de 
eme no se Hubiera otorgado antes otras marcas semejan- 
tes n iguales y de que nadie se haya opuesto a la conce- 
sión (artículo 3i) : determinándose el mejor derecho a 
ta propiedad de la marca en easo de concurrencia de so* 
licitudes, por el dfci y hora de su presentación a la ofi- 
cina (Articulo 221. Kn consecuencia, no pndiendo co- 
existir d<»s marca* idénticas para distinguir los mismos 
productos, corresponde dejar sin efecto aquélla que se 
solicitó con posterioridad- Pág- 32. 
Muñas de comercio, — La posibilidad del registro de una mar- 
ca de comercio destinada a prntejer impresos o publica- 
ciones fie todo orden, destinados a la circulación, con los 
efectos y consecuencias legales «segurados por la ley 
,í*>75> s ? encuentra autorizada por el artículo i" de la 
misma . 

La ley 3975 protege no sólo la falsificación, que es la 
reproducción indebida de una marca o de su parte esen- 
cial característica, sino también su imitación, que con- 
siste en la adopción de los trazos más salientes de otra 
marca, con supresión de los detalles secundarios, persi- 
guiendo el doble propósito de inducir en error a los con- 
sumidores y de perjudicar los derechos del propietario. 

|,:t cuestión de saber hasta dónde llegan los derechos 
riel concesionario de una marca constituida por su nom- 
bre tajo una forma particular, debe sorneterse a los mis- 
mos principios de doctrina y de jurisprudencia, en cuan- 
to a la imitación fraudulenta se refiere, que el aplicado 
;i cualquiera de los demás signos permitidos por el ar- 
ticulo 1." tle ta ley. 

L'na sentencia en cuanto importa declarar que la mar- 
ca concedida con el nombre del querellante bajo una for- 
ma particular, sólo prole je ese nombre cuando se usa en 
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la forma y caracteres con que se ha registrado, pugna 
con el contenido de lo.* artículos t f (í y 48, inciso 4 de 
la ley 3975. Pág. 33Ó, 



KWidqd dii procedimiento, — Kl haberse omitido la formali- 
dad de expresar la causa legal de excusación no anida 
e* procedimiento ulterior y subsiguiente a un auto del 
(|uc no se lia entablado ningún recurso y que «parece 
CMtiM'iu if lo por las partes. Pag. 363, 
Validad de sentencia. — La circunstancia de no haber sido con- 
siderados en su totalidad loa argumentos encaminados a 
facilitar la de rostración del derecho invocado, no -es bas- 
tttnie pira determinar la nulidad de un fallo judicial* 

Una sentencia a|*lada que hace suyos los argumen- 
tos de la de 1* Instancia que contiene, a su vez, los ele- 
mentos jurídicos requeridos por la lev procesal, no ado- 
lece del vicio de nulidad de falla de invocación de la 
ley o del derecho en que se apoya su decisión. 
h.üdad de sentencia. — Los jueces no están «Migados a re 
rirse concretamente en sus fallos, a cada una «fe las ac- 
tuaciones de proel »a que hayan examinado, máxime cuan- 
do como en el caso, aquellas de que se hacen mérito de- 
cúten |M>r sí solas la cuestión propuesta. Tampoco puede 
ser causal de nulidad de una sentencia un error aritmé- 
tico legalmente subsanaMe en la misma sentencia en que 
ae produce o en la apelación. Pág. 273 
.Validad de sentencia. — Véase "Recurso de nulidad". 



Patentes de iuvenclán. — Vencido el término por el cual fué 
concedida una patente de invención, ésta caduca» de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 49 de la ley 1 1 1 ; 
y el Ministerio de Agricultura no está facultado, por 
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disposición alguna ck la ley, para prorrogar el plazo de 
las ¡tatemes que liayan caducado o estén por caducar. 

I^g. 351. 

Partida de defunción. - I,a partida de defunción no tiene por 
nlijetd legal señalar el domicilio del fallecido, sino sim- 
ple reme hacer constar el hecho del fallecimienta, según 
lo tiene declarado en reiterados casos el Tribunal Pá- 
gina 237- 

Personas jurídicas f actos ejecutados por sus representantes le- 
gales; su validez). — Las personas jurídicas, como tas 
de existencia visible cpie obran por medio de mandata- 
rios, están habilitadas y son. en general, las que están 
llamadas a serlo, para negar eficacia a los actos de sus 
representantes cuantío éstos se hubieran extralimitado al 
ejercitar sus |ioderes. Artículos 33. 36. 1870 y 1931 y 
correlativos del Código Civil, (El actor desconocía la 
facultad de la provincia para dictar un decreto medíante 
el cual se anulaba y se de jalla sin efecto un contrato de 
arrendamiento celebrado col el Director de la Rambla 
de Mar del Plata). Pág. 255. 

Personas jurídicas .lacios ejecutados ]>or sus representantes le- 
gales; su validez). — Las provincias como personas ju- 
rídicas, su!. miente pueden ser obligadas por sus repre- 
sentantes legales dentro de las facultades conferidas a 
éstas jmr los estatutos, tas. leyes o Ja Constitución. Pá- 
gina J*to 

Prescripción i Multas). — La ley número 371*4 110 contiene pre- 
cepto alguno especial y propio relativo al tiempo en i|tie 
se opera la prescrii»eióu de las limitas impuestas a sus 
infractores. P:íg. 5. 

Prescripción j Kvieeióni. — 1.a prescripción de la acción de ga- 
rantía y saneamiento corre desde el día de la evicción. 
Página 53. 

Pro: indas, — Véase "Personas jurídicas (actos ejecutados por 
-ns representantes legales; su validez). 
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Prescripción animaría. — La buena fe requerida por el artículo 
40» f t <le1 Código Civil para la prescripción ordinaria 
comprende, corno elevemos constitutivos, la creericiáí de 
que e! enajenante era el verdadero propietario del in- 
muehle. la de ipie el misino tenía opacidad i>ara tras- 
mitirlo y ta de que el titulo de adquisición no adolece de 
ciólo ni de vicio alguno : y no podiendo surgir el primer 
elemento o sea el con vencimiento de ijue el enajena ti; i' 
era el verdadero propietario del inmueble, sino de] exa- 
men alentó del derecho de dominio de éste, se impone, cu 
el caso» l;i conclusión de que los anuales i Mecedores co- 
nocían el decreto del Poder Ivjecuiivo de fecha 12 de 
mayo de 1888 concediendo la revalidación del titulo del 
dimatario de doña Klisa V I„ynch. origen y antecedente 
necesario del titulo de aquéllos. 

Las rizones jurídicas invocadas pur la Corte Supre- 
ma en su scnlen.'in registrada en !a i>ágina 189 del tomo 
115. cíe sus Fallos, para declarar la invalidez del refe- 
rido decreto de! IVsder Kjeciuivo, demuestran que la ig- 
norancia de los actuales poseedores acerca del derecho 
de dominio de su antecesor en el titulo, 110 importaría 
un error de hecho y, por lo tanto, escusable de acuerdo 
con el articulo 4007 del Código Civil, sino un error de 
flere:ho, inexcusable ríe acuerdo con la última parte del 
referirlo articulo 4007 y 235Ó del mismo Código. (El 
error que consistiera en ignorar las leyes de derecho pú- 
blico que reglan las relaciones de los poderes del gobier- 
no v les su n huí su órbita propia de acción; es cabalmen- 
te y siempre un error de derecho, puesto que las leyes y 
con más razón, las (le carácter constitucional delien ser 
enlucidas por lodos los habitantes V nadie puede enga- 
ñarse sobre su verdadero alcance y contenido. Artículo 
j y 2 del Código Civil y 31 de la Constitución). 

Kl concepto ile In buena fe no ha de derivarse de ta 
circunstancia de que muchas personas hayan atribuido 



validez a los tiluln* de que emergí el derecho de dominio, 
realizando ¿rúltiplcs y sucesivas operaciones con ellos. 

I*a presunción del articulo 4903 del Código Civil en. el 
mejor de los supuestos, sólo seria de aplicación en esto 
litigio a partir del año 1H88 fecha del título otorgado por 
el Poder Kjcciittv» a raíz 4 leí decreto (te revalidación 
y, visiblemente, entre aquel momento y la deducción de 
l:i demanda no han transcurrido treinta años. Pág. m.s- 

II 

ketómcitmctfto </r d&mchós. — Reconocido por la parte deman- 
dada el derecho invocad» en la demanda, sólo correspon- 
de la fijación de un término prudencial para la efec- 
tividad de ese derecho, por aplicación de la doctrina de 
los artículos 87 y KM de la lev 50 y ar líenlos 570, jm y 751 
Código Civil. Pág. >¿¿. 

A'cfiífjfl ríe uníidad. - La circunstancia de haberse substancia- 
do la causa jtor los trámites correspondientes a los ini- 
cios correccionales en vez de serlo por los del juicio cri- 
minal, 110 autoriza por sí sola la interposición del recurso 
de nulidad, el que sólo procede cuando se han omitido 
las formas substanciales del procedimiento, es decir, la 
acusación, defensa, prueba O sentencia, requisitos que. 
sin ninguna duda, aparecen obser vados en la presente 
causa. 

Kl defecto de halarse imprido el procedimiento co- 
rreccional a una causa. que por su monto corrvs|K»udia 
ser tramitada por el ordinario del juicio criminal 110 pue- 
de ser cansa de nulidad si el querellado lo aceptó expre* 
sámente. 1 Xu hay disposición alguna en el Código de 
Procedimientos en lo Criminal que prohiba que el que- 
rellado renuncie a los irámites solemnes del juicio ordi- 
nario y ad ióla la forma de defensa establecida por la 
ley para el juicio eorreccional ». 



No es cansí i di* nulidad de una sentencia la falta de 
substanciación de la exce|>ción de íncninpetenda deducid;! 
en calidad de defensa general y fió en forma de artículo 
previo, Pág, 1 1 1 • 
h'i fitrsa extraordinario. — Ks Ím|»r«etlefitiei el recurso extra- 
ordinario del articulo 14. ley 48, contra una resolución 
de una Cámara Federal qué declara prescripta «na mul- 
la impuesta por 1» Administración cié impuestos Inier- 
iiijs aplicando disposiciones del Coligo Penal, fundado 
en halarse aplicado este Código en lugar del Código Civil. 

I,as referencias a unai ley federal en términos** genera- 
íes o las invocaciones explícitas o implícitas a disposi- 
ciones de la misma, no Imstan para autoriza'- < ; recurso 
extraordinario, el que debe ser fundado citando preceptos 
expresos de la ley con aplicación al caso controvertido. 
! 'agina 5. 

A'tY'o'.íf extraordinaria. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48. en un caso en epte las dispo- 
siciones de la ley especial interpretadas por la sentencia 
la numero 2873 sobre FF. CC. Nacionales, no fueran 
invocadas como fundamento de su derecho |>or la em- 
presa recurrente, sino por la parte contraria. íNo hubo, 
por lo tanto, desconocimiento de ningún título, privilegio 
o exención apoyado en la ¿rencionada ley 1 . Pag. 12. 
R- t-arso extraordinario. — Denegado el fuero federal que fundó 
el recurrente en los artículos -J." f inciso 4." y 6V* de la 
ley 48 y til. incisos 4/' y 5." de la ley ifSfafe procede el 
recurso extraordinario del articulo 14, ley 48- Pág. 14. 
fieenrso extraordinario* — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley 48, contra mía sentencia .cuyas 
conclusiones derivadas de pinitos de liedlos y de pruclja. 
asi contó los derechos controvertidos. respectivamente, 
en la causa, se apoyan legalmente en la apreciación y 
aplicación de expresas dÍs¡*»síc4ones del Código Civil 
(Artículos 2340. 235». -5" >" ¿M% Código citado). 
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sin i¡ue aparezca de actuación alguna, el planteamien 
y dilucitación de una cuestión federal, de la que dependa 
el concepto jurídico con que c! caso debe resolverse. 

Una decisión, auwjtie traiga a juicio vina garantía 
constitucional, fen el caso ta del artículo 17», si tiene 
por lmse principal, coino en el de autos, la apreciación de 
hechos y pruelms y la aplicación de los Códigos comunes, 
y tales fundamentos son I asíanles para sustentar el fa- 
llo, t*ste no puede ser revisarlo en el recurso extraordi- 
nario. (Ver entre otros, los fallos publicados en los to- 
mos 13b página 352, y 133. |*ágina -ay8t, Pág. aj. 

Recurso extraordinario. { Derecho común y leyes de procedí - 
míenlos J. — \o procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48, en un casi» en que las cuestiones plan- 
teadas en el litigio se liasan en preceptos de derecho ci- 
vil y Tas decisiones recaídas >e fundan en disposiciones 
de derecho común. I Interpretación y aplicación de la 
- ley civil y del Código de Procedimientos de la Prnvin- 
cia de Mendoza, ajenos a dicho recurso). IVig. 37. 

Recurso extraordinario. — Xb procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley 48. contra una sentencia en la 
i|Ue el tribunal a t¡uo. para declarar comprometida la res- 
ponsabilidad del recurrente e ini|Hincrle la obligación de 
abonar la simia reclamada, ha invocado funda. rentos y 
lia aplicado principios de derecho común suficientes por 
si solos para sustentar el fallo: quedando así, reducida a 
una cuestión de carácter meramente teórica la cuestión 
relativa a saln-r si la interpretación dada por aquel tri- 
Imnal al artículo 47 de la ley 750 es, en efecto, la que 
legalmente corresponde. Pág. 49. 

Recurso extraordinario. — Cuestionada la inteligencia del ar- 
tículo 8." de la ley 5315. procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48, contra sentencia contraría a 
la exención fundada en dicha cláusula de la ley. Pág. 93. 

Recurso extraordinario. — Una demanda contra una provincia 
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liasada «i la violación de la ley de «líos y de la Cons- 
titución 'de la misma, no da lugar al recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 48. {No hay cuestión federal). 

La simple referencia <le una cláusula de la Constitu- 
ción Nacional no jmede determinar la procedencia del 
referido recurso; además de que el artículo 15 de la ley 
48 exige una relación directa e inmediata de la disposi- 
ción constitucional con el punto controvertido. 

La invocación de una cláusula constitucional al inter- 
poner el recurso extraordinario, es extemporánea a los 
fines de la procedencia de éste. Pág. 152. 
Hecurso extraordinario. — No basta para la procedencia de la 
tercera instancia extraordinaria que se haya discutido 
durante el juicio la inteligencia de alguna cláusula cons- 
titucional ; se requiere, además, que la decisión definitiva 
sea contraria a la validez del titulo, derecho, privilegio o 
exención fundada en dicha cláusula. 

No constituye |»ra el recurrente íen el caso, un Fis- 
cal de Cámara'!, a los efectos del recurso «leí artículo 
14, inciso 3." de la ley número 48. privación de ningún 
derecho, privilegio o exención que signifique un ataque 
o desconocimiento de los bienes iwtrimoniales o ríe los 
derechos o libertades individuales asegurados por la 
Constitución, el interés de orden general derivado del ar- 
gumento relativo a la actuación de preferencia en que 
quedarán colocadas las sociedades extranjeras frente a 
las nacionales, (Las garantías constitucionales han sido 
dadas a los particulares contra las utoridades. y la igual- 
dad del artículo 16 sólo podría ser invocada por un liti- 
gante a quien se pretendiera imponer condiciones que 
no gravitaran sobre otros ». Pág. 83. 
Recurso extraordinario, — No procede el recurso extraordina- 
rio en 1111 caso en que se ha cuestionado y resuelto acer- 
ca de la aplicación de un precepto de la ley 11.006, re- 
lativo a la redición del sellado en un expediente que 
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tramita ante la Justicia Ordinaria de la Capital, Pá- 
gina 2i(\ 

Recurso extraordinario. — Habiéndose sostenido por el recu- 
rrente i|iie ta aplicación de la ley 1 1.318 a un caso de- 
definitivaTiicnte juzgado con anterioridad a su promuN 
pación, lo lia despojado de su derecho adquirido y lia 
violado, 1h* -consiguiente, ía propiedad amparada por el 
articulo 17 de la Constitución, y además, que diclia lev- 
es repugnante a los artículos 14, 17 y 18 de aquélla, 
porque restringe de 1111.1 manera excesiva el derecho de 
usar y disi*mer de la propiedad, procede el recurso ex- 
traordinario del articulo 14, ley 4K. contra una senten- 
cia contraria al derecho invocado y fundado en las ex- 
presa" las cláusulas. Pág. 2ti|. 

h\eutso extraordinario. — l "na demanda contra- una Munici- 
palidad de provincia tendiente a obtener la nulidad de or- 
denanzas municipales que establecen impuestos consi- 
derados repugnantes a disposiciones de la respectiva 
Constitución provincial, no da ÍUjgar al recurso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 4S. \ Xo hay cuestión fe- 
deral L 

\i» hasta para la procedencia de dicho recurso la in- 
vocación de cláusulas de 1:i Constitución Nacional si és- 
tas no tienen relación directa e inmediata con éi punto 
controvertido, Pág. 

HitcnrSó extraordinario. — „-/ los efectos del recurso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 4K. tratándose ele mí juicio 
*ie divorcio iniciado ante los tribunales locales de la 
Provincia de Unenos Aires, aquél clelic ser interpuesto 
ame la Cámara de Apelación respectiva, o sea ante el 
Tribunal de apelación de última instancia dentro de la 
jurisdicción local. Pág. 253; 

Neeurso extraordinario. — L'n incidenlc sobre procedencia de 
la libertad condicional, fundado por el recurrente y re- 
suelto por la sentencia apelada, en disposiciones del Có* 



tligo penal, no da lugar al recurso extraordinario del 
articulo 14, ley 4*. Fág- 271. 
i uno extraordinario. — No procede el recurso cxtraordina- 
- río del artículo 14, ley 48. contra una sentencia que. te- 
jos de ¡esconocer el derecho que el recurrente fttíó va- 
ler en el juicio, apoyado en la ley esjtecial del Gpíigjre- 
10.057. íe acordó amplia protección: ca rucien Jo !:i 
Corte Suprema, en su nitrito, de jurisdicción para re- 
visar la sentencia arlada, aún cuando en ella se hu- 
bieran aplicado erróneamente las leyes 5.V5 >' lo ' v- 

Reno so txU i. n!immo. — Procede el recital t-Mum-dinario 
del articulo 14, ley 48, contra una sentencia (fin- nivel ll- 
era la cuestión de salwr si la extensión y alcanc-j 
atribuida a una patente otorgada ñor una autoridad na- 
cional con la lwtse del nombre del titular, y resuella en 
contra de los derechos pretendidos por el recurrente, se 
ajusta a la inteligencia (pie corresponde dar ;i tos artícu- 
los 1, ó y 48. inciso 4. de la ley 3975. Páe;. 336, 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, inciso 3." de la ley 4K, contra una sen- 
tencia de la Corte de Justicia de Santiago del .listero, 
denegatoria de un recurso de bobeas Ctitpifá inierj «tes- 
to contra una orden de arresto dictada por la legisla- 
tura de dicha provincia, fundado en cute el procedimien- 
to en cuya virtud se dictó esa orden de arresto era aten- 
tatorio a los derechos y garantías consagradas por el 
articulo 18 de la Constitución Nacional. 

La legitimidad de una orden de detención dictada por 
una autoridad de provincia y reconocida \*ñ los tribu- 
nales de la misma, interpretando y aplicando la propia 
Constitución, no puede ser revisada por la Corte Su- 
prema por vía de recurso extraordinaria del artículo 
14, ley 48. IVig. 39i- 

Recurso extraordinario, — IWede el recurso extraordinaria 
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del articulo 14. ley 48, contra una sentencia adversa a 
los fines perseguidos por el recurrente, fundado en dis- 
posiciones de la ley mimen» 5315. y su decreto regla- 
mentario de 30 de abril de lyoS y en la ley numen» 
Cafa. I*ág. 408. 

Kecurso ordinario de apelación para ante la Corte Suprema. — 
No habiéndose expresado al interponer Ja apelación pa- 
ra ante la Corte Suprema, gilí se trataba del recurso 
extraordinario del articulo 14. ley 48, y íi.\ ley 4055, 
debe entenderse «pie se lia inteq»iesto el ordinario, y 
siendo éste improcedente, por no estar el caso compren- 
dido por el artículo $? de la ley 4055. corresponde de- 
clarar mal concedido el deducido. I»ág. 193. 

Recurso qtdinario de apelación pam ante la Corte Suprema. — 
♦ Tratándose de tin juicio de naturaleza análogo a) de 
expropia :ión, tendiente a deter.rimr el valor de terre- 
no*; retenidos por el Gpíieriío Nacional, cuyo monto ex- 
cede de la can:idad de cinco mil pesos, procede el re- 
curso ordinario de tercera instancia, con arreglo a lo dis- 
puesto ]ior el articulo inciso 2." de la ley 4055. Pá- 
gina 355- 

Retroactmdad. — Véase '*liiconstitu:ionalidad de la ley de al- 
quileres, numen» 11, 3 18". 

RmtsiÓñ í recurrí det. — La disposición del artículo 245 de la 
ley 50. en los casos de los incisos 4." y 5" del artículo 
24] de la misma, implica ipie. para ejercitar el reeur- 
sn de revisión es indisi>ensable agriar la prueba con- 
Clílída de la falsedad, acompaña ndo el instrumento que 
contenga el re-oinieimiento de ésta, o en su caso, el tes- 
timonio de la sentencia que la hubiera declarado. 

Las diversas hipótesis enumeradas en el artículo 241 
de la ley 50. son de estri;ta interpelación, 

Corrcs[>onde el rechazo de un recurso de revisión in- 
terpuesto ocho días después de dictada la sentencia, ta- 
sado en la falsedad parcial atribuida a una escritura (juc 
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fu| aciHiipañada a los autos al contestar !a demanda y 
éuyij eonlenidn, además ilc haberse conocido en esá fe- 
cha, fué expresamente tenido como exacto por el re- 
currente en la parle objetada. Pag, 18. 

* . 

s 

Sueldos (derecho a cobrarlos), — No siendo conciliable la 
existencia de dos titulares de un misino empleo, el em- 
pleado suspendido deja de tener derecho a cobrar sü« 
• sueldos desde la fecha en que se le nombra reemplazan- 
te, imdieudo cobrar los devengados durante la su*i>cn- 
sión hasta su reemplazo. 

T 

Tihdos de la deuda pública de la Provincia de Mendoza. — 
Véase el fallí» publicado en el tomo 138, página 402 a 
que se refiere la Corte ¡Suprema en el presente. Pá- 
gina 77- 

Títulos de la deuda pública de la Provincia de Mendoza, — 
Véase el de la sentencia puldieada en el tomo 158, pá- 
gina 402 en la que la Corte Suprema dió |>or reconoci- 
da la autenticidad de los cuines, la legitimidad de la 
emisión de títulos de la deuda pública de la Provincia 
de Mendoza, autorizarla por la «ley de 29 <1e agosto de 
1909 y ampliada por las de 31 de agosto y 23 de octú- 
bre del mismo año, y la validez de las cláusulas y obli- 
gaciones consignadas en esos documentos. Pág, 234. 
hacióu de la posesión. — Véase: "Cuestión posesoria". 
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Fisco XíuíoiuiI, contra Bartolo oté Damqttte, por cobro de pesos. 

Sumario i i." La ley número 37Ó4 no contiene precepto algu- 
no especial y propio relativo al tiempo en rpie se opera la 
prescripción de las multas impuestas a sus infractores. 

a." Es improcedente el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 48. contra una resolución de una Cámara Fe- 
deral que declara preseripta una mulla impuesta por la 
Administración de impuestos Internos aplicando disposi- 
ciones del Código Penal, f mirlado haberse íipficado es- 
te Código en lugar del Código Civil . 

.V" Las referencias a una ley federal en términos gene- 
rales o las in vocaciones explícitas o implícitas a disposi- 
ciones dé la misma, no bastan para autorizar el recurso 
extraordinario, el míe delie ser fu miado citando preceptos 
expresos de la ley con aplicación al caso controvertido. 

Cuso; Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Julio ft d* 1C2Í> 

V Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de La Piala en 



(I) En la mJtM lecha m dictó idéntica retoluclón en lot Juicio* «Muido* por «I 
Phco Hacfooat ooatra d«ti Benjamín OatCla y por la Ad«i n |»..r«cttn de Impunlo* 
Internet contra don (.ufe Sutli, por igual cauta 
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el juicio que |x»r cubro de peáós te sigue el Fisco Nacional a 
don Bartolomé ttemontc. 

Y Considerando: 

Que basado el recurso extraordinario en el incisa 3/ de! 
articulo 14 de la ley número 48, procede examinar si. como 
lo sostiene él recurrente se han cuestionado 011 el pleito las 
distinciones de los artículos! 25 y 36 de la ley número .VÓ4, 
siendo la decisión de la Cámara Federal contraria al derecho 
fundado en ellos. 

Que el pronunciamiento materia del recurso se lia limi- 
tado a declarar preseripta la multa al demandado. l**»r in trac- 
ciones a Ja ley de Impuestos Internos. 

(J ue la ley de referencia número ,1704 no contiene pre- 
cepto especia] y propio relativo al tiempo en fjue se opera la 
prescripción penal, y siendo asi, 110 es posible admitir (jue la 
decisión recaída- en el caso sea contraria al derecho fundado 
en la expresada ley. V la verdad de esta conclusión aparece 
manifiesta, si se observa ipie el propio recurrente, objeta el 
pronuncia miento no ¡Kir haber dejado de considerar e inter- 
pretar en su contra una disposición de la lev nacional citada 
sino por halier aplicado disposiciones equivocadas del Código 
IVnal. 

Que de acuerdó con lo p rescripto en la primera parte del 
artículo 15 de ta ley número jK, la jurisprudencia uniforme de 
esta Corte, ha establecido (pie las referencias a tina ley nacio- 
nal, en términos generales o las invocaciones explícitas o im- 
plícitas a disposiciones de la misma. 110 bastan para autorizar 
el recurso extraordinario el eníe debe ser fundado, citando pre- 
ceptos de la ley. con aplicación al caso controvertido. (Fallos 
tomo i [J, página 318, autos Fisco Nacional contra Martín 
Miraglio. por defraudación, junio 19 de 10^5. entre otros 
casos \ . 
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■En mérito tle éstas consideraciones, se declara improce- 
dente el recurso interpuesto. Sotifíqucse y devuélvanse al tri- 
bunal resj>ect¡vo, 

A, Bermejo, — J. Figueroa Ai.- 
corta. — Ramón Méndez. — 
M. Laurencena. 



Don Armando Diógenes dÑ Castillo contra el Ferrocarril del 
Ocsh\ por indemnización de daños y per/nietos. Excep- 
ción de incompetencia. 

Sumario: Corresimude a la justicia federal el con oci miento de 
un juicio por daños y jwrjuicios entablado contra una em- 
presa de ferrocarril nacional, por un empleado de la mis- 
ma basado directamente en el lieclio de culpa atribuid" 
¡*ir el demandante a un empleado de 1a demandada, (Se 
trataba de un cííso regido por la ley 2873, desde que los 
hechos enunciados iniiioriaban. prona fuete, una negligen- 
cia culpable de las previstas eu el artículo 05 de la mis- 
to» ley). 

Caso: Lo explican tas piezas siguientes: 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

BucnM Air*». Abril 3 de \*:* 

Y Vistos: 

Para resolver sobre la excepción dilatoria de incompeten- 
cia de jurisdicción opuesta por la demandada en este juicio 
seguido por Armando Diógenes del Castillo contra la Empresa 
del Ferrocarril Oeste sobre danos y perjuicios. 
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Y CnllSMltTíiniln : 

Que la competencia de la iitstijia nacional para conocer y 
decidir en causas (le la naturaleza de la presente es innegable, 
scííún lo tiene resuelto repelidas veces la Suprema Curte, to- 
mo <jf», página 366 j toinn lo.f. página ¿31; torno 11 6, |n'igina 
279;; tomo 121, página 217. etc. Cañara Federal de la Capital 
en numerosas ■ rasiones, causas [.mía. (Varbarini. Deffílippo, 
Kecalde. i [orno*. Cmún, Raniis, l.eonardi. Píateme, etc. del 
juzgado del suscripto. 

I*i»r clin, de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador Fiscal, se rechaza con costas ta excepción de in- 
competencia de jurisdicción apuesta a fojas 15 y contéstese 
derechamente la demanda dentro del término de seis dins se- 
Halado por el articulo 85 de la ley nacional número 30. llá- 
gale silwr. kejH»ngase el sellado. ' 

■V"'/ .1/. Escobar. 



SENTENCIA DI- LA CAMARA FKOKR.Vt. DK Al>f;LACl6ff 

Buenoe Aires. Diciembre U de IBW 
Vistos y Considerando: 

Que la demanda por indemnización por daños y perjui- 
cios sufridos M el ándente riel trabajo, se funda en disposi- 
ciones del Código Civil, arts, tjo¿. io/rf», 1007. 1068. 1074, io7*ji t 
110S. riptj^ mi U22 y sus concordantes "como en las dis- 
posiciones de la ley de Ferrocarriles y la jurisprudencia uni- 
forme de los tribunales federales y ordinarios" . 

(Jue río se invoca disfrosición expresa de la ,íey muñera 
j?<7,t. ni de la exposición de tos hechos que contiene la demnn- 
d:i resulta f>r¡»ui facw de aplicación al caso algún precepto de 
aquélla. 
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pié no es suficiente la simple referencia a una ley espss 
cjal «le la Nación para que surta el fuero federal, 

Que no se ha demos! ráelo qué surta el fuero por razón ile 
las perlina*. 

Por elfo, oído el señor Procurador Fiscal y de acuerdo 
con lo resuelto por esta Cámara en 26 de nnviemhre del co- 
rriente año. autos: 'Xobo Nemesio contra el Ferrocarril Cen- 
tral Norte Argentino, sobre indemnización de daños v perjui- 
cios", se revoca el auto de fojas 25 v se declara que no apa- 
rece acreditada la procedencia del fuero federal. Repóngame 
las fojas en primera instancia. — T. Arias, — Marcdhw Es- 
calada _~ B. A. Nasar Anchornnt. - /. P. £,„„„. _ >¿¿ 
Marco, 



DICTAMEN DFX SEÑOR PROCURADOR GENERAL, 

Buen»! Aim, 9 Mayo dt tftí;, 

Suprema Corte: 

I>m Armando Dignes del Castillo demanda a la Ivm- 
presa del Ferrocarril del Oeste por resarcimiento de daños y 
perjúrelos emergentes del hecho de que encontrándose al servi- 
cio de la empresa demandada y efectuando trabajos de cam- 
inata en la Estación Merlo, fué en el curso de una maniobra, 
derrilwido por el convoy, ««friendo como consecuencia del ac- 
cidente, lesiones gravísimas que «le termina ron. la amputación 
del hra«o y de la pierna del lado derecho. Agrega el actor 
que "el cul¡wible del accidente fué Pedro A. Rodríguez, em- 
" picado de la empresa como encargado de maniobras, pues . 
" dió orden de mover el tren antes de que Castillo hubiese sa- 
'* lido de entre los vagones'*. 

*Se trata, pues, de una aeeión que tiene su fundamento y 
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se basa inmediatamente en un hecho ile cUíjp atribuido a un 
empleado de la empresa ferrocarrilera demandada, y tal he- 
cho, sin |>er juicio de la prueba que pudiera producirse en euii- 
trario, importa friuM fadc una negligencia culpable, de los 
previstos en el art. í»5 <lc la ley número ¿873, del (pie pueden 
surgir responsabilidades t|ue los tribunales federales están lia 
triados a hacer efectivas, con arreglo a !■* dispuesto en el art. 2.". 
inciso 1." de la ley número 48 (Fallos de V. E. tomo 41, pá- 
gina 2(0 ; ton id íiti. lágitia 222; arg. fallo tumo 103. página 4-'i : 
tomo to?. ingina 276; tomo 110, página 10; tomo 121, ingi- 
na 217 y otros I., aún cuando el caso entrañe o pueda suscitar 
cuestiones que tletwn regirse puramente por los principios de 
derecho común, ( Fallos de V. Iv tomo 96. página ^frfi: tomo 
página tomo 133, página 8 y otros). 

Xo puede alterar el fuero la circunstancia de que la de- 
manda haya fundad* » su derecho en prescripciones del dere- 
cho común y haciéndolo en términos generales, una referencia 
a la ley de ferrocarriles nacionales, puesto que, según lo tiene 
V, K, reiteradamente dec'arado. lo (jne determina la com- 
petencia federal, con arreglo al art 100 de la Constitución, no 
sioti los fundamentos legales aducidos |K»r el ador, que pueden 
ser suplidos por el juez cu su decisión, sino los puntos so^ 
hre que versen las causas promovidas, es decir, los hechos que 
las motivan l Fallos tomo io¿. página 3^1; tomo 116, página 
279. entre otros) , 

Por tanto, soy de opinión (pie el conocí miento de la pre- 
sente demanda es de Ta competencia de la justicia federal y 
pido a V. K. se sirva asi declararlo. 

Horacio R. Larreto. 
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Buwot Air«, julio 1 d* tft» 

1 \ istos : 

Kl recurso extraordinario ínter tiesto y concedido |*or la 
Cámara Federal de Apelaciones de esta Capital, cu el juicio 
f[iie dí ir daños y iierju icios sigue don DEógene.s del Castillo ;i 
la Fuiprcsa dc*f Ferrocarril Oeste. 

V Considera udu : 

Que el actor afirma míe sufrió el accidente que determinó 
(a amputación del braz« y pierna de 'a parte derecha del ctier- 
po. en circunstancias que desempeñando sus funciones de ca v- 
bista en la Estación Merlo, a fas órdenes de un capataz, y que 
debido a una errónea disposición del mismo, al disponer la 
marcha del tren, fué apretado |ior el convoy. 

Ouc imputándose culpabilidad en el accidente a mi em- 
itiendo <nie estalla a las órdenes de la empresa, se demanda 
a la misma por col mi de -Ta suma de cincuenta mil pesos tintín - 
da nacional, en concepto de daños y perjnicms invocándose co- 
mo fundamento legal lo dispuesto en los artículos \)o¿. iooíí, 
1067. lOfi» 1074. 1108, y itt.í del Código Civil y 

sus concordantes de la ley de ferrocarriles, no aceptándose el 
ofrecimiento hecho |x»r el ferrocarril demandado, de ¡ndetmi- 
zarlo. de acuerdo cotí lo que determina la ley de accidentes de! 
trabajo. 

Que estos antecedentes demuestran que se trata cié un ca- 
so regido por la ley nacional X." ¿873. desde que los hecho:* 
enunciados importan prima fai'U; una negligencia culpable di- 
las previstas en el articulo <t¿ de la recordada Ley General de 
Ferrocarriles, de la que pueden surgir rcs| Mutabilidades mu- 
los tribunales federales están llamados a hacer efectivas. Asi 
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K> tiene resuelto esta Curie en un caso análogo, i-egistr:u1n en 
el tomo 121, |KtgÍiia Jiy. 

Por ello y de acuerdo Cari io dictaminado por el «eñor l'rn- 
cnraclor Ccneral, se revoca la amencia ajelada. Xotifiipiese y 
devuélvase al tribuna! de origen, donde se repondrá el papel. 

A. Bermejo — J..Ficueroa AL- 
CORTA- — K\MÓX MkXIH». — 
M. I. U-KKWKN-A. 



Don f\dro Ustrugattton contra la fint presa del Ferrocarril Cen- 
tral de Hítenos .lires. sobre daños y perjuicios por el in- 
cendio de un cumpa. 

Sumario; \\> pmcede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. en un caso en <jue la* disposiciones Je la ley espe- 
cial interpretada por la semencia (la número 2873 sttfcre 
VT, CC. Nacionales t n>t fueran invocadas como funda- 
mento de >.u derecho por la empresa recurrente, «ano por l;i 
píirte contraria, 1 \o hubo, por lo tanto, desconocimiento 
de ningún título, privilegio ó exención apoyado en la nten- 
ctonada ley 1 . 

Caso : explica el sí|uténiéj 

l'\l.l.n DE t.\ CUKTIÍ SUPREMA 

r 

v v , ,K: ' 

\ Vistos; 



K1 recurvo eMraordiuarin interpuesto y concedido a fo- 
ja* ¿o t. contra sentencia de la Cámara Federal de La Pláta. 
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en el juicio seguido jmr don Pedro Éstrtigamou contra la [im- 
presa del derroca rrü Central de Buenos Aires» sobre daños 
y per juicios por el incendio de un campo. 

V Considerando: 

Que según se desprende de los autos, la sentencia apelado 
st* funda cu disposiciones de la íey nacional de ferrocarriles 
número 2873, en preceptos del derecho común y en 1n prueba 
recaída sobre Jos hechos alegados, haciéndose derivar la pro- 
cedencia del recurso extraordinario de la declaración de dicho 
fallo acerca del quebrantamiento por parte ele la empresa de 
las obligaciones establecidas en el artículo 5.", inciso 1," de la 
ley citada. ' * 

Que para la procedencia del recurso extraordinario auto- 
rizado por el artículo 14, inciso 3." de la ley número 48. no bas- 
ta fpie en pleito se haya tratado de la interpretación de leyes 
federales, sino (pie es indispensable (pie se haya cuestionado 
'a inteligencia de alguna cláusula de la Constitución, de un 
tratado o ley del Congreso, y que la decisión sea contra la va- 
lide?, del titulo, derecho, privilegio o exención que se funda en 
dicha cláusula, ley o tratado y ser materia del litigio tatitos 
Oneto Juan Pedro c¿ lianco Hipotecario Nacional. Fallo de es- 
ta Curte del 26 de junio de 1025 y otros*. 

Que, en el caso, las disposiciones de la ley número 287,1 
110 han sido invocadas como fundamento de su derechn ]*>r la 
empresa recurrente, sino por la otra parte litigante, de lo que 
se infiere lógicamente que la ¡írimera 110 se encuentra com- 
prendida en ios casos previstos por el articulo 14, inciso 3.* de 
la ley número 48. toda vez que no se ha desconocido ningún, 
titulo, privilegio o exención que hubiere apoyado en la men- 
cionada ley federal. 

Que |>or otra parte, inde|»endierUcmentc de la dísi>osÍción 
de: artículo 5." de la ley (leneral de Ferrocarriles, la sentencia 
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recurrida hace valer consideraciones de hecho respecto al ori- 
gen del incendio y a la culpa de la empresa recurrente i|tie no 
pueden ser revisadas en el presente recurso de puro derecho 
federal y (pie bastan por sí solas ¡ara sustentar el fallo apelado. 

En su mérito, se declara improcedente el recurso. Noti- 
fíquese y devuélvanse, debiendo reponerse e! papel en e^ J tra- 
gado de origen. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
M. Laübknckna. 



Pirección General de Yacimiento Petrolíferas Fiscales contra 
la Compañía de Traimtays Lacróse de Buenos Aires, por 
cobro de pesos: sobre procedencia del fuero federal. 

Sumario: i." I>enegado el fuero federal míe fundó e! recu- 
rrente en los artículos ¿.\ inciso 4." y 6." de la ley 48 y 111, 
incisos 4." y 5.* de la ley 1893. procede c! recurso extra- 
ordinario del articulo 14. ley 48. 

Sí.* La Dirección Gener;il de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales constituye una dependencia del Ministerio de Agri- 
cultura : sus actos emanan de las autorizaciones conferi- 
das l«>r ley al Poder Ejecutivo, y de acuerdo con lo que 
r-tablecc el articulo 8;? de la ley de Contabilidad, número 
42K. debe rendir cuenta anualmente a la Contaduría Gene- 
ra! de las sumas recaudadas y de las inversiones hechas 
art. if». ley njíio. La organización dada a esa repar- 
* tieión fiscal importa, en definitiva una explotación por el 
listado del producto mineral del petróleo; lo que hace 
inadmisible que la Nación sea extraña a un juicio en que 
es parte actora o demandada la Dirección técnica y ad- 
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minislrativa de dicha repartición., a l.i t|ue. por otra par- 
te, ta 'ley ha acordado la autonomía absoluta <|ue se le 
atribuye. En consecuencia, a las cuestiones judiciales pro- 
venientes de su administración, les compele la jurisdic- 
ción nacional. 

Caso; \jy explica el siguiente: 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bucn« Afrct. Julio I éé IMS 

\ jstos : 

KI recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Ablación de la Capital, 
confirmatoria de la de primera instancia míe declara improce- 
dente el fuero federal en el juicio ejecutivo promovido por la 
Dirección General de Yacimientos Petrolíferos Fiscales contra 
la Compañía de Tranways Lacróse de Buenos Aires Limitada, 
por cobro de pesos. ¡ 

V Considerando : 

Que denegado el fuero federal que fundó el actor en los 
artículos 2.". inciso 4." y o.* de la ley número 48 y II, inciso* 
4** y 5." de la ley número i&j.v el recurso extraordinario <pte 
instituye el articula 14 de la ley 48, es procedente para ante 
esta Corte, y asi se declara. 

yue en cuanto al fondo de la cuestión traída en el caso 
al examen de este Tribunal, procede observar: que de las dis- 
posiciones legales administrativas que crean, organizan y regla- 
mentan la Dirección General de Yacimiento Petrolíferos, asi 
como de los términos con míe su representante expone el fun- 
cionamiento de la misma, se desprende que a tos fines de la 
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administración ^e petróleo, como pertenencia minera del Ks- 
tado, m liíi instituido una re|>articióii pública, dependiente dd 
Ministerio Nacional de Agricultura, bajo la dirección de una 
Comisión Admi nistral iva con facultades emanadas directamen- 
te de decretos y reglamentos del Poder Ivjeetttivo, dictados en 
ejercicio de atribuciones superiores (Constitución, artículo 86, 
incisos l t * y 2" y de las autorizaciones legislativas correspon- 
dientes. {Leyes mineros 7057 y iisf». arts. 14, 15 y if>; y 
Decreto de septiembre 20 de 1910 y de ta de abril de 1923, en- 
tre otros) . 

One las disposiciones legales y administrativas de referen- 
cia acreditan que se lian conferido a la Dirección General de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales amplios poderes de admi- 
nistración, tales como sin duda se requieren para promover el 
debido desenvolvimiento industrial económico de tan valiosos 
intereses, directa indi rectamente vincularlos al progreso ge- 
neral del país; y de nbí que a esta Comisión corresponda, to- 
do lo relativo a la explotación, explotación y gestiones de ca- 
rácter comercial c industrial de los yacimientos ]*etrolíferos fis- 
cales, y por consiguiente la dirección y contralor de los ser- 
vidos técnicos y administrativos, la elaboración y venta de los 
productos, la adquisición de los elementos del trabajo indus- 
trial, así como el manejo y fiscalización de los fondos y espe- 
¡ees. confiriéndose al Director Oliera!, entre otros poderes, el 
de ejercer la representación legal de la rpartíción , 

Qlíe este conjunto de facultades, con tener toda la ampli- 
tud compatible con la Índole de las fundones a que se refieren. 
110 pueden sin embargo, ejercitarse sino en condiciones de au- 
tonomía relativa, pues la Dirección que las ejerce constituye 
una dependencia del Ministerio de Agricultura I Articulo t* 
del Reglamento Orgánico): sus aelos emanan de las autoriza- 
ciones conferidas pof ley al Poder J^jecuiivo; y de acuerdo 
con lo que establece el articulo 8- de la ley de Contabilidad 
número 4*8, debe rendir cuenta anualmente a la Contaduría 
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General de las suntiis recaudadas y de las inversiones hechas 
en tas obras, instalaciones y demás objetas que !a misma ley 
determina (Artículo i<5, ley número 11.260). 

• 

Que la organización que se ha dado a esta re]>art¡c¡ón fis- 
cal imiiorta en definitiva una explotación por el Estado del 
producto mineral de que se trata. Lo dice en términos expre- 
sos y reiterados el decreto de diciembre 24 de 1910, que con- 
signa bs antecedentes y propósitos que indujeron al Gobierno 
a apañarse en esta materia de las normas legales y administra- 
tivas que han regido siempre entre nosotros, para ensayar es- 
ta explotación directa de la zona ]wtro!ifera reservada por la 
ley 7059. entendiendo consultar asi las conveniencias económi- 
cas y convenientes del país, los projiósitos legales enunciados, 
las necesidades presentes y futuras de la industria y determi- 
nados servicios especiales de Ja administración pública, incor- 
porando al Ministerio de Agricultura, con los recursos fisca- 
les destinados al efecto, h Comisión Administrativa la que ha- 
ría ingresar a rentas generales los fondos provenientes de ven- 
tas de petróleo u otros productos derivados y dispondría de 
los que le fijara la ley de Presupuesto. 

Que no es dado inferir de estos antecedentes el propó- 
sito de instituir por medio de la Dirección aludida el organis- 
mo autárquico que se pretende, sinó sólo crear una entidad ad- 
ministrativa con los atributos y facultades legales necesarias 
para el desempeño eficiente de las funciones (pie les están en- 
comendadas, pero directamente sometida al contralor del De- 
partamento de Gobierno cor resjiond ¡ente, al que debe dar cuen- 
ta de sus gestiones, del que derivan los poderes con que ac- 
túa y con el que comparte sus responsabilidades ■ No es. pues, 
sólo el hecho de que la Nación tenga interés en dichas gestio- 
nes, sino especialmente la relación de dependencia directa de 
sus gestores con determinada repartición de gobierno, lo que 
hace inadmisible la objeción de que !a Nación ls extraña a 
un juicio en que es parte adora o demandada la Dirección téc- 
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nica y administrativa de esta reparAicián fiscal a ta que, i>" r 
Otra parte, la ley no te lia acordado !a autonomía absoluta que 
se le atribuye ( Fallos tomo 1 17. página 4051. 

ijw* teniendo pues 1u institución de que se trata los carac- 
teres de dependencia inmediata del listado rpie quedan esta- 
blecidos, es derivación forzosa que a las cuestiones judiciales 
provenientes de su administración Ies compete ta jurisdicción 
nacional, pues como lo ha diclio esta Corte, es un principio 
reconocido (|ue la facultad para crear una institución, envuel- 
ve la de protegerla en todos sus actos, lo i|ue sería imposible 
si ti la intervención, cuando procede, del Poder Judicial 1 Fallos, 
tomu 18. página l6j. entre otros). 

Por estos fundamentos y oído el señor Procurador Cene- 
ral, se revoca la sentencia recurrida de fojas 20. declarándose 
que el conocimiento de esta causa corresponde a la justicia fe- 
deral. Xotifíqticse y devuélvanse. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Rourmto Ri: perro — 
M. L.\nmscK\.\. 



Provincia de Córdoba contra Pon Miguel Araya, sobre rei- 
vindicación. Recurso de revisión. 

Sumario: r." I-a disposición del artículo 345 de la ley 50. en 
los casos de los incisos 4.* y 5. del articulo 241 de la mis- 
ma, implica que, para ejercitar el recurso de revisión es 
indispensable aportar la pruelia coifcluida de 'la false- 
dad, acompañando el instrumento que contenga el recono- 
cimiento de ésta, o en su caso, el testimonio de la sen- 
tencia que la hubiera declarado. 
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2. " Las diversas hipótesis enumeradas en el artículo 241 
de la ley 50 son de estricta interpretación. 

3. " Corresponde el rechazo de un recurso de revisión in- 
terpuesto ocho dios después de dictada la sentencia, basa- 
do en la falsedad parcial atribuida a una escritura que fué 
a empañada a mis autos al contestar !a demanda y cuyo 
contenido, además de halarse conocido en esa fecha, fué 
expresamente tenido como exacto por el recurrente en la 
parte objetada. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

PALLO D6 LA CORTt SUPREMA 

Biitao* Aire», J0IJ0 13 de 1*3. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que según lo dispone el articulo 241 de la ley numero 50 
el recurso de revocatoria creado |x*r el artículo 7." de la ley 
número 27 solamente procede en los casos taxativamente cint- 
el recurso de revocatoria crea<|o por el articulo 7." de la ley 
merados por aquel precepto legal!. 

Que en el caso actual el recurso se funda en (pie se lia 
producido !a situación prevista por el inciso 4.'". según el cual 
él es pr t >cedeutc "cuando la sentencia definitiva se hubiere pro- 
nunciado en virtud de documentos reconocidos o declarados 
falso,», ignorándolo el recurrente o cuya falsedad se recono- 
ciera o declarase después". 

Que con arreglo a fio dispuesto en el articulo 245 de la 
ley número 50 euj los casos de los incisos 4.° y 5." del artículo 
241 el término para interponer el recurso de revisión empeza- 
rá a correr desde e! dia en que se tuvo noticia del fraude o 
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después de aquel en que se reconoció n declaró la falsedad. 
Y esta disiiosictón implica que [>ara ejercita* el recurso es in- 
dispensable aportar la pruel» concluida de la falsedad a:om- 
pañando el instrumento 411c contenga el reconocimiento o en 
mi casó el testimonio de la sentencia (|ue la hubiese declarado. 

Que entretanto en el presente juicio el pedido de revisión 
se ha producido ocho días después de dictada la sentencia, de - 
^estimando la reivindicación y lo i[Ue se sostiene es la false- 
dad parcial de una escritura que ha sido acompañada a los au- 
tos al contestar la demanda y cuyo contenido, además de ha- 
Iwrsc conocido en aquella fecha, ha sido expresamente tenido 
como exacto por el solicitante en la |»arle objetada, fojas 83. 

Que en tales condiciono* no acompañándose la prueba de 
la existencia de la falsedad, ni promediando términos hábiles 
para señalar el moneólo 4 partir del cual el solicitante tuvo 
noticias de rila al efecto de los ocho días de los artículos 243 
v 245 fie la ley 50, el recurso es impn>eedciue. 

Que la interpretación estricta de las diversas hi|H>tesis anu- 
mcradas en el artículo 241 de la ley 50 es indispensable, pues 
con el criterio opuesto se llegaría a crear la posibilidad de ob- 
tener un nuevo pronunciamiento sobre las mismas cuestiones 
objeto de la Htis con detrimento de "la cosa juzgada. 

Que .1 mayor abundamiento la afirmación contenida en la 
sentencia de esta Corte de que, la venta hecha a la señora de 
Laburde Hoy autora inmediata del demandado lo fue de "un 
inmueble determinado señalado entre limites precisos", segui- 
ría siendo exacta aún en la hipótesis de que se llegara a de- 
mostrar que la colindando expresada por el lado Norte del 
campo reivindicado no es totalmente verdadera en cuanto a 
Santiago Díaz. IC11 efecto, el recurrente afirma que por ese 
costado el campo lindaba "con el lote siguiente y con tierras 
de Santiago Díaz" y arguye de falsedad una escritura de hi- 
poteca en la cual *e establece en ese rumbo solamente '"tierras 
de Santiago Díaz". Fuera '!e que la supresión en cuestión obe- 
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(luce sin duda a una omisión involuntaria existente en ta escri- 
tura de fojas 44 y no en la tachada de falsa ni en las otras 
acompañadas, el hecliu cierto es que siempre sería verdad que 
se trata de la venta de un inmueble entre limites especificados 
por todos los minlms, según resulta de la escritura extendida 
por el secretario con ocasión de la venta ordenada en el jui- 
cio seguido por Carbonc contra la Provincia de Córdoba. Véa- 
se testimonio de fojas „*>. V esta consideración es suficiente 
ñor sí sola |>ara sustentar el derecho aplicado en la sentencia; 
no se trata de saber si el lindero por el Hado Norte, es el Fis- 
co, Díaz o Córnez, sitió sí en el titulo existía una indicación o 
limitación por ese rumbo, hecho este que expresamente se re- 
conoce . 

Kn mérito de estas consideraciones se declara no haber 
lugar al recurso «le revisión interpuesto, con costas. Kc|x>ngasc 
el papel. 

A. Bermejo — J. Figuxioa Al- 
corta. — Rouekto RürivTTo — 

M. I..U-RI-NCKJÍA. 



Don Alberto Mtwi'wl ron tro la Protmiéiii de Entre h'ius, sobre 
dcrofucióii de shows de dinero. 

Simarlo : i.- La constiUicionalidad o incoustitucionatidad de 
las 'leyes de impuestos locales debe juzgarse del punto de 
vista de su aplicación al caso que origine el juicio. 

2." La oportunidad en que se cobra el impuesto, es un 
antecedente para su debida calificación. 

$f El impuesto de tablada establecido en las 1eyes.de la 
provincia de Entre Ríos, números 2189 y 2508. aplicado a 
las haciendas que no han sido objeto de venta o negocio 
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en jurisdicción de la provincia y que se cobra en el acto 
de la extracción y con motivo de eHa, es viulatorio de los 
artículos 0¿" y 10." de la Constitución. El mismo impues- 
to de tablada para gravar la nperaeión directa de la ven- 
ta o negociación de lo» ganados y jiercibida al celebrarse 
la transacción como tin aj»o de comercio Ufternq, es un 
gravamen legitimo. 

Caso • Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEl. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

B«*hm Alte*, Febrero i* 4c l«» 

Suprema Corte: 

Don Alberto Montie! demanda a la provincia de lint re Ríos 
por la devolución de 1a suma de dos mil veinte pesos que dice 
babor pagado en concepto de impuestos a la exportación de 
ganados ele dicha provincia con destino a ta de Buenos Aires. 

Sostiene que tales impuestos son inconstitucionales por 
cuanto traban el libre tránsito y la libertad de comercio inter- 
provincia! garantidos |>or los artículos y. 10 y 1 1 de la Cons- 
t ¡ilición de la Nación. 

La provincia contestó la dem:inda alegando que lo que 
•la ley ilc tablada-* impugnada gravara, eran las transacciones 
comerciales internas, la riqueza local y que la remisión de los 
ganados iinpowaba oraciones de negocios susceptibles de im- 
posición. 

La parte actora lia tratado de justificar durante el térmi- 
no probatorio que extrajo ganados de Entre Ríos y pagó por 
ese concepto, impuestos por valor de ochocientos treinta y ocho 
pesos el i de enero de 1919: ochocientos treinta pesos el 15 de 
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agosto : doscientos cincuenta y dos peso* el 14 de noviembre v 
cíen pesos el 13 de diciembre. 

has documentos acompañados (fojas 16, 18. 20) justifican el 
ftago hecho solamente por las tres últimas partidas indicadas, 
por un valor de ]>esos mirt diez moneda nacional. 

La primera partida de pesos ochocientos treinta y ocho 
no está acreditada con documentos alguno, no siendo suficien- 
te a tal fin los de fs. 3 y 22 ya que en ellos no consta el pago 
del impuesto ni siquiera a nombre de quien pueda haber sido 
verificado e! mismo. No consta que lo sea a nombre del netnr 
por lo que éste carece de derecho para exigir su devolución, 

Res|)ecto a las partidas acreditadas, estimo justificada 
(.documentos citados de fs. \(\ 18 y 20), informe de fojas 14 
del Receptor de Rentas, debidamente autenticado, el informe 
de fs. 53 del F, C. de lint re Kíos, la extracción de los gana- 
dos del territorio de la provincia y que el impuesto fué cobra- 
do con motivo de esa extracción a la de lineóos Aires. 

la calificación, pues, de impuesto inconstitucional es ajus- 
tada a derecho, ya íjuc las provincias no pueden gravar en for- 
ma alguna la extracción de sus productos para otra provincia. 
(Constitución Nacional, arts, o) y 10; S. C. X. tomo 127. pá- 
gina 383}, 

Opino, por tanto, que prucede la devolución de las sumas 
que se reclama por halier sido cobradas con violación de las 
cláusulas constitucionales citadas, con la salvedad, en cuanto 
a su monto, de aquellas cuyos pagos nu han quedado acredi- 
tados en autos. 

/. 7.. Agüero l 'i'm. 
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Butnt» Aira, Julia lí de mi 

V Vistos: Lo* seguidos por don Alberto Montiel contra 
la Provincia de Entre Ríos. |jor devolución do la suma de dos 
mil veinte |»esos moneda nacional, intereses y costas, de los que 
resulta : 

Que ,i f tijas 35 y con lo.* documentos precedentemente agre- 
gados, se presenta don Arcenio S. Rubianes por el actor, y 
enlabia demanda contra la provincia de Entré Ríos exponiendo: 

Que su mandante obló en concepto del impuesto estable- 
cido en el articulo á? de las leyes provinciales números 21&1 
y 2-¡o8, las siguiente? sumas: ochocientos treinta y ocho pesos 
en ,1 de enero de 1919 por cuatrocientos diecinueve vacunos 
(guias 627. libreta 226» ; (ichocientos treinta pesos en 15 de 
agosto de n/19. póf cuatrocientos quince novillos (guías nú 
inems 48155 y 41525 ' : doscientos cincuenta y dos pesos en no- 
viembre 14 de I4)it> por ciento veinte y seis vacuno» I guias 
números .148^0 y ¿#19) ; y cien pesos en diciembre 13 de Í919, 
por cincuenta vacunos (guia ¿4**5->. habiéndose efectuado los 
pagos con protesta y dejándose a salvo los derechos para soli- 
citar su reerúbolíto. 

(Jue la extracción de la hacienda 110 fué motivada por ven- 
ta negociación realizada dentro del territorio de la provincia, 
sino que venia consignada a Buenos Aires, según lo comprue- 
ba, con ¡os documentos acompañados y |x>r consiguiente, el gra- 
vamen aplicado en el caso a la extracción o tránsito del ga- 
nado de una provincia a otra, importa un impuesto de ca- 
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rácter aduanero, contrario a fas disposiciones de los artículos 
9. 10 y rr de la Constitución Nacional. 

Que en apoyo de su tesis cita en las protesta* y en la de- 
manda, diversos faltos de esta Corte dictados en casos análo- 
gos al stth jttdice, y en mérito de lo expuesto, pide se condene 
a la provincia de Kntre Rios a devolverle las cantidades re- 
clamadas, sus intereses y las costas del juicio. 

Que corrido traslado de la de.nanda ( fojas 29 vuelta ) la 
contesta el representante de la Provincia a fojas 41. manifes- 
tando : 

Que los pagos hechos por el actor, corresponden al im- 
iwesto establecido por la ley de tablada de la provincia, cuyos 
poderes han entendido que aquel no afectaba a las garantías 
constitucionales respecto de la libre ctrenlaciósi de valores y 
bienes. 

Que el artículo 1." del decreto reglamentario de la ley de 
referencia, excluye expresamente las haciendas en tránsito para 
acentuar que por ello, se grava la riqueza interna y las opera- 
ciones de comercio, considerándose que toda troj» de hacien- 
das que |>ermanezcan más de sesenta días, debe tenerse por 
radicada definitivamente. 

Que de los comprobantes acompañados con la demanda, no 
resulta que los cobros que determinan los reclamos hayan res- 
pondido a otro concepto qtte el de gravarse a la riqueza □ tran- 
sacciones comerciales y que las haciendas que se indican en ca- 
so de ser remitidas, solo fueron gravadas por curaciones de 
negocios y no |>or impuestos al tránsito o circulación. 

Que la provincia de Entre Rios. no- obstante haber modi- 
dicado la ley declarada inconstitucional, por los fallos de esta 
Corte, considera co:no un deber ineludible de parte de sus po- 
rieres públicos, mantener las prerrogativas que resultan de los 
arl ¡culos 104, 105 y 107 de la Constitución según lo ha esta- 
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Mecido ta jurisprudencia de este Tribunal desde que se trata 
de impuestos que grava su propia rif pieza, se aplica a ventas de 
haciendas y responden a servicios de polieia y seguridad .sin 
los cuales el desarrollo de !a industria ganadera sería ini|>os¡- 
ble; y pide por lo tanto, se rechace la demanda con cosías. 

Que redimía la causa a prueba i fojas 44 i. se produjo la 
que expresa el certificado del actuario de fojas 38. se agrega- 
ron los alegatos de fojas in y 66 y previo dictamen del procu- 
rador general 1 tujas (39) se llamó autos |mra definitiva (fo- 
jas 701, y 

Considerando : 

Que en reiterados casos análogos en los que la parte de- 
mandada ha sido la misma provincia traida a este juicio por re- 
clamo de Igual naturaleza esta Corte Suprema, ha dejado es- 
tablecido: a) que el impuesto de tablada aplicado a las hacien- 
das que no han sido objeto de venta o negocio en jurisdicción 
de la provincia y que se cobra en el acto de la extracción y con 
mntivo de ella, es viola torio de los artículos t) y 10 de la Cons- 
titución, tpie 110 admiten aduanas interiores y prescriben !a li- 
hre circulación de los productos i bi que el mismo impuesto de 
tablada establecido por una provincia para gravar la opera- 
ción d i recta de la venta o negociación de los ganados, y perci- 
bido al celebrarse la iran-a.vión, co:i*o un .'Cto de comercio Ín- 
terin», es un gravamen legitimo determinado por el ejercicio 
de facultades constitucionales no delegadas por las provincias 
al gobierno federa", de acuerdo con lo que prescriben los artícu- 
los 104 y 105 fie la Constitución : el f^ne en consecuencia, la 
contribución aludida creada por un estado provincial como nn 
impuesto de exportación que afecta la libre circulación territo- 
rial, es contraria a expresas disposiciones de la Constitución; 
en tanto que no tiene tal defecto lega] el gravamen a la ciren- 
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laciún económica, esto es. el que se impone a jos actos de co- 
mercio realizados en la jurisdicción de la Provincia y por con- 
siguiente, dentro del alcance de su facultad impositiva (Fallos 
tomo 134. página 259; tomo 137, página 259 y 321, entre otros). 

Que establecido por esta Corte que la constitucionalidad 
o inconstítucionalidad de las leyes de impuestos locales deben 
juzgarse del punto de vista de su aplicación al caso que ori- 
gina et juicio, haciendo esa aplicación al de autos, se abser- 
va. desde luego, que él está comprendido en el punto a) del 
precedente considerando, es decir, que el impuesto de tabla- 
da se ha hecho efectivo ton violación de los preceptos consti- 
tucionales referidos. 

Que en efecto, y coniu se desprende de los documentos 
de pagos bajo protestas consignados en autos ( fojas 16 a 21). 
testimonios confirmados en general |)or las certificaciones e 
informes agregados como pruebas ( fojas 47 a 56), se ha esta- 
blecido que las haciendas sobre que recayó el impuesto en 
litigio, fueron remitidas en consignación en diversas partidas 
y destinos, i*ro no resulta que hubiesen sido vendidas o ne- 
gociadas en la Provincia de Entre Ríos, ni ello ha sido de- 
mostrado por la parte demandada, y por lo tanto, el impuesto 
con que han sido gravados en el acto de la extracción, y con 
motivo de ella está en pugna con las garantías que consagran 
los articulos 9 y 10 de la Constitución. 

Que según la jurisprudencia de esta Corte, la oportuni- 
dad en que se cobra el impuesto es un antecedente para su 
debida calificación, suficiente, en general, para dar por de- 
mostrado que en casos como el que comprende el precedente 
considerando, se trata de un gravamen a la exportación, pues 
para q:ie un impuesto se diga establecido con motivo de la ex- 
tracción de productos de una provincia, basta que él se exi- 
ja en el acto de esa extracción, y ]>or consiguiente, si media 
esta última circunstancia y se pretende, no obstante, la legi- 
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timidad del gravamen, habrá que demostrarse que el impues- 
to se aplicu y |iercíbió por concedo de la venta o negocio de 
ue los ganados fueron objeto dentro de la jurisdicción de la 
provincia. I Fallos tomo 1¿8, i*ig¡ua¡ 375; tomo 130. pagi- 
na ag>); 

Que las precedentes consideraciones no se refieren a h 
partida de ochocientos treinta y ocho pesos que se dicen alo- 
nados el j de enero de iojn, pues cono se oliserva en el ale- 
galo del representante de la demandada (fojas 66) y en el 
dictamen de fojas óíj, dicho pago no aparece debidamente com- 
probado en autos, desde que falla su constancia expresa y sólo 
se le intenta acreditar con antecedentes de valor meramente 
presuntivo- 

Por estos fundamentos y los concordantes expuestos por 
el Señor Procurador Oeneral. se declara: que 110 es proceden- 
te ¡a demanda en lo relativo al cobro de ta |iarlida a que se 
refiere el anterinr considerando, y c|ue el impuesto cobrado al 
señor Allierto Montiel que éste acredita halier abonado por las 
haciendas sobre que versa este litigio, es violatorio de ta Cons- 
titución Nacional. Kn conswuciwia. la Provincia pie Entre 
ios debe devolver at actor en el término de diez días la suma 
percibida por tal concepto, o sea la de mil ciento ochenta y 
dos tiesos moneda nacional y sus intereses desde ¡a notificación 
de l.i demanda, sin especial condenación en costas por no ha- 
lier prosjierado el juicio en todas sus ¡«irles. Notífiqitese y 
repuestos los sellos, archívese. 

A. Br.RMKjo — J. FicuntOA Al- 
corta. — Roberto Repetto. 
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l>ou limer MendUaharsu en atttos con ¿4 Provincia de Vucu- 
uuin, por cobro de precio de indemnización resultante de 
ta desposesión de unas vertientes. Recurso de hecho. 

Sumario: i." \'u procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14. ley 48. contra una sentencia cuyas conclusiones de- 
. rivadas de puntos de hechos y de prueba, así como los de- 
rechos controvertidos respectivamente en la causa, se apo- 
yan legalmente en la apreciación y aplicación de expresas 
disposiciones- det Código Civil (Artículos 2340, 2350. 2511 
y 3537 del Código citado 1. sin que aparezca de actuación 
alguna, el planteamiento y dilucitación de una cuestión 
federal, de la míe dependa el concepto jurídico con que el 
caso debe resolverse. 

2. a Una decisión, aunque traiga a juicio una garantía 
constitucional, (en et caso la del articulo 17, si tiene por 
base principa!, como en el de autos,, la apreciación de he- 
dios y pruebas y la aplicación de los Códigos comunes, y 
tales fundamentos son bastantes para sustentar el' fallo, 
éste no puede ser revisado en el recurso extraordinario. 
(Ver entre otros, los fallos publicados en los tomos 131. 
página 352 y 133, página 298). 

Caso ; Lo explica el siguiente. 
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Batí* Alrti. Julio 13 4* Ift» 

Autos y Vistos: 

El recurso de hectio [»or denegación del extraordinario 
interpuesto por don Javier Meitd üaha rzu contra sentencia de 
la Corte de Justicia de la Provincia de Tuctmián en el juicio 
seguido con dicha Provincia sobre cobre» de pesos. 
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Y Considerando: 

Que la relación tic fundamentos del recurso y los recau- 
dos acompañados a mérito del proveído de fojas 6, acreditan 
que el recurrente ha seguido contra la referida Provincia un 
.juicio coiuencioso-<ídn¿intstrajlivo solire expropiación de de- 
terminadas vertientes, utilizadas por el Gobierno Provincia! pa- 
ra dotar de agua a la Ciudad de Tueumán. y que debidamente 
substanciado el juicio, el tribunal correspondiente lia resuelto 
no hacer lugar a la demanda, denegando después el recurso 
extraordinario interpuesto para ante esta Corte, por lo f|iic se 
ha intentado el de hecho que se examina. 

Que los mismos antecedentes establecen que ta cuestión 
materia de' pleito lia versado sobre el siguiente punjo primor- 
dial : determinar si las vertientes que forman al riacho que co- 
rre |>or ía qraebrada del Derrumbado o Derrumbadero, son de! 
dominio privado y por consiguiente expropiares, o si perte- 
necen al dominio público y en tal caso el a:tor no tiene so- 
bre tales bienes el derecho que pretende. 

Qtié la sentencia recurrida se funda en que las vertientes 
de que se trata no están comprendidas entre las declaradas ex- 
propiaba |>or la íey provincial de invocada por el ac- 
tor; en ipte el causante del mismo abandonó el uso del agua de 
esas vertientes y la dejó correr ]»or su eniiác natural: en qui- 
los nombramientos de peritos hechos por el Gobierno no im- 
f ortan el reconocimiento implícito de! derecho del demandan- 
te, porque los peritos debían determinar previamente si tes 
vertientes en cuestión son del dominio público o privado; y en 
fin. que de los informes pericia'cs se llega a la comprobación 
de qnc las vertientes "aludidas forman el arroyo de "Los Cain- 
zo" que es del dominio público de la provincia. 

(Jue las conclusiones de la semencia, derivadas de los he- 
chos y priieha relacionarlas, se afianzan legalmente en la apre- 
ciación y aplicación de expresas disposiciones del Código Ci- 
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vil. como lo han sido a su vez y respectivamente los derechos 
controvertidos eri ta causa (Código citado, artículos 2540, 2350, 
2511, 2637), sin que aparezca de actuación alguna el' plantea- 
miento y dilucidación de una cuestión de carácter federal, de 
la que dependa el concepto jurídico con qne el caso Ha de re- 
solverse, circunstancia que el propio a pelante reconoce cuan- 
do expresa al promover el juicio; "loa hechos están claramen- 
" te es]>ecificados y determinados y los derechos lo mismo, por- 
"* que las prescripciones de la ley civil caracterizan el caso y lo 
"resuelven" (Relación de la sentencia agregada, fojas ). 

Que la invocación de la garantía que consagra el artículo 
17 de la Constitución, aunque se haya formulado con el de- 
signio expreso de traer el pleito ante esta Corle, no determina 
en el sttt* yWí t r la procedencia del recurso extraordinario, 
porque cóíuo' lo ha establecido una jurisprudencia reiterada y 
constante de este trilninal, i>arn (pie dicho recurso proceda, no 
hasta que se invoque oportunamente una cláusula constitucio- 
nal, la de un tratado o ley especial de] Congreso, sino que es ne- 
cesario que los constitutivos de la causa guarde. i con los pre- 
ceptos constitucionales o legales invocados la relación directa 
c inmediata legalmente requerida (Artículo 15. ley número 
48) , de tal manera que la decisión dependa de la interpreta- 
ción que se asigne a tales garantías cu relación al caso; sien- 
do asimismo de aplicación al de autos la jurisprudencia qtic 
determina el requisito de que la resolución que haya de dic- 
tarse |xjr la Corte sobre la cuestión federal, tenga eficacia en 
sus efectos para modificar la semencia recurrida; y así una de- 
cisión aunque traiga a juicio una cíe las garantías aludidas, si 
tiene por líase principal como la presente causa la apreciación 
de hechos y pruetas y la aplicación de los Códigos comunes, 
y tules fundamentos son bastantes para que subsista el fallo, 
éste no puede ser revisado en el recurso extraordinario ( Ta- 
llos tomo 104, página 293; ionio 108, página 213; tomo lió, 
página 174: tomo 120, página 2qo; tomo 121. página 223, en- 
tre otros ) . 
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l-'n vi presente juicio mu se lia disentido el principio de 
la inviolabilidad de la pídpfedádi Ni el Gobierno demandado 
ha oiwesto un concepto distinto a la interpretación que el ac- 
tor atribuye al artículo 17 de la Constitución, ni la sentencia 
recurrida lia establecido que el recurrente pueda ser privado 
de stt propieilad sin previa indemnización, sino simplemente 
qtte la indemnización no procede porque ele los liedlo* y del 
derecho común aplicable a los misinos resulta |>ara el tribunal 
ti t/no que los bienes en litigio no son de propiedad privada si- 
no del dominio público. 

p 

l'nr estos fundamentos se declara 110 hal>er lugar al re- 
curso. Xmiftquese y repuesto eí papel archívese. 

A. IÍKkMEjO — J. FlCUEROA Al.- 
CORTA — ROFKHTO REPF.TTO — 

M. I.awrxceka. 



Píc€ardo y Compañía L,müfüda, Saciedad Attámma. córítra }o- 
s¿ Fraudo, sobre nulidad <U* niarcaj 

Sumaria: 1$ presentación de la solicitud íi que se refiere el 
articulo ir» de la ley sobre marcas de íábrka. cons- 

tituye en el sistentt ádoptaílo por la ley, el punto di: par- 
tida indispensable para el registro de una marca, y desde 
ese nn Mentó adquiere el presentante un derecho indis- 
cutible, supeditado a la doble condición de que 110 se hu- 
biera otorgado antes otras marcas semejantes o iguales 
y de míe nadie se bn^ya opuesto a la concesión 1 artículo 
21): determinándose el mejor dercelto a la propiedad de 
W marca en caso de concurrencia de solicitudes, por el día 
y hora de su presenta ¿ió.i a la oficina i' Articulo 22),. En 
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consecuencia, no pudiendo coexistir do* marcas idénticas 
para distinguir !o* mismos productos. corre*|>onde dejar 
sin efecto aquella que se solicitó con posterioridad. 

Cato: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Bucnot Alia. A|#tto 1* dt im. 

Vistos estos autos seguidos por la sociedad anónima " Pi- 
cea rdo y Cía. Ltda." contra don José Fraudo, sobre nulidad 
de marca : y 

Considerando: 

Que dentro del régimen atributivo de la ley argentina, to- 
do el que deseare obtener la propiedad de una marca de fá- 
brica, comercio o agricultura, deberá solicitarla de la oficina 
la que liará constar su presentación mediante un acta breve 
que cn prese, en resumen, su contenido y ja fecha y hora de 
su presentación íarts. 16 y 19 de ¡a ley 3975 ■ 

Que tales disposiciones tiende ;i a la regularización de los 
derechos que la ley acuerda y su importancia se demuestra 
por la mera enunciación del precepto del art. 22. según el cual 
"el derecho de prelación para la propiedad de una marca se 
"acordará por el dia y hora en que sea presentada la solicitud 
" a la oficina*'- 

Que de ta!cs disposiciones surge claramente que el de- 
recho ¡«ra adquirir la propiedad de tina marca no está supe- 
ditado a la mayor o menor diligencia de la oficina respectiva 
a su voluntaria o involuntaria preferencia, sino que depen- 
de, en cuanto a la prelación atañe, única y exclusivamente de 
la fecha y hora, y de la presentación de la solicitud a la oficina. 
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Que de autos consta ( inforitic de fs. 37 de la Oficina de 
l'atcnus y Marcas) que ¡as marcas ele la acto ra y demandada 
que originan este juicio, se denominan "supremas", sirviendo. 
amb:!s para distinguir tabacos, cigarros, cigarrillos, rapés y 
artículos para fumadores, clase 21. 

■ 

Que. asimismo, consta en forma que los señores Píccar- 
do y Cía., según acta N." 43581, solicitaron el 16 de septiembre 
de 19 i,i la marca N." íVi.joH de que disponen y que Ies fué 
¿cordada el y de marzo de 10,21. I*i del demandado don Jo- 
sé Prando. N." fué solicitada el 17 de mayo de iO-ío y 
otorgada el 30 de septiembre del mismo año \<)¿o. 

Que. según se ve, el presente caso ofrece la |»anieu!ari- 
dad de que una marta solicitada el año baya sido acnr- 
dada seis meses después que otra marca similar, para los mis- 
mos productos, sfilicitada aproximadamente con siete años de 
posterioridad. 

Que así ¡flauteada la cuestión esencial que se débale en 
este juicio. Ja solución no puede ofrecer dificultad. £1 derecho 
de prclacíón a la propiedad de h marea resulta corresponder 
a PVeardo y Cia.. quienes no lian jtodido ser pospuestos ni 
por la incidencia de don J, Y. Lavagno, peticionante de la 
marca "Supremo". .'1 que se refiere el informe de fs. 37. ni 
por la iiiaecióti fie los mismos l'iecardo y Cía. que si debieron 
esperar la oportuna resolución de su solicitud, no pudieron 
cíe ríame me sos| «cebar que estando ella pendiente, la oficina 
diera preferencia a la muy posterior del demandado fraudo. 

Que» por lo demás, la defensa de falla de acción opuesta 
por el demandado es improcedente si se observa que en el ca- 
so sji/> Htf no se discute la procedencia 1» improcedencia del 
registro, sino que se ejercita la acción de nulidad de una mar- 
ca indebidamente registrada. 

Que ¡as defensas de caducidad y prescripción son igual- 
mente inadmisibles, la primera porque no encuadra dentro de 
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los casos previstos por el art, 14 de la ley y la segunda, (razón 
que también puede oponerse a la caducidad alegada) porque 
no puede prescribirse un derecho como el de los Piccardo y 
Cía. fundado en ley, resguardado por su presentación en for- 
ma a la oficina y ejercitado simultáneamente con el del de- 
mandado en virtud de un título nacional, que — en definitiva 
— resulta mejor por la prclación fundada en el art, 22 de la 
ley especial de marcas. 

Que no pudiendo coexistir dos marcas idénticas para dis- 
tinguir los mismos productos, corresponde dejar sin efecto 
aquella que se solicitó con posterioridad lart. 22, ley 3975 ), 

Por tanto se revoca la sentencia apelada de fs. 65 y, de- 
clarándose fundada la acción deducida i*ir Piccardo y Cia. 
Ltda. anúlase la marca 11 Supremos" concedida a don José 
Prando el 30 de septiembre de u>¿0 baja el N." 64.263 para 
distinguir tabacos, cigarros, cigarrillos, rapés y anícnlos lia- 
ra fumadores (clase 21 1, sin costas a mérito de la natura- 
'eza. particular del caso. Repónganse las fojas en primera 
instancia. — Marcelina Hscqlada. — '/'. Arias. — B. A. Xti- 
ear .htehoretta. — J. P. Luna. """ 



FA U.O DE LA CORTK SUPRKMA 

Bueno* Airtt. Julio IT de llfii 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que los pumos relativos a saber si Piccardo y Compañía 
Limitada, actores en este juicio, han tenido o no i>ersonerta 
y derecho para adquirir en 1920 la marca solicitada en 1913 
por la Compañía Argentina de Tabacos como continuadores 
de éstos, asi conio las que se hacen derivar de la ineficac-a 
<!e la cesión en razón del momento en que ella se produjo, re- 
visten el carácter de cuestiones de hecho y de derecho común. 
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ajen;*» al recurso extraordinario, conforme a lo dispuesto ppr 
la última parte de! articulo 15 de la ley número .48 y a lo rei- 
teradamenie resuelto. 

ijüt de acuerdó con lo dispuesto |ior ios artículos jfi, 17, 
[9. ¿o, ¿i y 22 de la ley número ,1975 '» presentación de Ta 
solicitud a que se refiere el primero de cs.is artículos consti- 
tuye en e! sistema adoptado por la ley el punto de partida in- 
dispensable para el registro de una marca y desde ese momen- 
to (artículo Ji 1. adquiere el presentante un derecho indiscu- 
tible stq editado a la doble condición de que no se hubieran 
otorgad» • antes otras marca» se;pe jantes o iguales v ele que 
nadie comparezca oponiéndose a !a concesión. Así lo consa- 
gra además de un modo terminante el artículo 22 al estable- 
cer que el derecho de Relación ]«ira la propiedad de una mar- 
ca se acordará |>or el día y hora en que sea presentada la so- 
licitud a la oficina. 

fjue la ley número 3975, no contiene disposición alguna 
señalando un termino dentro del cual se produzca la caduci- 
dad ile los derechos que la solicitud abre al presentante, y 
atento al silencio de la ley, ese |*la*o no puede ser otro que el 
fijado por el artículo 14 jmra !a extinción de la propiedad de 
la marca misma el cual no había transcurrido cuando el actor 
obtuvo el certificado. 

Que en el caso de es$Os autos (a* dos marcas concedidas 
se denominan "Supremos" pero ¡a riel actor fué solicitada 
el if» de septiembre de u>U y la del demandado el 17 de ma- 
yo de tgap y aún cuando la de] último fuera otorgada con an- 
íerioridad a !a del primero, esta circunstancia carece de efica- 
cia legal, pues por disposición expresa del Citado articulo 22, 
el mejor derecho a la propiedad de la marca, en caso de con- 
currencia de solicitudes, se determina j»or el di» y hora de su 
presentación a la oficina. 

Que en tales condiciones no es dudoso que el titulo de 
propiedad de la marca concedido a la sociedad adora debe ser 
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preferido al que exhibe el demandado y da derecho a aquélla, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6." de la ley 
.V/75- para l«?clir la nulidad de! otorgado, con arreglo a una 
solk-itud posterior a !a suya. 

Kn su mérito y jhm- los fundamentos de la sentencia de 
la Cámara Federal de la Capital, se la confirma en la partí* 
que ha podido ser materia del recurso. Xotifíqucse y devuél- 
vanse, reuniéndose el ¡>a|H?l en el Juzgado de origen. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — ROBBRTO Rlíl'KTTO — 

M. Laurkncexa. 



Don i.itis Avoyadro contra f>on SktMitífó ToutcHitti. sobre co- 
bro de pesos. 

Stimaría i;*: Ño procede el reatrso extraordinario riel articulo 
14, !ey.^+8, en un raso en que las cuestiones planteadas en 
el litigio se basan en preceptos de derecho civil y las de- 
cisiones recaídas se fundan en clisjiostciones de derecho 
común. (Interpretación y aplicación de la ley civil y del 
Código de Procedimientos de la Provincia de Mendoza aje- 
nos a dicho recurso ) . 

2." Los irandatarios judiciales son, ante todo, auxilia 
res de la justicia, y corres|x>nde a las legislaturas provin- 
ciales determinar las condiciones y la forma en que lian 
de intervenir en los juicios (. Artículos 5 y 105 de la Cons- 
titución). 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FAIXO DE LA COUTE SUPREMA 

Bmikw Aire*. Julio 17 de 1028 

Y Vistos: 

lil recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
semencia ele la Corte Suprema de la provincia de Mendoza, en 
tos autos que don Luis Avogadr» sigue a don Settimío Tome- 
llini. sobre cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que las cuestiones plantearlas en el litigio se batan en pre- 
ceptos del Código Civil y las decisiones recaídas se tundan 
en disposiciones de derecho común, esto es. en la interpreta- 
ción y aplicación de la ley civil y el Código de Procedimientos 
de la provincia de Mendoza, Lodo ello ajeno al recurso extra- 
ordinario según los términos del articulo 15 1 segunda par- 
te de la ley número 48. y la reiterada jurisprudencia de es- 
ta Corte. 

(Jue para la procedencia del recurso extftbrdinario es ne- 
cesario que se haya planteado en el pleito, o sea con anteriori- 
dad a la sentencia de última instancia dentro de la jurisdic- 
ción local, que en este caso es la de la Cámara de Apelacio- 
nes de la provincia de Mendoza, alguna de las cuestiones fe- 
derales que autoricen dicho recurso con arreglo a l articulo 14 
de ta ley número 48, extremos que no aparecen llenados en 
estos autos. 

Ouc a mayor abundamiento cabe agregar, que si bien el 
articulo 14 de la Constitución Nacional acuerda a todos los 
habitantes el derecho de "traba j ¡ir y ejercer toda industria lí- 
cita" ello es. y el precepto citado lo establece, "conforme a las 
leyes que reglamenten su ejercicio". 
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Que invocando el , recurrente su carácter de mandatario 
judicial <y que como tal ha i titer venido en diversos juicios en 
representación del demandado, calie tener presente <juc. de 
acuerdo con el Código Civil, tales agentes son ante todo auxi- 
liares de la justicia, y siendo la organización de ésta una fun- 
ción eminentemente local i>or su esencia y por mandato de la 
Constitución (arts. 5 y 105 I, es del resorte de las legislaturas 
provinciales determinar las condiciones y la f orina en imc han 
de intervenir en los juicios (Fallos, t. Nj |>ág. 71.1, y por con- 
siguiente, si bien es cierto que el articulo 31 de la Constitu- 
ción establece la supremacía ríe éste y de las leyes del Con- 
greso dictadas de conformidad con ella, respecto a la Consti- 
tución y leyes provinciales, en el caso de autos, como se ve, 
no existe contradicción alguna con las disposiciones de ca- 
rácter nacional invocadas por el recurrente. 

Por lo expuesto, se declara no halwr lugar al recurso ex- 
traordinario. Notifiijuese y devuélvanse, reponiéndose el iKipel. 

A. Bermejo. — J. FiguERoa Al- 
corta — RollRKTO RKI'ETTíi — 

M. Laurexcexa. 



Don Rafael Alberto Pahmcqae contra la Proitincia de Co- 
rrientes, sobre cobro efe pesos. ttxcef>ción de defecto legal 
en el modo de proponer la demanda. 

Sumario: L'n error aritmético atribuido al actor acerca dei 
importe de los cupones fjue cobra y de rjuc se dice tenedor, 
la capacidad o incapacidad del atagado para efectuar ver- 
siones al idioma nacional, la forma de autenticar los do- 
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cumcntos extranjeros y la reclamación de intereses, sin 
indicar tipo y furnia, son cuestiones ajenan a la natura- 
leza de ! a excepción tle defecto legal en et modo ele pro- 
poner la « le: n ¡inda. 

Cora: Lo explica el siguiente: 

FALLO I>K LA CORTE SUPREMA 

Butilo» Aire», luiío ti dt mb 

Autos y Vistos: 
Para resolver la excepción de defecto legal opuesta a fn- 

ja» 

Y Considerando: 

Que iii el escrito dé demanda sé encuentran llenados subs- 
tacialrhente todos los requisitos legales y necesarios que pres- 
cribe la ley nacional de procedimientos número 50 en su ar- 
ticulo 57. 

(¿ue no es óbice a ello: ai ej error ajítinético de que se 
hace mérito* el que delw tenerse presente a tos efectos ulterio- 
res clel juicio; b 1 la capacidad o incapacidad del abogado pa- 
ra efectuar versiones al idioma nacional • ej la forma de au- 
tenticar los documentos extranjeros y, d ! la reclamación de 
intereses, sin indicar tipo y forma, pues todas eluss son cues- 
tiones ajenas a la naturaleza de la excepción opuesta, las que 
serán apreciadas en la oportunidad debida. 

Que por último, en lo que respecta al beclm de que no se 
encuentran agregados en autos, todos los títulos públicos so- 
bre (Os cuales versa el litigio, es de observar que salvo el que 
Obra a fs. 1, los restantes fueron desglosados cori anuencia de 
este tribunal, el que asi lo dispuso con la condición de que 
ellos fueron presentados en cualquiera oportunidad, ocasión 
que puede producirse, si el exccpcionantc desea examinarlos. 
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Por lo ex pues! o. no se hace lugar a la excei>e¡ón opueMa c 
i ni i mese a la provincia de Corrientes conteste derechamente la 
demanda. Re] Muñíase el papel. 

A, Bermejo — J. Ficueboa Al- 
corta. — RuliEKTo KepEtto — 
M. Laiírenckxa. 



Anadino Miifin'i fías, rriiuiuaf contra, por defraudación. Con- 
tienda de cffit$8Íjffici¡& 

Sumario: acuerdo con to dispuesto \xw el articulo ,íy del 
Código de Procedimientos en lo Criminal de la Capital de 
la República. <|ue jior tener sanción del Congreso es de 
preferente aplicación respecto a la ley provincial, corres- 
ponde al Juez de la Capital la prelacia para juzgar a una 
per sena procesada simultáneamente ante la justicia de la 
misma y de la fie la provincia de Santa Fe- 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

prCTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires. Julio 10 d< IU2;. 

Suprema Corte: 

íil Juez de Instrucción en lo Criminal de la Capital ile la 
Nación procesa a Anacleto Miguel [Mas. imr defraudación. 

Ante el Juzgado del Crimen riel Rosario se procesa asi- 
mismo, al expresado Pías, j>nr hurto. 

Como ambos procesos se tramitan simultáneamente y Pía* 




FALLOS OS LA CO*T* tUPUMA 

se encuentra detenido a la orden del juez del Rosario, el de 
Ta Capital ha requerido SU extradición invocando la preferen- 
cia que para juzgar al acidado acuerda el art. 30, del Código 
de Proe en lo Criminal. 

"■ "La negativa del Jul-z del Rosario lia motivado la pres- 
te cuestión de competencia entre anibns magistrados que se e'c- 
va a V. E. pra que la dirima ejercitando la faculta<i que le 
confiere él art. 9 fie la ley número 4055, 

No encuentro dificultad alguna para resolver dicha cues- 
tión ante la disposición legal citada pi>r el Juez de Instrucción 
de la Capital. 

Ivlla dice: "Kn c-I üáso de que un» o más delitos pcrienecie- 
ren a la jurisdicción ordinaria de la Capital o de los Terrtto- 
ri.,s Nacionales, y otra u otros a la jurisdicción provincial, 
juzgarán primeramente los Tribunales de la Capital". 

Ksta disposición contenida en el Código Nacional de Pro- 
cedimientos Criminales, d> aplicación en la Capital y ante la 
Justicia Federal de la misma, de las Provincias y de los Te- 
rritorios Nacionales, debe primar sobre cualquier otra dispo- 
sición de carácter procesal local que dicten las provincias por- 
que aquella es ley suprema de la Nación {Constitución Nacio- 
nal, articulo Jt) . 

J.a circunstancia, pues, invocada por el Juez del RósartO 
de emanar, su jurisdicción preferente <lel Código de Procedi- 
miento* fie la Provincia fie Santa Fe. no puede aceptarse como 
fundamento de su competencia. 

Opino, pdr tanto, que ia presente contienda debe dirimir- 
tic en favor del Juez de Instrucción de ¡a Capital. 



Horacio R. Larrtta. 



DI JUSTICIA DE LA NACIÓN 



43 



•* VALLO L»K LA CORTE SUPREMA 

Bvenot Aim, Julio 20 dt im 

Autos y Vistos : 

La contienda de competencia entre el Juez de Instruc- 
ción de esta Capital y el de igual clase de la ciudad det Rosa- 
rio. Provincia de Santa Fe, sobre remisión tiel acusado Ana- 
cleto Miguel Pias. 

* • 

Y Considerando: 

Que si bien es cierto í|ue cada provincia está facultada lia- 
ra dictar sus leyes procesales, en casos comí» el sub lite debe 
tener preferente aplicación, el Código de Procedimientos de 
la Capital, desde que lia sido sancionado por el Congreso Na- 
cional íArt. ,íi de la Constitución y Fallos de esta Corte To- 
mo 98, página 283: tomo 139, páginas 5 y 76). 

Que estableciendo el artículo 39 del Código de Procedi- 
mientos citado, que cuando uno o más delitos pertenecieren a la 
jurisdicción ordinaria de la Capital y otro ti otros a la juris- 
dicción provincial, juzgarán primeramente los tribunales de la 
Capital, la presente cuestión de competencia, debe dirimiese 
con arreglo a este precepto. 

Por ello, y de conformidad con ta dictaminado por el se- 
ñor Procurador General, se declara que corresponde la prc- 
lacíón para conocer en el caso, al Juez de esta Capital, a cuya 
disposición será puesto el procesado, sin perjuicio de pasarlo 
en oportunidad al de la Provincia de Santa Fe a los efectos 
del proceso radicado en su jurisdicción. Devuélvanse en con- 
secuencia al Juez de Instrucción de la Capital, con aviso al de 
la ciudad del Rosario de Santa Fe. 

A. Deruejo — J. Ficueroa Av 

CORTA — RoltKRTO KlíPKTTO — 

M Laürkncexa. 
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Oon Teoduifo Montero y Hermanos ¿finirá Don Juan Sciailt? 
t /fijos, sobre cobro de pesos. Contienda de eompei entio. 

Sumario; Cuando se ejercitan accione;- personales, el juez com- 
petente para conocer en el juicio, es el del lu«¡ar de cum- 
plimiento de la ubi ilación. 

Cafo: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN U IX SEÑOR PKOtU MADOR GEN O» AL 

Buenos Afift, Junio 19 de iffcüí 

Suprema Corte: 

» 

De Jos librus de comercio de la razón social Teoditffo Mon- 
tero y Hermanos de la Capital Federal, resulta que los seño- 
res Juan Scinllo e lujos vecinos de 2g de Mayo, provincia de 
Ituenos Aires, les adeudan una sinnn de dinero proveniente de 
suministro de cárbÓn, 

• Asi consta de la compulsa acompañada por aquellos al ini- 
ciar ante ef Juez ile Paz de la Sección Ci' de esta Capital de- 
manda contra Sciallo e hijos. 

listos han obtenido del Juez de paz de su domicilio ( 25 
de Mayo), que pro. nieva contienda de .umpetencia por inhibi- 
toria contra aquel Magistrado sosteniendo que se trata del ejer- 
cicio de una acción personal- 

Pero los actores han justificado» l„ ..i, opinión, que ha- 
bían convenido que el pago debía verificarse en Buenos Aires. 

Tal se infiere de los actos jwsteriores a la celebración de! 
convenio, (cartas agregadas!. Y es sabido que tales actos 
constituyen la mejor explicación de la intención de las partes 
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al tiempo de celebrar el contrató (Código de Comercio, art. 
2 18, inc, 4'">- 

Determinado en esa forma el lugar convenido para el 
cumplimiento de la obligación es juez Mm pétente para cono- 
cer en la cansa el de dicho lugar. 

POr ello soy fie opinión que corresponde dirimir la pre- 
sente contienda en favor de la competencia de! Juez de la Ca- 
pital Federal. 

Hotücxo, R. Lctrreta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenot Air», julio 30 de 1625 

Autos y Vistos; 

I¿os de contienda de competencia entre un Juez de Paz de 
esta Capital y otro de igual clase de 25 de Mayo, Provincia de 
Buenos Aires, para conocer del juicio promovido ante el pri- 
mero |»or los señores Teodulfo -Montero y Hermanos, contra 
don Jtian ¡kiallo e hijo, sobre cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que según lo comprueban las constancias de autos, no se 
ha controvertido en las incidencias de la contienda, y antes bien 
aparece expresa «informidad de partes, respecto a la natura-* 
leza de la acción pro.novida, que es personal, y de ello derivan 
la procedencia de la jurisdicción a que se acogen ambos liti- 
gantes. 

Que los documentos en «pie el actor funda su demanda 
acreditan que el contrato se hizo por correspondencia, y si 
bien 110 se estableció expresamente el lugar de cumplimiento de 
la obligación del demandado, éste acrece realizando en esta 
Capital el |>ago de una parte del precio y ofreciendo enviar el 



FALWS DE LA CORTE SUPREMA 



resto de la cantidad que entiende adeudar (Carlas de fojas 
17 a 19 >, antecedente que constituye ta mejor explicación de la 
intención de tas partes al celebrar el contrato, según lo esta- 
blece la disposición citada en el dictamen de fojas 25. c\\k-- 
diente de la Capital. 

Que en estas condiciones, y de acuerdo con lo resuelto en 
casos análogos, es de evidente aplicación al shB jwike, el prin- 
cipio que consagran las leyes de procedimientos, según el cual, 
cuando se ejercitan acciones personales, el juez competente 
para conocer en el juicio es el del lugar de cumplimiento de 
la obligación (Código de Procedimientos de ?a Capital, artícu- 
lo 4/; Fallos tomo 125. página 2°*» <*ntrc otrosV 

Por ello y de acuerdo con lo determinado por el señor 
Procurador General, se declara que el juez comitente para 
cmioccr en el juicio a que esta contienda se refiere es el Juez 
de Paz de esta £apita1, a quien, en consecuencia, se le remi- 
tirán estas actuaciones, avisándose' al de 25 de Mayo en la 
furnia de estilo. 

A. Bermejo — J. Fioueroa Ai,- 

CORTA — lÍHltl-RTo Rm-ETTO — 

M. Lal'kkm i- x.\. 



Defensor Genentí contra H Hetmcarril tic Santa iu\ por i-o- 
bro de pesos por accidente del trabajo ; sobre competencia. 

Sumario : La ley sobre accidentes del trabajó, número 0/18S, es 
modificatoria o ampliatoria del Código Civil en materia 
de responsabilidad, y su aplicación e< ir responde según la 
regla establecida |>or el inciso 11 del articulo Uj de la Coits- 
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litación Nacional, a los tribunales federales o provincia- 
les, según que las cusas o personas cayeren bajo sus res- 
pectivas jurisdicciones. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rourio, julio (D de Mi. 

Viatos : 

En el Adíenlo los autos seguidos por el Señor Defensor 
General contra la Empresa del Ferrocarril de Santa Fe por 
accidente del trabajo del que resultó victima José González: 

Y Considerando: 

Kl Inferior declara competente al Juzgado de acuerdo a 
lo dispuesto por el art. 2.". inc. t.* de la ley número 48 y ar- 
ticulo 15 de la número f/188. Arpié! atribuye eoin¡KHcncia a 
los Jueces Nacionales de Sección en las causas cs|x*da1iuente 
regidas por la Constitución, leyes que sancionare el Congreso 
y los tratados públicos con naciones extranjeras. Y el 13 de 
la ley «/»88 permite al actor cu la Capital y Territorios Na- 
cionales, deducir su acción de indemnización ante el juez del 
lugar del hecho o del domicilio del demandado. De ello se des- 
prende que el a tjttn da a la ley <j6S8 carácter de esjwcial. que 
no tiene, pues, como reiteradamente lo han declarado todos los 
tribunales federales del país, desde la Corte Suprema y esta 
Cámara, las disposiciones de aquélla f firman pane del dere- 
cho común. La pretendida competencia del juzgado a qiw nu 
surge, pues, por razón de la materia. Se dice, además, ocurri- 
do el accidente en jurisdicción nacional, cf Territorio del Cha- 
co, pero elf :i sólo seria jurisdicción política administrativa, no 
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judicial ; ya que por cuestiones de este último carácter en ma- 
teria civil, el lugar tío origina el fuer». Y no habiendo otros 
antecedentes demostrativos de la jurisdicción del tribunal, se 
declara no estar acreditado et fuero y nulo todo lo actuado, sin 
costas- Notifiquen y devuélvanse al Juzgado de origen donde 
se repondrá el sellado que corresponda . — ¡fpsé Xf. Fkrro, — 
/pié éel Hun o. — Curios M. Ainta, 

DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR CEXERAL 

Buenos Airo. Septiembre tú de 10K 

Suprema Corte: 

Li ley sobre accidentes del trabajo número */»S8 en modi- 
ficatoTia o ampliatoria del Códigv> Civil cti .ratería de rcs[non- 
^ahilidades. 

Su aplicación corresponde, pues, según la regla estableci- 
da por el inciso 11 del articulo (>j de la Constitución Nacional, 
a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o 
tas personas cayeren bajo sus respetivas jurisdicciones. 

Kn la presente causa* seguida por el Defensor de Meno- 
res. Ausentes c Incapaces del Juzgado Federal de Santa Fe 
contra Ta Empresa de los Ferrocarriles de la Provincia de San- 
ta Fe, con motivo de un accidente ipte costó la vida al emplea- 
do de esta última José González, se discute ante dicho Juz- 
gado la aplicación de aquella ley . 

Creo, pue-, que la Cámara Federal lia declarado acerta- 
damente que la eau.-a es ajen:, a la jurisdicción feder.il, por ri- 
zón de la materia* rio habiéndose invocado el tuero federal por 
razón de las personas. 

Josc Xivohis Mittit'tISO, 
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FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*, Juüo £9 dt 1915 

Y Vistos : 

Atento Tíi manifestado a fojas 8o por el l>eícn-i'ir de Po- 
bre*. ] nra ¡taces y Ausentes, y conforme con lo dictaminado por 
el Señor Procurador (icneral y lo resuelto reiteradamente por 
*'s(a Curte ( Fallos, tomo 12J&, página $1$; tomo í,í¿. página tyz\ 
tomo 137. pagina 301; entre otrosí, se cúnfírniá la sentencia 
apelada en la parte que ha sido materia del reñirá . Xotifi- 
qitese y* devuélvanse al tribunal de procedencia. 

A. BERMKjO — J. FitirjKROA AL- 

cmrta — Roukkto Repetí o — 



Don Luis íi. i'uldkiti i-miiru c/ fhtiivo .tinjh Sttd Juifrictau. 
sobre tobro tic pp&s, 

Sittitario: Xfi ]>nicedc el recurso extraordinan-i de! articula 
14. ley 48, centra una sentencia en la tjue ef tribuna! a 
t}ito t para declarar cuín prometida la respnn oibilidad del re- 
currente e imponerle la obligación de abonar la suma re- 
cial nada, ha invocado fundamentos y ha aplicado princi- 
pios de derecho común suficientes por >i solps ]«ira sus- 
tentar el fallo; quedando asi. reducida a una cuestión de 
carácter meramente teórico la cuestión relativa a saber 
sí la interpretación dada por aquel tribunal al articulo 47 
de h ley X." 750'*:: es en electo, la que legalmente co. 
rres|xmde. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



bO 
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niCTAMpi DEL SEÑOK PROCURADOR GKNKK.M. 

Buenos Aires. Ociubte '"■ de 1034 

Suprema Corte: 

,%te el ftj|j^óde CWIt#b ¡té fe Capital de la pación 
don Un> K. Valdivia demandó al Banco Angln Sud Arnmca 
no por la entrega de la Mima de S S.ooo que líábíari si.Ui trans- 
feridos a dicho establecimiento per orden telegráfica expedi- 
da |*»r su Sucursal de Comodoro Uivadavin. 

Resulta de autos que el despacho lelegráfio. fué adulte- 
rado y e) Banco pagó el giro a un tercero M ue jt^tificú sti 
identidad con dociimeníos falsificado^ . 

Kl Juez, cuya sentencia ha sido confirmada l»or la Cámara, 
condenó al Banco a devolver la suma reoannda en virtud de 
t-xisiir negligencia manifiesta p.>r mj parte en la identificación 
del RtlstitVtTO de Valdivia, 

Kl Bájico sostiene que le ampara una gispoafción de la 
lev ile TeK-graFos que ai ri huye valide/, a todo despacho tele- 
gráfico. 

Y. entendiendo que la no aplicación ;:1 caso de dicha dis- 
¡WMdóii legal, importa <le}ar planteado el caso federal que pre- 
vé el articulo 14 de la ley 48. hn arlado pata ante Y. 1*1. y 
Te ha sido concedido el recurso. 

K>timn improcedente tal apelación. 

Gbtno he dicho, esta cansa ha sido resuelta no por inter- 
pretación y aplicación y disposiciones de la Ley de 'Me|rafbs 
Nacionales sino de derecho común relativas a las responsabili- 
dades de los que ejecutan actos con negligencia o descuido, en 
perjuicio de terceros. 

Tates son los fundamentos de la semencia y ello* son su- 
ficientes para sustentarla con prcscimlencia de cualquier fun- 
damento de otro carácter 
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.Vo hay, pues, cuestión federal. 

Xo basta, para que ésta se produzca, la simple in vocación 
I Je una lev especial como fúndanle tito del dercclio que se dis- 
cute. 

Ks necesario que dicha ley tenga una relación directa e 
inmediata (Art. 15 de la ley 48 citada), con la cuestión peo- 
puesta. V esto no resulta de autos. 

Por ello soy de opinión que corresponde declarar niai con- 
cedido el recurso para ante esta Corte Suprema . 

Horacio R. Larreta. 
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Y VlStOS * ■■»"*» Aire», julio 33 de 1 92$ 



Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara de Apelación en lo Comercial de la Ca- 
pital, en los autos seguidos por don Luis E. Valdivia contra el 
Manco Anglo Sud Americano, sobre cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que la semencia dictada por | a Cámara de A peí hc ion es en 
1" Comercial al continuar la sentencia de Primera Instancia 
que condenaba al Banco Anglo Sud Americano a pagar a don 
Luis K. Valdivia la suma de ocho mil pesos y sus intereses, se 
lia fundado, al en que "es indudable que Valdivia nada tiene 
que hacer en esta estafa en la cual no hay otra víctima .pie el 
lia neo. pues éste pagó a una persona que no era la verdadera 
y de el es sólo la euljwi desde que piulo tomar- mayores 
precauciones para asegurar la identidad del beneficiario"; 
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b) en que la aplicación al caso de la ley 75° ,¿ e* lJ^Íf^?P^ 
pues no puede considerar a Valdivia qomp el iniciador de la 
operación de la que resultó un perjuicio sino la que promovió 
con mi orden telegráfica la sucursal de Comodoro Kivadavia", * 

Que según se infiere de la precedente transcriban, el tri- 
bunal de comercio para declarar comprometida la responsa- 
bilidad de) Raneo e inqtortcrle la obligación dé abonar la suma 
reclamada lia invoca* lo fundamentos y tía aplicado principios de 
derecho común suficientes por si solos para sustentar el tallo. 

ue, siendo asi. la cuestión relativa a saber si la inter- 
pretación dada pur el Tribunal de Comercio ,ii articulo 47 de 
|-, lev número 7 so*- es en efecto la que legalmente eorrespon- 
de, queda reducida a una contienda de carácter meramente teó- 
rico, ya que niítlqVtiera que fuere la decisión de esta Corle so- 
bre ese particular no le seria posible rever la semencia arla- 
da ni en ÍO referente a los hechos que por ella se declaran pro- 
badas ni en lo relativo ;d derecho común aplicado y consiguien- 
temente, ja situación de las partes dentro de! litigio no sufri- 
ría cambio atguriOi Fallo> mu» 1 15, página 405 y los allí ci- 
tados. 

En -u mérito y de confoí inidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se declara mal concedido el re- 
curso extraordlhario, Notiítqiiese. repóngase el papel y de- 
vuOI van-e al tribunal de su procedencia. 

A. Behmejo — J. Ficuehoa AL- 

OiKTA — KoHKRTO Ktil'KTTo — 
M 1 ( AVK i:\CK NA. 
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Sociedad Anómmti The Patagomau Shcep Fanuiny Compuny 
contra Ui Naeñ'w. sohre escrituración y adjudicación de 
tierras. 



Sumaria: i. Habiendo el tlnhienny Nacional dispuesto y entre- 
gado de parte fie tierras vendidas y escrituradas anterior- 
mente a otra persona, debe responder por la evieeión y sa- 
neamiento, restituyendo a esta última, el precio de aqué- 
lla:- c- indemnizándote Jos daños y perjuicios sufridos, de 
acuerdo con lo dispuesto por los artículos Ji 18. 21 nj y 
2121 del Código Civil: sin qué obste a ello, en el casis la 
disposición del articulo ¿110 del misino Código, relativa ,a 
los efectos fíe la falta de citación de saneamiento al ena- 
jenante, darla la circunstancia especial de que habiendo si- 
rio el (iiibierno el otorgante de amlms títulos de dominio 
sobre el mismo inmueble, carecía de objeto la citación al 
l'oder Ejecutivo, pues no habría tenido oposición justa 
que hacer al reconocimiento de un título de dominio con- 
cedido por él. 1 artículo 21 11 del Código citado). 

j." La prescripción de la acción de ganuitía y sanea- 
miento corre desde el día de la évícción. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Biicitoi Aire*, Abril W de f» 

Y visto? : 

Lus promovidos ¡jor la Sociedad Anónima The Pata&o- 
rifati Sheep Farming Comiían. contra ja Nación, sobre escri- 
; 11 ración y adjudicación de tierra, de los que resulta: 
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i," Que de fojas i a 104 se presenta con fecha mayo 4 de 
don Alfredo Rolierlsun. |x»r la actora. — instrumento 
de f njas K4. formulando una extensa narración de hechos, 
decretos del Poder Ejecutivo, y escrituras otorgadas, se re- 
fiere a divergís actuaciones administrativa* y concluye solici- 
tando, de conformidad de cuanto expone, se declare injusto el 
■ ice reto dictado ]>or el Poder Ejecutivo en febrero R de n>t 1 
que denegó lo* pedidos hechas por la adora y *e contiene con 
costas al Poder Kjccutivn de la Nación a escriturar ,VW k&r 
tareas y fracción concedidas por decretos de octubre 2 t \ de 
lijo.» y febrero 7 de 1903 y a adjudicar 4230 hectáreas y frac- 
ción, con lo cual quedará integrada !a primitiva superficie tic 
200, oon hectáreas compradas a la Nación por antecesores de 
la adora en diciembre 17 de i&>4. 

Se corre ira-lado a fojas 114 que evacúa el Señor Pro- 
curador de! Tesoro. — decretos, ile fojas 118 y lio — y de 
í* ij as r jo a 1 2~/ e x | «>ne : 

1." One la superficie primitiva de doscientas mil liectáreas 
resultó al ser medida por el agrimensor Berlín, con un dé- 
ficit de 20.685 hectáreas y fracción por lo cual et Poder H je- 
Cutí vo resolvió integrar a<|uella cifra a cuyo efecto escrituró 
a la parte agtor* 15.11 1 hectAreas ) fracción. Gamo hubiere du- 
das acerca de la >iq>erficiu de la actora, se ordenó una medi- 
ción |»or el agrimensor Pietranera. según lo cual acontece que 
se le han integrado ¿i 22 hectáreas y fracción con exceso a la 
actora, por 1<» qué deduce reconvención a fin de que ésta sea 
condenada a devolverlas a la Nación, 

2* Qtte la Nación vendió a la señora de Fentou y al señor 
Spaiks mu fracción que residió tener \2.\}\2 hectáreas y pico 
y que e-.t;than dentro de tas primitivas doscientas mil hectárea- 
vendidas ; l«i adora celebró una transacción con los referidos 
l'enton y Sparks. sin que interviniese en ella la Nación y aho- 
ra pretende hacer a esta responsable por disminución de di- 
cha superficie, siendo asi que no usó la actora oportunamente 
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de lus medios legales que correspondían. Encoca para fundar 
la reconvención el articulo 7.S4 y concordante* del Código Ci- 
vil y en defensa de su representada "pone c 1 señor Procurador 
de! Tesoro la prescripción decenal (ara reforzar su [>edklo de 
rechazo de la demanda con costas. Solicita igualmente se ha- 
ga lugar a la reconvención con costas en caso de oposición. 

Se corre traslado a fojas 1 1~ vuelta, de la reconvención 
deducida y prescripción alegada, evacuándolo el señor ÍEdbert- 
snn de fojas 130 a 132 donde solicita sean rechazada* con cos- 
ta». 

Abierta la causa n prueba a fojas 133,. se produce la que, 
expresa el certifica tío de fojas 340, Solucionada la articula- 
ción de fojas 341 a 350 a la 'pie se vincula el recurso de queja 
desestimado por la Cámara, alega la aeíora de fojas 351 a 350 
y la demandada a fojas 357 y 35K. Con la providencia de autos 
dictada a fojas $>o queda la causa para definitiva. 

Y Considerando: 

1. Une atenta la singular forma en ipte se trabó - el pieito 
y ti desarrullo que ha tenido hasta el presente momento de ser 
sentenciado, se hace necesario verificar una síntesis clara del 
aMintn a fin de :<er bien comprendido y jusiamente resuelto. 

La parte actora por aiis antecesores compró a la Nación 
doscientas mil hectáreas de campo en noviembre 16 de 1894, 
otorgándosele el titulo definitivo en diciembre 17 del mismo 
año. Esa superficie ubicada en el Territorio de Santa Cruz 
dentro de los limites que asigna la escritura corriente a fojas 
300. le fué vendida a razón de un mil pesos oro sellado cada 
dos mi! quinientas hectáreas, o sea en total por ochenta mil 
pesos oro. 

Constatada la falta de 20.^85 hectáreas y fracción aic- 
diante decreto de mai/o 24 de io¿xj. lo* limpiadores so- 



hti 
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J ¡citaron >■ uku vieron del Poder Ejecutivo el reranocimieiato 
de su derecho a integrar la *i>iierfic¡e objeto de la compraven- 
ta, con varios lotes de i ierra fiscales y libres situaili»s en las 
in mediaciones de aquella — fojas |íh . 

Consta ed autos y la actora lo reconoce en mi demanda, 
que un marzo «> de lyoi la Nación escrituró a favor de aque- 
lla parte, 5552 hectáreas y fracción — fojas 300 y siguientes. 
— y ijiie en abril 10 de 1902 le escrituró t>55y hectáreas — 
fojas 319 y siguientes — lo cual arroja un lotal de 15.111 hec- 
táreas y fracción en concepto de la integración contemplada en 
el decreto de marzo 24 de njoo. 

Kntieude la actora qué le asiste derecho a demandar lo si- 
guiente. 

a) Kscrituración de 3407 hectáreas y fracción concedidas 
|Mir los decretos de octubre 23 de i*>oj y febrero 7 de kjoj. 

ht Adjudicación de 4230 hectáreas y fracción solicitadas 
al Poder Ejecutivo con anterioridad a la demanda. 

Obtenido esto, la actora habrh integrado la superficie com- 
parada de doscientas mil hectáreas. 

La Nación entiende que la actora ha sido integrada con 
un exceso de 3>t¿2 hectáreas y fracción, puesto que 110 se de- 
be descontar de la superficie medida |w>r Piel raneta 1 ií<8.ü[u 
hectáreas! las téjgjS hectáreas y fracción que la Nación ven- 
din a Fennm y Snarks y que están ubicadas dentro de la su- 
perficie vendida en 1S04. 

Ivst;, es a grandes rasgo» la "Milis . 

2." (Jne al examinar la demanda se advierte que se pro- 
pone conseguir la escrituración de tierra concedida por dos de- 
cretos y la adjudicación de oirá tierra solicitada (tara eo rple- 
tar ta integración. 

Ninguna cita legal hace la actora en su demanda y será 
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forzoso desentrañar el alcance de los preceptos que rigen su 



caso . 



ta. actora compró tierras cuya superficie según contrate» 
er ; , de ¿ <h>.íjoo hectáreas, ocurriendo .pie ( aj cifra no existe 
en realidad en el terreno. La Xación reconoció esa circuns- 
tancia y se altanó a verificar la integración. 

Ahora bien; la Xación accedió a los ppííos de ta acur - 
ra sin que prortíediáge requiriniicnto o mandato judicial, v se 
aprestó a integrarle la superficie vendida, citando pudo perfec- 
tamente negarse a ello. 

¿Ese reconocimiento I,-, ptitl^l He ahi una cuestión que 
reclama estudio. 

Ej decreto de marzo ¿4 de tgofl implica evidentemente el 
recun- cimieiiK. de un derecho de integrar la su perf ¡cié pri- 
ffíjtiva de doMentas mi] hectáreas, ya que 110 había restdtado 
tal numen > en el terreno, 

iQ"¿ alcance tiene ese recónobihnéntp ? 

A Juicio de] suscripto cuando una persona o entidad ven- 
de un inmueljJe tnvn el de autos, y no" entrega ta exacta su- 
perficie convenida, queda sujeta a lo que disponen los artículos 
'¿44 y 1345 ík-1 Código Civil, vale decir, puede ser obligada 
a devolver una parte proporcional del precio o a soporta* la 
rescisión del contrato. 

IVro, si en vez de ponerse en práctica |p que se deja con- 
signado en ©! párrafo anterior, la parte vendedora reconoce 
lihreniente la o¿lí|acióii en (pie se encuentra tic integrar la su- 
perficie rpie falta, es el caso de examinar si electivamente exis- 
te derecho paia exigirle el cumplimiento de ¿mijanté obli- 
gación. 

Xada, ni nadie fombá a la Nación en marzo 34 de ioxX) 
a que dictase el decreto que lleva esa fecha, mediante el cual 
voluntariamente tomaba a sil cargo la iutegrarión ele la sii- 
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bétmt m "úéMtf* !bv entonces un « conocimiento de obli- 
gación (|»e *e encuentra contemplad., ,K>r lo que dispone el Có- 
digo Civil en sus articulo, 71K. 719. 7-^ ?M 7^ ^«ndO 
atííkarse al caso 1" dicho por Machad»: "par, que el reamnet- 
mícnto esivta. e> m-ce^rio un:, ..bligacinn un derecha anter.or, 
ra„i M ue no confiriera una acción civil )>ara reclamar!. . como 
k mn dttda acontecía en este asunto, tpünb P*k"»a 4'M- 

^Tállase asi la Nación, alcancía por lo que establecen ípfl 
articulo. 4<A 499. 910, <»$ X 5B* * ^J 5 

so va qué al uéclr de Potnicr se encontraba en la ¡.lena <lt*- 
¡Uiéión de SUS derechos" cuaudu practicó el reconoci rvenl- 
conten 'do en el decreto de manso -'4 de t£g>'. 

p mé a Eme» de establecer si en realidad la Nación tle- 
1,. cui»,^ la obligación contraída de integrar ya estud.au 
cabe hacer un examen de la situación en que se encontraba al 
vender tierra a los antecesores de ta aetora, a la >eñora de Fen- 
ton > al señor Sparfcs. 

U Nación vendió la, doscientas mil hectáreas primitiva^ 
■ K [gs antecesores de la aetora en noviembre íó de >8<>4. escri- 
turando en diciembre 17 ^ ¿S* &#. M*» # tU ' «TO ven " 
,|, a la señora de l-enton y SparWs veinte mil hectáreas que 
tritura en diciembre de .S*A - fojas 4*. cediente tf&ip 
nistrativo. 

El decreto de mafao _>4 de rgoo reconoce e l hecho de que 
la uerra vendida a Fenton y Sprfe, se encuentra demro de 



Insciema. mil hectárea, vendidas anteriormente. En jubo 
de .W. fojas r$ el Poder Ejecutivo aprneba la mensu- 
ra del a,rimen>or Tapia, de la tierra de Eenton y Sparfcs. que 
arroja una superficie de hectáreas y ^raccon, dev» - 

viéndole* el h-der Ejecutivo a los nombrados ,*>r decreto «Je 
noyierábré 1.- de im ^ prop-monal del precio que 

¡H.r el tota! habían pagado, fajas (53 vueUíl - 

Ahora bien: de lo expuesto precedentemente, resulta que 
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la Xncióu. vendió una extensión de tierra a Ta parte Imv ac- 
tora y luego vendió otra extensión menor dentro de agüella a 
Feotón y Sparks; cobró a unos y otros el precio de lo ven- 
dido, devolvió a é>m< jtarte proporcional del precio de j and.» 
asi liquidada la situación respecto a éstos. 

¿Pero por el hecho de que la Patagonian hiciera el arre- 
glo que verificó en FeiMon y Sparks acerca de las 12.932 
Hectáreas y fracción de esto* acaso deja de tener siempre me- 
tif.r superficie con relación ;i la vendida por la Nación? 

Kn caso de fttte m, se hubiese realizado el arreglo de fo- 
jas 220, la actora íenja derecho a exigir el cumplimiento de 
la ol ilinación contraída por decreto de marzo 24 de 1900 jK>r 
la superficie que le faltaba y la circunstancia de que existió 1111 
arreglo privado en que no intervino la Nación, no crea para 
éstn. una cansa de liberación de mis obligaciones de integrar, 
pues si no hubiera habido ese arreglo, la Nación debía cum- 
plir lo prometido y habiendo tal arreglo, la Nación es extra- 
ña a el y no es por .hecho suyo que la superficie a integrar dis- 
minuí ría. 

m otros términos, efectivamente, para la Nación ese arre- 
glo es "res Ínter alios" y por lo tanto no puede ella prevalerse 
de sus efectos, destle que siempre subsistiría a raí?, del arreglo 
la circunstancia de la venta de una misma cosa a dos perso- 
nas y iwr ende la resj>onsabilidad jiara con una 11 otra sea de 
devolver parte del precio o de satisfacer |x-rdidas e intereses. 
Liquidada la situación de la Nación con Fenlon y SjKirks, que- 
da a liquidarse lo relativo a la situación existente entre la 
Nación y la actora <in que intervenga para nada ni proyecte 
influencia alguna el arreglo celebrado entre la actora y Feo- 
tón y Sparks. 

La Suprema Corte en el to.no 108. página 376. ha resuelto 
(pie "el vendedor que no entrega el inmueble vendido o lo hace 
en condiciones irregulares está obligado, no a abonar al com- 
prador le* que éste se vio obligado a pagar a un tercero, a quien 
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a su vez transfirió la cosa comprada. 1>or lio haber podido en- 
vega 5 en «¿a SU extensión, sin,, a devolví la ,»rte de pre- 
cio <me recibió, con más los daño, y perjuicios «caponados por 
la inejecución del contrato . 

IToporciom-s puir.la.las. esc t»M» tiene grande inílueneia 
para la sol.ici.Vn de este asumo. .eniemU, en enema .mura - 
,„.n.e «ue no «dama a«p,¡ la ac.ra el impone «lelo V** 
eusíó el arreglo <on Fe„t.,n y Sparks. ni ex lg e la .levolne.on 
Harte .le "«cid ni daños , perjuicio., sim. la mum»» . 
,J se ..l-lijra la Naei.m a .ansa de haber vend.-U. parte de la 
«¿a , remo., y S,«rks después de KahSrl, vendido a So» an- 
tecesores de la aetora. 

En resumen, la Nación no puede negarse a eumplir lo que 
^fcra ppt decreto de marzo ,4 de .noo so 
soeic^d adora verificó un arreglo con Fcntot, y 
travendo de ese arralo conclusiones inadm.sdnes en ,»n» de la 
tesf atenida en tí decret» de febrero ? de .9. ■ V en a con- 
testación a la demanda, desde que en realdad de verdal. « 
¡ m ,,ca aquí por la Nación un contrato celebrado por terceros 
1(l ¡3 no puede hacerse en la préseme causa en m cum- 
plida aplicación el articulo il# del Código Civil. 

4 - One reconocida como queda la obligación en que se en- 
cuentra Ta dación de inorar las doscientas mil icaareas 5 
^Mecido que no puede negarse a f^^f^ 
concerniente a la pane relativa a Kmton y SparU se J 
,a conclusión qué se pondrá de m anifiesto al f-nal de este con- 
siderandn : 

La mensura del agrimensor l'ietranera a que se refiere 
el decreto del IWer Kjecutiv.. feJia febrera 8 de 10.II, (..>- 
t^^me administrativo) si bien no ha sido aprobada 
E'a Mer Éjeaitiyb, éste hace mérito de ella y la actora se 
conforma con b misma a fojas .0, vuelta y 
ministró peones . demás elementos necesarios para W rxa.wa 
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ción a juzgar por lo que reinita de fojas 7 vuelta del expe< líen- 
le administrativo agregado. 

Si se tiene en cuenta el resultado de la medición, 
1 88.010 hectáreas y fracción, la superficie de Fenton y Sparks 
12.932 hectáreas y fracción, las 15.111 hectáreas y fracción 
integradas y las ¿l<66 hectáreas y fracción desistidas «le ubicar 
l»or decreto de febrero 7 tle 1903. se observa que 1 altarían aún 
7643 hectáreas y fracción para completar las primitivas dos- 
cientas mil hectáreas, pues debe ponerse de relieve que !a su- 
perficie de Fenton y Sparks aludida queda dentro de tos lí- 
mites de lo medidu por l'ietranera. (Véase decreto de febrera 
8 de 191 1 ) , 

5." (¿ne en consecuencia de cuanto se deja expuesto, debe 
declararse que la Nación está obligad» a integrar con tierras 
fiscales y libres del Territorio de Santa Cruz a la sociedad ca- 
lora una cantidad de ¿407 hectáreas que smi las que recono- 
cieron y ubicaron los decretos de octubre 23 de 1902 y fe- 
brero 7 de 1903, los cuales si bien quedaron en suspenso por el 
decreto de septiembre jf» de 1923. delic reputarse que read quie- 
ren su eficacia atenta la mensura practicada por l'ietranera 
con posterioridad a ese decreto y atenta la presente decisión 
i]ue pone de manifiesto la obligación de <|ue la demandada cum- 
pla lo dispuesto en el decreto de marzo 24 de iqoo del cual 
son resu ltantes di rectos los citados de octubre 23 de 1902 j 
febrero 7 de 11)03. 

I \ case Registro Nacional, año m>02. tomo 3. pág. 405 >' 
;iño K103, tomo t. página 5M y tomo 3, página 14$* ■ 

En cuanto a las 423(1 hectáreas restantes ^ara completar 
la integración que la actora solicita le sean adjudicadas, es ne- 
cesario observar que si fueron materia de continuos pedidos ad- 
ministrativos, el l-oder Kjeeutivo no dictó decretos en que con- 
sistiera en ubicarlas, escriturarlas y entregarlas 

Quiere decir, entonces que a su respeto lia transcurrí- 
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<i«> el faps i de tiempo comprendido desde marzo 24 de n;oo 
íeclin. en que el ÍWcr Ejjeeiuivn reconoció derecho a integra- 
ción hasta mayH 4 de 1 « j 1 1 en qué se dedujo tt demanda que 
motiva esta sentencia, fojas 104 vuelta» sin que se haya de- 
mostrado con la debida constancia que Ta Nación accediera a 
ubicar. escriturar y entregar esa superficie de 423O hectáreas, 
como sin embargo, lo hizo con las ¿407 arriba aludidas. 

Lo expuesto mueve a considerar que la defensa de pres- 
crifxrión deducíd;i por el señor Procurador fie i Tesoro debe 
prosperar parcialmente en lo relativo a la adjudicación <le h* 
4-*,v> lie -Tare.;,- en cuestión, nula vez ijue 110 existe compfobáil- 
te alguno de que la Nación se allanase a reconocer el derecho 
de la actora a este respecto entre marzo 24 de 1900 y mayo 4 
fie 1911 y según constante jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te es bien sabido que las actuaciones y gestiones administrati- 
vas no interrumpen la prescripción, joum 97. pág. 357: loniti 
111. pág. 05: tomo 115, página .í* 15 : tomo 118, página 175; to- 
mo 12K página 55; tumo 128, página i.tt : etc. 

£c ha cumplido por Jo consiguiente la prescripción dece- 
nal «le la acción que compelía ejercer a la artora para conse- 
guir la integración de la superficie objeto dé la compraventa de 
1N04 y reconocimiento de njoo, artículos ,t/)47. 3**5 l - 

4017 y $0*$ Onligu Civil. 

Y cu dra declarar que dicha prescr perón no *e ha cumpli- 
do, en |n referente a I;: eser i tu ración demandada de las 3407 
hectáreas, a mérito de que no han transcurrido diez años desde 
el niotneniii fiel recuiii ■cimiento del derecho a integración veri- 
ficado por decreto de marzo 24 tic i«j»>, hasta los decretos fie 
octubre 23 fie MJ02 y febrero 7 de 1903 qué ordenaban la escri- 
turación respectiva y desde estas fechas hasta mayo 4 de Hji I 
en que St hterpuso la demanda tampoco han transcurrido e»os 
diez año-, i V éase a mayor abundamiento el fallo del lomo i2,t. 
página 224 fie la colección de la Suprema Corte I , 
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6* (Juf el fatigoso estudio requerido por el asunto en scti- 
umeia y las re f lex iones que se dejan vertidas, permiten recha- 
zar ta reconvención opuesta por la demandada, ya <|tu* se ha 
detliostrado que las doscientas mil hectáreas no .se encuentran 
integradas con exceso y como final puede agregar>e otte sí la 
Nación debe escriturar ,u<V hectáreas por mandato de esta 
■amencia, maí puede reclamar devolución de 0'l£g hectáreas 
ijue no ha entregado de exceso. 

y, n <Juc en lo relativo a las costas del juicio, procede (lis- 
poner sean alionadas por su orden atento a que no lian pros- 
perado *'¡n nituin" las pretensiones de las partes. 

IV las consideraciones «pie proceden fallo: decía 1 "anda que 
la Nación está obligada a escriturar a la adora Sociedad Anó- 
nima The l'atagonian Slieep Fanning Cotnpany la cantidad 
de tres mil cuan 1 vientas siete hectáreas y fracción a que se re- 
fieren los decretos del IWer Éjecutiyq de Octubre 23 de mjoj 
v febrero 7 de 190,5 complementarios del de fecha marzo 24 
de tyoo. Declaro prescripia la acción que persigue se adjudi- 
que en integración cuatro mil doscientas treinta y seis hectá- 
reas y fracción y rechazo la amlradcmaiula promovida por la 
Nación contra la aetora sobre devolución de tierra. Costas |»or 
sti orden. Notifíqucse, repóngase el sellado y oportunamente, 
archívese, enviando se previaiuenie él expediente administrativo 
agregado a su procedencia. 

.SuiU .»/. ücübar. 

SENTENCIA m LA CÁMARA FliDliRAL 

Bucnoi Alrei, Aso»lo 2J de 1023 

Vistos : 

Los autos seguidos por "The l'atagonian Sheep ftinmng 
Company" contra la Nación, por escrituración y adjudicación 
de tierras : y 



y 
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Considerando : 

i. Que por decreto de noyíenibri" 10 tic i&x el Poder 
Ejecutivo Kceioiiat o nicfrli*"i en venta, de acuerdo con bi ley 
3p53> a señores Waldrón y Wninl antecesores de la acích 
ra. doscientas mil hectáreas lie campo en el Territorio de Sim- 
ia Cruz, v les otorgó la éscrji'ttfa resuéetífea el 17 de diciembre 
del mismo año. 

-'. Que por decreto de julio 26 de iNj.í él Poder Kjecuti- 
\i> concedió igualmente en venta, co i arreglo a la citada ley, 
a la señora Km ua Xttíh de bVnton y al señor fiitilleniui Spark?-, 
veinte mi! hectáreas en el -ni ¡¿«vi territorio oreándoles la res- 
pectiva escritura m diciembre ~ 1 de iSv. 

V Que practicada la mensura del campo corresp m beme 
a la primera venta mencionada, pur d agrimensor señor Ma.\ 
Berlín nombrado al efecto por de;reto de noviembre ,>o de 
resulto: aj t|ite dentro de los límites asijniadns >ó1o ha- 
bí;., «.ejjíin dicho agrimensor, ciento séteritá y nueve mil er>- 
eierttas catorce hectáreas y una fracción, faltando, en conse- 
cuencia, más de veinte mil hectáreas para completar la superfi- 
cie Vendida. j b)> ¡ue en el área medida se omprendia el lo- 
ti vendido ;i Pentoít . Sparks. 

4. Que habiendo Waidron y V\"wpd solicitado la aproba- 
ción de rlic'va mensura, pidiendo a la vez la integración de la 
^típerfícii -pie se les había vendido con varios lotes de tierra 
fiscal situados en Jas inmediaciones, y oponiéndose í'Vnion y 
Spark- a esa aprobación, el IVder Kjccmsvi) dictó el decreto 
de .* 1 de inar^o de itjoo ijue^erí sus tunda me ,11 os y pane re* 
>olttlíva exprest: "Considerando : 1. Une el l*. K. no es com- 
péleme para pronunciarse acerca del mejor derecho a ¡as vein- 
te mil hectárea- vendidas a la seño; a de l'enlnn y al señor 
Sparks dentro de! área escriturada a los señores Waldron y 
VVuod (jtie diívtíteii lo> recitrrt ntes : _»." Que habiéndole veri- 
didu el Estado a los señores Waldron y Wbod na área dciermi- 
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nada de tierra y no existiendo sino |»ane de ella dentro de tus 
límites asignado* cumúlele reconocerles el derecho de integrar- 
las con oíros campos fiscales lihres. atento el dicta.uen del Pro- 
curador del Tesoro; el ['residente de la Repúhliea decreta: ar- 
tículo i." Apruébase ta mensura practicada por el agrimensor 
señur Max líertín de la superficie de ciento setenta y nueve 
mil trescientas c:i torce hectáreas, catorce áreas, veinticuatro 
cuitiáreas. | 170.^14 ta, 14 á. 24 ct.j en las fracciones C. y 
D. de ta sección XVI. del t'&rU'ófób de Santa Cruz, compren- 
didn en el título üé propiedad otorgado con fecha 17 de diciem- 
bre de 1894 a tos añores Waldmn y Wood. Art. _V Kecon.V 
seles 9 1"> señorc- Walrron y Wnod el derecho de integrar el 
área medida Con otras tierras fiscales y lihres situadas en el 
mismo territorio, hasta la superficie to;a! de doscientas mil 
hectárea* 1 _V, t ",ono he. t tjjtíe les h:t vendido !a Nación, según 
su lilidn de propiedad, Art. ¡jf Vuelva a la Dirección de Tie- 
nas y Colonias ;) gnj electos. Art. 4." .Comuniqúese. puWi- 
qiiese y «te-e ¡*J Registro Wional. — flaca; — Garcia Mernn". 

$: Q«é mcdtdú poco después pojt' el agrimensor señor Ta- 
pia el lp|e vendido a Fenton y Sparks, resultó contener un 
arca de doce mit novecientas treinta y dos hectáreas , frac- 
ción, en vez de la* veijne mil que expresaba el título, Bsa 
mensura fué aprobada por decreto de jiiHo _*i cíe kjo-). que- 
d-mlo redneitla la venta al área redida. 

ÉL* Une el 10 de dieiemUre de lycy ta Patagón ían Sheep 
Farming Ounpam sucesor» de Wahlroh y Wnod, celetiró con 
Feníon y Sparks la transacción de que instruye el testimonio 
de escritora corriente a fs., 1, reconociendo el mejor derecho 
de Fentnn y Sparks sonríe e! lote me tido por el agrimensor 
Tapia y reservándole su derecho p;ira reclamar del Cohierno 
de la X ación. 

7." (Jue Haciendo efectiva la integración concedida a los 
antecesores de la adora, le fueron escrituradas en propiedad 
en marzo tj de tyoi y en -ihril de t$Q2 varia* tracciones con 
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ün total de quince mi! dentó pnce hectáreas » fracción, de 
acuerdo con 10$ decretos de agosto _»5 de u/oo y 4 de riftarjsb di* 
io/)¿. fijándose en este ultimo itn plátíO de cfentO veinte (Yi%$ 
para i|in- la ¡uto regida proponga !a ubicación del saldó de cin- 
co mil quinientas setenta y cuatro hectáreas y fracción que le 
corresponde para completar la integración, 

8.* (Juc por tíecretps ¿Je octubre 23 de i*/a¿ y febrero 7 de 
Hjo.í so lo adjudican adema* ;t ;a a dura a rúen Ea do boba ii, 
legración, dos fracciones con mi total de tres mil cuatrocien- 
tas siete hectáreas y fracción: pero se deja en suspenso su es- 
crituración liaría pract icario une va rnétUcion. a causa de i|ue 
mensuras posteriores, en campos colindantes con él medido por 
el agrimensor Max Itorlin, revelalian diferencias cpflsidéraliies 
en ta longitud de fas fincas limítrofes (decreto de septiem- 
bre ¿(i de 1903 1 . 

(J«e practicada la nueva mensura por e! agrimensor don 
IMmuudo PSétntnera; éri )<k>S, >e encontró (confirmando ¡a 
susjiecha de error en la mensura efectuada por Max Berlín), 
dentro del perimeiro medido |>or este, una sujjertícic de ciento 
* ichenta y ocho mil diez hectáreas y fracción. De tal manera, 
la diferencia para completar las doscientas mil hectáreas ven- 
dida?- quedaba reducida a once mil novecientas ochenta y nuevo 
hectáreas y fracción, en vez de la de veinte mil seiscientas 
ochenta y cinco hectáreas y fracción que estableciera la nien- 
sura primitiva. 

10." (Juo habiendo solicitado posteriormente la aetora al 
1'. I*!, que se le escrituren !as tres mil cuatrocientas hectáreas 
a quo se refieren lus decretos mencionados de octubre de mjo- 
y febrero de Mio.l y se le integre el déficit de cuatro mil dos- 
cientas treinta y sois hectáreas, el P. I**. dictó el decreto de 
febrero 8 de U)l l que en sil parte pertinente establece: "Que 
sí bien se ordeno escriturarlo en propiedad la su per ficto de tres 
mil cuatrocientas hectáreas, realizada nueva mensura por o! 
agrimensor l*ieirancra resultó quo el déficit 1 1 T c tetuVn d?rt¡- 
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eho a ubicar era solo di* once mil novecientas ochenta v nueve 
hectáreas y fracción, y m el que se estableció con los resultado* 
de la mensura del señor Berlín; qué teniendo en cuenta las su- 
perficies ya escrituradas a lüs recurrentes, resulta habérsele* 
entregad»! tres mil ciento veinte y dos hectáreas y fracción más 
de las vendidas; que no obstante conocer esta circunstancia la 
confuía recurrente insiste en la intcgracióYi ele su|x>iíieie 
<|tte reclama, imnif estando que las ciento ochenta y ocho mi] 
diez hectáreas cincuenta y ocho áreas óchenla y seis cent ¡áreas 
que arroja la mensura del aprime nsor Pleiiauera, hay que de- 
ducir las doce mil novecientas treinta y dos hectáreas, ochenta 
y do* áreas, medidas por el agrimensor Tapia para doña iíiumn 
Mun de Fentón y don Guillermo Sparks; que el reconocimien- 
to de tos derechos de Fcnton y Sparks lo hizo la compañía par:i 
poner termino a cuestiones judiciales suscitadas entre ella y 
las personas nombradas, lo que inq>orta un acto volunta rio qui- 
en nada puede obligar al Poder Kjecutivo el cual, en cumpli- 
miento de la lev 3053, vendió las tierras de la referencia de 
acuerdo con sus prescr i piones y otorgó los títulos de propie- 
dad correspondientes sin que en ningún caso, excepto el pre- 
sente, se le reí pi i riera integraciones o se le reclamara tierras 
vendidas y no entregadas; y por tanto, decreta: "No ha lugar 
a lo solicitado por la Patagonhm Shcep Karming Go., dése in- 
tervención al señor Procurador Fiscal de la Capital para que 
inicie y prosiga las gestiones per úñenles hasta obtener la devo- 
lución al ¡vstado de las tres mil ciento veinte y dos hectáreas 
treinta y cuatro áreas sesenta y dos cent ¡áreas que han r$5ÜK 
tado de más, y vuelva el expediente a la Dirección General de 
Tierras y Colonias a sus efectos". 

11." Que a mérito de los antecedentes expuestos, la Pata- 
gonian Síieep Fanr.ing Co, ocurre al Juez con fecha 4 de ma- 
yo de 191 1 ( fs. 96 j pidiendo se declare injusta el referido 
decreto del 18 de febrero anterior y se condene a la Nación a 
efectuar la escrituración y adjudicaciones expresadas. 
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\¿; Que el señpr IWurador M contestando ta 

demanda i ís. tao) pile su recha^ y. sosteniendo que d Go- 
bierno le la Nación ha cumplido con exceso la obligación que 
contrajo de integrar en tierras, contrademanda de acuerdo con 
la disposición del an. 748 <1d Códiffi CU ¡1 por rc^-t ¡ei< m de 
las tres mil ciento veinte y do* hectáreas y fracción que por 
error se entregaron de más. Y a mayor alnmdatnientn y en 
vista de la justicia que asiste a su naru\ opone la prescrqición. 

iV Que el fallo recurrido declara procedente ta prescrip- 
ción liU-ratoria. en relación a la sui>crficic no ubicada toda- 
vía, por haber transcurrido más de diez año» desde e! decreto 
de marzo 24 de 1<K» en el que el P. E. reconoció su obligación 
de integrar con tierras inmediatas y liUres hasta la fecha de 
la demanda Y no hace lugar a la prescripción respecto de las 
tre* mil cuatrocientas siete hectáreas y fracción ya ubicadas, y 
cura escrituración se susidio, ]torqne desde la fecha de los 
decretos respectivos de octubre de í#>2 y febrero de tífi)¿ 
hasta la de la demanda, no han transcurrido diez años, 

14" (Juc apelado ese falto pOr ambas partes, la actora 
sostiene que el reconocimiento jK»r la Nación de su obligación 
■ le escriturar las expresadas tres mil cuatrocientas siete hec- 
táreas implica el reconocí ir iento tácito de lo demás que que- 
da ;1 deber; y el señor Rrocrtratíor del Tesoro sostiene, en cam- 
bio, «pie la Nación nada delie y si la actora. y que en cas¡> 
de existir saldt» en contra de aquella mi obligación se hallar ía 
]. rescripta. 

IS. Que de los antecedentes, fundamentas y términos «leí 
decreto de marzo 24 de u¡oo t resulta claramente que el l*. E. 
resolvi.'»; 1: Aprobar la mensura de M ;i x Herliu: Keeono- 
cer en favor de Ualdron y Wood, antecesores de la actora. 
su obligación de integrar con tierras inmediatas y hliifés la di- 
ferencia entre el área medida y las doscientas mil hectáreas que 
exprc-alwi el titulo, diferencia que según los resultad »- de esa 
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mmm se estableció m émt* m *m&w omm y 

co hectáreas v fracción, 3 V Declararse incompetente para dc- 
S ¿9 acerca del mejor a ; 1a ^f^f 

Fentó" y Sparks dentro di área enturada a Wal^n > 
\Voocl cuestionado entre la* partes. 

,6." Que la sola circunstancia de resolverse en ese de- 
creto en forma diferente en relación al área adjudicada a I en- 
ibn y Sparks. revela que el recono cimiento que hacia el Go- 
bierno dé n Aligación de integrar en t.erras no la u>mpruv 
i a Los propio/términos del decreto y otra, constancias 
Infirman tal interpretación de ese decreto, entre los que puc- 
harse el de mar*, 4 de I** que f^S un p1a ? m ^ 
la interesada propusiera la ubicación del saldo de anco mil 
'i Las set uta v cuatro Hectáreas y fracción, supe* ta 
i r^res^nde netamente a la qüe faltaba para completar 
I diferencia establecida según la mensur, «1c Bfeílúv sin des- 
contar la porción vendida a Fenton y Sparks. 

17" Que S¡ bien es verdad, como lo establece la senten- 
cia apelada * de acuerdo con la dación del artículo 2004 > 
callante; del Código Civil. que la Nación debe responder 
por él área expresada & se adjudico a K-mon y tefe pe- 
tándole del perintetro concedido y esenturado a tt.ddro, > 
\Vo,.l. lo es también que la obligación que resulta de ese he- 
cho, conforme a la ley, dé indemnizar, es d,f érenle de la c«m ; 
(raída por el decreto de mar,. ,4 de 1900 de reintegrar en 

i|iieda demostrado. 

,8" (Jue siendo asi. la obligación de reintegrar en tierras li- 
St* c inmediatas fue cumplida por el Cobierno de la NaciMU 
con exceso, desde que, según la mensura de iVtranera apro- 
ada por el Gobierno y acedada por la actor*, la diferen a 
q lied 6 reducida a once mil novecientas ochenta y nueve hecta- 
,Us y fracción, y la Nación había ya entrególo a la actora 
quince mil ciento once hectáreas y fracción. 
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19." ijuv en cuanto .1 la nhligauón de indemnizar ¡as dn- 
re mi) novecientas treinta y dos hectáreas vendidas a Fcüton 
y SparliS, se halla indudablemente prescripta. puesto que des- 
de la fecha del decreto de marzo J4 de njoo en que el I*. K. 
>e declaró incompetente para decidir la cuestión, o desde el 
decreto de julio 21 del mismo año \nw el (|iic se aproí» la men- 
Mira del agrimensor Tapia, fechas en que el interesado pao 
• riiirh- , t nie los jut;es. han transcurrido rás ik* diez años bas- 
ta la fecha de la demanda, 

20-" (¿ue tratándose de obligaciones diferentes v ño es- 
Ifndo la de indemnización comprendida en el reconocimiento he- 
dí»» en n)oo. los pago* parciales efectuados en cumplimiento 
de i-sta ülti.iva obl^adón no pueden invocarse como reconoci- 
miento tácito para interrumpir la prescripción de aquella. 

I'or estos fundamentos se rechaza la demanda- en todas 
mía partes y se hace lugar a la rceon vencir 111 , declarando que 
la Patagonian Sheep Farming Company está obligada a de- 
volver la superficie de tres mil ciento veinte y dos hectáreas, 
treinta y cuatro áreas, sesenta y dos cent ¡áreas que se le re- 
dama. „'on las cosías en el orden cansado, atento a que la de- 
cisión que rechaza la demanda se furnia en la prescripción. 
Queda asi modificada la sentencia recurrida de fs. 361 a 372. 
Repónganse las fojas en el Juzgado de procedencia . — Éítfw- 
ii»o Bscatda. -~ % Arias. - B. A. Nácar Anchorem. — J. P. 
f.ttua. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

DMMI Airo, Julio 27 4t ItSS 

Vistos y Considerando: 

1." Que el decreto del f'oder Ejecutivo fie 24 de mayo de 
Ujoo. cojuprooietiéndosc a integrar ei¡ especie a los señores 
Ualdmn y Woodi causa-habientes de la a-tora, la tierra que 
:tMilt.'i faltarles de las doscientas mil hectáreas que el Gobierno 
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es Iiábíá efeitedf) en propiedad el dé die.eml.re qe .814. 
evidentemente no comprendía las dop mil novecientas trem a 
, dbs hectáreas v tnccVm que posteriormente hal.ia enajenad- 
a la señora Kmma Luisa Mae Mun de i'enton y t. don Ui - 
IVrmo Si-arks dentro del título de la actora, V ríe* las com- 
■ endia, a» porque ct deemn declaran la incompetencia del 
Poder Fgeáutívb para resolver el conflicto nacido etitre jos 
dos compradores, con lo cual implícitamente deíer.a a la jn- 
tida decidir sbbrí el mejor derecho <lc uno u otro acerca de 
% fracción de tierra asi vendiila sucesivamente ¡i co.npradon* 
distintos; 1») porque la |*rte dispositiva del decreto alude e a- 
raire.rte a la decisión del P«¿er Kji-cuiiv.. de integrar .oto 
el número de hectáreas necesario para completar las dpscien- 
ins mil del titulo, con prescindencia de las de l ? enlon y Sparks. 
acerca de las niales nada podía resolver antes de que se pelli- 
jera la semencia judicial a la cual el mismo decreto se refería 
en el considerando primero. 

2." Que, no emanando del decreto aludido el derecho de 
la acto™ para reclamar ta integración en especie de las do- 
ce mil novecientas treinta v dos hectáreas y fracción, sus re- 
lacione* jurídicas con el Fisco en presencia del reconocí Hítenlo 
posteriormente formulado por aquélla en favor de Fenton y 
Sparks v iKir e! cual se hizo prima* el titulo de éstos (hecho 
que supone |x.r parte de la compañía adora haber recibido y 
lenido en el dominio conforme a su liml». las doye m.1 nove- 
rientas treinta v do... hectáreas» s t encentran, en realidad, g->- 
hemadas por los principio* de la ley civil que atribuyen a fiife 
comprador privado total o i ki re ¡al mente de la cosa comprada, 
el derecho a que su vendedor la indemnice con arreglo a la ley- 
3 * One este es el caso del Gobierno, quien después de Ha- 
ber vendido v escriiurado o Waldron y Wood. doscientas mil 
hectáreas de" tierra entre limites determinados, dispuso y en- 
tre**, como va se dijo, parte de aquella a Fcnlon y Sparks. 
debiente. lo tanto, res^nder por la evicción y saticamienin, 
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raftítüyéndble d pretil» tic la mima, c iridémmiáii^olé los da* 
ños v perínicins sufridos, de acuerdo con ¡u dispii¿sto por lo* 
artieulos _m iS. 21 i:i y »i2f dd febíigo Civil. 

4. " (Jue a e*;u rtd puede oponerse la disposición del ar- 
ticulo 2i 10, sepa la cunl cesa la obligación impuesta al ena- 
jenante por "el articulo 2tcS de responder ¡Kir la evicción cuan- 
do el adqiiirtnte untado por un tercero en ti uso de la propie- 
dad, gpcfi tí jiosigsióri de la cosa, no lo cita para que salga a su 
defensa, porque mediando en el "stih lile", la ciremistanjia es* 
pedal de que el Gobierno era el otorgante de anillos lituli.s 
-te dominio sobre el mismo inmueble, carecía de objeto la ci- 
íacion al Poder Ejecutivo para que saltera a la defensa, por- 
que es evidente que un hahria tenido or^sicipn justa (pie hrtcer 
al reconocimiento de un titulo de dominio concedido .por el 

« articulo 21 1 1 1 , 

5. " Que descartadas dtj las ciento ochenta y ocho inil diez 
hectáreas ochenta y do> área? y cuarenta ceitiárcas. existeh- 

seKrn l.i mensura de hetranera. dentro de las doscientas 
rtiil vendidas a Ualdron y Wood, las doce mil novecientat 
treinta y d(=s hectáreas, ochenta y tíos área*, cuarenta eenliá- 
reas adjudicólas a Fertlon y Sparks. las que debieron ser in- 
demnizadas a la actorn cu la fbrina expuesta en los conside- 
rariílos anteriores, gofo .-orresponrfi ¡ indemnizarle 1 por inte- 
graei n. de acuerdo con el citádo decreto de 24 de marzo de 
lyCO, once mil novecientas oche n n y nueve hectáreas cuarenta 
> tit) área*; catorce cent iá reas, qué era la diferencia pntre l's 
d -cU titas mil del títul.. de la actora y las cien;.» odíenla J o.dto 
rnil diez hectáreas, ochenta y dos an-as cuarenta centiáre^s, de 
dicha mensura 'decreto del 8 .le febrero de it>n. í.qas S,). 

6. " Ouf no fué así. sin e libargo. ¡hirque debido a) error en 
que Irania incurriilo el ingeniero Max Iterlin. cuya mensura 
sólo dió una extensión de ciento setenta y nueve mil trescientas 
catorce hec: áreas, catorce áreas y veinte y cuatro cent ¡áreas, 
además de indemnizarle el C.obierno las dos mi] ciento sesenta 
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v seis hectáreas, cincuenta y cuatro áreas y treinta v odio 
centiáreas devolviéndote .su precio, se ¡é integró un área de 
quince mil ciéntO once hectáreas, setenta y cinco áreas y seicn- * 
ta y seis cent ¡áreas, p .sea, tres mil ciento veinte y dos hectá- 
rea-, treinta y cuatro áreas y sesenta y*dos cent iá reas, más de 
fas que estaba obligado a indemnizarle en esa forma, las tnis- 
mas cuya restitución reclama aquel en este juicio por recou- 
vención . 

y." Que éti vista dé los antecedentes expuestos, I" que co- 
rresponde hoy, es, que el Gobierno indemnice a la aclüra, la- 
<lnce mil novecientas treinta y dos hectáreas, ochenta y do« 
áreas y e uare¡ ta cent ¡áreas ^e acuerdo con las disposiciones le- 
gajes citadas con deducción de las dos mil cíenlo sécenla y 
seis hectáreas, cincuenta y cuatro áre;is v treinta v ocho con- 
tiáreas, cuyo precio le restituyó anter¡i»ni?eníe, y que ella le de- 
vuelva las tres .1 Íl ciento veinte : dos hectáreas y fracción que 
recibió de más. con lo que quedarán cumplidas las obligacio- 
nes de una y otra parte con arreglo a derecho. 

8." Que la excepción de prescripción tle la acción de ga- 
rantía tle evicción y sanc;imientu, alegada |>or el (¡oblernn ;>a- 
r.-i oponerse a la demanda no puede prosperar porque aquél":; 
corre desde el tlia de la evicción. seijún el artículo 3957 de! Có- 
digo Civil, y sea t|ue ésta se haya producido cuantío el Gobier- 
no transfirió y entregó en propiedad a Fenton y Sparks las 
doce mil novecientas treinta y dos hectáreas y fracción de refe- 
rencia, el 3 de noviembre de it>02 o e! lo tle diciembre de igog 
cuantío la achira reconoció el derecho de aquellos aceptando 
aquel acto de su propio vendedor que le privaba de dicha su- 
perficie de tierra hasta el 4 de mayo tle n;n en que *e entabló 
esta demanda, no habría transcurrido el tiemp) requerido por 
et articulo 4023 del Código Civil jara que aquélla se cumpliera. 

9/ Que ¡ampoco puede prosperar ta prescripción opuesta 
por la actora contra la reconvención del demandad", pirque el 
término para que aquélla se obrase no pudo correr antes de 
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ser conocido v error de la mensura cíe llerlin. y esto sólo ocu- 
rrió mu» vez practicada la de l'ietraiiera que rectificó la de 
aijirél, r^t<i es. en mayo ele njtnj — fojas <; del expediente agre- 
gado ile modo ijue hasta el J de íebreru de nyi¿ en <jue el 
demandado ded.tijq la reconvención, tampoco había transcurri- 
do el tiempo necesario para la preserpción de su acción. 

Por estos fundamento*, se modifica la -sentencia apelada, 
declarando cpie el dobicroo está obligad" a indemnizar a la 
I 'a 2 agí >nia n Shecp Párming Cntnpany Umitada. de acuerdo ctín 
lo que disponen !<»s artículos jnf, -2119 y 2121 del Código Ci- 
vil las diez mil setecientas sesenta y .seis hectáreas, veinte y 
ocho áreas y <lo> cent ¡áreas ipic con la?, dos mil ciento sesenta y 
seis hectáreas, cincuenta y cual ni árca> y treinta y ocho eentiá- 
reas ya indemnizada-., completan 1;js doce mil novecientas trein- 
ta v dos hectáreas, ochenta y d»s áreas y cuarenta centiáreas 
>¡u'e delrió indemnizarle en esa forma y (jUe; a su vez. aquélla 
está obligada a restituirle la* tres mil ciento veinte y dos hec- 
táreas, treinta y cuatro áreas y sesenta y dos eemiáreas que s-e 
k' integraron y posee de más. Sin costas. .Votifímiese, repón- 
gase ti papel y devuélvanse. 

A, Bermejo — J. Fiüueroa AL- 
eoWTA — KOBEKfO lílvl'KTTO — 
M. LaI'RENilKN \, 



Svckdad Hetúriscom y Céinpúiiíú, tiottlm ó/ Ftoviüaé de Men- 
dosa, sobre de; »! ttfióu tic dinero. 

Sniihtrtii- Vca$e el del ftiHu puUicadu en el mmo 139. página 
,Í5H. aplicable al presente. 

rato; Lo explica ei siguiente: 
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FA1.LO DE LA CORTE SUPUEMA 

Bueno* Air». Julio 27 de 

Y Vistos 

Los seguidos; por la sociedad Bernasconí y Cía. Ltda., con- 
tra la provincia de Mendoza, sobre devolución de dirtero, de los 
que resulta : 

fhie a fojas 18 y con los documentos precedentemente 
agregados se presenta don Horacio Pasciialetti en representa- 
ción de la sociedad actora. deduciendo demanda por restitu- 
ción de la suma de treinta y cinco mil doscientos setenta y cin- 
co pesos, con diez y seis centavos moneda nacional, la que filé 
pagada Isi jo protesta en virtud de tpie conceptúan ¡nsronstiti;- 
eiimates los impuestos creados por bs leyes provinciales núme- 
ros 7& y 759- 

ijuc declarada por esta Corte la ineonstitucioualidad de la 
ley N." 703. se lian sancionado j>ara substituirla las que aho- 
ra se impugnan y cjiie al aplicarse constituyen una verclajclera 
expoliación para los industriales y propietarios de viñas de 
Mendoza, como asi se lia reconocido por sentencias de este Tri- 
Ijunal. dictadas en los juicios que cita, pidiendo \ntr lo tamo se 
condene a la provincia de Mendoza ;i! pago de la suma reda- 
mada con sus intereses y costas. 

<Jue acreditada en cuanto hubiera lugar por derecho la 
jurisdicción originaria de esta Corle y conferido el traslado 
correspondiente a la -provincia demandada, el representante de 
la misma a fs. 37 expresa : que no tiene ningún argumento de 
urden legal que Oponer^ tanto más. cuanto que el Gobierno que 
representa también ha derogado las leyes impugnadas, y dejan- 
do así contestada la demanda, pide se provea lo que corres- 
ponda; llamándose en consecuencia, autos para definitiva ( fs, 
39 vta.). 
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Y Considerando: 

Qjle aparte de que la contestación del represen! ante ile la 
provincia importa en los términos enunciados un rc-ouoeimien- 
10 es preso de las acciones y (&É$no* en que el actor furnia su 
demanda, procede también considerar que el caso de autos ver- 
sa sobre la misma materia y guarda completa analogía, por la 
cuestión promovida y los antecedente-, que le dan «rigen, con 
el caso resuelto |>or esta Corte en 28 de diciembre de to2.V en 
la causa seguida 1»or clon Fnmcis.-M I toser* contra la misma 
provincia demandada. i»or restitución de sumas de dinero pro- 
venientes de los ¡risiuos impuestos declarados inconstituciona- 
les en actué) caso, por fundamentos y consideraciones que sien- 
do innecesarias transcribir ínexteyo. se flan aquí por repro- 
ducidos por su pertinente aplicación al "sitb judiee". 

Kn su mérito y baeiendo lugar a la demanda, se declara: 
<iu« 1: s leve- número 758 y 75') y mis respectivos decretos re- 
glamentarios, contrarían las garantías establecidas en la Cons- 
titución 1 articulo 14». relativas a la libertad de trabajo, indus- 
tria y comercio: lv» consecuencia, la provincia de Mendoza de- 
be devolver al actor en el término de diez días, la suma de 
treinta y cinco mil deciento- setenta y cinco pesos con diez y 
seis centavos moneda nacional, con intereses a estilo del llan- 
.co de la Nación Argentina, contados desde la notificación de !a 
demanda. Las costas por su orden atenta la forma en que lia 
$ü¡Jq contestada la demanda. Notifiqtiesc, repóngase el papel 
y archívese. 

A. Bermejo — J. Figueroa Au- 

CORTA — RoilERfO RBI'ETTO — 

M. Lal rkncen'a. 
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Don José Cavilar contra la Provincia tic Mendoza, sobre cobro 
de pesos. 

Sr*nuiw. Véase el fallo publicado en el Umm 138, página 40 2 
a *|iie se refiere la Corte Suprema en el presente. 

Caso: Le explica el «guíente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (i) 

Buho» Alrei, Julio Í! 4e 1»55 

Y Vistos: 

Oon Gabriel H:irn i»or don José Cuellar. ^e presenta anlc 
esta Corte y expone: «pío viene a promover fie randa contra la 
prmincia de Mendoza, por cobro de i*es"s provenientes de ti- 
tülbá amortizados y cupones eorres|windienU*s a! empréstito ex- 
terior de 5 o «> de um creado por Ley «le ta Provincia de 20 
fíe agóstq de 

Que los títulos de ipte su mandante es tenedor abalizan 
a cinco de cien iwsns oro cada uno. y Ir.s pupones a mil dos- 
cientos sesenta y tres, e importan a razón de pesos <■«■ scll do. 
ono cim veinticinco cada uno, la suma de un mil quíriiérttos se- 
tenta y ocbo |,»csos con setenta y cinco centavos uro sellado. t|ite 
nuidos a los títulos, suma» la cantidad de «los m'} setenta y 
ocho pesos setenta y cinco centavo* oro >c1bnK encontrándose 
Iba «^cimientos correspondientes de|iostt:idos en el Raneo de 
Ta. Xa: ¡ñu Argentina, según se acredita con las Botefás <lc íojís 
1 a $, 

IJue se lia presentado al flanco Kspaúol del Rin de la Ma- 



ní Pn la aimaa fecha la Coftf Suprem* te proMuncid tn l|u*l SMttltf» *" I** 
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ta, donde del ten al m ma rsi? I»* culones, y no ha podido obtener 
su pago en oro o su equivalente en moheda nacional,, a lo que 
tiene derecho, conio asi lo lia reconocido este tribunal por sen- 
tencia recaída en casos análogos, entre otras, la de los autos 
Ariiaído Litelimciu contra la minina provincia, pidiendo en con- 
secuencia que se tenga por enlabiado este juicio y en SU opor- 
tunidad se üOmlene a l;i provincia de Mendoza al ¡>ago de la 
Minia reclamada, con sus intereses y costas, 

One aerei litada en cnanto lia lugar por derecho U juris- 
dicción originaria de esta Corle, y corrido el traslado corres- 
pondiente a la provincia de.i andada, el representante de la mis- 
ma expresan ene m> ha recihido tnsiniccinr.es de ninguna fiase 
fiel Cubierta que representa ni tiene objeción alguna i¡ue ha- 
cer, por cuanto esta Corle ha establecido en sentencia anterior 
que !a provincia de Mendoza está obligada a efectuar el jiago 
ei las condiciones exigidas |>or el actor, dejando así contesta- 
da 3a demanda i tojas 3 i); llamándose en consecuencia auto» 
juira definitiva 1 fs. ^4) . 

Y Considerando : 

Qiié aparté de que la conteslacióu di*' representante de — . 
Provincia importa en los términos transcriptos un reconoci- 
miento expreso de las acciones y derecho en que el actor funda 
su demanda, procede también considerar que el caso de autos 
versa sobre (a misma materia, comprende iguales antecedentes v 
guarda completa identidad con el juicio, invocado en éste por 
actor y demandado, resuelto ]Hir esta Corte en septiembre 17 
de ti)¿¿, (Fallos tomo ij8, .página 40J1. en el que >e dió por 
reconocida la autenticidad de los cupones, la legitíniíd v! de la 
fisión de los títulos a que los cupones corresponden y la va- 
lidez de fas cláusulas consignadas en los mismos documentos. 

Kn su mérito y reproduciendo en cuanto -on aplicables a! 
*'miI> judio?" lo> fundamentos del fallo de referen.-::', y ha- 
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CíeMÍó logar ihu* lo tan;» a la demanda, se declara que la Pro- 
vincia de Mt'iulnza está obligada a pagar a don José Cuellar 
ámto M término ele «lías, la cantidad fie do* mil setenta 
v ochtí pesos setenta y cinco centavos oro sellado, o su equi- 
valente en moneda de Cürsp legal al cambio de doscientos vein- 
tisiete con vi-intisieU' moneda nacional |x>r cien pesos oro, con 
sus intereses desde la notificación de la demanda. í.as cristas 
por su orden atenta la forma en <|ite lia sido contestada la de- 
manda. Nntiíiquuse, repóngase el pa]>el y archívese. 

A. BiíRMejo; — J. FiguivRoa Ai.. 

CORTA — RoilKKTn ÜgPETTCÍ — 

M. Lauhkxcbna. 



Dóíiü Peírúfítí Almtiá 4e '/.trairuis i sus sucesores) contra Don 
Ihibfo Btttochi, por reivindicación : sobre jurisdicción orhii- 
tutrhi de Itt Corle Suprema, 

.SVrí.-Hir/o : i." Cuando bis actores son varios, es indisijensablc 
para Cjue proceda la jurisdicción federal, <ine cada tino de 
ellos, indi vidual .rente, tenga el derecho de demandar o 
pueda -er demandado ante los tribunales nacionales: y en 
tos casos de derechos adquiridos |*or cesión, es indispensa- 
ble que. tanto el cedente conm el cesionari», puedan perso- 
na luiente demandar ante dichos tribunales. 

2." circunstancia de haberse hecho parte una provin- 
cia en una causa en que no se ha demostrado que uno de 
Eoii demandantes, cesionario de un vecino de otra provin- 
cia esté, a su vez. domiciliado fuera de la provincia deman- 
dada, o sea extranjero, n» hace sugir la jurisdicción origi- 
naría de la Corte Suprema, que ¡«'do se extiende a aquellas 
causas civiles en que es parte una provincia litigando con 
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vecino ti vecino*; de utríi o ciudadanos o sübdítoá extran* 
jen». (Desjniés de producida esa intervención, la cues- 
tión qúedó ci^Unscripta a una contienda trabada entre una 
provincia y vectíJQjí de la misma t. 

Cliso : I„o explican hs siguiente;; pieza;», 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, 8 de Junio de \9¿* 

SUprélna Corte: 

Kl articulo 8L" de la ley X." 4S subre jiirixíuvión > coui 
potencia de los tribunales nacionales establece que: "Hn las 
causa*; entre una provincia y vecinos de otra n entre una pro- 
vincia y un súbduo extranjero o citfiis un ciudadano > Un éSr 
tranjero. o entre vecinos de diversas provincias, para ■•unir el 
fuer", es preciso que él íletfeejip niie SÉ disputa i^ftcueíC^ orí- 
uinanamuir y no por cestón ú n - udato, a ciudadanos extra»* 
je-rus, o vecinos de oifiías próvinciaís resj>eet!vamcnte". 

hiu-rprc:ando i-ia disposición legal, \ . K. lia declarado 
invariablemente que para (pie púetla surgir el fuero féiieiru*, 
tratándose di- derechos adquiridos por cesiójL es necesario i 
tanto rl cesionario como el védente puedan perso.ialuieitte de- 
mandar ante la justicia federal. 

Advierto que en e! presente caso se ba omitido acredita! 
que respecto de tuto de los actores, el >eñor Kaniun Trueco, 
cesionario de d<-ñ.i Juana Salinas de Trueco. Surta el fuero fe- 
deral por razón de su nacionalidad o vecindad, apareciendo nia- 
bien de la escritura de cesión de fs, 5 que dieba persona es ve- 
cina fíe la Provincia de Santa Fe. lista circunstancia, adema- 
de «iliMar a la procedencia del tuero federal en cuando el pre- 
sente caso se relaciona con el primitivo demandado don l'abln 
Eíaiocehi. liáce también que u o^prj^ c¿;dfl ,ei i „el ." std l iuJv.e" el 
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ejercicio fie la jurisdicción originaria de V. K. |>or el licclio 
de lialier concurrido a hacerse parte en el pleito la provincia 
tic Santa Fe en virtud de ja citactún de evicciún, toda vez que, 
estando avecindado en ella uno de los actores, el mencionado 
don Ramón Trueco, ijue no lia invocado ni justificado ser ex* 
tranjero, ej caso no encuadra en los términos de los arts. 100 
y ior de la Constitución Nacional . 

Creo, pues, eme no resulta de autos acreditada la proce- 
dencia de la jurisdicción originaria de V- E. y pido se sirva 
asi declararlo. 

Horacio R. Larrtta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bumm Atret, Julio 27 de IMS 

Y Vistos: 

Kstos autos seguidos por los sucesores de doña Petrona 
Armoa de Zacarías contra don Pablo Haioclii, sobre reivindi- 
cación, remitidos por el señor Juez Federal del Rosario para 
que esta Corte conozca originariamente. 

Y considerando : 

Que de acuerdo con lo dispuesto ¡«>r el articulo 10 de la ley 
M." 48, y lo resuelto por este tribuna] (Fallos tomo 121, pági- 
na 356) para que proceda la jurisdicción federal, cuando los ac- 
tores son varios, es indispensable que cada uno de ellos indi- 
vidualmente tenga el derecho de demandar o pueda ser deman- 
dado ante los tribunales nacionales. 

Que en el presente caso, si bien resulta acreditado que 
dos de los demandados tienen su domicilio, el uno en la Capital 
Federa! y el otro en la Provincia de Buenos Aires, esto es, fuera 
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de Iíi i'rovíncia de Santa Kc donde se ha tratado el pleito, no 
se ha demostrado que. don Ramón Trueco, eí tercero de los de- 
mandantes, como cesionario ele doña Juana Salinas de Trueco, 
domiciliada en San Nicolás de los Arroyos, sea extranjero o 
vecino de otra provincia, como lo requiere el artículo íí dé ta 
lev 4H y la reiterada jurisprudencia de esta Corte que interprc- 
* tántfolo ha declarado ijue para surtir el fuero federal, en los 
casos de derechos adquiridos \mr cesión, es indispensable que 
tatito el cédeme como el cesionario puedan personalmente de- 
mandar ante ia justicia nacional. De los testimonios de fojas 
5 y Kí- resultaría al contrarío, que Trueco es vecino de la ciu- 
dad de Rosario de Santa Fe. 

(Jue siendo la expuesta, la verdadera situación de los ac- 
tores dentro del litigio, es evidente que él conocimiento de la 
demanda de reivindicación 110 correspondería a la justicia fe- 
deral < Arts. y 10 de la ley 4S1 y la circunstancia de haberse 
luvho parte en ella la provincia de Santa Fe, a raíz de la eí- 
t ación de evieción. no hace nacer aquel fuero, desde que» aún 
despttés de producida tal intervención, la cuestión queda cié* 
eunscri¡>ta a una cotiltend;i trabada entre la provincia nombra* 
da y vecinos de la mis.ra. y excluida por eso mismo, ele la 
competencia originaria de esta Corte, que sólo se extiende a 
aquellas causas civiles en que es parte una provincia litigando 
con vecino o vecinos de otra * ciudadanos o subditos extran- 
jeros. Ans. too y im de la Constitución y art 1.". inc. i." de la 
ley 4^- fallos tomo i«4. pagina .í-M ^rtóíderándps W - v 4:° 
y tomo 1 página 175. 

Quv los casos registrados en el tomo S4. páginas 31/3 y 257 
de la colección de fallos de esta Corte invocados como antece- 
dentes en la sentencia de 1/ Instancia, carecen de aplicación al 
presente litigio: el primero por aludir a un juicio ventilado en- 
tre una provincia y extranjeros y ciudadanos vecinos de esta 
Capital y el segundo, jtorque tratándose de un litigio radicado 
ante los tribunales ordinarios de esta Capital, la circunstancia 
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«le que por vía de cv loción se hiciera parte una provincia, de- 
terminaba tina contienda entre una provincia y vecinos de la 
Capital Federal, esto es. «na de las situaciones previstas ]K>r los 
arta, roo y fot de ta Constitución y articulo i. n de la ley 48, 
para hacer procedente la jurisdicción federal. 

Que en su mérito y de acuerdo con lu dictaminado y pe- 
dido por el señor Procurador General, se declara que en el ca- 
so no procede la jurisdicción originaria de esla Corte. Molifi- 
qúese y devuélvanse, re jHini endose el papel en ti juzgado de 
origen. 

A. Bermejo — J. Figueroa AL- 
CORTA. — Rqjf&tfO KlvI'KTTo — 
M. h.wKKM'KNA, 



Sociedad Anónima "Seott y Botone Inc. of ArtjenHue'\ soli- 
cita ta inscripción de sus estatutos en ti Registro Público 
Je Comercio, 

Sumario: i.° Xo (¿asta para la procedencia de la tercera ins- 
tancia extraordinaria que se haya discutido durante el jui- 
cio la inteligencia de alguna cláusula constitucional, se re- 
quiere además que la decisión definitiva sea contraria a la 
validez del título, derecho, privilegio n exención fundada 
en dicha cláusula. 

2" No constituye para el recurrente (en el caso, un Fis- 
cal de Cámara», a los efectos del recurso del artículo 14, 
inciso |f de la ley número 48. privación de ningún de- 
recho, privilegio o exención que signifique un ataque o 
desconocimiento de los bienes |tatrimoniales u de los de- 
rechos o libertades individuales asegurados i>or la Consti- 
iución. el interés de orden general derivado del argunien- 
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to rdalivo ;í la actuación de preferencia en que quedarán 
colocadas las sociedades extranjeras frente a Jas raciona- 
les. (Las garantías constitucionales han sido dadas a los 
particulares contra las autoridades, y la igualdad del ar- 
ticulo 16 sólo podría ser invocada por un litigante a quien 
se pretendiera imponer condiciones que no gravitara;» so- 
bre otros) , 

Cafü f.o expidan las pieias siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑO! MOCUIADO* GSM ESA L 

Biimm Air», M»r* 14 de IMS. 

Suprema Corte: 

La Sociedad Anónima "Seotl y Bowne Inc. Oí. Argén- 
tine", constituida en Delaware justados Unidos de Nirtc 
América) solicitó la inscripción de sus estatutos en el Regis- 
tro Publico «le Comercio. 

El Juez de Comercio de !a Capital de la Nación ante quicir 
su formuló el pedido, ordenó dicha inscripción, previa publica- 
ción de los Estatutos en el Boletín Oficial. 

Apelada esta resolución la lia revocado por enteiier qui- 
la ley 88f>7 sobre "Funcionamiento de las Sociedades Anóni- 
mas" no exige tal requisito. K1 Fiscal de Cámara ha deduci- 
do contra este ¡¡uto recurso extraordinario de apelación para 
ante V. Iv. fundado en el articulo 14 tic la ley 4*. 

Dicho recurso te lia sido denegado, con justicia en mi opi 
Qión t por la líxina. Cámara. 

Kn efecto, no puede motivarla la discusión referente a la 
ley citada X." 8807 i»orquc ella es de derecho común modifi- 
catoria o ampliatoria de Jas disposiciones pertinentes del Có- 
digo de Comercio ( Articulo 15, ley 48). 
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No encuentro, por lo demás, la cuestión federal plantea- 
da a que alude el apelante. 

has garantía» que acuerda el artículo ]6 de Ta Constitu- 
dón nada tienen (|tie ver con el caso resuelto, No puede con- 
siderarse violada la igualdad impositiva allí prescriba por el 
fiedlo de une a determinadas sociedades se las exonera de la 
(iMigacióh de publicar sus Estatutos, ya que dicha publicación 
no constituye un impuesto fiscal ni carga pública sino el sim- 
ple pago de un sen-icio prestado. 

Tampoco veo demostrada la relación directa e inmediata 
(|iic existe entre la cuestión resuelta y la garantía constitucio- 
nal que se supone violada referente a la igualdad de todos los 
habitantes ante la ley y a su admisibilidad en los empleos sin 
otra condición que la idoneidad. 

Soy por ello de opinión que curresponde declarar bien de- 
negada la apelación. 

Horacio /?. Lancia. 



fallo ne la coart su mema 

Bucnoi Air». Julio 4* IW* 

Vistos y Considerando: 

Que ta Cámara de Apelaciones en lo Comercial, aplicando 
e interpretando la ley número 8867, lia llegado a la conclu- 
sión de que las sociedades anónimas comprendidas en el ar- 
ticulo 2K7 del Código de Comercio sólo están obligadas a ins- 
cribir sus estatutos y tió a publicarlos para tener et derecho 
•le funcionar como tales en el territorio de la Nación. 

Que el Señor Fiscal de Cámara al evacuar la vista que te 
fué solicitada ha sostenido lo contrario, «firmando además, 
que la interpretación alcanzada pugnaría con la garantía de la 
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igualdad de trato acordada a los habitantes de la República por 
«I artículo té de la Constitución. 

<Jtn\ para la procedencia cid recurso extraordinario de 
resano que alguna de las situaciones previstas en el articu- 
resario que ninguna de las situaciones previstas en el artícu- 
lo 14 de la ley 48 se realice dentro del juicio. 

Que. desde luego, y en la hi|)ótesis de que la cuestión plan- 
teada ante el tribunal de Comercio p»r el Señor Fiscal de Cá- 
mara importara sostener la inconsliuieinnalidad de la ley nú- 
mero en la parte que exime a las sociedades extranje- 
ras «le la publicación de los estatutos, el recurso nn estaría 
rumprrndid" dentro de lo prevenido i»or el citado inciso i* 
del articulo 14 de la ley 4S, desde que admitiendo el pronun- 
ciamiento recaído la validez de la ley impugnada, faltaría la 
condición establecida i>or la última parte del susodicho inciso. 

Que el recurso entablado tampoco sería procedente con 
arreglo a l, dispuesto en el inciso y". En efecto, de acuerdo 
ion !">> términos de ese inciso no basta para la procedencia 
de Ja tercera instan da extraordinaria que se baya discutido 
durante el juicio la inteligencia de alguna cláusula constitu- 
ciOnÉÍ, m requiere además que la decisión definitiva sea con- 
traria a la val i diz del título, derecho, privilegio n exención 
fundada en dicha cláusula. 

Que no aparece en el caso de autos, (jtie la resolución de 
la Cámara de Ablaciones en lo Comercial comporte la priva- 
ción para el recurren le de ningún derecho, privilegio o exen- 
ción que signifique un ataque o un desconocimiento de los 
bienes patrimoniales o de los derechos o libertades individuales 
asegurados por la Constitución, pues, por una parte, no pue- 
de constituir esa privación a los efectos del recurso el inte- 
rés de orden general derivado del argumento relativo a la si- 
tuación de preferencia en que quedarían colocadas las socie- 
dades nacionales frente a las extranjeras que ha aducido el se- 
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ñor Fiscal de Cámara, y. [mr otra, el principio íle igualdad en 
el trato asegurado por el articulo 16 de la Constitución, sóln 
podría ser invocado por los interesados cu librarse de cargas 
iguales a aquella s de que la sentencia exime a la .sociedad pe- 
ticionante, esto es, jmr tina sociedad constituida en el país y 
en ocasión de requerírsele la publicación de que se libera a la* 
extranjeras. L,as garantías constitucionales lia dicho esta Cor- 
te han sitio dadas a los particulares contra las autoridades y 

la de igualdad del articulo 16 sólo podría ser invocada por im 
litigante a quien se pretendiera imponerle condiciones qué ik» 
gravitaran sobre otros. Tomo t$fc página ^7; ijj, pjtgina 
7>í: 132. página 101. 

Que, en tales condiciones, la cuestión resuelta \w la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Comercial queda circunscripta a 
la aplicación e interpretación de disposiciones de derecho co- 
mún y ajena por consiguiente al recurso extraordinaria de 
acuerdo con lo dispuesto en el articulo 15, segunda parte, 

IÍn su mérito y de conformidad con l*i pedido por el señor 
Procurador General se declara improcedente la queja. Xoft- 
trquese y archívese, devolviéndose el expediente remitido por 
▼ia de informe con transcripción de la presente. 

A. BGKMK.JO, — J. I'V.UIÍRO.Y Ai.- 

cwr.v — k.\>ióx Méndez, — 
RojtiikTu Rkj-i-tto. — M. L.vií^ 
m:xci:x\\. 
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NOTAS 

Con fecha seis de julio ele iy.25 la Corte Suprema decla- 
ró improcedente la queja deducida por don Juan Regó, en lew 
;mt<-s sobre tercería de dominio "Hoppe, Ernesto, contra Er- 
linch l,cóit. sobre cobro de pesos" por no resultar que el cas» 
estuviera comprendido entre los previstos por el artículo 14 
•le !i Uy .(S, y porque et hecho de halicrse designado deposita* 
rio a ntra persona que el tercerista en los autos mencionados, 
ni» significad que se desconociera su derecho de propiedad, 
y en consecuencia no sería el caso de violación del principio 
consagrado por el artículo 17 de la Constitución, agregándose 
además, que se trátala de cuestiones resueltas por aplicación 
de disjxistciones de derecho común, ajenas a) recurso extra- 
órdinario, según lo dispuesto en la segunda parte del artículo 
15 de ta citada ley 48. 



Kn la mi>ma fecha se declaró, igualmente, improcedente 
la queja deducida por doña Emilia Giachino en autos con e) 
Fisco Nacional, sobre cobro de pesos, ¡>or resultar de la co- 
jiia de la sentencia acomunada por el recurrente, que no exis- 
tía desconocimiento de ningún derecho fundado en una ley 
nacional en lo referente a la competencia, pues, el jucs que 
conoció clcl juicio de apremio, declaró tenerla en el caso y, 
además ¡mr no tratarse de sentencia definitiva, ya que la de 
que se recurría podía ser modificada en el juicio ordinario que 
la ley deja a salvo al ejecutado. * 



DE JUSTICIA DK t\ NACIÓN 



lín quince del mismo, no se hizu lugar .1 la queja dedu- 
cía jxtr don Santiago Martínez en autos con doña Rufina Villa- 
verde de García, sobre desalojamiento, por desprenderse de lo 
expuesto por el recurrente, que éste había sido oído en dos 
inste ncias de la causa, con lo que aparecían llenados los requi- 
sitos esenciales de la defensa en juicio, y porque el litigio 
había versado sobre cuestiones de derecho común y las deci- 
siones recaídas lo habían sido interpretando y aplicando dis- 
posiciones de la ley procesal, todo ello ajeno al recurso ex- 
traordinario, conforme a lo dispuesto por el artículo 15 de la 
ley 48 en su segunda parte. 



Rn veinte del mismo no se Iiíüo lugar a la queja deducida 
por don Ricardo D. Pardo en autos con don Alejandro Lan- 
za, sobre desalojamiento, por no aparecer que se hubiera in- 
terpuesto recurso alguno ¡ara ante la Corte Suprema, que le 
hubiese sido denegado y, además, porque el litigio había ver- 
sado sobre un desahucio y las deeisicnes de primera y segun- 
da instancia se habían fundado en la interpretación y aplica- 
ción de Ja ley 11.156, es decir, en punios de derecho común, 
ajenos al recurso extraordinario interpuesto (Árt 15 de la 
ley 48). 



m la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Amonio L. Lamíase en autos con don Benito 
Hotto, sobre cobro de pesos, por resultar de la |wop¡a exposi- 
ción del recurrente, que no se trataba de sentencia definiti- 
va, requisito indispensable exigido por el artículo 14 de la ley 
número 48; agregándose, además, que no basta la invocación 
de cláusulas constitucionales para hacer procedente el recur- 
so, si como en el caso, no mediaba una relación directa entre 
las garantías que se decían desconocidas y las cuestiones plan- 
teadas en la causa, (Artículo 15, ley número 48). 



*.K) 
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Ku veintitrés del mismo se declaró no haber lugar a la 
qtófija interpuesta en autos con don Rol*rto R. Lanús, por ca- 
lumnias e injurias vertidas por tl»#> de la prensa, imr resut- 
,:ir de la propia exposición del recurrente y demás anteceden- 
tes acompañados, que !a providencia recurrida no revestía el 
cirácter ríe sentencia definitiva* condición indispensable que 
reuniere el articulo 14 # 1» I«* 4*. l«ra hacer procedente el 
iiriirsn extraordinario. 



Kn la misma fecha no se tal** lugar a la queja deducida 
nof don lose ¡Mácente en los autos *r.nrrión Juan, su quiebra . 
,K,r desprenderse de la propia exposición del recurrente, que el 
cas,, se había resuelto dentro de tos proced i míenlos del juicio 
de quiebra, esto es. por aplicación de dist» S kiones de derecho 
común, pues no constituía una cuestión federal, la de deter- 
minar si ta casa de negocio de que se trataba pudo o no ser 
transferida en propiedad al recurrente en las condiciones y 
rirciin<taneias en que se hizo la transferencia: agregándose, 
atfc iá<. que no acrecía en el caso, la violación de la garantía 
de la defensa en el juicio de que se hacia mérito, dado «pie 
el recurrente habia intervenido en dos instancias en las que 
habla, podido hacer valer sus derecho*. 



Vn veintisiete del mismo se declaró mal concedido por ta 
l amura de Abluciones en lo Civil y Comercial de la ciudad 
de Córdoba, el recurso extraordinario interpuesto por don Ben- 
jamín Páiaéiü en autos cotí clon Antonio Hernández, hijo, so- 
bre desalojamiento, en razón de que en la causa se habían in- 
terpretado en ambas instancias, preceptos de derecho común, 
aplicándose dis;K>siciones contenidas en las leyes 1 1.155 > 
11.1*1. todo ello ajeno al recurso extraordinario, según lo es- 
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tablee*: el artículo 15 de ta ley número 48 y n lo reiteramcnte 
resuello por el tribunal. 



Con fecha veintisiete, la Corte Suprema dé conformidad 
con lo expuesto v pedido por el Señor Procurador General, de- 
claró impríicedente la queja deducida, en el recurso de habeos 
tarpus interpuesto por doña Armentaria h. de Corzo a favor 
dv don Moni ce ► F- de Corzo, en razón <lc que la resolución re- 
currida se liasaba en la disposición del artículo 017 del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal, relativo al recurso de 
uníparo de la libertad, declarado improcedente en el caso; la 
interpretación y aplicación de esa regla de carácter procesal, 
tío impugnada como vi nía loria de la Constitución, son ajenas 
al recurso extraordinario |>ara ante el Tribunal, según lo dis- 
puesto en el articulo 15 de la ley número 48. 



Kn Irciuta y uno del mismo no se Hizo Hijear a la queja 
deducida por don Pablo Allicrtone en autos con el 1 lauco Hi- 
potecario Nacional, sobre devolución de cédulas, jior resultar 
de la propia exposición del recurrente, qtie la cuestión mate- 
ria de la queja era extraña al recurso extraordinario de] ar- 
tículo 14 de la ley 48. dado que versaba sobre puntos regido* 
exclusivamente por el derecho procesal y se refería especial- 
mente a la procedencia de "la imposición de las costas y al 
mon!<» de las mismas. 



Kn la misma ice lia 110 se hizo lugar a la queja deducida 
por don Nicolás Perdone en autos con don Manuel S. Italles- 
ter f sobre desalojamiento, por resultar de los propíos funda- 
mentos de la queja, que las cuestiones planteadas en el litigio 



n 
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bnhian versado sobre puntos regidos por e! derecho común, 
y la* decisiones recaídas se I tasaban en la interpretación y 
aplicación de disposiciones de los Códigos Civil y de l'roccdi- 
(íiiéiitoSj tiKln clin ajeno al recurso extraordinario atemos los 
término* del articulo 15 segunda parte de la ley número .48; 
agregándose además que el recurrente liabia sido pido en <los 
instancias, om lo que aparecían ampliamente llenados los re- 
ijtii sitos establecidos en el artículo 18 de la Constitución res- 
pectó a la garantía de la deíensa en juicio. 



Kn la inisniíi f celia se declaró improcedente la queja de- 
ducida jutr ,ilon José Catancse «en autos con do*t- (Enrique 
Vázquez y doña K 11 fina Vázquez de Rcheverria, sobre dígalo 
jamiento, por resultar de !a propia exposición y aplicación de 
disposiciones del Código de Procedimientos, y ]>or lo mismo 
ajenas al recurso extraordinario I Artículo 15, ley 48); a !o 
que st' ngregnlta. que el ajielante liabia sido oído no sólo en 
la instancia en que hiciera valer la defensa de falla de per- 
sonería, sinó también al apelar ame el Juez de l'rimera liis- 
tancia ile la sentencia dictada por el Juez de Taz, lo cual ex 
cluia la afirmación de que se hubiera violado, en el caso, la 
garantía del "articulo 18 de la Constitución. 



Kn ta misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Raimundo DWitria en autos seguidos por doña 
Catalina d. H. de Kepctto contra don José DWuria, sobre 
dcsakq amiento, |mr tratarse de un juicio que habla sido re- 
cuelen por interpretación y aplicación de disposiciohes de de- 
recho común contó es la ley número ti. 156 y, además, por- 
gue el privilegio del fuero federal en r rizón de la distinta na- 
cionalidad, sólo» püéde ser invocado por é\ extranjero y nó 
imr l;i contraparte argentina. 
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.Municipalidad de Matanzas contra el Ferrocarril Oeste so- 
bre cobro de pesos, 

Xitmtxh: i." Cuestionada la inteligencia «leí articulo ft' de 
la ley 531 5. procede el recurso extraordinario de! ar- 
tículo 14, ley 48, contra sentencia contraria a la exen- 
ción fundada en dicha cláusula de la ley. 

2* La exención de Impuestos acordada a los ferroca- 
rriles por el artículo 8." de la ley 5515, no comprende las 
tasas o retribuciones de los servicios de alumbrado y lim- 
pieza. 

3. " La ley 10.657 no interpretativa sino modifica- 
toria de la 531*;. por lo que np puede aplicarse derecho? 
adquiridos con anterioridad a su sanción. 

4. " El punto relativo a la dcsprojiorcián que puede asis- 
tir entre d coste efectivo del servicio y ct impuesto o ta- 
sa que se cobra, es una cuestión de hecho extraña a! re- 
curso extraordinario que es de puro derecho federal. 

5. ' Habiendo costado a la Mumcqiahdad los servicios 
prestados, la cantidad de casi tljez mil pesos, sin contar 
la amortización del capital empleado en instalaciones y 
materiales, no hay dcspro¡>orciór] entre ese coste &■ la 
cantidad de catorce mil setecientos noventa y dos pesos 
con cuarenta centavos a que asciende el monto de los im- 
puestos cobrados. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SfiííOl JUEZ FEDERAL 

U Plata. Jaaio » di 1*4. 

Y Vistos: 

Kstos autos seguidos por la Municipalidad de Matanza 
contra e1 Ferrocarril Oeste, sobre cobro de pesos, tic los que 
resulta : 

Primero: Que el Intendente Municipal de la comuna ac- 
tora deduce esta acción fundada en los siguientes hechos y 
consideraciones : a) en que la empresa demandada, adeuda a 
su representada la suma de $ 21 043 m|n. de c|l. en concep- 
to de servicio público de alumbrado y limpieza, en las está- 
nones San Justo y Ramos Mejia, en los terrenos de propie- 
dad, de ta empresa, y por tos viveros de plantas que ocupan 
una manzana cada unr» en las adyacencias de Ramos Me- 
jia; h) en que la demandada, alionó estos servicios hasta el 
año 1915; adeudando, cu consecuencia, los administrados des- 
de el año 106 hasta septiembre de 1922, según los detalles fie 
fas planillas adjuntas incluyendo las multas devengadas, lo- 
do de acuerdo con las ordenanzas del 6 de marzo de mu y 
30 de diciembre de n>u>; c) en que, las gestiones particula- 
res practicadas con el fin de obtener fie la demandada el pa- 
go de lo que aquí se cobra acerca de la demandada» han da- 
do resultado negativo: gués esta se ha escudado en las fran- 
quicias que Je conceden las leyes 5315 y i 0.657: d) en que su 
derecho al cobro tic la suma que gestiona, emana de las or- 
denanzas citadas y en que el art. 8." de la ley 5315. no ha exi- 
mido a las empresas ferroviarias del pago de servicios pú- 
blicos como el alumbrado y limpieza, ni la ley 10.657 es acla- 
ratoria de la 5315 como lo pretende la demandada. Cita en 
su apoyo diversos fallos de los Tribunales locales y naciona- 
les y termina pidiendo se condene a la demandada al pago de 
la suma reclamada, con intereses y costas. 
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Segundo: Que acreditado el fuero en razón de la dis- 
tinta vecindad de las partes, se corrió traslado de la deman- 
da, la que se contesta a fs. 30» pidiendo se rechace con cos- 
tas, por los siguientes fundamentos: a) que la empresa está 
acogida desde el t* de enero de 190K a los artículos 8." y 9." 
•le la ley 5315, y con arreglo al primero de dichos artículos 
está sujeta hasta el 1." de enero de 1047, al pago de una con- 
tribución única del 3 o|o del producido liquido de sus líneas 
quedando exonerada por el mismo periodo de tiempo de todo 
otro impuesto nacional, provincial o municipal ; b) que el con- 
cepto de "Contribución única" es básico dentro de la econo- 
mía de la ley 5315. y comprende el impuesto y la retribu- 
ción de servicios; pues si las empresas se viesen obligadas 
a satisfacer más de una contribución, el calificativo de única 
Iierdería el valor propio del término y el sistema tributario 
establecido por dicha ley. resultaría desnaturalizado; c) que 
el espíritu que anima a la ley 53 '5- y el propósito que se tuvo 
en vista al dictarla, deben sobreponerse a los dislingos sutiles 
de técnica y nomenclatura económica acerca de lo que ha 
de entenderse por "impuestos, tasas, etc."; d) que la ley 10.657 
lia tenido por origen la presentación de las empresas de fe- 
rrocarriles ante el II. Congreso y el Poder Ejecutivo en vis- 
la de la jurisprudencia restrictiva sentada por la Corle Su- 
prema al interpretar el art. 8." de la ley 5315; e) que la re- 
tribución del servicio no puede ser fijada con relación a la 
demanda sobre una base que no sea la derogación efectiva 
incurrida por la Municipalidad, porque aun prescindiendo de 
las d i s| posiciones de las leyes citadas» sólo estarla obligada 
a retribuir a h Municipalidad, los servicios de alumbrado y 
limpieza efectivamente recibidos, con arreglo al costo real 
de esos servicios, no pudiendo exigir sele el pago de una su- 
ma arbitraria; pues el importe, de aquellos de ninguna manera 
asciende a la cuantiosa suma que se reclama, desde que el 
cálculo no puede hacerse sobre la base del valor de tasación 
atribuido a los inmuebles, porque él no juega rol alguno a 
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este respecto, dada la situación especial que el art. 8.* de la 
'«>'■ 5315- crCa a favor de las empresas. Debe, pues» la Mu- 
nicipalidad, acreditar, en consecuencia, et monto exacto del 
desembolso y prorratearlo entre los varios contribuyentes 
afectados; f) que la adora no tiene en cuenta la ley 10.657, 
desde cuya sanción (13 de agosto de 1919), carece de dere- 
cho para exigir el |iago de tal impuesto, siendo inexacto que 
Ips Tribunales Superiores hayan resuelto reiteradamente que 
la exención de impuestos no comprenda las tasas correspon- 
dientes a servicios municipales, como los tic alu librado y lim- 
pieza; g) que el F. C. Oeste, no es pasible de la multa apli- 
cada, porque se encuentra en una situación legal especial y no 
puede ser sometido a disposiciones que contemplan situacio- 
nes distintas. 

I*i Municipalidad no habria tenido el derecho de fijar 
por si y ante sí una suma determinada a título de retribu- 
ción ni establecer a falta de pago una penalidad arbitraria, 
por lo que sólo procedería el cobro con intereses desde la fe- 
cha de la interposición de Ta demanda, pirque la severa san- 
ción se justifica respecto de la generalidad de los contribu- 
yentes, quienes carecen casi siempre de hkaívos atendible* 
|jara resistir el pago de la contribución exigida. 

Se opone en la contestación, como defensa general la fal- 
ta de personalidad en el represéntame de la Muiiieq>a1idad 
fundándose en que el Intendente señor Esteban J. S. Cro va- 
ra que entabló la demanda, había dejado de ser tal el 31 de di- 
ciembre de 1922, y por lo tanto, cesado en la representación 
invocada, careciendo de personería para seguir interviniendo 
en este juicio. 

Tercero: Que recibida la causa a prueba, se produjo la 
certificada a fojas <V>, llamándose autos para definitiva y 

Considerando : 

1." Que la exrc|ic¡óii ele falta de personería, no se ha 
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<»¡>uoto porque el Intendente Municipal f|ttc promovió la ac- 
ción no tuviera por ley facilitad para hacerlo; se deduce para 
privar que continuara su intervención en el juicio dadn que el 
término de su mandato, se había cumplido y por lo tanto huiría 
dejado de ser el representante de la comuna. Si bien esto 
ha resultado exacto, lo es que también cuando se presentó la 
demanda, d señor Crovara, ostentaba la representación invo- 
cada, como resulta del informe de fs. 53 vta. y lo reconoce el 
propio demandado, habiéndose y continuado el juicio con in- 
tervención del comisionado municipal doctor Félix Trigo Vie- 
ra» cuya personería se le admitió como consta a fs. 41 vta. 
Luego, la acción se ha deducido por el legítimo representan- 
te de la comuna y se ha continuado con sus sucesores. 

2* Que tal como 'la "litis" ha quedado trabada, corres- 
ponde dilucidar las siguientes cuestiones: a) sí la ley 5315 
exonera de la contribución que se demanda, al Ferrocarril del 
Oeste de Buenos Aires; en caso negativo, si la ley 10,657, 
es aclaratoria de aquella, en cuyo caso tendría efecto retroac- 
tivo a la fecha de la sanción de la primera (art. 4/ Cód. Ci- 
vil); b) si la retribución que se domada, puede o no esta- 
blecerse, sin intervención de la demandada, y si las multas 
le son o no aplicables. 

3* Que por lo que respecta a ia primera cuestión» lia sido 
ésta debatida y reiteradamente resuelta ]>or la Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación en el sentido de que el art. &" 
de 4a ley 5315, no alcanza a exonerar las tasas, retribuciones 
e impuestos cuyo cobro se demanda en este juicio. Seria ino- 
ficioso entonces, toda clase de argumentos para considerar 
en este litigio, al alcance de la disposición legal invocada, des- 
de que el más alto Tribunal del país en numerosos pleitos aná- 
logos al presente, ha resuelto en sentido contrario al derecho 
invocado por la empresa demandada, como puede verse en 
sus fallos que se registran en Icjs tomos CXI II, 165; CXIV, 
208; CXV, 174; CXVIi jóo; CXVIU 268; CXIV 122; CXX, 
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.Í7¿: CXXI, 74: CXXII. 100 y 232; CXXIII, 201, 313 y 422. 
Ksta constante jurisprudencia lia sido sin duda fa que dió lu- 
gar a la sanción de la ley ¡0-657, y esto viene a demostrar que 
la exoneración establecida en el art. 8.* de la ley 5315, no 
comprendía las tasas, retrilniciones o impuestos -municipales 
que aquí se cobran. Luego, la repuesta a la cuestión plantea- 
da, rt-sulta negativa. 

4." Que los efectos de la ley 10.057, también han sido 
debatidos en otros procesos idénticos al presente; y !a Corte 
Suprema, lia resuelto que esa ley no es aclaratoria de la 5315, 
y no puede ser aplicada a defechos adquiridos con anterio- 
ridad a su sanción, desde que no es interpretativa sinó modi- 
ficatoria de aquella. Luego, los efectos de esa ley no pueden 
comenzar sino desde su sanción o sea desde agosta de 10,19 
(ver fallo?* tomo 134, triginas 57 y 81). 

Dispone esa ley en su art. t," que la exoneración de im- 
puestos establecida i>or el art. 8." de la ley 5315 comprende 
ai lemas de los impuestos propiamente dichos, las tasas» con- 
tribuciones o retribuciones de servicios, con excepción de la 
provisión de aguas corrientes, servicios de cloacas y contri- 
bución de pavimentos en las plantas urbanas. IV manera que 
las sumas que se cobran por concepto de alumbrado y limpie- 
za desde la fecha de la sanción de la ley 10.657, son ilegales 
y por lo tanto, detten eliminarse de las planillas de fs. 2 a 14. 

g." (Jue por Iti que respecta a la tercera cuestión plantea- 
da, e* de advertir que, ríe acuerdo con |a constante jurispru- 
dencia citada sobre la interpretación dada a la ley 5315 por 
í.i Curte Suprema de Justicia, tanto la empresa demandada 
n»mu las ciernas ferroviarias, acogidas a los Itencficios de esta 
ley. no nozan, como se sostiene en el escrito de fs. .lo, de pri- 
vilegio alguno para que las tasas e impuestos que se cobran, 
tuvieran que ser lijadas con utia intervención especial y pri- 
vilegiada de la demandada. Esta es,, en el caso, considerada 
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como un vecino cualquiera y sujeta, como los demás, a las 
canciones que produzca el cuerpo municipal en sus ordenan- 
zas, cuantío éstas no afecten disposiciones constitucionales o 
legales. Tampoco jmede pretenderse que en el caso que nos 
ocupa, la Municipalidad, deba hacer un prorrateo como el 
pretendido por la demandada porque seria entonces preciso 
en todos los casos, esperar la terminación del año para sa- 
Iier lo que realmente se lia gastado y formular el prorrateo ge- 
neral entre todos los contribuyentes del partido, procedimien- 
to que ninguna lev impune ni sería tampoco posible desde que 
el cobro de los impuestos o lasas delw hacerse por adelantado 
a fin de ir sufragando con la recaudación, los gastos que de- 
mandan los servicios prestados. 

ft." Que aun cuando no se requiere la incunstitucionali- 
lad de la ordenanza que establece el impuesto que se demanda, 
-iendo dclier de los jueces aplicar en i'rimer término la Cons- 
unción, leyes de la Nación y constituciones y leyes provin- 
ciales según los casos farts. i.", 3." y 4-* ley 27). veamos si 
la ordenanza cuya copia corre agregada a fojas 15, está afec- 
tada por los principios fundamentales. 

Kl ¡art. 5." de la Constitución Nacional, garante a cada 
provincia el goce y ejercicio de que en sus respectivas cons- 
tituciones se asegure el régimen 'municipal, iwevenciún que 
la provincia de Hítenos Aires, ha cumplido en la Constitu- 
ción vigente en la (fue dedica la sección 6." a establecer y ga- 
rantizar el régimen exigido por nuestra carta fundamenta!. 

Por el art 204 de esa Constitucicm se dispone que la le- 
gislatura deslindara las atribuciones y responsabilidades de 
cada departamento, ton f i riéndole las facultades necesarias 
liara que ellos puedan atender eficazmente a torios los intere- 
ses y servicios loca tes, y, entre las facultades que la ley orgá- 
nica de las munici¡>alidades, ha dado a los Concejos Delibe- 
rativos, está la de "dictar las disposiciones convenientes a la 
limpieza general del distrito, al alumbrado público, y a la pro- 
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legación de la vacuna" < inc. 10." del art. 47). La ordenanza 
testimoniada a fojas 15, establece el impuesto que (Jebe pagar- 
se por el alumbrado eléctrico, limpieza y riego, fijándose equi- 
tativamente con arrezo al valor de cada propiedad, contení - 
[■lando la situación general y no la ]>artieular de lus propieta- 
rios. ImiMirta ello, un prorrateo de antemano jwra percibir el 
cálculo de costo de esos servicios <|ue se prestan no sólo a los 
propietarios sino a todos los habitantes del partido. Como se 
vé la ordenanza referida, no afecta a ninguna disposición cons 
litiicional, y por el contrario, está de acuerdo con las atribu- 
ciones que aquella y la ley confieren a los Concejos Delibera- 
tivos, 

7." Que Ja objeción míe se hace respeto a la multa en que 
ha incurrido la demandada por no haber pagado el impues^ 
to, ella está de acuerdo con lo míe dispone, el art. 6. a de la or- 
denanza . multa, (jue no solamente esa ordenanza prevé, sitió 
también todas las leyes impositivas de carácter nacional o pro- 
vincial, sin que pueda decirse que ella importa un verdadero 
despojo desde que delude del contribuyente el Obrarse de ella, 
pagand» puntualmente los impuestos que establecen las leyes 
u ordenanzas. Y, no padria tampoco decirse que es un despo- 
jo o confiscación, el hecho de cobrar pesos trescientos noventa 
y nueve de multa en un año, a una propiedad valuada en dos- 
ciento* mil pesos ( ver fs, 7 y 70). 

Además, como queda establecido, la demandada no goza 
<!<■ privilegio alguno que la coloque en situación distinta de la 
de los demás contribuyentes; pues el hecho de la existencia de 
la disposición del art. 8." de la ley 5315. no era suficiente ,»ara 
«U'jar de pagar él impuesto, desde que en la fecha que se deja- 
ron de aUmar, ya existían sentencias de la Corte Suprema que 
habían dado la interpretación del articulo referid*», y porque, 
además, la demandarla tenia la libertad <le ejercitar él derecho 
qué creyera tener pira nvti|H'rar las sumas que hubiera paga* 
do sin cansa 
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Ka multa, pues, está justificada como lu reconoce la mis- 
ma parte en el primer párrafo de fojas 34 vuelta de su escri- 
to contestando la acción. 

Mor estpa fundamentos y definitivamente juzgando, fallo : 
no haciendo tugar a la excepción de falta de personería y con- 
denando a la empresa del F. C. del Oeste de Buenos Aires, 
a \nv¿:,r dentro de diez dias a la Municipalidad de Matanza, tos 
ítmwicsios y multas correspondientes a los años 1916, 1917. 
igiíft > hasta agosto de 1919; y los intereses desde la notifica- 
ción de la demanda. Las costas se |>agarán por su orden ]*or 
halter tenido razón probable para litigar ta demandada. 

A, N. Xfatií-HSó. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL, 

La Plali. Dicte»*» } de IV» 

Vistos: 

l*or sus fundamentos y de acuerdo con lo resucito por el 
Tribunal en los casos del Ferrocarril Sud contra las Municí- 
palidades de Bolívar y Azul fallados en afi y 24 de noviembre 
de 1920; y 

Considerando además respecto a lo alegado en esta ins- 
tancia : Que cuando la Corte Suprema lia declarado que no es- 
tán comprendidos en la exoneración de impuestos, consagrada 
|M»r ti artículo 8." de la ley Mitre, tos municipales que, como 
los de alumbrado, barrido y ]taviinentacii'ni constituyan una re- 
tribución de servicios; y refiriéndose a su carácter Ita dicho 
que no se establecen sin medida, pues están doblemente limita- 
dos [>or su objeto, y por la relación que en su cobro deben guar- 
dar con el costo de las obras y tralrajos respectivos (véase en- 
tre otros, caso CXX, 372 i. no lia querido expresar que sea ne- 
Cesaría; en caita caso, la prueba de que la tasa cobrada respon- 
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tía al costo real del servicio suministrado, al que su determi- 
nación haya de ser fijada con intervención de la empresa fe- 
rroviaria: porque a este rc$]»ccto las compañías no gozan, por 
la referida ley de ningún privilegio especial, y están sometidas 
a los procedimientos que rigen para todos los vecinos acerca 
de la fijación de la lasa y su distribución. ftn el caso ocurren- 
te, la Constitución de la provincia de lluenos Aires y la ley 
orgánica dí-tsrf municijialidades establecen la forma como |ine- 
ilen ser'cVeados esos servicios y como de1»e hacerse su remune- 
ración, en garantía de los intereses | «articulares ; y de esas ga- 
rantías gozan por igual las compañías ferroviarias. 

l*w tanto se confirma la sentencia apelada de fojas 1)4. — 
Antonia K. Marcenara. — /c\ Cuida ÉiwaíUe. — Beml 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno! Alrn. Mayo Sfl 4t 1925 

Suprema Corte: 

I,a Municipalidad de Matanza demandó ante el Juzgado de 
Sección de La Plata a la empresa fiel Ferrocarril *>e*le de 
Unenos Aires por cobro de pesos provenientes de servicios pú- 
blicos de alu mbrado y limpieza, prestados en las estaciones San 
Justo y Kaums Mejia. durante los años tcyjfi hasta septiembre 
de 1 . 

I.a empresa, al contestar la demanda, planteó tres eties- 
1 iones fundamentales en las cuales se ha fundarlo para traer la 
causa a resolución de esta Corle Suprema en la tercera instan- 
cia extraordinaria que acuerda el art. 14 de la ley N,°4S. 

Dijo la demandada <pie estaba eximida del pago de los ser- 
ueius cobrados en virtud de la disjiosieión contenida en el art. 
8»" de la ley 5315 sobre concesiones de ferrocarriles, que la 
misma exoneración estafm prevista en la ley J0A57, la que, por 
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ser interpretativa tic Ja anterior debía aplicarse con efecto re- 
troactivo; y que, el monto redamado no representaba el valor 
«leí servicio prestado, siendo exagerada la contribución <me se le 
exigía, 

Kt Juez Federal de La Plata. interpnrtaruK de acuerdo 
con la doctrina de V, E. .manifestada uniformen tente, el alcan- 
ce del art. 8u° de la ley 5315 citada, desestimó la demanda así 
como los derecbos eme la empresa pretendía fundar en la ley 
X." 10/157. 

Ka Cámara confirmó por sws fundamentos lo sentencia del 
Jue¿ Federal concediendo [wra ante V. E., el recurso extra- 
ordinario a que antes lie aludido. 

Eii esta instancia de puní derecho, Y. K- soto puede revi- 
sar cuestiones de esa naturaleza. Los hechos establecidos en las 
sentencias apeladas 110 pueden ser modificados. 

I'or ello no puede ser motivo de pronunciamiento de la 
Corte Suprema la cuestión propuesta ¡>or ra empresa relati- 
va a la fijación del monto de Ta contribución en relación al 
servicio prestado. 

Usa es «na cuestión de hecho, ha dicho V. E. al resolver 
la causa <|uc se registra en el tomo 131, ¡>ág. 105. extraña al 
recurso extraordinario autorizado solamente para fijar la in- 
terpretación de garantías federales. 

En cuanto a la defensa formulada en la ilisposícióh del art. 
8" de la ley 5315. halñeiido V. I*:, fijado uniformemente la 
interpretación <le dicho articulo en contra de lo sostenido por 
la empresa, me limito a reproducir la doctrina de esta Corte 
Suprema (tomo 120» pág. ¿72 y jurisprudencia allí citada). 

Kn lo que respecta al otro punto <uie ha iHxlido motivar 
el presente recurso, la interpretación del art. 1." de la ley 10.657 
sobre exoneración de impuestos establecidos i«r el art. 8/' de 
la ley $$m V. K. ha declarado (tomo 134. páginas 57 y 71 
(|ite la primera ley citada tío es interpretativa o aclaratoria de 
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la anterior, sin» que la modifica. i>ur lo (|iie no puede aplicarse 
a derechos adquiridos con anterioridad a la sanción. 

Los servicios, pues, que cobra la Municipalidad de Matan- 
za deben serle abonados hasta le fecha de la sanción de la ley 
referida N.° 10/157, porque ésta ha declarado exentas a las 
empresas ferroviarias de toda contribución o retribución de 
servicios de cloacas y la pavimentación en las plantas urbanas 
en la proporción que corresponda por las estaciones. 

Por lo expuesto soy de opinión que corresponde confirmar 
la sentencia apelada en la ¡arte que ha podido ser materia del 
recurso. 

Horada R. Larreta. 



■ 

FAI.I.O HE LA CORTE SUPREMA 

Incoo* Aire*. Ase»» a 4* |«2> 

Vistos y Considerando: 

Que el presente recurso extraordinario se ha fundado se- 
Riin aparece a fojas 121 en que "en el pleito se ha cuestionado 
la intel.gencia de la ley del Congreso número 5.315, artículo 
H.\ y el fallo ha sido contrario a la exención que tu i represen- 
tadó furnia en dicha cláusula (ley 48, articulo 14, inciso $*yi 

Que la sentencia recurrida al confirmar y hacer suyos los 
fundamentos de la de primera instancia, lia dejado establecido 
que la exención de impuestos acordada » los ferrocarriles por 
él articulo &• deja ley número 5315 no comprende las tasas o 
retribuciones de servicios. Como bis que se reclaman en el 
présenle juicio. 

tjue la inteligencia atribuida por el tribunal "a qiio" el re- 
cordado precepto de la ley especial se ajusta en un todo a la 
que fe ha atribuido esla Corte en reiterados fallos cuyos ftin 
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(fomento* jtor muy conocidos no es necesario repetir ( Fallos to- 
mo ii 3. página 165 y tomo 114, página 298, entre otros). 

Que si bien es cierto que la ley número 10,657 declaró 
también exentas a las empresas de ferrocarriles de las tasas, 
contribuciones o retribuciones de servicios, con la sola exceji- 
ción de la provisión efectiva de agua corriente, servicio de cloa- 
cas y pavimentación en las plantas urkmas en cuanto afecta 
a las estaciones, — quedando por lo tanto liberadas del i»go dé 
los servicios de que se trata en el presente juicio, — es de 
observar, <in embargo, que la mencionada ley no puede alterar 
las obligaciones de la demandada por las contrilwciones cuestio- 
nadas porque corresponden a servicios prestados con anteriori- 
dad a su promulgación. 

Que en cuanto a la argumentación de que la ley número 
10.657 es aclaratoria de la 5.315 y corresponde por lo tanto que 
se la aplique a los casos anteriores que no hubieran sido toda- 
vía juzgados cuando se la dictó, es oportuno recordar que di- 
cha defensa ha sido desestimada |*>r esta Corte en repetidos 
fallos (Fallos, tomo 134, páginas 57 y 81 entre otros). 

Que jmr lo que respecta a la desproporción que se dice exis- 
tir entre el costo efectivo del servicio y el impuesto o tasa .que 
se cobra, conviene ante todo tener presente que dicha defen- 
sa se apoya en cuestiones de hecho extrañas al recurso extra- 
ordinario f|ite es de puro derecho federal, pudiendo agregarse, 
sin embargo, a mayor abundamiento, que la pruelm rendida a 
tal efecto no ha logrado establecer con evidencia dicha despro- 
porción, pues según resulta de la |>ericia de fojas 63. tos im- 
imestos cobrados en el presente juicio ascienden a catorce mil 
setecientos noventa y dos pesos con cuarenta centavos por ser- 
vicios que han costado a la Municipalidad casi die% mil pesos, 
sin contar la amortización del capital empleado en las insta- 
laciones y materiales. 

Kn su mérito se confirma la sentencia a|telad¡i en la parte 
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que ha sillo materia (leí recurso. Notifiquese y devuélvase, de- 
biendo rejionerse el papel en el Juzgado de origen. 



A. BERMEJO. — .1. l ? ir.LKROA ftl> 

corta. . — Ramos Méndez. 



f 'hfo NtH'ioitüI contra lililí. Otra/do y Carlos Tcstoni y .{qui- 
tes v Pedro i'hiestt. sobre expropiación. 

Sumario: Curresinnide confirmar una sentencia qtie asigna al 
bien expropiado un precio que se Halla en relacen con el 

que se estableció por la Corte Suprema a terrenos conti- 
guos a los que soti materia del juicio, y que liace una esti- 
mación equitativa de los perjuicios prodúcelos en el caso 
por e! fraccionamiento y des valorización de que se bate 
mérito. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SEXTESCIA DEL SEÑOK JUEZ FEDERAL 

BantoiAim. Dkknbre B8 de IH2 

Y Vistos: 

Les promovidos |*or el Fisco X'aciottal contra lilas, Osval- 
do y Carlos Te*tuni y AquiJcs, l'cdro y Antonio Chícsa, sobre 
expropiación de los que resulta: 

r.* (Jue de acuerdo con el decreto 'leí I'. K. de fs. 6, el 
señor Procurador [ ? iscal inicia este juicio tenrliente a expro- 
piar tierras con si de radadas de utilidad pública jior la ley 9126, 
afectadas por la canalización y rectificación del Riachuelo, en- 
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tre las que se hallan las de los expropiados, según resulta de 
fojas i a 0. 

2. 1 ' <Jue el Señor Procurador Fiscal, ofrece a fs. 7 la sa- 
ina de nueve mil seiscientos sesenta y cuatro pesos con noventa 
y seis centavos mjn. en que ha sido estimado por el expropian- 
te el valor del inmueble en cuestión. 

Un no aceptación por la 1 Kirie expropiada del precio ofre- 
cido cor><» consta en el acta de fojas 40, origina la designación 
de los peritos propuestos |ior cada parte en auto de fs. 40 yta. 
quienes se expiden a fs. 47 y 51 . 

3.* Que atenta la divergencia de criterio de esos peritos, 
el juzgado designó porító tercero a fs. 53. quien presentó su 
dictamen a fs. 55. 

Y Considerando: 

1." ijuc estando conforme las partes, como lo están, en 
cuanto a la procedencia de la expropiación, como también en 
la siqwrfieie del terreno afee ta tío, toca determinar el monto de 
la indemnización íjtte se uetüe acordar a los apropiados, toman- 
do |mra ello como Iwise el informe de los jicriios según lo tiene 
resuelto la Suprema Corte en numerosas ocasiones — véase- 
lomo 115, página 145 — véase asimismo, entre muchos otros, 
lüs juicios fallado* por e! suscripto Fisco v, Fennepín. Bris- 
tísh Structnral Stules. Sánchez. Fíorest, etc. cuyas resolucio- 
nes respectivas figuran en la "Gaceta del Foro" 703. S56, £32, 
1433. 1014. 1572, 1799. 

(Jne teniendo en cuenta todo cuanto exponen los per'- 
tos en autos y partiendo de la liase de que sus dichos tienen un 
valor meramente ilustrativo para el ánimo del Juez y no deci- 
sivo según es jurisprudencia consagrada en let federal, procede» 
fijar el monto a acordarse a los expropiados en concepto de la 
expropiación que las alcanza atento lo dispuesto |xir la ley iíVj. 
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Analizadas Con linio d detenimiento del caso las tri-s peri- 
cias existentes en autos y tomando nota de los argumentos es- 
grimiólos en ellas y 1t»s ele los expropiados, llega el suscripta a 
la conclusión de que el Fisco expropiante debe pagar en con- 
cepto de total indemnización en esta cansa la cantidad de quin- 
ce mil pesos moneda nacional quedando comprendida en ella 
no solo el valor del terreno, sino también el de cualquier otro 
rubro como ser fraccionamiento, de apreciación, etc., ele que se 
ocupa el escrito de fs. integrante del acta de fs. 40. 

La cantidad apuntada consulta en sentir del suscripto, los 
intereses en juego, constituyendo un promedio aproximado, re- 
sultante de lo que arrojan las pericias y de las pretensiones de 
ambas partes, 

I V»r ta* consideraciones que preceden y de acuerdo con las 
prescripciones de la ley 180. fallo: declarando transferida a fa- 
vor de la Nación la fracción de veinticuatro mil ciento sesenta 
y dos metros con cuarenta decímetros cuadrados materia de es- 
te juicio tic Hlás, Osvaldo y Carlos Testoni y Aquiles. Pedro y 
Antonio Cbiesa, previ*» pago de la suma de quince mil pesos 
mjn. en concepto de total indemnización conforme lo dispone el 
art. ifi de la ley 189. Costas a cargo de la Nación atento lo es- 
tablecido en el art. 18 de la citada ley. Noti f tqnese. cúmplase 
y oportuna demente archívese. 

Saúl M. Bscobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA l-'KOERAf, 1>E APELACIÓN * 

BiMBoa Aíin. DéticHbrt J dt 

Vistos: 



listos autos caratulados "Fisco Nacional contra Testoni. 
Hlás, Osvaldo y Carlos, y Chicsa Aquilcs. Pedro y Antonio, so 
hre expropiación", y 
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Considerando: En cnanto al recurso de nulidad: 

Oue éste nn ha sido fundado, ni resulta de autos que ia 
sentencia de fojas 58 vuelta haya sido dada con violaci-in de la 
forma y solemnidad que prescriben las leyes o en virtud a un 
procedimiento en que se haya incurrido en algún defecto de los 
que por expresa disiwsición de derecho anulen las actuaciones- 
Pnr ello se le desestima. 

Y considera iidfi en cuanto al de apelación: 

t¿ue el tribunal estima innecesaria para la decisión de la 
causa, la inspección ocular solicitada a fojas 146. 

Que es equitativa la suma de quince mil pesos que fija el 
faílo apelado en concepto de total indemnización* 

■ Por ello, se confirma la sentencia de fojas 58 vta, y si- 
guientes. — Marcelino Escalada. — T. /trías. — B. A. Nazar 
Anchorctta. — /. /*. Luna. 



VALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

BiKnvt Airea, Agotto 3 de 1*3 

Y Vistos: 

Los seguidos por el Fisco Nacional contra los señores Más, 
Osvaldo y Carlos Testoni y Aquilcs, Pedro y Antonio Clúesa, 
por expropiación . 

Y Considerando: 

Que el juicio sobre que ha recaído la sentencia de que se 
apela, ha versado, sólo, sobre el precio de la expropiación pro- 
movida I»r el Vkeo Nacional, y la apreciación de los per jui- 
cios que se dicen ocasionados, determinándose por la reunión 



no 
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de tos factores la cantidad de quince mil pesos nacionales en 
411c la sentencia de fojas 58 vuelta confirmada ¡>or h recurri- 
da de fojas 148, fija lo que del* pagarse en concepto total de 
indemnización, comprensiva del valor del terreno y de cual- 
quier otro rubro articulado en la causa. 

Que en cuanto al precio, se observa eme el ofrecido por el 
expropiante (fojas r). esto es, el de nueve mil seiscientos se- 
senta y cuatro pesos, noventa y seis centavos nacionales, a ra- 
zón de cuarenta centavos c! metro cuadrado, es el que establece 
el perito del Gobierno señor Alvares f fojas 5O y el mismo que 
fija el perito tercero señor Stegman < fojas 55). precio que está 
en relación ventajosa para los expropiadas, con el treinta cen- 
ia vos nrcional que se estableció por esta Corte en los caso* 
recordados en los informes periciales referidos (sentencia de S 
de mayo de sobre los terrenos contiguos a los que se ex- 

propian y que pertenecieron a los señores Felipe Kttfíuo y He- 
rederos de Arroqui (Véase plano de fojas 50). 

yite respecto a los perjuicios que se cobran, no hay duda 
de que se producen en el caso por el fraccionamiento y desv;i- 
lurización de que se hace mérito i«ra apreciarlos y es legal y 
justo que se indemnicen dentro de ta estimación equitativa de la 
sentencia recurrida. la que en consecuencia se confirma, en to- 
das sus ¡¡artes. Las costas consistentes en los honorarios de lo> 
peritos y sellos de actuación, a cargo del expropiante 1 Artículo 
18, ley iÉfcj). Xotifiquese y devuélvase. 

A. BERMEJO. — J- FtGUEROA Al,- 

corta. — Ramów Méndez. 
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l-'isco NacionaJ y Milciadex Virasora contra la sociedad Mon- 
te Dinero Shecp Fermimj Cotapany Ltda.. por defrauda- 
ción a la renta fiscal. Violación a la ley 1.349. 

Sumario: i." La circunstancia tic haberse substanciado la cau- 
sa por los trámites correspondientes a los juicios correc- 
cionales en vez de serlo |K>r los del juicio criminal, no au- 
toriza por si sola la inter|»ostción del recurso de nulidad, 
ef que sólo procede cuando se han omitido las formas 
substanciales del procedimiento, es decir, la acusación, de- 
fensa, prueba o sentencia, requisitos que, sin ninguna du- 
da, aparecen observados en la presente causa. 

2. " El delecto de haberse mprimido el procedimiento co- 
rreccional a una causa que j»or su monto correspondía ser 
tramitada por el ordinario del juicio criminal no puede 
ser causa ele nulidad si el querellado lo aceptó expresa- 
mente. ( No hay disposición alguna en el Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal que prohiba que el querellado re- 
nuncia a los trámites solemnes del juicio ordinario y ad- 
mita la forma de defensa establecida ]*>r la ley para el 
juicio correccional. 

3. " No es causal de nulidad de una sentencia la falta de 
substanciación de la excepción de incompetencia deducida 
en calidad de defensa general y no en ion na de artículo 
previo. 

4. " Kl conocimiento de una causa por infracción a la ley 
10.349 en concordancia con el artículo 1034 de las Orde- 
nanzas de Aduana, cometida en un Territorio Nacional, 
corresponde al juez letrado respectivo. (En el caso, el de 
Santa Cruz) . 

5. " Tratándose del mismo hecho delictuoso y del ejer- 
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eicíu de la misma acción, nada importa que ésta se haya 
ejercitado en un cuerpu de autos distinto del primitivo. 
(La Cámara anuló anteriormente el proceso, mandando 
pr-sar los autos al juez del Ctiuhut, por hallarse vacante 
en Santa Cruz, el cargo de Agente Fiscal) 4 

<>.* Xo estableciéndose en la ley número 10.341), da 23 de 
enero de 1918, término ni día determinado para que ella 
comenzase a regir, la obligación que la misma contiene de 
satisfacer los respectivos derechos de exportación, se hizo 
exigiblc a partir de esa fecha. La distinción que hace el 
artículo 2." del Código Civil se refiere exclusivamente a 
hi aplicación de las leyes que tratan de derechos privados 
y no puede hacerse extensiva a las que tratan de impues- 
tos, los que según expreso mandato constitucional, deben 
>er uniforme para toda la Nación- Sin embargo, esc cri- 
terio no es aplicable a las sanciones correspondientes a la 
falta de pago de los derechos a que se refiere la citada ley 
en un caso en que i»r tratarse de la exportación de fru- 
tos realizada en el extremo sur de) territorio de ta Repú- 
blica, que hasta el mumento de la sanción de aquélla, era 
considerada inobjetable, y que por sólo ministerio de la 
misma se ha convertido en hechos punibles; ley de cuya 
sanción la compañía querellada no pudo tener noticia opor* 
tuna, sinci muchos días después de publicada en la Capital 
de la Nación . ( La aplicación de leyes en esas condicio- 
nes valdría tanto cunut darles efecto, retroactivo, vulneran- 
do una garantía constitucional : además de que en la duda 
acerca de la posibilidad de su conocimiento, siempre seria 
de tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 1$ del Có- 
tligo de Procedimientos en lo Criminal). 

í 'uso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA üEl. SKÑOk JTKZ JOTRADO 

Rio Oillttoi, Abiil IH dr lflta 

Y Vistos: 

ICsia cansa seguida j«*r el Procurador Fiscal y querellante 
particular don Milciadcs Virasoro Gauna contra la sociedad 
Monte Dinero Sheep Farming Company Ltda., por defrauda- 
ción a la renta fiscal y violación a la ley 10.349 y los agre- 
gados que se expresan en el auto de fs. 158. de los que resulta: 

Que a, fs. 5 se presenta el doctor Bartolomé Pérez en re- 
presentación del denunciante don Milciadcs Virasoro Gauna, 
según poder que obra a fs, 4, solicitando se le tenga por pre- 
sentado y por parte reiterando ta denuncia que su instituyante 
hiciera en febrero 25 del año 1918. según la cual la sociedad 
denunciada había cometido una defraudación a la renta adua- 
nera cuyo monto con multas ascendí» a la cantidad de ciento 
ochenta y ocho mil ciento veinticinco pesos con treinta y un cen- 
tavo* moneda nacional, y solicitando a fs. 6 diversas medidas. 

Que a fs. 9 y por a tito del 2 de mayo del año próximo pa- 
sada el suscripto se declara comitente jiara entender en esta 
causa ]Kir inhibitoria del Juez titular doctor Ismael P. Viñas 
por auto de fs. 7 vía. y de acuerdo a l«i dispuesto en el artículo 
.1.", inc. 1." de la ley 4149. 

Que a fs. 33 producen sus dictámenes los peritos contado- 
res doctor Ricardo Etcbeherry y Sccundino Alonso quienes fue- 
ron designados ]ior auto de fs. 9 en compañía de los peritos 
traductores señores Alberto Uark y Caniílo Cranwell, desig- 
nados por auto de fs, 19 vta. Dichos peritos manifiestan en su 
dictamen que constituidos en el establecimiento que la deman- 
dada posee a inmediaciones de Cal» Vírgenes solicitaron se Ies 
exhibieran los libros de contabilidad del establecimiento y de- 
más documentos a fin dé cumplimentar la compulsa ordenada y 
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■ |iiL* habiéndoseles manifestado que ni» >e llevan los libros re- 
queridos y ordenados por el ;:rtículo 43 del Código de Comer- 
cia analizaron las jonstaiieias que existían en una libreta escri- 
ta en idioma inglés en que se registra el número y \k*m en li- 
bra* fie lt -s productos obtenidos durante el año en dicho esta- 
blecimiento, saca neto en consecuencia, que el producido di* la 
cosecha de los años 1017- mjiX, es decir, la esquila que termi- 
nó en febrero del año igtSj alcanza a un total (le 40 * fardos de 
lana con ciento treinta y clos 111 ; I setecientos noventa y dos ki- 
I gramos con trescientos setenta y dos miligramos y once mil 
noventa kilogramos con oclnpcicntos diez y siete miligramos 
de cueros lanares en cuarenta y un fardos. Y según afirm:m 
los administra dores, es de práctica ex|H>rlar el total del pro- 
ducto una vez terminada la esquila, a Chile y que según una 
caria dirigida a la administración en landres» con fecha i(> de 
febrero del año njií*, comunican que lialiia terminado la esquila. 

yue a fs. y siguientes, se agregan los testimonios solici- 
tados a la Kxema. Cámara de Diputado*, de la Nación, designan 
dose a fs. 50 via. Fiscal "ad \mk" al doctor Juan Carlos Bebe- 
rán, por ausencia riel doctor Rudolfo t,. Cabral. 

(Jue a fs. 51 y siguientes. >e agrega diligenciado el exhor- 
10 que librara el suscripto al Juez de Instrucción en turno «le 
la Capital Federal a fin de que notifique a los representantes 
de la sociedad denunciada de la existencia de esta causa, para 
que tomaran la intervención legal que les correspondía . 

Qué a fs. 84 y siguientes, se presentan los señores Waltlrón 
y Wood por la denunciada, en un extenso escrito cuyo méri- 
to y conclusiones se considerarán oportuna mente, adjuntando 
un testimonio del expediente N." t V ?A- G., 191** <le la Go- 
I tentación de Santa Cruz y un plano topográfico del establecí - 
miento ele la denunciada, sito en Cabo Vírgenes, 

<Jue a (*. 130 y siguientes los mismos presentan otro es- 
crito eme *e agrega de fs. 130 a 156. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



US 



Que a fs, . . , el doctor Alfonso D'Elia presenta un escri- 
to al señor Juez Letrado doctor Ismael R Viñas, nía n i f estando 
que: "habiéndose ausentado en uso de permiso el señor Juez 
suplente que por excusación de V- S. entendía en este juicio, 
corresponde, de acuerdo a la ley de integración de los Tribu- 
fíales nacionales que tos autos sean remitidos al señor Juez Le- 
trado det Chulttt, to que dejo solicitado por ser justicia". 

Que a fs. 158 y habiéndose oído previamente al Ministe- 
rio Fiscal, se dicta auto declarando la competencia de este Juz- 
gado; se mandan agregar los expedientes que en dicho auto 
constan y se señala audiencia para oír la acusación y defensa y 
a fs. 161 el señor James Staleter, solicita se señale nueva au- 
diencia por encontrarse ausente el señor Herbert J. Elbourne 
Tambos a|x>dcrados de la denunciada, según poder de fs. 109 
y siguientes), y en atención de Ib cual se resuelve señalar la au- 
diencia del día 3 de marzo del corriente año a la que comparecen 
el doctor Juan Carlos Beherán, Fiscal "ad hoc" en esta causa, el 
doctor Bartolomé Tere*, apoderado del denunciante y el re- 
presentante de la sociedad The Monte Dinero Sheep Fanning 
Company Ltda.. produciéndose la acusación por et querellante 
|iarttcular por el Ministerio Fiscal y la defensa, por ef repre- 
sentante de la denunciada, señor James Slater . 

Que habiendo las partes renunciado al periodo de prueba* 
y solicitado se llame autos para dictar sentencia, así se resuel- 
ve por auto de marzo 5 del corriente año, providencia que fué 
mitificada a las partes en seis det mismo. Kn la misma fecha 
y co no medida para mejor proveer se libra exhorto al señor 
Juez de Letras del territorio de Magallanes ( República de Chi- 
le), el que diligenciado se pone a la oficina por tres días para 
conocimiento de las partes, vencidos los cuales ha quedado par» 
dictar sentencia. 

Y Considerando: 
1." Que para el mejor análisis de las cuestiones que se de- 
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baten en esta causa, es necesario tratarlas gradualmente que fa- 
ctífte su mejor comprensión y motivo una decisión acertada. Ku 
primer termino es necesario determinar con exactitud la eom- 
lietcncia. en virtud de la cual el suscripto conoce en esta causa. 
Según sus obstancias se desprende que ta acción intentada p*ir 
el Ministerio Fiscal y querellante |mrticular, es la qué autoriza 
el articulo 6* de la ley 10.340, en concordancia con el articulo 
1034 de las ordenanzas de Aduana c|U en casos como el ' suli 
judice" reconoce como originaria la jurisdicción de los Tribu- 
nales nacionales. Tratándose de territorios nacionales esa ju- 
risdicción corresjMunle al Juez Letrado, según se desprende «leí 
texto expreso de la ley 1533, artículo 37 y de la ley «le orga- 
nización de los Tribunales N." ifttf en 90 art. ni. inc, 5.". 
Habiéndose excusado rlc intervenir el Juez titular en esta cau- 
sa, corres])onde su conocimiento al subrogante legal que lo es 
el Procurador Fiscal titular (art. 3/, inc. 1." de la ley : > 
Asi lo lia entendido la Kxcnu. Cámara Federal de La Plata, 
quien con fecha 29 de noviembre del año u)22, manda dejar sin 
efecto el auto que ordenó jmsar. a !á presente causa y sus inci- 
dentes al señor Juez Iletrado del Cbulmt y existiendo en la ac 1 
tualidad Fiscal -titular en el territorio de Santa Cruz, ordena 
liasen al suscripto por ser a quien le corresponde la suplencia 
(lél señor Juez impedido. Esta resolución jior sí sola hasta para 
evidenciar la carencia de fundamento legal en la pretendida 
excepción de falta «le enmpetencia alegada por la denunciada, 
a tal extremo, qtte por su ítwma y tiemj»o de plantearla sólo 
demuestra el propósito de sacar esta causa de su Juez natural 
con el consiguiente entorj>cciuueiito para la marcha de la mis- 
ma. Otra cosa no significa el escrito presentado por el doctor 
IVF.lia a fs. 155. quien solicita de un Juez impedido la remisión 
tle estos autos al señor Juez Letrado del Chuliut por una bre- 
ve ausencia del suscripto, en uso de licencia en la Capital Fe- 
deral, Aparte i«ies,, de las disposiciones legales citadas la reso- 
lución de la FA'xma. Cámara Federal de La Plata viene a de- 
terminar expresamente la jurisdicción y competencia del sus- 
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eriplo al mismo tiem|H> que la consolidación de principios lo 
gales básicos j)or la resolución de ese alto Tribunal. Para de- 
mostrar el pro|>ósito apuntado debe hacerse notar «na circuns- 
tancia míe demuestra la finalidad que ]M;rs;gue ta denunciada; 
no obstante halarse solicitado |x>r ella en la audiencia del dia 
¿ de marzo del corriente, se llamara autos para sentencia y ¿te 
haberse notificado con fecha 6, de la resolución pe asi lo or- 
dena con fecha 15 del mismo, intenta la interposición de la ex- 
cepción de falta de jurisdicción a todas luces improcedente, ¿fa- 
do el estado de la causa y estar sits procedimientos consentidos. 

2." ÍJue corresponde, en secundo termino, determinar la 
procedencia legal de esta causa, pues ello es necesario por las 
partes que intervienen y el rol que asumen como asi también 
pt>r las particulares (incidencias que en ella se han producido 
y que han motivado manifestaciones que hacen a la defensa 
de la denunciada. Según las constancias del expediente de la 
Cámara Federal de La Plata, número 606, folio 87, letra V, el 
Ministerio de Hacienda hace participe al denunciante Virasoro 
(¿auna en el juicio que se Je sigue a Monte Dinero Sheep Far- 
ming de acuerdo a lo míe disi»ne '!a ley 8 lo, con motivo tle una 
exportación realizada |hm- vía terrestre. K11 cuanto al Minis- 
terio Fiscal interviene |>or mandato expreso del Ministerio de 
Hacienda como consta a fs. 2 del expediente registrado l»ajo 
el número 2207. letra F, del Ministerio de Hacienda de la Na- 
ción, IJirección de Aduanas y leerlos, año 1920. Con respecto 
a la acción que deducen contra la denunciada el Ministerio Fis- 
cal y el querellante particular para obtener la sanción jtecunia- 
ria correspondiente ella ha sido dejada a .salvo hasta el estado 
actual de la causa pues, en ese sentido no lia sido finiquitada en 
ningún estado del juicio ni en ninguna instancia. La sentencia 
de ta Kxcina. Cámara Federal de La Plata que curre a fs. 135 
del expediente N," 7155 caratulado "Subprefcctura local s,\ de- 
nuncia c.| William H- Ward", confirmatoria del auto de fs. 
107 vta. sólo se refiere a la inexistencia del delito de contraban- 
do castigado con pena corporal, pues, el auto referido de 1 * 
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Instancia en su parte dispositiva ordena proseguir los autos co- 
mo se encuentran respecto ilel pago del impuesto a la expor- 
tación y multa. Y la sentencia del Tritninal de Apelación ya 
mencionado y que corre a f*. 90 y sigtes, de] expediente N." 
Kiíto,, caratulado "Procurador Fiscal del Juzgado y Virasoro 
(■auna Mihkdes c.¡ la sociedad The Monte Dinero Sheep Far- 
mínj; Company l*td, s.f cobro de ] tesos por defraudación a la 
renta aduanera en el expediente N." 7155" confir.ua e| ante- 
rior concepto y al anular totalmente 1» actuado en dicho juicio 
y todos sus incidientes; deja a salvo l "los derechos que pudie- 
ran corresponder al Fisco y aún de las multas en que pudiera 
liaber incurrido la em|»res*i demandada míe deben ser previa- 
mente establecidas en el correspondiente juicio criminal debi- 
damente substanciado y fallado". Caite agregar, con respecto a 
Ta jht Minería asumida por el deTiuncíante en esta causa, que 
ella es indiscutible, atientas «leí decreto ministerial enunciado, 
por el artículo <*> de la ley 4033- 

Une según los términos de la denuncia, ella se debe al he- 
cho de haberse exfKirtado fardos de lana y cueros lanares del 
establecimiento de la denunciada, sito en territorio argentino 
a tcrriiiirío chileno, durante los meses de enero y febrero del 
año 1918. lisios hechos no han sido desnaturalizados por la 
denunciada, ni lia demostrado su inexistencia y más bien, por 
el contraríe», sus ntani testaciones convencen de ta existencia real 
de esos hechos. Teniendo por lo tanto, interés determinado y 
funda.: 1 t'titat para la resolución definitiva las conclusiones a que 
arriba la denunciada en sus defensas es necesario sintetizarlas 
y ordenarlas a fin de poder aquilatar su mérito legal. Del estu- 
dio <le autos y resumiendo tos extensos escritos |»r ella presen- 
tados, se desprende que las consideraciones en que basa su de- 
tensa y solicita el rechazo de la acción intentada por la de- 
nuncia consisten en: a> haberse declarado satisfecho el Fisco 
por el pago tle derechos (pie oportunamente se hiciera, según 
testimonios del expediente administrativo respectivo que corre 
agregado a fs. y 2 y sigtcs. ; M que |»or la época o fecha de vi- 
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geneia y obligatoriedad tic la ley 10.349 tío estaba obligada al 
imgo de dichos derechos no siendo pasible. i»or íp tanto, de san- 
ción alguna y reservándose el derecho de repetir del Fisco la? 
sumas pagadas indeliidamente ; el ignorancia n desconocimiento 
de la ley debido a la situación aislamiento en que at encuen- 
tra el establecimiento de la Monte Dinero con respeto a ít*a 
centros poblados; d t carácter internacional cíe dicho estableci- 
miento; e) t|iie no existe en el delito de contrabando, ségun 
sentencia de la Kxcmi. Cámara Federal de La Rata y que da- 
da la condición de persona jurídica de la denunciada, no es po- 
sible de sanción penal alguna según las disposiciones del dere- 
cho común y que, por último, no hubo exportación en los fru- 
tos trasladados a territorio chileno. 

i¿\K la afirmación de que el Fisco se dé por satisfecho al 
aceptar el pago de derechos realizado ¡tor la denunciada, con 
posterioridad a la presentación de la denuncia ante el Juez com- 
petente, además de ser una afirmación inexacta, esa circuns- 
tancia no puede enervar la acción epie por todo fundamento le- 
gal inicia el denunciante. Los órganos recaudadores dé ta ad- 
ministración sólo se reducen a percibir los derechos en casos 
como el "sub judice" en la forma que el procedimiento admi- 
nistrativo índica, puesto <jue carece de medios y atribuciones jki- 
ra por sí solos jjerseguir v obtener el a1>ono integro y exacto de 
lo que en realidad se le adeude. I'or otra parte, mal que el 
Fisco rehusarse a toda acción que le corTesjiondiere contra la 
denunciada cuando carece de elementos de juicio para hacer 
por sí solo renuncia de sus acciones. Así lo debió lnlier en- 
tendido el ministerio de Hacienda cuando con fecha ¿4 de ma- 
yo de tojo solicita del señor Ministro de Justicia e Instruc- 
ción IViblica se sirva impartir las órdenes del caso al señor Fis- 
cal del Juzgado Letrado de Santa Cruz a fin de que de con- 
formidad con lo prescriptu por el articulo í>." de la ley 4933 
recabe para el Fisco la adjudicación de la multa que llegara 
a imponerse a la sociedad procesada. Quiere decir, entonces, 
que si bien la situación del Mñisterio Fiscal ha cambiado pus- 
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teriormente» ello no significa que el Ministerio de Hacienda con- 
sidere que la obligación de derechos hecha por la denunciada lo 
sea en la misma forma que, si no hubiera incurrido en sanción 
alguna y más bien, por el contrario, ello significa que su situa- 
ción queda para ser determinada por sentencia definitiva de 
los Tribunales nacionales competentes. Y como si aún fuera ne- 
cesario el afioyo fie una cláusula legal que fundamente la pro- 
cedencia de la acción intentada por el denunciante, el articulo 
íwj de la ley 4933 dice : "que los participes en los comisos o mul- 
tas a que se refiere el artículo 1030 de las ordenanzas, serán 
considerados inde|>endientemente de la acción fiscal, como par- 
te en los juicios de contrabando, defrau daciones o contravencio- 
nes cuando asi lo soliciten". 

Qné aplicar, con respecto a la vigencia y obligatoriedad de 
ta ley 10.341), los principios que consagra el derecho civil es ter- 
giversar conceptos jurídicos fundamentales. Xo hay que olvi- 
dar que la naturaleza de la ley citada es especial y particularí- 
sima, dado su carácter de ley impositiva, que rige relaciones de 
distinto orden al (pie contemplan las dis]JOSiciones del derecho 
común y que no pueden aplicársele subsidiariamente o por ana- 
logia. Interpretar su vigencia y obligatoriedad en la forma que 
lo hace la xlenunL-íada. significaría dejar la percepción de la 
renta, función esencialísima en el Estado moderno, a merced 
de hermenéuticas capciosas y subterfugios que harían en la ma- 
y liria de los casos fracasar su finalidad económica. Por estas 
consideraciones debe interpretarse que la ley 10.349, «Wo *" 
carácter y naturaleza, es perfectamente obligatoria, desde el día 
rlt* su promulgación . 

Que el «lesee molimiento de la ley, a|iarte de no ser admisi- 
ble jurídica mente por la defensa, no puede invocarse en favor 
de Jos que administralian el establecimiento de la Monte Dine- 
ru ]>or el hecho del aislamiento en (pie este establecimiento se 
encuentra, cíe tos centros poblados. Sólo el desconocimiento de 
su ubicación y de los medios de acceso y vinculación que tiene 
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can los centros pohl:.dos, puede haber motivado tal expresión 
en la defensa- Dicho establecimiento se encuentra n un paso de 
tina estación radiotelegráfiea nacional; -los caminos que la unen 
con Rio Gallegos son perfeet amenté transitables, máxime en la 
época en que se produjeron los hechos que motivan esta de- 
nuncia, y además, se encuentra en constante comunicación con 
el importante centro comercial de Punta Arenas I República de 
Chile). N r o es presumible, pues, que recién en el mes de abril 
de 19 [8 y después de haber sido presentada la formal denuncia 
de estos hechos, haya tenido conocimiento dr la existencia de 
la ley 10.349 el administrador del establecimiento mencionado 
cuando \*>r su misma importancia, por la tmilateralidad de las 
operaciones que realiza, un hecho tan determinante en el gi- 
ro de los negocios y de sus actividades, como lo era !a vigencia 
de la ley citada, debió conocerla con anterioridad, ya que no es 
arriesgado presumir que stis apoderados en la Capkal Federal 
debieron conocerla basta en su gestación legislativa. 

Que la internacionalidad del establecimiento por su ubica- 
ción con respecto al límite chileno-argentino tampoco puede ale- 
garse para significar (pie sus productos deben escapar -a! régi- 
men impositivo aduanero de la legislación argentina. E/1 mismo 
apoderado de la denunciada a fs. 41 del expediente 10.072 en el 
incidente de personería manifiesta que dentro del territorio chi- 
leno sólo una octava parte, es decir que toda la producción de 
dicho establecimiento proviene de territorio argentino y tal dc- 
Ik* ser considerado su punto de origen a los efectos legales. 

Que tampoco es exacto que sobre la acción que se deduce 
haya recaído sentencia del Tribunal de Apelación declarando la 
inexistencia de! delito de contrabando. Ya anteriormente se ha 
determinado el alcance de la sentencia de la Cámara Federal de 
La ría ta en íal sentido, pues sólo dicho Tribunal ha dictado re- 
solución sobre la resjionsabilidad personal en el delito denun- 
ciado aplicando el mismo espíritu jurídico que sustenta el ar- 
tículo 55 de la ley 4933 cuando dice: "A los efectos de la apli- 
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cación de la pena de arresto la responsabilidad es aU^ltit ámen- 
te* jwríonal y no se extenderá a otras personas que a aquéllas a 
quienes el hecho de la ínfrací^h sea impuiablc \**t acto pro- 
i - .. o individuar, signifiei como antes ba sido demostrado que 
la vía para perseguir la sanción |>ecutiiaria ha quedado jierfec- 
tótirerite expedita . No habiéndose declarado exprésa^rité la 
h responsabilidad de la sociedad denunciada, es inadmisible mi 
defensa tocia ve* que ella se basa en su carácter de jH-rsnna ju- 
rídica que no puede slt pasible de sanción punitiva alguna. SVdo 
Ja ¡mpnsívióu de nn deber legal liace que el suscripto se ocupe 
de demostrar su i-norme inexactitud jurídica. No es el caso 
de analizar a la luz de los principios doctrinarios y legales el 
concepto de la ta) res|winsahilMad de las personas jurídicas, 
Lii hace innecesario la aplicación de una ley especial que ftáílin 
tiene que hacer con los principios del derecho civil. I*as orde- 
nanza* de Aduana imponen sus sanciones pecuniarias para re- 
primir las contravenciones de sus preceptos tales como la mul- 
ta, el comiso y la duplicación de derechos directamente a las 
persnnis legalmente resuon^filés aiin cuando rió haya existi- 
do la mentn falta de su liarte- Asi l<w artículos 1027 y 102S 
establece:) una verdadera responsabilidad jienal por el hecho 
de otro castigar en la persona del eximiente las infracciones del 
:geme <• empleado, si bien, dejando a salvn tos derechos de 
aquél contra el verdadero culpable. Responsabilidades objeti- 
vas ile este género tienen su explicación en la particular Índole 
de las contra venciones fiscales y en el rigorismo que caracte- 
riza todo el sistema pcir.d de las ordenanzas cotilo lo hiciera no- 
tar sn autor tjbñ Cristólud Aguirre en el informe que dirigió 
el de abril de iK'k» al Ministro de Hacienda. Por ello de- 
lien reputar.se comprendidas en estas disposiciones no Solamen- 
te las personas físicas suó también las de existencia ideal o ju- 
rídica que mantengan relaciones con la Aduana en las .midi- 
l íi.nes y circunstancias que las ordenanzas prevéen y en su ca- 
lidad de comitentes. Por ello la Suprema Corte de Justicia Na- 
tiona' In establecido en varios casos y especialmente en el que 
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registra el to.ro *jtj jíág. 213 esta (([«trina: "Tratándose (le 
fraudes contra la renta fiscal 6 <1c contraven cionei a las orde- 
nanzas tic Aduana deben aplicarse las penas pecuniarias esta- 
blecidas |K>r esta última legislación no obstante la falta de in- 
tención dolosa, o ignorancia del hecho (|itc pudiera alegarse, 
no siendo por tanto procedente ni de aplicación en tales ca- 
sos lo dispuesto por el articulo 43 del Código Civil". Se han 
impuesto asi invariablemente a las jx-rsunas jurídicas, penas 
pecunia rhis por infracciones a las leyes fiscales (comí. Fallos 
de la Suprema Corte Xac, t. y y i»ág. 22 ; t. 6$ pág, 53; t. íjy, 
l'í'lí- .!'7: E - 1261 pí'g. i**3 > IA. Barcia López: Las personas 
jurídicas y su responsabilidad civil). 

Qw tampoco es aflmisible alegar que los frutos iranspor- 
tados durante los meses de enero y febrero de 10,18 desde el 
establecimiento de la Monte Diñen» a territorio chileno no 
constituye cx]xirt ación por el hecho de 'llevar como destino 
el puerto de la Capital Federal y que su paso por Chile sólo ha 
sido en concepto rte~trá ns i lo . A duna» di .w r emniou n rW crL . 
terii» del (moto de vista técnico aduanero su api i lición <> acep- 
tación significaría dejar en la imposibilidad de cumplirse dis- 
|Hisic¡oues legales cuya existencia es anterior al hecho tjuc se 
denuncia. Kn cuanto a las consecuencias (pie traería apareja- 
das para el Fisco semejante criterio, pues fácil es demostrar 
en la forma que podriau violarse sus disposiciones ini|HJSÍti- 
vas, pueden presu.nirsc sin mayor esfuerzo. Kn las mismas or- 
denanzas fie Aduana que es el <cucrpo legal aplicable a esta 
clase de Operaciones nos encontramos con preceptos claros que 
contemplan la situación de frutos y efectos no gravados con 
derechos |Hjro que no ])or eso escapan al control de las Adua- 
nas, Así los artículos 471, 47-. 47¿. 47+ 475» 47» ¿te, pre- 
ceptúan las condiciones dentro de las cuales tletten desenvolver- 
se casos como el *"sub judice" y sin «pie en autos conste que 
la denunciada haya cumplimentado dichas exigencias. Y aún 
poniéndose en el caso más Favorable y más cerca de las preten- 
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Kionés de la denunciada tampoco consta en autos que liaya cuni- 
plidn. tsotl la disposición legal un caso de no hal>er habido ex- 
portación según el articulo 75 de la !e> 4933. 

ipiifi eíítablecidos los hechos que motivan está cansa y 
la* conclusiones a que llega 1a defensa corresponde determi- 
nar el régimen legal aplicable en el "sub jndicc". Consta en 
anuís halarse cx|»ortado una cantidad de frutos durante la vi- 
gencia de la ley 10.349 y eii violación de la misma. l'or su 
artículo se remite en 16 concerniente at procedí miento y Ins 
penalidades en que se incurre filtrante su vigencia ;t !o esta- 
blecido en las ordenanzas de Aduana. Ks. pues, dentro de este 
cuerpo legal donde dclte encentrarse las disposiciones a plica - 
l)Ie« De autos resulta que la denunciada exportó lanas y cab- 
ros lanares <lurante los meses de enero y febrero del año U>i8 
con destino a Chile. FW el art. ~(*2 de tas ordenanzas de Adua- 
na esta ejqwrtaeion se rige jior lo dispuesto en las mismas des- 
di* el art. 754 hasta el 761 y según el -50, "in fine" considera 
penados todos los frutos o efectos del país que adeuden dere- 
chos a su salida y (pie no fueran con su correspondiente guía, 
requisito a que se refieren los artículos anteriores del mismo 
capítulo y que determina el control de la repartición aduanera 
sobre los frutos o efectos que se exporten'-, V la Monte Dine- 
ro en la exjmrtaeión realizada se lia sustraído a ese control 
«•II ¡ier juicio del Fisco, realizando así una operación fraudu- 
lenta que otra no significan a estar a lo dispuesto por el art, 
10,17 <le las ordenanzas de Aduana, !as operaciones (pie se prac- 
tiquen en infracción a dichas ordenanzas y que no apercibidas 
]ior las aduanas ]>odrian disminuir la reñía que corresponde al 
Fisco. Además y siempre atendiendo a la exportación reali- 
zada por la Monte Dinero, ella se presenta con modalidades 
tales que la clandestinidad de la misma es evidente y encuentra 
en lo dispuesto por el art. 1030 de las citada* ordenanzas, y 
por el art. 1038 cualquiera sea la infracción, contrabando o de- 
fraudación, no habrá diferencia a los efectos de! pntcedimienlo 
para la aplicación de las penas. 
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yite de consiguiente corresponde doler. ninar qué pena de- 
l>e aplicarse y tratándose de pena pecuniaria en qué furnia debe 
determinarse sil monto. 

<Jne según constancias resultantes en el transcurso de es- 
ta causa, las mercaderías o efectos, objeto de la infracción de- 
nimciada han salido de jurisdicción de la Aduana y por lo tan- 
to hay eme estar a lo que para tal caso dis|x trien las leyes res- 
pectivas. El artículo ion; en concordancia con el articulo 751, 
va citado preceptúa como pena el comiso tic las mercancías ex- 
iladas sin guía, completándose esta disposición para casos 
de la modalidad del "sub judicc'" con el artículo 61 de la ley 
49.Í5 <t«^ estatuye que fiara Ja liquidación de los comisos ó 
multas recaídas sobre mercaderías que hayan salido de la Adua- 
na se establecerá por valor de las mismas el que tuviesen en 
depósito, más los derechos fiscales de acuerdo con la liqui- 
dación que deberá hacer la Aduana con la tarifa de avalúos 
de que hablan los artículos 12 y 13 fie la ley 4933 puesto que 
no es el caso de aplicar el artículo 57 de la ley citada toda vez 
que se conocen la naturaleza y género fie los efectos expor- 
tados, 

Que según el informe de !os peritos conn alisadores que 
corre a fs. 32 y sigtes. la cosecha del año í$0-ifytB asciende a 
ií2.j(j¿ k-ili'igTaaws con 372 miligramos de lana en 492 far- 
dos y 41 fardos de cueros Tañares con 1111 total de 11. ajo ki- 
logramos con 817 miligramos. Los ilatos que arroja este in- 
forme pericial son de valor determinante en cuanto a su fuer- 
za probatoria en autos puesto que emana de elementos de con- 
tabilidad de la denunciada y salvo diferencias de escaso monto 
se encuentra corroborada en autos. Según las manifestaciones 
de la denunciada y lo comprobado en el informe solicitado f)or 
exhorto y como medida par* mejor proveer a la Administra- 
ción de la Aduana de 1 tinta Arenas {República de Chile) se 
encuentra comprobado que salieron de dicho establecimiento 
y antes de la vigencia de la ley sólo 230, fardos de lana, que- 
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dando entonces bajo la sanción de la ley y cono objeto <le la 
duiunca ¿53 fardos de lana y e* total ck* los etierets lanares, 
es decir comí miau rio a razón de 2"<> kilos con 903 miligramos 
por cada fardo da un total de 68.285 kilogramos con 459 mi* 
libramos y H.oyo kilogramos con 817 miligramos de cueros 
lanares. 

«Jue la «finita eme aparece abonada en autos por la denun- 
ciada cotí posterioridad a la denuncia no puede librarla del 
pago «le la multa que i*»r ello corres|>ondía aí denunciante tu 
• la vez que éste se presentó al Tribunal competente sin que es- 
tuviera enervada su acción y sólo corresponde descontar dicha 
siria del monto tntal de los hechor qué le correspondiera al 
l'isco sobre la cantidad ríe lana antes expresada y de acuerdo 
toito ello a las (Iís|hisícíoik*s legales estudiadas y analizadas 
anteriormente. 

y ue el producto de la multa de que >e lia hecho pasible 
la sociedad denunciada dcl>e distribuirse y adjudicarse de acuer- 
dado al art. Í03Ó de las ordenanzas de Aduana y art. í»l de la 

ley 

l'or estas consideraciones de hecho y disposiciones lega- 
les citadas, juagando en definitiva esta causa, fallo: condenan- 
do a la sociedad The Monte Dinero Shcep Karming Cortpa- 
ny Lmtted como defraudadora a la renta fiscal por violación 
a la ley 10.549 a pagar dentro de tercero dia la suma que re- 
sulte de la liquidación que de acuerdo, a los considerandos enun- 
ciadus deberá hacer !a Admma, a cuyo efecto se librará oficio 
i;n el «lia. debiendo considerarse dicha liquidación cuno parte 
integrante de esta sentencia. 

Declarando las costas a cargo de" la denunciada, a cuyo 
efecto se regulan Los honorarios de los abogados apoderados 
y patroc i liantes del denunciante en veinticinco mil pesos mone- 
da nacional. l3s del señor Fiscal "ad Iwe" doctor Juan Caí- 
¡os 1 ¡dieran en doce mil pesos moneda nacional ; los de los pe- 
ritos ititn pulsadores en seis tu i; jjcsos a cada uno y en cuatro 
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mil pe*» a cada tirio lus honorarios de los peritos traductores. 
Notifíqttese y aunque las partes no apelaran, elévese esta cau- 
sa en consulta a la Kxeina. Cámara (le La Mata. 

Eduardo A* Ortte. 

Aiilt? mi: Ui'ctar A. ÁHautiraitO. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FfiDERAt 

Buenos Aires. Afwto 5 de 

Y Vistos: estos autos traídos |*or la compania querella- 
da, en apelación y nulidad de la sentencia di .-ta da a fojas uy¿ 
|*»r el señor Juez Letrado de Santa Cruz 

I. Considerando; en cnanto al segundu de esos recursos : 

<Jne 110 es causal de uu'idad, en estos autos, la falla de 
substanciaciún ile (a excepción de incompetencia en ion na de 
articulo previo; porque no ha sido deducida en lak's condi- 
ciones, sinó en calidad de defensa general, cotno lo revela la 
lectura de bis escritos de fs. S4 y 13,0 v los petiu trios con que 
terminan. ÍW otra luirte, es inexacto que el señor Juez "a 
t|ufl" no se haya pronunciado sobre su competencia antes de fa- 
llar, pites a fojas 158. al imprimir a la causa el trámite de los 
juicios correccionales, se declaró competente, fundando en la 
resolución de esta Cámara que asi. lo estableció en el cx]>cdten- 
le número mil novecientos noventa y siete, letra C. 

(Juc dado el monto del asunto, correspondía imprimir a 
esta causa el procedimiento ordinario del juicio criminal, en 
vez del correccional que se lia seguido: pero este defecto no 
puede ser causa de nulidad, porque ha sido expresamente acep- 
tado pnr la compañía al concurrir a las audiencias de que ins- 
truyen las constancias de fojas léí, 1Ó2 y 180, en la iiltina 
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de las cuales las partes se pusieron dé acuerdo ]wni que en la 
audiencia se oyeran la acusación y la defensa, lo que asi se 
hilo i A este respecto, conviene no pasar i»or alto la confu- 
sión en (pie incurre el Ministerio Fiscal en esta instancia, a) 
apoyar el recurso de nulidad |>or esc defecto de substanciación, 
fundado en el artículo i<> -del Código de Procedimientos que di - 
clara improrrogable la jurisdicción criminal, y en el artículo iX 
fie la Constitución; pero es fácil advertir que en el caso de 
autos no ha habido, ni podia halier prórroga de jurisdicción, ni 
se lia «tacado al querellado de sus jueces naturales, dado que 
el señor Juez "a quo" es Juez en lo correccional, corno en lo 
criminal. Juez de instrucción y a la vez de sentencia. l>e mo- 
do qtie tenia la cuestión en este punto se reduce a saber .si él 
querellado ha podido o no renunciar a los trámites solemnes 
del juicio ordinario y contencioso con la forma de defensa fi- 
jada por la ley para el juicio correccional : cuestión que hay que 
contestar afirmativamente, no sólo porque no hay disposición 
alguna en el Código ríe Procedimientos que lo profi-iba y, por el 
contrario, lo admite la doctrina de los artículos 431. 4Í7 y 513, 
sino ponme no ha faltado lo esencial en el juicio, que es 'la 
audiencia del reo. quien ha sido oido en el modo que él ha que- 
rido ser oido. 

tjuc la forma como ha estado represenfadu el Fisco en es- 
tos autos (v. cap. IV". fs. ¿yo expresión de agravios» no afecta 
a Ja cotnpañia querellada, que no puede ]tor ello aducirla co- 
mo causa de nulidad. Que el desigual tratamiento que se ha- 
bría usado con la acusación y con la defensa, proveyéndose pre- 
ferentemente los escritos de la primera y relegando los de la 
segunda *in providencia alguna (cap. VI > tampoco puede fun- 
dar el recurso de nulidad, si se .tiene en cuenta que la ley ha da- 
do los remedios necesarios para el caso, en los recursos de que- 
ja que la compañía ha usado más de una vez en el curso de 
esta causa. 

(Juc 11 'a* inquiríante es la uhjccióu hecha a !a fórnia mis- 
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nía de la sentencia en su parte dispositiva, que es tachada do 
ilegal en cnanto contiene o puede contener una delegación de 
la jurisdicción del Juez, <|ue se considera inadmisible. Kn efec- 
to, la .sentencia cuya nulidad se pitíe, condena a la compañía 
querellada "a pagar dentro de tercero día la suma que resulte 
" de la liquidación ipie de acuerdo a los considerandos enun- 
" ciados deberá hacer la Adttatia. a cuyo efecto se librará ofi- 
" cío en el dia, debiendo considerarse dicha liquidación como 
" parte integrante de esta sentencia", y practicada la liquida- 
ción, se manda agregar a los autos "cuino ]«irle integrante de 
la sentencia, como está ordenado". Sin embargo, en el consi- 
derando que se lee a fojas 201 vuelta, se establece con toda cla- 
ridad que la pena aplicable al caso es la de comiso de los fru- 
tos en infracción, y que |»r haber salido éstos de la jurisdic- 
eión aduanera correspondiente, deben ser substituidos por su 
valor cim arreglo a la tarifa de avalúos; y en el siguiente (fs. 
-OI vía. "in fine" y 202), se enuncia de una manera clara e 
inequívoca la cantidad y especie de los frutos que se exportaron 
sin permiso y son motivóle la condena; de tal manera que la 
A di ana se ha limitado a aplicar el aforo y el derecho que la 
tarifa. !a ley y ol decreto en vigor señalan, sobre la cantiiiad y 
especie de frutos, fijada ]»or la sentencia. Se trata, pues, de 
una forma inusitada e innecesaria usada ]n>r el señor Juez *'a 
quo", que da la apariencia de una delegación, donde sólo l:ay 
un mandato para que sea cumplida la condena, mandato per- 
fectamente encuadrado dentro de 'las disposiciones legales 
(Cód. de Proced. Crim., art. 567, Cód. <lc Procedimientos Ci- 
viles, tit. XV, ord. de ad. art. 1071), 

II. Considerando en cuanto al recurso de a|>elaci«"ni : 

Que el conocimiento de esta causa ha correspondido al se- 
ñor Juez Letrado de Santa Cruz, ]>orque la infracción legal 
de autos ha sido cometida en un lugar de su jurisdicción (Cód, 
de Proced., art. aj, -inc. J.*) ; y si, a consecuencia de la aníl- 
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lacmn del pnceso decretada por esta Cámara en diez y seis do 
junio IQ3Q, si* niandó pasar I* »s autos ni Jueá del Chuhut. fué 
en virtud de estar vacante en Sama Cniz eí cargo de Agente 
Fiscal: peni proveído el cargo esta Cavara dispuso pasaran 
las ¡Mitos n este funcionario en su calidad de Juez suplente, 'de, 
. iiníiuniidaíl a 1<> dispuesto por el art. $* de la ley número 
4162, Carece cié lodo fundamento la distinción tjue quiere (ta* 
ii-r-íe en la expresión de agravios para fijar él a Vanee de las 
referidas resoluciones de esta Cánura, entre el juicio anulado 
y el nuevo, que es el de estos autos; pon|iic se trata del mismo 
hecho delictuoso, y del ejercicio de la misma aeeión, impor- 
tando poco que esta se haya ejercitado en un cnci|n» de autos 
dislimo del primitivo. Ks también inadmisible la tesis de que 
la eiini]H'teneia de esta causa corres»! Muida a la justicia de la 
Capital Federal \H*r tener ali su domicilio la compañia. | jor- 
que e*ía regla sólo aplica en materia civil, y e¡ caso de au- 
tos, de iniLuralez'i criminal, está regido por el articulo d$ del 
Código de l'i'fvedr irientos ya citado, como ya lo estableció es- 
ta Cámarfl en i." de marzo de hjjí» íexp. M. 1745. agregado ). 

tjue don Mileiades Vira>oro <iauna. como denunciante de 
la infraeeif'iii aduanera de amos, es parte en esta causa i*ir- 
ojüc asi lo dispone el articulo (*) de !a lev uúuu.ro 4*)X\- K1 nue- 
vo Código Pena) no lia derogado esa ley 1 véase excepción del 
un, 4."i; ni Virasnn» r.auna es aquí propiamente un querellan- 
te [(articular sitió que su particijiaeión está admitida como par- 
le en el juicio en *u calidad de Itenefieiario ite las multas y co- 
núso- que se impongan |>or la infracción denunciada: y es 
asi contó esta Cántara ha negado personería al denunciante 
Ciiandp >e discutía un hecho qué no afectada su derecho al lie- 
nefitlo, como el relativo a la prisión o libertad de! infractor 
1 véase causa l'érez "versus" sociedad ganadera y comercia! 
Sara Itrauii, octubre it k de uu-i. "Cácela del Foro" de Uj de 
noviembre i|e m¿¿ > . Tampoco afivla a Virasoro (iaima la pro- 
hibición «leí artículo («5 de la ley 41^. (J ue ha lenido en mira 
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apartar del Isenefieio de k>s demmc ¡antes y a prehensores, a los 
funcionónos que por la .ley del>eu investigar o resolver art.ni- 
mslralivamenle las causas de Aduana: y según resulta tíé los 
considerandos de! decreto de fecha (> de agosto de H)20 lexp. 
V. 6of». agregado i. Virasoro Gauna, subprefeeto de Rio Ga- 
llegos» sólo ha tenido jurisdicción aduanera marítima, corres- 
pondiendo la terrestre a la Gobernación ; y aun cuando en la 
denuncia primitiva parece aquél haber entendido que la itera- 
ción aduanera denunciada se había cometido en Jurisdicción de 
la Suhprefeotura, Tos autos lian demostrado lo contrario, ya que 
se trata evidentemente de una exportación por vía terrestre. 
Virasoro Caima no ha |>odido, pues, ser juez y parte en esta 
causa, ni en el ejercicio de su cargo influir en su decisión abu- 
sos (|uc ha tratado de prevenir la recordada prohibición de la 

ley 4933- 

Que Ja excepción de cosa juzgada es. asimismo, jn funda- 
da, pues la resolución de esta Cámara en que se basa, se limitó 
a declarar la inexistencia del delito de contrabando castigado 
¡*ir la ley con pena corporal fart, 52. ley citada), delito que 
requiere «"orno elemento indispensable, el dolo: ¡¡ero tal pro- 
nunciamiento en nada ha afectado la acción fi-eal por la in- 
fracción aduanera 1 ver auto de fojas 125. cxp. SJ 10/14, agre- 
gado). 

Que 1am]Hico (Hiede perjudicar dicha acción fiscal, ni aun 
lu particular anexa, el Hedió constante en actos de qtie la 
comfKLiíía querellada haya pagada una suma de dinero por los 
derechos dé exportación que se dicen defraudados, porque ese 
pago es ¡Misterio]- a la acción que se ejercita en autos, sin per- 
juicio de gestionar su devolución, si se hubiera pagado indebi- 
damente o mayor cantidad que la debida. 

(Jue la compañía ha alegado estar fuera de) alcance de ta 
ley de derechos de expon ación número 10,34^. que no fué obli- 
gatoria para ella sinó desde el 15 de febrero de nyi8, fecha en 
que Jos frutos ya habían traspasado el limite con Chile, que 
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curre dentro «Itr la misma estancia de 9a compañía ; y para e!lo 
se fUnda en que diclía ley sólo fué conocida y publicada en la 
capital del territorio de Santa Cruz el 6 de febrero de dicho 
año y por Id tanto w'Jo al dia siguiente se hizo obligatoria en 
dichn ciudad capital y ocho días más larde en los dcparl amentos 
•le campaña, de acuerdo Con lo establecido por el artículo ¿~ 
del Código Civil. Peni ta! interpretación es completamente con- 
traria al texto y espíritu de la ley. "Lis leyes no son obliga - 
! lirias sino después de *u publicación y desde el dia que ellas 
determinan", dice el citado articulo .>.". y en el caso de autos, 
la ley no fija la fecha en que ha de cmiKizar a regir. 

"Si no designa tiempo, continúa el artículo, la ley publicada en 
la Capital de la República o en la Capital de la provincia, es 
obligatoria desde el día siguiente de su publicación; en los de- 
1 tartamente is de campaña, ocho días después de publicada en la 
ciudad capital del estado o capital de la provincia", según se 
trate «le una ley nacional o provincial, porque en nuestro siste- 
ma legislativo, la Constitución Nacional no establece más i nu- 
il na publicación, la que hace el I'. K. al promulgar la ley san- 
cionada ]xir las dos Cámaras del Congreso (art. 69 Consl. 
Xac. 1 . Asi. publicada la ley en la Capital de la República, sin 
designación de tiempo en ipte comenzará a regir, es obligato- 
ria en dicha Capital desde el día siguiente, y ocho días des- 
pués en tocio el territorio de la Nación. Kn el caso de autos 
la ley número io.^í fué publicada en el "Boletín Oficial" de! 
22 de enero de tyiíi. que se tiene a la vista, y entró en vigencia 
en el territorio tle Santa Cruz el 30 del mismo mes. 

One siendo asi, toda o] >e ración de exportación iva! izada 
pof la compañía desde esa fecha en adelante, está sujeta al pa- 
go de derechos, y las constancias de autos jiermiten establecer 
con toda exactitud las cantidades y especies de frutos que atra- 
vesaron la linea fronteriza con Chile desde el ¿o de enero en 
adelante. Kn efecto, por propia manifestación de la compañía 
a fojas «>5 vuelta y 1 42. «le estos autos, entre esa fecha y la 
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del i¿ de febrero siguiente, en que quedó agotada la existen- 
cia lie productos He !a esquila, se exportaron ciento veinte y 
ocluí fardos eon treinta y cuatro mil ochenta y siete kilogramos 
de lana y oinco fardos cofl! diese mil novecientos sesenta kilo- 
gramos dé cueros lanares, frutos que lian salido del país sin pa- 
gar lns derechos con que la ley citada los grávala, 

Qtte la coiupañia alega en su defensa que. en rigor, no lia 
habido exportación aJ eNtranjcro, pues los frutos fueron eon- 
signados a la Capital Federal ; lo que no es del todo exacto y, 
aun siéndolo, es inadmisible como flescargo. Porque, en pri- 
mer lugar. los frutos, una vez cruzada la línea fronteriza. Rie- 
ron embarcados en Monte Dinero y trasladados a l*unta Are- 
nas, donde permanecieron de|>ositadcis en espera de vapores que 
los transportaran .1 Buenos Aires o Kuropa: y porque, en se- 
gundo lugar, los efecios gravados con derechos aduaneros, no 
pueden sacarse y traerse de nuevo sin intervención de las adua- 
nas y sin los permisos y requisitos (pie las leyes establecen, asi 
se trate de o*) Miraciones de importanción o exportación, por vía 
marítima 1» terrestre, so pena de incurrir en infracciones pre- 
vistas y penadas para cada caso jxjr Jas ordenanzas de Aduana. 

<Jue, |>or ú'jimo, la compañía alega en su favor Jas circuns- 
tancias de la causa que revelan la falta de lodo propósito de 
extraer frutos del país clandestinamente. A este propósito ha- 
ce resaltar insistentemente lo que ella llama la "internaciona- 
lidad del f e tfi-Hmmirntn" y ,q ue consiste en que é ste se encuen- 
tra en territorio argentino y chileno, lo que le permite, trice;" 
salvar la frontera dentro de su propia casa; pero tal hecho no 
induce por sí solo presunción alguna en favor de la compañía : 
y podría ser en cambio, siiscejrtible de interpretarse en con- 
tra suya, si se tiene en cuenta la facilidad que te brinda! j» la 
situación excérjcional del establecimiento para eludir los^ nue- 
vos derechos. 

Oue, sin cmliargo, apreciando las circunstancias de la cau- 
sa, no se puede dejar de tener en cuenta la fecha en que la ley 
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comenzó a regir para los territorios «le! Sud, inmediata a la tic 
su sanción, y la dtfitultad de ijtie ella fuera alli plenamente co- 
nocida. Mas esta circunstancia no excusa ilel iodo a lia com- 
pañia demandada, que tiene SU administración en la Capital de 
la Rcpnhlúa y (|iie lia debido tomar sus medidas para cum- 
plir una ley qw desdi; meses atrás estaba en trámite y debió 
entrát* en vigencia desde el i." de septiembre, a estar al pro- 
yecto del Poder Kjecinivo. 

Otie en lo referente a "as cosías, que se tachan de excesiva- 
mente elevadas, obsérvase que con excepción de los honorarios 
del l'iscal "ad ltoe", doctor Beberán; todos los demás han si- 
do estimados en glolio ]x»r la sentencia, y no individual y nomi- 
na! mente para cada abogado, procurador o perito, como co- 
rresponde. 

Por estos fundamentos se rechaza el recurso de nulidad ; 
y aplicando tos artículos 10.25. IO -'» > 1050 de las ordenanzas 
ile Aduana, se revoca la sentencia de fojas H)¿ y se condena 
a la Compañía Monte Dinero, mierellada en estos autos, a pagar 
tma multa igual a) valor de los derechos omitidos en la ex|>ur- 
1 ación de treinta y cuatro mil ochenta y siete kilogramos de 
lana y diez mil novecientos setenta kilogramos de cuero;, lana- 
res, müka que se adjudica al de^br-afor señor Vi ra son* (lau- 
na lart. 1030 «).(), de sin perjuicio de lo> derechos i|ue, 
ademas, correspondieren al Fisco. 

Regúlase el honorario del doctor Kehcrátt en los presen- 
Ies autos y en liks de Elbourne sobre personería 1 X." 1072. lí. 
IJtj \ en ta Mima de epiinientos pesos moneda nacional. V re- 
vívanse la* demás regulaciones que delierán hacerse con su- 
jeción a io une disponen los artículos 1*7 y 70 del apéndice al 
Código de rroccdi.ríentos en lo Civil y Comercial Urt. 147 
del Cod. de Procedimiento;, eii lo Crim. 1 , Las costas a cargo 
de la parte querellada. - José Marcó. — K. Guido Ktn\ills. 
Antonio L. }farccuaro. 
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VALUO DF, LA CURTE SUPREMA 

B«<no» Aires, Agoito & de 

Vistos y Considerando: 

'Jtte las aiest iones ptameadas puf el recurrente conio fun- 
damentos tiej recurso de nulidad, lian sirio examinadas v re- 
sueltas con justo criterio por el Tribunal "ad lioc", pudiendo 
íuji^rse* mayor abundamiento, que la eiicmistnncia de lia- 
U'tve substanciado la cansa por jos trámites enrresjxindtenics 
a los juicios correccionales en yez de serlo ¡jjdir. los del juicio cri- 
minal, no jnídria por *i solo autorizar la interposición del men- 
cionado rc'ursu, el t(Ue sólo procede mando se lian omitido jas 
turma v substanciales del procedimiento, es decir, la acusación, 
defeiíía, pruclia o sentencia, requisitos que, sin ninguna duda, 
aparecen observados en la presente calina. 

Que han sido, asimismo, satisfactoriamente resueltos ¡i6r 
el niisii.it tríliuttal los puntos relativos a la competencia del juez 
Letrado que intervino en la primera instancia., a la cosa juz- 
gada > a la falta de acción, no existiendo mérito, por lo tanto, 
para dar nuevamente -los fundamentos que atañen a tales ma- 
i crias, pues ello conduciria a ituurrir en rediciones innece- 
sarias. Será suficiente referirse a las ennsi deraciones que apo- 
yan en esa parte el faííb recurrido. 

\Jvtv la decisión del pumo relativo a la iiersoncria del de- 
nunciante, don Mileiades Virasoro (í atina, carece de interés 
práctico, si se tiene en cuenta que el Ministerio fiscal lia in- 
tervenido en tudas las etapas del juicio, apoyando con su ac- 
ción las pretensiones fie aquél, interponiendo y contestando ios 
respectivos recursos, no pudiendo. en consecuencia, ejercer iílr 
fluencia albina >oW lo principal del proceso el pronuncíamien- 
[t> que: >v dictare al respecto, cualquiera iptc fuese el sentido de 
la decisión. 
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*Juc en lo concerniente al fundí» del asunt*». procede exa- 
minar en primer lugar las obligaciones de la compañía < ¡uert-- 
Hadu relativas a derechos de exportación con unitivo dé la> 
operaciones materia ele esta cansa, ]»ara juzgar en seguida de la 
apltcahilidad a !a, misma comi'afna de las sanciones de carácter 
punitivo establecidas en los artículos 1025 y siguientes de las 
ordenanzas i|e Aduana para los casos de defraudación ríe la 
renta fiscal. 

Que. en cuanto a lo primero o sea la obligación de sa- 
wsfa¿*er los derechos a que se refiere la ley número ro.349, ella 
aparece, desde luego, incuestionable en presencia del hecho re- 
conocido |K»r todos los <jue intervienen en la causa, de haber- 
se exportado por la Monte Dinero entre el ¿t* de enero de i<)iK, 
fecha de la publicación de dicha íey y el 12 de febrero del mis- 
mu año. diversas partidas de lana y cueros afectadas por el ini 
puesto de <|ue se trata. ha obligación se hizo exigióle a |>artir 
de la primera de las fechas expresadas, luda vez inte el legis- 
lador no estableció .término ni día determinado para ipte co- 
menzare a regir y punpte en tales condiciones cabe presumir 
la 'intención de (pie la ley se aplique inmediatamente después 
de ser promulgada. Ka distinción tpte se hace en la «ley civil 
(articulo jo. 1 entre la ciudad-capital y los departamentos de 
campaña se refiere exclusivamente a la aplicación de las leves 
tjüe tratan de derechos privados, pues esa es la materia de que 
-r «icupa el referido códjgo. y no podría hacerse extensiva a los 
impuestos en cuestión desde que por expreso mandato cons- 
titücionál éstos dehen ser mu formes para toda la Xación 
1 Constitución, articulo hj incisos i." y J" : Fallos: to.ro too 
página jiji y dejarían de serlo si se cobrasen o no en deter- 
minado plazo según la distancia a (pie se encontrasen de la se- 
de del (hibierno las personas o cosas afectadas por el gravamen. 

tjtie no es posible, sin embargo, aplicar este mismo crite- 
rio a las sanciones correspondientes a la falta de pago de esos 
derechos, sobre todo cuándo, cojrtip ocurre en Í11 especie i- s«b 
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lite". se trata de ope^ejones consideradas inobjetables hasta el 
mohiento de la sanción de la ley y que por el solo ministerio 
«le esta última se lian convertido en hechos puntilles. En efec- 
to: la exportación de lanas y demás artículos de -producción 
nacional se hallaba exenta de todo impuesto p traba fiscal lun*- 
ta que fuera sancionada la ley número 10.34c; y, por consi- 
guiente, dichas operaciones se realizaban en los territorios na- 
t-ionales sin ningún contralor aduanero. Por tal motivo la com- 
l«ñia querellada, cuyas propiedades se encuentran simadas en 
Cabo Vírgenes, o sea en el extremo Snd del territorio nacional 
v se internan |Kircia¡lmente dentro de la jurisdicción chilena, 
formando un sitio establecimiento ganadero, había podido es- 
tablecer desde muchos anos atrás sin ningún reparo de orden 
legal su barraca o depósito sobre la costa fiel Estrecho de Ma- 
gallanes* fuera de la jurisdicción nacional, y m* violaba ningu- 
na ley de la República, almacenando aKi periódicamente una 
vez termina ila la esquila, (os fardos de lana destinados a ser 
trasportados al puerto chileno (Je Éttnta Arenas a fin de ser 
traídos ulteriormente al de Buenos Aires o llevados a líwropa. 
lista situación perfectamente lícita, irreprochable riel punto de 
vista de la legislación que precedió a la sanción de la ley N." 
10.349, se convertía de improviso en ilegal, desde que la ex- 
portación quedaba sujeta a¡l l«»go de derechos fiscales y que. 
por lo tanto, no era licito ex* raer los frutos del territorio de la 
Nación, aun cuando fuere dentro del mismo establecimiento, 
sin intervención de la autoridad aduanera y pago de los respe- 
tivos impuestos. En el caso "stib lite", la sanción de la ley coin- 
cidió con la termiiKUMÓn de la esquila y con el transporte de los 
tardos a la barraca ubicada en el mismo establecimiento pen- 
en territorio chileno. La ley fue publicada en esta Capital el día 
23 de enero de 10 iH. y aun cuando sea indiscutible !a obliga- 
ción de la compañía fie satisfacer los impuestos cor rescindiente- 
a las extracciones de lana y de cueros efectuada:, con posterio- 
ridad a esa fecha, no es posible hiponer por ellas ninguna san- 
ción de carácter punitivo desde nuc por la situación del esta- 
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hkvimietito en el extremo Sud de la Kcpiibliea y a centena- 
res de kilómetros <lr la tai «tal del -territorio, los administrado- 
ra foca'es mi ha» podido tener noticia ojíortuna (le la canción 
ilc ln lev impositiva >inó muchos días después de publicada és- 
ta en la capital de la Nación, y porgue la aplicación de leyes 
penales en las condiciones apuntada* valdría tamo ti mío darle?* 1 
efecto retroactivo vulnerando h\ preciosa sarán; ia fundamental. 
Aun en la duda acerca de la posibilidad de que la lev luí hiera 
>íi| l( conocida üó> las Habitantes de la sección di mi le se encuen- 
tran situadas las propiedades de -la Monte Dinero, siempre se- 
rta de tener en cuenta el principio consagrado en el articulo 13 
del Código de rrnceiliinit'ntos en lo Crimina! para excusar la 
aplicación de las sanciones: pero esa duda 110 es posible darla la 
dificultad de la> cotniinicaeitiñCfí. con e! territorio de Sama Cruz. 
!a dÍM:mcia a «pie *c encuentra la estancia de la Monte Dine- 
ro de la capital de aquel territorio y el hecho de que el misino 
Gobierno de la Nación autorizó e! cobro ele los impuestos de 
que se trata, sin recargo de multas, inducido por ,011 sideracio- 
nes análogas a Tas que quedan expuestas ( fojas v seríen- 
les 1 . 

One. por otra parte, el snln conocimiento de !a sanción le- 
gisla! i vn no habría bastado para que las autoridades aduaneras 
«le Santa Cruz hubiesen podido aplicarla, desde que ello depen- 
día del aforo del derecho que mensual mente pract icaria la co- 
misión establecí fia ¡H>r la misma ley y de hi regla tuent ación que 
debía dictar el Poder Kjeetttivo, hechos que tuvieron lugar en 
lo> días siguiente* a la promulgación de aquélla y que. nece- 
sariamente, fueron ignorados por las mencionadas autoridades 
hasta después del (3 fie febrero en que terminó |,i extracción de 
los frutos materia del proceso, atenta la distancia y las dificul- 
tades jKira comunicarse de que se ha hecho mérito precedente- 
mente- 

. I'or ello, se revoca la sentencia ajeada, dee'ai and* *e que 
la sociedad denunciada sólo está obligada a satisfacer los im- 
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puesto-, correspondientes ;i las partidas de lana extraídas del 
territorio nacional después ciel J.l Úé enero de 1018. Notifí- 
qiicsc y devuélvase. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
cfíiiTA- — Ramón Méndez, — 
Roiikrto Rki-ktto. — $f. Lu- 

CKXA, 



¡ion Felipe .t moroso contra ht sociedad tmónimtt "La Kcptíbli- 
eti\ por escrituración. Contienda de competencia. 

Sumario , i * Con succión a -lo dispuesta por el articulo uu 
y correlativos det Código Civil y la ley 32 titulo III. par- 
tida es Juez competente i«ira él conocimiento <le los 
pleitos en que se ejerciten acciones |>er.sonales. con pre- 
ferencia al domicilio del demandado, él del lugar .señalado 
explícita o implícitamente para la ejecución de un contra- 
lo. cualesquiera que sean las prestaciones que se deman- 
den, ya principales ya accesorias. 

2." lis Juez competente para entender un 1111 juicio por 
escrituración de un inmueble comprado, el Juez del lugar 
en Cjlte cleliia verificarse la entrega de dicho inmueble, que. 
en ni caso, fué el de la realización del contrato, y donde 
éste comenzó a ejecutar*' por abono del precio por parte 
del denunciante. 

,V Tratándose de compra-venta de bienes raíces, el lugar 
de ta ejecución se encuentra virtual y necesariamente deter- 
minado pi>r el de la situación de los bienes vendidos, que 
es el que .solamente, según los principios de la legislación 
actual puede verificarse ta tradición. 

Caso: Lo explican las pic*as siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR I'RQt'URADOR GENERAL 

Bucnoi A(i«. julio 24 4t IS2G 

Suprema Corte: 

A mi' el Juzgado en li» Civil \ Comercial del Rosario, don 
pcllpc Amoroso demandó a la sociedad anónima "La Repú- 
bMca'-i pdr éácritóPátíón de un terreno c|iic le había vendido por 
mensualidades, Denunció a los efectos de la notificación de 
la demanda, cnmu domicilio fie la sociedad referida l:i ciudad 
de Huern*- Aires. 

Citada i««r exhorto la ])arie demandada a estar a dere- 
cho en la causa, opuso la excepción de incompetencia de juris- 
dicción promoviendo inhibitoria ame el Juez de i." Instancia 
en lo Civil de la Capital de .la Nación, 

Sostiene la sociedad referida fpte el juicio dclte tramitarse 
ante los jueces de su domicilio en razón de tratarse del ejerci- 
cio de una acción personal. 

Como el Juc7 de la Capital Federal, de acuerdo con lo so- 
licitado por la parte, lia promovido la cuestión de competen- 
cia iw>r inhibitoria, amitos magistrados han elevado a cita ('«ir- 
le Suprema las actuaciones para (jue Y. K. la dirima. 

1*11 titulo provisorio otorgado por la sociedad vendedora 
) fs. i autos del Rosario) hace constar que el iumuelrie cuya es- 
crito ración se demanda se encuentra ubicado en dicha ciudad : 
■ulí apaFece firmado el contrato rc>|iecÍÍvo y verificado los ¡pa- 
gos parciales de acuerdo con mía cláusula expresa del mismo 
convenio. Comprador y vendedor denuncian en el misino acto 
>u domicilio en la ciudad del Rosario. 

Todas esías circunstancias son más tjue suficientes, en mi 
opinión, para establecer como lugar convenido para el cumpli- 
miento del contrato de compraventa que se demanda, la ciudad 
del Rosario. ^ 
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Virlualmenle dicho lügar lia quedado establecido en el con- 
venio y cotí él la jurisdicción eotui»etcntc para el conocimiento 
de la causa, con preschideneia del domicilio actual de la sucie- 
dad demandada. (Cod. Civil Artículos 100. 103 y 12131 . 

Por lo expuesto y la doctrina de V. K. ttonio 107, página 
2¿fó, soy de opinión qüé correspondí- dirimir la presente con- 
tienda en favor del Juez del Rosario 

Horacio K. f.awla. 
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Buenos AU», Agú»to¿ dt tóÉ¡ 

Autos y Vistos: 

líos de contienda de competencia i*>r inhibitoria, entre un 
Juez de primera Instancia en lo Civil de esta Capital y otro en 
lo Civil y Comercial de la ciudad de Rosario, provincia de San- 
ta Fe, |«ira conocer en el juicio que por escrituración lia inicia- 
do ante el segundo de estos jueces don Felipe Amoroso con- 
tra la S. A. "La República'. 

V Considerando ; 

Que según se comprueba con el documento que sirve de 
líase a la de. randa soltfe escrituración, el inmueble materia del 
litigio eií4 situado en Ja ciudad del Rosario, lugar también de- 
signad' .» el pago de las mensualidades importe del valor del 
tare»* rendido. 

Que la jurisprudencia de esta Corte lia establecido en ca- 
sos análogos al «le autos, que es Juez competente para conocer 
de los pleitos en que se ejercitan acciones personales, con prefe- 
rencia al del domicilio del demandado, el del tugar designado 
explícita o implícitamente por las partes 'para el cumplimien- 
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to tlel contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se 
demanden, principales o accesorias (Código Civil, ans. y 
corrclalivos, Uy 32, Til. s", Pant. Fallos tomo 1J5, pagina 
¿c**: ÍW*a 130, página 403: tortio 137. página 37K; tonu» 143, 
página J15. entre otros». 

One, además, este Tribunal tiene declarado que es Juez 
competente para entender en un juicio por escrituración «le un 
inmueble comprado, el Juez del lugar en que debía verificarse 
la entrega de dicho inmueble, que lo fué el de la realización del 
contrato y donde éste comenzó a ejecutarse por abono de! pre- 
cio; y tratándose ele la compra-venta de bienes raices, el lu- 
gar de la ejecución se encuentra virtual y necesariamente deter- 
minado ¡«ir el de la situación «le los bienes vendidos, que es en 
el que solamente, según los principios de la legislación actual. 
1 Hiede verificarse la tradición, i Fallos 101110 42, pagina 39; to- 
mo 107. página J¿6; ionio 143, página ¿151. 

Por ello, y c|e acuerdo con !o expuesto ¡jor el señor Pro- 
c unidor ('.enera!, se «léela ra qite el Juez competente para en 
tender én el presente jniei«>. es el de lo Civil y Comercial «le i a 
ciudad <lel Kusario de Santa Fe. a quien se remitirán los au- 
tos, avisándose al de esta Capital en la forma de estilo, Rc- 
rjongase él papel. 

A. Bkhmk.io. — J. Fir.uKkiM Al- 
coeta. — Ramos Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

KENCEN'A. 
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Buhorio del Jaez de fustritectóu de la Capital Federal, doctor 
iinríijne Bsculáttte Mchg&uc, al de ujital cíase ni tunta de 
• h\ e'mdad de SautUfffo del Uslero. 

9 

Sumario; i. M Corresponde a la Corte Supre ra dirimir un con- 
füeto entre jueves dé distinta jurisUicció-n. respecto a las 
f urinal Í « l.-nlos que delw llenar mi exhorto librado por tino 
de ellos. 

¿" Tara que un exhorto «lírijfitlo por autoridades na- 
cionales a autoridades de provincia o nacionales fuera dé 
su jurisdicción pueda diligenciarse, no se requiere más 
requisito qué la firma de] jívíi y el seilo del juzgado res- 
pectivo. 

í'asti: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SKÑOK PROCURADOR GENERAL 

Bucnoi Aire», Julio ¿a de IMS 

Suprema Corte: 

El conflicto planteado entre eJ Juez de Instrucción en lo 
Criminal de la Capital de la Nación y et de primera Instancia 
en lo Crimina] y Correccional de Santiago del listero ha sido 
motivado |mr la negativa de éste a diligenciar un oficio que le 
fué dirigido por el jM-iinero ea razón de que al documento res- 
pectivo le faltada el requisito de ila autenticación de las fir- 
mas del Juez y de! Secretario. 

V. K. en la causa que se registra en el tomo 143, página 
187 de los fallos del tribunal ha resuelto de acuerdo con lo dic- 
taminado por esta Procuración General en un caso análogo, 
que 'a oposición del Juez <le Santiago de.! listero es infundada. 
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< >míto transcribir dicho dictamen y me remito al fallo alu- 
dido ¡Ktra solicitar <le V. K. dirima el conflicto en favor de 
lo sostenido por el Juez de Instrucción de ta Capital de la 
Nación . 



Autos y Victos: Considerando: 

*Juc tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción respecto a las formalidades de un exhorto 
librado ]ior uno de ellos, procede la intervención de esta Corte 
de acuerdo con los móviles y el alcance atribuidos en reitera- 
dos casos análogos al articulo «)." de la ley 4055, 

(Juc en ejercicio de la facultad conferida a este tribunal 
por el articulo lo de la ley precitada y articulo 2." de la tey nú- 
mero 70W sobre sufier intendencia general, se dictó el regla- 
mento p-ira los Juzgados de los Territorios Nacionales y el de 
los Juzgados de Sección, estableciéndose en el articulo 7." del 
primero y ir del segundo que siempre <mo hayan de librarse 
despachos dirigidos a autoridades nacionales fuera de su ju- 
risdicción, se i>ondrá el sello de tinta del juzgado con la firma 
<lel Juez (Acordada del 21 de febrero ele njo.S, Fallos lomo 
«jo. página tj) . 

tjue llenadas dichas formalidades en el exhorto de fo- 
jas 1 dirigido jM>r el Juez de Instrucción en lo Criminal de es- 
ta Capital al iie igual clase en Turno de la ciudad de Santiago 
del listero, basta la observancia de tales requisitos para la le- 
yali/aríuti del despacho precatorio de -referencia, sin <juc pue- 
da ser óbice a su diligenciamiento la disposición legal que invo- 
ca el juez exhortado, toda vez, que. de acuerdo con ín jurís- 



H orado R. Lamía. 
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Bunot Alrct, A*o»tú 5 de l'<2* 
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prudencia de esta Corte y su interpretación y aplicación del ar- 
ticulo 13 de Ja ley de jurisdicción y competencia número 48. 
las prescripciones <le <Hcha ley reglamentaria del Poder Judi- 
cial delegado de la Noción según el artículo 94 y siguientes de 
la Constitución, dictadas de conformidad con ésta (artículo 67. 
inciso 28). son ley suprema de la Nación a que todas las au- 
toridades de provincia están obligadas a con í orinarse, no obs- 
tante cualquiera disposición en contrario que contengan las 
leyes o constituciones provinciales (Articulo 31 de la Cons 
titución; Fallos entre otros tomo 118, página 202; torno 1 10. 
página 217; tomo 141, página 365 y jurisprudencia allí ci- 
tada) . 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
I Voeurador General, se declara que el despacho de fojas 1 es- 
tá en debida forma y que debe ser cumplido por el Juez exhor- 
tado- A sus efectos devuélvanle ios antos al Jaez de Instruc- 
ción de esta Capital a fin 'ie que reitere el exhorto de fojas 1 
con transcr¡i»ci«»n de esta resolución. 

A. Bkk&iejo. — j. Jmguewja Al- 
coma. — Ramón Méndez. — 
Ruinarlo Ri-PETTo, — M. Lau- 

MJNCENA. 



Vaicntin CU Htyficfc istt sttecjeíóti). Contienda de eompeten- 
cia. 

Sumario: i. n Comprobado que la sucesión del ascendiente 
troncal de los causantes de los juicios sucesorios que se 
trata de reinteiar para liquidar los bienes de estas suce- 
siones pendientes de 'liquidación, radicadas en esta ciudad 
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de Buenos Aires por haín-r tenido en ella dicWs caucan- 
tes su último domicilio, fur al»ierta, tramitada y concluí 
■ por partición de los I tienes entre V-s herederos, anil- 
la autoridad judicial competente de esta misma ciudad; eri 
dónde el referido' WltedS^br tronca.! tuvo su domicilio re;i¡ 
y falleció, corresjwmde at Juez de h Capital Federal el co- 
m •cimiento del expresado juicio de liquidación de las su- 
cesiones de los sucesores de aquél, fie acuerdo con lo dis- 
|. tiesto en t\ articulo 309 de la ley 1144 y artículos 89, 90, 
inciso 7.", too y 3284 del Código Civil; ley 927. articu- 
lo 2», 

j." Ia jurisdicción de un territorio o de una provincia 
a !a ile otra pro vi neta, no es prorroga lile. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 

AITO DK J'KlMKRA INSTANCIA 

Buenoi Aitts, Oclubrc 1 de Üí* 

Autos y Vistos: 

Para resolver solnv la cuestión de o «tupien :¡a planteada 
en el escrito de fs. 18 ampliando el de fs. 1. 1I011 Cipriano Ke- 
grele manifiesta qüe por ante el Juzgado de la ciudad de La 
Mala a cargo del doctor Honorio Szclagowsliy tramita el juicio 
sucesorio de don Wentin (ni Negreu- eonj ñutamente pon los 
de don Juan León Negrele y don Juan Cristótal Negrete. 

Dice el peticionante < fs. 1X1. que se traía allí en rigor 
de liquidar en la sucesión de don Juan León Negrete. niel»' 
de don Valentín, bienes que quedaron por fallecimiento del 
anudo. 

Que viene a -proporcionar elementos [tara que la inhibito- 
ria que tenía promovida — y que se resolvió a fs. 14 de estos 
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autos respecto a las sucesiones de don Juan T^eón Negrete y 
litan Cristóbal Mégneté — se llaga extensiva a don Valentín 
Gil Negrete* a cuyo fin píele da prueba «pie se detal'a :i fs^ iS 
v ta, ; la míe decretada a f¡s> ¡9 es traída por el j>ei i donante al 
presentar sti escrito de fs. 40 y consiste en los tcsi ¡momos agre- 
garlos de fs. 20 a inclusive. 

Considerando : 

Que es Juez competente para entender en la sucesión, el 
del último domicilio del causante ("articulo 32X4 del Código 
Civil). 

Que como lo tiene repetidamente establecido ja jurispru- 
dencia, son suficientes para determinar ese tYtinio domicilio, a 
efecto de la jurisdicción, la comprobación de la residencia en 
vida en del er mi. indo lugar eotim asiento de la familia, con 
prescindencia fiel sitio ocasional del fallecimiento. 

Que de los documentos acompañados resulta probado ipie 
don Valentín Gil Negrete casó con doña María Muñoz el o 
de agosto de 1709 en esta Capital i partida de fs. jo l, y, asi- 
mismo, míe au.ii i nacieron sus once hijos, como resulta de las 
partidas agregadas de fs. 21 a 31 tnsiisive ; do míe bastaría pa- 
ra determinar la jurisdicción del infrascripto como Juez, del 
último domicilio de don Valentín Gil Negrete a efecto de en- 
tender en su juicio sucesorio. 

Que. a mayor al>und:miicnio, el testimonio de fs. 32 pre- 
senta a don Valentín como domiciliado en esta Capital. 

Y Considerando: 

Que independientemente di* tas probauzas a (pie se tía he- 
chp referencia, el testimonio corriente a fs. 3,3 prueba la exis- 
tencia de una cuenta de partición practicada en el juicio su- 
cesorio de don Valentín Gil Negrete por ante el Juzgado de 
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segundo votó <1 L> Capital; '.o que obliga a reabrir dicho 
juicio para liquidar bienes tk* cualesquiera es]>ecie e impide que 
se alwa un nuevo juicio en otra jurisdicción, por lialtcr preve- 
nido ame los Tribunales de la Capiral Federa!. 

Y consecuentemente, exhórtese al señor Juez nombrado 
al principio, conforme a los términos <Íel articulo 417 de! Có- 
digo de Procedimientos Civiles, para que tenga a bien despren- 
derse niel conocimiento del juicio sucesorio de don Valentín 
Gil Negfete, remitiéndolo a este Juzgado y secretaria del au- 
11 ir i/ante. 

César A. Cmapos, 

Ante mí : IL Üttrda Inunkó, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airt*, Ajotto i de l«5 

Autos y Vistos: los tle contienda de competencia entre un 
Juez en lo Civil de esta Capital y otro de igual clase de la ciu- 
dad de l,a Plata, para conocer en los juicios sucesorios de los 
señores Juan Cristóbal. Juan tjé&n y Vicente Cdl Negrete. 

Y Considerando: 

Une la inhibitoria promovida \»*r el Juez de la Capital al 
de l,a Mal», lo lia sido sobre la base de la reapertura ante el 
primero, de los juicios sucesorios sobre que versa la contien- 
da, los mismos que se dicen fueron antes tramitidos en esta 
jurisdicción y lo son actualmente en aquélla. 

Q\k. en consecuencia, y tratándose de reinictar dichos jui- 
cios para liquidar en ellos los bienes de esas sucesiones que 
estuvieran pendientes de liquidación, el punto primordial a re- 
solver es el de determinar si tales juicios han existido o no. y 
en caso afirmativo, ante cuál tle las dos jurisdicciones en con- 
tienda fueron tramitados y resuellos. 
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Que esta cuestión no ofrece dificultad en cuanto se r$fÍ£rc 
a don Juan Cristóbal y a <lon Juan León Xegrete, porque en- 
tre la documentación de prueba de ta -parte que promueve la 
inhibitoria figuran Jas partidas de fojas </ y 10. expediente de 
la Capital, que comprueban el fallecimiento en ésta de don Juan 
Cristóbal en enero ló de 179S y de dun Juan León en tú tic 
octubre de 1841, y los autos sucesorios "ab imestafo" del pri- 
mero y testamentarios del ¡segundo, datados en esta ciudad éñ 
1803 y 1844, respectivamente (Archivo General de los Tribu- 
nales, legajos 7206 y 7208). antecedentes de eficacia lega? bas- 
tante para acreditar hi existencia de los juicios referidos y la 
radicación jurisdiccional de los mismos. 

Que ripéelo de don Valentín Gt] Xt-gmc, asceiMeftcia 
troncal de los .interiores, si bien 110 está en tas actuaciones de 
prueba el cx|>ed¡eMe de su juicio sucesorio, se lian traído a los 
autos de la contienda testimonios fehacientes que permiten 
establecer con fundada certidumbre que dicha sucesión de don 
Valentín fué abierta, tramitarla y concluida por | mi lición de 
los bienes entre los herederos, practicándose tales operaciones 
en esta ciudad pe* ante la autoridad judicial correspondiente 
y con las formalidades legales del caso, según se deduce de I«» 
relacionado en la escritura pública acreditada en copia a fojas 
33 (véase fojas 30 vta. 1. del ex|>edientc de la Ca/fcrk sobre 
inllibitoria. 

IJue la comprobación precedeuteiiieule aludida. está otA- 
borada por la que hace referencia al domicilio de! causante, y 
que consta de las siguientes partidas: la de fojas 20 por la que 
consta que don Valentín Gil Xegrete contrajo matrimonio en 
esta ciudad con doña María Muñoz el y de agosto de 1709 
(el mismo documento se encuentra registrado a fojas 12 del 
ex|»ediente seguido en I,a Platal : las de fojas 2] y 31 inclusive 
que acreditan el nacimiento de los once hijos del referido ma- 
trimonio, bautizados todos en esta ciudad en los años 1710 a 
1731; el testimonio de fojas 32 en- que don Valentín declara, 
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contestando 1111 traslado judicial, que él es vecino de esta ciu- 
dad, y se le notifica pnr el escribano actuario en los mismos 
autos «na providencia datada en Buenos Aires el 20 de junio 
de 1741 ; y en fin. ta partida de defunción de fojas 50 según 
la cual don VWemíh f alivió y fué enterrado en Sanio Domin- 
go de esta ciudad el 2$ de jimio de 1755. 

íjue dada la autenticidad de estos comprobantes, no es po- 
sible negarles la eficacia que tienen para justificar e! hecho 
principal <a míe se refieren, esto es, i|iie la ciudad de Hítenos 
Aires, donde el causante de la sucesión de que se trata, se ca- 
só; formó su familia y actuó como vecino según su propia ma- 
nifestación, fué sín duda el lugar dónde tuvo establecido el 
asiento principal de sil residencia y de sus negocios, constitu- 
yendo por consiguiente, su domicilio real, según los términos 
del articulo 89 del Código Civil. 

<Jue ante estos elementos de juicio como base principal 
de los autos de fojas 14 y 47, la procedencia de la jurisdicción 
del juez exhortante aparece tanto más fundada cuanto menos 
resulta la que se atribuye en el caso el Juez exhortado, deri- 
vada — a falta de todo instrumento eomiwobalorio sobre el 
domicilio, y lugar de la muerte del causante, — de dos presun- 
ciones: la del fallecimiento, desde luego evidente, y la d*l do- 
micilio y lugar del deceso en el inmueble en litigio, conclusión 
que no está probada en forma aitguna que, como queda dicho, 
es meramente conjetural y, por consiguiente, ineficaz para des- 
virtuar las pruebas presentadas a fin de acreditar que es esta 
ciudad el lugar de! último domicilio y del fallecimiento de don 
Valentín Oil Negrete- 

Oik de lo anteriormente expuesto se desprende la incon- 
sistencia de la argumentación que radica el caso ante los Tri- 
lmnales de ta provincia en razón del último domicilio del au- 
tor de la sucesión y de haber prevenido en el juicio sucesorio 
dichos Tribunales, pues, queda establecido por los hechos y an- 
tecedentes que se examinan, que ambos extremos se lian cuín- 
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piulo eíí la sede jurisdiccional de esta Capital. En conseeuen- 
lia, y supuesta procedente ía aplicación del articulo 309 de la 
ley 1144 que invoca el Juez de La Plata, lo seria en sentido 
contrario a1 que se pretende, toda vez que conocidos como son, 
e! domicilio y lugar del fenecimiento del causante, la sucesión 
iniciada en la ciudad de Huenos Aires atando ésta formaba 
parte de la provincia, habría deludo pasar a los Tribunales de 
ía Xación. de acuerdo precisamente con lo que prescribe la dis- 
|his:cíóii legal citada. 

Que la argumentación fundada en que el causante de los 
derechos del que promueve la inhibitoria, ha prorrogado la ju- 
risdicción concurriendo al juicio sucesorio aludido que tramita 
en la provincia, carece de valimento legal, pirque prescindien- 
do de que el actor asume el doble carácter de heredero y ce- 
*ionario dé derechos que dice no han estado representados en 
el mencionado juicio, procede en ej caso la observación de que 
no es prorrogaba la jurisdicción <le un territorio 9 de una 
provincia a la de otra provincia o territorio, según lo resuelto 
en casos análogos por esta Corte (Fallos: tomo 81. página 181 : 
tumo 07, ¡lágina 322), y que, por lo tanto, aplicada esta ju- 
risprudencia al "sub judice" la prórroga de jurisdicción alega- 
da no ha podido producirse y surtir los efectos legales que se 
le asignan, 

<Jue la* sucesiones de don Juan Cristóbal y don Juan León 
Xcgrete, accesorias de ila de don Valentín Gil Negrcte, apa- 
recen de tal manera vinculadas a ésta, que en realidad puede 
decirse que están igualmente en trámite (Fallos: tomo 1 1<>. 
Ingina 186), habiéndose presentado partidas de nacimiento, 
matrinumio y defunción de los referidos causantes y publicán- 
dose edictos tatuando a los que se consideraran con derechos 
en dichos juicios, iniciados, por otra pirte, a base de datos 
inexactos acerca de la descendencia de !os aludidos — según 
iodo resulta de las constancias del expediente de La Plata 
"Gil Negrete don Valentín y otros. Sucesiones"' y de lo rela- 
cionado a fojas 143 y siguientes del auto de fojas 142. expe- 
diente de la Capital. 
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Que resultando, pues. del estudio de las constancias y au- 
¡eeedentes traídos a examen en estos autos, la manifiesta cutn- 
I mi! Mitón de que el último domicilió <le los causantes de las 
sucesiones aludidas fue esta ciudad de Unenos Aires, donde 
íallecicnui, es evidente une. de acuerdo con la ley y la juris- 
prudencia, el conocimiento del presente caso compete a ia ju- 
risdicción ile lus jueces de esta Capital (Código Civil artículos 
St;. »*o, inciso too y ,t^4'. ley número i)>j, articulo >."; 
I-al'ns: tonn • 137, páfiiia -i-'i ; tomo 138. p^oa tpi : lomo 140, 
página 423: tonto 14.1, pagina 40 entre olios). 

Ku su mérito y oido el sefior 1'rocurador General *c de- 
eíartl qUe el Juez competente para conocer en el caso, e-s e! de 
Iq Civil de est;i Capital, a ipiieu. en consecuencia, se remitirán 
!«>s autos, avisándose por oficio al Juez de Iva Plata, en la for- 
ma de entilo, 

A. BtvRMiijo. — J. l*K*,i iíKo,\ Al- 

CORTA; — l< \ Al Ó N -\ 1 É N 1 »K 7. . — 

RoBKitTo ki:i'i:Tro — M. I.\t- 

R EXCENA. 



¡htn Caríoa Sos» Reto CQJKtfü ht i'rorincio de Titeitotóii. subte 
iñCiitísíiimioniiiktúd de un decreto. 

Svmarío: 1' Una demanda contra una provincia basada eti la 
violación de 'a ley de sellos y de -!a Constiltición de la rife 
ma, no da lugar al recurso extraordinario del articulo 14. 
lev 4K. 1 \'<i hay cuestión federal). 

La simple referencia u una cláusula de la Constitu- 
ción Nacional no puede determinar In procedencia del re- 
ferido recurso: además de tpie el articulo 15 de la ley 48 
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exige una relación directa e inmediata de la disposición 
constitucional con el punto controvertido. 

3." I„a invocación de una cláusula constitucional al imer- 
poner el recurso extraordinario, es extemporánea, a los 
fines de la procedencia de éste. 



Caso : lio explican las piezas /guieníes: 



iezas ^gnii 



DICTAMEN DEL SEÑOR l'ROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junfo ."■ <le 1835 

Suprema Corle: 



l)nn Carlos Sosa Reto demando a la provincia de Tucu- 
máu por inconstitucioualidad de un decreto dictado por et Po- 
der Kjccitlivo de la misma en virtud del cual no se liacia lugar 
a una rniposición de multa solicitada por el expresado Sosa. 

Rste, a! iniciar la demanda ante la Suprema Corte de Jus- 
ticia de Tuciimán. manifestó que habiendo denunciado una in- 
fracción a la Ley de Sellos Provincial cometida por dos em- 
presas de electricidad y previo Jos trámites respectivos, el l'o- 
iler f Ejecutivo Provincial había desestimado su denuncia. 

Ño. invocó cláusula alguna de la Constitución Nacional ó 
Provincial, ni siquiera intentó demostrar en qué consistía ta 
violación tan vagamente enunciada. 

Todo el argumento de su acción lo liizo radicar en la in- 
terpretación y aplicación de !a ley de sellos. 

Posteriormente, fs. 70, al alegar de bien probado, preci- 
só más el. concepto de la inconstitucioualidad aludido, refirién- 
dolo al art. 22 de la Constitución de la Provincia. 

Substanciada la cansa, <la Suprema Corte de Tucuuián de- 
sestimó la demanda, y concedió para ante V. JS;. el recurso 
extraordinario de ablación que el actor interpuso fundado cu 
el art. 14 de la ley 48. 
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Considero improcedente la ablación deducida. 

No aparece tu 'Ja causa, como se ha visto en ta preceden- 
te relación de la misma, planteada, tratad», ni resuella cues- 
tión, alguna sobre derecho federal - 

La interpretación que el Tribunal fie lúcuma n haga de 
la propia Constitución local no puede motivar, como es notorio, 
la intervención de esta Corte Suprema, 

Tampoco puede motivarla ta invocación y aplicación de 
la lev de papel sellado provincial, mientras no aparezca taclia 
da de ineonstitueioiialidad. to que no sucede en este caso. 

ha referencia imprecisa al derecho de propiedad garan- 
tido por el art. 17 del a Constitución Nacional hecha al apelar 
a fs. So. es. además dé extemporánea, improcedente porque im 
se percibe tú se demuestra la relación directo e inmediata que 
existe entre el Plinto resuelto y la cuestión constitucional re- 
ferida . 

Opino, ]vít tanto. míe el recurso entallado es imprnce- 
dente. 

Horacio K. Lamia. 
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Sumo» Aire*. Ají tío 10 d« 192* 

Victos, y Considerando: 

t." tjue !a demanda entablada (por el recurrente don Carlos 
Sosa Reto contra la provincia de Tucumán pidiendo uüe se decla- 
re inconstitucional y se deje sin efecto el decreto de! lritcrven- 
lor Na. io;»al. fs. 49. por el que se desestimaba la denuncia for- 
mulada por él, sobre defraudaciones al Fisco atri!iLÍd&S a la 
Kriipr'-sa de Luz y Fuerza de la Ciudad de Tucn-i án, cOnsi- 
dca ido dicho decreto violatorio de la I.ey de Sellos y Cons- 
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l¡ Ilición I Vovineiales, no se ha planteado ninguna cuestión de 
derech b federal, y en consecuencia, esto caso no se halla com- 
prendido en ninguno de tos que prevé el artículo 14 de la ley 
48 cjue autoriza el recurso extraordinario. 

J" (Jue el Inter ventor Nacional rechazó en el decreto alu- 
dido, el pedido del recurrente de allanamiento del domicilio 
de las empresas ineiic amadas, a fin de investigar los contratos 
privados celebrados iwr eJlás con sus clientes, fundando su ne- 
gativa en que eso importaría la violación del secreto de los 
documento* privados amparad" por el artículo 18 de la Cons- 
titución Nacional, y con ese motivo, !o cita aquél en su de- 
manda, "a l<*s í i nes'" dice, "del recurso extraordinario ame la 
Suprema Corté'', pero sin fundar en él si) acción (le nulidad 
del referido decreto, pues a ese efecto sólo invoca la Consti- 
tución Provincial ; y esa simple referencia iuj puede determi- 
nar la procedencia de tal recurso co.uo reiteradamente lo tie- 
ne declarado este, tribunal. Además aquella disposición no tie- 
ne relación directa e inmediata, como lo exige el articulo 15 de 
la misma ley. con el punto controvertido que ha versado sobre 
la interpretación de la Constitución y Ley de Sellos locales, 
fundándose el fallo apelado en disposiciones de las mismas 
para desestimar la demanda. 

.V" Que tampoco tiene relación directa é inmediata con la 
encMión planteada y debatida en estos autos, el articulo 17 de 
la Constitución Nacional que por otra no fué invocado 

]K*r el apelante durante la substanciación del juicio, sinn ex- 
tern jKiránea mente at inter|>oncr el recurso que motiva esta re- 
solución. . ^ 



l'or estos fui ida. lientos y de acuerdo cun el dictamen del 
señor Procurador General, se dceglara ¡mproccdentie el re- 
curso interpuesto. Xotifiquc.se. rc|>óngase ol papel y archí- 
vense . 



A. Bermejo. — Ramón Mkn- 

1»KZ. — ROIIKKTO RKPKTTÓ. — 

M. L,.u-hexciíxa. 
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Jctvish Colotíhatioh Associátio» con tro lu Pr1üi$uci& de lint re 
Ríos, sobre devolución de sumas de dinero. 

Sumario', Véase d publicado eti e] tomo 133, pinina .vjfí. á$3r 
cable al presente. 

Coi o: Lu explica c! siguiente: 



■ t'Al.I.O IlK I.A fOKTK st'P«r-:iiA 

Bueno* Aire*. 12 ArosIo de 1925, 

Y Vistos: 

I«os seguidos piT la Jewish ColonUation Associatíoh ceíti- 
tra la Provincia de Entre Kios, robre devolución de cimero, de 
los que resulta: Que a fojas <) se presenta por la parte aeto- 
ra don Avetino Rolón. demandando a la provincia citada pa- 
ra i|iu' >e le emidene a devolver la suma de seis mí! trescientos 
veinte pesos con cuarenta y seis centavos un Hieda nacional, 
rjtífe la Jewish Golonization abonó bajo protesta, en concepin 
del impuesto al mayor* valor fijado por la lev provincial nú- 
mero 2507. 

Que el impuesto establecido por dicha lev e* mcOnstitu- 
na). como ya lo lia declarado esta Corle, en sentencia recaída en 
el juicio seguido |«ir la Compañía Arenera del Vizcaíno cin- 
tra la mis, ra provincia, (le fecha 15 de abril de 10.il, i>cro co- 
mo a pesar de el ", y de las gestione* efectuadas, no pudi» ob- 
tener l;i devolución de la suma tfiie reclama, entabla la pre- 
sente acción. 

Que eorrido trabado lo evacúa el representante de ta pro- 
vincia a fojas ji, manifestando: <¡ue reconoce la sentencia dic- 
tada por esta Corle declarando la inconstitucional id :id di- la ley 



/ 
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mqHignada, situación que ampara al actor, |)ero que es me- 
nester acreditar en forma los hechos se venidos en la deman- 
da pa'ra. que ésta pueda prosperar. 

(Jne abierto et juicio a prueba (fojas 23 vta.í. se pro- 
dujo la <|iie informa el certificado del actuario de fs. 50. y 
agregados los alegatos de fojas 61 y 63, se llamaron autos pa- 
ra definitiva a fojas 63 vta. 

y Considerando: 

tjne COrilO Ib reconté el representante de la Provincia en 
mi alegato, el actor ha justificado los hechos invocados, acam- 
panando a Jos autos el ■título de propiedad que acredita la ope- 
ración que motivó la aplicación fiel inipüesto al mayor valor, 
establecido por Ja ley número 2507, que alcanzó a. la suma de 
0.320.40 pesiís moneda nacional, de acuerdo con 1* liquida- 
ción de fojas 54. cuyo l»ago fué debidamente protestado, con 
las reservas del caso, según así resulta del aeta de fojas 1 - 

Que agirte de qtie la contestación del representante de la 
provincia en los términos enunciados importa reconocer en 
principio el derecho reclamado en la demanda, procede tam- 
bién considerar que el caso de autos versa sobre la misma ma- 
teria, comprende iguales antecedentes y guarda completa iden- 
tidad con el juicio seguido por Ja G>mt*añia Arenera del Viz- 
caíno contra la provincia de Entre Ríos, resuelto por esta 
Corte en 15 de abril de 192», por devolución de dineru pro- 
veniente del mismo impuesto declarado inconstitucional en 
aquel caso jior fundamentos y consideraciones que siendo in- 
necesario transcribir "in extenso'*, se dan aquí por reprodu- 
cidos por su jwrtinente aplicación al *stib judice". 

En su mérito, y por los fundamentos del fa'.lo <le referen- 
cia, y haciéndose tugar por lo tanto a la demanda, se decla- 
ra qiie ta provincia de Entre Ríos está obligada a devolver den- 
aro del término de diez días, la cantidad de seis mil trescientos 
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víante pesos cotí eüarénta y seis centavos moheda nacional, co- 
brados al ador un concepto fie impuestos a? mayo* valor, es- 
tallecido por la ley -'507 . Con intereses desde la notificación 
dé !a demanda* al tipo del Manco de In Nación Argentina. Las 
costas i»or sn orden atenta la forma en que Ha sido eontesta- 
da la dema mía. Xi «¡ i f njiir-e. repóngale e) papel y archívese. 

A. Bermejo — J, Fi cuero a Ai.- 
corta. — Ramón- Méndez. — 
KonERTo A'Ei'Kno. 



ium Martin ¡a no /». Cejas cMnfm el (¡ohiern,* tfe la XnetYm. 
sobre (obro d<* pesos, 

»■ 

Sumario: 1." 1.a circunstancia de no haU-r sido considerados 
ien sn totalidad los argumento* encaminados a facilitar la 
demostración dé] derecho invocado, no es bastante para 
determinar la indi dad de tin fallí» judicial. 

_V Una .sentencia apelada que Hace suyos los aumen- 
tos de la de 1/ Instancia que contiene, a sn vez. los ele- 
mentos jurídicos reí 1 neridos por la ley procesal, no ado- 
lece de! vicio de nulidad de falla de invocación de la ley 
o del derecho en qíté se apoya su decisión. 

.i" Xo siendo concíbanle la existencia de dos titulares 
de un misnui empleo, el emplead»* suspendido deja ríe te- 
ner derecho a col ira r sus sueldos desde la fecha en que se 
\ le nombra reenq «lazante. | un lien do cobrar los devengados 
durante la sus] tensión hasta su reemplazo. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DKL SI-Ñ'^R J UK'¿ l-EDRRAl. 

Bu«roi Aires. 2H Agento de 1VJ4 

Y Vistos: 

Éste juicio seguido i«ir * I* ni Mari miaño D. Cejas cuntía 
el Gobierno de la Nación, sobre cobro de pesos del que re- 
mlta: 

Primero; Que en 4 dfe diciembre de 1923 s t - presentó (J»r 
si el actor fundan' lo la acción en los siguientes hechos y con- 
sideraciones* a) El 30 dé enero de n>ty fué nombrado jefe 
de policía del territorio del Rio Negro, según se comprueba 
con el -Boletín oficial" adjunto; U) Como consecuencia de 
1111 sumario judicial, fué suspendido en julio del mismo año, 
hasta <|uc, en ¡8 de febrero de 1 < )>o, se le levantó ta suspen- 
sión, dejándolo en disponibilidad con el carácter de adscripto 
al Ministerio, debiendo determinarse en oportunidad ¡a gü* 
I er nación donde pasaría a desempeñar sus funciones, Kstn 
resolución lo retorno "ipso tacto" a la situación anterior a la 
suspensión: esto es, reincorporado a Ja Administración ; c 1 
Desde entonces concurría diariamente a la Subsecretaría del 
Interior a recibir órdenes, al igual que muchos oíros funciona- 
rios de territorios, habiéndosele ofrecido en una ocasión des- 
tinarlo a Tierra del Fuego y después a Misiones, sin fpte nun- 
ca llegaran a formalizarse esos ofrecimientos; d) l l or reso- 
lución de g de marzo de iojo el Ministro del Interior lo re- 
conoció en el carácter de jefe de policía del territorio de Rio 
Negro en (bspinibüidaii. adscripto al Ministerio, maudándo- 
st-le abonar los Haberes correspondientes desde julio J5 de 
Kjjy a febrero 18 de 1920, los cuales aún no ha percibido por 
dificultades qiie siempre le ha puesto el subsecretario, no obe- 
lante haber sido confirmada acuella resolución por el Minis- 
tro Malienzo en dicierbre de e) f$Én no obstante, et 
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misino ministro, con fecha diciembre 15 de 10,22. lo descono- 
ció en t'l carácter antes mencionado "j>or halnrr dejado de per- 
tenecer a ta Administración en virtud del decreto del 22 de 
diciembre de 1020". eri ef cual, es de notar, tm .se "exnneni" 
ni se declara "cesante" al actor y solo diseñe el traslade* de 
doti Alejandro Benavídcz a la jefatura de policía de Rio Ne- 
gro. Ks de notar, también, que el cargo cíe jefe de jxdicía de 
territorio, es rotatorio; f ) Funda su derecho en diversos pre- 
cedentes y resoluciones administrativas, y después de invocar 
los incisos 2 y iü del art. 86 de Ja Constitución Nacional, ter- 
mina pidiendo se condene a la Nación el pago de la suma á 
que ascienden sus sueldos como jefe de policía de un territorio 
nacional, en disponibilidad y a la orden del Ministerio, des- 
de el 25 de julio de 1919. con costas en caso de «posición , 

Segundo. (Jue habiendo justificado el actor que por ley 
11.236- le fué concedida venia legislativa para promover la 
1 lema «da. se dio de ella traslado, siendo contestada por el IV*»- 
enrador Kiscal, designado i>or el decreto de fs. 14, quién, pa- 
ra pedir su rechazo con cosías, manifiesta: tjuc la ley de pre- 
-upueMo, a la cual está subordinada la facultad del Presiden- 
te de la Nación relativa al nombramiento de empleados, no ha 
creado ni remunera el puesto de "jefe de judicía de un terri- 
torio nacional en disponibilidad y a la orden del Ministerio*', 
que el recurrente dice desempeñar. Ks cierto que éste fué 
nombrado jefe de [Milicia del territorio de Río Negro por de- 
creto de enero 30 de toj<>, -pero fué reemplazado en el des- 
empeño de ese cargo por don Alejandro Benavidez, según de- 
creto de diciembre 22 de it|20, habiendo dejado así aquél de 
pertenecer a la Administración, jior lo que no tiene ningún 
derecho a los sueldos que reclama, según expresamente resol- 
vió el Ministerio del Interior en diciembre 15 de 1922. Ks 
ile advertir que el actor no tunda la demanda en ninguna dis- 
posición legal y solo en prácticas administrativas, improceden- 
tes ante un tribunal de derecho. Con fecha marzo <> de HJ20 se 
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reconoció ;il actor derecho a cobrar haberes durante el tiem- 
po que duró la suspensión, rr-tti es. desde 25 de jriíici ¡Jé rpjg 
Hasta jS tk' febrero de mjji>; y coro se trataba ele ejercicios 
cencidos, se solicitó mi eréditú $upletucni;:rin al Congreso por 
S 2;j'jr'i ¿34¿ cph fecha ¿ú de diciembre de !<«-*. t;i represeu- 
1 ación de la .Nación, pues. reconoce adeudar al actor la bu- 
rila antes expresada. 

Tctsaero* <Juc abierta la causa a prueba. >e produjo la 
certificada a fs. 44 vta.. y babiendo !:is panes alegado sobre, 
SU mérito, aquella quedó para sentcnel.i definitiva, 

Y Considerando: 

1." Que ba 1 virn r lose reconocido expresamente al eont estar 
la demanda. <|iie el actor tiene derecho a percibir sus habe- 
res como jefe de policía del territorio de Kin Negro, durante 
el tiempo en fpie estuvo suspendido, estando pendiente de una 
unción legislativa la entrega de la suma de $ 2, 571. 34, li 
1 [nidada por la Contaduría, sólo debe resolver el Juzgado si 
a partir de febrero iH de kj-ío. focha en que se levantó la sus- 
pensión, Cejas ba continuado devengando sueldos. Fúnda és- 
te su derecho a percibirlos en que la resohidr'm minislerial tes- 
limoniada a is, ,i dispuso que nportunamciuc se determina- 
ría la gobernación donde desempeñaría su- funciones. Xa- 
da más dice la "resolución" ministerial, y aun cuando fuera 
real rente exacta Ta aí'irmacinn del actor de que fué declara- 
do en disponibilidad "adscriptn al Ministerio" (cosas que nn 
dice la "resolución' ' t no podría fundarse en ello un derecho 
le» i timo a percibir emolumentos correspondientes a funciones 
míe no lian sido desempeñadas. Salvo ios casos excepcionales, 
establecidos por la ley. (para los diplomáticos, pur ejemplo), 
la situación de "en dJsf^fltbslírlad" no existe en nuestro sis- 
tema burocrático; es un término que ni» tiene sentido legal, 
y si prácticamente existen, por compl ucencias ministeriales, 
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empleado* que p^nnaijfoen on la Capital, fuera 'leí luyar tic 
sus funciones, semejante anímala situación no puede engen- 
drar derechos susceptibles de hacerse valer mediante una ac- 
ción judicial. 

2. " Que, esto nú obstante, y coro quieta que no se dió a 
Cejas el tlesiinu de otra gobernación, a que se alude en la re- 
solución de referencia, debe entenderse que continuó jicrlc- 
neciendo a ía Administración Nacional — no siendo imputa- 
ble a ¿1 su alejamiento de toda función efectiva, — hasta el 22 
de diciembre de u)2Q en que, si bien no hubo un pronuncia- 
miento expreso de que se lo "exoneraba" 1 o se le declaraba 
"cesante**, se dispuso, por decreto, trasladar a la jefatura de 
policía de lito Negro a don Alejandro Henavídez. Debe en- 
ífeh'áfcrsG qw* mediante esto decreto se nombraba a Iienavidcz 
jefe de .policía de Rio Negro, de lo que ha de deducirse ló- 
gicamente que Cejas, desde ese momento, quedaba tácitamen- 
te separado del cargo. Y si alguna duda pudiera caber al res- 
pecto, ella desaparece en presencia del intergivcrsable pronun- 
ciamiento contenido a fs. 14 fiel expediente administrativo 
agregado, según el cual para el Ministro Mel Interior, Cejas 
dejó de pertenecer a la Administración "en virtud de] decre- 
to del P, E. de fecha 22 de diciembre de [020. que nombra 
a don Alejandro llena vi dez jefe de policía de líio Negro para 
sustituirlo". La pretensión del acíor de que existe la designa- 
ción indeterminada de "jefe de policía de territorio" carece 
de todo fundamento, pues la ley anual *de presupuesto no con- 
tiene en una so'a partida a torios los jefes de policia, sinó que 
en inciso de cada gulwrnacióu ; parece un jefe de policia. lie 
modo que si Cejas fué reemplazado por llena videz en la je- 
fatura dé policia de Río Negro, aquél dejó de ser jefe de jhi- 
Kciá, I.a rotación a que se alude en la demanda podrá, tal vez, 
existir, pero a condición de discernir, en cada caso, u¡i nue- 
vo nombramiento a los interesados. 

3. " Que. como ya se ha visto, d Ministerio del Interior 
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entiende que Cejas dejó de pertenecer a la Administración el 
22 de diciembre de 1920 (ver fs. 14 del expdiente agregado); 
y como sólo tiene liquidados y a cobrar sueldos basta el 18 de 
febrero del mismo año, es indudable que tiene derecho para 
que la Nación le abone la suma a que ellos ascienden, a de 
más de la de $ 2.571.34, reconocidos en el escrito de con 
testación. 

Por lo expuesto, fallo: condenando de legítimo a1x>no los 
sueldos ((iic el actor debió percibir como jefe de policía del 
territorio del Kío Negro desde el 18 de febrero de 1920 has- 
ta el 22 de diciembre del mismo año, de acuerdo con la asig- 
nación, fijada en esa época, sin costas, por no encontrar mé- 
rito para imponerlas. 

C. Zavalta. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bucm» Aires, Mareo 25 de lítil 

Vistos y Considerando: 

Que Mari imano I>. Cejas demanda al Gobierno de la Na- 
ción por cobro de pesos importe de sus sueldos, devengados 
desrle el 25 de julio de 1910. como jefi- de poíidá de un terri- 
torio nacional, en disponibilidad. 

Que el mencionado Cejas fué nombrado por decreto del 
P. E. de 30 de enero de 1919 jefe de policía del territorio 
nación?! de Río Negro, siendo Suspendido en sus funciones 
desde el 25 de julio de 1919 basta el 18 de febrero de 1920. 
en que le fué levantada dicha suspensión. 

Que por resolución del Ministerio del Interior de 9 de 
marzo de 1920, se le reconoció derecho para jiercibír sus ha- 
beres durante el tiempo que había estado suspendido, los que 
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fueron liquidados |hjt la Contaduría Genera] de la Xaeión en 
la Minia de :> 2.571 .34 m n,, crédito que se Halla pendiente 
de la sanción del II. Congreso, a mérito de haberse sptieita^P 
fpnclos para, el pugo de diversos créditos correspondientes a 
ejercicios vencidos, según resulta del informe de* t$, jo (expe- 
diente administrativo agregado). 

Qiie por decreto del í*. K. de diciembre 23 de njjo, se 
trasladó como jefe de policía n! territorio de Rio Negro al de 
i^ual cla.se en Xeuquén. don Alejandro Mena vi de*, lucubrán- 
dose en su reemplazo a don Federico Spurr. 

One atenías todas estas circunstancias cabe declarar* co- 
mo aperladamente lo hace el señor Juez 'n qno" que Marlinia- 
no f>. Cejas dejó de pertenecer a la Administración Xacio- 
naj el 22 de diciembre de U)2Q, como expresamente resulta de 
la resolución ministerial corriente a fs. 14 del expediente ad- 
ministrativo. 

tjue teniendo liquidados sus sueldos basta el 18 de febre- 
ro de 19.20, corresponde declarar de ¡legítimo abono los suel- 
dos como jefe de j«>iícia del territorio nacional de Km Xcgro 
desde esa fecha hasta el 22 de diciembre de ese año. e^ que 
fué reemplazado. 

I'or ello y sus fundamentos, se confirma en todas sus par- 
tes la sentencia apelada de fs. <\\, ci>n las costas de esta ins- 
tancia. — Jpsé Marcó. — Marcelino Bsmláda. — 7". . trias. — 
ft. A. Xaaur Aufitoremh — /. P. Luna. 



FALLO DR LA CORTE SUPREMA 

Bueooi Alret. Agosto l- dt iDlt 

Vistos y Considerando; 

One el recurso de nulidad fundado en defectos \ ninisio- 
ne-» del fallo recurrido carece en el caso de verdadera consis 
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t encía legal, desde que dicho pronunciamiento resuelve en ter 
mittos expresos la cuestión planteada en la demanda, esto es, 
el derecho del actor a li>s sueldos de Jefe de I 'olida de mi Te- 
rritorio Nacional. Los demás plintos (jue .se dicen omitidos en 
Ta sentencia sólo revisten el carácter de argumentos encamina- 
dos a fací-1 itar la demostración del derecho invocado v¿ 
consiguiente. Ta circunstancia de no haber sido considerado* en 
su tonalidad, no es bastante para determinar la nulidad del fallo 
judicial. 

fjiic |i<ir lo que respecta a la falla di* invocación de la ley 
Ó del derecho en que se apoya la (lécisióni hasta nhservar rjíie 
Ta recurrida hace suyos los fundamentos de la de t' Instan 
cia y que ésta contiene los elementos de orden jurídico reque- 
ridos por la ley procesal, pudicudd citarse efKre otras consi- 
deraciones de ese orden, la relativa a la situación de los em- 
phvdus en disponibilidad y la referencia a la ley de prestí- 
puesto y a los decretos y resoluciones de míe fué objeto el 
demandante, para dejar demostrada la sin razón del recurso 
de que se trata. 

(Jue. en cuanto al fondo del .imuiIo. c-. incuestionable la 
justicia del fallo impugnado que hace lugai en parle a la de* 
manda, toda Ve/ que a partir del 22 de diciembre de lo¿o, fe- 
cha en que fué norbrado don Alejandro lienavídez para des- 
empeñar el empleo de Jefe de Policía de líio Negro, el de- 
mandante quedó viriualmeme separado del aludido cargo ya 
que no es conciliable la existencia de dos titulares en el misino 
empleo. Hasta ese momento había podido -entenderse que Ce- 
jas 110 había dejado de pertenecer al personal de empleados de 
la Nación, y que conservaba su puesto en la ( toheruación del 
Riíó Xcgro, aún cuando fuese ejercido i»or un füriéioijarío con 
carácter ele suplente* Tero a partir de la designación de lie- 
tiavídez, su situación quedó perfectamente definida por el nom- 
bramiento de un titular, porque la subsistencia de su empleo 
era incompatible con dicho nombramiento y porque, además, 
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ni fué designado |>ara otru destino ni se ha alegado tampoco, 
que hubiese prestado servicios <¡ue correspondan a algún otro 
cargo de l<« doicrminados en la ley de Presupuesto. 

Por ellí» y |ior tos fundamentos consignados en las sen- 
tencias recaídas en las instancias precedentes, se confirma, en 
lo principal, la sentencia de fojas y5, dcliiendo- pagarse en el 
urden causado todas las costas del juicio atenta la circunstan- 
cia de no haber prosperado totalmente las pretensiones de nin- 
guno de los litigantes. Notiftquese y devuélvase, debiendo 
relamerse el papel que corresponda al actor en el tribunal de 
origen. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

RENCENA. 



CVya de Ahorro Postal contra Carlos del Prado Laque y Carlos 
Reynolds \ por defraudación; sobre competencia. 

Sumario; La Caja tic Ahorro Postal creada por ley del Hono- 
rable Congreso, número 9527 no es una persona jurídica 
de derecho común para el régimen y administración de 
intereses privados, sino una institución de carácter federal 
creada por aquel poder en ejercicio de facultades expre- 
sas, en jitira de un Ínteres público y en cumplimiento del 
precepto de .propender a la prosperidad general ; en cuyas 
gestiones es indudable el interés del listado y es eviden- 
te la relación de dependencia con éste ; por lo que, si a la 
justicia nacional le incumbe resguardar los derechos e in- 
tereses de la Nación y si los crímenes que "tiendan a la 
defraudación de sus rentas u oht royan o corrompan el buen 
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servicio de mis empleados'', delnm ser juzgados por cita, 
es lógico que lo sean, igualmente, los que tienda» a la de- 
fraudación de sus demás bienes o corrompan el buen ser- 
vicio de mis empleados con la apropiación ilegitima de lo 
que ha sido confiado a su custodia. En consecuencia, co- 
rresjjonde a la justicia federal cvl conocimiento de un jui- 
cio por defraudación a la Caja de Ahorro Postal, >tn que 
sea óbice para ello, ta circunstancia de que se trate en el 
caso, de un delito de derecho común y de que 1c sean apli- 
cables determinadas disposiciones del Código Penal, Ar- 
ticulo 23. inciso 3." del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, y articulo loo de «Ta Constitución. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑO* JUEZ FEDERAL 

'Ctrdek». Abril 39 4c 1*23. 

Y Vistos- 

Iwos de la denuncia referente a irregularidades cometidas 
en la Agencia l>. 102. de la Caja Nacional de Ahorro Postal, y 

Considerando : 

1." Que aparte de la situación jurídica que hubiere mo- 
tivad» el auto de sobreseí miento definitivo de fecha 2 de oc- 
tubre de 1923, dictado, — en el expediente traído "ad effec- 
tnm vklendi". — -por ei Juzgado de Instrucción de la 4.* No- 
minación de la provincia, sobre el hecho ahora denunciado, 
cato observar que éste no se halla regido por una ley espe- 
cial del Congreso ni está comprendido entre los determinados 
por el art. 3. iric. $' de la ley X.* 48. como de la competencia 
de la justicia federal: 
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Que a los efectos del fuero penal nacional no basta que 
la Caja de Ahorro Posta] sea títim mstmieJon de carácter fe- 
deral. p>r "úanto es uii;i |**rsuna jurídica independiente det 
Estado, por más que funcione baju su dependencia y garan- 
tía, y dotada de bienes o fruidos no formados pew las rentas 
de !a Nación sino por bis cíe! progñq aburo publico, a cuyo 
régimen y tur: ito se la lia dcteruLimítfi pm- las leyes de su 
creación, la X." ^27. modificada por ¡a ley NV n.ijy; 

.V Que¿ ademas, la defraudación no se habría ejecutado 
cu esu- raso en una oficina .le Correos, ni en ningún otro lagar 
sometido a la absoluta y exclusiva |itrtstíiccÉóí) de la Nación, 
sinó en la [Wiiitcnctariá de Córdoba, que es un cstableritiLent" 
tle carácter enteramente local . 

Por estas cunstdcraciuues. anáo^as a la del fallo del to- 
't 1 '» M». pág. de ta S. C. Nacional, se resuelve: declarar la 
incompetencia de la justicia federal para conocer del delito de 
nunciado. 



niCTAMEX Míl. I'Hmi [*H.V|X>K KISCAt. DC CÁMARA 

I* xenia . Cámara : 

Presentada la denuncia por el señor J?iscnÍ> con mptivo de 
una defraudación a la Caja Xaeii-nal cíe Aburr í Postal, y de 
la que rebullan piomois autores don Carlos del Erado Lu 
que y doh Garios Krym.Ids. et Inferior se declara incompetente 
fundándose en que el hecho no se baila regido por una ley es- 
peciál del Congreso, ni está comprendido en eí art, iitf. 3/ 
de ¡a ley 4S. y que «6 basta que la Caja de Ahorros sea una 
institución de carácter federal, p6t cuanto es una persona ju- 
rídica independiente del listado. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



\Ü9 



Kn mí opinión. Excma. CVunani. ía ley *y$¿j no ha crea- 
do un.i entidad de esa naturaleza. siaó «na institución social 
de aburro publico, bajo ia dfeperidén&á tleí Ministerio del lu* 
tenor, acordando únicamente at Consejo ríe Administración 
las atribuciones clt* los representantes tic personas jurídicas, pe- 
ro sin que, por eso, tenga aquella el carácter que se le atri- 
buye. La ley no lia hecho nías que fijar la regla a la cual déjtje 
a j nsiar sus actos el Consejo, con las limitaciones que la mis- 
ma establece i art. j£ l . 

Corrobora este criterio, además de lu expuesto, la compO" 
sición del Consejo de Administración formado cu su totalidad 
jm>i- funcionarios nacionales; las atribuciones del Poder Ejecu- 
tivo, arts. 4." y ó." inc. á) última pane: la inversión de las 
stimas rtKÍhidas, art. 14, y fi.ialmenk-. el presupuesto de gas- 
tos y adelanto de rentas generales de los fondos necesarios pa- 
ra iniciar las operaciones, art. 21, 

Como se ve, la partíci pación d«¡ l*oder Ejecutivo y la 
responsabilidad del Estado por las sumas depositadas, es evi- 
dente, cuino b> demuestra, por otra parir, el art. i." al crearse 
la Caja bajo su garantía. 

El caso se encuentra: pues, comprendido entre los que 
legista el art. inc. 3.' de la ley 48. siempre (pie con el he- 
rbó delictuoso se afecte o pueda afectarse la responsabilidad 
de la X ación, como ocurre en el presente por la garaúna da- 
da, siendo, por lo trnto. parle U'gkima en el juicio y. j*or ello, 
de jurisdicción federal. 

Conceptúo que por las razones aducidas. V*. E debe revo- 
car el auto apelado ordenando al Inferior reasuma la juris 
dicción. 

l.uis J, Posáie. 



no 



FALLOS UE LA CORTE SUPKKllA 



SENTENCIA UÉ LA CÁMARA FEDERAL 

Córdoba, Mayo 3* d» mi 

Y Vistos: 

VA recurso de ablación interpurstu por el señor I 'rom ra 
tlctr Rscal contra el auto (te focha 29 de abril últi;iio. corriente 
a fs, 12, dictado por el señor Juez Federal de esta sección Oír- 
dol>a en la causa seguida contra Cario* del Prado Luque y Car 
los Reynolds poe defraudación, en el que lta resuelto; dudar. 11 
la incompet encía de la justicia federal para conocer del del i 
«» denunciado; y. 

Considerando: 

(Jue el delito de defraudación a la Caja de Ahorro Pos- 
tal o a los depositantes de fa misma nu está especialmente pe- 
nado en la ley que rige dicha institución y por lo tanto cae ba- 
jo el imperio de la legislación común. 

Que tampoco ese delito constituye una defraudación de 
rentas nacionales, porque la Caja no ejerce propiamente f un- 
ciones de gobierno sirio económicas o de previsión social y |«u* 
lo tanto no se confunde como otras dej»endeneias de la ad- 
ministración pública, con la personalidad del Kstado y por- 
que su capital no se forma con rentas o bienes nacionales, sinó 
con el apéete de depósitos particulares, 110 bastando para es- 
tablecer aquella con fusión la circunstancia de que su Consejo 
Administrativo esté constituido por altos funcionarios públi- 
cos o de que la Caja haya sido creada bajo la garantía de la 
Nación, jwfque esos funcionarios no ta administran en su ca- 
rácter de lates sitió en el de simples representantes de una jj*r* 
>o:ta jurídica como lo establece el art. 3* de la ley de ta materia 
N." 95-7 >' J>'»rque precisamente el hecho de que et listado le 
acuerde su garantía, está demostrando que la persona del ga- 
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rant* es distinta ele la persona a quien éste garantiza ya que 
no se concibe que alguien pueda afianzarse a sí mismo. 

Que en consecuencia del*- concluirse que esta causa no co- 
rresponde a la jurisdicción federal por razón de la materia ni 
por razón dé la pticfóni l)crjii dicada por la defraudación de 
que se trata que afectaría directamente a la Caja de Ahorro 
Postal y no a la Nación misma que es simplemente su garante. 

Que por otra parte de los antecedentes de este asunto no 
resulta <|uc el hecho o hechos delictuosos que se denuncian se 
hayan perpetrado en un lugar sujeto a la exclusiva jurisdic- 
ción nacional. 

(Jue siendo esto así d caso no está comprendido en nin- 
guno de los incisos de los aris. 3° d* 'a ley N." 48 y 2$ del 
C. de I*. Criminales de la Nación. 

ÍVir estos fundamentos y los del auto recurrido, se lo con- 
firma. — Nemesio González. — A. G, Posse. — Kn disiden- 
cia: /;. fí. Fierro. 



VJISIMNCIA 

El Vocal que suscribe cree, por su j>arle t que la presen- 
te causa es de competencia tic la justicia federal ixirquc se tra- 
ta aqui de falsificación de documentos nacionales como lo pre- 
vé el inciso 3. del art. 3/ de la ley 48. 

Y es asimismo de competencia de ta justicia nacional por 
estar caracterizado el inc. 4/ de dicho artículo. 

Dada la naturaleza del delito en cuestión no podría decir- 
se que no se haya cometido en lugar donde el Gobierno Nacio- 
nal ejerce exclusiva jurisdicción, porque 110 consta que la fal- 
sificación o adulteráTffiw ifchaya ejecutado dentro de la ofi- 
cina nacional o porque pueda suponerse que ella haya podido 
practicarse fuera o lejos de dicha oficina. Tales actos no son 
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niás nue actos preparatorias efe] ddlni que motiva este pro- 
ceso, el «lelíio se consuma al llegar :i la oficina nacional, al ha- 
cer sentir allí sus efectos, sino no harria defraudación sjhcV 
una í; Isificacinn u adulteración innocuos, cjtie acucarían mas 
liii-it el desistimiento voluntario del agente desde que no hn- 
hrta perjuicio. 

E. /?. Fn'rrn. 



rtRTAMKN' TiT.h SI-ÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butm>» Air», Julio 7 de IVJS 

Suprema Corte: 

I,a Caja Nacional de Ahorro Po<;al denuncia ante el |u/- 
gado I'Vdcraf de Córdoba, por interniedji. del Pnvurador \ r i* 
Cal, una defraudación de <|iu* dice lia sido victima por parte de 
don Carlos Reynolds y don Caries del Prado Litqiio, i¡ne ma> 
nejahan fondos de la misma. 

El r uez Federal si- ha declarado incompetente para cono- 
cer en la causa y su «solución ha sido enn firmada por la Cá- 
mara de Apelación. 

K¡ Procurador Fiscal <le dicha Cámara ha interpuesto re- 
curso para ante V. K. y le ha sido concedido 

líl delito i|iif se defrutuia e> de carácter c«>ini'iti previsto y 
castigado por el ari. 1^5. inc. 3:" del Código l'euah 

Consiste, según estás actuaciones, en haber reí en ido los 
acusados sumas de dinero que correspondía n a libretas de la 
Caja de Ahorro Postal, 

Tal delito no es de carácter federal, ni e>iá previsto ni pe- 
nado por las leyes de creación y funcionamiento de la Caja nti- 
tneros 'Kj; y 11.1^7. ni por alguna otra especial. 

%■ ' 
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Kl. por otra piule, aparece cornetido en la cárcel pehiten- 
daria de la ciudad de Górdnha a ain» vieedircetor. uno de los 
presados, h Caja Sádóriál de Anorrb Postal le había con- 
ferido las funciona tle agente de la mi>ma. 

ICsto importij establecer une el delito acusado no lia sitio 
cometido en lugar donde él Gobierno Nacional; ejerce absolu- 
ta y exclusiva jurisdicción. 

Todo lo expuesto me induce a qíimw> con réspectO a la 
competencia del juez Federal, qué ¡a presente causa no está 
comprendida entre aquellas cuyo cunoci míenlo le corresponde 
y que enumera el art, .V' de la lev X." 0, 

Por ello, y la doctrina de Y. K. (totno i>S, oag;. 8íi> dé- 
oste de la apelación interpuesta jw»r el Procurador Fii&al.. 

Horacio /?. Larreia 



FALLO DE LA COHTE SUPREMA 
_„ Buenos Aires, ArqiIO fc! de 18» 

Y Vistos: 

l f J recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Cor dolo, ennfirmaloria de 
la de Infancia que declara improcedente el fuero federal 
en la denuncia por defraudad. 'm formulada por el Ministerio 
Fiscal en representación de la Caja Nacional de Aliono Postal 
contra Carlos de! prado Uique y Cariéis Reynolds; 



Y Considerando: 

Que el de! ¡lo de defraudación a que se refiere la denun- 
cia, aparece cometido sohre sumas de di hito depositadas en la 
Caja Nacional de Ahorro Postal, institución federal regida por 
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leyes especiales del Congreso, la de su creación X." 9537 y la 
modificatoria NV 1 1.157. 

Que. en funeral, el régimen que dichas leyes establecen pa- 
ra el ejercicio de la función públtcrj, conferida a ta Caja de 
Ahorro Costal, y en particular, determinadas disposiciones re- 
lativas al contralor, dependencia y especiales modalidades de su 
actuación, demuestran tpie en ella se Ita instituido un organis- 
mo de relativa autonomía funcional, )ht«. dentro del Kstado. 
con subordí nación expresa al poder administrador y directa 
dependencia del Ministerio del Interior, definiendo asimismo 
los caracteres de esta institución, antecedentes legales como el 
que establece que opera bajo la organización y garantía de la 
Nación; que lo hace jior medio de un Consejo Administrativo 
compuesto de funcionarios de diversas reparticiones nacionales : 
que utiliza los servicios de los empleados de la Administración 
de Correos para quienes se crea una Caja de Socorros con el 
tres por ciento de las utilidades liquidas de la de Ahorro Pos- 
tal; que la turnia de los depósitos lia de hacerse por boleti- 
nes o estampillas y su inversión en t indos de renta del lista- 
do ; y en fin que ha de rendirse cuenta anual de la adminis- 
tración ante el Poder Kjcctitivo según lo prescribe el articulo 
22 de la ley 11.137. 

Que de las disposiciones legales precedentemente enuncia- 
das no es posible deducir que esta Caja o Kanco especial 
constituya una persona jurídica de derecho común para el re- 
gimen y ad i'tnistractón de intereses privados, pues está de ma- 
nifiesto que ha sido creada por el Congreso en ejercicio de fa- 
cultades expresas, en mira de un interés publico y en cumpli- 
miento del precep:o de propender a la prosjjcridad general. Ks. 
pue?, innegable el interés del Estado en las gestiones de eütii 
institución, como es evidente su relación de dependencia con 
aquél, y pur consiguiente iv» e.> admisible que la Nación sea ex- 
tra^kaa un juicio en que la Caja Nacional de Ahorro Postal 
es parre acuna n demandada. 
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Que de acuerdo con las conclusiones que preceden, la ju- 
risprudencia de esta Corte lia establecido que la Caja Nacio- 
nal de Alurro Postal, creada por la citada ley del Honorable 
Congreso número 95 ¿7 es una institución de carácter federal; 
cuyos actos están todos regidos por dicha lev desde el moni en tu 
que se trata de su interpretación en casos como el presente en el 
que se procüfa averiguar dada su organización, el fuero co- 
rrespondiente para el conocimiento del pleito que se ventila: 
haciendo constar que tal es la doctrina uniforme de este Tri- 
bunal, en casos como el cié autos, consignada desde el tomo 18, 
página jú2 de stts Fallos, reproducida sucesivamente, teniendo 
en cuenta entre otras razones, que creaciones como la que se 
trata no han sitio, según queda dicho en mira de intereses pri- 
vados del Kstado o de las personas, sinó con el propósito de 
un interés público en cuya virtud se le han acordado las ga- 
rantía*, y exenciones de que disfruta (Fallos, tomo 151, pá- 
gina 51 J. Y en mía decisión más reciente y de más completa 
analogía con este caso, se ha eNpresado que a la justicia na- 
cional le incumbe resguardar los derechos e intereses de la Na- 
ción, y si "los cr i meiics que tiendan a la defraudación de sus 
rentas ti obstruyan o corrompan el buen servicio de sus em- 
pleados" deben ser juzgados por ella, es lógico que lo sean 
igualmente los que tiendan a ta defraudación de sus demás bie- 
nes o corrompan el buen servicio de sus empleados con la apro- 
piación ilegítima de lo que ha sido confiado a su custodia; y 
en consecuencia aun cuando se trate de un delito de derecho 
común, el conocimiento de un caso como el "sub judia* 1 ', corres- 
ponde a la justicia federa!, con arreglo al articulo 3." inciso 3." 
de la ley número 48 y al artículo 23 inciso 3." del Código de 
Procedimientos Crimínales I Fallos, lomo 14&. página 20) . 

Que son asimismo de pertinente aplicación a estos autos 
otras consideraciones del cita 1 lo fallo, pues es evidente que no 
puede ser óbice en el caso a la procedencia del fuero federa!, 
la circunstancia de que le sean aplicables determinadas disposi- 
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cftmés del Código IVnal. constituyendo éstas como constitu - 
yi-n. normas substantivas cinc sí- aplican indistint amenté por los 
tribunales locales i» !*is de l;i Xa¡.*ión. -ejión el fuero t|ue corre» 
ponda ;i !as personas interesadas en los respectivos litigios 1 díi - 
tamen del señor Procurador General inserto en el fallo toro 
i.í<>. página I.Í5- 1 V habiendo ijued.-dn preceden teniente esta- 
blecido ipie Ja Cuja Nacional cío Ahorro Postal es un organis- 
mo creada por lev especial del Congreso con fines comprendí 
dos en el de propender a un propósito «le bienestar social, v 
por lo tanto en ejercicio de indiscutibles poderes cmistmicio- 
nades. esta causa *e halla también y por tal concepto, sujeta 
a la jurisdicción de los tribunales nacionales, con arreglo al ar- 
ticulo 100 de la Constitución y al articulo 2." inciso i." de la 
!ev número 48- 

Por ello, v oído el señor Procurador Generad, se revoca 
la sentencia recurrida de fojas r G. d«3aran4áse que el conoci- 
miento de esta causa corresponde al Juez tic Sección de Cór- 
< h il>a . N ■ >t í f ii (líese y de vuélvase . 

A. Bermejo — Ramóx Mkmh-x 

RODERTO Kl-I'KTTO. — M. Laü- 
RENCENW. 



tu», ftaríolouic Durqml y cf .Ministerio Fiscal, ¿óütrü la Cam- 
pailía Mercantil .\rtjcntiim. ¡><>r defraudación a la renta 
aduanera. 

Suinarit/; No habiéndose demostrado la exactitud del hecho 
míe sirvió de base a la denuncia, de 110 haber tenido alma- 
cenada la compañía o, de reliada cuando alionó los derechos 
-le exportación, la cantidad de cereaíes «me el respetivo 
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líoleto tic deposito cxjíedtdo por la Aduana establece, (dü- 
ctimcnlo que de acuerdo con el artículo 993 del. Código Ci- 
vil, hace plena prueba al respecto), la querella no puetle 
prosperar y debe absolverle a la querellada. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

U Plata, Octubre 30 de 1*3. 

Y Vistos : 

Esta causa seguida por don Bartolomé Durquct y cí Mi- 
nisterio Fiscal contra la Compañía Mercantil Argentina, por 
defraudación a la renta aduanera, de la que resulta: 

Primero: Con fecha 28 de septiembre de 19.21 la Aduana del 
puerto de esta ciudad, de conformidad con el art. 1034 de las 
ordenanzas aduaneras, remite a este Juzgado la presente de- 
nuncia, que versa sobre los sjpieiUea bembos: a) La Compa- 
ñía Mercantil Argentina, de conformidad con lo dispuesto por 
los arts. 5." <le la ley io..H9 $ l& de su decreto reglamentario 
de fecha jí» de enero de pidió pagar los derechos de ex- 

portación y estadística, por el trigo existente en depósitos >* 
planchadas del puerto, habilitados al efecto, en agosto de 191 *h 
y obtuvo en septiembre is* del mismo año el l>oteto de debito 
14 por la cantidad de 96.51.1 bolsas con 0.248,700 kilos 
de trigo, pagando la cantidad de pesos 8. ,185.80 m|n. de acucí- 
elo al aforo del mes de agosto de iguj: b) En septiembre de 
1919 pide pagar sobre la existencia de trigo que tuviera, y el 
14 de octubre, obtiene el boleto de depósito N." 17 V° r 3&*40 
liolsas con 2.128.500 kilos pagando la cantidad de $ 10.019. 11 
moneda nacional de acuerdo al aforo de septiembre de 1919: 
c) La existencia real en depósitos y planchadas al 14 de oc- 
tubre de 1919 era de 180.000 kilos de trigo en bolsas, en vez 
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de 2.128.500 kilos, en razón de que la diferencia entre estas 
dos cantidades, o sean 1.939. 500 kilos, correspondían al Me- 
to de depósito N." 14 y por los que ya se habían abonado los 
derechos respectivos con el aío o de agosto de 1910; d) Los 
i-OJO.'Co kilos entraron a los depósitos en el mes de octu- 
bre, después de haberse obtenido el boleto de depósito N." [7 
de tal manera que se ha dt fraudado maliciosamente la renta 
fiscal en el p;-go de los derechos efectuados por ttna cantidad 
de trigo que no se tenia en depósito. El administrador de Adua- 
na, al recibir la denuncia referida, te imprime trámite admi- 
nistrativo,, requiriendo al efecto los informes del caso y or- 
denado la abrogación de los respectivos documentos, y como de 
t* «lo ello surge, a su juicio, corroborados los extremos de la 
denuncia, la eleva a resolución del Infrascripto de conformi- 
dad con la recordada disposición del arl. 10^4 de las ordenan- 
zas aduaneras. 

Segundo: De acuerdo con las disposiciones pertinentes de 
la ley de forma, comparece el denunciante a ratificar la de- 
nuncia {s. 30) y se cita al gerente ti gestor de la Compañía 
.Mercantil Argentina a prestar declaración ( fs. 32). Continuá- 
li.üise los procedimientos de estilo, cuando ;t fs. 72, el denun- 
ciante, apercibiéndose de la falla de personería del represen- 
tante de la Co.iqiaiÜa Mercantil Argentina, con quien se ha- 
bían entendido los procedimientos subsiguientes, plantea la nu- 
lidad de que instruye el acta de fs. "2, que (trigina una re- 
solución favorable del Juzgado en el misino acto. Vuelve a 
comparecer, respondiendo a una citación hecha al efecto, el re- 
prese! liante de la Compañía, con poder especial para el caso el 
que respondiendo al interrogatorio a tjtte se le sometió, sostuvo 
que ta Compañía Mercantil Argentina, abonó los derechos de 
exportación ríe acuerdo con los certificados oficiales exoedi- 
dos ¡H>r la Aduana, y existencia rc¿d que tenia en los depósitos 
fiscales en ta fecha de !<>s certificados de referencia: que ta 
compañía recibió el diez de febrero al catorce ele octubre de 
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luiy, las cantidades de trigo que se expresan en las planillas 
agregadas de fs. 35 a 39. que cubren los boletos de depósito 
Nos. 14 y 17, cuya mercadería de conformidad con los boletos 
fie embarque, fué embarcada para su destino como debe constar 
en los "cumplidos" dados al Resguardo en su oportunidad y que 
obran en el poder de la Aduana, para terminar aclarando, que 
al referirse a la mercadería eti depósito, se refiere tanto a la 
que fué materialmente deleitada ramo a la embarcada de di- 
recto, que a los efectos fiscales se encuentra en las mismas con- 
diciones. 

Tercero: Cenado el sumario y pasado en vista al Minis- 
terio Fiscal y acusador jKirtieular. a los efectos del an, 457 del 
Cótl. de l'rnced. en I" Criminal, a fojas 8¿ el representante del 
Ministerio l'úbliro. acusa a la Compañía Mercantil Argentina 
1«*r las razone* expuestas. jn»r infracción a los arts. 6." de la 
ley 10.349. J °-5 y tojt* fie las ordenanzas de Aduana, solici- 
tando se le condene a la pena de comiso, pago de derecbos adua- 
neros, eostos y costas ¡ recésales. A fojas K4 el cpierellantc par- 
neniar encontrando demostrado con los documentos agrega dos, 
que la Compañía Mercantil Argentina en i.° de septiembre y 
14 de octubre de roj*/ ]>agó derechos por una enntidad de trigo 
que no tenia atmacenadfi en los tlepósitos fiscales. perjudiean- 
do con ello a la renta aduanera, adhiere a la acusación fiscal, 
solicitando la aplicación de la pena indicada, en armonía con el 
an. ó.* de la íey 10.341) y an. iH de su decreto reglamentario, 
y 1025 y 1026 de las ordenanzas de Aduana y Ci de la ley 4933. 

Corrido traslado, a fojas 87 lo evacúa et defensor de la 
compañía acusada, .sosteniendo qüfe corresponde absolver a la 
misma de culpa y cargo e imponer Jas costas del querellante, 
en virtud de (pie la Compañía Mercantil Argentina, lia abo- 
nado los derecbos de exportación, de acuerdo con las certifi- 
caciones hechas por la Alcaldía de la Aduana, sujetas a la exis- 
tencia real, (pie h com|>añía tenía almacenada en los depósitos 
fiscales; niega Ja imputación que se hace a su defendida, des- 
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conoce que las disposiciones invitadas por el acusador ]>ú1ilí- 
co y particular, sean aplicables al caso de autos, en cuya vir- 
tud se extiende en consideraciones demostrativas porte de relie- 
ve ta desorganización interna que existe en la Aduana, como se 
reconoce en el informe de fojas 5 vta., la pésima contabilidad 
que exproa eje mismu informe, para -tcr.rinar expresando que 
romo surge de ese mismo Informe de fojas 5 vta. la coiijípátna 
nú ha cometido ningún hecho, falsa declaración o denuncia (pie 
sea factible de una sanción penad í y que en el supuesto ltip> 
t ético de (pie se hubiera sufrido un error — cosa que tampoco 
admite — él sería imputable a la Aduana pura y exclusivamen- 
te, ya <|uc la compañía se sujetó a lo que sus empleados certifi- 
caran, pagando los derechos de acuerdo con lo que se liquido 
por la oficina respectiva : y de admitirse ese supuesto hipotéti- 
co. hace resaltar la sin razón «le la denuncia, desde (pie la Adua- 
na sólo podría reclamar de la Coupañia Mercantil Argentina, 
el jkiro de la diferencia de aforo, toda vez f|iie su representa- 
da, no ha aprovechado dolosamente de ese siquicsto error, 
aparte de que, siendo ajena al error, no puede pretenderse que 
ella cargue con tas consecuencias de estas omisiones. Se en- 
tiende en consideraciones para terminar insistiendo^ en su pe- 
dido de absolución. 

Cuarto: Abierta la causa a pniclia. se produjo la certifi- 
eada a foja-* -'OI y habiéndose celebrado a fojas -'45 I a 
díencia que determina el an. w¿ del Cór. de Procedí en lo Cri- 
mina), la cansí quedó en estado de sentencia ; y 

Considerando: 

1." * Míe la presente causa, originada por la denuncia de fo- 
jas 1. consiste tal éotiio se ha encarado, en haberse pagado de 
conformidad a la ley !03 derechos de exportación por 

una cantidad de cereal que no se halla!» almacenada en los de- 
pósito* y planchada del puerto, y que más tarde, esa misma . 



di: justicia ds la a ación 



181 



cantidad di' cereal, se introducía al puerto y se exportalia. cuan- 
do el derecho que regia para ese entonces era mayor que el que 
se fíibia alionado en la fecha que si- <lijo se encontraba (lepo- 
pitado. 

2. a De tal manera que. tratándose de un caso de exci- 
tación el presente, delic estudiarse y resolverse a la lux de las 
disposiciones de la ley 10.349 prorrogada por las leyes io.»m>. 
10.651 y 10.653 en vigor en la fecha del cas*» denunciado. J\s- 
t:i demostrado en autos, cosa que la compañía lia reconocido 
(fs. 80 v.) ( que con fecha 1." de septie mbre de 1919- ,;(ife. 13V y 
18 de octubre del mismo año í fs. 22 1. la Mercantil Argentina 
solícito y obtuvo los boletos números 14 y 17 para depositar 
en Gran Dock, con derechos de exportación y estadística pa- 
gos, el primeni hasta seis millones doscientos cuarenta y ficho 
mil setecientos kilos, y el segundo \h*t dos millones ciento vein- 
te y ocho mil quinientos kilos de trigo. Hl primero, o sea el 
número 14, fué cumplido embarcándose la cantidad que él 
cx^esa, según los boletos de embarque números 845. 889, 870 
y 044 agregados a fojas 14, 16, 17 y 18. VA boleto número 17 
por 2 . r 28 . 500 kilos ( fs. 22). resulta ta:rJ»éii cumplido ]mr los 
boletos de embarque números 975 y 1032 agregados a fs. 23 y 
24, pero he aquí, precisamente, en esa parle que aparece cum- 
plido ese bótelo jmr 2.128.500 kilos, que el Juzgado encuentra 
cometida la infracción. Veámnsla. Es evidente que la dispo- 
sición de la ley N." 10.349 reglamentando los impuestos a la 
exportación, ha sido sancionada con enormes benef icios para 
las casas que efectúan estas clases de operaciones, es decir. 
I>ara el comercio en general ; tan es así, quei su art. 3." estable- 
ce que "las Aduanas liquidarán los derechos de ejcportación con 
"arreglo al aforo vigente en la fecha en que fué expedido el 
*• respectivo boleto de embarque o permiso de depósito", es de- 
cir entonces que el que solicita permiso i>ara depositar frutos 
para exportar» debe pagar los derechos respectivos con arreglo 
a los aforos vigentes en la fecha de la expedición del boleto, 
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malquiera que sea la dd embarque, y es precisamente como 
consecuencia de esta disposición, la facultad que se acuerda por 
r) art. 2." para fijar mensual mente los avalúos do los produc- 
tos, Ks indudable i|iie, para obtener el permiso de depósito dc- 
lw en primer término resultar real la existencia del producto 
■ |uc se denuncia, porque, como los aforos oscilan según los mc~ 
ses lart. 2.". ley 10.340,), eHo potlria i>crmitir obtener un boleto 
< le depósito por una existencia ficticia, en meses en que los 
,t foros están completamente bajos, introducirlos posteriormente 
;t los depósitos y exportarlos en los meses en que el aforo es 
el doble, operación sencillísima si se recuerda que e! boleto ca- 
duca a los dos años de 1-xpediilo i art. 506, ordenanzas de Adua- 
na*. Bien: la recordada lev 10.349 que lia creado esc beneficio 
de permitir el depósito y pagos de depósitos en cualquier épo- 
ca, ¡«ra exportarlos también en cualquier momento, ba esta- 
blecido en su art. que: "los frutos o productos mencionados 
" en eita ley, de cualquier naturaleza que sean, podrán ser gi- 
" rados a depósitos o barreras habilitadas con ese objeto por lis 
M Aduanas de la República, ya se verifique el transporte por vía 
" fluvial, marítima o terrestre' siempre que se abonen en ese 
"acto, los derechos (pie está gravada su exportación A éste 
■' efecto los interesados presentarán a la Aduana una solicitud 
■' en sello de actuación haciendo constar la especie, cantidad 
"y calidad de los artículos y el establecí miento o barraca donde 
"deben ser depositados, etc.". IX' tal manera que previamen- 
te a la obtención del l»o1eto. el intresado del te presentar soli- 
citud haciendo constar expresamente esas circunstancias: ¿cum- 
plió lá Compañía Mercantil Argentina con esas prescripciones ? 
De la solicitud agregada a fojas n>, presentada a fin de obte- 
ner el boleto íi:' \f, resultan violadas esas disposiciones; en- 
tramos, pues, en el principio de las violaciones, y si bien la fal- 
ta de esos requisitos debió ser óbice para imprimir a esa soli- 
citud, los trámites que dispone el mismo art, 5,*, la Aduana de 
esta ciudad, omitió advertirlos y continuáronse los procedi- 
mientos de práctica: pasó esa solicitud a informe del tenedor 
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de [ibrps de -la Alcaidía, quien so expide ni pie de la solicitud 
X." 6495 ' fs - 20 v.). agregada a la de fs. 19, cspftesairido:: "J.n 
"existencia de bolsas de trigo de la Compañía Mercantil Ar- 
" sentina al 14 de octubre de 1919, es la siguiente: departa- 
" tnento 4 o 19/2 bolsas trigo. 130,500 kilos; departamenlo l>. 
" 32.174 bolsas de trigo, 1 ,998.000 kilos de trigo", pero a con- 
tinuación y a los efectos de advertir posiblemente para evitar 
que se cobraran y pagaran derechos por una cantidad inexis- 
tente agrega: *'Dc los cuates debe pagar el derecho de expor- 
tación y estadística por las de 32.174 balsas con 1.998.000 ki- 
Mos del depósito D., de acuerdo con el art. 5." de la ley 10.349 
"y art. 18 de su reglamentación : y no así por las 1972 bolsas 
"con 130.500 kilos del depósito 4." por haberlos satisfecho 
"en su oportunidad ; por boleto de depósito N." 14 de acuerdo 
"con el pedido de certificación de la solicitud 5317". Quien- 
decir entonces, qué la existencia real de trigo que la eompania 
tenía almacenada en depósitos sólo alcanzaba a 1.998.000 kilos 
l»or lo (¡tic debió expedírsele el boleto 17; ]«ru el error 
que aparece explicado a fs. 4 v. dio margen a que st le entre- 
gara por 2.128.000 kilos y se le cobrarán por ese kilaje los de- 
rechos de exportación de acuerdo a los aforos del mes de sep- 
tiembre de 1919; ¿pero, si ];■ compañía no tenía depositada esa 
cantidad de trigo, cómo ha podido aprovechar de un error de los 
empleados de la Aduana y aceptar un holeto de depósito por 
mayor cantidad, abonando derechos que al subsiguiente mes se 
elevarían ? Y la prueba evidente de que la compañía aprovechó 
de ese lioíeto por mayor cantidad que la existencia real, resul- 
ta de los boletos de embarque números 975 y 1032 de fs. 23 
y 24; por el de fojas 23, embarcó con fecha 17 de octubre de 
1919 en el vapor Kigadijk 1.263.647 kilos de trigo, y por el de 
fojas 24 en el vapor Kcltier con fecha 18 de noviembre de 1919. 
864.853 kilos, que sumados cubren el total del boleto de depó- 
sito N* 17; ¿cómo es posible que la compañía pudiera expor- 
tar con interioridad al 14 de octubre 2.128.000 kilos, si sólo 
tenía almacenados 1.998.500 kilos en esa fecha? Si bien es 
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cierto que él Indelu expira, o uno ya ¿e ha dicho, a los 'tos ánós. 
fart. 50O, ordenanzas de Aduana) y que en nada puede. iníuir 
el hecho de que se haya exportad» parte de ese cereal en no- 
viembre (fs. 24 v.i, hubiera sido, imprescindible, necesarísimo, 
que todo el cereal, ía totalidad del boleto N. ft 17- hubiera esta- 
do debitada en tos galpones a la fecha de ta expedición del 
boleto referido N." 17, 

\." Kl art. 558 de la?, ordenanza* de Aduana establece 
óute: "no es indispensable que el cardador etnlrarquc toda la 
" cantidad pedida : puede dejar sin embarcar parte de ella. ctc/\ 
y como es natural, esta tolerancia se ha establecido cu l»enefi- 
eio del comercio, desde que no sería posible obligar a los car- 
dad* ires a embarcar T^la la cantidad de productos sol ¡citados 
cuando la carga del buque no lo |x;rmitiera, razón por la que 
no del>e darse im|Mmancia al hecho de que la compañía con 
mucha poste rioridad a la fecha de! boleto N.° 17. haya em- 
breado por boleto de fojas 24, jiartc del trigo que según ella, 
estaba comprendido dentro del susodicho boleto N." 17- 

4." la maniobra de pagar en septiembre los aforos de un 
trigo que entra a depósito con posterioridad al 14 de octubre 
de u>io es precisamente lo que el denunciante particular y el 
Ministerio Público imputan delictuoso desde que tiende — co- 
mo en efecto ocurrió — a sustraer el pago de los derechos \tor 
ios aforos de los meses subsiguientes, que eran superiores. Es 
indudable que sí los aforos de octubre y noviembre hubieran 
disminuido a los de septiembre, no se habría aceptado el Iwle- 
to X." 17, incluyendo una cantidad que no existía almacenada, 
acto que el artículo 1037 de las ordenanzas de Aduana, reputa 
fraudulento porque tiende a disminuir la renta, aparte de que, 
como es sabido, las penalidades aduaneras no se establecen ni 
se imponen por la buena o nula fe en que se cometan las in- 
fracciones, sino por el mismo hecho de haterías cometido (arts. 
1025 y 1026. ordenanzas de Aduana). 
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5." ¿fia podido la C(tni]iafiía, a sabiendas, puesto que no 
podía desconocer la existencia real que tenia almacenada al 
14 de octubre, aprovechar de un error u omisión de la Aduana, 
para disminuir la renta? Invidentemente no; ese error no pue- 
de pretenderse que sirva de justificación. |>ara eludir las con- 
secuencias del aprovechamiento, porque la misma compañía por 
su propia contabilidad, ha debido s-dicr, no ha podido ignorar, 
(|iie sn existencia depositada. ¡10 alcanzaba et 14 de octubre a 
dos n ilíones ciento veintiocho mil kilogramos, y en esa situa- 
ción, ha debido reclamar inmediatamente del error, cu cam- 
bio de aprovecharlo. La Cámara Federa! de Paraná (tomo 1, 
pág. 33)4 ha dicho: "La complicidad o ineptitud sospechosa de 
"los empleados de la .Viviana, no salva las responsabilidades 
" emergentes de las infracciones a las ordenanzas de Aduana", 
y la Suprema Corte Nacional (tomo 22. iKig. it/i), ha dejado 
establecido: "que la intervención de! guarda en la verificación, 
" no excusa la responsabilidad del interesado", 

<¡¿* Que no cconlrando el Infrascripta con la prueba de la 
compañía denunciada contrarrestada la (|ijc surge clara y ter- 
minante del análisis anterior, considera innecesario detenerse 
en la misma, no sin antes aclarar algunos conceptos-- respecto 
del valor legal de los documentos referidos, punto en que pa- 
rece a]M»yar su mayor defensa el letrado de la compañía. 

7." E5Í artículo 979, inciso 5." del Código Civil establece 
que son instrumentos públicos respecto de los actos jurídicos 
'las cuentas sacadas de los libros fiscales autorizados por el 
encargado de llevarlas" y el artículo 993 del mismo código, es- 
tablece "n.uc los instrumentos públicos hacen plena fe ha si a 
que sean argüidos de falsos, etc.". El doctor Machado, en su 
comentario al art. 079 antes citado (tomo ,V'. ]>ág- * ,s_ 
tiene: "Asi. la copia de una partida de los libros de la Aduana 
y firmada ¡wn el encargado de llevarlos, es instrumento públi- 
co". "Cualquier acto escrito — continúa en el art. nota 6." — 
donde intervenga el fíobiemo o sus delegados en el ejercicio 
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de sus funciones, se considera instrumenta publico (véase 
Frcitas. art, 688. N." 7 y jurisprudencia fie 3a Suprema Corto 
de Justicia Nacional, entre otros fallo*, tomo ló, pág. 84 1. 
¿No es acaso la Aduana una rama del poder central autori- 
zada para la percepción de los impuestos aduaneros perfecta- 
mente justificada de acuerdo con ta facultad conferida por el 
art. 86, inc. 13* de la Constitución Nacional? Desde luego, en- 
tonces, no puede negarse a las copias de los asientos de esos li- 
bros, el carácter de instrumentos públicos, libros eme según re- 
sulta de los informes de fs. 19ÍV vta. y 198 están llevados Ac 
acuerdo con ef reglamento general de Aduana . La defensa se 
ha empeñado en sostener en que esas copias no pueden tener 
valor probatorio porque los libros contienen raspaduras o en- 
mendaduras; así resulta. efectivamente del informe de fs. «/>. 
pero ello no es bastante para negar el valor que la ley y la ju- 
risprudencia asignan a esíos asientos. En primer término la de- 
fensa ha omitido probar — cosa que resultaría esencial — que 
esas raspaduras existían en los asientos referentes a las ope- 
raciones de ta Compañía Mercantil Argentina y en segundo lu- 
gar que por efecto de esas emendaduras, los asientos y -jwr con- 
sigúeme sus dopias, podían haberse adulterado dclilx-radamen- 
tc t restando asi todo valor probatorio, a los mismos. 

8." Que de lo expuesto en 4os considerandos primero al 
quinto, el Juzgado encuentra justificada la denuncia, tan soto 
en los ciento treinta mil quinientos kilogramos, que según in 
formes de fs. Z vta. y 20 vta. la Compañía Mercantil Ar- 
gentina no tenia almacenados al 14 de octubre de 1919 y que 
aparecen exj>orlad«>s con mucha posterioridad a esa fecha- Qac 
en esa situación, corresponde considerar la pena a aplicar en 
este caso ya que la defensa, difiriendo de los acusadores, sos- 
tiene qué en esc supiiÉstp ¡a pena sería de doble derecho, líl 
articulo í>." de la ley 10.34*) establece que: "todas las operacio- 
nes que se realicen con los frutos o productos del ]kiís. du- 
■" rante la vigencia de la presente ley, así como las Itoletas de 
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41 depósito que se expidan de acuerdo con las facilidades acor- 
dadas en el artículo anterior, deberán ajustarse estrictamente 
"a las di sposic iones de las ordenanzas de Aduana en lo que 
" concierne al procedimiento y a las penalidades establecidas 
"en las mismas", y el articulo 1026 de estas últimas, dispone: 
"que todo hecho que tienda a disminuir indebidamente ta renta 
"aunque no tenga en estas ordenanzas una sanción especial, 
""sera, penado con la pena de comiso si la defraudación se in- 
" tenia sobre la cantidad o la especie de ta mercadería y con 
" pajp* de dobles derechos si es sobre la calidad". El artículo 
transcripto contiene dos sanciones, la dd comiso de la merca- 
dería y la de los dobles derechos. .¡Cual corresponde aplicar al 
presente caso? KJ articulo 18 de la ley JO.3Ó2 establece que la 
diferencia de especie y calidad a que se refieren los artículos 
128, 352, 930, to¿35 y i 026 y correlativos de las ordenanzas de 
Aduana, serán tratadas con arreglo al valor de las mercade- 
rías exclusivamente aplicándose dobles derechos si esas dife- 
rencias representan hasta el cincuenta por ciento asignado a las 
mercaderías en el respectivo documento y comisándose si ex- 
ceden de este cincuenta por eicntn, de tal modo, que refirién- 
dose este artículo .1 la c e i>ccic y calidad, la disposición aplica- 
ble al presente caso, es la del articulo 102(1 de las ordenanzas 
de Aduana, loda vez que. como se ha analizado. la infracción 
consiste en diferencia de cantidad; jmr lo tanto corresponde 
pena de comiso y teniendo en atenta que Ta mercadería ha sa- 
lido de la jurisdicción, corresponde en substitución, aplicar una 
multa igual al valor de aquella mercadería <art. fu, ley 40,33*. 

['or todas estas consideraciones y deíinitivameníc juzgan- 
do, fí.'Ilo: condenando a la Compañía Mercantil Argentina al 
pago de una multa igual al valor de los ciento treinta mil qui- 
nientos kilogramos que expresa el considerando octavo y al 
pago de la diferencia de aforos referidos y las costas de! juicio. 



Lfe8 FALLOS DF. LA CORTE SU HUMA 



SKNTKSCIA DE LA CÁMARA FKD&RAL 

L* Pim, Septiembre 2H de 192Í 

V Vistos: 

Kstos .Hitos traídos en ablación por el Ministerio Fiscal y 
el denunciante, y \wr la Compañía Mercantil Argentina en a]*- 
lación y nulidad de la sentencia dictada a fojas 246 por el señor 
Juez Federal de La Plata. 

Considerando: en cuantié al recurro de nulidad: 

Qfifó no es causal l)ostantc para fundar este recurso, la 
omisión del señor Juez "a quo" de pronunciarse sobre la pres- 
en lición alegada ai contestar la querella; porque no se írata. 
en el caso, de la prescripción de carácter penal. <|ue es la (pie 
habría corresixmtlido oponer en estos autos, sino de la referen- 
te a la acción fiscal .para reclamar de errores de cálculo en la 
documentación aduanera, prevista imr el articulo 433 de las 
ordenanzas de Aduana y ley número 4933. 

Qüe tainjioco es causa de nulidad el hecho de no haber 
resuelto la sentencia sí la diferencia de cantidad esta q iip den- 
tro de la tolerancia acordada ]*>t la ley. defensa no alegada al 
contestar la acusación, tú la omisión del señor Juez "a quo* 
de pesar las circunstancias de atenuación;, porque ellu implica 
que 110 'las ha hallado en auio>. eOfl ¡líéffto suficiente |>ara com- 
putarlas. 

Consideran-I": <-n cuánto al recurso de ablación: 

Que ia préiCTliJciórv aiegada es improcedente, porque ella 
se refiere a errores fie cálculo en operaciones de importación 
v porque las reclamaciones sobre operaciones de exornación 
que él articulo 433 invocado previ', se pre<crilíen a los diez 
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años, término que no ha cprndp evidentemente en el caso de 
autos. 

Que tainjHKo es atendible (a defensa fundad» en h tole- 
rancia acordada por el artículo 196 de las ordenanzas de Adua- 
na tiorque esta disposición legisla para la importación fie mcr- 
1 cadenas y no ¡jara las oraciones de exportación, como las 
de autos, 

Ouc la acusación y la sentencia de que se recurre se fun- 
da en que la Compañía Mercantil Argentina, declaró en catorce 
de octubre de iyn> en el |ierniiso de depósito número 17 (fo- 
jas 22 \. la cantidad de dos millones ciento veintiocho mil quí- 
nicntos kilogramos de irigo (2. 128.500 ks. ). |>ara ser deposi- 
tados en ajtnacenes de Aduana con derechos de exportación pa- 
gos y luego los embarcó por permisos de exportación números 
975 Y ,0 3- (fojas 23 y 24), siendo inexacto (pie llegara a cpns- - 
tituír en deposito la cantidad declarada, a la fecha en que se 
hizo tal declaración. La defraudación fiscal consistiría así cu 
haljerse integrado la cantidad declarada con frutos que no es- 
taban deijosit-idns n la fecha indicada, sinó que se trajeron con 
posterioridad, entre el 14 de octubre, fecha del deposita, y el 
iH fie noviembre, fecha en <|Uc se terminó el embarque; y como 
en noviembre ya rigió un aforo mayor ( véase liquidación de 
tojas 8), la manifestación falsa habría producido una lesión a 
los intereses fiscales, que debe ser penada cun arreglo a las 
ordenanzas y leyes de Aduana en vigor. 

íjiie la sentencia da por acreditado que el 14 de octubre 
de tyio, sólo existían en depósito y plancha (Lis la cantidad de 
ün millón novecientos noventa y ocho mil quinientos kilogra- 
mos de trigo, pero de autos no resulta la constatación de tal he- 
cho. En efecto; del propio informe del tenedor de libros de 
la Alcaidía, producido a fojas 20 vta.. en que se apoya el se- 
ñor juez "a quo", residía que la existencia dé trigo en 14 de 
octubre cía ta que Utego so declaró en el iv, riso de depósiin 
ííúmerii 17 (1,128.500 ks, í: y si hubo error e ntal informe. 
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provocando una manifestación inexacta en el referido per* 
miso, >las constancias de autos no llegan a rectificarlo, ni a 
establecer 3a verdadera existencia, dadas las contradicciones de 
los datos que la Aduana consigna en las diversas oportunidades 
en pe informado en esta causa. Así, el informe de la mis- 
ma teneduría de libros rectifica a fojas 4 el anterior, preceden- 
temente recordado, y dice que la existencia de trigo, en 14 de 
m-rubre, era de 1 .¿07,500 kilos; la misma oficina hace un nue- 
vo balance y concluye afirmando de fojas 109 a 117, que esa 
existencia llegaba a 1.356.440 kilos; nueve días después y tras 
un nuevo Iki lance vuelve a rectificar fijando esa existencia en 
1.307.500 kilos i fojas ¡22 al 129), cari la manifestación cate- 
górica de que tal resultado no puede ser contraloreado por los 
libros que lleva el Resguardo en virtud de que difieren en ab- 
soluto de los de la Alcaidía (fojas 122 vta.l. Por último, la 
investigación que administrativamente mandó practicar el Mi- 
nisterio de Hacienda, de que da cuenta el expediente l raido 
para mejor proveer, después de constatar la irregularidad y 
confusión con que son llevados los libros de contabilidad de 
la Aduana de La Pinta, a punto de uner que rehacerla, en lo 
referente a las oraciones de que se trata, extrayendo los da- 
los pertinente* de la documentación original, cartas de jKinc, 
boletas dé gin>s, de visión de los libros de la compañía, k i tajes 
establecidos por la oficina de Conservación y Trafico del Puer- 
to que depende del Ministerio de Obras Públicas, etc., etc., 
'lega a la conclusión de que el dia 14 de octubre de hjiu. la 
Compañía Mercantil Argentina tenia en depósito la cantidad 
de dos millones ciento sesenta y siete mil novecientos quince 
kilos [2Abjs}if i ks. \ de trigo mayor que la declarada en el re- 
ferido permiso número 17, sin contar con las cantidades que 
lenta en vapores en el puerto en esa misma fecha; y que el 
Fisco no se ha perjudicado en Jo mínimo, sinú por el contrario, 
ha cobrado derechos de más, como allí se demuestra, a causa 
de los errores de la referida contabilidad oficial f véase ex- 
IK-diente agregado íiiftj. C. inji. M. de TI., principalmente en 
sus fojas 13, 20 vta., 21. ¿5 vta. y ¿ó(. 
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Que, éri consecuencia, falta el hecho imputado a la com- 
pañía querellada, materia de la infracción aduanera, y el ]ier- 
juicio fiscal que ha podido sustentar la acción penal deducida 
en esto* autos. 

Por estos fundamentos, se rechaza el recurso de nulidad 
y se revoca la sentencia de fojas ¿jí* absolviéndose a la Com- 
pañía Mercantil Argentina, — José Marcó, — R. Guido La- 
vatk. — Antonio L. Marrcwro. 



l-\\LUí DK jU CORTE SL'l'REMA 

■ham Aiiw. AiMto IS de va. 

Y Vistos : 

El presente juicio pur defraudación a la renta de Adua- 
na seguido por el Ministerio Fiscal y Bartolomé Durquet con- 
tra la Compañía Mercantil Argentina venido en apelación de 
la sentencia dictada por la Cámara Federal de I«a Plata- 

Y Considerando: 

Que !a denuncia formulada contra 3a compañía nombrada 
se funda en que ésta ha pagado los derechos de exportación 
(ley 10.349), P° r lu,a cantidad fie trigo que no se hallaba al- 
macenada en los depósitos y plancliadas del puerto de La Pla- 
ta, cantidad de cereal que introducida más tarde fué exportada 
cuando ya el derecho era mayor que el pagado en la fecha en 
que se dijo se encontraba depositada. 

Que el boleto de depósito número 17 expedido por la Adua- 
na del puerto de La Plata en favor de la Compañía Mercantil 
Argentina acredita plenamente (articulo yt>3 del Código Civil), 
que esta última en la fecha de su expedición tenia almacenados 
en el puerto de la referencia la cantidad de dos millones cien- 
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to veinte y ocho mil kilos de trigo con defcébos de exporta- 
ción y estadística pagos. 

Que ello no obstante tanto el Ministerio Público como el 
denunciante sostienen la inexactitud del Contenido de ese bo- 
leto de deposito en razón de haberse incurrido ni cx|>edirlo , 
en un ernir de hecho rcs]>ecto del húmero de kilos de trigo se- 
ñalado en el mismo; en lugar de dos millones ciento veinti- 
odio mil Moa la compañía sólo habría tenido en realidad un 
millón novecientos noventa y ocho mil kilogramos, según la 
sentencia de i." Instancia 6 un millón doscientos siete mil qui- 
nientos cinco kilogramos según el denunciante. 

Que. aún en la hipótesis de (|ue promediare el error en 
cuestión, los informes exjiedidos j»or las dependencias de la 
Aduana con el fin de dejarlo esclarecido no jtenuiteu arribar 
a una conclusión cierta y segura sobre ese hecho capital para 
el progreso de la denuncia. En efecto; a fojas 4 la Aduana 
afirma que la existencia en kilos de trigo el 14 de octubre de 
1919 era de un millón doscientos siete mil quinientos y poste- 
riormente (¡ne ella alcánzala a un millón novecientos noventa 
y Ocho mil kilogramos 1 fojas 20 vta. ) : a fojas 117 informa que 
el saldo en aquella fecha es de un millón cuatrocientos cua- 
renta kilos y a fojas 129 se reduce a un millón trescientos sie- 
te mil quinientos. Esta falta de concordancia en tos informes 
expedida |*tr la Aduana del puerto de La Plata serian por sí 
s< .los suficientes liara no admitir la comprolmción del error 
dé hedió atribuido al boleto de depósito número 17 y a tener 
por acreditado en su mérito que la mercader i a a la cual él se 
aplica se encontraba realmente y en 'a cantidad indicada dentro 
de la Aduana del puerto de J.a Hala en el momento en (pie 
fué expedido. 

Que. por último, la investigación ordenada j>or d Minis- 
terio de Hacienda y practicada por el Inspector de Rentas se- 
ñor Manuel R. Bortam» para revisar Ujs libros de la Alcaidía 
y del Resguardo del puerto de La Plata 1 véase ejcpfcdiéntt agre 
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gáiíte). tía llegado a la conclusión, no sin «tejar constancia de 
la* 4ificáítádes une ha debido vencer i>or la forma irregular 
v confuía de llevarse la contabilidad a los efectos de la aplica- 
ción de -la ta*a de almacenaje, de que la existencia de trigo al- 
maecnada i>or la combina el 14 & mfám de 1919 alcanzaba 
y sobraba para completar la establecida en el boleto de depó- 
sito número 17. 

Que en estas condiciones y no habiéndose demostrarlo la 
exactitud del hecho que ha servido de base a la denuncia . ta 
querella no puede prosperar. 

Un su irsérito y reproduciendo los fundamentos de la sen- 
tencia de ia Cámara Federal de La Plata se la confirma en 
todas sus lurtes. Molifiqúese y devuélvanse, repon iéndose el 
papel en el Juzgado de origen. . . 

A. Bermejo — J. Figukkoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

RENCENA, 



Doña Marcpjrita hon 9 c?kd contra don Alfredo Und». sobre 
consignación. 

Sumario- No habiéndose expresado al interponer la apelación 
para ante la Corte Suprema, que se trataba del recurso ex- 
traordinario del articulo 14. ley 4* y «* ley 4 <>55- ^ 
tenderse que se tía interpuesto el ordinario, y siendo este 
improcedente, por no estar el caso comprendido por el ar- 
ticulo y de la ley 4<>55- corresponde declarar mal conce- 
dido el deducido. 

Cato : Lo eicplican las piezas siguiente** 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Air**. Julio 14 dt IB» 

Suprema Corte: 

La ¡qtelacíón para ante V. E. autorizarla por el articulo 
14 de la ley 48 puede deducirse contra las sentencias definiti- 
vas de Jos Tribunales Superiores siempre que se haya plantéa- 
lo en la causa un casi» federal- , 

Y debe interjíonersc la queja ante el Tribunal apelado fun- 
dándola í Art. 15. ley citada), en forma f|ue aparezca la relación 
directa e inmediata que existe entre el hcclio invocado y la ga- 
rantía feileral que se supone violada. 

Asimismo es menester determinar expresamente la natu- 
raleza del curso que se deduce so pena tic darse por entablada 
una apelación ordinaria Í Joctrina uniforme de esta Corte). 

T.n la presente causa sobre consignación seguida por doña 
Margarita Longcpicd contra don Alfredo Lamió, al apelar a 
fe. 35, se omitió cumplir los requisitos preindicados. 

Opino puf tantiv. que él recurso deducido es improcedente. 

Horacio ¡i. Larreta. 



KALLO HE LA CORTE SUPREMA 

Bueno! A Ir* i, Abo* ta IS de \m 

Y Vistos; 

No habiéndose expresado al interponer la apelación para 
ante esta Corte que se trataba del recurso extraordinario au- 
torizado por el artículo 14 ele la ley número 4055, de 1 * en_ 
tenderse (¡ue se lia interpuesto el ordinario (Fallos tomo it8. 
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página i/i. entre otrosí. V siendo este improcedente por no 
encontrarse el caso comprendido en ninguna de las situaciones 
previstas por el articulo 3." de la ley N." 4*>55> de acuerdo con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, se declara mal 
concedido el que se dedujo a fojas 35- Molifiqúese y repuesto 
el papel devuélvanse, 

A; Bermejo. — J. Ficuíroa Al- 
costa. — Ramón Méndez — 
Roberto Refetto. — M. Lau- 

RENCENA. 



Fisco Nacional ceñirá Rodolfo MÓ0S CiU:ú " % ^istóbuio Dtt- 
ttiñoiia, por reivindicación. 

Sumario: 1." La buena fe requerida por el artículo 4006 del 
Código Civil para la prescripción ordinaria comprende, co- 
mo elementos constitutivos, Ja creencia de que el enajenan- 
te era el verdadero propietario del inmueble, la de que el 
mismo tenía capacidad para trasmitirlo y la de que el ti- 
tulo de adquisición no adolece de dolo ni tic vicio alguno; 
y no pudiendo surgir el primer elemento o sea el cotí- 
vencimiento de que el enajenante era el verdadero pro- 
pietario del inmueble, sinó del examen atento det derecho 
de dominio de éste, se impone, en el caso, la conclusión de 
que los actuales poseedores conocían el decreto del Poder 
Ejecutivo de fecha 12 de Mayo de 1888 concediendo la re- 
validación del título del donatario de doña Elisa A. Lynch, 
origen y antecedente necesario del título de aquéllos. 

2.* Las razones jurídicas invocadas por la Corte Supre- 
ma en su sentencia registrada en la página 1») del tomo 
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115, de s « s Falos, para declarar la invalidez del referido 
decreto del l'oder Ejecutivo, demuestran que la ignorancia 
de los actuales jtosecdores acerca tlet derecho de dominio 
de su antecesor en el título, no importaría un error de he- 
cho y, por b> tanto, excusable de acuerdo con el articulo 
4007 del Código Civil, sino un error de derecho, inexcu* 
>able de acuerdo con la última parte del referido articulo 
4(x>7 y a¿5«i del mismo Código. ( VA error que consistiera 
en ignorar las leyes de derecho público que reglan las re- 
laciones de los poderes del gobierno y les señalan su órbi- 
ta propia de acción, es cabalmente y siempre un error de 
derecho, puesto que las leyes y con más razón, 'las de ca- 
rácter constitucional deben ser conocidas por todos tos ha- 
bitantes y nadie puede engañarse sobre su verdadero al- 
cance y contenido. Artículo J. y 2. a del Código Civil y 31 
de la Constitución). 

.V K! amparo del derecho internacional 'impetrado por 
Solano López al I'oder Kjecuiivo en relación a las tierras 
dé] Chaco, sólo el Congreso de la Nación podía dispensar- 
te. <u'm1c que por aplicación de sus principios se intentaba 
producir un acto de dispove : ón de h tierra pública. { Ar- 
lículo hj. inciso 4." y articulo 4." de la Constitucional. 

4. " Aún admitiendo bi) Miélicamente el hecho afirmado 
cii él decreto del I'oder Kjecuiivo de (pie la Kepúnlica del 
Paraguay hubiera alguna vez ejercido jurisdicción sobre 
la parte del territorio del Chaco enajenada a doña E; JS . 
Lvrnli, ,i revalidación im fué legal, pues el Congreso ni 
por el tratad" de limites ni por ninguna otra ley. había au- 
torizado al I'oder Ejecutivo para concederla. 

5, Kl concepto de la buena fe no ha de derivarse de la 
circun>tnncia de que muchas personas huyan atribuido va- 
lidez a los títulos de que emerge el derecho de dominio, 
■valización múltiples y sucesivas operaciones con eHOs. 
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O." La presunción del articulo 4003 del Código Civil en 
el mejor de los supuesto, sólo sería (le aplicación en este 
litigio a partir del ano 1888 fecha del título otorgado i>or 
el Poder Ejecutivo a raíz del deeretu de revalidación y, 
visiblemente, entre aquel momento y la deducción de lá 
demanda no lian transcurrido treinta años. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCIÓN I>K LA CÁMARA FEDERAL 

Buenoa Airts, Octubre S de IM3 

Vistos: los autos seguidos por el Fisco Nacional contra los 
señores Rodolfo Moncs Cazón y Anstóhulo Durnñoua, sobre 
reivindicación; y 

Considerando : 

Que en el año 1805. según aparece de ia escritura corrien- 
te a fs. 224 del ex|>ediente agregado I P. N." Wó él Gobierno 
del Paraguay, lia jo la prcsidenciíi del mariscal Francisco Sola- 
no I^ópez, vendió a doña Til isa A. Lynch un campo de 437.500 
hectáreas, sitúa di» ai Sud del rio Pileomayo. o sea en el Orn- 
eo argentino, hoy Kormosa. 

Que en 1882 don Enrique Solnn* López, hijo tle duna 
Klisa, se presentó al Gobierno Argentino pidiendo ei registro 
de dicho titulo, en la Oficina de Tierras y Colonias, invocando 
el articulo 103 de !a ley 817. El Poder Ejecutivo, oyendo al 
Procurador Cicncral de la Nación, quien dictaminó (|iie tal tí- 
tulo no tenía valor alguno en relación a esta República, adop- 
tó por resolución ese dictamen, (decreto de marzo 3I1883). 

I,a señora Lynch ocurrió entonces al Congreso pidiendo 
venía para demandar a la Nación, solicitud que ta H , Cámara 
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tic Diputados denegó después de considerarla extensamente en 
su sesión del 18 de agosto de 1884. 

Que dictada (tico después, en octubre 27 de 1884, la ley N.° 
1552, don Enrique Solano López, a quien su madre doña Eli- 
sa había donado esas tierras el o de septiembre del mismo año, 
se presentó nuevamente al Poder Ejecutivo, en marzo de 1885, 
invocando el articulo 1." de dicha ley para revalidar ese ti- 
tulo, y no obstante el dictamen contrario de los pn>curadores 
del Tesoro y General de 'la Nación, el P- Ejecutivo, por dc- 
certo de 12 de mayo de 1888, hizo lugar a la revalidación, la 
que se llevó a cabo otorgándose la escritura correspondiente el 

23 del mismo mes. ( véase fojas 223 a 276 expedienté citado) . 

Días después, el 7 de junio siguiente, don Enrique Sola- 
no Lope*, vende a don Francisco Solano López Alvarez las 
cien mil hectáreas que ahora se cuestionan; éste fas vende a 
Eugenio Maffei y Artstóbulo Durañona. el 2 de julio de 1889, 
■ el 27 del mismo mes y año, éstos venden la tercera parte de 
ellas al doctor Rodolfo Moncs Cazón, quien adquiere más tarde, 
septiembre 5 de 1892, después de otras transferencias, lo de- 
más que correspondía a Maffei, quedando así dueño de las 
dos terceras partes de! inmueble, siendo de Durañona la otra 
tercera parte. 

Que observado por ta Oficina de Tierras y Colonias (en 
889 y 1801). el decreto de 12 de mayo de 1888. el Poder Eje- 
íitivo, oyendo la opinión de los procuradores del Tesoro y Ge- 
neral fie la Nación y al interesado, por decreto de noviembre 

24 de 1896 — fojas 1 55. — declaró nula y sin ningún valor 
la expresada resolución administrativa de mayo \¿ de 1888, 
y mandó pasar el expediente al Procurador Fiscal para que 
promoviera fa acción a que hubiere lugar, lo que éste hizo el 21 
de diciembre del mismo año 1896 — fojas 157. 

La Suprema Corte resolviendo esa demanda e:i última ins~ 
tanda, confirmó la sentencia del Juez Federal y de esta Cá- 
mara, declarando la nulidad del decreto del Poder Ejecutivo 
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qtfe ordenó la revalidación del título de Enrique 'Solano Ló- 
pez, expresando: que el Poder Ejecutivo al concederla liabia 
extralimitado sus facultades; que tostaba al lectura del ar- 
tículo i." de la ley 1552 para demostrar que no pudo otorgar- 
la legalmente; que lejos de cumplir fielmente esa ley la ha 
"adulterado "introduciendo una aplicación contraria a su in- 
tención y fines manifiestos, y su texto claro y explícito y a 
" los antecedentes de los debates legislativos y de la discusión 
* de la gestión administrativa" y agrega, que invocándose tam- 
bién en dicho decreto una jurisdicción ejercida por el Para- 
guay sobre el territorio del Chaco entre eí Pilcomayo y el Ber- 
mejo "es necesario decir que tal jurisdicción no ha existido ni 
" fué jamás reconocida por el Gobierno Argentino". 

Que a mérito tle loa antecedentes referidos, el señor Pro- 
curador del Tesoro, en representación del Gobierno Nacional, 
demanda por reivindicación <le las cien mil hectáreas mencio- 
nadas, contra los señores Rodolfo Monea Cazón y Aristóbulo 
Durafiona, manifestando ser estos los únicos, entre los diver- 
sos adquirentes de las tierras de López, que no acataron el fa- 
llo de la Suprema Corte (agosto iq de 191 5 ". Mas 89 a 107) . 

Que los demandados contestan a fojas 151 y 246: que son 
propietarios por compra, según lo comprueban los títulos que 
presentan, y poseedores por más de treinta años, en cuya vir- 
tud oponen la prescripción fundada en la propia posesión con 
justo títulu y buena fe por mas de veinte años y en la posesión 
continua por más de treinta años que tienen uniendo a la su- 
ya las de sus causantes. Agregan: que la sentencia de la Su- 
prema Corte no les obliga por no haber sido parte en el jui- 
cio respectivo, y que la Nación no puede perseguirlos por rei- 
vindicación, sin demandar previamente la nulidad de sus tí- 
tulos. 

Que la sentencia recurrida, corriente de fojas 4S7 a 510, 
rechaza ta demanda admitiendo la prescripción treintenal pe- 
no la decenal. Ha sido apelada también por los demandado-* 
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en cuanta no hace (ligar a la préscripcióñ decenal y a 1as cos- 
ta^. Limitado así el recurso ríe los demandados, sólo corres- 
ponde ocuparse en esta instancia riel titulo de los mismos como 
demento Üé la |>rescft][í¿tón o en cuanto pueda fmidar la falta 
de acción <ie la reivindicante. 

Que siendo bienes del Ksiado general q ú los listados par- 
ticular todas las tierras situarlas en los limites territoriales de 
la República que carecen de otros dueños — artículo 2342 del 
Código Civil. — y hallándose las cuestionadas en territorio na- 
cional, es indudable el derecho de la Nación a ejercer !a acción 
reivindicatoría contra cualquier poseedor que no justifique que 
han salido del dominio del Estado. 

One atento los antecedentes relacionados, el título opuesto 
por los poseedores no prueba que e! dominio de la Nación se 
haya extinguido por ningún acto o hecho susceptible de cau- 
sar su pérdida (artículos ¿505. 2524, 2526. 2Ó01 a 26031. y 
«pie pnr e!Io no le compela la acción reivindicatoría deducida. 
Xi la venta nula de quien no era dueño farts. 10, 1329, 3365 
y 3270} , ni la revalidación igualmente nula otorgada por man- 
datario no facultado (arts, 35, 36, 1038,, 1870 y 1391 ), son ac- 
tos suficientes a producir tal efecto. V una ve* vez declara- 
rla judicialmente 'la nulidad del decreto que hizo lugar a la re- 
validación, con el efecto consiguiente de volver las cosas al 
mismo o igna! Mádb en que se hallaban anics riel aclo anu- 
lado ian. 1050 1. la Nación ha ]*>dido ejercitar, como lo ha he- 
cho, la acción reí vindicatoria contfa los terceros poseedores 
lans, 1051, _>7;S y concordantes), ¿m necesidad de demandar 
previamente la nulidad riel titulo de adquisición ríe los de- 
mandados. Kl doHnio es exclusivo y Dcrpetüo; subsiste inde- 
pendiente del ejercicio que se haga de él, mientras no se pro- 
duzca un acto capaz de extinguirlo, y es inherente al mismo 
el flerc.-ho ríe reivindicación. MI propietario no deja de serlo, 
aunque no ejerza ningún actq de propiedad, aunque esté en la 
i nip. oibilidad de hacerlo, y aunque un tercero los ejerza con su 
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voluntad o contra ella, a no ser que deje iRisecr te cosa por 
otro, durante el tiempo requerido i*ra que éste pueda adquirir 
la propiedad [>ur la prescripción (arts. 2508. 2510» ¿f»ij. 2756 

>' 2757)- 

Que el poseedor que invoca 'a prescripción adquisitiva de- 
be probar su posesión a título de propietario, continua, públi- 
ca y pacífica por el termino exigido por la ley- Estas condi- 
ciones son requerirlas igualmente para la prescripción de trein- 
ta años sin título ni buena f« íart. 4015). COfnO para la de 
diez a veinte años fundada sobru '"a buena fe y el justo titulo 
(art. 

Ks. pues, ¡a primera cuestión a examinar sí los demanda- 
dor lian acreditado tener, como pretenden, una iwsesión que 
■aliaga Ins condiciones legales por más de treinta años, pues- 
to que .i asi fuera, nada mas tendrían que probar, y no podría 
oponérseles m la falta ni la nulidad del titulo, ni la mala fe 
en la posesión (art. 4016) . 

One los demandados sostienen tener más de treinta años 
de posesión continua pública y pacífica, uniendo a la suya 
k de sus cansantes, a partir de! i£ de marzo de 1867, fecha en 
que. según el acta transcripta a fs. ■ 53. levantada en el para- 
je de l'ileotnavo ¡por un juez de paz ,mraguayo. se dio posesión 
del cam, H >. previa mensura, al señor José Ms. acerado ac- 
cidental de la señora de Lynch, a nombre del mariscal 1 resi- 
dente de la República del Paraguay. 

\firman que esa posesión, así adquirida, no fué [>eriur- 
bada ni sufrió menoscabo hasta 1888. fecha en que ^revali- 
dó el títnlo; e invocan varios actos, como demostrativos de su 
posesión v dominio, todos posteriores a la revalidación referi- 
da de los cuales son los más importantes, la censura del agn- 
mentor Sol (1889 a 1891 ) Y «a implantación posterior del esta- 
blecimiento ganadero denominado Hoga-Porá. 

Pero no han demostrado ni invocad*, ningún acto concrc- 
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tp y caracterizado de posesión desde 1867 liasta la revalidación 
en 1888. 

Yic tal manera, en el supwsto tic que la señora Lynch hu- 
biera adquirido efectivamente la posesión en 1867, en la opor- 
tunidad y forma que se pretende, esa posesión habríasc con- 
servado por la seda intención, sin actos materiales de goce; y 
siendo así, tal posesión solo ánimo y sin apoyo de un titulo vá- 
lido, no seria iiti! para la prescripción, porque no llenaría las 
condiciones legales no seria continua ni suficientemente clara y 
pública, 

Si es verdad que la continuidad de la posesión no tiene na- 
da de absoluto y debe apreciarse, más o menos rigurosamente 
según la naturaleza de] derecho que se pretende haber prescrip- 
to y el 'goce de que es susceptible, es necesario por lo menos, 
para que la posesión 1 Hieda operar la prseripción. que sea ma- 
ní Testada por actos suficientemente repetidos para advertir al 
propietario que ella amenaza su derecho y le pone en inora de 
contradecirla. La prescripción transforma el hecho en dere- 
cho; la (loscsión que a ella conduzca debe ser pues la manifes- 
tación regular del derecho que el poseedor pretende hacer sobre 
'la cosa y que la prescripción consolidará. (Líaudry Lacantíné- 
rie. Prescriprion Xos. 230, y siguientes) , 

La asimilación, dice Laurent, que se hace entre la posesión 
y !a propiedad en lo que concierne a su conservación, tiene sus 
restricciones. Aunque el propietario no haga ningún acto de 
goce conserva su propiedad; pero no pasa lo mismo con el 
poseedor que prescribe. La razón de la diferencia resulta de 
la situación diversa del propietario y del poseedor: el primero 
natía tiene que adquirir, quiere solamente conservar la propie- 
dad y la posesión ; el segundo quiere más que conservar, quie- 
re adquirir la propiedad poseyéndola; es necesario pues que 
liosea, es decir, qtie ejerza los actos de goce que la naturaleza 
de la cosa exige. 
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La posesión, concluye Laurent, citando a Potlüer y Mour- 
Ion, conservada por la sola intención, sin actos de goce, gHa 
tina posesión discontinua ; por tanto, el [poseedor no puede pre- 
valerse de ella para la prescripción. (Uurcnt. Droit Civil Frail- 
eáis. Tomo $2, N.° 29) . 

Tocia prescrijKión adquisitiva, agregá Laurent. se Ijasa en 
la posesión, y toíla posesión debe tener los caracteres determi- 
nados por la 'ley. Cuil es la razón ¡jorqué la posesión debe reu- 
nir todas esas condiciones ? Dunod responde que la posesión dc- 
be ser de tal naturaleza que las ]>artcs interesadas sean adver- 
tidas de ellas y puedan contradecirla c i nterr umpirla. líl iwsee- 
dór prescribe contra el propietario ; éste puede interrumpir la 
prc?crii>eión e impedir su cumplimiento. Es, pues, una garan- 
tía "de la propiedad contra la usurpación. Para que sea eficaz, 
necesario que la posesión que un día se podrá invocar con- 
tra el propietario sea conocida i»r él ; eso no basta ; es necesa- 
rio que ella anuncie, por sus caracteres, que el poseedor en- 
tiende ser el propietario y obra como tal. ¿A qué tiende esa po- 
sesión, que si continua podrá ser opuesta al propietario? Se tra- 
ta, dice Protulhon de operar la expropiación del verdadero due- 
ño del fundo; es necesario, pues, que sea suficientemente ad- 
vertido del peligro que le amenaza; es necesario que sepa que 
un tercero ocupa su heredad y la ocupa con la intención de dis- 
putarle la propiedad; es necesario, pues, que -la posesión sea 
tal que |»nga al propietario en mora de obrar. (Dunod, Part. 
i. Cap. IV; Proudhon De Pusufnut, T. VIII. N.' 3577)- To " 
tlas las condiciones exigidas por la ley tienen por objeto llamar 
la atención del propietario amenazado y forzarlo a obrar, sí es 
realmente propietario- La posesión debe, pues, ser continua cu 
el sentido de que el jjosedor debe hacer los actos regulares de 
gose que un propietario, buen padre de familia, hace sin dis- 
continuidad; debe ser la manifestación del derecho que preten- 
de tener sobre las cosas y que reclamará cuando sea cumplida; 
debe gozar como goza un propietario, no un hombre negligen- 
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tt*, sino un buen padre de familia ; jtorquc es necesario no olvi- 
dar que la posesión tiende a expropiar a aquél que es o sé píé- 
tende propietario; es necesario. pues, que durante todo el tiem- 
¡hi requerido para la prescripción, el poseedor haga actos de 
posesión que lia i>en la atención del propietario y le pongan en 
mora de interrumpir la prescripción que corre contra él (Ob. 
c\t. f Nos. 274 y ¿75), 

Que tampoco resulta proUido que la señora Lynch adqui- 
ricra efectivamente !a posesión en iR'»", por tradición que se le 
liLiera en nombre del mariscal Francisco Solano Lójicz. IVesi- 
'lente de la República del Paraguay, con motivo de la venta 
relaciona! la del Gobierno de esa República, 

Ninguna constancia fehaciente hay en autos que permita 
dar por acreditado ese hecho, como lo pretenden los demandados 
y lo establece la sentencia apelada. Existe al contrario una 
serie de circunstancias (jue íp hacen muy dudoso. 

Kl acta referida de entrega de ]>oscsión subscripta imr un 
Juez de paz del Paraguay, cu el |jaraje de Pilcomayo, única 
prueba presentada al efecto, no es un instrumento que haga 
l>or si solo fe completa de su contenido: pirque no emana de 
autoridad legitima y competente, ni por razón del lugar sobre el 
cual no tenía jurisdicción, ni por razón del acto, desde que los 
bienes ratees situados en esta República están exclusi valien- 
te regidos por las leyes del pais, respecto al régimen de los mis- 
mos, en lo que se comprende su posesión, a los modos de trans- 
ferirlos y a Jas solemnidades que del>en acompañar esos actos, 
fan. io C. Civil.; lev 15, Tit. 14. I'art. ^f) : y por que el acta 
expresada, asi como los hechos de tradición y mensura que pre- 
tende acredilar. babríanse efectuado en fraude de nuestras le 
yes y en violación del derecho púbtico argntino, por autoridades 
extranjeras, sobre un fundo situado en territorio argentino, 
donde el Gobierno de la Nación jamás aceptó discusión de lí- 
mites, ni reconoció ¡>osesión ni jurisdicción extrañas, conforme 
lo ha declarado la Corte Suprema de Justicia. 
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Y resultando qae el Paraguay no tuvo en ningún iiHimenuj 
jurisdicción de derecho ni de hecho, ni dominio sobre d té- 
rritorio donde se halla el campo cuestionado, su Gobierno no pu- 
do torgar titulo válido. 

La posesión es un hecho, y no basta para probar su ad- 
quisición la dedaración del tradente, ni un instrumento que 
demuestre "a intención de adípiirirla: es predio probar el liecho 
material y que éste sea posible i artículos 2273 y 3'93)- 

Kn el "sub judice'\ ios Remandados no han presentado 
otra pvueba que el acta mencionada, y no han logrado acredi- 
tar en otra fórina ni siquiera vestigios dé la posesión y mensu- 
ra de que se habla: hechos que. por otra parle, resultan inve- 
rosímiles, no sólo iK>r los motivos ya expresados, sino también 
por las circunstancias cíe a¡)are:er como practicados durante la 
guerra de la Trip.e Alianza con él Paraguay y en regímenes 
donde, según es notario, aún dominaba el sai va je. Y debe agre- 
garse, que antecedentes respetables de autos hacen dudosa la 
realidad de la venta misma que se dice efectuada por el Go- 
bierno del Paraguay a favor de la señora Lynch. 

Que los demás actos concretos de posesión que invocan los 
demandados, so» lodos posteriores a la fecha de la revalida- 
ción, según se ha dicho. IX- manera que en el caso más favo 
rabie a los demandados, es decir, en d casi. He qué, presetn- 
diendo de la pruelia y sin analizar si pueden p no unir su po- 
sesión a la de sus cansantes, se contara su posesión desde la 
fecha de la revalidación en 1888. de conformidad a la dispo- 
sición del art. 4003, de que el poseedor actual, que présenle en 
apoyo de su posesión un titulo transjatiyo de propiedad, se pre- 
sume que ha poseído desde la fecha dd título, salvo prueba en 
contrario; los demándanos sólo tendrían veintisiete años cum- 
1>tidos de 'posesión hasta agosto de 1915. f«cha dé la demanda. 

Que. en cambio, no es dudoso que los demandados han acre- 
ditado más de los diez años de |>oseSÍón continua requeridos 
para la prescri^ión abreviada, y esto aún en el easi> más des- 
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favorable a los mismos. ( >n que su posesión comenzara a con 
tarsc desde la implantación del establecí miento agrícola-gana- 
dero Hoga-Porá, <¡ue aparece efectuada cutre los años uynj 
a tpp3 *. 

'Puede concluirse, en suma, que resulta dé autos que los 
demandados tienen más de diez y menos dé treinta años de po- 
sesión con las condiciones legales para prescribir: lo cual liace 
improcedente la presa pción treimenaria y posible ¿a prescrip- 
ción decenal, en caso de que concurrieran tos demás requisito* 
legales. 

Se desprende también de lo dicho que es innecesario, a 
los fines de esta "litis", entrar a analizar minuciosamente los 
hechos alegados y probados para fijar la fecha precisa del co- 
mienzo de esa {^sesión. 

Qiic según el articulo ¿900 del Código Civil, el (pie ad- 
quiere un inmueble con buena fe y justo tituló, prcserit>e la pro- 
piedad jHir la posesión continua de diez anos; prescripción si 
l ien más favorable en cuanto exige un término relativamente 
breve, está en cambio, sometida a condiciones más rigurosas: el 
¡Hisecdor delie tener además un titulo justo y buena íe. 

<Jue ¡a buena fe requerida jara la prcserii>ción es la creen- 
cia sin duda alguna del poseedor rfe ser el exclusivo señor de 
la cosa, la ignorancia del poseedor fundada sobre un error de 
I lecho c> excusable j>cro no lo es la fundada en un error 'de 
derecho (arts, 4066 y 4007)- 

I-i buena fe, dicen Auhry y Rau, párrafo ¿i<>, exige una 
creencia plena y entera; la menor duda de parte del adqui- 
nnte sobre los derechos de su autor excluye la buena fe. De 
ello resulta que el adqui rente que hubiera tenido conocimiento 
al momento de la adquisición de una causa de nulidad de es- 
crituración ti de resolución inherente al título de sil autor no 
pudría ser considerado de buena fe. 

U buena fe implica una creencia positiva, la firme con- 
/ 
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vicción de que el autor era propietario y podía enajenar, Pue- 
de ella no existir aún sin hal>er mala fe. Si el título «leí cau- 
sante es viemsn. nulo «1 áhitláutei y él adqitírentc tuviera o de- 
biera tener conocimiento del victo no puede tener esa firme 
convicción, la Imena fe positiva <|ue necesita para prescribir 
]K>r diez aíios. (ver Vazeille, N. tt 471 y siguientes; Laurent. 
Mos. 406 y siguientes; Duranton tomo 21 N." ,,..). 

Que no es [Xtes admisible, en el presente caso, la buena 
fe de los poseedores en et momento de la adquisición, si se 
tiene presente «jue la verificación de tos títulos de sus cansan- 
tes del año anterior a su compra, ha debido revelarles el vicio 
de que estaban afectados por !a ilegal revalidación que hizo el 
P. Kjccutivo sin estar facultado por ley. 

Nadie puede ignorar que -los funcionarios del P. E. ejer- 
cen un mándate limitado i>or la Constitución y las leyes; que 
no pueden disponer de la tierra pública sin estar autorizados 
|mr ley; autorización necesaria aún en el caso de que el P. K. 
creyera procedente la reclamación con arreglo a los principio:, 
reconocidos de] derecho internacional ; y que los actos de los 
man data rios que extralimitan el mandato, no obligan al man- 
dante. 

El error consistente en creer que el P. E- podía disponer 
de la tierra pública sin ley que lo autorice, no es excusable 
por ser un error «le derecho. No importa que los funcionarios 
que incurrieron en tal error, lo hicieran sinceramente, y que 
los adquirentes participaran cíe él con igual sinceridad : él error 
de derecho excluye la buena fe a los efectos de ¡la prcscri)K*ión. 

Que los demandados sostienen, sin embargo, que no cons- 
tando el vicio en el titulo de su causante inmediato, su igno- 
rancia es sólo «le hecho. Pero tal excusa es inadmisible, si se 
recuerda que eJ vicio habíase producido hacia poco tiempo ; qui- 
nadle compra y sobre todo tratándose de una conqwa cuantio- 
sa, sin verificar los ti míos de sus causantes del año anterior: 
que nada autoriza a presumir tan tor(ie negligencia, lo que mi- 
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pUíaría presumir contra lo normal; que serta antijuritUcb in- 
terpretar en fónfiii que una negligencia tan grave resultara l»e- 
neficiosa para el que ha incurrido en ella; que, en suma, el esca- 
so tiemjKi transcurrido, la cuantía del negocio, la importancia 
■ Id antecedente, hecho lie que las pretensiones tic la Lynch 
v de López fueran objeto de discusiones públicas, y las nume- 
rosas transferencias de que las tierras fueron ohjeto. con in- 
tervalos brevísimos, que lejos de revelar la buena fe del proce- 
der revelan más bien la inquietud de quien no está seguro de 
mi derecho; todo ello se auna para hacer increíble la ignoran- 
cia de hecho que. alegan los demandados , 

One finalmente, en las cuestiones de hecho, tanto en las 
(pie se refieren a la posesión y a sus caracteres, como en las 
í|ite se refieren a la buena fe di poseedor, el poder de aprecia- 
ran de los jueces debe indinarse, naturalmente, en la duda, 
en el sentido de la equidad, es decir, en el caso, en favor de 
quíén aparece auno propietario legitimo. 

Qu la reivindicación persigue además de la restitución de 
la cosa, la indemnización de los perjuicios caucados por la re- 
•t'iKÍón indebida. 

lin l-1 caso, ningún perjuicio sé lia concretado fuera de la 
rot tuición de los frutos. 

Kn cuanto a éstos, la demanda pide la restitución de los 
percibidos (véase fs. 106 vta.) : y teniendo en cuenta i|iie la 
buena fe requerida para la prescripción es diferente de la reque- 
rida para la adquisición de los frutos, a cuyo efecto la exis- 
tencia de un título translatívo de propiedad permite presumir- 
la. só:o corresponde hacer lugar a ta restitución que se pide de 
los frutos percibidos desde que se notificó la demanda, 

Hite l;is costas deben abonarse en el orden causado aten- 
to a la dificultad y a las circunstancias particulares de esta 
causa. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia altada de 
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fofas 487 a 510, y hacienda lugar a tai demanda se condena a 
los demandados a la restitución del inmueble de ¡1 referencia, 
con los fmtos percibidos desde la notificación de la demanda. 
Repóngase el papel en el Juzgado de procedencia. — T. /trías. 
— ft. A. Xttzar Anchorctta. — /. P. Luna. — Kn disidencia : 
Mrrri'Iiun Fixctilttriti. 



PALLO DE LA C01TB SUPREMA 

■ueMf Airt*. Agosto Mdt 1925 

Y Vistos: 

Los seguidos por el Fisco Nacional contra Rodolfo Alones 
Cazón y Áristóbulo Duramma i*>r reivindicación, venidos en 
apelación de sentencia de a Cámara Federal de la Capital. 

Y Considerando : 

Que la buena fe requerida para la prescripción ordinaria es 
la creencia sin duda alguna riel |xisecdor de ser el exclusivo 
señor de la cosa — ar'icn'n 4006. Código Civil. Referida la 
buena fe a tal convicción personal del poseedor actual, no pa- 
rece dudoso que aquella de acuerdo con el texto legal, com- 
prenda como elementos constitutivos: al la creencia de que el 
enajenante era et verdadero propltario del inmueble: h) la 
creencia de que el enajenante tenia capacidad para, transmvlir- 
lo y c) la creencia de que el título de adquisición 110 adolece 
de dolo ni de vicio alguno. La exactitud de esta conclusión en 
presencia de los términos usados jnir el artículo 4006 del Có- 
digo Civil emerge del hecho de que nadie puede tener la firme 
con fianza de ser propietario de un imnitble sino es por que crea 
que quien se lo ha trasmitido ¡lo era realmente y tenia capaci- 
dad para enajenarlo y se halla además corroborada por el con- 
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tenido de las frotas ¡i los artículos 4006, 4o 11 " >' 4°'- del Có- 
digo Civil. 

yue en el présenle juicio ia cuestión queda reducida a sa- 
Iwr si los jmseedores actúala del eanqio materia de la rei vindi- 
cador) han podido razonablemente tener la convicción de que 
su enajenante era el verdadero dueño del mismo, ya que no se 
ha puesto en tela de juicio ]¡i capacidad de enajenar de don 
Kraneisco Solano Alvares vendedor de Maffci y Dnraiíona ni 
la de estos últimos en relación de Mones Cazón, ni resulta tam- 
|ioco que e* título de adquisición de éste o el de aquéllos ado- 
lezca en si mismo de dolo u otro vicio de nulidad. 

Que la existencia de la buena fe invocada por los deman- 
dados a los efectos de ta prescripción ordinaria presupone la 
demostración de que sus autores mediatos c inmediatos eran 
propietarios del campo poseído por ¿líos en virtud de un tí- 
tulo inatacable es decir limpio dé toda causa de nulidad o de 
rescisión. Sólo concurriendo la'es circunstancias lian jKvlido 
ali rentar aquéllos la creencia sin duda alguna de haber ohte- 
nido el señorío de la cosa. Si los vicios del titulo del vendedor 
■ i de sus autores lian sido o debido ser QQnocidós en su mo- 
mento |H*r los poseedores actuales, tal conocimiento es exclu- 
yeme de su buena íe por cuanto aquel «pie tienen un derecho 
de dominio anu'ahle u resciudihlc. forzosamente ha de tras- 
mitirlo con los mismos vWios. 

<Jue e f decreto de! l*oder Kjernlivo de 12 de mayo de 
t'USfli concediendo la revalidación del título del donatario de 
doña Klisa A . Lynch constituye el antecedente necesario del 
título de los | poseedores actuales- %& eficacia de la escritura 
suscripta por el Poder Ejecutivo en favor de don Enrique So- 
\mo l,ó]K'z presupone la validez legal de aquel decreto expe- 
dido pocos dias antes. 

(Jue los demandados o mis causahahientes han conocido ese 
decreto o lo han debido conocer, es cosa de la cual no es p'*si- 
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ble dudar. En efecto, el representante de Düiráñütá a fojas 168 
expresa que "en presencia de titulo corno el que te presentó 
su vendedor don Francisco Solano Alvarcz con revalidación 
hecho por el Poder Ejecutivo del otorgado por el Gobnerno del 
Paraguay seguido de la mensura y de la inscripción en el Re- 
gistro de la Propiedad**, consideró que no debían exigirse ma- 
yores garantías. En cambio, el representante de Moncs Cazón 
si bien afirma que de sus escrituras no resulta que para otor- 
garlas se tuviera a la visía y se exhibiese el titulo originario, 
es decir, el que el Poder Ejecutivo dió a Solano López, reco- 
noce luego que el escribano le suministró referencias sobre el 
título primitivo había sido dado pnr el Gobierno (foja? 262). 
Y este antecédeme es suficiente para ele j ¡ir sentado que se cono- 
ció tal decreto, desde (pie por suscintas (pie fuesen las referen- 
cias, ellas debían contener por lo ¡venus la información de tra- 
tarse de mi título otorgado por el Gobierno del Paraguay sobre 
tierras situadas en territorio argentino declarando válido por 
un acto de! Poder .Ejecutivo contrarío a la lev de 1884. Por 
lo demás, y aún no mediando tales reconocimientos que se ha- 
cen más terminantes en eí alegato presentado ante este tribu- 
na* f fojas 693). la conclusión tendría que ser la misma desde 
«pie si la buena fe por definición legal lia de fundarse en la 
creencia de que el enajenante era el verdadero dueño y este con- 
vencimiento só'o es posible obtenerlo mediante un examen aten- 
to del derecho de dominio de aquél la ngligcucta que conq>or- 
taria la omisión de dicho examen la constituye ta negación de 
toda creencia no podría !ógicamente sustentar la buena fe. No 
se trata, en efecto, de que el poseedor crea porque sí de una 
creencia inteligent v razonada. Esta consid ración descarta como 
inaceptable la fusibilidad de un error de hecho derivado de 'la 
falta de examen de los títulos que acreditan el dominio. 

Oue sentado «pie los actuales demandados tuvieron o de- 
bieron tener conocimiento del mencionado decreto del Poder 
Ejecutivo corresponde examinar el contenido de éste y su valí- 
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dez jurídica para deducir de lá naturaleza de loa vicios o nu- 
lidades que le han sido imputados. Ja buena g mala fe de 1*»* 
demandados. 

me el decreto de] Poder ||jecwtí»ü de mayo de 0$, 
transenpto en él t&stNótfo ríe fojas 114 t escritura de venta 
de Ettrique V. Soíano Lói*.-* a don Francisco Solano Alea- 
re* 1. para conceder la revalidación impetrada se fundó: a) en 
que el titulo dé propiedad otorgado por el Gobierno del Para- 
guay en favor de doña Elisa Alicia Lynch sobre un extenso 
campo situado dentro de los limites del Chaco en la margen 
derecho del Pilcomayo se hallaba comprendido en el articulo 
1." de la ;ey sobre revalidación de octubre de 1SK4: b) en que, 
aún cuando a$i mi fuera, concurrirían también en favor de 
Énnque Solano López los principios de derecho internacional 
¡nir cuanto ha sido umversalmente admitido por todas las na- 
íones que las vertías hedías a particulares anu-s de la celebra- 
ción de los tratados de límites por uno de los gobiernos de tóe- 
nos Sküadoá dentro de la jurisdicción más, tarde reconodda a 
íavur de <>ini deW- -er respetados. 

Qvtc Ins demandados han sostenido que el mero conocí- 
miento de ese derecho no perjudica su buena fe. pus en todo 
caso su Ignorancia aceita de. derecho del dominio de Lójwz se 
fundaría en un error de hecho y por consiguiente excusable de 
acuerdo con el artículo 4007 del Código Civil. I'ara apreciar 
(1 grado de fundamento de esta defensa no es posible, prescin- 
dir de ía sentencia pronunciada por esta Corte declarando la 
i uva l : dez del susodicho decreto ítonio 115. ingina 18 ya que 
las razones jurídicas que se invocaron por el Tribunal para 
l egar a tal resultado han de ser de gran eficacia para definir 
v carácter i zar la verdadera naturaleza riel error que se inten- 
ta hacer valer. 

< íue las razones en que ^e fundó la referida sentencia para 
declarar la nulidad det decreto riel Poder Kjecutívo fueron la* 
siguientes : aj Clue él implicaba la violación de la ley de riva- 
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lidaeión de tierra pública de -7 *le «>ctubre de 1884 y t\ desco- 
nocimiento de las facultades privativas del Congreso en malcría 
de tierras públicas; b) que el Poder Ejecutivo al ordenar y 
llevar a cal» >la revalidación, había extralimitado las faculta- 
des que lo competían como ejecutor de las leyes\¡Jel Congre- 
so; c) que la jurisdicción reconocida por el decreto en favor 
del Paraguay sobre el Territorio del Chaco, entre el Bermejo 
y el Pilcomayo no había existido ni fué jamás admitida por ei 
C.obierno Argentino. 

Que cualesquiera de tales fundamentos caracterizan una 
nulidad manifiesta y absoluta, ta cual puede y debe ser de- 
clarada de oficio en el interés de la moral y de la ley (articulo 
31 de la Constitución y 1038 y (047 del Código Civil) . El error 
de los poseedores en presencia de mi título tan ostensiblemente 
afectado tendría que haber consistido en creer que el Poder 
Ejecutivo de la Nación se hallaba autorizado por sí solo para 
disponer de la tierra pública o para interpretar las leyes hacién- 
dolas comprender supuestos apenas a sus previsiones. Entre 
tanto, por disposiciones expresas de la Constitución correspon- 
de al Congreso (articu'o inciso 4." y artículo 4.") dispo- 
ner del uso y (ie la enajenación de las tierras de propiedad na- 
cional y el Poder Ejecutivo ( Articulo 8(1) sólo puede expedir 
las instrucciones y reglamentos (pie sean necesarios pata la eje- 
cución de las leyes de la Nación cuidando de no alterar SU es- 
píritu con excepciones reglamentarias . El erro* <| ue consistie- 
ra en ignorar las leyes de derecho público que reglan las rela- 
ciones de los poderes del gobierno y les señalan su órbita pro- 
pia de acción, es cabalmente y siempre un error de derecho. 
Nada inq>orta que el Poder Ejecutivo se haya atribuido una 
capacidad de qué carecía, porque las leyes y con más razón, si 
cabe la» de carácter constitucional, deben ser conocidas por to- 
dos los habitantes y nadie puede engañarse sobre su verdadero 
alcance y contenido- Artículos i." y 2* del Código Civil y 31 de 
la Constitución. Y ese error es inexcusable de acuerdo con lo 
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prevenido por la última parte del articulo 4007 y 3356 «leí Có- 
digo Civil. 

ÍJue la parte de Monea Cazón collones! ¡inflo a fs. jíVj su 
hucna fe, lia expresado que la creencia de q«fi la ley del aím 
1884 comprendía el caso del señor Solano López pudo ser la- 
sada en un error de derecho inexatsable como ta!, pero la fun- 
dada en rjiic sus pretensiones estaban amparadas ]*»r el de- 
recho internacional no es equivocada desde el punto de vista 
del dereclio si no <le los hechos citados en el decreto del Poder 
Ejecutivo y de la jurisdicción i|iie se afir ¡na había ejercido el 
Paraguay con consentimiento del Gobierno Argentino. Debe 
observarse sobre esle |*ariki:1ar que el amparo del derecho in- 
ternacional impetrado por Solano l-ópez al Poder Ejecutivo 
en re'ación a las tierras del Chaco, sólo el Congreso de la Na- 
eióii podia dispensarlo, desde (pie jmr aplicación de sus princi- 
pios se intentaba producir 11:1 acto de disposición cíe la tierra 
pública (articulo 67, inciso 4." y art tentó 4.° de la Constitu- 
ción). Es verdad que el tratado de limites con el Paraguay del 
año 1H76 en su articulo 12 contenía la regla de derecho inter- 
nacional destinada a respetar la propiedad privada constitui- 
da dentro <IeJ territorio que cambiase de solicrania, i>cro elo 
sólo fué así acerca de la que quedó .sometida a arbitraje y 110 
de «!a situada al Sud del Uto Pilcomayo cuya ocupación i»r la 
República tíél Paraguay jamás fué reconocida. Como se ve. 
aún dentro del derecho de gentes el error de los poseedores ac- 
tuales habría consistido en creer que el Poder Ejecutivo sin 
autorización del Congreso podía invocar y aplicar sus princi- 
pios jKira otorgar a revalidación solicitada. Es decir, un error 
de derecho sobre la capacidad del Poder Ejecutivo y por con- 
siguiente inexcusable, líay más todavía, aún admitiendo hi- 
potéticamente el hecho a firmado en el decreto del Poder Eje- 
cutivo tic que la República del Paraguay hubiera alguna vez 
ejercido jurisdicción sobre la parte del territorio del Chaco ena- 
jenada a doña E. A. Lynch, la revalidación no fué legal pues 
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é* poijgtrcso por el tratado de límites ni jxir ninguna otra lev, 
había autorizado al Poder Kjccutivo para concederla. 

(¿uc en estas condiciones los demandados al proceder al 
examen de los títulos de que ileriva el derecho de sus enaje- 
nantes medíalos no pudieron adquirir la convicción plena y en- 
tera de que estos eran los verdaderos dueños, sin incurrir en el 
total desconocimiento de las leyes de carácter constitucional y 
administrativo que reglan y dimitan la capacidad del Poder Kje- 
cutivo para disponer de la tierra pública. La prescripción ordi- 
naria invocada por ellos no llenaría pues el extremo de la buena 
fe requerí da por los artículos ,w>. 4006 v 4007 del Código 
Civil. 

Que el concepto de la buena fe n«i ha de derivarse de Ja 
circunstancia de que muchas ¡jersonas luyan atribuido valide* 
a los títulos de que emerge el derecho de dominio, realizando 
múltiples y sucesivas operaciones con ellos. La suma de los 
errores en que hayan incurrido tales personas o de los peligros 
a que hayan estado expuestos sus intereses no pueden hacer 
nacer ni mejorar el estado de convicción personal que de acuer- 
do con la ley y la doctrina presupone la buena fe. 

(Jtie en cuanto a la prescripción treintañal los fundamen- 
tos de la sentencia <le íá Cámara Federal demuestran acabada- 
mente su improcedencia. La presunción del articulo 4003 del 
Código Civil en el meior de los supuestos, sólo sería de aplica- 
ción en este litigio a partir del año 1888 fecha del titulo otor- 
gado por el Poder Ejecutivo a raíz del decreto de revalidación 
y visiblemente entre aque: momento y la deducción de la de- 
manda no han transcurrido treinta anos. La diligencia de po- 
sesión otorgada por el Juez de Paz Primero de la línea rnacíón 
resjiecto de inmuebles situados dentro del territorio argen- 
tino, carece de eficacia legal en la República por proceder de 
un funcionario sin jurisdicción para el acto, y [as cartas y do- 
cumentos de que se hace mérito en esta instancia en relación 
a actos posesorios anteriores al año 1888 no revisten los ca- 



racteres tic la prueba judieiaría. La presentación lieeha por En- 
rique S. a! Poder Ejecutivo en marzo de m» confe- 
ti luye 11 n acto posesorio en los términos del articulo ¿384 del 
Código Civil, ni puede derivarse del decreto nulo del Poder 
Kjecutivo el recoma ¡miento de la calidad de poseedor que el 
somatante si- atribuía. 

En *u mérito y |JOr los fundamentos deja sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital se la confirma en todas sus par- 
irs. Las costas en el orden causado. Noli f i quesc y devuélvanse, 
temiéndose el papel en el Juzgado de origen. 

J. J*h,l-i:hoa AlcoKTa. — Robeb- 

Tn KEI'KTTi». — JoSK MaKCÓ. 



tes 

r 



Procurador Pisca! <fe la ( amara tk A0úmw* <*» fyWfr* 
M de ta €á$W en los att®s -'Ruis y Ataptgaili contra el 
Ferrocarril Central Art/enthio, sobre cobro de /-«oí. 

" m ~ ~atrso"dc hecho. 



Sumario: No procede el recurso extraordinario en un caso en 
que se ha cuestionado y resuelto acerca de la aplicación de 
un precepto de la ley 1 1.006, relativo a la reposición del 
sellado en un expediente que tramita ante la Justicia Or- 
dinaria de la Capital . 

Caso, Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DK!, SEÑOR PROCURADO» GENERAL 

Buenos Alni, junio t de ISBí, 

Su|>rcnia Corte: 

La Cámara de Apelaciones en lo Comercia! de la Capital 
de la Nación ha declarado en la presente causa seguida por don 
Ramón Rui* contra la Empresa del Ferrocarril Central Argen- 
tino por cobro de pesos, que no corresponde apKcar el impues- 
to de papel sellado que fija el artículo 28, inciso 6* de la ley 
número 11.006 sobre la materia, a determinados documentos 
agregados como prueba a los autos. 

Contra esta resolución el Fiscal de Cámara ha deducido re- 
curso extraordinario de ablación para ante V. Tí., invocan- 
do el ari. 14 de la ley H. c 48. 

Considero ajustada a derecho la denegación de dicho re- 
curso decretada por el tribunal apelado. 

Kl no está comprendido entre los que autoriza la disposi- 
ción legal cunda dado que la interpretación y aplicación de la 
Lev de Papel Sellado es privativa de los tribunales locales en 
los casos de infracciones cometidas en las causas que le están 
Sometidas, sin otro recurso para ante V. F. (pie el que pudiera 
corresponder en razón de haber sido tachada expresamente di- 
cha ley ele inconstitueionalidad, lo que rio sucede en este caso. 

E\ señor Fiscal de Cámara sostiene que ta resolución ape- 
lada, ha sido dictada con violación de la ley aludida, jiero ello 
no es bastante para dejar planteado, en condiciones de ser re- 
suelto por V . E. el caso federal. 

Xo es tal. tampoco, el que se invoca, fundado en el desco- 
nocinuenta de la garantía que acuerda el art. 16 de la Consti- 
tución Nacional, porque en mi opinión, no existe la relación di- 
recta a inmediata que se supone entre la cuestión resuelta y la 
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garantía que se dice violada, rumo lo existí el artículo 15 de la 
¡ey número 48 citada para la procedencia de la apelación. 

Opino, ¡wr tanto, que el recurso lia sido bien denegado 
por la Cámara Comercia!, 

Horacio K, Larreta. 



PALLO DK LA CORTE SUPREMA (i) 

Bueno* Aire*. A|«to -« de ItHS 

Autos y Vistos: 

Considerando que en la especie stib lite se lia cuestionado y 
resuelto acerca de la aplicación de un precepto de la lev núme- 
ro M.006, relativo a la reposición del sellado en expediente que 
tramita ante la Justicia Ordinaria de la Capíta!, 

Que la disposición cuestionada es, por lo tanto, de carác- 
ter local en cuanto está destinada a aplicarse en la Capital de 
la Nación, y, en consecuecia, su inteligencia no puede autorizar 
el recurso extraordinario para ante esta Corte. 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el señor Procura- 
dor Genera!, se declara no liaber lugar a la queja deducida. No- 
tifiquese y archívese, devolviéndose los autos remitidos por via 
de informe con transcripción de la presente. 

A. Bekmeio — J. FuaiKRoA Al- 
corta. — Ramón Méndez, — 
Kohehto Kkpetto — M. L, au- 
menten* a. 



(I) Rfi U minia fecha K dieta itu«l im>iu n'm en loa recnrfoi di hecha deducidla 
por el Procurador Wacal de li Camaru de Apelación» ■ n í<> Comncial de la Ci- 
piiat. en '*»» (tifnnp "Carn-ni* j &tni c F C. C t nrd. ha": ' Kiihon.fi c.f f. 
C. C *reeniln<t ■ Zoi'«> Ontrin c f . il. C. Córdoba'; "Grrmei'c f , cF. C 
Atiendo" y "Se noiev Fernán d«. rueutei jr Cte. crl-errucaoll del Sud' 1 . „ 
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a a) 



Don Leonardo Mango contra íhm Ernesto Traba, sobre desa- 
lojo. 

Sumario : i." Habiéndose sustenido por el recurrente que la apli- 
cación tic la ley 11.318 a un taso definitivamente juzgado 
con anterioridad a su promulgación, lo lia despojado de su 
derecho adquirido y ha violado, pur consiguiente, la pro- 
piedad amparada por el artículo 17 de la Constitución, y 
además, que dicha ley es repugnante a !us artículos 14, 17 
y 18 de aquélla, [xirquc restringe de una manera excesiva 
el derecho de usar y disponer de la propiedad, procede el 
recurso extraordinario del artículo 14, ley 48, contra una 
sentencia contraria al derecho invocado y fundado en las 
expresadas clausulas. 

-V Si bien el principio de la no reí reactividad vn ma- 
teria civil es en general de ¡ixto precepto legislativo y sus- 
ceptible, por lo tanto de modificación o derogación por el 
mismo ¡xxler que hace la ley, adquiere st.n embargo la tras- 
cendencia de un principio constitucional cuando la aplica- 
ción de la ley nueva priva al habitante de la Nación de al- 
gún derecho incorporado a su patrimonio. En tales casos el 
principio de la no ret reactividad se confunde con ía garan- 
tía de la inviolabilidad ríe la propiedad consagrada por el 
articulo 17 de la Constitución . 

,?.* Kl derecho reconocido por una sentencia de desaloja- 
miento se relaciona con los bienes ; es un derecho patrimo- 
nial y. por lo tanto, una propiedad en el sentido consüii- 
cioua:; en consecuencia, una decisión que por aplicación 
retroactiva de la ley a un caso ya juzgado, suprime o al- 
tera el derecho pairimonial adquirido en virtud de aquel 
juzgamiento, atribuye a dicha ley una inteligencia incomj>a- 
tible con la inviolabilidad de la propiedad asegurada por el 
articulo 17 de la Constitución. 
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4." K1 régimen «le emergencia implantado jujr la ley 
n,i;f». "i. -Mi >' M l| e afecta íundaim ■nialmcnle 

í-! derecho de usar y áteponCF de la propiedad, tolerado \x>r 
las decisiones judiciales solamente en considerad -m al uto- 
memo de extrema opresión económica de h>s iWíjpilihos de- 
bido a la ausencia de uno de loa factores que regulan los 
precios en los negocios de locación de inrritlébléS, es de- 
cir, la falta de oferta de lial litaciones y sobre todo como 
medida transitoria y de corta duración, no puede encon- 
trarse suficiente justificativo cuando se le convierte de he- 
clin en una norma habitual de las relaciones entre los lo- 
cadores y los locatarios, como es la <¡ue lian creado las rei- 
teradas prórrogas acordadas a los inqnilinosí y mucho me- 
nos euandu está destinada a actuar en un ambiente uiuy 
distinto de aquel que dió lugar a *a sanción originaria de 
dichas leyes. Por consiguiente, la aplicación que de dicha 
ley 11.318 se lia hecho en el caso, resulta tnconij>at¡ble con 
-las garantías consagradas en los artículos t4 y 28 de la 
Constitución. 

Cusir : Lo explica el siguiente. 
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Buenos Aire* Ajoito $ di 11*2* 



Y Vistos: 



K1 renir-.ii i-xíraonhiiario iiiicrpuesln por don Leonardo 
Mango en el juicio que k sigue a don Ernesto Traba, \*n de- 
salojo. 

(II Oin fecha *1 de Abollo, la Cnit Suprema por antfnüas ennitileiinpne* en cuan- 
lo a li pít*cedín-la díi recur*» eitrjn T( linar« * pr.r lo* ws n<* l.i.id.iroenl"" 

3 . *■ M 1» U<*r4a 0" d>íia mí Murray de ViUanuev* contrj dofla Oerónima 
H de Caica. »Dre dtMloJu. 
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Considerando en ¿Mto a k procedencia cfel recurso: 

Oue en el curso dé) titi^io se ha sostenido ]Hir el apelante: 
a ) Oue la aplicación de la ley tl.3í« " un definitivamen- 
te ju/gado con anterioridad a su promulgación, produciendo el 
Cfcctq dé aiíflkí "na sentencia Trine. Ib ha despojado de un 
(lerechti adqwiíífe V há violado, por consiguiente, la propiedad 
n rparada por el ari. 17 do la Constitución ; b) tjne, por otra 
parte, diclia lev N." 1 1.^^ es repugnante a los arts. M» f/ y » 
de la Constituci 'm. por cuanto al impedir que el locador pueda^ 
deponer de la cosa arrendada dürSnte mi plazo .pie mantiene 
prolongado hasta cuatro año>. restringe de una manera exce- 
siva el derecho de usar y disponer de la propiedad. 

Oue hallándose comprendidas ambas cuestiones i-utre los 

casosVevistos m d H ilic - 3-° & * W N " f ' J"?* 
ve/ que la decisión apelad fue contraria al derecho federal in- 
vocado, el recurso extraordinario para ante esta Corte es pro- 
a-denle ¿ en consecuencia, oído él srñor Procurador General asi 
se declara ; y 

Considerando en cuanto al fondo del asunto: 

Que respecto a la primera cuestión federal planteada pro- 
cede desde luego observar que la sentencia de dcsi.ojo de fo- 
ja* 8 vta. cuyo carácter de definitiva y de ejecutoria 110 ha si- 
do euesliunado en el pleito, aparece pronunciada con fecha 21 
dé octubre de cc>¿4 & ^ ™ circunst,ncias en que ya liab.au 
íeiK-cido los efectos de la ley M.23.. >' no se hab.a dictado aun 
li, lev ¡i" 11.318. m P^rrogó el término de las locaooncs. 

Oue, no obstante ello, el mencionado falo fué dejado sin 
efecto cuatro meses después de pronunciado a menú, de lo dis- 
puesto en la recordada ley de diciembre 5 de 1924 (sentencia 
de fojas i*>) ■ 

Que, [>or consiguiente *e ha aplicado una ley nueva a una 
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fitita.iñn definitivamente establecida, dando ello por resulta- 
do la anulación |»or la so' a virtualidad de dicha lev de una sen- 
tencia firme que impontá al locatario la obligación fie restituir 
r] inmueble :i randado y que. correlativamente, reconocía el de- 
recho del recurrente a recuperar la posesión tfuuerial del bien. 
Se ha alterado, pues I*>r aplicación retroactiva de !a ley 11.318. 
un derecho patri ronial definí! i vamente adquirido -por el loca- 
dor y reconocido por competente autoridad judicial. 

One. como lo ha dicho esta Corte en la causa "liona ver- 
-.us Frarguindegui^ si bien el principio de la no ret reactividad 
en nigeria civil es en general de mero precepto legislativo y 
Susceptible, por lo lauto, de modificación o derogación por el 
mismo poder que hace !a ley, adquiere sin embargo la trascen- 
deuda de un principio constitucional cuantlip la aplicación de 
la ley nueva priva al habitante de la Nación de algñn derecho 
incorporado a su patrimonio. En tales casos agreda la Corle, el 
principio de la no retroactividad se confunde con la garantía 
de la inviolabilidad de la propiedad consagrada por el an. 17 
de la Constitución (Fallos: torno 137. ¡,ág. 47). 

í>ue esos mismos principios constituyen en el caso una va 
Ha infranqueable a la aplicad 'tu de la ley imputada, pues, 
si en la causa precedentemente citada el derecho del locador 
miañaba de un contrato, en la especie "sub lite" tiene su fun- 
damento en la sentencia ejecutoriada Kn tufo y otro caso hay 
un derecho adquirido, con la diferencia de que en el que nos ocu- 
pa esa adquisición es irrevocable como que ha merecido el re- 
conocimiento y la sanción de la justicia 1' Fallo*, tomo 137. pá- 
gina 2<H)- 

Que el derecho reconocido al recurrente por la sentencia 
de desalojo se relaciona con los bienes; es un derecho patrimo- 
nial y* por lo tanto, una propiedad en el sentido constitucio- 
nal. "La palabra propiedad, empicada en la Knmicnda XIV, — 
"ha dicho la Suprema Corte de los Ks:ados t 'nidos — eqin- 
" premie todos los intereses a preciables que im hombre pueda 
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asa 



" ]>useer futra, de *i mismo, futra de su vida y de su liliertad" 
(115 U. S- Ó20). Kn consecuencia, !a decisión recurrida que por 
aplicación retroactiva de la ley a tm cas* ja juzgado suprime 
o altera el derecho patrimonial adquirido en virtud de aquel 
juzgamiento, atribuye a dicha ley una inteligencia 'incompatible 
con la inviolabilidad de la propiedad asegurada por el art, 17 
de la Constitución. 

Que en lo relativo al segundo fundamento del presente re- 
curso, corresponde tener en cuenta que, sí bien el término i:n- 
ptícita de la locación fijado en "a lev 1 1.156 fué sancionado co- 
mo «11 precepto de derecho común y de legislación permanente 
destinado a dar una estabilidad razonable ;i jos arrendamientos 
que no tuviesen plazo contractual y morigerar así la opresión 
económica que pudiera ejercerse contra los inquilinos en situa- 
ciones anormales derivadas de la escasez de habitaciones, sin 
embargo las prórrogas de ese término sancionadas por las leyes 
ir. 231 y 11.318 han tenido un carácter ocasional y de emer- 
gencia, como se infiere de una manera inequívoca de las razo- 
nes que se invocaron con motivo de su discusión parlamentaria, 
y se desprende de su finalidad y de su propio contexto. 

Que pnr medio de estas sucesivas ampliaciones riel térrrii- 
no se ha llegado hasta ahora a privar a los propietarios o lo- 
cadores de la libre disjHistción ele los inmuebles durante un pla- 
zo que llega a cuatro años, no obstante tratarse de locaciones 
sin término concertadas al amparo de una legislación que acor- 
fiaba la facultad de exigir la restitución de la cosa después de 
vencido el primer período del alquiler. 

Que a ello se agrega, la restricción que para la libertad de 
contratar implica la subsistencia de los precios originarios o 
sea los que reglan el 1 ." de enero de rQ3p¿ como quiera que las 
prórrogas de que se trata mantienen virtual mente en vigpr los 
efectos de la ley M.° H.157. 

Que este régimen de emergencia, que afecta fundamental^ 
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mente el derecho de usir y dts$»oner dé l;i propiedad, lia sido 
tolerado poí las decisiones judiciales solamente en considera- 
ción al momento de extrema opresión económica de los inqui- 
linos debido a la ausencia de uno de los factores que regulan los 
precios en los negocios de locación de inmuebles, es decir, a 
la falla de oferta de habitaciones, y sobre todo como una me- 
dula traivéloria y de corta duración (Tallos, tomo 136, pági- 
na 161). Pero ese régimen anormal no puede encontrar su- 
ficiente justificativo cuando se le convierte de hecho en tina 
norma habitual de las relaciones entre los locadores y los lo- 
catarios, como es la que han creado las reiteradas prórrogas 
acordadas acordadas a los inquilinos, y mucho menos cuando 
está destinado a actuar en un ambiente muy distinto por cierto 
de aquel que dió lugar a la sanción originaria de f lidias leyes 
y que esta Corte describía en el fa!"o recordado de 28 de abril 
de irj22. lís, en efecto, de todos conocido el progresivo aumen- 
to en la oferta de locales destinados a la habitación! y comer- 
cio producido en los dos últimos años, como | ruede observa rse 
en los avisos de los diartos relativos a casas y pieza s^dcsoeupa- 
das, cuyo número induce a pensar que no subsisten las circuns- 
tancias de excepción que llevaron al Tribunal a dictar la sen- 
tencia referida. Usto puede igualmente inferirse del aumento 
de impuestos con que los poderes públicos gravaron últimamen- 
te las propiedades urbanas, lo que no se armonizaría con aque- 
lla situación de emergencia. 

Que en las condiciones expresadas no es posible conside- 
rar razonable ta restricíión extraordinaria a! derecho de usar y 
disponer de la propiedad que mantiene en vigor la ley N * 
1 i.^iS y que en su origen fué sancionada como una medida tac? 
ce]teÍona1 destinada a salvar una grave emergencia. Por con- 
siguiente. Ea aplicación que de dicha ley se ha hecho en el ca- 
so "sitb judice" resulta incm patible con las garantías consa- 
gradas en Jos arts. 14 y 28 de la Constitución. Así se ha pro. 
nunctado también, en condiciones análogas, "a Suprema Corte 
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de los Estados Unidos al declarar inconstitucional el mairteni- 

de la le, de alteres d*l Mfe * 
de linter desaparecido la eirá-rancia que determino su sanción 

(sentencia de 21 de abril de 1924; M & s - 5$® ■ 

S u mérito se revoca la sentencia apelada de fs. & acla- 
rada i fs. ¿ v. tótifiqueese y repuesto tí papel, devuélvase. 

A. Biírmüjo — J. Fir.uKKO.\ Al- 
corta- — Ramón Méni>ií*¿. — 

ROIIKKTO Rjíl'KTTO. — SI. l&Pr 
RBNCENA. 



piedad. Contienda de competencia. 

Sumario : iS El conocimiento de las causas originadas i>or de- 
lito, cbnietídos en islas, ríos o puertos, compete al Juez 
Federal de la Sección donde se cometieron. 

2 < É sobreseimiento dictado pot el Juez <lel Crimen lo- 
cal en la denuncia Lecha ante la policía sobre el 
chu delictuoso, con anterioridad a la formulada ante el Juc* 
Federal y al auto de éste declarándose competente no mo- 
difica situación. (Ese sobreseimiento caréela de valor 
legal, por hat>er sido dictado árt facultades I*^"* 
S dadn que es improrrogable la jurisdicción criminal) . 



Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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RESOLUCIÓN DK I.A CÁMARA FBDERAL Df£ Al^I.ACIOVRS 

Li PUta, Junio s de mu 

Vistos y Considerando: 

nw la usurpación de propiedad que se denuncia, habría 
si fin cometida en una Isla del rio Paraná Miní, partido de San 
Fernando, circunstancia que líate encuadrar <\ caso en lo dis- 
puesto jxjr eJ afticuio inciso 2* y articulo 12. inciso 3.» de la 
ley número 48 que establecen la competencia exclusiva de la 
Justicia Federal en las causas originadas por crímenes come- 
tidos en los rios. islas y puertos argentinos- 

Que además de ser improrrogable la jurisdicción crimi- 
nal, el sinario instruido por e! señor Juez del Crimen de la 
Provincia y id ¡sobreseimiento definitivo dictado por el mismo, 
no pueden prev:de>:er contra las disposiciones legales citadas y 
contra él lextn expreso de la Constitución Nacional, al que 
deben sujetarse las autoridades judiciales de la Provincia. 

One b com|H'tencia del Juez Federal de esta sección, surge 
del hécllá de encontrarse dentro de su jurisdicción territorial 
la isla precedentemente mencionada. 

Por tanto de acuerdo con el artículo 53 del Código cié Pro* 
ceñimientos y de conformidad a lo pedido por el señor Pro- 
curador Fiscal, se revoca el auto de fojas 1 *. declarándose que 
el señor Juez Federal cíe esta Sección es competente para co- 
noccr de b presente causa. IX' vuélvanse. — ft. Guido Ltn'allc. 
- Antonio i.. Marcenara. — (7. Benci. 
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DICTAMEN DtX SEÑOR PROCURADOR t INERAl. 

Bueno» Aires, Agoito ¡a de 19U6 

Suprema Corte: 

Se procesa a Pedro Lomba rdi ¡«ir el delito ele ustiri>acióii 
de tina propiedad ubicada en una isla del Río Paraná. 

Kl lugar donde aparece cometido el delito, — ía referida is- 
la — es un punto que no está en discusión en el presente con- 
flicto de competencia trabado entre el Juez Federal de La Plata 
v el del Crimen de la misma ciudad para conocer en la cansa 
seguida al citado I<ombardi. 

RFIo es suficiente para dirimir la competencia planteada, 
aplicando la doctrina invariable de esta Corte Suprema (Tomo 
108. página 360: tomo ÍÍ2, página 30 y otros), que atribuye ju- 
risdicción privativa y excluyeme de tos juzgados de provincia 
a la Nacional de acuerdo con !o dispuesto por el articulo 3.?, 
inciso 2* y articulo 12 de la ley 48 y artículo 23, inciso 3.* del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Opino ]»or tanto que corres|K>nde declarar competente 
ra conocer en ej proceso al señor Juez Federal de La Piala. 

Horacio R. Larreta. 

FALM) W. ÍA COliTK SÜPJIK&S 

Bueno» Aires. Agoilo 28 4i IW5 

Autos y Vistos, Considerando: 

i." Que tanto el juez Federal de La Piala como el Juez del 
Crimen de la misma localidad están contestes en que el delito 
de usuq»ación de propiedad imputarlo a Pedro Lombardi por 
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don Luis Homero se llevó a cabo en una isla del Delta del Pa- 
raná, atribuyéndose el primero la competencia para entender 
¡•ti el juicio contra Lombardi en virtud de !o dispuesto por los 
artículos 3 y i de ía ley número ifS^y el segundo en que es- 
tando situada dicha isla en territorio de la provincia de Bueno* 
Aire-, no eran apltcahles aquéllas disposiciones en e! caso pre- 
sente, y en que si lo fueran serian inconstitucionales, porque no 
podrían concitarse con el articulo 104 <le la Constitución Na- 
cional . 

2" Oue de acuerdo con esas mismas disposiciones esta 
Suprema Corte lia declarado en repelidos ía'.íns, que cí conocí - 
miento de las causas originarlas por delitos cometidos en islas, 
rius o puertos, compete al Juez Federal de la Sección dónde se 
cometieran, y como las ojbjecciones del señor Juez del Crimen 
para sostener su competencia lian sido ya examinadas y deses- 
timólas por este tribunal — Tomo 10K. página ¿fio — no Habría 
»ausa just¡f : -ada para resolver es:a enmienda, con distinto cri- 
terin de' que ha prevalecido basta ahora, 

3;" Oue !a eiramstanc'a de haber sobreseído el Juez «leí 
Crimen en la denuncia hecha por Romero contra Loml>ard¡ an- 
te la Porcia, ctm anterioridad a la que hizo ante el Juez Fede- 
ra! y al auto fie éste declarándole competente, no modifica la 
situación, pues, dicho sobreseimiento diotado ]jor aquél sin fa- 
cultades jurisdiccionales, no tiene valor lega! por ser improrro- 
gable ta jurisdicción en Ut criminal, 

Por lo expuesto, y de acuerdo con el dictamen del señor 
l'r« -curador General, se declara (pie el con truniento de es*-; cau- 
sa corresponde al juez Federal de La Mata, a quien se remiti- 
rán los autos haciéndose saber por oficio esla resolución al se- 
ñor |m*z renten de la misma localidad. 

A. BERMEJO. — J. FlCL'lvROA Al„- 

cokta- — Ramón Mkndez. — 

tai 

Roberto Repetto. — . M. Lau- 

RENCEXA. 
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lh>¡¡ José l>i i'iftro v /'i'h Antonio fiotujionto y otros, cont?a 
ta Municipalidad Mendoso, por dn'ohcwn de sumas 
de dinero. 

Sumario; i." Una demanda contra una Municipalidad de pro- 
vincia tendiente a obtener la nulidad de ordenanzas muni- 
cipal eá une establecen impuestos considerados repugnan- 
tes á disposiciones de la respectiva Constitución provincial, 
no da lugar al recurso extraordinario del articulo 14. ley 
48. i No hay cuestión federal i . 

2." \n basta jara la procedencia di- dicho recurso ht in- 
jfóéación de cláusulas de la Constitución Nacional si éstas 
no tienen relación directa e iniued ma eoii el punto con- 
trovertido. 

Caso*. I.o replican las pie/as siguientes: 



DICTAMEN DEL SKÑOR rkOCURADOR CE SER AL 

Bruno» Aire». Septiembre ll d* IW4 

Suprema Corte: 

prqettmdw dórl ^lótfó 1'm-h'a. en rcpresentaoóir de 
don José Di l'letro. don Anlonifi Bongibrtto y otros, entabló 
contra la Municipalidad de Mendiga demanda eonleueioso-nd- 
111'nistrativa, ante la Suprema Corle de dicha provincia l>or de- 
volución <le stimas de dinero pagadas en concepto de impues- 
tos provinciales, tachando al efecto de ineonstitucionalidad a 
todas ¡as patentes impuestas por ordenanzas y decretos munici- 
pales desde el año 1912 hasta el año 1023 inclusive, por ser re- 
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pugnante-, a las disposiciones que cita «le :.i Constitución pro- 
vincia' \ |f , orgánica immic¡|Ki!es. 

Su! stanciada la cansa el Tribunal desestimó la demanda 
coiueneioso-admiiiistrativa haciendo lugar en parte a la queja 
por inomstCtucionalidad, dis|>oniendo la devohieión de lo ¡Migado 
por los actores desde el 14 de junio de 1930 y observado en !a 
demanda ]>or haberse efectuado el pago "a l>:ise de disposicio- 
nes ¡n»positivas no emanadas del Concejo DeHberaMte" y exi* 
gido sin causa licita por tratarse de ordenanzas inconstitucio- 
nales (fs. 367). 

Apelado este pronunciamiento para ante V. K , invocan- 
do el actor el artículo 14 de la lev número 48. fué concedido 
el recurso por anlo de fs. 380, a mérito de los fundamentos del 
escrito de fs. 377. 

1> las constancias de autos no aparece planteada ninguna 
cuestión de carácter federal. El tiecho de haberse invocado co- 
mo argumento de defensa ¡a violación de preceptos de la Cons- 
t unción Nacional l.Vrts, 17 y 19 i, no es suficiente para que 
proceda el recurso extraordinario que autoriza el articulo «4 
de la lev húmero 48, máxime cuando esos preceptos no han pür 
dido influir en ei resultado de la cuestión judicial planteada, 
que ni siquiera fueron considerados en la semencia recurrida 
!»or ser innecesarios a los fines de la decisión legal del litigio, 
con eí coa! rio encierran ninguna relación directa. (Fallos, lo- 
mó 95- pagina 3*í ; ; tomo 103, página 152 y tomo 115, pági- 
na Ií»2). 

En mi concepto, el recurso extraordinario interpuesto ha 
sido mal concedido por la razón que dejo expresada, dada la 
forma en que se trabó la litis cotttcstath y los términos de la 
sentenc a recurrida, que se fundan sólo en disposiciones de! de- 
recho común v en cuya virtud se admitid, en parte, la queja de 
inconstitucional ¡dad aligada por d actor, en el orden provin- 
cial, con motivo de las tachas impuestas a las ordenanzas v de- 
cretos sobre ¡1 puestos a servicios de carácter meramente local. 
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l'nr tu expuesto, pitia a V. K. se sirva así declararlo, man- 
dando devolver los autos al Tribuna] <le su procedencia. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. W Agosto de Ifc» 

Vistos y Considerando. 

Primero: Que en la demanda enfaldada por los señores Jo- 
sé de Pietro y Antonio Bnrsjiorno ante la Suprema Corte de 
la Provincia de Mendoza, contra la Municipalidad de la Capi- 
tal, pidiendo que se declare "a nulidad de ordenanzas munici- 
pales (pie gravan con el impuesto tte patente a los puesteros del 
Mercado, por ser citas contrarias a disposiciones expresas de 
la Constitución provincia*, y se les mande devolver impuestos 
(pie ics cobraron ¡'legalmente, no se ha planteado ni discutido 
cuestión ¡dguua de derecho federal, que baga procedente el 
recurso extraordinario autorizado por el artículo 14 de la ley 
4H. pues el caso rió encuadra en ninguno de sus incisos. 

Segundo; Que si bien los actores citan en su demanda los 
artículos 17 y 19 de la Constitución Xacíona'. no Insta esa cir- 
cunstancia para la procedencia de dicho recurso, como lo ha de- 
clarado esta Corte Suprcra en numerosos fallos, pues esas 
disposiciones no tienen rct::ci<'m inmediata y directa con el pun- 
to debatido en autos, que ha versado sobre la interpretación 
ile la Constitución y leyes provinciales, en las que ta ubíén se 
funda la sentencia apelada p:ira resolver *p controversia, la que 
por otra parte ha reconocido el derecho de los recurrentes a 
repetir lo indebidamente pagado, con ta li nitactón establecida en 
el articulo 382 del Código de Procedimientos Local, cuya cons- 
lituciotialidad no ha sido impugnada por aquéllos. 
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Ita-J FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

IVir i-MiK fundamentos y de acuerdo con e! dictamen del 
sefmr Procurador (Teñera!, se declara mal concedido el recur- 
so. Notifiquen, .repóngase el papel y devuélvase. 

A. Bermejo — J. Fic.ueroa Al- 
corTa. — Ramón Mknokz. — 
Roberto Rkpktto. — M. 1 au- 
senten a, 



/'oií Bcrttabé Carab&ssa contra /« Provincia de hítenos Aires, 
sobre devolución de tierra. 

Sumario-, Reconocido por ta parte demandada el derecho invo- 
cado en la demanda, sólo corresponde la fijación de un tér- 
mino prudencial para la efectividad de ese derecho, por 
ap'icaeión de la doctrina de los artículos 87 y 88 de la 
ley 50 y articulo* 576, 720 y 751 Código Civil. 

Cato : Lo explica el siguiente : 



FALLO DP. LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airci. Afolla £8 df 1H25 

Y Vistos; 

Los seguidos ]n>r don I ler nal té Carabassa contra la pro- 
vincia de Buenos Aire*, sobre devolución de tierra, de los que 
resulta: 

Que a fs. _' se presenta el actor, manifestando i|ue en 
virtud del decreto del Poder Ejecutivo fie la IVovincia de 
Unenos Aires de fecha i<> de octubre cíe r«jo5, entre las par- 
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tes se celebró un contrato de compraventa mediante el cual 
don Bernabé de Carosa vendía a la provinc.a una irac ; 
dón .le 24 hectáreas. 22 cenliáreas por el precio de diez y setó 
mil quinientos nueve pesos m noventa y nueve centavos 
moneda nacional. 

Oue esa tierra se expropió para llevar a cabo la cons- 
trucción «le un ? n,no en el Canal 

la l'rovincia de Rumu* Aires pero la fnahdad de dicha obra 
„UhUéá ha fracasado, desde que el puerto dejó de concurse, 
hadándose los materiales necesario, a otros puntos, sino 
vendidos o abandonados. 

nue a*»*» por decreta publicado en el Boletín oficial 
m t úe cn.ro de 1*1. la provincia arrendó .beba tierra 
, señores P«lro barcia v Arturo Bernard, al precio de 
dbs U hectárea, y en virtud de estos Rédenles en 

mérito de b. dispuesto en el artículo 32 de la ley provmual 
le expropiación de 21 de octubre de .88.. pide se condene a 
£ provincia a retrotraer a su dominio la tierra expropia, a 
ano efecto, consiga el precio que recibió por la m.sma. 

()ue acreditada k jurisdicción originaria de esta Corte, 
K corrió traslado de la demanda a la provincia de Buenos 
Aires, la que por intermedio de su representante manifiesta 

a fs. 14: 

Oue el caso jndicb! promovido, es idéntico al que re- 
mm 'ü¿ Corte, iniciado por don Hernán Averia, corres- 
pondiendo en consecnencia. que se fije un placara q el 
Poder Ejecutivo provincial dé cumpbnuento a la ^^lua m 
!k la tierra que se solicita, llamándose en consecuencia, autos 
para definitiva a fs. 14 vuelta. 
V Considerando: 
Oue dada la contestación del representante de la provm- 
da, y lo resuelto por esta Corte en el caso citado, en fecha 
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13 tIe noviembre dé 11)23. sólo corresponde la fijación di- un 
termino prudencial [ara la efectividad del derecho invocado 
y reccmocido, por aplicación de !a doctrina de los articulos 8; 
y de ¡a ley nacional de procedimientos v artículos ^-(> 7 »o 
v 751 del C.'Klígo C.vi!. 

I'or ello, se declara míe ta Provincia demandada, debe 
ai rplir ümtó del término de treinta (lias la obligación que 
ceconócc en mi ctmicstaciún ilt- fs. 14. de restituir al domi- 
nio del demandante el terreno redamado. Jps cosías por su 
orden atenta la forma en uue lia sido contentada la demanda. 
Notifiques?, repulgase el papel y archívese. 

A. ÜCR.MKjO — J. KtCUlCROA AL- 

cohta. — Ramón Méxihx - 

Ko»KRTo Ulil-KTTO. — M. LAU- 
RIÍXOJ.VA. 



Bcmmuto y Compartía tontta la Provincia ttr Mendoza, so- 
bre cobro de pesos. 

Sumario: Véase el de la .sentaba publicada en el torno 

página 402 en la que la Corte Suprema dió por reconuci- 
■la la autenticidad de los nipones, la legitimidad de la 
etntsión de títulos de | a deuda pública de la provincia de 
Mendoza autorizada por la ley de 211 de agosto de lijtkj y 
ampliada por las de 31 de agosta y 23 de octubre del mismo 
año. y la validez de las cláusulas f ohKgaciones consignadas 
en esos documentos. 

Cajo: U explica el siguiente: 
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FALU) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airei, ArmIo S8 de lltóf. 

Y Vistos; 

Don Fermín M. Kstevarcna. por la Sociedad ■Kenvenu- 
tb y Cía.", si' presenta ante esta Curte y expone: Que viene 
a promover demanda o mira la provincia de Mendoza, i>or 
eobro de pesos provenientes de cupones correspondientes al 
empréstito exterior de 5 ojo oro sellado dc-iQKj. creado por 
la ley de la provincia el 28 ile aposto de uy&). 

Oue los cupones de «pie ta sociedad es tenedora, alcanzan 
al número de un mil trescientos veintiuno, según se indica en 
las planillas que se acompañan, e importan a razón de pesos 
oro sellado, uno con veinticinco cada Uíto, la suma de un mil 
seiscientos cincuenta y un pesos con veinticinco centavos oro 
sellado. 

Que no ha podido obtener d pago de !<>s cupones en oro 
a su equivalente en moneda nacional a lo que tiene' derecho, 
conforme a la cláusula tercera de la obligación general con- 
tenida en el misino timln, derecho de los tenedores de títulos 
y cupones ampliamente reconocido por sentencias de este Tri- 
bunal recaídas en juicios análogos. 

Que pille en consecuencia que »e tenga por entablado este 
juicio y en su oportunidad se condene a la piovincia deman- 
dada al pago de la su na reclamada, con intereses y costas, 

(Jue acreditada en cuanto ha lugar por derecho la juris- 
dicción originaria de esta Corte y conferido el traslado co- 
rrcsixmdienlc a la provincia de Mendoza, el representante de 
la misma expresa: tjue no tiene defensa alguna de orden le- 



(1) En ta mitin lecha M dleló Uual «colación cu «I laido «itwfdp entre IM «niv 
mu par?» p.»r Idéntica cnusa y. e» Utual «Mido «n ta P«r el B*n« 

Halaré» de la Aattrlca del Sud, por obro de pesos. 



FALfcCj D£ LA COR'fi: SU TREMA 



gal que oponer al coíjni que sé gestiona n > Ha rectbídp ins- 
trucciones de ninguna clase del Gobierno que representa, ba- 
bitudo esta Corte establecido en sentencia anterior ( Luchinc- 
ttí versus Prov. de Mendoza)^ que la provincia está obliga- 
da a efectuar d pago en las condiciones exigidas por el actor, 
y que dejando asi contestada !a demanda. |>ifle se provea lo 
que corresponda i ta. 20), llamándose en í^nsecueneia autos 
liara definitiva a ís. 24 vuelta. 

Y Considerando: 

une aparte de que l:t contestación del ríjppeftebtante de la 
provincia importa cñ los términos transcriptos un reconoci- 
miento expreso de la> ficciones y derechos en que el actor fun- 
da su demanda, procede también considerar que el caso de au- 
tos versa sobre la misma materia, comprende igna'es a nt ca- 
dentes y guarda comísela identidad con el juicio invocado por 
el de ivindado. seguid*» por don Arnatdo Lneliineíli contra la 
provincia desale ndoza, resuelto ¡>or esta Corte en i 7 de sep- 
tiembre de Í923 «Fallos, tomo 138, página 402), en el que >e 
dtó por reconocida la autenticidad de los cupones, la ¡e-ítimi- 
dad fie la emisión de los titulos a que Üos cupones correspon- 
den, y la validez de las cláusulas 11 obligaciones consignadas en 
dichos documentos. 

Kn su nu-rit", \ reproduciendo en cuanto son aplicables 
al sul> fudicc los fundamentos del fallo tte referencia, y ha- 
ciendo lu^ar \mv !ti tanto » la demanda, se declaro que la pro- 
vincia de Mendoza está obligada a pagar a ta sociedad "ftenve- 
nuto y Cía.", dentro del término de diez dias. !a cantidad de un 
mil seisetentus cincuenta y un pesos con veinte y cinco cent a 
vos oro sellado, o su equivalente en moneda de curso legal, al 
cambio de doscientos veintisiete con veintisiete moneda nacio- 
nal por cíen ]Hísüs oro. con sus intereses desde la notificación 
de la demanda. í.as costas por su orden, atenta la forma cu 
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qiw ha sido contestada la demanda Notifiques*, repóngase ei 
papé) y arclúvcse . 

A. Bermejo — J. Figueroa al- 
corta, — Kamón Méndez. - 
Roberto Kki'Ktto. — M. tfXjj- 

kKNCENA. 



Üm Mtt&tée Kiioll, m el jmm sobre nombramiento <lv tutor 
dativo rfc h mctW l'í»v/"nf.i tima ParMm Coniiemlo # 
competencia. 

m»moi 1 * FJ di^eruimicntn de (a tutela cór^p0hé aJ Juez 
del rogar éti que los yátim <M ™»<> r tt,,ian su úom&r 
Yu, al día de su fallecimienta í El jm » r l l,it ' n compete 
el íUscéíniiiMeiita de b tutela es el competente p:ira diri- 
gir todb lo que a ella pertcnez.-a, .aunque los bienes del 
menor estén fuera del lugar que abrace su jurisdieei »n . 
(Artículo 40a y 404 del ^ñíjigo Civil). 

2.* Las circunstancias relativas a & prioridad del discer- 
nimiento de ía tutela, al del lugar del fallecimiento y al 
asiento principal de los negocios, sólo puede aceptarse co- 
mo ur.ninu e.iaílvuvanlc de la prueba del dómíeilip, pero 
nr, constituyen la prueba misma, y menos cuando, como 
en el caso, el lugar del fallecimiento no es el de residen- 
cia de la familia, y ctfándfl de las activHancs comerciales 
del causante, tme rew,!,n 3íl * constancias de autos, lo mis- 
mo imede considerarse Buenos Aires que Mendoza el 
asiento principal de sus negocios. 

y Ka partida de defunción no tiene por objeti* lega! 
señalar el dmnidlin del falleñdu. suio simplemente Haeer 



2M 



PMWS iíK LA COKTIÍ SUPKKMA 



constar el hecho de! fallecimiento, si^úri lu tiene declarado 
en reiterados casos el Trihtinal. 

4." Demostrado cjiu* el padre tle la menor, por el dis- 
cernimiento ile cuya tutela se lia trabado contienda de 
competencia, tuvo siempre establecida su familia en esta 
Capital, y que fallecida la madre de la menor, ésta siguió 
viviendo aquí con et padre, al cuidado de otras personas, 
situación que existió a la muerte de éste y que no se mo- 
dificó después, tales antecedentes, relativos a la residencia 
de la familia, determinan c. domicilio del padre de la me- 
nor en esta ciudad, de acuerdo con la disposición legal míe 
consagra el artículo 94 del Código Civit, aún siquiera 
exacta la afirmación de míe los negocios del causante es- 
tuvieran radicados en Mendoza. 

Caso: l.o explican las siguientes piezas: 
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Mcndoia, Julio & de IMM, 

Señor Juca: 

V- S?. me lia dado vista de la contienda de competencia 
suscitada entre el señnr Juez dé -la provincia de Mendoza y 
V*. S.. resínelo al nombramiento de tutor do lu menor Marga- 
rita María Luisa Tarana. 

Ks indudable que. funcionario de la ley debo atenerme a 
las. dis|H>siciones legales estrictas ijue rigen el caso para Fun- 
dar mi dictamen, jkto no oculto a V. S. h viva contrariedad 
que b tibiera sentido si la aplicación de esas disposiciones lega- 
les me pusiera en conflicto con <la solución moral que recia na 
el caso. Tutores que en Mendoza manejan los intereses cuan- 
tiosos de la menor, qué toleran fHir desidia o negligencia que 
mientras ésta se halla sujeta a ellos pueda recibir cartas como 
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la que corre a fs, 52 ¡Sé estos éxitos, que se suceden tino a otro 
desde las altas funciones públicas percibiendo rentas de su 
pupila y mantienen a ésta cu I¡» extrema indigencia, que mien- 
tras ptsrcibenjj como el doctor Guiñazú ocho mil pesos de !a 
menor en la Capital de la República no se preocupan de rendir 
cuentas ni de atender sus necesidades apremiantes, tutores co- 
mo esos no debieran existir y seria doloroso j»ara cualquier 
funcionario judicial arrimado por espíritu de justicia, tener 
que entregarles el honor y patrimonio de una menor que busca 
protección y a:rvparo en los jueces de la Capital de la Re- 
pública . 

No involucro en estos conceptos al último de Jos tutores 
don José A. Núiiez de quien no aparece en autos ningún an- 
tecedente reprochable : me refiero al primer tutor don Alberto 
Guiñaxú que era Jeíc de 1 "olida en ta Ciudad de Mendoza cuan- 
do se promovió "ex oficio" el juicio (le tutela de ja menor Ta- 
ra na en esa provincia y me refiero también a don José Néstor 
Lcneiuas que desempeñó la tutela hasta que falleció, ejerciendo 
el cargo de Gobernado]- de la provincia de Mendoza y uno de 
cuyos hijos fué el que durante esa Hílela hizo objeto a la me- 
ntir de las innobles asechanzas de que instruye la carta ya re- 
ferida y glosada a fs. 52 de estos autos. 

Salvados esos conceptos pienso ipic V. S. no debe hacer 
lugar a la inhibitoria promovida por el señor Juez de Mendo- 
za y a ese efecto me permitiré aivdizar los fundamentos que és- 
te invoca y las constancias probatorias acumuladas a los autos, 

Bl señor Juez de Mendoza reproduce, en lo fundamental , 
como parte integrante del auto respectivo, e4 -escrito del tu- 
tor y en este se afir.ua : a l que eJ fallecimiento del padre de 
la menor ocurrió en Mendoza; b) que en la partida de defun- 
ción consta que era allí su domicilio; c> que en esa provincia 
tenía el asiento principal de sus negocios; y d) que era ese el 
domicilio |xir él declarado en varias escrituras. 
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De esos hechos alguno* no esf&ii comprobadas y los Oíros, 
aunque lo estuvieran, ño tienen ej alcance legal qi*e fe les atri- 
hay&, 

K! fnÜciutiruto \ !as o mstatu ias de "a partida i|iie lo cons- 
tata no püeííeii inducir la prueba del doniicíljo. La residencia 
accidenta) mi un lugar determinado n<> COnStÍtU.ve dom|CÍHo 
(argumento del art. 0,2, Código Civil i. > liasta, en cambio, pa- 
ya détemn'ííar la Stiterveñcíón de la autoridad pública a los fi- 
nes (te "a consolación del fallecimiento. 1\1 art. 104 del Có- 
digo Civil almila etl 5U raimen y efeoos las partidas de de- 
función a las ■ tt- nacimiento y el art. j<j fiel mismo P&l'gP Salo 
a-igna a estas últi mas eficacia probatoria con respecto a las 
circunstancias de lugar, scno. nombre, apóllalo, e^c. 

Kl art. 02 del Código citado requiere para que la habita- 
ción canse domicilio que a rcsiilencta sea habitual y osla últi- 
ma cfréllristáheiá no puede inferirle en el oa*i del hecho de que 
don Anselmo Tarana haya faWecido en Mendoza. 

Kl asiento principal de los neg^ios no basta para defi- 
nir el domtqiííó porque en los términos del articulo <m del Có- 
digo 1/ivi] a residencia de la familia prevalece para determinar 
ol domicilio cuantío ambos lugares son distintos. 

Por lo demás, el domicilio depende de la intención y la 
residencia y si bien la primera puede colegirse por las mani- 
festaciones ele una escritura pública, la segunda es un factor 
material v de hecho independióme y distinto de cualqiuer ma- 
nifestación tic voluntad. No tienen, pues, las declaraciones 
-]iie se atribuyen al padre de -lá menor en escrituras públicas, 
el alcance que se les asigna. 

Desvirtuados así los argu lientos en que furnia su com- 
petencia el señor Juez de la provincia de Mendoza, es fácil co- 
legir la líe Y S. como Juez del domicilio del causante en la 
óptica de su fallecimiento. 

La larga lista de testigos presentada y las declaraciones que 
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dios han prestado constituyen la prueba más decisiva y con- 
cluyeme de (|iie el domicilio de don Anselmo 'Jarana ora en la 
calle Sarmiento 570,. Valentina (liraud (fojas 12 vta. y fs. 
ioo), Romegíalli (fúfás 13 vta.). Corengia (fojas 13 vta.), 
I'osse I fajas 103), Viola ( fojas 105), Sciiilder (fojas 111), 
Marta \\". de Suárcz (fojas 113). Saccntutj (fojas 120 1. Os- 
tein (fojas 14Í1). Pedro liravo (fojas 124). y el doctor Justo 
Barcos (fojas ...), así lo establecen con un prolijo y di- 
recto conocimiento de los hechos, calificando todas sus decla- 
raciones las circunstancias de haber tenido trato con Tarana. 
de haber concurrido a su casa, y lialier mantenido con él, la 
mayoría de ellos, una vinculación asidua de amistad y du ne- 
gocios. 

Por estas razones y en virtud de lo dispuesto por e! ar- 
ticulo 400 del Código CivÜ debe V. S. mantener su conrpe- 
tencia haciéndolo asi saber al señor juez de Mendoza y requi- 
riéndole para (¡tte teniendo por formada la contienda, remita 
los autos a la Suprema Corte de justicia. 

Roberto Basavitbaso. 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ KS m C1VU, 

Buenos Air», Agoste I i* 1«Q4 

Autos y Vistos: 

Para resolver la inhibitoria promovida por el señor Juez 
tic lo Civil y Minas de la ciudad de Mendoza, de la que re- 
bulla: 

a) Que el señor juez exhortante manifiesta en su requi- 
sitoria de fs. 38 haberse presentado el doctor Carlos Washing- 
ton Lcncinas, en representación del doctor José Néstor Lenci- 
nas, tutor de la menor Margarita María Luisa Tarana, promo- 
viendo contienda de competencia por inhibitoria, a fin de que 
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et Infrascripta se excuse de entender en los presentes autos 
iniciados por doña Matilde Knoll* sobre nombramiento de tu- 
tor a la menor Margarita María Luisa Tarana por haberse de- 
cía rado competente para intervenir en los mismos el señor 
Juez requirentc, luego de estudiados los antecedentes que como 
recaudos se adjuntan y obran a fs. 26 y siguientes. 

b) Que oído a fs. 76 el tutor dativo de la menor, desig- 
nado por este Juzgado, doctor Francisco P. Sagasti, se opuso 
a la inhibitoria solicitada, sosteniendo que el último domicilio 
de don Anselmo R. Tarana, pariré de la menor, era en esta 
ciudad de Buenos A i fes. donde continuamente Habla residido y 
era también el domicilio de su familia, cuyos hechos ofrecía 
justificar. 

c) Chic previa vista al Ministerio Públieo a ís. 87 vía. se 
admitieron las pruebas ofrecidos, produciéndose las que obran 
de fs. 100 a i*. IS3Í Í«eg0 de lo cual determinaron el señor 
Agente Fiscal a fs. 18; y el señor Asesor de Menores a fo- 
jas mi, aconsejando amitos funcionarios se mantenga la coni- 
petencia de este Juzgado en la incidencia promovida. 

Y Considerando : 

t. Oiu- el señor Ju*/. en b> Civil de la ciudad de Mindo- 
za al plantear la inhibitoria produce 1<«s escritos presentados 
ante >u jurisdicción y (|ue obran a fs. 26 y í0S de estos autos, 
fundamentándose en que. según ellos, su competencia surgi- 
ría de -ns siguientes hechos. 

a> Porque el fallecimiento de don Anselmo R. Tarana. 
padre de la menor ocurrió en iá provincia de Mendoza. 

1h Porque en la ptirtida de defunción de don Anselmo U. 
Tarana consta que tenia <\ doníjejlib CU aquella provincia. 

o Porque ftm* tenia él asiento principal de *ns negocios. 




DE JUSTICIA DE UA NACIÓN 



d) Porque era 4a provincia de Mendoza el domicilio de- 
clarado en diversas escritura,* públicas. 

Algunos de tales hechos, como acertadamente lo hace no- 
tar el señor Agente Fiscal a fs. 188 vía. no aparecen com- 
probados en autos y otros, aunque lo estuvieran, no tienen el 
alcance legal que quiere atribuírseles a los efectos de la ju* 
risdicción como resultará del estudio de estas actuaciones. 

II. Por íó que atañe al lugar del fallecimiento de don 
Anselmo K. Tarana, resulta plenamente justificado en autos 
que acaeció en el distrito de Chapanay, departamento de San 
Martin, en la provincia de Mendoza, como consecuencia de 
hemorragia por heridas de bala, Pero tal lugar, que hasta y 
sobra por sí sott¡ para constatar la residencia de hecho en el 
momento preciso de' fallecimiento, no constituye prueba de 
que allí estuviera domiciliada 'la persona fallecida. 

Para que la habitación cause domicilio, preceptúa el art. 
92 de] Código Civil, la residencia debe ser habitual y no ac- 
cidental, aunque no se tenga intención de fijarse allí para 
.siempre, y esa residencia "habitual" tanto de don Anselmo R, 
Tarana como de su hija Margarita María Uuisa que constituía 
su única familia, se encontraba en esta ciudad de Buenos Ai- 
res como resulta de la abundante prueba producida para com- 
probar los caracteres legales del domicilio. 

11!. Relacionado con el lugar del fallecimiento, se in- 
voca |*ir el señor Juez requirente el hecho de que en la par- 
tida de defunción de don Anselmo R. Tarana feonf. testi- 
monio de fs. 19), se hace constar que estaba domiciliado en 
el distrito Chapanay de la provincia de Mendoza, 

Prescribe el art. 104 del Código Civil que la muerte de 
las personas se prueba como e! nacimiento, vale decir, por cer- 
tificados auténticos extraídos de los asientos de los Registros 
públicos (conf . art. 79, Cód. Civil 1 , y taies asientos por dis- 
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posición expresa fie la ley. justifican el din del hecho con las 
circunstancias del lugar, sexo, nombre y apellido de la f>crso- 
na, pero no su domicilio. 

Tal es la doctrina sostenida por el señor Procurador C.e- 
neral doctor Matienzo "Caceta del Foro' N:* 1335. W 3^7. ? 
ta jurisprudencia establecida por la Suprema Corte Nacio- 
nal al resolver que la partida de defunción, pur sí sola prue- 
lia el fallecimiento pero no el último domicilio del difunto 
(fallos: tomo 44. pág. *)-, "(lácela del Foro" N\« 1879. 
25). 

IV. Análoga conclusión debe deducirse de la circunstan- 
cia invocada, aunque no probada, de que el señor Ta rana tu- 
viera en Mendoza, el asiento principal de sus negocios, toda ve* 
que ello no basta para caracterizar el domicilio, tanto más cuan- 
10 que está probado ijtie era en la ciudad de I menos Aires don- 
de estaba establecida su hija Margarita Maria Luisa que cons- 
tituía su única Familia, determinando asi ésta el domicilio de 
don Anselmo R. Tarana. como lo dispone el art. 94 del Cód- 
Civil. 

Y. Por último, el hecho de que dun Anselmo |í. Tarana 
haya declarado en las diversas escrituras a que se hace refe- 
rencia a fs. 32 que su domicilio era en distintos departamentos 
ile la provincia de Mendoza, no tiene eficacia para compro- 
bar ese domicilio, en primer lugar porque se trata de manifes- 
taciones hechas con años y meses de anterioridad a la fecha del 
fallecimiento y aunque se admitieran como exactas cuando se 
efectuaron podrían tto serlo en el momento preciso que se 
trata de determinar y en segundo lugar porque en autos exis- 
te prueba abundante y plena de que este domicilio y la resi- 
dencia habitual de don Anselmo R. Tarana y su única hija era 
en esta ciudad de lUicnos Aires. 

VI, Los testigos examinados en autos comprueban que 
la menor Margarita Maria Luisa Tarana. hija natural de don 
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Anselmo R. Ta rana y doña María Luisa Manchoha, estuvo 
pos disposición de su padre al cuidado de los esposos Teo- 
doro Knoll y Matilde K. de Knoll, con quienes en el ano 1911 
hizo un viaje a Ivuropa» regresando en e] mes de octubre del 
misino año, para fijar su domicilio en la calle Her nardo de Iri- 
goyen, en esta Capital, donde vivió con su hija Margarita y 
lits esposos Knoll feonf. Girand, fü. 100, 2' y 3,* y fs. 13, 4.*; 
l'osse. fs. 102. 2* y 3.*: Viola, fs. 105. 3»; Su&re*. fs. 113 
2>* y 3*: Saccrdotú. fs. i¿o, 2* y 3/; Hartos, fojas 133» 
U\ y l6«) . 

Vil. Pero el hecho capital en ía incidencia promovida 
consiste en Ja comprobación del domicilio real y efectivo de 
don Anselmo K. Tarana en la época de su fallecimiento y las 
constancias acumuladas en los autos llevan a! Infrascrito a 
la convicción de que ese domicilio y la casa habitación de don 
Anselmo K. Tarana y su hija Margarita, con doña Matilde K. 
de Knoll, era en esta Capital en la calle Sarmiento ÉL* 579. 

Tal resulla ele las aseveraciones concordantes de doña Va- 
lentina Giraüd, que fué profesora de la menor y vivía en la 
misma casa de la calle Sarmiento (2.* y 3.' de fs. 12 vta. y 3." 
y 4." de fs. joi); doctor Justo Barcos que mantenía relación 
con el señor Tarana y familia y lia concurrido a ese domicilio, 
constatando que alli tenia sus documentos, papeles y archivo 
de sité negocios <8.\ 9," y io.' de fs. 133 vta.) ; don Benja- 
mín l'osse, que remitió muebles al referido domicilio del se- 
ñor Tarana (4." de fs. 103); don Antonio Viola, que concu- 
rre repetidas veces a dicho domicilio por asuntos comerciales 
y con motivo de un ptxler que le otorgara. Tarana (4* y 5." 
de fs. 105 > ; don Ivrncsto Schildcr, que por cuenta y orden 
de! señor Tarana ejecuta diversos trabajos en su domicilio de 
la calle Sarmiento N." 579 (2.' a 6.' de fs. m); Marta W. 
de Suárcz, que concurre a dicho domicilio, de intimidad de la 
familia, como lo demuestra la fotografía que obra a fs. 124 
<4* y 5-" de fs. 115) ; don Alejandro Saccrdoti, que concurre 
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al domicilio del señor Tarana por asuntos de negocios (4* 
de fs. ¡31) ; don Ernesto Ostein, que a pedido del señor Ta- 
rara obtiene en ese domicilio diversas fotografías, como las 
.pie corren a fs. 144 y 145 (2.* a 5." de fs. 146) ; don Pedro 
E. Bravo y don Nicanor Perdricl (fs. 124 y fs. 142), que igual- 
mente concurren al expresado domicilio del señor Tarana, tes- 
tigos todos calificados, que deponen con conocimiento perso- 
nal de tés hechos y dan razón acabada de sus dichos que deben 
ser tenidos por verdad. 

Esc domicilio del señor Tarana en la época de su falle- 
cimiento continúa siendo el de su única bija, la menor Marga- 
rifa María Luisa, quien concurre como olumna al Colegio 
Alemán de la calle Cangallo 2169 ( recibos de fs. 46 y 47 )* 
declaración de fs. 108), y luego al Colegio de la Misericor- 
dia en Villa Devoto íconf. certificado de fs. 3). cuando se 
traslada a la casa de la calle Timbó N.' 3552 en compañía de 
ta señora Matilde Knoll (conf, expediente agregado, sobre co- 
bro de alquileres por dicha finca; doctor Barros, 12* de fs. 
134. señora Knoíl, i/." a 2o.' de fs. 151). circunstancia esta 
última, reconocida por las autoridades de Mendoza, como se 
desprende del oficio telegráfico testimoniado a fs. 130. 

VIII. — Que justificado como queda que el domicilio real 
de don Anselmo R. Tarana y el de su familia, en la época 
precisa de su fallecimiento era en esta ciudad de Buenos Aires, 
siirjíe la improcedencia de la inhibitoria requerida por el se- 
ñor Juez en lo Civil de la ciudad de Mendoza. 

Es prescripción terminante del articuló 3284 del Código 
Civil que la jurisdicción sobre la sucesión corresponde a los 
jueces del lugar del último domicilió del difunto y es igual- 
mente mandato legal que el disentimiento de la tutela corres- 
ponde al Juez del lugar en que los padres del menor tenían su 
domicilio el día de su fallecimiento, aunque Jos bienes del me- 
nor cstún fuera del lugar que abrace su jurisdicción — conf. 
artículos 400 y 404 del mismo código — disposiciones de las 
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que emerge la competida del Infrascripto para discernir co- 
mo ha discernido la tutela dativa de la menor Margarita Ma- 
ría Luisa Tarana. toda vez que desempeña el Juzgado con 
jurisdicción en et último domicilio que tenia el padre de la 
menor don Anselmo R. Tarana. 

IX, La circunstancia de que en ía ciudad de Mendoza se 
hubiera provisto igualmente de tutor a la menor y que ello 
fuera conocido )x>r ésta y por su guardadora la señora de Knoll, 
no puede en lo más mínimo hacer surgir una competencia que 
la ley no reconoce y extender una jurisdicción territorial de 
que se carece, aparte de que aquel conocimiento y el víaje 
transitorio efectuado a Mendoza conservando el domicilio de 
la ciudad de liuenos Aires, explicado en las correspondencias 
de fs. 56 a 63, no puede invocarse como un reconocimiento del 
domicilio del padre de la menor, hecho éste que es el único 
que por si atribuye jurisdicción y competencia para entender 
en todo lo rc'ativo a la perdona y hienes de la menor. 

X. l*or último, aparte de la estricta aplicación de los prin- 
cipios legales que rigen el paso, como lo hacen notar el señor 
Agente Fiscal a fs. 18" y el señor Asesor de Menores, a ís. 
1.9 1, los intereses morales y materiales de la menor llevan tam- 
bién a decidir la competencia del Infrascripto en cuanto a la 
tutela se refiere. 

1CI evidente y manifiesto abandono que se ha hecho de la 
persona misma de la menor Margarita de parte de los fun- 
cionarios designados en Mendoza» el hecho reconocido i>or el 
tutor doctor José Néstor Lencinas en la carta de ís. 70 que se 
ha tomado indebidamente una gran parte de la fortuna de la 
menor en tanto que ésta vive en una extrema indigencia, y so- 
bre todo, el descuido en que dejaba a la referida mCnor ante 
las asechanzas de que era objeto y que revelan los telegramas 
y cartas que obran de fs. 48 a 53. tic ¡Jarle precisamente ríe 
un hijo y apoderado del tut<* doctor Lencinas. importan he- 
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chos graves que t*l Infrascripto delio considerar para la me- 
jor resolución de esta litis. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales citadas, lo 
dicta mi liado ¡>or los Ministerios Públicos y siendo el caso de 
lo dispuesto por los artículos 400 y $284 del Código Civil, el 
Infrascripto resuelve: sostener su competencia para seguir co- 
nociendo en los autos de tutela de la menor Margarita -María 
Kuisa Tarana, no accediendo por consiguiente, a la inhibito- 
ria solicitada en el exhorto de fs. 38 por el señor Jtitz de lo 
Civil y Minas de la ciudad de Mendoza, a quien se le exhor- 
tará, haciéndole saltee esta resolución y pidiéndole remita las 
actuaciones existentes en su Juzgado a la Suprema Corte Na- 
cional, haciéndose lo propio con las presentes, para la deci- 
sión definitiva q"ue corresponda. 

Murros A. J'kfitcroa. 

Ante mi: p. a. s. : J. /*. Oderitjo. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!, 

Bümoi Alrtt. Junio 23 de IBIS 

Suprema Corte: 

Se ha trabado cuestión de comj)Ctencia entre el Juez de 1." 
instancia en lo Civil de la Capital de la Nación y el de igual 
clase de la ciudad de Mendoza para conocer en el juicio sobre 
discernimiento de tutela de la menor Margarita Maria Luisa 
Tarana . 

El art. 400 del Código Civil establece que dicho discer- 
nimiento corresponde al Juez del lugar en que los padres del 
menor tenían su domicilio el día de su fallecimienta ; y el art, 
404 de dicho Código preserilje que a este Juez compete dirigir 
todo lo que a ella pertenezca aunque los bienes del menor es- 
tén fuera del lugar que abrace su jurisdicción- 
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Resulta de autos cvitíetií^éWte justificado, en mi opinión, 
con abundante, precisa y concordante prueba rendida, que el 
domicilio del padre natural de la menor referida don Anselmo 
R . Tarana, era en Buenos Aires» calle Sarmiento m'nnero 570 
en la época de su fallecimiento sucedido en Mendoza, Depar- 
tamento San Martín el 31 de agosto de 191.2. donde fué ase- 
sinado. 

Toda la eorresijondencia cambiada y agregada a Sos autos 
y la pruel>a testimonial asi lo corrobora. 

No obsta a esta afirmación la circunstancia de que en la 
partida de defunción de Tarana diga el denunciante del dece- 
so que aquél tenía mi domicilio en Mendoza, pirque tal mani- 
festación, corno es Sabido, no bace fe. 

Tampoco es óbice el que Fuera alli el asiento principal de 
sus negocios y que en algunas escrituras púb'ieas hubiese acla- 
rado Tarana que en Mendoza tenía su domicilio, porque lo (pie 
caracteriza dicho domicilio es el asiento o residencia de la fa- 
milia — Código Civil, arts. 03 y 94 — y porque lo manifestado 
en escrituras públicas con fecha muy anterior a su fallecí ¡nien- 
to resulta contradicho por actos del propio interesado. lo que 
en los términos de los artículos tjt y <)/ del Código Civil im- 
porta la elección de un nuevo domicilio. 

Comprobado asi que el padre natural de la menor tuvo su 
domicilio y vivió con ésta en la Capital de la Nación corres- 
ponde a los jueces de la misma discernir la tutela en todo Jo 
concerniente a los bienes de dicha mentir. 

fistos están representados por lo que corresponde a la me- 
ntir en la sucesión de su referido ascendiente y en cuya liqüi- 
tlación delicrá conocer, como consecuencia el Juez de la Ca- 
pital por tratarse, además de tina heredera única, la que en 
los términos dci art. 3285 del Código Civil, puede promover 
dicha liquidación ante el Juez de su domicilio. 

Por lo expuesto soy fie opinión que delnr dirimirse la pre- 
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senté contienda en favor de la compc leticia del Juez de la Ca- 
pital. 

Horacio Lamia. 
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Suene* Airei, Afollo»! de IBK. 

Autos y Vistos: 

U>s de contienda de competencia entre un Juez de Pri- 
mera Insianeia en lo Civil de esta Capital y uno de ¡o Civrl 
y Minas de la ciudad de Mendoza, para entender en el discer- 
nimiento ile tutela de la menor Margarita Tarana. 

Y Considerando: 

Que consla de autos, sin discrepancia de partes. y« don 
Anselmo R. Tarana. padre natural de la menor referida, fué 
muerto en una finca de su propiedad situada en el Departamen- 
to de San Martín, distrito de Chapanay, provincia de Men- 
doza, el 31 de agosto de iota, circunstancia que agregada a! 
hecho de que el causante tuviera bienes y negocios en esa pro- 
vincia, dió base a que ante los tribunales de la misma se pro- 
veyera a la tutela de la menor y se instaurara el juicio su- 
cesorio que allí se tramita. 

Que posteriormente, a mérito del requerimiento de su tt> 
ten-cución jurisdiccional' el Juez de esta Capital ha proveído 
a su vez al discernimiento de tutor dativo para dicha menor, 
v sin aceptar la inhibitoria promovida por el Juez de Mendoza, 
mantiene su competencia, quedando asi trabada la contienda 
te jurisdicción ira ida a la decisión de esta Corte. 

Que establecido |»or disposiciones legales expresas que el 
dUcenumieuto de la tutela córresele al Juez del lugar en 
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(|ue los padres de} menor- tenían su domicilio al día de su fa- 
llecimiento, y que el Juez a quien compete el discernimiento de 
la tutela, será -el competente para dirigir lo que a ella pertenez- 
ca, aunque los bienes del menor estén fuera del tugar que abra- 
ce su jurisdicción (Código Civil, artículos 400 y 404). es des- 
de luego evidente que la cuestión a resolver se reduce a la de- 
terminación del domicilio del causante de <la sucesión, padre 
de la menor, don Anselmo R. Tarana, al día de su muerte. 

Que el Juez de Mendoza funda su jurisdicción en que él 
ha prevenido en el nombramiento de tutor, en que en esa pro- 
vincia falleció el padre de la menor y en que allí tenía el asien- 
to principal de sus negocios y su domieblto. como consta en va- 
rias escrituras f Expediente número 13.208 sobre renuncia de 
la tutela, fojas 51: Expediente de la Capital fojas 26 y 168); 
y pur su parte el jucjt exhortado deriva su competencia de las 
constancias de autos que invoca como comprobatorias de que 
fué esta ciudad el último domicilio del autor de la sucesión, trá- 
gu-ameme muerto en su residencia accidental de Cbajanay 
(Auto de fojas 192, expediente de la Capital, citado) . 

Qae las circunstancias relativas a la prioridad del discer- 
nimiento de la tutela, al del lugar del fallecimiento y al asien- 
ro principal de los negocios, sólo puede aceptarse como térmi- 
nos coadyuvantes de la prueba del domicilio, pero no consti- 
tuyen la -prueba misma, y menos cuando como en el caso, el 
lugar del fallecimiento no es el de residencia fie la familia, y 
Ctiandp de las actividades comeiviales del causante, que reve- 
lan las constancias de autos, ío mismo puede considerarse Bue- 
nos Aires que Mendoza el asiento principal de stis negocio*. 

Que respecto a la enunciación del domicilio consignado c^i 
la partida de defunción, esc instrumento público no tiene para 
objeto legal señalar el domicilio del fallecido, sino simplemen- 
te hacer constar el liecho mismo del fallecimiento, según lo 
tiene declarado en reiterados casos este Tribunal. (Fallos to- 
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mo 44, página jyj: tóñw i 4 V». página ->H_» k y en cuanto a las 
eser ¡tinas en güe el dé cujiis declara su domicilio, antecedente 
que constituye La base fundamental de la jurisdicción del juez 
exhortante, se observa que dicha declaración varia en cada 
caso, y que con intervalos de tiempo relativamente cortos, el 
domicilio aparece en .Mendoza, en San Martín, en Lujan, en 
Cáchenla lo q|tó indicaría, rió precisamente una mutación 
constante de residencia domiciliaria, sino más bien un concep- 
to equivocado ciél declarante respecto a la importancia o sig- 
nificado de la relación jurídica del domicilio que lo permitía 
denunciarlo diferente según las distintas localidades en que 
realizaba una operación comercial o extendía el tituld respec- 
tivo; v en estas condiciones, 110 es posible atribuir a los antece- 
dentes invocados la eficacia probatoria que se les asigna y que 
habría tenido sin duda en otras circunstancias. 

One entre tanto, del examen de las actuaciones del caso, 
resulta demostrado que don Anselmo R. Tarana tuvo siem- 
pre establecida su familia en esta ciudad, y que fallecida la 
madre de la menor, ésta siguió viviendo aquí con el padre, 
y al cuidado de los esposos Knotl. situación que existia a la 
muerte de Tarana y que no se modificó después. De manera 
que aún supuesta exacta la afirmación de que sus negocios es- 
tuvieron radicados en Mendoza. los antecedentes relativos a 
la residencia de la familia determinan su domicilio en esta ciu- 
dad, de acuerdo jcon la dis|)osicíóu lega! que consagra d ar- 
ticulo 04 de! Código Civil. 

Que aparte de los antecedentes precedentemente relaciona- 
dos, el domicilio en esta ciudad del autor de la sucesión de que 
se trata se ha comprobado ampliamente en autos por asertos 
testimoniales intachables y cortcliiyentes, pues provienen <le 
testigos calificados, que demuestran o! pleno conocimiento de 
los hechos y la razón tic ser de las informaciones a que se re- 
fieren, como que han tenido al respecto actuación directa y 
IKTsqnal que les permite afirmar con indicaciones precisas de 
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tiempo y tle lugar la verdad (te sus declaraciones; y esa prue- 
ba testimonial asi rendida y que aparece debidamente apre- 
ciada en autos, consagra la certidumbre de que el domicilio de 
don Anselmo R. Tarana fué esta ciudad, desde Hace muchos 
años, y que aquí estaba domiciliado, en la caí le Sarmiento 
5/0. a la fecha de su fallecimiento, 

l&S hcdios y circunstancias del sitb judice determinan con 
precisión los preceptos legales aplicables y estos consagran la 
solución comjwiiible con las exigencias de orden moral (|tie el 
caso requiere y de que se ha hecho mérito en estos autos. 

Por el'o y los fundamentos del dictamen fiscal de fojas 
iH-, los del auto de fojas i<>¿, y de acuerdo con el dictamen 
del señor Procurador General y la constante jurisprudencia 
de esta Corte i Fallos lomo no, página ¿04; tomo 123. pági- 
na 191; tomo 118. página 39. entre otros), se declara que el 
juez conijxítentc en el caso es el de lo Civil de esta Capital a 
quien se remitirán los autos, avisándose al de Mndoza en la 
forma de estilo. Repóngase el papel. 

A. Bermejo — J. Ficueboa Al- 
corta- — Ramón* Mkxlh-z. — 
Rouerto Refetto. — M. Lau- 

CENA. 



Doña Irma Lenchini de Bahlman en autos con Don Oscar 
Mauricio Holtima», sobre divorcio. Recurso de hecha. 

Sumario: A los efectos del recurso extraordinario del articulo 
14. ley 48, tratándose de un juicio de divorcio iniciado an- 
te los tribunales locales de la Provincia de Buenos Aires, 
aquel debe ser interpuesto ante la Cámara de Ablación 
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respectiva, o sea ante el Tribunal de apelación de última 
instancia dentro de la jurisdicción local- 

Caso*. Lo explica el siguiente: 
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Bueno* Aire*. Al<»lo 31 dt 19» 

Autos y Vistos. Considerando: 

Q|ie según su propia manifestación, el recurrente inter- 
puso ante la Suprema Corle de la Provincia de Buenos Aires, 
el recurso extraordinario previsto por el artículo 14 de la ley 
48. habiéndosele denegado por estar fuera de término. 

Que. a los efectos del referido recurso, tratándose de un 
juicio de divorcio iniciado ante los tribunales de Rabia Blan- 
ca, éste debió ser interpuesto ante la Cámara de Apelación en 
lo Civil y Comercial del Departamento Sud, o sea ante el tri- 
bunal de esta última instancia dentro de la jurisdicción local. 
fToruo iih, página 138}' 

Que a mayor abundamiento cal»e agregar que la resolu- 
ción se lia fundado en disposiciones de !os Códigos Civil y de 
Procedimiento*, cuya interpretación es extraña al recurso ex- 
traordinario con arreglo a lo dispuesto en la última parte del 
artículo J5 dé la ley número 4*. 

< hic en cnanto a los artículos M> y 18 de la Constitución 
mvitcados por el a¡x-lame, esta Curte ha declarado reiterada- 
mente qué no basta la simple myocación de cláusulas consti- 
tucionales para hacer precedente el recurso, si como ocurre en 
el caso, no niédia una relación directa entre las cláusulas «lie 
Ee dicen desconocidas y las cuestiones planteadas en la causa. 
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Por eHo. no lia lugar a la queja, Notifique» y repuesto 
el papel archívese. 

A. Bermejo, — J. FícuEkoa Al- 
corta. — Ramón' Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. L,\u- 

RENCENA. 



t)pH Juan B. Di Leo contra fu Prtn'ínña de Buenos Aires . so- 
bre cumpUmicnlo de ton trato. 

Sumario: Las personas jurídicas, como las de existencia visi- 
blé que obran por medio de mandatarios, están habi lita- 
das y son. en general. las que están llamadas a serlo, para 
negar eficacia a los actos de sus representantes cuando és- 
tos se hubieran extralimitado al ejercitar sus j>oderes. Ar- 
tículos ¿3, 3$ i8;o y t()3t y correlativos del Código Ci- 
vil. (El actor desconocía la facultad de la provincia para 
dictar un decreto mediante el cual se anulaba y se dejalia 
sin efecto un con trato de arr idatuiento celebrado con el 
Di rector de la Rambla de .Mar del Piala ► . 

Cuso: l.ii explica él siguiente: 
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b 

Buenos Air», Agosto M de Iftfl 

Y Vistos: 

Los pitidos por di ni Juan I!. Di Leo contra la I'rm-in- 
cia de Hílenos Aires, sobre cumplimiento de ct nitrato, de los 
que resulla : 
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<Juc a fs. y y con los documentos precedentemente agre- 
gados se presenta clon Luis María Pardo, cu representación 
dél actor, exponiendo: 

QÜe su mandante contrató con el Director de la Rambla 
tic Nlar de) Plata, en nombre éste último del Poder Incentivo 
de la Provincia de Une nos Aires, en viriud del decreto de fe- 
cha 2 de febrero de 1921, el arrendamiento de un local sito en 
Mar del Piala, denominado "Calió Corrientes". jn>r el tér- 
mino de cinco años a contar desde el 30 de abril de ii>ji. 

Oue el mencionado contrato' fué aprobado por el Poder 
Ejecutivo de la provincia mencionada, por resolución recaída 
en el exilíente número 8024 Letra 1>. año t«)20. del Minis- 
terio de Hacienda, cuya copia aconi]>aña. 

Oue a pesar de ello el mismo Poder Incentivo de propia 
luinridad y sin tener en cuenta los derechos que le acuerda el 
referido contrato, lo declaró nido, por decreto de 25 de julio 
de i«*2i. fundándose en la circunstancia de que él fué otorgado 
con violación de disposiciones administrativas. 

Que es evidente la improcedencia del decreto de referen- 
cia que declaró sin vaW el contrato celebrado, desde que su 
mándame cumplió con todas las obligaciones impuestas en el 
mismo, habiendo la provincia procedido al suscribirlo, como 
l>ersona jurídica y no como poder administrador. 

Que fundando sus derechos en las di sposic iones de los ar- 
ticulo* 110,7, 1 iijK, 15-4. 1204 y concordantes del Código Civil, 
pide se condene a la provincia a respetar y cumplir el contrato 
<le locación, dejándose a salvo sus derechos para reclamar la 
indemnización do daños y perjurio* que pueda haber te causa - 
do con el desconocimiento de -los derechos que le corresjíonden 
por dicho contrato, con costas. 

Que acreditada en cuanto ha lugar, la jurisdicción origi- 
naria ile esta Corte, se corre traslado de la demanda a la pro- 
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vÍik'íu de llnenus Aires. l:i que contesta a í"ja> _ f 4 \xir inter- 
medio de su represen: ante, manifestando : 

Que el contrato que invoca el actor, conjuntamente con 
(•tros, fueron declarados nulos por decretos de 25 de julio de 
tyji. según tos fundamentos que el mismo contiene y especial- 
mente por haberse omitido el requisito de la licitación publica, 
indispensable según la lev de contabilidad, y porqué el articulo 
1502 del Código Civil establece que los arrendamientos de bie- 
nes de la Provincia deben ser juzgados )>or las disposiciones 
del derecho administrativo, y en mérito de !o expuesto, soli- 
cita el rechazo de la demanda, con costas, 

Chie abierta la causa a prueba ( fs. 26) y vencido el tér- 
mino t fs. 2<>>. se pusieron los autos para alegar y agregados 
los alegatos de las panes a fs. 31 y 33 se llamó autos para de- 
finitiva a fs. 35. 

Y Considerando: 

Que en el ¿ub judie? ha sido desconocida la facultad míe 
se atribuye la provincia demandada a dictar el decreto de fe- 
cha 25 de julio de i*>2i. mediante el cual se anula y se deja 
sin efecto un contrato de arrendamiento celebrado entre el ac- 
tor y el Director de la Rambla de Mar del Plata, como repre- 
sentante del Poder Ejecutivo de la provincia demandada. 

Que en el "Bnletin Oficial" corriente a fojas i f presenta- 
do por c! demandante al iniciar la acción, se encuentra inserto 
el referido decreto del (pie resulta, (pie al celebrarse el con- 
trato se omitieron disposiciones tales como la del articulo 54 
de la L&y de Contabilidad que establece como requisito previo 
al arrendamiento de los bienes de la provincia. !a licitación p&- 
bliea- tm 

Que la provincia demandada al proceder en la forma ex- 
presada, se funda, además, en lo que disponen los artículos gjS 
y 1 502 del Código Civil . 
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Que cabe observar acta-a de la cuestión planteada, esto 
es que la provincia no lia podido anular por derecho el con- 
venio celebrado con anterioridad por intermedio del Director 
de la Ranvbla de Mar del Plata, que es doctrina consagrada 
por la jurisprudencia de esta Corte, que las personas jurídicas 
como las de existencia visible, que obran por medio de manda- 
tarios, están habilitadas y son en general, las llamadas .1 ser- 
los, para negar eficacia a los actos de sus representantes cuan- 
do éstos se hubieran extralimitado al ejercitar sus poderes 
(Artículos 33, 36, i8;o, 1931 y correlativos del Código Civil: 
Fallos tomo óf>, pagina 303; tomo 97. página 20; tomo 135. 
l»ágma 347, tomo 137, página 383). 

Que dados estos antecedentes no es posible dudar de ía 
facultad del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires de dic- 
tar el decreto impugnado, como es innegable que al actor co- 
rrespondía acreditar por su parte, que en el contrato de refe- 
rencia fueron observados todos los preceptos legales que apa- 
recen omitidos y que constituyen requisitos que no ha podido 
ignorar el demandante pues tal ignorancia no le habría serví- 
do de excusa, siendo forzoso concluir por consiguiente, que su 
situación jurídica debió apreciarse con los caracteres de ile- 
galidad que la afectaban, y que no es derivación del decreto li- 
mitado a reconocerla, sino de la omisión entre otras, de la for- 
malidad substancial de la ley mencionada, (Fa!lo de fecha 
julio 1 * de 1923. en los amos González Manuel María c. Bue- 
nos Aires, sobre cumplimiento de contrato). 

Por estos fundamentos no se hace lugar a la demanda de 
fojas 9. Las costas por su orden atenta la naturaíeía de la 
cuestión resuelta. Xotifíquese y repuesto el papel, archívele. 

A. BERMEJO. — J, FlC.UEROA Al,- 

Coht.v — Ramón Méndez. — 
RonERTti Repetto. — M. L\o- 

RENCEKA. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 260 



NOTAS 

Con fecha tres de agosto de 1925 !a Corte Suprema 1)0 hi- 
zo lugar a la queja deducida por don Gaspar Causa en autos 
con don Juan Herrera, sobre desalojamiento, por resultar «ti- 
los propios términos en que el apelante fundaba la queja, que 
el litigio tiab:n versado sobre cuestiones regidas en la interpre- 
tación y aplicación de disposiciones rfd Código de Procedi- 
mientos y de la lev 11,156, todo ello ajeno al recurso extra- 
ordinario según los términos del artículo 15 de ta ley 48, y la 
reiterada jurisprudencia del tribunal- 



En siete del mi sano se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Francisco Palazzani en autos con Luis Scata 
y Cía., sobre desalojo, por desprenderse de lo expuesto por el 
recurrente, que la defensa fundada en el articulo 16 de la Cons- 
titución» había sido formulada con posterioridad a la senten- 
cia definitiva dictada ¡x>r el Juez en to Civil y Comercial <le 
Mercedes, Provincia de Buenos Aires, y porque según Ta rei- 
terada jurisprudencia del tribunal, para la procedencia del re- 
curso extraordinario es indispensable que alguna de las cues- 
tiones federales enumeradas en el articulo 14 de la ley núme- 
ro 48 haya sido planteada en el pleito, o sea, en condiciones ta- 
les que el tribunal local de última instancia hubiera podido pro- 
nunciarse sobre ella; agregándose a mayor abundamiento, que 
el artículo 612 del Código de Procedimientos de ta Provincia 
de Buenos Aires, según el cual et demandado sólo podía apelar 
de la sentencia en el juicio de desalojamiento en los casos del 
art. óit, no podía considerarse violatoria del art. 16 de la 
Constitución, porque la igualdad que consagra no es otra co- 
sa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privi- 
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legios i|ue excluyan a tinos de lo que se conceda a otros en 
iguales condiciones. 



En la mi «na techa la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado }>or H señor Procurador Genen» 1 no hizo lu- 
gar al recurso deducido por la Sociedad Argcm - Protectora 
de los Animales, en autos con don Luis Colombo ixtr infrac- 
ción a 1a ley 2786. en cuanto ésta pena el mal trato y crueldad 
para con los animales, en razón de que. aparte de que la reso- 
lución del señor Jefe de Policía debe considerarse como de úl- 
tima instancia, cabía observar que en el caso de autos, no esta- 
ba en juicio !a validez de ta expresada ley 2786. o un derecho n 
privilegio fundado en la inteligencia que a ella se atribuya, si- 
no simplemente una cuestión de hecho ajena al recurso extra- 
ordinario, como asi lo tiene declarado el tribunal en un caso 
análogo registrado en la página 318 del tomo 135 de la colec- 
ción de sus fallos. 



En la misma fecba fué desestimada la queja interpuesta 
por doña Silvia E. Pimcntel en los autos seguidos por don 
León F. Ocampo contra don Jaime Barccló, sobre desaloja- 
miento, por resultar de la propia exposición de la recurrente, 
qtie el recurso extraordinario había sido entablado en ocasión 
de la decisión tfc la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Ci- 
vil ile la Capital, declarando inapelable la sentencia de primer^ 
instancia, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 5<j¿ del Có~ 
digo de Procedimientos, es decir, contra una resolución de 
carácter meramente procesal y de simple interpretación de la 
ley de enjuiciamiento, y en tales condiciones, el caso no que- 
daba comprendido dentro de ninguno de los supuestos previs- 
tos en el articulo 14 de la ley número 48. 
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En la misma fecha nu se hizo lugar al recurso de revisión 
interpuesto por el procesado Mariano T. Medina, en razón 
de que no se había deslizado error alguno — como lo afirma- 
ba el recurrente — para sostener el pedido formulado, ni él 
proeeilia por subsistir las mismas razones en que se fundó e! 
fallo pronunciado por la Corte Suprema con fecha 18 de ma- 
yo de 1923, a raíz de otro pedido de revisión, en virtud del 
cual se sustituyó la pena de presidio que se le había impuesto 
jx>r el Código Penal vigente en Ta época en que se cometió el 
delito, por la de reclusión señalada e net nuevo Código Penal, 
agregándose además, que en cuanto a la buena conducta que se 
alegaba, podría influir respecto a Ta libertad condicional le- 
gislada en el articulo 13 del Código Penal, pero no en el re* 
curso de revisión reglamentado en el artículo 551 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. 



En !a misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata que condenó al procesado Al riño Astcia, a sufrir 
la pena de veinticinco anos de reclusión, accesorias legales f 
costas, en vez de la de reclusión perpetua que le impuso el 
Juez Letrado del Territorio Nacional del Río Negro, como 
autor del delito de homicidio perpetrado en la persona de su 
padre Astete Huenchticurá, en Corral Chico, jurisdicción del 
expresad.* territorio, el dia 5 de julio del año 19*1. 



En ta misma fecha fué confirmada, igualmente, la senten- 
cia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata que condenó a Pablo José o Juan ¿Manuel Vacilo o Vallo, 
a sufrir la pena de quince años de reclusión, accesorias legales 
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y costas, en vez de la de ocho años de la misma pena que 1* 
fuera impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional 
de la Pampa Central, con» autor del delito de homicidio co- 
metido en la persona de Justo Pastor Pedraza el día 25 de ma- 
yo de 1921, en el paraje denominado ''Barrancas Coloradas", 
jurisdicción del expresado territorio. 



Con fecha diez no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Domingo Trípodi en autos con don Pedro Jorge Sáleme, 
sobre desalojamiento por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que éste había sido oído en las instancias ordina- 
rias del pleito, con lo que aparecían llenados los requisitos de 
ta defensa en juicio, consagrados por el artículo 18 de la Cons- 
titución; agregándose además, que ta interpretación y aplica- 
ción de preceptos de derecho común hecha por los tribunales 
ordinarios, hacen improcedente el recurso extraordinario, se- 
í*ún lo dispuesto en el articulo 15 de la ley 48- 



En doce del mismo fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, ta que confirmó, a su vez, la dictada por el Juez 
Letrado del Territorio Nacional del Chubut que condenó al 
procesado Estanislao Choslcy, a sufrir ta pena de doce años 
de prisión, accesorias legales y costas, como autor del de- 
lito de homicidio perpetrado en ta persona de Zacarías Mar- 
kosky, el día 25 de diciembre de 1923, en Comodoro Rivada- 
via. jurisdicción de dicho territorio. 



En ta misma fecha no se hizo tugar a ta queja interpues- 
ta por doña Zanobia Lydia Cedarri de Howard en autos con el 
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Ferrocarril Central Argentino, sobre daños y perjuicios, por 
resultar de los términos en que la queja se fundaba, que el 
litigio liabia versado sobre una acción de danos y perjuicios, 
que había sido definitivamente resuelta por >la Cámara Federal 
de Apelación de la Capital v de acuerdo a lo que determinan 
los artículos 241 y 242 de la ley número 50 el recurso de 
revisión había sido bien denegado ; y en cuanto a los de apela- 
ción y nulidad eran improcedentes por no encuadrar el sub lite 
en ninguno de los casos previstos en el artículo 3* de la ley 



Con fecha catorce fué confirmada por la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, que condenó al procesado Juan Tnostrosa a sufrir 
la pena de quince año* de prisión, accesorias legales y costas 
del juicio, como autor del dc'ito de homicidio perpetrado en la 
persona de Juan Vera, el día i," de julio de 1923, en el Depar- 
tamento Confluencia, paraje denominado "Vista Alegre", ju- 
risdicción del Territorio Nacional de! Neuquén 



En la misma fecha fué confirmada, igualmente, la senten- 
cia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, la que confirmó a su vez, la dictada por el Juez Letrado 
del Territorio Nacional de ta Pampa Central que condenó a 
Gregorio Trifón La ra a sufrir la pena de veinte años de re- 
clusión, accesorias legales y costas del juicio, por el delito di? 
homicidio perpetrado en la persona de Cayetano Juan, el día 
2 de marzo de 1924, en el pueblo Agustoni, jurisdicción de di- 
cho territorio. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
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Ja sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de l*a I*lata, que condenó al procesado Hucicliutn Linares a 
sufrir la pena de diez y seis anos y medio de prisión, en vez de 
la de reclusión que por el mismo término le fuera impuesta 
l*jr el Juez Letrado del Territorio Nacional del Chubut. como 
autor de! delito de homicidio perorado en la persona de Do- 
minga Texicra, el día 22 de abril de 1923, en Esquel, juris- 
dicción del expresado territorio- 



Kn la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
del Paraná une condenó a Juan Pablo Reyes a sufrir ta pena 
de doce años de prisión, accesorias legales y costas del juicio, 
en vez de la de veinte años de reclusión que le fuera impuesta 
por el Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, por 
el delito de homicidio perpetrado en la persona de Kleuterio 
Cabrera, en el puerto "Tabay Al vez*', (Alto Paraná), juris- 
dicción de dicho territorio, el dia 21 de diciembre de 1933. 



T ; .n ta causa criminal seguida de oficio contra Martin Pe- 
drnzzn pur el delito de homicidio perpetrado en la persona de 
Justo P. Fernández, el dia 24 de agosto de 1910 en el paraje 
denominado "laguna Blanca", jurisdicción del Territorio Na- 
cional del Cliacu, la Corte Suprema con fecha 14 de agosto 
de 1925, confirmó en cuanto a la calificación legal de! delito, 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
del Paraná, y la modificó respecto a la pena que fijó en quine» 
años de reclusión con las accesorias de ley y las costr»* de! jui- 
cio ; dicha resolución imponía la de diez y siete añ^á y medio 
de reclusión, confirmando, a st) vez, la dictada \*>r el Juez 
Letrado del mencionado territorio. 
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Kn la misma fecha no se hizu lugar a >a queja deducida 
por don José G- González en autos con la Empresa del Fe- 
rrocarri: Midland de Huenos Aires, por resultar de las propias 
manifestaciones del recurrente, que el litigio había versado so- 
bre devolución de efectos transportados por dicha empresa, y 
la resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de 
la Capital estableció el motín de justificar el valor de las mer- 
caderías a devolverse, lo que es ajeno al recurso extraordinario 
por tratarse de la aplicación de disposiciones contenidas en el 
Código de Procedimientos (Art, 15. ley 48) ; agregándose ade- 
más, que en cuanto a que la referida sentencia pueda vulne- 
rar el principio de la inviolabilidad consagrado por el articulo 
17 de la Constitución, cabía observar ijuc dicha resolución, no 
disponía de la propiedad del apcíante, sino que se limitaba a 
establecer la manera de justipreciarla. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don José Gagliano con Benigna R, de Santamarina, sobre 
falsificación de firma, por resultar de los términos en que se 
fundaba la queja y de las cédulas que se acompañaban, que 
en el pleito no se había planteado con anterioridad al fallo de 
dicha instancia en la jurisdicción local, o sea en la Cámara de 
Apelación en lo Comercial y Criminal de la provincia de Men- 
doza, cuestión alguna de las que prevé e! art. 14 de la ley 48. 



Con fecha veintiocho no se hizo lugar a ía queja deduci- 
da por don Rolwrto Corvalán en autos con don Gerónimo Po- 
letto, sobre cobro de pesos, en razón de que según lo manifes- 
taba el recurrente, no se Iratalia del recurso de queja por dc^ 
negación det extraordinario previsto por el articulo 14 <1« 1* 
ley 48, y no ser el caso de autos ninguno de los que contempla 
el art. <>* de 4a ley 4055 
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En la misma feclia se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Juan Bussalen en autos con doña Luisa B. de 
Diaz de Piquet, sobre desalojamiento, ]>or aparecer de la pro- 
pia exposición del recurrente que la medida de prueba que mo- 
tivaba el recurso fué dictada por el Juez de Paz de "para me- 
jor proveer", y la garantía de la liben ad de defensa no pue- 
de reputarse desconocida en el caso, toda vez que esc genero 
de medidas reservadas at juez por la ley. presupone que los 
litigantes han usado conforme a las reglas procesales y en 
liempo oportuno, del dereclio de allegar a los autos, la demos- 
tración de los hechos vinculados a la causa. 



En treinta y uno del mismo se declaró improcedente la 
queja deducida por don Miguel Berardi y Cía., en autos con 
don Emilio Monetir, sobre reposición de estampillas, por no 
llenarse en la exposición del recurrente las condiciones exigi- 
das por ta primera parte del articulo ig de la ley 48. 



En la misma fecha la Corte Suprema hizo lugar al recur- 
so de revisión interpuesto por eí procesado Francisco Vázquez, 
cond nado por sentencia pronunciada por la misma, a sufrir 
la pena de diez y siete años y medio de presidio de conformi- 
dad a lo establecido por el art. 17, inciso i* Capitulo 1 ° de 
la ley 4189, vigente cuando aquélla se dictó, por c! delito de 
.emicidio simple ; y en atención a que siendo más benigna la 
que fija el actual Código Penal, para ese delito — artículo 79 
— y de acuerdo con lo dispuesto por el art- 2 del mismo Có- 
digo y 554 del Código de Procedimientos en lo Criminal, decla- 
ró procedente la reducción de aquélla, al término medio de la 
que impone el articulo 7*) citado, o sean diez y seis años y seis 
meses de reclusión. 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Domingo Vendelto, en la causa seguida en su contra 
por infracción a la ley N.° 4097, por resultar de tas propias 
manifestaciones del recurrente, que éste había sido condenado 
por la Cá ivara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital, en 
virtud de disposiciones de los Códigos Penal y de Procedimien- 
tos, cuya interpretación es ajena al recurso extraordinario, se- 
gún lo dispone en su segunda- parte el art. 15 de la ley 48, co- 
mo lo es, igualmente, la apreciación de los hechos, conforme 
a la reiterada jurisprudencia^ de! tribunal; agregándose ade- 
más, que no basta la invocación de cláusulas constitucionales 
para hacer procedente el recurso, si como ocurría en el caso, 
no mediaba una relación directa entre las cláusulas que se di- 
cen desconocidas y las cuestiones planteadas en !a causa. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Supre- 
ma la sentencia pronunciada por ta Cámara Federal de Apela- 
ción de La Plata, la que a su vez, confirmó en lo principal, re- 
formándola en cuanto a la calidad de !a pena, que declaró se- 
ria de prisión, la sentencia pronunciada por el Juer Federal 
de dicha ciudad, que condenó a Antonio Jacobacci, a sufrir 
ta pena de doce años de reclusión e inhabilitación absoluta por 
el tiempo de la condena — Arts. 79 y 12 del Código Penal, co- 
mo autor de! delito de homicidio perpetrado en ta persona de 
Pedro Fernández Barreda, el día doce de diciembre de 1923, 
en "Bertsso", jurisdicción de dicho juzgado. 



La Sociedad La borde linos, entabló demanda contra la 
Provincia de Mendoza por restitución de la suma de cuatro mil 
ochocientos trece pesos con sesenta y ocho centavos moneda 
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nacional, pagada bajo protesta en virtud de que conceptuaban 
inconstitucionales las leyes provinciales, número 758 y 759, 
por constituir una verdadera expoliación para los industriales 
y propietarios de viñas en dicha provincia. La Corte Suprema, 
con fecha 31 de agosto de 1925. en razón de lo manifestado 
por el representante de la demandada, de que no tenia ningún 
argumento de orden legal que oponer, tanto más, cuanto que 
el derecho invocado por la sociedad actora había sido recono- 
cido por sentencias pronunciadas por el tribunal, lo que impli- 
ca!» un reconocimiento expreso, de las acciones y derechos en 
que se fundada -la demanda, y que el caso de autos versaba so- 
bre la misma materia y guardaba completa analogía cen el re- 
suelto eíTla causa seguida por don Francisco Passera contra la 
misma provincia por devolución de dinero proveniente de los 
mismos impuestos, (Fallos, lomo Í39, página 358), hizo lugar 
a la demanda, declarando que las mencionadas leyes números 
75 8 y 759. contrarían las garantías establecidas en la Constitu- 
ción — Articulo 14 — relativas a la libertad de trabajo, indus- 
tria y comercio, y que la provincia de Mendoza debe devol- 
ver a la actora en el término de diez días, la suma reclamada, 
con sus intereses a estilo del Banco de la Nación Argentina, 
contados desde la notificación de la demanda, y se alionasen 
las costas por su orden, dada la forma como había sido con- 
testada ésta. 
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Don Rafael Atmdci contra la Provincia de Mendosa, sobre co- 
bro de pesos. 

Sumario: t * Las provincias como personas jurídicas, solamen- 
te pueden ser obligada por sus representantes legales tlen- 
tro de las facultades conferidas a éstas por los estatutos, 
las leyes o la Constitución- 

2." Los pagarés otorgados por las autoridades de una 
provincia, bajo el imperio de una ley nacional que las de- 
claró intervenidas a los efectos de la reorganización de sus 
poderes, carecen de fuerza ejecutiva. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



Autos y Vistos 



FAUO DE t.A CORTfi SUPREMA 

Bumi Airas, Septiembre 1 de loas 



Teniendo |»r acreditada la jurisdicción originaria de esta 
Corte a mérito de la información producida, de estas actua- 
ciones resulta: 

Que don Adolfo Kern en representación de! señor Rafael 
Amadei inicia acción ejecutiva contra la provincia de Mendo- 
za por la cantidad de: cuarenta y tres mil ochocientos veinte 
y seis pesos con sesenta centavos moneda nacional, con intere- 
ses y costas, por los que se pide que eí tribunal despache man- 
damiento de ejecución y embargo. 

Que para fundar la acción ejecutiva se acompañan dos pa- 
garés y una constancia de depósito del Banco de la Provincia 
de Mendoza de otro pagaré, a la orden de don Rafael Ama- 
dei, por construcción de obras, fechados todos en Mendoza en 
9 de octubre de 1924, y con vencimiento el 8 de noviembre y 
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8 de diciembre de 1924, y 7 de enero de 1925. Se acompaña 11 
testimonios de las escrituras de protestas de los dos pagarés 
agregados, verificados ante el Tesorero General de la Provin- 
cia de Mendoza. 

Y Considerando: 

Que !a presente acción ejecutiva no es dirigida contra los 
firmantes de tos pagarés que la motivaron sino contra ta pro- 
vincia de Mendoza, que, como persona jurídica, solamente pue- 
de ser obligada por sus representantes legales dentro de las fa- 
cultades conferidas estos por los estatutos, las leyes o ta Cons- 
titución, pues que, "se reputan actos de personas jurídicas, los 
de sus representantes legales, siempre que no excedan los li- 
mites de su ministerio- En lo que excediere, agrega el codifi- 
cador, sólo produciría efecto respecto de 'los mandatarios" 
f Art. 36 del Código Civil). Consta en tos mismos pagarés que 
ellos fueron otorgados en o, de. octubre de 1924, o sea, bajo el 
imperio de la ley de la Nación N.* 11.313, promulgada el 1.* 
iiel mismo mes y año, por la que se declaró intervenida la pro- 
vincia de Mendoza, a los efectos de la reorganización de sus 
poderes. Que en esas condiciones, no es tan evidente e in- 
cuestionable que esos títulos de obligación emanen de los re- 
presentantes legales de ta provincia, autorizados para expedir- 
los, como para poner al acreedor en situación de privar a ésta 
de la amplitud de sus medios de defensa, en el juicio ordinario 
correspondiente, sometiéndolas a los procedimientos angustio- 
sos de la via ejecutiva. 

Por ello, no se hace lugar a la acción ejecutiva entablada, 
sin perjuicio de que el actor pueda hacer valer sus derechos 
en la forma que corresponda. Not.fíquese y repuesto el jrapcl 
archívese, devolviéndose !os documentos acompañados. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
cokta. — Ramón Méndez. — 
Rohkrto Repetto. — M. Lau- 

REXCEXA. 
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Carlos T. Seguí, solicita los beneficios de la condena cotidi- 
ciottaL 



S tutumo: Un incidente sobre procedencia de til libertad condi- 
cional, fundado por el recurrente y resuelto por la senten- 
cia apelada, en disposiciones del CótKgo Penal, no da lu- 
gar al recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, 

Caso; Lo explican tas piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bnen» Alret, Frtmo d? 19X> 



Suprema Corte: 



Carlos T. Seguí solicitó los beneficios de la condena con- 
dicional en un proceso que se le siguió ante los Tribunales del 
Crimen de La Plata. 

Fundó dicho pedido en las disposiciones pertinentes del 
Código Penal. 

La Cámara 3." de Apelaciones de dicha ciudad, interpre- 
tando y aplicando exclusivamente tales disposiciones denegó 
el pedido formulado. 

No hay en Ja tramitación de la incidencia cuestión algu- 
na de carácter federal. 

No puede considerarse tal la vaga invocación que Seguí 
hace de las cláusulas de la Constitución ya que ellas carecen 
de aplicación a: caso por no tener relación directa ni inmedia- 
ta con la cuestión resuelta (Art. 15 de la ley número 48), 

Por eHo, el recurso extraordinario de apelación que pa- 
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ra ante V- K. lia sidu interpuesto y concedido contra la sen- 
tencia dictada, fundado en el artículo 14 de la ley citada es 
improcedente» 

Pida a V. F.. se sirva asi declararlo. 

Horacio R. Larrtta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Y Vistos: Considerando: 

Itínicro: Que e! incidente promovido por Carlos Se- 
guí no envuelve ninguna cuestión de orden federal, pues ver- 
sa exclusivamente sobre la procedencia o improcedencia de la 
libertad condicional solicitada por él, con arreglo a las dispo- 
siciones del Código Penal que sirven de fundamento a su pe- 
tición, y en las que también se apoya la sentencia apelada, pa- 
ra desestimar!?. 

Segundo: Que en consecuencia, el caso no se halla com- 
prendido en ninguno de los previstos por el artículo 14 de la 
ley 48 que autoriza el recurso extraordinario, sin que tampoco 
pueda hacerlo viable, la cita que a ese fin hace Seguí, de los 
artículos 17. 18. 19. 28 y 31 de la Constitución Nacional, que 
no tiene relación inmediata y directa con la cuestión plantea- 
da y resuelta, y no pueden influir por consiguiente en su de* 
cisión, como seria necesario según el articulo 15 de la misma 
ley, para que e! recurso fuera procedente. 

Por esto y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara mal concedido el recurso. No- 
tiftquese y devuélvase. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramo* Méndez, — 
RonERTo Repetto. — M. Lau- 

BKVCENA. 
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Don Alccstc l'ozzatli, apelando de una resolución de la Ad- 
ministración de Impuestos Internos. 

Sumytrio : i.° Los jueces no están obligados a- referirse con- 
cretamente en sus fallos, a cada una de las actuaciones 
de prueba que hayan examinado, máxime cuando como 
en el caso, aquellas de que se hacen mérito deciden por sí 
solas la cuestión propuesta. Tampoco puede ser causal 
de nulidad de una sentencia un error aritmético legalmen- 
te subsanablc en la misma sentencia en que se produce 
o en la apelación. 

2° Ningún precepto lega! autoriza la acumulación de 
las penas establecidas por el artículo 10 de la ley de al- 
coholes, número 3761 y por el 36 de la ley general de Im- 
puestos Internos, número 3764. 

3* Las disposiciones penales de la ley número 3764 no 
comprenden ni pueden comprender las transgresiones que 
la número 3761, con las modificaciones o ampliaciones in- 
troducidas por la ley 4295, prevé y castiga especialmente 
con pena más grave que la que aquélla sanciona, 

4." La disposición del segundo apartado del articulo 1.* 
de la ley 4295 se refiere a fe "elaboración clandestina de 
alcoholes", clandestinidad que dentro de los términos de 
la definición que de ella da el mismo articulo, no cabe 
atribuir al fabricante que lo que ha hecho no es fabricar 
ocultamente alcohol, burlando y haciendo imposible por 
ese medio de intervención administrativa sttto tan safo 
producir, dentro del tiempo en que, autorizado en forma, 
hizo funcionar en el alambique, mayor cantidad de la que 
había declarado se proponía elaborar y aprovechar ¡a jal' 
ta de vigilancia o contralor fiscal; que no consta que im- 
pidiera, él, de ninguna manera, mientras mró la fabrica- 
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ción, paria no declarar en oportunidad el excedente y trans- 
portarlo fuera de la bodega, a un depósito cuya existen- 
cia no 1iah¡a comunicado a la administración, substrayén- 
dola, recién, por esc hecho, a la inspección administra- 
tiva. 

5. " A mérito de las circunstancias del hecho y de los 
antecedentes del sujeto y atento lo dispuesto por los ar- 
ticulo* 40 y 41 del Código Penal y 10 de la ley 3761, es 
justa una sentencia que condena a la pena de ocho tan* 
tos del impuesto que correspondería pagar al alcohol en 
infracción según lo establecido en la referida ley 3761, 
siéndolo, igualmente, en la parte que pena con multa de 
cuatrocientos cincuenta pesos moneda nacional la falta de 
oportuna declaración de diez y ocho mil litros de vino 
hallados de más en la bodega del fabricante. 

6. ° l*as disposiciones generales del Código Penal no 
pueden aplicarse a 'los delitos o infracciones de las te- 
yes c<;i>cc¡ales, cuando éstas contengan disposiciones en 
contrarío (artículo 4.", última parte); por lo que no es 
de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 26 del ex- 
presado Código, 

Cuso- Lo explican las piezrs siguientes: 



SKXTKXCIA DKI. SEÑOR JUEZ LETRADO 



Cérdob», Diciembre :© de IfiM 

Y Vistos: 

Los autos contra Alceste Fozzatti, llamados a fs. 223 pa- 
ra resolver la apelación deducida a fs. 1. con respecto a la mul- 
v, que impone la resolución del señor Administrador Ge ot- 
ra! de Impuestos Internos, de fecha 17 de abril ppdo, modi- 
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ficada por la de fs. 79 del Ministerio de Hacienda de la Na- 
ción; y 

Considerando ; 

1. " Que el procedimiento seguido con posterioridad a la 
resolución de fecha 17 de abril del corriente año, a fs. 65, se. 
ajusta a lo dispuesto por los arta. 25, X> y ¿7 de la ley 11.252, 
de ta de noviembre de 1923, que al crear un recurso a favor 
de los denunciantes de infracciones al régimen de los im- 
¡nieátos internos para ante el Ministerio de Hacienda, que lo 
resuelve sin substanciación alguna, ha extendido la vía admi- 
nistrativa, la cual viene a terminar en ese caso, no con la de- 
cisión del señor Administrador General sino con la del Minis- 
terio, que hace las veces de aquélla a los efectos del art. 37 y. 
por consiguiente, del artículo 35 de la ley número 3764, res- 
pecto de! derecho del sumariado para ocurrir por la vía con- 
tenciosa ante la justicia federal dentro del perentorio térmi- 
no de cinco días, tal como se ha ejercido en estos auto* por el 
fabricante Fozzatti . 

2. " Que, por otra parte, el recurso de la ley 11.252, fun- 
dado en no haberse aplicado la sanción correspondiente en 
asuntos susceptibles de multas superiores a cien pesos, tiene 
como efecto, cuando se deduce por el denunciante, privar de 
todo interés a la opción del sumariado por el recurso admi- 
nistrativo establecido en el artículo 28 de la ley 3764, siendo 
por esto indispensable notificar ante todo a los denunciantes, 
f|uíencs al entablar el recurso de la citada ley N.* 11.252 y 
someter el caso a la revisión ministerial, dejando a salvo a los 
denunciados el recurso judicial contra esa resolución supe- 
rior, que agota ta instancia administrativa, y que se ha ob- 
tenido por éstos sin comprometer la vía contenciosa. En ta- 
les condiciones no ha podido haber lesión a los derechos del 
industrial ni, por lo mismo, nulidades que pronunciar 
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.Í-" i} ut " I ,t,r í° t l l1e hace al fondo del asunto, es indudable 
que, como lo establece la resolución de fs. 65, se lian reunido 
en el sumario los elementos suficientes para tener |xir debi- 
damente comprolxida la infracción en cuanto a la partida de 
alcoliol elaborado sin et permiso necesario y hallado fuera del 
hical de la fábrica; no pudiendo aceptarse las explicaciones 
dadas a estos hechos, cuya misma irregularidad debieron de- 
terminar la inmediata declaración administrativa, sea que hu- 
biese habido error en la cantidad de orujo a destilar v en el 
cálculo de su rendimiento, según la boleta de fs. 39, o sea que 
al elaborar ese exceso durante el tiempo del permiso fuese 
destinado a la alcohol iz ación de los propios vinos, tanto más 
cuanto que el producto depositado fuera de la bodega, no iba 
a revelar en forma inequívoca con su alta graduación, el des- 
tino indicado por el fabricante, o sea. el de encabezar o forti- 
ficar sus vinos débiles, informe clr fs. 132; y aún todo esto, en 
el supuesto de poderse admitir como legitima una colabora- 
ción no controlada, cualquiera qtie fuese su destino - 

4." Que las anotaciones en et libro respectivo y las de- 
claraciones hechas at dorso de la boleta de permiso, presenta- 
das con mucha posterioridad a la con» probación del delito, no 
pueden suplir prevaliéndose de la falta cometida por los em- 
pleado* de la adm i nisi ración, que debieron reclamar a su vez 
a] expirar el pertniso la manifestación de la cantidad de alcohol 
destilado, la omisión del fabricante en hacerlo, dadas las cir- 
cunstancias especiales ya indicadas. Aquellos actos escritos del 
propio denunciado no pueden enervar en el caso I05 hechos 
materialmente constatados, ni las presunciones concretas que 
de los mismos resultan, sobre todo si se tiene en cuenta el 
informe de fs. ii2 sobre la circunstancia verificada en et libro 
de vinos del bodeguero Fozzatti, semejante en su rol al libro 
del alcohol, y la del hallazgo de las fajas sueltas a que se re- 
fiere el expediente N\° 1, Sección 19, aiíp 1924, que fuera de 
rorrnlHirar el frente en ta fabricación del mencionado alcohol, 
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reprimido jmr el art. 10 de la ley N,° 37*14, modificado por la 
X.' 4295, es «n atítecetetife rjue induce, además, la existencia 
de actos tendiente* al expendio fraudulento de productos afec- 
tados por el impuesto interno, y punido como tal por el art, 
¿(* de la ley 3764. 

5.° Qtie la penalidad de la ley 3761 aplicada por la reso- 
lución de la Administración General, viene a ser sin duda la 
justa para el caso, dado eí antecedente invocado, que se opone 
entro un serio obstáculo a lodo aumento de pena, de haber 
sido esa la impuesta constantemente por la administración en 
casos análogos y la aceptada jxir la justicia en los sometidos 
a su decisión; fallo aquél no desvirtuado en su criterio ecuá- 
nime, como lo considera el señor Procurador del Tesoro en 
su dictamen de fs. 78 vta. ]ior la resolución ministerial de 
fojas 79. 

6r Que respecto de los dieciocho mil litros de vino luta- 
dos de más en la fábrica, cabe observar que tanto por encon- 
trarse en local sujeto at contralor de la administración, cuan- 
to por los demás motivos expuestos en ta resolución de fs. 65. 
no puede formarse con los elementos constatados la certidum- 
bre sobre la existencia de un fraude, ni menos derivarlo de la 
infracción cometida en el libro, indicio posterior y no ante- 
rior en concomitante con el hecho; grave irregularidad come- 
tida, sin embargo, no para consignar en el registro una falsa 
declaración, que es lo que constituiría el fraude, sino para 
asentar el exceso revelado por el inventario y que no siempre 
acusa por sí solo una defraudación a la renta fiscal. 

Por estas consideraciones fallo: modificar la resolución 
ministerial de fecha julio 8 del año en curso, e imponer de 
acuerdo con las leyes números 3761, 3764 y 11.024 a don Al- 
ceste Fozzatti, la multa de dieciocho mil doscientos cuarenta y 
tres pesos pesos moneda nacional de curso legal, $ 18.243, air- 
eada en la resolución de la Administración General de fecha 
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17 de abril pasado, corriente a fs. 65, que se adopta por el juz- 
gado: multa que igualmente con la suma de cuatrocientos Cin- 
cuenta pesos nacionales, $ 450, por el excedente de vino com- 
probado en su bodega, deberá ser depositado en la forma y 
término fijados en ta misma, llágase saber. 

Julio B t Bcheffaray. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Cfcdota. Abril 3» ét m 

Y vistos: 

La apelación deducida por el señor Procurador Fiscal y 
los recursos de nulidad y apelación interpuestos por el doc- 
tor David Linares, hijo, en representación de don Alceste 
Fozzatti, contra la sentencia de fecha 30 de diciembre del año 
I»pdo., corriente a fs. 224, dictada por el señor juez Federal de 
esta Sección y en la que se ha resuelto: modificar la resolu- 
ción ministerial de fecha julio 8 del año en curso (1904), e 
imponer de acuerdo con las leyes números 3761, 37C4 y 1 1.024, 
a don Alceste Fozzatti, la multa de dieciocho mil doscientos 
cuarenta y tres pesos moneda nacional de curso legal $ 18,243, 
aplicada en la resolución de la Administración General de fe- 
cha 17 de abrí pasado, corriente a fs. 65, que se adopta por el 
Juzgado, multa que juntamente con la suma de cuatrocientos 
cincuenta pesos nacionales, $ 450, por el excedente de vino 
comprobado en su bodega, deberá ser depositada en la forma 
y término fijados en la misma; y 

Considerando en cuanto al recurso de nulidad fundado 
en que no se lia seguido en la presente causa el procedimiento 
ordinario, coartando de este modo la defensa del recurrente 
¥ en que la sentencia recurrida no se ha pronunciado sobre 
ias cuestiones de íneonstitucionalidad de la ley de impuestos 
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internos y de prescripción de la acción penal, propuestas» la 
primera en el escrito de fs. i. y ta segunda, en la audiencia 
de fs. 222 prescripta por el art. 579 del Código de Procs. 
Criminal. 

Que en cuanto al primer punto él ha sido resuelto defi- 
nitivamente por esta Cámara a fs. 245 vta. contra la preten- 
sión del recurrente. 

Que en cuanto a la cuestión de inconstítucionalidad, el re- 
currente la propuso por escrito en forma incidental antes de 
la audiencia de fs. 222 y sobre ella recayó el auto de fs. 176 
que la Cámara confirmó por sus fundamentos, resolución eje- 
cutoriada que ha terntinado definitivamente toda controversia 
sobre el punto, declarando que la incidencia se había plantea- 
do cuando el juicio estaba abierto a prueba y habiendo por lo 
tanto "pasado ya ta oportunidad legal para toda excepción o 
defensa, aún en el supuesto de que estuviera permitida su de- 
ducción por escrito en el procedimiento verbal". 

Que el hecho de que el representante de Fozzatti haya re- 
producido verbalmente la cuestión en la audiencia de fs. 222 
no autoriza para volver sobre lo ya resuelto en el auto refe- 
rido que declaró la improcedencia de esa defensa, no por ha- 
larse propuesto por escrito, sino fuera de término. 

Que en lo que respecta a la prescripción opuesta en el 
N." 4 del petitum del escrito de fs, 1 y sobre la cual la senten- 
cia recurrida no se ha pronunciado expresamente, debe ante 
todo tenerse en cuenta que ella, a pesar de U forma amplia en 
que parece haberse planteado, no se dirige, indudablemente, 
contra la acción procedente de la infracción que la acusación 
y la sentencia atribuyen a Fozzatti y por la que ésta lo con- 
dena a pagar una multa de dieciocho mil doscientos cuarenta y 
tres pesos, sino contra otra mucho menos grave que, en el con- 
cepto de su defensor "no sería de naturaleza fraudulenta", la 
cual consistiría en la morosidad en presentar declaraciones por 
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carecer de formularios de inspección nacional'* y estaría en todo 
caso castigada con multa de 50 a 500 pesos o de 25 a 2.00O. 
según se aplique el an. 16 de la ley N.° 43 f >3 eI 37 < le la nu * 
mefo 3764. 

Que basta parí convencerse de la exactitud de esta afir- 
mación recordar que el recurrente solicita en el N.° 3 del 
petitorio del escrito de fs, 1, que se declare "como es cierto 
y está probado» dice, que si en alguna transgresión hubiera in- 
currid», seria la de los arts. ya citados de las leyes números 
4363 y 3764 que en el X."4 del misino peiitum — como una 
consecuencia de la premisa asentada en el 3 — invoca la pres- 
cripción pidiendo que se declare proscripta la acción del Fisco 
en el sumario N.° loo. Sec. 19, año 1923 dé la Administración 
General de Impuestos Internos, en cumplimiento de lo que dis- 
pone el articulo 62, inc. 6 del C. Penal, lo que evidentemente 
significa decir que la prescripción opuesta es contra una in- 
fracción penada con multa que no exceda de dos mil pesos, ya 
eme el citado artículo e inciso del C. Penal dispone que "la 
acción penal se prescribirá durante el tiempo fijado a conti- 
nuación 6.° al año cuando se tratara de hecho repri- 
midos con mufla de dos mil pesas o menos". 

Que siendo esto asi y habiendo la sentencia apelada re- 
suelto que no se trata en el caso de una simple transgresión re- 
glamentaria a la ley 4363 o a la 3764, sino de un hecho co- 
metido en fraude de los derechos del Fisco Nacional, al que 
corresponde una multa mucho mayor de" dos mil pesos, quedó, 
desde luego, eliminada la excepción de prcserqición propuesta 
condicionalmcnte, sólo para el caso de que se hiciese lugar al 
püntp 3/ del petitum del citado escrito de fs, r, puesto que 
los delitos que la ley castiga con multa superior a la suma ex- 
presada, se prescriben de acuerdo con el inciso 5 * del art. 62 
del C. Penal, no en un año, sino en dos, y en tai concepto, ej 
(lie* no ha necesitado pronunciarse sobre esa cuestión. 

Considerando en cuanto al fondo del asunto: 
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Que la Cámara estima suficientes las consideraciones que 
tanto la resolución del Administrador General como el fallo 
de i Instancia han aducido para declarar al recurrente autor 
de las infracciones a las leyes de alcoholes e impuestos inter- 
nos, que han motivado este proceso. 

Que esto no obstante, el tribunal no conceptúa arreglado 
a derecho aplicar al recurrente por el hecho de haber subs- 
traído de la inspección y fiscalización administrativa la par- 
tida de alcohol en cuesción, dos penas, como lo hacen las re- 
feridas resoluciones al imponerle el mínimun de las estableci- 
das |»r el art. 10 de la ley de alcoholes N' 3761 y el 36 de la 
ley de Impuestos Internos N." 3764, no solamente porque esa 
acumulación no está autorizada por ningún precepto legal, sino 
ixirque las disposiciones penales de ta segunda de dichas le- 
yes, no comprenden ni pueden comprender las transgresiones 
que la primera, con las modificaciones o ampliaciones introdu- 
cidas por la ley 420,5 prevé y castiga especialmente con pena 
más graves que la que aquélla menciona. 

Que esto se evidencia más si cabe, si se tiene en cuenta 
que la ley 3761 citada, dispone terminantemente en su art. 13 
que las leyes de impuestos internos se aplicarán a los alcoho- 
les sólo en cuanto no se opongan a ella, de modo que en el 
caso dichas leyes no son aplicables porque establecen penas 
distintas y menos graves que las sancionadas por la ley especial 
de alcoholes. 

Que en consecuencia la infracción que se imputa al recu- 
rrente sílti está penada pnr el art. de la ley 3761, actualmen- 
te en vigencia con la sola modificación se ha dicho, sanciona- 
nada por la ley 4295. 

Que considerada en sí misma esa infracción, no puede 
atribuir solo el carácter de grave, tanto por el valor relativa- 
mente escaso de la mercadería substraída a ta inspección ad- 
ministrativa, como por las circunstancias que rodean el hecho 
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ilc que hacen mérito las resoluciones apeladas, por ser ella la 
única en eme aparece haya incurrido el recurrente en los mu- 
chos años que expióla su industria, no obstando a que así se la 
considere desde el punto de vista puramente legal, porque la 
disposición del segundo apartado del artículo 1. a de la ley 
4295, no comprende el casi ni en su letra ni en su espíritu, ya 
que ella se refiere a la "elaboración clandestina de alcoholes' 
que el legislador ha querido reprimir severamente, clandestini- 
dad que dentro de los términos de la definición que de ella 
da el mismo articulo, no cabe atribuir a la fabricación de al- 
cohol llevada a cabo por Fozzatti. porque lo que éste ha hecho 
no es fabricar ocultamente alcohul burlando y haciendo impo- 
sible por ese medio la intervención administrativa, sino ta» so- 
lo producir, dentro del tiempo en que, autorizado en forma, 
hizo funcionar su alambique, mayor cantidad de la que había 
declarado se proponía elaborar y aprovechar la falta de iijjt- 
tancia o contralor fiscal, que no consta impidiera él de nin- 
guna manera mientras duró la fabricación, para no declarar 
en oportunidad el excedente y transportarlo fuera de la bode- 
ga a un depósito cuya existencia no había comunicado a la 
administración, sustrayéndola recién por esc hecho a la inspec- 
ción administrativa. 

Que partiendo de estas liases y atento lo dispuesto en los 
arts. 40 y 41 del C. Penal, corresponde graduar la pena que en 
el caso lia de aplicarse de conformidad como se ha dicho, at 
ai t. 10 de la ley 3761 , y en consecuencia el tribunal estima que 
etla debe consistir en ocho tantos det impuesto que correspon- 
dería pagar al alcohol en infracción según lo establecido en la 
ley 3761. 

Que [mr lo (pie respecta a la falta de oportuna declara- 
ción de diez y ocho mil litros de vino, excedente constatado 
en la bodega del recurrente, ella debe ser penada en la forma 
establecida en la resolución administrativa y fallo del inferior. 
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Considerando en cuanto a la condena condicional solici- 
tada en esta instancia: 

Que las disposiciones generales del Código no pueden 
aplicarse a los delitos o infracciones de tas leyes especiales, 
cuando éstas contengan disposiciones en contrario. C. Penal, 
art. 4. última parte. 

Que la ley 3764, aplicable a los alcoholes en cuanto no se 
(■ponga a la 3761, establece en su artículo 45 que todo aquel 
que denuncie una infracción a la misma, sea o no empleado 
de la administración de Impuestos Internos, tendrá derecho 
al cincuenta por ciento de la multa líquida que ingrese al Fis- 
co por esa infracción. 

Que de este modo esa disposición legal consagra un de- 
recho, perfecto a favor del denunciante, que éste adquiere por 
el solo hecho de la denuncia y que no podría hacerse efecti- 
vo o quedaría sujeto a la condición de una reincidencia del 
condenado, si la multa no se hiciese efectiva o ingresara en las 
arcas fiscales, lo que no puede admitirse. 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 144 del 
C. de P en lo Criminal, las costas son a cargo de la parte 
vencida en el juicio. 

Por estos fundamentos se resuelve no hacer lugar al re- 
curso de nulidad entablado, confirmar la sentencia apelada en 
cuanto condena al recurrente como autor de infracción al art. 
10 de la ley 3761 y falta de declaración oportuna de diez y 
ocho mil litros de vino, y se la reforma en cuanto a la pena, 
que se reduce a una multa de ocho tantos del impuesto que 
correspondería al expedido de ios mil cuatrocientos veintiséis 
litros de alcohol en fraude, de acuerdo con la ley 3761, más 
cuatrocientos cincuenta pesos nacionales por el excedente de 
vino encontrado en su bodega, art. 9, ley 4363, con costas en 
ambas instancias. Hágase saber, tránsennos, devitétbase y 
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repóngase — Nemesio Gomáhz. — A. G. Posse. — En disi- 
dencia: /;, Fierro. 



DISIDENCIA 

Siendo tan clara y tan terminante ta ley 4295 a juicio del 
Vocal que suscribe, es ésta y no otra la que debe aplicarse- 
Ella tiene por objeto modificar la penalidad de la ley 3761 
sobre alcoholes, y fija intergi venablemente la multa de cinco 
a treinta veces el importe de las sumas defraudadas a ios que 
en euiüquier forma sustraigan alcoholes oí pago det impuesto. 
como sucede en el caso de autos. 

La cuestión queda reducida a establecer cuál debe ser el 
quantum de la pena entre el mínimun y el máximun fijado por 
la ley. Y de acuerdo a las reglas estatuidas at efecto |>or el 
Código Penal en sus arts, 40 y 4*1 y teniendo en cuenta "la na- 
turaleza de la acción" y que en el delito de que se trata los 
motivos que lo han determinado al agente no han sido la "mi- 
seria", ni la necesidad de ganarse el sustento propio, necesario 
y el de los suyos, sino todo lo contrario, el Vocal infrascripto 
encuentra ajustado a derecho y a las conclusiones circunstan- 
ciales del caso el criterio del señor Ministro de Hacienda at fi- 
jar la multa de veinte tantos det impuesto establecido en el 
artículo i * de la ley 3761. 

Bicodoro Fierro. 
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Y Vistos: 

Los recursos de nulidad y apelación interpuestos contra 
sentencia de la Cámara Federal de Córdoba en el juicio seguí- 
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do por el Ministerio Fiscal contra don Alceste Fozzatií por 
infracción a diversas leyes de impuestos internos. 

Y Considerando en cuanto al recurso de nulidad: 

Que la sentencia recurrida no aparece dictada con viola- 
ción de la forma y solemnidad que prescriben las leyes, ni se 
advierte procedimiento |x>r el que se haya incurrido en algún 
defecto de los que por expresa disposición de derecho anule 
las actuaciones. Los argumentos que se aducen para fundar 
la impugnación de nulidad (Escritos de fojas 260 y 270, son 
de todo punto ineficaces: el primero, porque los jueces no es- 
tán obligados a referirse concretamente en sus fallos a cada 
una de las actuaciones de prueba que hayan examinado, má- 
xime cuando como en eí caso, aquellas de que hacen mérito 
deciden por sí solas la cuestión .propuesta ; y el segundo» por- 
que en todo caso comportaría un error aritmético legalmente 
subsanable en la misma instancia en que se produce, o en la 
de apelación, y que por to demás, no podría afectar la sen- 
tencia en sus conclusiones fundamentales. 

Y Considerando respecto al de apelación: 

Que las constancias de autos co:nprueban las infracciones 
atribuidas al procesado, relativas a expresas disposiciones de 
las leyes de impuestos internos y de alcoholes, antecedentes a 
que se refieren detalladamente y en que se fundan las diver- 
sa* decisiones recaídas en este proceso, esto es» la resolución 
del Administrador General de Impuestos Internos (fs. 65). la 
del Ministerio de Hacienda f fs. 79), el fallo de primera ins- 
tancia (fs. 224) y la sentencia recurrida ffs. 251), no siendo 
necesario por consiguiente, insistir una vez más en la enume- 
ración analítica de tos hechos originarios de este juicio, tos que 
procede declarar debidamente acreditados. 



9W! 
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Que así definida la base primordial de la causa mediante 
los elementos de comprobación de los actos y omisiones que 
constituyen por imperio de las leyes respectivas, la infracción 
l>untt>te de que se trata, sólo queda por establecer si dichas 
leyes han tenido en el caso la interpretación y aplicación que 
corresponde . 

Que examinados los fundamentos de la sentencia traída 
en apelación, se observa desde luego que la atenuación con que 
aparece juzgado el caso del punto de vista de las decisiones 
precedentes, corresponde a una apreciación justa de las cir- 
cunstancias del hecho punible y a un criterio jurídico, sin 
duda alguna, ajustado a la verdad, pues que deriva de la in- 
teligencia atribuida a las leyes que se aplican al caso, apre- 
ciándoselas no sólo en si mismas sino en su coordinación ló- 
gica, tanto en lo que se armonizan y complementan, como en 
I» que se excluyen. Del análisis y estudio comparativo de la* 
disposiciones legales respectivas (Arts. 10 y 13 de ta ley de 
alcoholes, número 3761. modificada j>or ta número 4295 ; y 
art. 9 de ta ley de vinos, número 4363 >, la Cámara Federal ha 
deducido con evidente acierto la improcedencia de la acumu- 
lación de |ienas, los verdaderos caracteres de h infracción de- 
rivados de tas circunstancias del hecho y de los antecedentes 
del sujeto, y aplicando la disposición legal correspondiente, ha 
graduad*» la pena, con observancia de lo preceptuado en lo? 
arts. 40 y 41 de la ley número 11.170, en una proporción que 
este tribunal estima procedente, consideraciones que son igual- 
mente extensivas a los fundamentos con que se ha denegado 
la aplicación al sub judkc del art. 26 del Código Penal. 

En su mérito y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, se la confirma en todas sus partes, rectificándose el error 
de cálculo que fija en mil cuatrocientos sententa y seis litros 
el alcohol en fraude, el que es sólo de mil cuatrocientos veinti- 
séis litros, por ser esa la cantidad denunciada, según resulta 
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as? 



de los documentos de fs. 19 y 20. Con costas. Notifiqucse y 
repuesto el papel, devuélvase al tribunal de procedencia. 

A, Bermejo. — J. Ftcueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. hw- 

RENCENA, 



Sociedad Anónima Refinería- ¡Argentina ebtttra la Sociedad 
Puerto del Rosario, sobre cobro de pesos. 

Sumario; 1* El Poder Ejecutivo está autorizado por el articu- 
lo 3 .• de la ley 8877 para acordar la exoneración de dere- 
chos de importación de azúcar. 

2* Los azúcares introducidos libres de derechos con 
arreglo a lo dispuesto en la ley 8877 y decretos gitlwrna- 
tivos de mayo 31 de 1916. julio 10 de 1917 y agosto 10 
de 1918, a mérito de convenios celebrados con el Poder 
Ejecutivo, son de despacho forzoso y por consiguiente, 
sólo están sujetos al derecho de eslingaje de despacho 
directo (Artículos 268, 272 y 316 de las O. O. y artículn 
10 de la ley 492) , 

3* La excepción consignada en el artículo 317 de las 
O, O. es de aplicación en aquellos casos en que la exen- 
ción del impuesto depende de una resolución especial del 
Poder Ejecutivo, distinta al de autos, en que la libre in- 
troducción autorizada por la ley 8877 no fué declarada 
con relación a partida u partidas determinadas de azúcar, 
sino hasta un límite de peso subordinado a licitaciones y 
convenios ulteriores, lo eme daba a tos decretos guberna- 
tivos el carácter de un beneficio general- 
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4.° Eí término para reclamar de uña liquidación erró- 
nea de los derechos de almacenaje por la Aduana contra 
un comerciante o vice-versa, es el de diez años, y de dos 
para poder reclamar por errores de cátenlo, liquidación o 
aforo, (artículo 433. ley 8 lo y 24, ley 4933). Dada la 
amplitud de los términos empleados en las expresadas le- 
yes, no es admisible hacer, al respecto, distinción entre 
operaciones aduaneras y operaciones portuarias, basadas 
en la simple afirmación de que ef aludido artículo 433 de 
las O. O. de Aduana se refiere exclusivamente a los erro- 
res cometidos al liquidar los derechos de importación o ex- 
portación. 

Case : Lo explican tas piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Rotarla d* SinU Pe t Mareo ss dt -ta. 

Y Vistos: 

Kste juicio ordinario sohrc cobro de pesos en concepto de 
repetición de lo pagado de más. que ha seguido la sociedad anó- 
nima Refinería Argentina contra la Sociedad Puerto del Ro- 
sario; del que resulta: 

La Refinería Argentina demanda a la Sociedad del Puev 
to del Rosario, la devolución de ciento diez mil quinientos 
cinco pesos con veintiséis centavos, importe de derechos por- 
tuarios que dice le han sido indebidamente cobrados. La ac- 
to ra, teniendo embarcaderos y muelles propios, se veia obliga- 
da por la ley de concesión del puerto, a contratar con la socie- 
dad come si una ría la forma de utilizar aquellos muelles, sal- 
vando asi los privilegios de exclusividad de la demandada pa- 
ra explotar el puerto- Las condiciones a las cuates debía su je- 
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1arse la Refinería eran las que. tanto los 1 ñiques como las mer- 
raderias, pagarían todos los derechos que les corresponderían 
operando por los muelles de la Sociedad del Puerto, compren - 
diendu el almacenaje ( de un mes > cuando hubiere lugar, y la 
tracción. Kstos contratos anuales fueron aprobados por el Po- 
der Ejecutivo de la Nación, en decretos de 29 de abril de 1916: 
29 de agosto de 1917 y 6 de junio de 1919; y con sujección a 
sus cláusulas, la Refinería desembarcó la cantidad de cuarenta 
y cuatro mil Iones sesenta y ocho mil seiscientos diez v ocho 
kilogramos de azúcar bruto (44.ofi8.6t 8 kgs.>, libre de dere- 
chos en virtud de la ley N • 8877, decreto del Poder Ejecuti- 
vo y contratos a l»ase de licitación. Siendo esta mercadería 
libre de derechos, es de despacho forzoso, según el articulo 272 
de las ordenanzas de Aduana, como ésta la despachó; y por 
consiguiente, a esc concepto debió sujetarse la liquidación de 
derechos portuarios; lo q«e no había sucedido, pues, la Socie- 
dad del Puerto había cobrado dereclios de tracción, que no co- 
rrespondían; un mes de almacenaje que tampoco correspondía; 
y eslingaje como si fuese de "debito", corres] wndíendo de "<ii- 
recio". Por tales conceptos, y de acuerdo a las tarifas vigen- 
tes de los anos 1916, 1917 y 1919. formula en planilla el cargo 
por la suma que expresa la demanda, suma cuya devolución 
hutía gestionado sin resultado, particular y administrativamen- 
te, como lo informan las notas de 20 de junio y 4 de junto de 
191 /. y expediente X." 4653 S, del Ministerio de Hacienda de 
la Nación. 

Tratándose de una materia de la competencia de la justi- 
cia federal, así se declaró a fs, 24; dándose cuenta a la de- 
manda. 

A fs. 31, el señor Modesto I. Cabrera, acreditado en el 
carácter de representante de la sociedad demandada, compa- 
rece a nombre de ésta y contesta «I traslado, manifestando en 
resumen que ha habido error en la calificación de ¡a merca- 
dería como ele "despacho forzoso", pues no se considera tal, 
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aquella para cuyo despacho libre ele derechos se necesita de- 
claración de) Gobierno; estudia la ley X." 8877 y el decreto 
de 31 ile mayo de 1916. para concluir que ésta no tiene, ni tuvo 
el alcance de una liberación de derechos, sino simplemente de 
una retaja, una reducción, que no quedaba librada al Poder 
Ejecutivo, sinó sometida a condiciones siendo la principal la 
del artículo referente at precio que el azúcar (los diez ki- 
los i, tuviera en la plaza de Buenos Aires: que cuando la 
Empresa del Puerto accedió al pedido de la Refinería sobre 
la utilización de sus propios muelles e instalaciones, lo hizo 
a cambio de la ventaja de i>ercibir todos los derechos, como sí 
ella hiciese todas tas operaciones; que debiendo alionar alma- 
cenaje t«da mercadería que entre a depósito, debe entenderse 
que esa expresión atarea no sólo a la que materialmente entra, 
sinó también a la que debe entrar, sin excluir las de despa- 
cho directo; que para salvar las dudas que pudieran suscitar- 
se resjwcto de la mercader ia de despacho directo forzoso que 
pueda o no ir a los depósitos fiscales, se convino j»ra todos los 
vasos que la Refinería alionaría el rranimo de almacena je (un 
mes"*; que también se estableció el deber de pagar la tracción 
ya q»e la opción a que se refiere el articulo 52 del contrato 
es hipotética, pues no Ies conviene a los interesados valerse de 
otros medios que los de sociedad; y que resjiecto al eslingaje 
no habia necesidad de especificar nada, <lado su carácter obli- 
gatorio sin excejición. para toda clase de mercadería. Sostie- 
ne, finalmente que. medíante un contrato, ley para las partes, 
que se lia cumplido iniciando cu cada permiso la cláusula que 
se anotaba al pie de la respectiva solicitud, es de buena inter- 
pretación tener los hechos consecuentes, como la mejor ex- 
plicación «le la inteligencia dada por los contratantes. Observa 
también la Sociedad del Puerto, que con arreglo al convenio 
vigente para 1916, toda dificultad que surgiere en el cumpli- 
miento del mismo, debia ser dirimida por arbitros ; por lo cual 
la desancla en esa parte había sido indebidamente traída a es- 
te Tribunal. 
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Abierta el juicio a prueba í fs. 37). ambas partes ofrecen 
como tal, las constancias del expediente administrativo X." 4653. 
SJ1917. caratulado: "Sociedad Anónima Refinería Argentina, 
s.| que la Empresa del Puerto del Rosario le devuelva jwsos 
30.0-1.30 ej legal, |«gados en concepto de eslingaje por seis 
partidas de azúcar", expediente que fué pedido a la Aduana 
y corre original, agregado al presente \mr cnerda separada . La 
sociedad actora solicito, además, un informe de la Aduana lo- 
cal sobre la forma en que se realiza el control fiscal sobre ta 
azúcar im|x>rtada libre de derechos. La demandada ofreció 
también en veinticinco fojas las solicitudes originales de des- 
pacho a que se refiere la demanda, a fin de que sean recono- 
cidos como testigos por despachantes de Aduana que las sus- 
criben en representación de la Refinería, los que declararían 
al tenor del interrogatorio que se adjunta cerrado ífs, 41 y 
44 vía. a 46 >. Igualmente ofrece los veinticinco parciales de 
despacho ile azúcar reconocidos por quien los suscribe en re- 
presentación de la Refinería. i*ara que el Administrador de 
Rentas informe si están de acuerdo con los origínales que se 
depositan en la Aduana y si éstos también llevan a! pie. escri- 
to con sello, lo convenido sobre la forma de despacho. 

'A fs. 48, la Refinería, basándose en las manifestaciones 
hechas por la Sociedad del Puerto en este expediente y en 
el administrativo, sobre la forma de dirimir las cuestiones sus- 
citadas por la divergente interpretación de los convenios res- 
pectivos, propone la vía arbitral para solucionarlas. 

Corrido el traslado del caso, la sociedad demandada lo 
evacuó manifestando que insistía en los términos de su escrito 
de contestación, y que sólo aceptaría el arbitraje previo de- 
sistimiento de ta actora y limitado al reclamo emanado del con- 
trato vigente en 1916. En vista de lo cual, el Juzgado dispuso 
que el juicio siga su curso según su estado- Estando vencido 
el término de prueba, la secretaría puso el certificado corres- 
l>ondieiite. Habiéndose solicitado ¡a absolución de posiciones 
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del administrador de la Refinería, se libró exhorto a la Ca- 
pital Federal l fs. 87 y 127 a 15.V. t&s lurtes, a su tiempo, 
presentaron sus alegatos, que corren de 1S..92 a 108 y 100 a 
fjf»; dictándose oportunamente la providencia de "auto*' pre- 
via reposición; con lo que el juicio quedó en estado de sen- 
tencia. 

Y Considerando: 

A) Respecto a la falla de jurisdicción: 

Primero: Que la excepción opuesta con respecto al litigio- 
originado en el convenio celebrado por las partes para regir 
sus relaciones en el año 1016. es procedente y corresponde ha- 
cer llegar a ella- Es verdad que esta excepción debe deducir- 
se, ]K>r regla general, en forma de artículo de previo pronun- 
ciamiento; pero es evidente que en el caso de autos, por ra- 
zones circunstanciales inevitables; aunque haya sido propues- 
ta en ese carácter ha debido substanciarse juntamente con la 
contestación a la demanda sobre lo principal ; tanto más. cuan- 
to que la parte oponente no hace propiamente una cuestión de 
jurisdicción, desconociendo la federal para entender en el jui- 
cio; sinó tan sólo reclama el cumplimiento de un contrato, per- 
iect amenté licito y legal, en el cual ambos contratantes esti- 
pularon de un modo expreso, que las dificultades que surgie- 
ran serían dirimida* por arbitros- Si ello, como se deja insi- 
nuado, no afecta -ningún principio de orden público, no se ve 
porque ha de dejar de cumplirse el contrato, que es ley i»ra las 
partes. Sólo mediarían los unitivos de com-eniencia para ellas, 
como los enunciados a fs sobre la duración y contingen- 
cias de un doble juicio; pero ello no interesa más que a los 
misinos contratantes, que así te establecieron libremente, pu- 
liendo y debiendo prever que legaría e| caso de divergencias 
y de la consiguiente solución por los procedimientos corres- 
pondientes. 
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13) Respecto al fondo del asunto, en lo regido por los 
convenios de 11)17 y iyry: 

Segundo: Que como lo manifiesta la sociedad demanda- 
da en su escrito contestando el primer traslado {fs. 32) las 
dificultades cjue constituyen la materia del pleito, tienen origen 
en Ja calificación de las mercaderías; puesto que los derechos 
.1 cobrar varían en cada caso, según el concepto del despach- 
en otros términos, aquellos aumentan y disminuyen hasta des- 
crecer algunos, según que los efectos importados se despa- 
chen a depósito o directamente, o sean de despacho forzoso. 
En los casos de autos se trata de partidas de azúcar en bolsas 
para importar al ¡ais libre de todo derecho, a cuyo articulo la 
sociedad ha cobrado derechos portuarios de almacenaje (un 
mes), tracción y eslingaje de depósito. 

Tercero: Que, evidentemente, hay diferencia fundamen- 
tal, que se traduce en el importe de los derechos correspon- 
dientes, según el concepto del despacho aduanero. Desde fue* 
go ( cabe observar que el almacénate tiene carácter de contri- 
bución forzosa, en cuanto es un derecho portuario retributivo 
de un servicio que ha de ser aprovechado a exigencia de la 
verificación de la mercadería. Por eso las ordenanzas de 
Aduana establecen que toda mercadería se depositará precisa- 
mente en almacenes fiscales, con excepción de las de despa- 
chos forzosos (arts. 268 y 272). 

Cuarto: Que esa regla general de las ordenanzas de Adua- 
na está ratificada o repetida implícita o explicttameme en va- 
rias leyes y decretos, como la N." 4928. arts. 4,- y io; concor- 
dantes con el párrafo j). art. 50 del contrato de explotación 
del puerto, a que se refiere el decreto de 5 de mayo de 191 r, 
art. i." letra j ». del capítulo sobre "Derechos de Almacenaje"* 
disposiciones que con toda claridad eximen de depósito, y por 
lo mismo del pago del servicio de almacenaje, a las mercade- 
rías libres de todo derecho de importación; siendo la razón 
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obvia: si se despachan ti i rectamente a plaza, y no deben nin- 
gún impuesto aduanero, no requieren la prolija verificación 
a que están sujetas las que deben verificarse, previa declara- 
ción de cantidad, clase, calidad, peso, medida, etc. ; basta — 
como en el caso de autos, según lo manifiesta la Inspección 
General de Rentas (fk 14) — la constatación del azúcar y de 
su peso, que se hace fácil y rápidamente a bordo, al tiempo 
de la descarga y entrega a su consignatario o dueño; sin de- 
ber entrar a almacenes |>ara natía. 

Quinto: Que ta condición que arguye Ja empresa deman- 
dada de que permitió a la Refinería la descarga del azúcar en 
sus muelles e instalaciones, siempre que se abonen los dere- 
chos portuarios como si ta operación se hubiera hecho en el 
puerto y con los elementos del mismo, está cumplida en lo 
que respecta al almacenaje; porque de las disposiciones y con- 
ceptos legales citados, se desprende que este derecho (el de 
'macenaje^, no era debido, no había lugar a él. El mismo con- 
trato de explotación del puerto (art. 50 letra j>. último pá- 
rrafo y decreto de referencia citados precedentemente^, esta- 
blecen que tocias las mercaderías pagarán derecho de almace- 
naje cuando entren a depósito, aun cuando sean de despacho 
directo; lo que implica, con claridad íntergiversable, que cuan- 
do no entren, no lo abonarán : y mucho menos cuando ni deben 
entrar, por no haber n-otivo alguno que haga necesaria o con- 
veniente una verificación en almacenes. 

Sexto: Que. por consiguiente, la frase de los convenios 
cuestionados : cuando hubiere lugar, alude clara y precisamen- 
te a los casos en que la mercadería entre o deba entrar a los 
depósitos ; sin que sea posible atribuirle otro significado, ya 
que es absurdo suponer que la parte interesada haya suscripto 
contratos con una condición especial que le resulta más gravo- 
sa que tas impuestas por las leyes y prácticas vigentes. Sí. pues, 
¿slas libran del gravamen de almacenaje a las mercaderías de 
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despacho forzoso, no se ve porqué la sociedad actora habría 
convenido soportarlo, cuando lo que procura el comercio en 
general es tener mayores franquicias, y la exención de las 
cargas que encarecen los artículos. 

Séptimo: Que después de lo expresado, no cabe interpre- 
tar el artículo 317 de las ordenanzas de Aduana sinó en el 
sentido de que alude a aquellos casos particulares, en que la 
liberación de derechos se hace por motivos especiales; y no a 
las excusaciones basadas en una ley. reglamentada por un de- 
creto del Poder Ejecutivo, de acuerdo a los cuales el Gobierno 
celebró contratos, en cuyo cumplimiento la Refinería importó 
al país una parte del azúcar indispensable al consumo, suplien- 
do el déficit de la producción nacional. Si el decreto respecti- 
vo es objetable del punto de vista constitucional, es cuestión 
que no corresi»nde resolver aqtii, porque no ha sido planteada 
sinó incidentalmente, a manera de argumento ¡>ara sostener que 
el azúcar debió despacharse por la Aduana como "directo" en 
lugar de "forzoso". Entiende el Juzgado que el punto some- 
tido a su fallo es substancialmente, si esa mercadería fué bien 
o mal despachada, y eso lo decide, de conformidad al criterio 
de tollos los funcionarios de la administración que han inter- 
venido, declarando que el aúcar a importar libre de derechos, 
es de despacho forzoso - 

Octavo: Que. como se acaba de decir, a este respecto son 
muy de tenerse en cuenta las diferentes opiniones de los fun- 
cionarios de la administración, emitidas en los informes solici- 
tados por el Ministerio de Hacienda para ilustrar la cuestión 
que se le plantee» (véase expediente agregado por cuerda se- 
parada) . La Contaduría de la Aduana de esta Capital, que in- 
tervino en las operaciones de descarga del azúcar importado |x>r 
la sociedad actora, dice que el almacenaje "debe cobrarse tínica- 
mente cuando entren los efectos a los depósitos" (fs. 8 expe- 
diente citado). El Administrador de Rentas a fs. 10 opina tam- 
bién que no corresponde alionar en este caso el derecho de al- 
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inaccnajc. fundándose («ra ello, en lo dispuesto por los ar- 
ticnlOs 50 y 51 del contrato de cjotícesióti del puerto, modifica- 
dos «i parte ]>or el decreto de í> de mayo de 191 r . Ui Conta- 
duría General de la Nación. |»or el órgano de su presidente, sos- 
tiene (pie 110 debió cobrarse almacenaje lis. 12 1. Y la Inspec- 
ción Genera) de Rentas» cuneo rdant emente con las precedentes 
opiniones, afirma con buenos fundamentos, que el almacenaje 
¡¿lo del* cobrarse cuando la mercadería entra a depósito ( fo- 
jas 14 K 

Noveno: Que en cuanto al derecho de eslingaje, la cues- 
tión queda resuelta indirectamente, pero no con menos clari- 
dad en las consideraciones apuntadas hasta aquí: esto es, que 
siendo el azúcar introducido Ubre de im|>uestos, de despacho 
forzoso, y habiéndose desechado directamente, es evidente que 
en ese concepto debió establecerse el eslingaje. No es preciso 
hacer sobre este punto comentarios demostrativos de lo que 
se acaba de afirmar, porque el articulo 51 del contrato de con- 
cesión del puerto lo establece de un modo explícito, estando ello 
enn firmado ]*>r los arts. 5/ y 10 de la ley N * 49^8, y por el 
decreto de 5 de mayó de 1911, aprobatorio de las tarifas de la 
empresa demandada: concordanieinente establecen esos precep- 
tos y cláusula contractual, que el eslingaje es un impuesto, y que 
se cobrara, a razón de dos meses de almacenaje, cuando las mer- 
caderías entren a depósito, y por la de despacho directo, el equi- 
valente de un mes y medio, o sean tres cuartas partes de lo que 
pagan las de deposito. Opina el proveyente que nada más con- 
cluyeme puede decirse sobre este particular, que lo expresado 
por las prescripciones citadas. 

Décimo: Que lo cobrado por concepto de tracción, paré- 
cete al suscripto de legitimo abono, en razón de los términos ca- 
tegóricos del convenio entre las ]>arles, recordado y rc|ictido al 
{lie de cada una de las solicitudes dirigidas |K>r !a Refinería al 
Puerto, para descargar en sus muelles el azúcar que importaba. 
Se estipuló que la adora liaría las operaciones en sus instalado- 

* 
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nes, pero a condición de pagar iodos los derechos, como si ojie- 
rara en los muelles del puerto. Es evidente, pues, que, en el 
caso de esta ficción, la Refinería habría tenido que abonar el 
derecho fijo de la tarifa (art. 52 del contrato de concesión y de- 
creto de 5 de mayo de 191 U ; nu pudiendo eximirse por operar 
fuera del puerto ya tme está previsto el hecho y convenido ex- 
presamente lo pertinente. La comercialidad excluye la gratui- 
dad, reza un proverbio elemental aplicable aquí; i a qué titulo, 
o en virtud de qué ventaja, podría el Puerto halarse despojado 
de su derecho exclusivo en beneficio de la Refinería? Cuando 
hizo la concesión, claramente estableció que ella no implicaba 
en manera alguna la privación de sus entradas ordinarias, y di- 
jo que se le alionarían los derechos a que hubiere lugar, según 
las leyes vigentes, tal como si las operaciones se hicieran en sus 
muelles y con sus instalaciones y demás elementos. 

Undécimo: Que también la sociedad demandada ha opues- 
to la prescri|»ción. fundada en lo dispuesto por el articulo 24 
de la ley de Aduana vigente, N." 4933. Basta leer este precep- 
to y lo que disponen los artículos 426, 429 y 433 de las ordenan- 
zas de Aduana, a que él alude, para convencerse de rpie todos 
se refieren a derechos fiscales, de importación o exportación, 
a cuentas entre la Aduana y los comerciantes, y no a los dere- 
chos -portuarios de que se trata en el caso suli jttdicc. La juris- 
prudencia invocada, por consiguiente, es at ingente a esa clase 
de demandas; sin que se haya citado ni el proveyente conozca 
ningún fallo de la Suprema Cone que resuelva un litigio en sen- 
tido de admitir la preMriuciÓn de dos anos para enervar un re- 
clamo de la naturaleza del presente. 

Por los motivos y disposiciones legales citados, definitiva- 
mente, fallo: 

a I Declarando procedente el arbitraje para solucionar las 
dificultades originadas en el cumplimiento del convenio de 191 ó, 
según lo pactado por las partes. 
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bl Declarando que la Refinería sólo det»e abonar los dere- 
chos ele tracción, y de eslingaje de despacho ''directo"; corres» 
jiondiendo, por consiguiente la devolución de lo percibido en 
concepta de almacenaje, y del excedente cobrado por eslingaje 
como de "depósito". 

c) En consecuencia, ejecutoriada que sea la presente, há- 
gase por quien corresponda la nueva liquidación, ajustada a 1" 
establecido en el párrafo precedente, para su cumplimiento, pre- 
vio c! trámite del caso. 

d) Oportunamente se señalará día y hora para la audien- 
cia, a los efectos del nombramiento de arbitros para los fines 
de lo resuelto en el párrafo al. 

c) Reconociéndose razón, en parte, a la sociedad deman- 
dada, las costas se abonarán en el orden causado. 

Manuel Carrillo. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Rosario, Octubre 80 út lo» 

Vistos en acuerdo los autos seguidos por la sociedad anó- 
nima Refinería Argentina contra la Sociedad Puerto Rosario 
sobre devolución de pesos (expediente NV* 357(22). 

Y Considerando: 

1." Atento la forma imprecisa y hasta equívoca en que se 
alude a fs, 16 a la procedencia del fuero y el laconismo in- 
suficiente del proveído respectivo de fs. 17, el Tribunal debe 
fie jar establecido que aquél, en efecto, es forzoso, de acuerdo a 
los incisos 1.* y 4.*. art. 2." ley 48, o sea por estar fundados los 
derechos n legados en la demanda, en leyes especiales del Con- 
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gre|Q (Nos. 8877, 810 y o: ras), y en actos administrativas del 
Gobierno Nacional (decretos de mayo 5 de 1911. mayo 31 y 27 
de junio de 19164 to de julio de 1917. 10 de agosto de 1918 y 

otros). 

2: Con el asentimiento general de la parte actora a la sen- 
tencia apelada y con haber ta demandada limitado su recurso 
de fs. 175, excluyendo, en consecuencia, sus agravios de los pun- 
tos a) y tí) de lo dispositivo de la misma, tanto más que éstos, 
relativos al arbitraje, se conforman a lo pedido jwr ella en pri- 
mer término, la cuestión a resolver queda reducida a si co- 
rrcsjxmde o no "la devolución de lo percibido en concepto de 
almacenaje y del excedente cobrado por eslingaje como "de- 
pósito", a que refieren los puntos b) y c) de dicha senten- 
cia, 

3." „ Los contratos de f s. 7 y 8, invocados en la deman- 
da, cuya exactitud literal lia aceptado la demandada, se limi- 
tan a la autorización para el uso de los embarcaderos tíe la actora, 
reconociéndose a aquélla todos y los mismos ]iero no más. dere- 
chos (pie le corresponderían si las operaciones iwrtuarias a que 
aluden se hubieran de haber hecho por stis propias instalaciones 
f como se repitiera en la leyenda sellada de cada una de las so- 
licitudes tíe fs. 58 a 78 1 ; ya que tampoco es admisible que una 
empresa de servicios públicos trate diferencialmente a los que 
tienen necesidad de ellos, ni exceda sus exigencias de sus tarifas 
aprobadas. IÍI art. 10 del contrato concesionario del puerto 
equipara la empresa a una compañía ferroviaria independiente, 
en sus relaciones con el público por razón del tráfico común, 
con todas las obligaciones de las empresas ferroviarias, de acuer- 
do con las leyes y decretos de la materia. Y bien; el art. 49 d<t 
la ley 2873 prescribe que las tarifas serán uniformes para los 
que se sirvan del ferrocarril, no pudiendo aumentarlas, pero sí 
reducirlas en ciertas condiciones . La interpretación de esos con- 
tratos no puede salir de estos términos infranqueables. No hay, 
ni puede encontrarse en los textos de los mismos, bien claros, 
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ninguna ventaja especial estipulada a favor de la Sociedad del 
Puerto Rosario, como lo lia alegado esta parte a fu. 99 v. v un 
otros pasajes (informe "ín voce">. ventaja por sobre sus tarifas 
que no habría sido licita; ni motivo alguno que funde un cobro 
extraordinario a la Refinería en el caso de autos. No se traía 
de contratos con ti miados o rjue se hubieran repetido año por año 
con un "mismo tcxto t como lo ha expresado la demandada en su 
informe final, sino de contratos distintos, si bien a un mis;no 
objetivo: tanto aquello, ipic los de ujij y 1919, carecen de la 
estipulación arbitral de! de 1916. Debe, pues, únicamente exa- 
minarse si, suponiendo operaila la descarga del azúcar de que se 
trata |>or el puerto, y no |wr los muelles de la Refinería, se ha- 
bría debido abonar almacenaje y eslingaje de "depósito", o so- 
lamente eslingaje de "despacho directo". 

4." Antes, empero, va a dilucidarse la cuestión de incons- 
tilttcionaüdad de los derechos del Poder Ejecutivo de mayo 31 
de 1916. 10 de julio de 1917 y 10 de agosto de 1918 que decla- 
raron libre de derechos de iti»portación el azúcar de la Refine- 
ría que nos ocupa, cuestión que, si bien no fué categóricamen- 
te planteada en la contestación a ta demanda, surge de ésta y 
es previa. Se alega que la ley 887-, a que aquellos se refieras, 
no permitía la exoneración total de esos derechos; y este es el 
error: dicha ley la permitía integra o completa. Su redacción 
es, quizás, algo difícil pero a poco que se le examine sfc reco- 
noce la verdad apuntada. El azúcar de la demanda fué introdu- 
cida al país en los años 1916 a 1919. Por el art. 1.* de la ley 
8877 s e fijaba un periodo de diez años para reducir a S 0.07 ojs, 
el derecho de exportación, lo que recién tendría lugar en 192 r. 
esto es, en el décimo año: caso del art. 4." de la ley. Antes, 
caso de sn art. 3". mientras se concedieron los pcrniiSoa aludi- 
dos en la demanda, la rebaja podía llegar a ta supresión total 
•leí impuesto, romo lo hizo cor reciamente el Poder Ejecutivo y 
lo ha invocado Ja parte actora, que conviniera con éste la in- 
troducción del azúcar de que se trata de 191 ó a 1919. Ksio, a 
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más de lo que precede, está dicho categóricamente por el miem- 
bro informante de 4a comisión de presupuesto de la H. Cámara 
de Dilatados en la sesión del 2 de febrero de 1912 (cuyo Dia- 
rio de Sesiones, N." 83, se tiene a la vista), a míe ese H Cuerim 
asintió, votando de conformidad e] proyecto respectivo, vota- 
ción con fu míe tjtie quita toda inu,>ortancia en contrarío a la cir- 
cunstancia manifestada por aquel de no haber decidido natía la 
colisión al respecto; como lo votara, igualmente, sin observa- 
ción el H . Senado en su sesión del 15 del mismo mes y año. La 
Suprema Corte tiene establecido (tomo 114, pág. 298: tomo 
•^4« páff. »S3 y tomo 127, pág. 106) que tas manifestaciones 
de tos miembros informantes de las Hll. Cámaras del Congreso 
son fuentes de interpretación auténtica de l?s leyes, en su sig- 
nificado y alcance; jurisprudencia indiscutible cuando, como en 
el caso, el mismo texto de la ley se ajusta a la interpretación 
referida, 

5. " ¿Dicha azúcar, comprendida en los contratos de fs. 7 y 
8 discutidos, debía los derechos de aln*acenaje y eslingaje, co- 
mo ha cobrado éste la Empresa del Puerto? Manifiestamente 

no. 

6. * Respecto al almacenaje, los arts. 268, 272 y 316 de las 
ordenanzas de Aduana, con la interpretación del punto, casi 
uniformemente dada, figurante en autos, por los funcionarios 
especialistas, intervínientes, son concluyen tes en ese sentido r 
las mercaderías libres de derecho son de despacho forzoso y no 
deben ir a dejiósito; salvo que vinieran con otras que adeuden 
aquellos, lo que no ha ocurrido en el sub judie** Y dados los 
informes de la Aduana de fs, 53 y, de no haber habido necesi- 
dad de que fosaran tas de la demanda por tos almacenes fis- 
cales para su verificación, excluye el argumento relativo de la 
parte- Concuerda esta inteligencia del caso con el final del inciso 
c) del decreto del Poder Kjecutivo de mayo 5 de 191 1. modi- 
ficando las tarifas del Puerto Rosario, en que se establecía ca- 
tegóricamente que las mercaderías libres de derecho de inipor- 
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tación sólo abonarían almacenaje cuantío entren en sus almace- 
nes. Más aún: este criterio sobre el carácter aduanero del azú- 
car de la ley 8877 y de los decreto*, pretendidos inconstitucio- 
nales que. conforme a los arts. 2Ó8 y 272 de las ordenanzas no 
tteljcn ir a depósito, lia sido confirmado por el decreto ele! Po- 
der Eíjecútivo del 26 de diciembre de iyi8, donde, fundado en 
que las partitfas de azúcar aludidas se hallan comprendidas en 
la preseri|>ción de! referido art. 272 de las ordenanzas, etc., dis- 
puso que en lo sucesivo la Aduana de la Capital exigiría el des- 
pacho directo de buque a plaza. Pero el azúcar del litigio pudo 
haber sido llevada a depósito, aunque innecesariamente, para su 
verificación, y entonces podría haberse pretendido ser el caso del 
l>ago de almacenaje de los contratos de fs. 7 y 8 "cuando hubie- 
re lugar". Ks también de observar que la declaración de la 
franquicia ele liberación de derechos de im]>ortacióii está con- 
denada en los decretos recordados de mayo 31 de 10 de 
julio de xjt/ y lo de agosto de i<)t8, como en el de 27 de junio 
de Mili». Por último, y esto es culminante: la misma jrarte de- 
mandada, al contestar la demanda a fs. 34, línea to." adelante» 
reconoce el principio, después confundido, cuando dice: "Pero 
hay además la mercadería de despacho directo forzoso, que pue- 
de o no ir a los depósitos fiscales, en cuyo último caso no debe- 
rá al 1 .icenaje. - .'" : lo que no 1c impide después soste.ier que 
siempre debe ir a aquéllos, a lo menos para ser verificada, pre- 
tendiendo hacer desaparecer asi las disposiciones de los arts. 
jítK y 272 de las ordenanzas ; y que aunque no haya ido, delie 
considerársela como almacenada. 

7* Respecto al eslingaje discutido, lo alegado en la de- 
manda se encuentra también abonado, en primer término. |»or 
el ini\ ci. capitulo "Derechos de Eslingaje" del art. 1." del de- 
creto del Poder Ejecutivo del 5 tic mayo de ig¡il, aprobatorio 
de las tarifas del Puerto Rosario, ya recordado en el consideran- 
do anterior. "Las mercaderías exoneradas del pago de derechos 
de importación por ley o por contratos, pagarán impuestos de 
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eslingaje de despacho directo si no entran a los depósitos del 
puerto y abonarán el almacenaje y eslingaje de depósito, cuan- 
do entren a sos almacenes". Lo mismo dicen el art. 10 de la 
ley 4928 y el art. 8.' de la ley 3868. a que se refiere, como nor- 
ma analógica* el art. 51 "in fine" del contrato de concesión del 
puerto. Entre lo cobrado o pagado y lo debido ]>or este con- 
cepto hay ía diferencia de un 25 ojo en contra de la Refinería, 
según el inc. a) del decreto del 5 de mayo de 1911. Xo se dis- 
cute la obligación del pago del eslingaje, sino ta tarifa respec- 
tiva. 

8. " El desconocimiento precedente de la razón de lo alega- 
do |K>r la parte de la Sociedad del Puerto sobre los pretendidos 
derechos de almacenaje y eslingaje de "depósito", no importa 
declarar alteración alguna de sus tarifas,, pues, a más de que, 
jírecisamentc, se ha invocado el decreto relativo, vigente del 5 
de mayo de 191 1, que esa sociedad aceptara y aplicara, no re- 
sidía ría aquélla desde que el Gobierno no ha podido despren- 
derse, ni se ha desprendido de su facultad soberana de impo- 
ner, ínnenajenable. No habría tampoco derechos irrevocable- 
mente adquiridos por la Empresa del Puerto, contra las disposi- 
ciones de la ley 8877, -por su evidente carácter de orden público 
fart. $*, Código Civil). Entre los propósitos de esa ley se ba- 
ilaba el de evitar la carestía de! azúcar y, por lo tanto, el aumen- 
to de su precio en perjuicio del consumidor, durante el periodo 
de los diez primeros años fijado para la normalización de \\ 
industria azucarera nacional, por lo cual permitió la referida 
exoneración del derecho de importación sin límite, en las cir- 
cunstancias que establecía. Y en el caso o^ue hubiera alteración 
de esas tarifas, seria ésta una cuestión extraña a la parte ado- 
ra y que debería ser tratada y resuelta exclusivamente entre la 
Sociedad del Puerto y el Gobierno. 

9. " Entre Jas inexactitudes de la exposición de la demanda, 
que la contestación le atribuye, no figura la de los hechos apun- 
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lados de fs. y .1 1 2, limitándose a discutir las conclusiones de 
aquella, alguna de las que lian quedado dilucidadas en los consi- 
derandos precedentes ; pero sin haber alegado, entonces, la pres- 
cripción de la acción; ni la falla de protesta y reserva de lo* 
derechos respetivos al verificarse Jos pagos, excepciones que se 
formularon recién al alegar. Kn efecto: el haber dicho en la 
contestación a la demanda que la Refinería pagó lisa y llana- 
mente, no importaba imputarle omisión de la reserva y protes- 
ta discutida, como después la |*arte precisara esta excepción- El 
pago pudo haber sido en silencio y estar formuladas de antema- 
no aquéllas l>c acuerdo con el precepto del art. 13 del Código 
dr l*nieedimientos y la jurisprudencia relativa de la Suprema 
Oírte tomo 100. pág. 5, 110 puede esta última ser tomada en con- 
sideración ni precisarle su mérito; pero la primera, si. por lo 
establecido en c! art. 3902, Código Civil- 

ia" La prescripción alegada a fs. 106 v. es la reiwtición d» 
lo expuesto ]ior la parte de la Refinería en su trámite adminis- 
trativo Ué agosto 23 de 1917. de estar regido et caso por e! ar- 
ticulo 24 de la ley 4/133. que limita a dos años el término fijado 
por los arts. 42*», 421; y 433 de las ordenanzas por los reclamo;, 
o cargos por errores de cálculo, liquidación o aforo. Ten» tal 
invocación de] art. 24 de la !ey de Aduana, es un manifiesto 
error no una renuncia a la prescripción, pues de lo míe se trata- 
lio era, inequívocamente, de servicios retributivos portuarios, 
mientras los arts. 42*» y 429 de las ordenanzas se refieren a de- 
rechos fiscales de importación o exportación, inconcebibles en 
el snh judie? en que se ha declarado que fas mercaderías en cues- 
tión, introducida», eran libres cié derechos de importación. Y 
el art. 433 de las ordenanzas sienta la regla aplicable de que, 
cualquier otro género de reclamos de la Aduana contra un co- 
merciante o vice versa, que no tenga un término fijo en las or- 
denanzas, cuino no lo tiene el de la demanda, no podrá formu- 
lare pasados diez anos: lógicamente, durante estos, sí. La ac- 
ción por los errores que no procedan de cálculos, está sujeta. 
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también a ta prescripción que establecen las leves generales t S. 
Corte, tomo 20, pág. 7; tomo 21» pág. 309: tomo 100, págs. 5 y 
31 ; tomo ta?, pñg. io\; tomo 126, pág. 163; y tomo 132. ]Kig. 
Jijo). L,a prescripción es materia de orden público, cuyos bene- 
ficios no se presumen renunciados. 

ti," I>e acuerdo a la consignado en los considerandos 3.% 
<V y 7." anteriores, lo cobrado o pagado por cuncejrto de alma- 
cenaje y eslingaje de dqwsito lo fué sin causa legal, puesto que 
no se debía, el último en esa forma. Lo sostenido en la contes- 
tación a la demanda, que el pago referido importaba la renun- 
cia de cualquier derecho (pie tuviera para reclamar quien le ba- 
cía, puesto que es expreso en la ley que no hay derecho a re- 
petir cuando se paga una deuda que no podia demandarse en 
juicio, no es exacto. Precisamente, es el jxigo indebido, sin cau- 
sa» que autoriza su repetición (arts. 072 y 974. Código Civil, 
art. 10 del contrato concesionario y 49 de la ley 2873, conside- 
rando 3.' anterior). 

Por tanto y consideraciones concordan de la sentencia ape- 
lada de fs. iíV» a 174, del 28 de marzo próximo pasado : se la 
confirma en cuanto ha sido materia del recurso, con costas en 
la instancia. — Litis l"'. González. — José del Barco ( Kn disi- 
dencia por las costas según su voto». . — Jase M. Fierro. 

Disidencia iH s< ñor ocal doctor José del Barco. 

Vistos en acuerdo los autos seguidos por la sociedad anó- 
nima Refinería Argentina contra la Sociedad Tuerto Rosario, 
sobre devolución de pesos (expediente X." 357 1 22 . 

Y Considerando: 

(Jue del documento ele fs. 7 resulta que la sociedad adora 
solicitó y obtuvo autorización de la Empresa del Puerto del 
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Rosario para descargar y embarcar por su propio embarcadero 
los artículos que le vinieran consignados y los productos que sa- 
lieran provenientes de su establecimiento de refinería, bajo la 
condición de que tanto ios buques como las mercaderías debían 
pagar todos los derechos, que Ies corresponderían operando por 
los muelles del puerto, comprendido el almacenaje (un mes), 
cuando bttbiere lugar y la tracción. 

íjuc la Refinería, en uso de dicha autorización, descargó 
I»r su embarcadero varías ¡anidas de azúcar no refinada, que 
introdujo al país libre de derechos de importación de acuerdo 
con el decreto de 31 de mayo de 1916 (publicado en el Boletín 
Oficial X." 67 ti de 3 de junio del mismo año), y en virtud de 
la ley X." 8877. 

Que se cuestiona el alcance de la frase "cuando hubiere lu- 
gar" que contiene el citado convenio al referirse al almacena- 
je; ]:ero, del contrato mismo de explotación del puerto, se des- 
prende cuál puede ser el alcance de ella, pues el articulo 50 apar- 
tado j ) * in fine" y decreto sobre aprobación tle tarifas de la 
Empresa del Puerto riel Rosario de mayo 5 de 191 1, letra c) del 
título "Derechos de Eslingaje" (publicado en el Boletín Oficial 
N.° 5225 de 22 de mayo del mismo año), a! determinar que las 
mercaderías exoneradas del pago de derechos de importación 
por ley o contrato abonarán el almacenaje y eslingaje de depó- 
sito cuando entren a los almacenes, precisan el significado de 
esa frase que indudablemente alude a esa situación, o sea, que 
se pagará almacenaje cuando las mercader! as entren o debieran 
entrar a los almacenes si se hubiera obrado por los muelles de 
la Sociedad del Puerto, listo mismo se desprende de la ley X." 
4<»28. artículo 4/ y 10.". ordenanzas de Aduana artículos 2f>8 y 
2j2 y de la misma disposición del artículo y de la ley 8877. 
qtte si* refiere al caso de almacenaje efectivo, como resulta de 
sus pmpÍDs tér r.:nos. Luego con la referida frase se ha querido 
establecer el caso o casos en ijue debe o no abonarse el aímacc* 
naje, sqgjfin tjüfi corres] i<m< la o no ser depositadas las mercade- 
rías de despacho directo. 
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Que siendo asi y desprendiéndose de los informes de fs. J 
vta., 9 vta. y t§ que corren en el ex ludiente administrativo agre- 
gado y de los antecedentes de fs, 53 a 55 de estos autos, que 
las partidas de azúcar de la referencia ¡jodian ser retiradas, da- 
lla su clase, del vajior al carro o vagón, por ser de fácil constata- 
ción y SU verificación podía hacerse perfectamente a bordo, y 
<|ue, por consiguiente, permitía el despacito completo de direc- 
to, o sea del buque a plaza sin pasar por los depósitos fiscales, 
se tiene que es el caso previsto por el convenio: de que no ha 
lugar al pago de almacenaje, por no haber pasado ni del>er pasar 
por ellos las mercaderías- 

Que según se desprende de las leyes y decreto citados» el 
ahracenaje es un servicio retributivo ípic se presta en ciertas y 
dei criminadas circunstancias, desde que las mercaderías sólo pa- 
gan almacenaje cuando entran a depósito. lo que demuestra que 
no siempre es obligatorio y que sólo corresponde retribuirlo 
cuando el servicio.se presta - 

Que en cuanto al derecho de eslingaje, con arreglo a lo es- 
tablecido en el mencionado decreto de mayo 5 de 191 1 letra 
c) del título "Derechos de Eslingaje'*, procedía únicamente el 
pago de eslingaje de "despacho directo, por no haber entrado o 
corrcs|>onder entrar a depósito las mercaderías. 

Que el demandado no ha probada que los documentos de 
fs. 149 y 150, se refieren a mercaderías libre de derechos. E! 
administrador de la Refinería, señor Guillermo Algelt. al absol- 
ver posiciones a fs. 152. contestando la segunda pregunta del 
pliego de fs. dijo: que es cierto eme la Refinería Argentina 
pidió en varias ocasiones la habilitación de uno o varios de sus 
depósitos, pero que este («dido lo hizo cuando se trataba úni- 
camente de azúcares sujetos al j>ago de derechos ; y, además, 
el vapor Kaisho Marú no figura en las planillas de fs. 9 a 12. 

Que los arts. 3." y +° de la ley N • B877 contemplan si- 
tuaciones bien distintas, pues, por el articulo 3." se dan los me- 
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dios para salvar una situación determinada, a cUyo efecto se 
autoriza al Poder Ejecutivo de la Nación |>ara relajar — sin li- 
mitación alguna — los derechos aduaneros, para que se intro- 
duzca la cantidad de azúcar que el mismo Poder Ejecutivo de- 
terminara previamente epirto necesaria para completar la provi- 
sión del consumo interno, y por el 4.*" se señala el fin buscado 
y cuando debe cesar la facultad que se confiere al Poder Eje- 
cutivo por el artículo anteriormente citado, Al discutirse el re- 
ferido proyecto de ley y tratarse el articulo 3." en la Cámara de 
Imputados en ta sesión fie febrero 2 de 19,12, con motivo de una 
nbservación hecha |>or el diputado señor Terán, el diputado se- 
ñor IJolíet. informante de la comisión, si bien dijo que no se 
había locado en el seno de ésta el punto a que se referia el di- 
putado señor Terán, sostuvo en forma clara y terminante, sin 
que fuera contradicho, que precisamente se quería establecer 
la absoluta y completa libertad del Poder Ejecutivo para ejer- 
cer esa facultad ampliamente, y que el Poder Ejecutivo podría 
exonerar totalmente del impuesto, g¡ las circunstancias lo esi- 
gierau { Diario de Sesiones, tomo 4* de 191 1, páginas 404, 405 y 
406). Luego el decreto del Poder Kjecutivo de mayo 31 de 
nn6, así como los de julio 10 de 1917 y agosto to de 1918 f pu- 
blicados c.stos dos^ últiuios-eja ji lloletín Oficial Xos. .po42.y- 
7,Í5**. <'e fechas julio 19 de 1917 y agosto 14 de 1918, respee* 
livamentei. no contrarían dicha ley. como lo sostiene el deman- 
dado, ley que no altera las tarifas del puerto del Rosario, pues- 
to que éstas continuaron en vigencia tal como fueron convenidas 
entre la Sociedad del Puerto y el Gobierno de la Nación; y, ade- 
más, el contrato de concesión prevé los casos de libre de de- 
rechos o de despacho directo en los artículos 50 y 51, modifica- 
dos por el decreto de mayo 5 de 191 1 . 

tjue la falta de protesto alegada pcir el demandado en el 
alígalo de bien probado, es una excepción que debió oponer en 
forma en la contestación a Ja demanda, lo que no ha hecho, 
por lo i|ue 110 corresponde considerarla, por cuanto es cu dicha 
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oportunidad que debió ojíoner todas las excepciones que le fa- 
vorecen, so pena de no serle admitidas después (artículos 13 y 
8g «le la ley N r ." 50 L Además, 110 se trata propiamente de im- 
puestos sinó de servicios retributivos portuarios. 

Que tratándose de un pago hecho jwr error o sin causa, son 
de aplicación las disposiciones de los artículo* 784 y 792 del 
Código Civil, y no así, como lo pretende el demandado, la del 
inciso 5." del artículo 791, por referirse ésta a las obligaciones 
naturales (Machado, tomo 2.", página 623). 

Que como bien lo dice el "a <nio v en el considerantlo un- 
décimo. Jas. disposiciones del articulo 24 de la ley N." 4933 y 
dé los arts. 426, 429 y 455 de las ordenanzas de Aduana, se 
refieren a los derechos fiscales de importación o exportación y 
no a los derechos portuarios de que se trata; y no conteniendo 
dichas leyes disposiciones especiales at respecto, el término (ja- 
ra la prescripción sería en el caso sub judie? el que se deter- 
mina en el artículo 4023 del Código Civil para la acción ]>er- 
sonal |>or deuda exigible (Suprema Corte, to:iio loo, pág. 5). 

Que en presencia de la naturaleza de las cuestiones con- 
trovertidas, y de haber tenido la parte demandada razón prolia- 
ble para litigar, no procede condenación en costas. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la sentencia 
de fs, 166 a 174 vuelta, se la confirma en la parte apelada, sin 

costas, 

José del Barco. 
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Bufu» Aire», Septiembre 1 de 1925. 

Vistos y Considerando: 

Que atenta la forma restringida en ¿pie aparece concedido 
el recurso extraordinario a fojas 229 y la circunstancia de no 
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haberse reclamado oportunamente de la mencionada providen- 
cia, la jurisdicción de esta Corte se encuentra circunscripta en la 
presente cansa a la revisión del pronunciamiento recaído sótifé 
las cuestiones federales (pie el recurrente planteó fundado en 
los artículos 317 y 43.1 de las ordenanzas de Aduana l ley nú- 
mero 8101, y en el articulo 24 de la ley número 493.1. 

(Jue las partidas de azúcar a que se refiere la demanda fue- 
ron introducidas libres de derechos con arreglo a lo dispuesto 
en la ley número 8877 y decretos gulicr nativos de mayo 31 de 
M)ifí. julio 10 de Í917 y agosto ¡o de 10,18, a mérito de Conve- 
nios celebrados por la demandante con el Poder Kjecutivo. 

Que la facultad de este último departamento i>ara acordar 
la exoneración de derechos al azúcar resulta indiscutible si se 
tiene en cuenta el texto del articulo 3-" de la recordada ley 8^7 
y los antecedentes de la discusión parlamentaria de la misma 
* [iie se citan en la semencia recurrida. 

Q»v en tales condiciones las mercaderías de míe se trata 
eran de despacho forzoso y por consiguiente sólo estallan suje- 
tas al derecho de eslingaje de despacho directo, de conformidad 
con lo tpie establecen los artículos 2<>8. 272 y 316 de las orde- 
nanzas y el articulo io cíe la ley número 4928, salvo el caso 
de <pie hubieren entrado. \*>r cualquier causa a bis almacenes 
de ta Aduana, h> que por otra j>arte. no ha sido alegado. 

Que la e\ceiK*ión consignada en el artículo 317 de las or- 
denanzas, según el cual no se considerarán de despacho forzo- 
so los artículos para cuyo despacho libre de derechos se necesi- 
tare la declaración del (iobierno. es de aplicación en aquellos ca- 
sos en que la exención de impuesto depende de tina resolución 
especial del Poder Ejecutivo, según se infiere ele los propios tér- 
minos del precepto legal, situación a todas luces distinta de la 
del caso suh lite, en el que la libre introducción autorizada por 
la ley S877 no fué declarada con relación a partida o partidas 
del er mi nadas de azúcar sitió hasta un limite de peso y suhor- 
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diñada a licitaciones y convenios ulteriores, lo que daba a los 
decretos impugnados el carácter de un beneficio general al que 
podían acogerse todos los introductores de ese artículo que se 
sometieran a las condiciones preestablecidas- 

Que. )K>r lo demás, ta sentencia apelada pronunciándose so- 
bre un punto de hecho que no puede ser revisado por la Cor- 
te en el presente recurso, hace constar que el azúcar de que se 
trata fué introducitla en virtud de convenios celebrados entre el 
Poder Ejecutivo y la sociedad actora. circunstancia que por si 
sola bastaría para llegar a la conclusión precedentemente con- 
signada desde que el artículo ro de la ley especial sobre alma- 
cenaje y eslingaje número 40^28, expresamente dispone que: "las 
mercaderías exoneradas de] ¡jago de derecho de ím|x>rtación por 
ley o contratos pagarán impuesto de eslingaje de despacho di- 
recto si no entran a los depósitos de Aduana y abonarán el al- 
macenaje y eslingaje de depósito cuando entren a sus almace- 
nes", 

Qtie en cuanto a la prescripción alegada subsidiariamente 
por Ja empresa demandada, procede desde luego recordar que 
con arreglo al artículo 433 de la ley número 810 y al artículo 24 
de la ley número 4033, se ha fijado en dos años el término pa- 
ra poder reclamar por errores de cálculo, liquidación y aforo» 
extendiéndose dicho plazo a diez años para cualquier otro gé- 
nero de reclamaciones de la Aduana contra un comerciante y 
vice versa, que no tengan señalado un término especíat en las 
ordenanzas. 

Qttc en la especie sub Uto la demandante reclama de una 
liquidación errores de los derechos de al alacena je y eslingaje 
efectuada y cobrada |ior la Empresa del Puerto del Rosario, 
como lo manifiesta de una manera explícita a fojas t del ex- 
pediente administrativo que corre agregado, el cual constituye 
un antecedente directo de la presente acción judicial y como 
se desprende también del fundamento y finalidad de esta úl- 
tima. 
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Que siendo ello a>i, la j>rescrípcióti alegada mí encuentra 
regida por la disposición del articulo 24 de la ley de Aduana 
número 4</.U que redujo :i dos años los plazos señalados por el 
articuló £3§ de la ley número «10 para poder reclamar por erro- 
res de cáJculu y que hizo extensivo dicho precepto a los er rie- 
res de liquidación y <le aforo- 

Que dada la amplitud de los términos empleados en las re* 
cordadas leyes nacionales no es admisible la distinción tjue se 
formula en el fallo recurrido entre operaciunes aduaneras y ope- 
raciones |x>rtuarias, distingo que se apoya en la simple afirma- 
ción de rjue el recordado artículo 4$$ de las ordenanzas de Adua- 
na se refiere exclusivamente a los errores cometidas al liquidar 
lo» derechos de im|K>rtactón o exportación . F.sta conclusión no 
encuentra apoyo en ninguna de las disposiciones legales cuya 
inteligencia se examina, pues ellas se limitan a disponer acerca 
del plazo pará reclamar de los errores ele cálculo, liquidación y 
aforo, cometidos y no advenidos en las operaciones de impor- 
tación, es decir, en todos los actos, tráintíes y diligencias reali- 
zadas en fa Aduana con motivo de la introducción de mercade- 
rías.; y si bien es cierto que al final del articulo 43^ de las nr- 
denanzas se alude a los derechos de exportación, ello es sola- 
mente para establecer un punto de jxirtida excepcional para la 
prescripción cuando se trata de reclamos derivados de liquida- 
dnos de tales impuestos. Por lo demás, tanto el almacenaje 
como el eslingaje se encuentran legislados minuciosamente en 
la;, ordenanzas de Aduana como derechos correlativos a ope- 
raciones aduaneras de importación, según puede observarse en 
los artículos 313 y siguientes, son liquidados por la Aduana y 
deben -er satisfecho* en la tesorería especial de ta misma (ar- 
ticula 40K y siguientes I; siendo de observar, además, qué en 
virtud de lo dispuesto en el articulo [jj de la ley número 4!>_'S 
-ubre almacenaje y eslingaje, las infracciones a sus preceptos 
serán juzgadas con arreglo a las ordenanzas de Aduana, 

Uue dados e>tos auUvcdenks y teniendo en cuenta que en 
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o] curso normal de las operaciones ilc importación la liquida- 
ción que formula la Aduana comprende tanto el impuesto i|tie 
grava la introducción de mercaderías co.no los derechos fisca- 
les de almacenaje y eslingaje, a fin de que sean, satisfechos con- 
juntamente ]Hir el introductor, ito es siquiera verosímil que al 
sam' ¡miarse el articulo 433 de las ordenanzas y su complementa- 
rio el articulo 24 de la ley número 4933 el legislador entendie- 
ra limitarlos a regir solamente los errores cometidos en la liqui- 
dación de los derechos que la Aduana liquida y jwrcilje al mismo 
tiempo y |km- razón de las mismas operaciones, máxi.re cuando 
existen respecto de todos ellos las mismas razones para abreviar 
ti termino de la prescripción. 

* A mérito de lo procedentemente expuesto, se confirma la 
sentencia a ¡Hilada en cuanto declara (pie el azúcar indroducido 
pnr la demandante se hallaba exenta de derechos de almacenaje 
y sujeta al eslingaje de despacho directo: y se la revoca en 
citante desestima la prescripción de dos años fundada en el 
.i.-ticulo 433 de las ordenanzas de Aduana y articulo 24 de la 
ley 11imK.ro 4933. Xolifíqucse y de vuélvanse al tribunal de 
procedencia í* los efectos establecidos en la primera parte del 
articula 16 de la ley número 48, debiendo allí reponerse el 
pape!. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. - 



La Blanca. Compañía de Carnes Congeladas contra la Hfunici- 
pálidaé tic la Capital, sobre devolución de impuestos 

Sumario: El impuesto de dos centavos por kilogramo de grasa 
de vacuno y de ovino introducida |»or la Municipalidad de 
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!a Capital. sancionado para los años 1914 al 1917, inclusive, 
ps repugnante a los artículos 10, ti y 16 de la Constitución. 
1 Kse impuesto importaba un gravamen a la circulación <!e 
artículos de producción nacional porque se lo hacía exigible 
en el momento en que el producto era transportado a la Ca- 
pital Federal y con ocasión de ese transarte, y tenía el 
carácter de diferencial porque las correspondientes a aque- 
llos años, no crearon un gravamen general al consumo de 
grasas, sino vin impuesto especial i simo sobre las grasas 
ini] tortadas l. 

Casó-. I* explica el siguiente: 



SKXTEXCIA m\. SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bueno» kirtt. Octubft '■ 4* 18« 

Y Vistos: 

Los promovidos ]*>r La Blanca Compañía Argentina de 
Carnes Congeladas contra la Municq>alidad de la Capital sobre 
devolución de impuestos, de los que resulta: 

1." (Jue el doctor Alejandro Kuzo por la actora — diligen- 
cia de fs. 17 — manifiesta de fs. 7 a 10 que su representada 
lia alionado dos centavos tnjn. de impuesto por cada kilo de 
grasa de vacuno u ovino que entraba al municipio procedente de 
sus faeuaderps de Avellaneda, Las sumas pagadas bajo protes- 
tas desde diciembre 24 de 1914 hasta el 31 de esc mes de 
ascienden a sesenta y dos mil quinientos sesenta y dos {tesos 
con setenta y nueve centavos moneda nacional. Se trata de un 
impuesto que grava la libre circulación de los productos, atenta 
contra la igualdad base de los impuestos y cargas públicas, viola 
diversas cláusulas de la Constitución, siendo suprimido por la 
ley nacional \. n 16341, Knuniera ta actora las Ordenanzas Mu- 
nicipales pertinentes, cita diversas jurisprudencias y pidiendo se 
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tenga por entablada demanda (le mconstitucionalídad del im- 
puesto establecido por aquellas Ordenanzas, solicita se condene 
a la Municipalidad a devolver ta su ira arriba expresada, con in- 
tereses y costas. 

Declarada por la Suprema Corte en abril tg de 1920 — fo- 
jas 58 — la competencia de la justicia federal, se corre traslado 
de la demanda a fojas 62, que evacúa don Prudencio Fernández 
— instrumento de fojas 39 — y a fs. 63 y 64 expone: 

1.* Que las protestas verificadas \w la actora lo fueron "a 
posteriorí", versan suhre algunos pagos y no sobre todos los que 
son objeto de la demanda, |wr cuya razón debe ser rechazada. 

3," Que la actora se funda en los articulas 10 y ) i de la 
Constitución, per» lo cierto es que la Municipalidad no lia co- 
brado mi derecho de tránsito sino un derecho o impuesto al con- 
sumo. Los productos destinados a la exportación, o en tránsito, 
«o estaban sujetos a i»ago alguno con lo cual *e destairata ja ar- 
gumentación de la actora. 

,V Que los productos fabricados en la Capital y fuera de 
ella han pagado igualmente impuestos al consumo. Concluye 
solicitando el rechazo de la demanda con costas. 

Se abre la causa a prueba a fojas 65 vta. t produciéndose la 
que expresa el certificado de fojas 183 vta. Alegan las partes 
a fojas 187 y 197 y con la providencia de autos de fojas 220 
queda el asunto para definitiva. 

Y Considerando: 

i. n Que la actora sostiene la improcedencia de las sumas 
cobradas, a mérito de que los productos respectivos, — grasa de 
vacuno y ovino — nada debían alionar por el hecho de entrar 
al municipio, toda vez que su Ubre circulación dentro del terri- 
torio de la República es un derecho consagrado por la Consti- 
tución. 
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La Munici|>alidad replica que una cusa es el impuesto al 
consumo y otra cosa es la libre circulación o tránsito tle tos pro- 
ducios, pur lo cual nada lia exigido. 

2." Que en autos encuéntrase perfectamente evidenciada la 
circunstancia de que no ha existido gravamen a la circulación 
y tránsito a los productos de la actora cuando como por ejem- 
plo eran trans¡H>riados a las estaciones ferroviarias o vapores 
— fojas 142. 143 y 146- 

"Kn principio. la jurisprudencia lia determinado que por el 
hecho de cobrarle un impuesto a] hacerse la introducción de los 
productos en el lugar donde éste se halla establecido, debe con- 
siderarse que es inconstitucional, aplicando los artículos y, 10 y 
ti de la Constitución Nacional: pero, no pm'de haber incoare- 
Miente cu mollificar el riyor del principio, si aunjiera claramen- 
te ijtte el cobro en esta forma sólo afecta al consumo y no al 
tránsito o a la exportación ". — Sentencia de la Cámara Fe!'- 
ral de ta Capital, noviembre 3 de 1914, juicio Cía, Sausinr;vt v 
Municipalidad. 

Quiere decir entonces que según lo reconoce ta Cámnm ci- 
tada, el íni pnc^o municipal al consumo de que se oeiipn las 
Ordenan/a* Municipales de 1914, 191 5, ¿946 y 19 1 7, afócttjos 
ió, i"6, 1 7 y ió, "miso 2*. acápite h i, respectivamente, tu c* 
impuesto que repugne a la Constitución Nacional. 

fjue en este asunto existen elementos que conviene se- 
parar, a fin de no incurrir en confusiones al procurar la solu- 
ción correspondiente, 

Kn efecto; la actora señala que no le debe alcanzar el im- 
puesto de dos centavos moneda nacional por kilo de grasa de 
vacuno u ovino elaborada fuera del municipio, porque a las 
grasas análogas elaboradas en él no se tas ha gravado en igual 
forma. La demandada advierte que las fábricas ubicadas en 
esta Capital han pagado igualmente dos centavos m[n. por 
cada kttn de grasa. 
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Atenlo lo expuesto, corresponde verificar la separación 
enunciada en el primer párrafo de este consideran do. 

A juicio del suscripto, las fábricas ubicadas en esta Ca- 
pital habrán pagado tal o cual suma |>nr sen-icio de inspección 
—fojas 142 — a mérito de ser fábrica* de embutidos, pero fá- 
cilmente se eclia de ver que el caso en que ellas se encuentran. 
110 es el misino (pie concierne a la adora, la cual se lia concre- 
tado a introducir al municipio grasa de vacuno o de ovino para 
consumo . 

La Munieijialidad puede perfectamente ahorrar el argu- 
mento aducido, f|ue por cierto no la favorece ni la perjudica, 
toda vez que los casos de la actora y de las fábricas de embu- 
tidos de la Capital son diversos y se encuentran o encontraban 
regidos por distintos preceptos- * 

Xo hay ni puede haber vulneración al principio iguali- 
tario que en materia inuwsiiiva proclama fa Constitución Na- 
cional. 

"La igualdad exigida por el artículo 16 de la Constitución, 
no pttede decirse violada por leves ¡ocales, que establecen una 
contribución ¡¡/turf pata todos tos contribuyentes que se hallen 
en idénticas coudici<mcs'\ ha dicho la Suprema Corte en su 
fallo del tomo 95. | agina '¿¿7 y interiormente ña insistida en 
esa apreciación al decir que "el principio de igualdad — como 
frase ile impuesto — que establece el articulo 16 de la Con»* 
titución, solo e.rije que, en condiciones análogas se impongan 
gravámenes idénticos a los contribuyentes", — tomo 105. pá- 
gina 27 i — tomo 117, página 22 . 

Con lo expuesto queda demostrado en sentir del suscripto, 
que no cabe equiparar el caso de la actora con el de las fábri- 
cas de embutidos establecidas en esta ciudad, para inferir de 
semejante equiparación un antecedente en pro de una condena 
como lo quiere la compañía demandante. Las situaciones 110 son 
idénticas; luego, el principio igualitario constitucional no expe- 
rimenta menoscalw. No hay aquí la igualdad de razones, a que 
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alude Montes de Oca, al comentar el articulo iG de la Cons- 
titución. 

Por lo tanto», la demanda no puede prosperar, toda vez que 
propiamente hablando no existe cláusula constitucional vulne- 
rada según se desprende de la jurisprudencia invocada- 

Atento pues el resultado a que se llega, no hay para epté 
hacerse cargo de la cuestión vinculada con las protestas de (pie 
se ocupó I.i demandada al contestar. 

Por las consideraciones (pie preceden, fallo: rechazando 
la demanda interpuesta p"r la sociedad anónima L,a Manea. 
Compañía Argentina de Carnes Congeladas contra la Munici- 
palidad de la Capital sobre devolución de impuestos inconsti- 
tuci< mal mente cobrado*. Costas por su orden atenta !a natura- 
leza de la causa e índole de las defensas aducidas por ambas 
partes. Xntifiqucse, repóngase el sellado y ojwrtunamente ar- 
chívese el expeliente y sus agregado». 

Stiiil M. Escobar 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aim. 16 Mijo de ira 

Vistos estos autos sobre devolución de impuestos, deduci- 
dos por la Contpaíiia Argentina de Cíirnes Congeladas La 
Blanca. confetti la Municipalidad de la Capital, liara resolver 
los recursos de nulidad y ablación concedidos a fs. 22$ y 226; 

Kn cuanto al recurso <le 'nulidad: 

Que éste se funda en (pie la sentencia declara la validez 
de un grava ren (pie al ser reconocido por sentencias anterio- 
res de tribunales supriores como nulo, que no otra cosa im- 
porta la inconslitucionalidad. y lo hace artificiosamente revi- 
vir, cuando es otro el ]>oder llamado a crearlo; 
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Que la sentencia no ha sido ciada con violación de la forma 
v solemnidad que prescriben las leyes, ni el procedimiento ado- 
lece de vicios substanciales de los que. por expresa disposición 
«le derecho, anulen las actuaciones ( articulo 233, ley 50) ; 

Que el agravio (jue funda el recurso concedido puede y 
debe ser subsanado, si existiere, por vía de apelación. 

Por ello, se rechaza el recurso de nulidad; 

Considerando; en cuanto al de apelación: 

Que del informe de fs. 142, cuya falsedad no se lia jus- 
tificado, resulta que el impuesto a la grasa, aunque cobrado al 
entrar ésta al municipio, tiene el carácter de un impuesto al 
consumo, pues es general, tanto para las que se producen den- 
tro del municipio, cuanto para las que se introducen a éste 
para el consumo; y qué están exentas del impuesto las que 
pasan en tránsito, a las que se da un certificado de "libre 
tránsito". 

Siendo así. parece indudable la procedencia del impuesto 
y. |Kir lo tanto, la inaplicabilidad, para el caso "sub lite", de las 
consideraciones legales aducidas por la minoría tic! Tribunal. 

Por ello y las consideraciones expuestas en el fallo ais- 
lado de fs. 220, se lo confirma, sin costas, en atención a la na- 
turaleza de la cuestión debatida. — José Marcó: lín disidencia 
de fundamentos. — B. A. Sazar Anchoreitá. — J. P. Luna. — 
En disidencia: Marcelino Escalada, — T. Arias. 

Disidencia de fundamentos 

La sociedad anónima La Ulanca no ignoraba que para 
introducir mercaderías de tránsito en el municipio de esta Ca- 
pital, debía i>edir permiso a la Su[>erintendenc¡a de Mercados, 
como que lo hizo con ta solicitud y la boleta de removido de 
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ís. i4<» y 14". y ella muy cs|>eeialniente también, porque las 
urden a 11 zas y leyes de la Municipalidad, por ser tales, se supo- 
nen cuín tea das jjor todos, conforme con los principios dg la» 
leyes en general (arts. j.", 2." y ¿f* del Código Civil). 

Xo procedió de igual manera en los años lo*** a hjí 7. al 
itil roducir la grasa de su establee i miento de Avellaneda, pues 
concretóse a pedir esta introducción, haciéndola luego efectiva 
con el pago previo del impuesto al consumo de la ley X." 405N, 
entonces vigente, y entregando enseguida la substancia al con- 
sumo, dada su natural condición y carencia de prueba de su 
exportación u otro destino en tanto tiempo, porque ningún* 
ha presentado, a más de no haber siquiera mencionado este 
hecho. 

Xi tauqjoco en sus protestas, que muchas veces no hace 
al reo Herírsele los j agos en el acto de las introducciones, siendo 
ella>. además, tardías siempre, como la primera (pie fué recién 
en o> 14, se expresa para nada el destino o empleo de la subs- 
tancia. 'Tresenlo — dice la más formal protesta de todos los 
pagos que, en concepto de tal impuesto, se han hecho desde el 
año iijoj y, especialmente, ¡mr los abonado* basta la fecha en 
el curso del corriente año. los (pie suman doce mil setecientos 
ochenta y un pesos con cincuenta y siete centavos'' (expedien- 
te 80,404. S. <>t4t- V asi. con posterioridad, otras protestas, 
como Ja del expediente 36.07a 'J15, concebida en iguales 
termino*. 

St pues la sociedad 110 exportó 1^ grasa, sino que la intro- 
dujo y dió al consumo de este municipio, claro está que le co- 
rrespondió. |H>r este concepto, el pago de los impuestos, muy 
de acuerdo con el art. 12 ¡nc. gi de dicha ley N. u 4058. 

Y fluye de aquí, con no menos evidencia, que siendo así, 
aunque >e tache la introducción de inconstitucional por la ma- 
nera que se la hizo, y lo sea en realidad de verdad, esta cues- 
tión propuesta en primer término en la demanda, es puramente 
teórica, atento que a nada práctico conduce. 
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Siempre vendría a imponerse, en efecto, el principio de 
compensación del art, 818 del Código Civil, en cnanto que si 
la sociedad vino a ser acreedora por los pagos indebidos, como 
lo sostiene, vino, igualmente, a ser deudora en la misma pro- 
porción, acto seguido, dando su mercadería al consumo. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, confirmo el 
fallo de fs. 220, que no hace lugar a la demanda, sin costas. 

José Marcó 



Disidencia : 

Vistos estos autos sobre devolución de impuestos, deduci- 
dos por la Compañía Argentina de Carnes Congeladas La Blan- 
ca, contra la Municipalidad de la Capital, para resolver los re- 
cursos de nulidad y apelación deducidos a fs. 225 y 22Ó, resulta: 

Que en 29 de octubre de 1918, la parte actora alega la in- 
constitucional i dad del impuesto municipal establecido en la 
ordenanza general para los años 1909 a 1917, que grava con 
dos centavos cada kilo de "grasa de vacuno u ovino" cjiie entra 
al municipio procedente de su fábrica ubicada en Avellaneda 
(provincia de Buenos Aires) . 

Funda la inconstitucíonalídad en que dicho impuesto e» 
contrario a las disposiciones de los arts. 9, 10 y 11 de la Cons- 
tituricn Nacional, a la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación y a la de la Cámara Federal la que ante- 
riormente en casos análogos ha declarado la inconstitut.'on:*- 
üiiad. 

Además, el gravamen viola particularmente el principio 
de "igualdad" establecido en el art. 16 de la Constitución Na- 
cional, porque se cobra a las grasas elaborarlas fuera del mu- 
nicipio de la Capital y que se introducen a éste para su con- 
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mío, en tanto que no gravita sobre las grasas que >c elaboran 
tro Sd municipio. 

Kii tal concepto reclama la devolución de la sÜtrin tic pe- 
is ')j.5^j ^7 m ni a cjtté asciende la cautelad pagada bajrn 
pretexta, ik'vtK- ti 14 de diciembre de 1024 hasta el ¿i de di- 
ciembre de IQIJ, fecha en que el impuesto fué eliminado de 
la ordenanza ^ru'r.iK Pides intereses y costas. 

Que la Municipalidad, al cnntesiar la demanda, sostiene 
tpie en mpgún caso podría ésta prosperar en tuda su intimi- 
dad, porijúé para sqHcitar la devolución de las sumas pagadas 
no se ha llenado el requisito ineludible que lia consagrado la 
jurisprudencia; la protesta previa. 

No era exacto que la Municipalidad baya cobrado derc- 
íos ile tránsito alguno a la compañía actora pues lo cobrado 
esiin derecho de "in>pección" o un derecho o impuesto al con- 
SU fí¡ü y lo cobraba en ei momento en que el producto se in- 
corporaba a la riqueza local, ya que las ordenanzas estable- 
cían que cuando los productos se encontraban en tránsito o que 
eran para ¡a explotación» no estaban sujetos a pago alguno, 
bastando para ella 1» declaración del introductor. 

Lo cobrado al frigorífico lo tta sido también a las íáhri- 
1* ubicadas dentro del municipio de la Capital, y en la 
11a forma. 

Y Considerando: 
Ku cuanto al recurso de nulidad: 



( )ue este se funda en (pie la sentencia declara la valide?. 
4c un gravamen que al ser reconocido por sentencias anterio- 
res de tribunales priores como nulo, que no otra cosa im- 
porta la iiieonslilucionaKdad, y jb hace artificiosamente revi- 
vir, cuando es ntro el poder llamado a crearlo, 

Qué la sentencia no lia sido dada con violación de la for- 
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ma y solemnidad que prescriben las leyes, ni el procedimien- 
to adolece de vi dos substauriájes de los qíifii pur expresa d¡S- 
r.osxión de derecho anulan las atítíiaíiones lart. J33, ley wi. 

Qué el agravio cpie intuía el recurso concedido puede y 
d&be st-r silbsanatíp, si existiere, p.ir vía de apelación. 

V |x>r ello se rechaza ei recurso de nulidad; y: 

Considerando : 

Un cuanto al de apelación: 

Que trababa la titis en los términos expuestos, el Tribu- 
nal debe analizar si se trata de un impuesto al "tránsito", (pie 
traba l:i libre circulación de los productos, y diferencial, ade- 
más, por no cobrarse a las fábricas de Ja Capital, como lo pre- 
tende la parte demandante, o de un derecho de "inspección'", 
o un ' derecho o impuesto al consumo", como to afirma la Jííu- 
nicip;ilidad y si en ta! carácter esas contribuciones atenían con- 
tra los principios constitucionales. 

Que el arl. fo de la Constitución Nacional se ha propues- 
to, a los efectos comerciales del tránsito fhi!?noits¿c' ) supri- 
mir bis fronteras y jurisdicciones iiuerprovíncales, can vir- 
tiendo a tottó el ])ais en una unidad territorial, sobre la cual 
pueda transitar libremente toda clase de artículos, sin poder 
ser gravados con impuesto alguno, al pasar por las diversas 
provincias, basta llegar a su destino (Corle Suprema, tomo 51. 

QliC es un hecho afirmado por el ador, no contradicho por 
la demandada y resultante también de autos, "que el impues- 
to era cobrado por las oficinas recaudadoras ubicadas en las 
puertas de acceso..." (fs. 149 y 150), vale decir, en el acto 
en ípie las grasas eran introducidas at municipio, no |»ermi- 
tiéndose su entrada sin que fuera pagado previamente según 
lo afirma la actora y reconoce la demandada 
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Que en tales condiciones el impuesto cobrado al frigorífi- 
co afecta la circulación o tránsito de las grasas de Avellaneda 
(provincia de Buenos Aires) a la Capital Federal, dado que 
no se aplica al acto "directo" de su venta, caso en el que seria 
constitucional, sino que, por razón de aquella circulación se 
lo tía percibido, vale decir que sería constitucional, si se hu- 
biera cobrado el momento en que una operación se celebra 
como acto de comercio, sujeto por ende a los impuestos que 
las provincias y municipalidades están facultadas para crear. 

Que el impuesto se ha exigido en el momento en que el 
producto entraba en el territorio de la Capital, "recién impor- 
tado", o sea al llevarse a cabo actos inconfundibles de comer- 
cio interprovincial, cuya reglamentación incumbe al Congreso 
íacional (art. 67, inc. 12), siendo asi que bu mercaderias que 
se introducen de la provincia de Buenos Aires al municipio 
de la Capital en tanto no estén incorporada? a la riqueza ge- 
neral no deben ni pueden sufrir impuesto alguno, porque lo 
contrario seria gravarlas por el sólo hecho de su introducción» 
es decir, como mera consecuencia efectiva e inmediata de la 
circulación territorial, lo que es contrario al principio citado 
;lc! art. 10 ya citado. 

Que, por otra parte, no es suficiente el hecho de que se 
cobre el impuesto, cuando el introductor reconoce que las gra- 
sas son destinadas al consumo, para deducir de ello el carác- 
ter í!e impuesto, desde que lo que lo caracte i iza económica y 
jurídicamente como atentatorio a los principios constituciona- 
les, es el hecho ya enunciado de cobrarse al pasar del terri- 
torio de la provincia al de la Capital, y el de que no se permi- 
ta c*e paso o tránsito, sin su previo pago. Son estas modalida- 
hn que hacen del impuesto discutido un verdadero impues- 
tránsito, prohibido terminantemente por ta Constitución 
íonal. 

Que esta Cámara por sentencia de noviembre 3 de 1914. 
en el ca*o de la Compañía Sansinenea contra la Municipalidad 
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de la Capital, análogo al presente, considerando tercero, de- 
claró : 

"En principio la jurisprudencia ha determinado que por 
el hecho de cobrarse un impuesto al hacerse Ta introducción 
de los productos en et tugar en que se halla establecido, d^b* 
considerarse que es inconstitucional, aplicando los artículos 9, 
10 y it de la Constitución Nacional, pero no puedo '.lahcr ín- 
convent-nte en modificar el rigor del principio, si surgiera 
claramente que el cobro en esta forma sólo afecta al consunto 
y no al tránsito o a la exportación. Pero no bastan estas cir- 
cunstancias — agregaba — para la constitucíonalidad del im- 
puesto., pues deberá ser general para los ramos sibrc que vt-r- 
re; porque de otro modo se crearía una situación privilegiada en 
favor de unos productos con relación a otroá. lo que t* s de to- 
do panto contrarío a la igualdad que preconiza el art. 16 de Ta 
Consunción Nacional". 

Que posteriormente esta misma Cámar? Federal, en el 
caso también aná'o¿„ de ta Compañía San sirena contra la 
Municipalidad de la Capital, fallado en 30 de junio de 1919, 
ha dicho: "En et caso de autos se trata de un impuesto sobre 
mercaderías in tratisiH no sólo por la circun-iiancia de cobrar- 
se al traspasar el limite que separa la Capital de la provincia 
de Buenos Aires, sino [-or gravarse mercadería* que en el mo- 
mento de su impOaHñn se hallaban incorporadas a la xiqueza 
común del municipio". 

"El principio general que domina la materia, es el esta- 
blecido por la Corte Suprema, — Fal'oa, tomo 05, p ig. 32/, — 
esto es que a los fines constitucionales debe considerarse ri- 
queza pública imponible en cada provincia "la qne no está en 
tránsito en h misma, ni recién impo*huht'\ de acuerdo con la 
doctrina americana, que son traídas a un estado para vender, 
no están sujetas a los impuestos de estado, hasta que uu cambio 
en la propiedad o condición de la mercadería tenga lugar, de 
manera que quede incorporada y forme parte de la propiedad 





eneral del estarlo (Orlando Uumps, $to) y íjhc mientras las 
mercaderías retienrn su carácter c6md imputaciones, una con- 
tribución de estado s"bri_' filas, en c'.iaíurk-f forma está dentro 
de la prohibición constitucional, aun cuando el impnesto sea 
el ini-uu) sobre cualquier prof>kd<n! «rVÍ listado (Lavv v. Au>- 
tin, tomo i3¿ W all 29). 

"Se insiste, sin embargo, por la Municipalidad en esta 
instancia, en que no se trata de un impuesto de tránsito, sino 
de consumo, ijue solamente gravita sobre las grasas el alio ra das 
c|ue nutran ni consumo, en tanto que no lo pagan las que en- 
ntr;¡n para ser exportadas?» con la simple declaración del in- 
troductor, el que dcl»e recabar previa rente la autorización de 
libre tránsito que se acuerda por la Administración de Mer- 
cados, una vez justificado el destino, según 'o establece c! art> 
ij del decreto reglamentario de la ordenanza de impuestos de 
191 1. 

"La constitucinnalidad o tnconstitücionalidad di un im- 
puesto, no se determina. |»or la forma o agencia i>or ctiyo me- 
dio es cobrado, sino \r>r la calidad o destino de la mercadería, 
de tal manera que el procedimiento y la práctica censan, ente 
creácía por el decreto reglamentario para asegurar el impues- 
to de consumo antes o al entrar al municipio las grasas cu 
cuítióii y la leyenda del rubro no limita la o.vb.Hiición cons- 
tituí on"J ríe j /oponer derechos a mercadería? ctie aún pcr.ua- 
neceu en propiedad del introductor, en la iVma originaria o 
de embalaje en (pie es traída sin haberse tiKorjwrado a la ri- 
queza pública, es dec ir, sin haber sufrido un cambio en la pro- 
piedad o condición de la mercader ia, cambio en la propiedad, 
pur ejemplo, cuando el importador se conviene t?n vendedor y 
vende el artículo, o en la condición como ciando, como reza 
una decisión norteamericana, "un importador ruiupi e! emba- 
laje y viaja con sus mercaderías como un btihoncto a mbulan- 
te, o las aplica a su propio uso particular". Kl Tribunal decla- 
ró que la Municipalidad de la Capital debía devolver en el 
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término de sesenta di as la suma percibida de !a actora en con- 
cepto de impuestos con sus intereses a estilo de Banco y sin 
costas, atenta la naturaleza del juicio. 

Que aún en la hipótesis de que el impuesto cobrado a La 
Blanca un fuera sino "al consumo", siempre resultaría que lia 
sido diferencia!, con relación al qtte se lia cobrado en el mu- 
nicipio. 

La Municipal idad, durante la secuela del juicio, lia ofre- 
cido probar que el impuesto en cucstió.i no es un impuesto dí- 
fercuc'al. dado que también ío soportaii grasad elaboradas den- 
tro del municipio, y en el escrito de contestación a la expresión 
de agravios a tirina que "este juicio no es íyual a los de La 
Negra ya fallados, pues cu aquellos no se probó que las grasas 
y demás productos elaborados cu la Capital pagaban impues- 
tos y por eso se declaró inconstitucional, Kn este juicio — 
agrega — se ha probado que los productos pagan en la mis- 
ma forma y proporción que Ins de la Capital." 

Que a los efectos de la prueba ofrecida, fs. 137, solicitó 
se librara oficio al señor Inúndenle Municipal, para que in- 
formara si el impuesto a la grasa y fabricación de embutidos 
ha sido cobrado durante los ajíOS 191 a 1924, solamente a la 
compañía actora y a otras también y si asimismo se ha cobra- 
do a las fábricas de la Capital y en qué disposiciones de la 
ordenanza de impuestos se lia basado el cobró, en caso de ha- 
berse efectuado, como así también numbre y domicilio de las 
fábricas que abonaron desde mi») el impuesto al igual que la 
•tora, 

A fs. 142 la Municipalidad informa: 1. a Que el impuesto 
la grasa y fabricación de embutidos había sido cobrado da- 
2 los años lyio a 1914 con carácter general, sin c.rrc/»nííii 
'■gana. 2." Que se había cobrado tanto a la fabricación de /a 
Capital, co;ro a los introducidos con fábrica en el exterior. 3." 
Kn lá disposición de la ordenanza general de impuestos que 
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dice: "por cada kilo de factura elaborada en las fábricas de 
embutidos, tocino, jamón, grasa y demás productos similares, 
pagarán por servicio de inspección $ 0,02." 

La prueba, además de ser deficiente, es contradictoria, 
pues la Municipalidad, según el informe transcripto, sólo jus- 
tificaría que el impuesto a la grasa y fabricación de embutidos 
sido cobrado durante los años 1910 a 1914, con carácter 
general, sin excepción alguna, pero no que ha sido cobrado sin 
excepción alguna a partir de 1914 hasta el 31 de diciembre de 
1917, fecha en que fué suprimido el gravamen ya que los pa- 
gos cuya devolución se solicita son los efectuados desde el 24 
de diciembre de 1914 hasta el 31 de -diciembre de 1917. 

Por otra parte, de las declaraciones de Trapani (fs. 157), 
Galli (fs. 1631, Monserrat (fs. 164), Vega (fs. 168), Motta 
(fs. 168) y Nizzardi (fs. 177). no surge en forma clara e in- 
dubitable que hayan pagado el impuesto, como lo afinna la de- 
mandada. Trapani declara que su establecimiento siempre ha 
pagado a la Municipalidad el impuesto correspondiente ( igno- 
rando si él está de acuerdo con el pagado por la Sansincna y 
La Blanca, durante Jos anos mencionados (1909 a 1917). Ga- 
lli que hasta ahora no ha pagado impuesto; Monserrat que des- 
de la presidencia de Irtgoyen no se paga impuesto a la factura; 
Vega, que ha pagado sí, pero no recuerda los años, que cuando 
pagaban primero fué medio centavo, después dos centavos y 
por último treinta jwsos mensuales, y ahora paga al Ministe- 
rio, y que sabe que todas las fábricas pagaban dicho impuesto 
de acuerdo con lo producido; Motta declara que si ha pagado 
impuesto y en cuanto a los productos de fábrica salidos fuera 
de la Capital, agrega que lo que puede decir es que pagaba un 
derecho para la introducción de todo lo que era materia de ela- 
boración porcina o vacuna; Nizzardi, que pagaba en Matade- 
s tres centavos por kilo y si la mercadería volvía a entrar 
salir nuevamente había que pagar otra vez ese impuesto y, 
ontcstando a la pregunta de si los impuestos que pdgaba la 



fábrica de la Capital son los mismos que abonan las fábricas 
establecidas fuera de ella, cuando los introducen, agregó que 
sabe que se paga un impuesto de cinco a diez centavos, sin po- 



pero hay más aún. Según el informe de la Municipali- 
dad corriente a fs. 142, el cobro del impuesto se ha basado en 
lo establecido en la sección segunda de la ordenanza general de 
impuestos (mercados), cuya transcripción del inciso pertinen- 
te es la que sigue: *Tor cada kilo de factura elaborada en tos 
fábricas de embutidos, tocino, jamón, grasas, y demás produc- 
tos similares, pagarán por servicio de "inspección", dos cen- 
tavos". 

Se está, pues, en presencia de la misma circunstancia que 
determinó a este Tribunal en 1914 a declarar diferencial el im- 
puesto. 

"El hecho, — dijo entonces la Cámara, — es que en todas 
estas ordenanzas se grava la grasa de vacuno y ovino que se 
introduce, mientras que en el municipio se grava la factura 
elaborada en las fábricas de embutidos, tocino, grasa y jamón". 

Aquí no se dice que esta grasa sea de vacuno u ovino, y 
surge la presunción de que se trata de la de cerdo, por ser las 
demás designaciones del inciso referentes a esta substancia 
animal, como ser los embutidos, el tocino y el jamón. 

A este respecto son pertinentes las observaciones tendien- 
tes a comprobar la diferencia que existe entre los gravámenes 
referidos, porque si en el Concejo Deliberante se lia expresa- 
do que era la grasa de cerdo la que se pretendía gravar y re- 
suelto además haberse procedido en tal sentido. debe con- 
cluirse que dentro de los términos de la cuestión, que ha sido 
diferencial el impuesto que se ha cobrado a la parte actora 
con relación al que se ha cobrado en el municipio. 

A mayor abundamiento, del informe de la Municipalidad 
que el gravamen es la tasa de un servicio determinado 
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i inspección \ y no de un impuesto que es el pagote mi servicio 
indeiermiuado, que pnresta el Estado al contribiiyénte y que 
gravita sobre la fajara elaborada en la fábrica de embuti- 
dos mientras que la situación que prevé el artículo de la ur- 
d^ttarisa es la tása ¿té un servicio de ''inspección" de las fá- 
bricas de embutidos, servicio que no re jibe ni puede recibí r 
Ka I l!auca, dado que ella se baila ulieada futra de !a Capi- 
tal y. por ende, es obvio que la Municipalidad no puede inter- 
ven > ea la inspección por estar fuera de su jurisdicción el 
hacerlo, 

One siendo, pues, inconstitucional el impuesto cobrado y 
percibido, por lo menos en cuanto resulta diferencial, la parte 
actora l ene derecho a exigir la devolución de los jiagados. y 
a lal fin tiende e! juicio que ba promovido (articulo 784, Có- 
digo Civil 1. 

<>ue en cnanto al requisito previo de la protesta la Corte 
Suprema time establecido, como jurisprudencia uní forme, la 
de que no se puede exigir la devolución de lo pagado en con- 
cepto de impuestos, si no se ba deducido la correspondiente 
protesta al hacer-e el p:tg<\ proteja que, por otra parle. 110 
tiene efecto retroactivo : comprende única 1 ente los pagos efec- 
tuad es al bu mi liarla y los posteriuri ("(.faceta del Poro", sep- 
riertibre-óctubre 1922, pág. 25); 

Está exigencia de la jurisprudencia da al pago del impues- 
to, a semejanza de los actos jurídicos, el efecto de un acto con- 
sensúa! entre el lisiado y el contribuyente, estableciendo que 
si éste no protesta en el acto de pagar, quiere decir que Ib ba 
realizado con pleno asentimiento y queda, po' lo tanto, incon- 
movible, aunque el pago se hubiese realizado en fuerza de una 
ley inconstilucional. Pero cabe observar qne cualquiera sea 
l;i ainp! itid «pie >t conceda a e^ie icquisito, ella no podría sub- 
sistir en el caso stib /ta*, en preseneia de Jas reiteradas ma:ii* 
festaciones de la parte actor* que corre" m los expedientes 
administra ti vos zgr. cjpido? 



Que dado el objeto, redacción y concepto <lc dichas notas, 
infiérese cti forma clara e indudable, que la compañía aetora 
hace reserva de sus devueltos relacionados con el pago del im- 
puesto a las grasis que se ve obligada a realizar para que se 
le permita la entrarla al territorio de la Capital. Oucda cons- 
tancia cu ellas de la expresión clara de su voluntad el protestar 
los pagos parciales que se Ic obliga a lia-'er desde 1914 y el 
hecho ilc iu> haber protestado cada pago aisladamente, nó resta 
valor a la eficacia de la protesta, pues 110 es razonable c.riyir 
que la parle demandante hubiera hecho reserva especial en ca- 
da uno tle los pagos ínfi.ros detallados en las planillas de fs. 
88 a fs. ni. 

Cóneordañtemente la Corle Suprema tiene resuelto (ionio 
116, pttgí 299) que basta la constancia de la impugnación hecha 
al c<jIm ■ y de su notificación a las autoridades encargadas de 
su percepción, para Henar los fines que dejan expedita !a ac- 
ción para poder repetir lo pagado en concepto de impuesto. 

Que lo pagado a la Síunieipaltdad de la Capital p.ir el Fri- 
gorífico I.a HIanea asciende .según compulsa de fs. 88, a la su- 
ma de S 62.76i.f14. pero la suma reclamada en la demanda es 
la de $ 62.562.7i>, y que aún cuando se explica en la mencio- 
nada compulsa, la causa de la diferencia entre esta última y 
la que resulta de los libros de la compañía, teniendo en cuenta 
lo reclamado en el escrito de demanda. del>c estarse a e-a su- 
ma y no a la que resulta de la compulsa 

Por tas consideraciones expuestas, opinamos ipte dehe re- 
vocarse la sentencia a ¡tela da, ordenándose, en consecuencia, 
que la Municipalidad de la Capital devuelva en el término de 
sesenta días a la Compañía Argentina de Carnes Congeladas 
L,a HIanca. la cantidad de sesenta y dos mil quinientos sesenta 
y dos pesos con setenta y nueve centavos moneda nacional 
(S 62.5s2.79 mjn.) con más los intereses a estilo del lía:ico 
de la Nación, a contar desde la notificación de la demanda.— 
Marcelino üxcaiada. — T. Arias. 
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Y Viftos: 

El recurso extraordinario interpuesto por Ta Sociedad Anó- 
nima La Blanca, en autos con la Municipalidad de la Capital 
sobre repetición de impuestos, contra la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Apelación; 

Y Considerando: 

Que en el juicio se lia cuestionado la validez del impues- 
to municipal de dos centavos por cada kilogramo de grasa de 
vacuno o de ovino introducido al municipio de la capital, esta- 
blecido durante los años 1914 al 1917 inclusive, sosteniéndose 
que dicho gravemen aplicado a la circulación de productos ela- 
borados en la provincia de Buenos Aires era repugnante a las 
disposiciones dé los artículos 9, 10 y 11 de la Constitución y 
contrariaba, además, el principio de igualdad consagrado por 
el articulo ló de la citada ley fundamental toda vez que el 
impuesto no gravitaba sobre las grasas producidas dentro del 
Municipio. 

Que no existe divergencia acerca de que el impuesto de 
que se trata era exigido y cobrado en tas calles de acceso a la 
'-pital como un requisito indispensable para poder introdu- 
*r los artículos gravados. 

Que este solo antecedente, demuestra de una manera con- 
cluyeme que el impuesto producía el efecto d«i gravar la circu- 
lación de artículos de producción nacional, desde que se hacía 
exigí ble en el momento en qtte el producto era transportado de 
la provincia de Buenos Aires a ta Capital de la República y 
con ocasión de ese mis:no transporte. Por consiguiente, cual- 
quiera que fuese la denominación y carácter atribuidos por ta 



autoridad comunal o por la misma ordenanza al referido gra- 
vamen, es indudable que revestía los caracteres típicos de esos 
derechos de transito que los constituyentes se propusieron ex- 
tirpar de raíz por medio de las prohibición*» consignadas en 
los artículos lo y n de la Constitución a fin de asegurar la 
libertad del comercio interprovincial. 

Que aún admitiendo que Ja ordenanza impositiva hubiese 
podido afectar válidamente el artículo en tránsito por el hecho 
de presumírselo destinado a incorporarse a la riqueza publica 
del Municipio y a ser consumido dentro de su territorio, siem- 
pre habría sido necesario que el impuesto impugnado gravase 
uniformemente todos los efectos de la misma clase que se en- 
contrasen dentro de la Capital, sin consideración al lugar en 
que hubiesen sido elaborados, pues a falta de ese requisito el 
impuesto serta diferencial en perjuicio de los productos impor- 
"os de la provincia de Buenos Aires, o del exterior y, por lo 
tanto inconciliable con el principio de igualdad preconizado en 
el articulo tó de la Constitución. 

Que en ese orden de ideas procede desde luego observar 
que las ordenanzas de impuestos sancionadas para los años 
1914 y siguientes, hasta 1917, establecieron el impuesto de que 
se trata, solamente para las grasas de vacuno o de ovino que 
se introdujeran al municipio, — como puede observarse en el 
artículo 16, inciso h) de las correspondientes a los años 1914» 
'5 y i£"7 y «» el artículo 17, inciso h) de la de 1916. No 
crearon un gravamen general al consumo de grasas sino un ¡m- 
¡jesto especial! simo sobre las grasas importadas, — bastando 
esta consideración para poner en evidencia el carácter diferen- 
cial del expresado gravamen. 

Que si bien se ha sostenido que las grasas elaboradas den- 
tro de la Capital se hallaban sujetas a un impuesto análogo, 
también de dos centavos por kilogramo, en virtud de otra dis- 
posición de la ordenanza (Sección segunda, Mercados), — el 
lo contexto de la disposición desvirtúa el argumento de la 
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demandada, pues demuestra que este gravamen no fué esta- 
blecido en calidad tle impuesto sino como una tasa destinada a 
costear eí servicio de inspeSd&U de las fábricas de producto* 
de cerdo y que por consiguiente era disúito i>or su naturaleza» 
por su objeto y por 1as cosas que afectaba, del impuesto sobre 
grasas de vacuno y de ovino cobrado a la sociedad demandante 
e impugnado por inconstitutcioual. 

Por ello y por los fundamentos concordantes del voló en 
disidencia de fnjas .'54. se revoca la sentencia apelada, decla- 
rándose titie et impuesto de dos centavos por kilogramo de gra- 
sa de vacuno y de ovino introducida al Municipio sancionado 
para tos años 1914 al 1917 inclusive es repugnante a los artteu- 
is 10. 11 y 15 de la Constitución y que. en consecuencia, la 
Municipalidad de la Capital está obligada a devolver a la So- 
ciedad demandante dentro del término de sesenta días la can- 
tidad de sesenta y dos mil ipiinientns sesenta y dos pesos con 
setenta y nueve centavos moneda legal con intereses «1 c>ti!o 
de li s que cobra el flanco de la Nación desde la tedia de la no- 
tificación de la demanda. Xotiíiqucse y devuélvanse, repo- 
niéndose el papel que corresponda a la parte aclora en el juz- 
ga 1" de origen . 

A, Bl-RMEJO — J. FlCUEROA AL- 

corta. — Ramón- Méndez. — 

RotlÜRTo KKi'líTTO. 



{'..apresa del Ferrocarril Central Córdoba CÓMtrá la Mnniripa- 
lidad de la Capital, sobre devolución de pesas. 



?unmrÍP: N'o procede el reenrso extraordinario del articulo 14. 
ley 4S. contra una sentencia que, lejos fie desconocer el 
derecho que el recurrente hizo valer en el juicio, apoyado 
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en la ley especial del Congreso ]o.*>57, 1c acordó amplia 
protección; careciendo la Corte Suprema:, en su mérito, de 
jurisdicción para revisar la sentencia a] «lacla, aún cuando 
en olía se hubieran aplicado errónea metí te las leyes 5315 
y 10.657. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO Di-; LA CORTE SUPREMA 

Buenúi Airo, ScplJenbrc II de IK5 

íjtie la sentencia apelada apoyándose en !a disposición del 
artículo 8° de la ley número 4055 y en las de la número 10.657 
que califica de interpretativa o aclara loria de arjuélla — reco- 
noce la exención de impuestos invocada por la empresa adora 
como uno de los fundamentos de la demanda. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario para 
ante esta Corte es improcedente, toda vez que el pronuncia- 
miento dictado en la última instancia respeto de la jurisdicción 
local lia amparado el derecho fundado en la ley federal invo- 
cada- 

Que el recurso extraordinario, según ha dielio reiterada- 
mente esta Corle y se desprende de los prcceptovrcgales (pie lo 
reglamentan, lia sido instituido con el propósito de mantener la 
supremacía de la Constitución y de las leyes nacionales consa- 
grada en el artículo 31 de la recordada ley fundamental, y de 
impedir que. al aplicarse las disposiciones de las mismas, se les 
dé una inteligencia tan " estrecha que llegue a desvirtuarse el 
propósito del legislador, haciendo ineficaces sus sanciones. 

Que ninguna de esas situaciones se presenta en el caso 
sub lite, pues, como se ha dicho precedentemente, el inlmual a 
q\to lejos de desconocer el derecho que el demandante hizo va- 
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en el juicio apoyado en la ley especial del Congreso, — le 
rdó amplia protección, siendo de notar que fué el actual a pe- 
te quien sostuvo en el juicio la interpretación estrecha de di- 
cha ley, mediante la cual resultaba que la exención de impues- 
tos alegada por la parte actora no se halla amparada por las 
disposiciones de la misma. 

Que a mérito de las consideraciones expuestas este tribu- 
nal carece de jurisdicción para revisar la «entencta apelada, 
aún cuando en ella se hubieran aplicado erróneamente tas le* 
yes 5315 y 10.657, — ya que, por otra parte, el caso no se en- 
cuentra comprendido en ninguna de las situaciones previstas 
por el artículo 14 de la ley número 48* 

Que por lo que respecta a la invocación de diversas cláu- 
ilas constitucionales que se pretenden vulneradas por el fallo 
recurrido, — procede observar que tales cuestiones no han 
sido planteadas en el pleito, o sea con anterioridad al fallo de- 
finitivo de la justicia local, como hubiese sido necesario para 
autorizar el presente recurso, con arreglo a lo estatuido en el 
ya citado artículo 14 y a la jurisprudencia uniforme de esta 
Corte. 

En su mérito, se declara no haber lugar al recurso. Noti- 
fíquese y repuesto el papel que corresponda, devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
coíta. — Ramón Méndez. — , 
Roberto Repetto. 



u José Bohr contra don Antonio Panigali, sobre falsificación 
y usurpación de marca. 

umario; r Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una sentencia que involucra la cuestión de 
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saber sí la extensión y alcance legal atribuida a una paten- 
te otorgada por una autoridad nacional con la base del 
nombre del titular, y resuelta en contr? de los derechos 
pretendidos por el recurrente, se ajusta a la inteligencia 
que corresponde dar a los artículos i, 6 y 48, inciso 4* de 
la ley 3975- 

• a* La posibilidad del registro de una marca de comer- 
cio destinada a proteier impresos o publicaciones de todo 
orden, destinados a la circulación, con los efectos y conse- 
cuencias legales asegurados por la ley 3975, se encuentra 
autorizada por el artículo 1* de la misma. 

3* La ley 3975 protege no solo la falsificación, que es la 
reproducción indebida de una marca o de su parte esen- 
cial característica, sino también su imitación, que consiste 
en la adopciún de los trazos más salientes de otra marca, 
con supresión de los detalles secundarios, persiguiendo el 
doble propósito de inducir en error a los consumidores y 
de perjudicar los derechos del propietario. 

4° La cuestión de saber hasta dónde llegan los derechos 
del'concestonarío de una marca constituida por su nombre 
bajo una forma particular, debe someterse a los mismos 
principios de doctrina y de jurisprudencia, en cuanto a ta 
imitación fraudulenta se refiere, que el aplicado a cual- 
quiera de los demás signos permitidos por el articulo i» 
<te la ley. 

5° Una sentencia en cuanto importa declarar que la mar- 
ca concedida con el nombre del querellante bajo una forma 
particular sólo proteje ese nombre cuando se usa en la 
forma y caracteres con que se ha registrado, pugna con el 
contenido de los artículos i, 6 y 48, inciso 4* de la ley 3975. 

: Lo explican las piezas siguientes: 



FALUM M LA COntt 



SENTENCIA DEL 



Y Vistos: 
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Esta causa correccional seguida por don José Bohr contra 
lio Panigati, sobre falsificación y usurpación de marca» y 

Considerando: 

Primero: Que deducida esta querella por falsificación y 
usurpación de marca, por haberse encontrado en poder del reo 
una cantidad de pieza» de música dtíalladas en el acta de em- 
bargo corriente a fs. 7 vta., las que se secuestraron a. pedido 
del actor y en virtud de llevar la marca falsificada, registrada 
en la oficina del ramo con el numero 85305* » convocó a las 
partes al inicio verbal prescripto por el trt. 570 del Cód. de 
Procedimientos (art. 65, ley 3975), «» «t°. «' actor ' fe * 
presentado por don Emilio J. Lorenzo, reprodujo su acción que 
fundó en el art. 48 de la ley 3975 y P idi ° ** condenara al que* 
reliado a sufrir la pena máxima de arresto (hoy prisión de 
acuerdo con el art. 305 de» Cód. Penal) y multa presen pU por 
aquella disposición, la publicación de ta sentencia y pago de los 
daños y perjuicios, destrucción de lo embargado y las costas. 

Corrido traslado al querellado, manifiesta: a) Que no 
puede pretenderse que se aplique la ley 3975 marcas *** 
fábrica y de comercio, porque la música secuestrada constituye 
una publicación ilícita de las obras editadas por el señor Bohr, 
que es el caso regido por el art. o* de t» ley 7093, único aplicable 
en esta oportunidad; b) que la música secuestrada comparada 
con los originales patentados por el querellante, resulta igual, 
sin que pueda decirse lo mismo del nombre y apellido que figu- 
ra en la carátula, toda vea que ambos presentan caracteres dis- 
tinta*.; e) que entre los ejemplares secuestrados existe una pie- 
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ida "Mister Bohr", que no es obra del querellante ni 
guna que ver con él; d) que no es admisible ni le* 
ítirnt h pretensión de qtte la música es un accesorio de los 
instrumentos musicales y que puede estar sometida a una mar- 
ca o distintivo especial como sí se tratara de mercadería: e) 
que la falsificación de marcas consiste en imitar una regis- 
trada y vender un producto semejante que pueda confundirse 
con e! auténtico; mientras que lo que se acusa es la rcprod-JC- 
¿n de una obra musical idéntica a la compuesta por el 'Que- 
rellante y puesta en venta sin siquiera adulterar el nombre y 
apellido de su autor ; f ) que no reconoce hecho alguno de los 
que se te imputan ; y g) que siendo la ley 109a la aplical le at 
caso. H Juzgado es incompetente por tratarse de una ley co- 
mún, por lo que solicita el rechazo de la querella* con ccíIüs. 

Segundo; Que de acuerdo con 10 expuesto por ambi* pif- 
ies, corresponde determinar qué ley es la aplicable a) caso. El 
actor se ha fundado para entablar la acción en tas disposiciones 
la ley 3975, sobre marcas de fábrica, haciendo abstracción 
contenido de las piezas secuestradas. Es ta marca registra- 
da, cuya adulteración contienen las piezas secuestradas, la que 
ampara su derecho independientemente det contenido de aqué- 
llas. La marca registrada "José Bohr", cuya pítente corre agre- 
gada a fs. to y ta, se ha obtenido para distinguir instrumentos 
y aparatos musicales y demás artículos detallados en la des- 
cripción o sean sus accesorios; música y aparatos tocadores au- 
tomáticos, especialmente música impresa. En cambio el que- 
rellado afirma que ta música secuestrada es idéntica a la le- 
gitima y hasta el nombre del autor "José Bohr** figura en las 
carátulas de aquéllas ; se trata, agrega, de una copia del origi- 
nal legítimo, cuya infracción caería bajo la sanción de la ley 
709a sobre propiedad literaria, siempre que el actor hubiera 
cumplido por su parte con la obligación que aquélla impone 
a los autores a fin de qtte sus disposiciones pudieran amparar- 
lo. Se reconoce, pues, qtte el nombre "José Bohr 1 *, que cootie- 
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nen las pieza* de música embargadas, con excepción de la pieza 
titulada "Mister Bohr", es imitación del registrado como mar- 
ca de fábrica. 

Tercero, Que en efecto una ley como la 7092 se ha dictado 
para amparar los derechos de Jos autores que veían con fre- 
cuencia que sus obras eran reproducidas por i.nprcsores poco 
escrupulosos que las vendían al público en condiciones más eco- 
nómicas que ellos o sus editores, lo que bacía imposible la ex- 
plotación por su parte, quedando además defraudados sus le- 
gítimos intereses y mn logrados asi sus desvelos en pro de la 
cultura general. Existía, al sancionarse esa ley, la 3975 sobre 
narcas de fábrica, no obstante lo cual» sus disposiciones no ha- 
bían sido objeto de estudio por parte de los autores, los que, 
indudablemente lian creído que aquéllas sólo se referían a la 
fábrica y al comercio como su propio título lo indica. Y la pro- 
ducción intelectual, no es ni fábrica de artículos ni negociación 
de la venta del libro, del folleto, de la música o del articulo pe- 
riodístico. Se hallaban, pues, desamparados los autores en su 
producción intelectual y de ahí la necesidad de una ley como 1» 
número 7092, que da derecho a aquéllos para perseguir las edi- 
ciones de sus obras por terceros que compelían deslcal nente 
en la venta de sus producciones literarias o artísticas. 

Cuarto. Que si esto es así, cabe preguntar: ¿el autor de 
una producción literaria o musical como en el caso de autos, 
puede, además de tener la garantía de la ley 70^2, ampararse 
en las dis|w*iciones de la ley 3075. obteniendo como marca de 
comercio su propio nombre? 

Para contestar a esta pregunta nada mejor que remitirse 
a las opiniones emitidas por los legisladores que discutieron la 
última ley citada en donde se pusieron de manifiesto 

fundamentos de distinguidos autores versados en la materia, ya 
ue aquéllos constituyen fuentes de interpretación auténtica, 
según la reiterada jurisprudencia. (Corte Suprema de Justi- 
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cia, tomo 120, página 372 y otras). Así el miembro informan- 
te doctor Daract, dijo: "Nuestra ley de 1876 sobre marcas de 
fábrica, se propuso, como todas las de su clase, dos fines ca- 
pitales: defender la propiedad industrial y defender al publico 
contra los engaños en cuanto a la cantidad, calillad, proceden- 
cia, etc. de las mercaderías compradas. Lo primero, porque 
como lo enseña muy bren el profesor Bry en su reciente obra 
sobre legislación industrial» la concurrencia desleal que destru- 
ye los esfuerzos perseverantes del trabajo, tas creaciones del ta- 
lento y aún del genio, es altamente perjudicial para los particu- 
lares como para los intereses generales del comercio del país 
tanto en sus mercados externos como en los internos". Y, tí 
diputado Lobos agregó: "Otro punto a adarar es éste: Es sa- 
bido que el titulo de un diarto es una propiedad literaria bajo 
un pumo de vista, y es. una propiedad industrial bajo otro pun- 
to de vista. No se desconoce que un titulo de diario, como se- 
ñal o distintivo, del ejemplar, es también una propiedad indus- 
trial que se proteje como marca de fábrica." 

"Hay que distinguir entre la concepción, la redacción, la 
idea, que comprende la parte literaria, y la parte industrial, 
que es la composición tipográfica, el tiraje, la explotación de 
la publicidad." 

"Ya van alejándose los tiempos en que el redactor de un 
diario era su propietario y su editor; va alejándose el tiempo 
de aquel benemérito periodista, padre del señor diputado por 
Santa Fe, doctor Lagos, que daba forma a su artículo como 
redactor, y lo componía después como tipógrafo.'* 

. "Con frecuencia fas complicaciones de estas empresas exi- 
gen que se distinga entre el trabajo intelectual o literario y aqueJ 
trabajo industrial de la empresa que se encarga de la compo- 
sición y aún de la que en seguida puede encargarse de colocar 
o vender la edición. Este último industrial debe ser protegido en 
su propiedad industrial ; para él ese titulo de cada hoja es tina 
marca de fábrica, no una propiedad literaria." 



"La ley federal suiza sobre marcas proteje *'a los indus- 
tríales y otro* productores" y la convención internacional de 
propiedad industrial de 1883, declaró que la naturaleza del pro- 
ducto sobre el cual debe ponerse la marca, no puede en nin- 
gún cftso ser obstáculo al registro de la misma marca. La ley 
proteje la marca sobre un producto necesariamente material y 
tangible como lo es el titulo de un diario para el impresor o 
editor". 

Y para reforzar su argumentación, agrega opiniones de 
varios autores, tales como Kohler, que dice: "Es verdad que 
los editores, los impresores, los establecimientos de litografía 
pueden servirse de marcas y entonces h marca designa, no la 
producción intelectual, sino ta cosa corporal que se ha puesto 
en circulación para la realización de la producción intelectual. 

"Los escritores y artistas no son protegidos por la marca; 
el editor y el impresor lo son en tanto que tienen el derecho 
de materializar ta obra intelectual y de ponerla en circulación. 

"Pouillct, se pregunta si una obra de arte, una estatua o 
grabado, si una obra literaria o musical puede ser clasificada 
en la categoría de los productos industriales de los objetos fa- 
bricados. Pensamos que estas palabras "objetos fabricados", 
deben ser entendidas en un sentido general y comprender todo 
objeto, producto de la actividad humana, de cualquier orden 
<iue sea. Por lo demás, no puede desconocerse que, abstracción 
hecha del talento o del genio del autor, su obra en manos del 
editor que la venda, ea un verdadero producto industrial." 

Y, por último, cita al autor italiano Moisés Amar, que 
agrega : Aunque tas obras literarias sean protegidas por la ley, 
sobre el derecho de autor, s¡ los escritores lo quieren pueden 
aprovechar ¡a ley de marcas, sin que se les pueda rehusar la 
protección acordada a los productos que toman una forma ma- 
terial" (Diario Sesiones C. Dip*, 1898, t. I, ato y sig.). 

De las opiniones transcriptas, vemos que los impresores 
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editores de obras literarias o musicales pueden, registrando una 
marca, ampararse a sus disposiciones para hacer cesar la com- 
petencia desleal que importa el hecho de imprimir y editar obra» 
cuyos autores hubieran negociado su producción con ellos, ba- 
jo cuya marta exclusiva se lanzarán a la venta. 

Y si un editor o impresor con una marca registrada pue- 
de pedir la protección de la ley cuando se vea defraudado en 
sus legítimos intereses puede hacerlo igualmente el autor cuan- 
do al mismo tiempo sea el editor o publicista de su obra, como 
acontece en el caso de autos, y en el ejemplo citado más arri- 
ba del periodista Lagos, que al mismo tiempo que era el au- 
tor del articulo, lo era también de su composición como tipó- 
grafo y editor, y como igualmente lo dice el eminente autor 
italiano Moisés Amar. 

í a respuesta afirmativa a la pregunta formulada, no es 
dudosa después del análisis que queda hecho, y de lo resuelto 
por Ta C'-"te Suprema de Justicia de la Nación en el fallo que 
se registra en el tomo 124, página 153. 

Quii-to. Que no existiendo discrepancia entre tos crniten- 
thVnU'A ¿cerca de la imitación de la marca ya que por lo demás 
salta a la vista cotejando el titulo "José Bohr" descrlpto a **. 
12 con el que contienen las piezas secuestradas, uno de cuyo* 
ejemplares de cada una corre del folio 29 al folio, 40, corres- 
ponde examinar las disposiciones de la ley 3075 que es. en 
resumen, la que el Infrascripto entiende que debe aplicar, por 
que resulta de lo expuesto más arriba, y de que el querellan- 
no hace cuestión del contenido de dichas piezas, sino de la 
marca que llevan y que no es otra que su propio nombre lo 
que ha podido nacer porque no existe disposición legal que se 
lo prohiba. 

Debe, pues, igualmente desecharse la cuestión de competen- 
cia planteada por el querellado, desde que no se acepta su teo- 
ría de ser la ley 7093 la que rige el caso de autos, sino la 3975i 
que es de orden federal, mientras que aquélla lo es de orden 
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común, siendo indudable !a incompetencia del Juzgado en la 
aplicación de esta última* la 7092, por la circunstancia ex- 
puesta. 

Sexto. Que el art. 48 de la ley 3975 establece que serán 
castigados con multa de veinte a quinientos pesos y arresto de 
un mes a un año, los que a sabiendas vendan, pongan en ven- 
la, o se presten a vender marcas falsificadas y tos que ven- 
dan marcas auténticas sin conocimiento de su propietario, lie- 
dlo que está justificado en autos, por la propia declaración del 
querellado en el acto de precederse al embargo y secuestro de 
tos clichés y piezas de música. No sólo no dtó en ese momen- 
to las explicaciones a que se refiere el articulo 58 de la ley ci- 
tada, sino que confesó que las piezas y elidios los había adqui- 
rido en Buenos Aires sin decir en dónde y que el apresura- 
miento cen que procedí-* a sacar las piezas en infracción de su 
casa, lo era con el objeto de librarlas del embargo. El cono- 
cimiento de la falsedad de la marca, no sólo resulta de ese he- 
cho, sino tarbién de su propia defensa que trata de hacer en- 
cuadrar el caso en las disposiciones de la ley 7092, expresan- 
do que las piezas embargadas son copia fiel de las legitimas. 

Séptimo. Que por lo que hace a la pieza titulada "Mis- 
te r Bohr" aún cuando pudiera prestarse a confusión con el 
nombre "José Bohr" reg'strado como marea, se distingue de 
ésta, ya que aquél constituye un apellido que pudiera pertene- 
cer a otra persona que el dueño de la marca registrada, por lo 
que considera el Infrascripto que el embargo de esas piezas de- 
l>e ser levantado. 

Por las consideraciones que preceden y definitivamente 
juzgando, fallo : condenando a Antonio Panigali, a sufrir la pe- 
na de ocho meses de prisión (art. 505 del Código Penal) y tres- 
cientos pesos moneda nacional de multa, a la que se dará el 
destino establecido en el articulo 52 de la ley 3075. Precédase 
a la destrucción de las piezas y clichés secuestrados con excep- 
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ción de Tas piezas "Mister Bohr", que serán devueltas al que- 
rellado, y a que no es posible proceder en la forma dispuesta 
por el artículo 53 de ía ley citada, dejándose a salvo los dere- 
chos del querellante por los daños y perjuicios que hubiere su- 
frido. Publiquese la presente a costas del reo en el diario "El 
Argentino" de esta ciudad (artículo 67). 

Y resultando del informe de la polkia que precede, oue 
Pamgali no registra malos a mece «lentes, el infrascripto hace 
uso de la facultad que le confiere el articulo 26 del Código Pe- 
nal, y manfla se deje en suspenso el cumplimiento de la pena 
impuesta de prisión y multa con las prevenciones establecidas 
en los artículos 27 y 28. Comuniqúese a la Policía, por secre- 
taria, a los efectos legales. Las cbstas, a cargo del condenado» 
de acuerdo con el artículo 144 del Código de Procedimientos. 
Notifiquese en el original, repóngase las foj is y en oportuni- 
dad, archívese. Devuélvase al querellante la patente de marca 
corriente de fojas lo a 12, bajo constancia. — R. A. Legui- 
zamón. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Y Vistos: UPUt il M««t4.,«, 

Estos autos traídos por el querellado en apelación de la 
sentencia de fojas 43; 

Considerando: 

Que en estos autos se ha deducido por el querellante una 
ao-nn penal por infracción a la ley de marcas de fábrica, co- 
mercio y agricultura; y aún cuando los hechos en que ella se 
funda puedan dar lugar a ta acción civil de indemnización que 
prevé la ley de propiedad científica, literaria y artística, no es 




dad, a los jueces cambiar 1» acción deducida, ni siquier» ni- 
dificar la calificación del delito contenida en la acusación, por 
tratarse del ejercicio de un» acción privad» (art. 66. ley 3975)- 
Que por lo tanto, el único punto fundamental de esta cau- 
sa consiste en resolver sí los hechos realizados por el quere- 
llado, constantes de autos, importan o no un» infracción a la 
citada ley de marcas de fábrica, comercio y agricultura. 

Que el hecho delictuoso atribuido al querellado consiste en 
haber éste publicado piezas musicales que llevan a su frente el 
nombre del querellante José Bohr, que se encuentra registrado 
~mo marca de fábrica desde junio de mil novecientos veinti- 
cuatro, como se acredita con el titulo agregado a fs. lo. 

Que, efectivamente, la ley citada, en su articulo i * esta- 
b'ecc que "podrán usarse como marcas de fábricas, comerco 
v agricultura... los nombres de las personas bajo una forma 
Lr/VH^r../'; y concorde con esta disposición, el querellante 
nUÜÓ y obtuvo el registro de su nombre como marca de comercio, 
'Yonstituida por los vocablos José Bohr... en la forma partí- 
S*i que muestra la etiqueta adjunta" (véase descripción de 

'^"ou? por lo tanto, lo que es propiedad del querellante y de 
cuvo uso tiene derecho a excluir a toda otra persona, no es sim- 
plemente el nombre "José Bohr", s'.no este nombre cuando re- 
vista la forma y caracteres con que lia sido registrado; y en 
ninguna de las piezas de música agregadas » los autos, se en- 
cuentra reproducido el uombr- del querellante tal como se en- 
centra dibujado en el titulo de fojas lo. Más aún. el nombre 
tie Bohr no acrece allí como marca de fábrica o comercio, si- 
no como el del autor de ta partitura. 

Chic si bien es cieno que el nombre del industrial o ca- 
rnereante constituye una propiedad sin necesidad de registro 
(arts 42 y 4&), ni el querellado aparece en esta causa atacan- 
do ese derecho del querellante, ni este querella por uso abusivo 
de su no ubre, sino por falsificación o ¡mitacmn de su marca 
de comercio í véase acusación de fojas 17). 
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Por estos fundamentos se revoca la sentencia de fojas 43» 
con costas. — Antonio L, Marcenare. — R. Guido Lavallc. — 
ü. Bcuci. 



FALLO MI LA COSTS SUFtUf A 

Y Vistos : 

Considerando: 
En cnanto a la procedencia del recurso extraordinario: 

Que la sentencia de la Cámara Federal de La Plata ha de- 
clarado "que lo que es propiedad del querellante no es sim- 
plemente el nombre, sino éste con la forma y caracteres en 
que ha sido registrado" y como no resulta en et caso que el 
nombre haya sido reproducido en la forma particular adopta- 
da como marca sino en otra distinta absuelve de la querella al 
demandado. 

Que esta decisión, además de la consiguiente cuestión de 
fiecho, involucra la de saber si la extensión y alcance legal 
atribuidos a la patente otorgada por una autoridad nacional 
con la base del nombre del titular y resuelta en contra de tos 
derechos pretendidos por el recurrente, se ajusta a la inteli- 
gencia que corresponde dar a los artículos i, 6 y 48, inciso 4* 
de la ley número 3975. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario es pro- 
ente de acuerdo con lo dispuesto por el inciso 3.*, articulo 
de la ley número 48, y asi cumple declararlo. 

Que en cuanto al fondo de la querella corresponde obser- 
var: a) que la marca registrada "José Bohr" ha sido obtenida 
para distinguir instrumentos y aparatos musíales, y especial- 
mente "música impresa"; b) que» el querellado ha reconocido 



c¡uc la música secuestrada en su poder constituye una publica- 
ción ilícita de las obras editadas por el señor Rohr, regida por 
el articulo <j de la tey 7092. agregando que si b:en la música 
secuestrada comparada con los originales patentados por el que- 
rellante resulta igual, no puede decirse lo mismo del nombre 
y apellido que figura en la carátula, toda vez que ambos pre- 
sentan caracteres distintos, derivada de la diferencia en la Cor- 
ma de las letras de cada cual. 

Que, desde luego, la pos : bilidad del registro de una mar- 
ca de comercio destinada a proteger impresos o publicaciones 
de todo orden, destinados a la circulación con los efectos y 
consecuencias legales asegurados por la ley nú ñero J075. se 
encuentra autorizada por el art. t.' de la citada ley, cuya inter- 
pretación a la luz de los anteceden parlamentarios ha s!do he- 
cha por esta Corte en la sentencia que se registra en el ton» 
124, página 158 de su colección de fallos. Y dentro de este con- 
cepto no es posible desconocer a la marca otorgada a Bohr 1 
protección abordada por la ley 3975 con prescindcncta del con 
tenido fíe la publicación y, consiguientemente, de saber si tal 
conten-do se encuentra a su vez protegido o no por la ley de 
¡novedad literaria. * 

Que todo comerciante, industrial o agricultor que haya lle- 
na. 1 j io* requisitos exigidos por la ley número 3075, tiene con 
la propiedad exclusiva de la marca, el derecho de oponerse al 
uso !c cualquiera otra que pueda producir directa o indirecta- 
mente, confusión entre los productos (artículo *»*), así como el 
ini iar la correspondente acción criminal (artículos 65 y 66), 
mando concurra en su perjuicio alguna de las situaciones pre 
vistas en el artículo 48. 

Que la marca registrada por el querellante, de acuerdo con 
«■! articulo 1 de la ley de la materia, ha sido su propio nom- 
bre y apellido, José Bohr, bajo la forma particular de que 
instruye la viñeta de fojas ta. La emp'eada por el querellado 
para distinguir las publicaciones musicales que corren a foj 
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y siguientes, consiste en el nombre de "José Bohr*' puesto 
ellas» con las indicaciones: "By Josep B<»hr", "Música de 
Borh", "Arreglo y letra de José Bohr". 

Que ta Cañara Federal de La Plata, para arri ar a la 
conclusi-jn de que la querella no»debe prosperar, ha expresado 
"que lo que es propiedad del actor y de cuyo uso tiene el de- 
recho de excluir a toda otra persona, no es simplemente el nom- 
bre "José Bohr", s : no este nombre cuando reviste la forma y 
caracteres con que ha sido registrado, y en ninguna de las piezas 
de música agregadas a los autos se encuentra reproducido el 
nombre del querellante tal como se halla dibujado en el titulo 
de fojas 12. Más aún, el nombre de Bohr no aparece allí co- 
mo marca de fábrica o comercio, sino como el de autor de la 
partitura." 

Que, desde luego, se olvida al razonar así que la usurpa- 
ción de una marca puede tener lugar de dos maneras ; por me- 
dio de ta falsificación, que es la reproducción indebida de ta 
totalidad de una marca o de su parte esencial o característica 
(incido i. a , í.*ttcuto 48), y por medio de Ta imitación que consiste 
en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con 
supresión de los detalles secundarios, buscando con lo primen, 
producir confusión en el consumidor, y con lo segundo esca- 
r a las «-andones penales (inciso 3 *, articulo 48). La protec- 
ción de la ley existe para ambas hipótesis. 

Que, esto sentado, la observación de que en tas piezas de 
mus!ca Egrcgadas a los autos no se encuentra reproducido < 1 
nombre de José Bohr tal como se encuentra dibujado en el 
titulo de la marca, si realmente constituye un argumento deci- 
sivo para declarar que en el caso no media falsificación, es in- 
suficiente para concluir en su mérito que tampoco existe imi- 
tación de ta marca concedida al querellante. Es posible que et 
citado no se haya propuesto y acaso a desgnio reproducir 
intente la marca que se proponía usurpar, por lo cual co- 
pondía también examinar si no media la imitación frau- 
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dulenta, ya que la querella se ha fundado en el articulo 48 de 
la ley 3975 y, por consiguiente, en amhw lelitos. 

Que la imitación fraudulenta en materia de marcas de fá- 
brica, comercio o agricultura, consiste, como se ha dicho, en 
acollararse de los rasgos esenciales y característicos de un* 
marca registrada con supresión o sustitución de sus elementos 
srvundaríos, persiguiendo el doble propósito de inducir en error 
a los consumidores y de perjudicar los derechos del propie- 
tario. 

Que si bien es cierto que el nombre de la persona, agri- 
cultor, comerciante o fabricante y el de la razón social sólo 
constituye una marca de fábrica o de comercio cuando es ob- 
jeto de registro bajo una forma particular (artículos i.° y 47), 
no lo es menos que en este último supuesto aquél tenía su pro* 
tecciún proph, no precisamente en calidad de nombre, sino co- 
mo ;>arte intjg^tttc de la marca a la que se halla incorpora- 
do y er las mtsmaf condiciones de los demás signos usados p v 
distinguir los productos de la industria y del comercio. 
Que. consiguientemente, ta cuestión de saber hasta dónde 
llegan los derechos del concesionario de una marca constituida 
por tu nombre, leja una forma particular, debe someterse a 
lo* mismos bi "itcirios de doctrina y de jurisprudencia, en cuan- 
to a la imitac'ón fraudulenta se refiere, que el aplicado a cual- 
quiera de los demás signos permitidos por el artículo primero 
de la ley. 

One, si ia k«y número 3975 protege el nombre del agricul- 
tor, comerciante o fabricante sin necesidad de registro alguno 
(articulo* 42 y 47) imponiendo a los que lo usaran sin dere- 
cho í'írticu'o 56), las mismas sancione-i ¡> eceptuadas por t\ 
articu'e 4S, m ve razón plausible para negar por lo menos 
igual protección e! nombre patronímico cuando forma parte de 
rtna marca y c-'a es objeto de usurpación si el propio hecho del 
registro acusa una mayor previsión y si quien la ha imitado no 
icdc alegar un mejor derecho preexislciite. 
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Que 1» forma empleada por el querellado para usar el nom- 
bre de José Bohr, haciéndolo figurar en las tapas de las publi- 
caciones como autor de las mismas, no puede ser óbice pan 
declarar producida la usurpación de I» marca. En efecto» si 
tal fuera, bastaría en todos los casos en que el propietario del 
impreso fuera a la vea autor de su contenido, hacerlo apare- 
cer en este último carácter para que la protección a que da de- 
recho la marca de comercio dejase de existir, y tal consecuen- 
cia es, a todas luces, inadmisible. 

Que, en estas condiciones, la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de La Plata, en cuanto importa declarar que la mar-a 
concedida con el nombre del querellante bajo una forma parti- 
cular, sólo protege ese nombre cuando se usa en la forma y 
caracteres con que ha sido registrado, pugna con el contenido 
de los artículos i.\ 6.* y 48, inciso 4.* de la ley número 3975. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada en la parte 
que ha sido materia del recurso, devolviéndose los autos a la 
Cámara Federal de La Plata, a los efectos determinados en 
ta primera parte del articulo 16 de la ley numero 48. Notifí- 
quese y repóngase el papel ante dicho tribunal. 

A. Bcxucjo — J. Fj cueto a Al- 
costa. — Ramón Méndez. — 
Roberto Rarrrro. — M. Lau- 
rencena. 

■ ' ■ ' 

Don Juan Viono y Cía. contra don Esteban Bongiovanni, sobre 
falsificación de patente. 

Sumar 'o : Vencido el término por el cual fué concedida una pa- 
tente de invención, ésta caduca, de acuerdo con lo dis- 
puesto por el artículo 49 de la ley 11 1; y el Ministerio de 
Agricultura no está facultado, por disposición alguna de 
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la ley, para prorrogar el plazo de las patentes que hayan 
caducado o estén pvr caducar. 

Coros Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DIÍI. SESOR JUEZ FEDERAL 

BMti Mm, SepH«B*t 24 <t ifc* 

Por presentado téngasele por parte en la representación 
legal invocada y por constituido el domicilio lega! indicado. 

Y Considerando: 

Que la presente querella se funda en la |»tente de fs. i y 
refiere a un invento cuyo privilegio ha sido concedido por 
un término que venció el 30 de diciembre de 1921, según re- 
sulta de las enunciaciones del propio título de patente. 

Que según la ley de patentes de invención la explotación 
exclusiva de tos inventos los concede el Estado por un térmi- 
no determinado, a cuya expiración éstos pasan al dominio co- 
mún, artículos 5 y 49. 

Que tsre principio, concordante con Ia¿ legislaciones ex- 
tranjeras y la doctrina, no puede ser puesto en duda ante el 
texto expreso de la ley que establece como causa de caducidad 
de las patentes el vencimiento del "tiempo por que se han acor- 
dado". Art. 47 de la ley III, 

Que la resolución ministerial a que se refiere ta constan- 
ia de fs, 2, dictada cinco meses después de que ta patente ca- 
yó en el tlonúnio público, no basta para J'rrgar al inventor 
un derecho más amplio que el que la ley le conce 4 a» por- 
ue. si según nuestro derecho público el Poder Ejecutivo ca- 
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rece de la facultad de modificar las leyes, nial puede tener esc 
alcance las simples resoluciones ministeriales. 

Que. por otra parte, actualmente el mismo Ministerio de 
Agricultura, interpretando la ley en el mismo sentido que el 
proveyente, ya no concede prórrogas a las patentes otorgadas, 
como puede verse en el Boletín Oficial del 28 de febrero de 
"9«3» página 567. 

Por ello resuelvo: no hacer lugar a lo peticionado y de- 
volver al interesado todos los documentos que acompaña. Ar- 
ticulo 200 del Código de Procedimientos en lo Criminal. Rep. 
la foja. 

Miguel L. Jantus. 



VISTA DEL PISCA!, DE CÁMARA 

«MMt Airo. Octakrc SO tfc W4 

Kxma. Cámara: 

De acuerdo con los fundamentos aducidos por el señor 
Juez a tjtto, considero que corresponde se sirva V. E. confirmar, 
con co stas, la resolución apelada de fs, 21, que no hace lugar a 
lo peticionado por los actores señores Juan Viano y Cía., en 
autos contra Esteban Bongiovanni, sobre falsificación de pa- 
tente. 

Manuel B. de Anchorena. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA PKIMEEA DE APELACIONES 

* " U AH j. H k M «u 4- |«*4 

Y Vistos: 

Pir sus fundamentos, se confirma ron costas, la re«olu- 
aprhda de fs. 21, que no hace lugar a lo peticionado por 
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los actores Juan Viano y Cía,, «i autos contra Esteban Bon- 
giovanni, sobre falsificación de patente. Devuélvase. — T. Arias 
— Marcelino Escalada — B. A. Sosar Anchor ena — José 
Marcó. 



MCTAMUT MTJ, «t*B* ftOCUlAOOl GgttttAl» 

Indi Afnt. Mam « *t H» 

Suprema Corte: 

Dt»v por reproducido el pedido de confirmación de la sen- 
tenra ape'ada contenido en la vista fiscal de fs. 31, por lot 
fundamento? de la sentencia de primea instancia. 

Eduardo Sarmiento. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

fertM* MfM, StptKMbft 18 «i im 

V Vistos: 

El recurso interpuesto por don Juan Viano y Cía. contra 
nteiKia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital en 
los autos que si'ue a don Esteban Bongiovanni, sobre falsifi- 
casen de patente. 

Y Considerando: 

Que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 de la ley 
úmer> tu, la patente de invención de fojas 1, caducó al tér- 
mino del plazo por el cual fué acordada» es decir» el 30 de di- 
ciembre de 1921. Esta interpretación es evidente según los 
términos del articulo 49 de la misma ley. 

Que si Ken el articulo 25 de la referida ley establece que 
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el Ministro de Agricultura podrá confirmar o revocar en gra- 
do de apelación las resoluciones dictadas por la oficina de mar- 
cas de invención, de dicho precepto legal no se infiere, — ni 
ello resulta de ninguna disposición de la ley, — que el Minis- 
terio esté facultado para prorrogar el plazo de las patentes que 
hayan caducado o que estén por caducar. 

En su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General y los fundamentos de la senten- 
cia apelada, se la confirma. Notifique» y devuélvase, repo- 
niéndose el papel en el juzgado de origen. 

A. Beimejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
M. Laurexcena. 



Don Augusto Limoustn contra el Gobierno de la Nación, por 
-**Hndicae¡óii; sobre cumplimiento de sentencia. 

Sumario: i* Tratándose de un juicio de naturaleza análogo al 
de expropiación, tendiente a determinar el valor de terre- 
nos retenidos por el Gobierno Nacional, cuyo monto exce- 
de de la cantidad de cinco mil pesos, procede el recurso 
ordinario de tercera instancia, con arreglo a lo dispuesto 
por el articulo y, inciso 2.* de la ley 4055. 

2.° El reconocimiento hecho en el caso por el actor, del 
derecho del Gobierno de la Nación de optar entre la devo- 
lución de la posesión de la tierra y el pago del valor de la 
mis ra. crea en las relaciones de las partes en cuanto a la 
determinación del valor del bien, una sí unción de derecho 
semejante, por su finalidad, a la emergente de la expropia- 
ción privada; y al referirse la Corte Suprema en su sen- 
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lencia publicada en el tomo 123, página 159 de sus Fallos, 
al '■vatói de la tierra", entendió iju- r'.o sería con suje- 
ción a lo dispuesto por el articulo 15 de la ley 18% según 
c! cual el justiprecio de los bienes debe regularse por el que 
hubieran tenido si la obra no hubiera sido ejecutada, ni 
aún autorizada. 

3. l,a justa indemnización ordenada por el artículo 2511 
del Código Civil no puede trocarse en una causa de ganan- 
cias indebidas para el propietario. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



Autos y Vístoi: 



Atento a las conclusiones a que arriba el dictamen presen- 
tado por el perito tercero don Pedro Pascual Sarmiento y sien- 
do, a juicio del Juzgado, el precio irás e<|u ilativo del establecido 
}»r los demás |»eritos nombrados en este juic¡o f fijase el valor 
venal de la tierra que aún falta restituir al actor por el deman- 
dado, en la suma de catorce jiesos setenta centavos m|n. el me* 
tro cuadrado o sea la cantidad total de ciento veinte y tres mil 
trésnenlos cincuenta y nueve pesos con sesenta y seis centavos 
moneda nacional. 

En mérito de la disconformidad manifestada por el señor 
Procurador F'scal. los trabajos practicados y la importancia 
del asunto, repúlanse los honorarios del perito tercero don Pe- 
dro Pasaial Sarmiento, en la suma de tm mil ochocientos pesos 
moneda nacional, siendo éstos a cargo del vencido. 

C. Zaz-alí* 
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AUTO DEL JUEZ ÜE I.' INSTANCIA 

La Fiat*. Afeito 13 4* 19» 

Vistos y Considerando: 

Apercibiéndose el Juzgado que la Suprema Corte de la Na- 
ción en la sentencia de f s. 1 50, establece que fas costas se paga- 
rán en el orden causado, revócase por contrario imperio el auto 
de fs, 309 vía., en la parte que dispone que tos honorarios ¡leí 
perito tercero son a cargo del vencido, debiendo, en consecuen- 
cia» pagarse éstos por mitades por las partes. 



Que 'a "¡entenría de la Corte Suprema confirmando en 1*> 
urint-ipal ta 'le esta Cámara, declaró el derecho del actor a que 
se le devuelva la posesim de la tierra deslindada en ta deman- 
da, o en mi defecto se le indemnice su valor, a opeón del Go- 
bierno Nacional (fs. 150), con más los fruto > e inle-e^s res- 
petivos desde la fecha de la notif : cación de la demanda. Que, 
. en consecuencia, y no tratándose de un juicio de expropiad ;in 
*;»o de la ejecución de una sentencia, para la fijación del valor 
de !a cosa, es imprescindible referirse a la época fijada en 
anuelta sentencia, toda vez que dicho valor debe fvta'-se en de- 
fecto de 'a entrega de tos terrenos que, en definitiva, se han 
adjudicado a su reivindicante. 

Que así lo ha entendido también el Poder Ejecutivo, que 
en su decreto, corriente a fojas doscientos cincuenta y nueve. 



C. Zavatia 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 




Autos y Vistos: 
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*c limita a encargar al señor Procurador Fiscal la realización 
de las diligencias necesarias para la designación de peritos. 

Que bajo estos conceptos, el Tribunal entiende como et 
señor Juez "a quo", que el perito tercero ba interpretado jus- 
tamente la sentencia de la Corte Suprema, fijando un precio 
equitativo y acorde con la naturaleza especialísima de los terre- 
nos reivindicados, que no pueden equipararse a otros adyacentes. 

Que respecto a la regulación de honorarios recaída en fa- 
vor del perito tercero don Pedro Pascual Sarmiento, el Tribu- 
nal no encuentra mérito para modificarla. 

Por estos fundamentos, se confirma la resolución apelada 
de fujas trescientos nueve en todas sus partes. — Molifiqúese 
y ilei ut-Ivase. — José Man ó , — Manuel A. Pórtela. — R. Cuido 
l.az'atlc. 

pallo m la corra supicma 

a«MM> aim. strtitMtat ii u im 

V Vistos: 

lm venidos en apelación de sentencia de la Cámara Fede- 
ral de La Plata en la causa seguida por don Augusto Limousin 
contra el Gobierno de la Nación, sobre reivindicación. 

Y Considerando; 

Que la sentencia dictada por esta Corte en el juicio de re* 
ferencia el 20 de mayo de 191 6 declaró el derecho de Limousin 
a que se le restituyera la posesión de la tierra deslindada en la 
úv .randa o en su defecto sr le indemnice su valor a opción del 
Gobierno Nacional (fojas 150). 

Que por decreto de 25 de octubre de 19», el Gobierno de 
la Nación notificó al señor Augusto Limousi'i, usando de su 
dcrcclio Je opción que adquiriría los dos terrenos, uno de 
1.913,8750 metros cuadrados y otro de 6.476.0050 metros cua- 
drados, a que se refiere el plano de fojas 253, ordenando al Pro- 
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curador Fiscal de la sección de La Plata que procediese a rea- 
lizar las diligencias necesarias para la designación de peritos 
(fojas 259). 

Que esa gestión fué promovida a fojas 27a celebrándose a 
fojas 272 la audiencia dentro de la cual cada una de las par- 
tes propuso su respectivo perito a los fines de la estimación de 
los terrenos. La sentencia de la, Cámara Federal confirmó la 
de primera instancia dictada dentro del juicio. 

Que de los antecedentes relacionados se deduce como lógi- 
ca consecuencia que se trata en el caso, de un juicio para de- 
terminar el valor de los terrenos retenidos por el Gobierno de 
la Nación, nacido de la forma en que d último Ha hecho uso 
del derecho de opción que le fué reconocido en la sentencia, 
juicio consentido por el propio Ltmousin y que por referirse 
a un valor cuyo monto excede ostensiblemente de la cantidad 
de cinco mil pesos y ser de naturaleza análogo al de expropia- 
ción, da lugar al recurso ordinario de tercera instancia, con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 3 *, inciso 2* de la ley 
número 4055. 

Que en mérito de estas razones, corresponde declarar bien 
concedido el recurso interpuesto en el juicio por el señor Fis- 
cal de Cámara y desestimar el de queja traído ante esta Corte 
por Limousin, fundado en haberse otorgado aquél - 

Que en cuanto al fondo del pleito, es de observar, desde 
luego, que aunque el derecho del Gobierno de la Nación para 
optar entre la devolución de la posesión de la tierra y el pago 
del valor tic la misma, se hace nacer de la sentencia dictada 
por esta Corte en el juicio de reivindicación, es lo cierto, que 
tal facultad de opción tiene su antecedente inmediato en el 
reconocimiento del propio demandante formulado al final del 
escrito de fojas 23 y por el cual se consagra el derecho del Go- 
bierno para retener la posesión de los terrenos en la hipótesis 
e reputarlo necesario. Y ese reconocimiento crea eti tas reía- 
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de tas partes en cuanto a la determinación del valor del 
bien, una situación de derecho semejante por su finalidad a la 
emergente de la expropiación de la propiedad privada, cuyos 
principios deben aplicarse en las diversas cuestiones vinculadas 
al justiprecio 

Que. desde luego y de acuerdo con la última parte de la 
recordada sentencia de este Tribunal, que para el supuesto de 
resolverse la indemnización manda computar los intereses desde 
el dia de la notificación de la de:iianda (julio 30 de 191a), ia 
apreciación sobre el valor de los inmuebles debe lógica y jurí- 
dicamente referirse también a esc momento. 

Que, ello no significa, sin embargo, que para estimar el 
valor del terreno haya de tomarse como tal el determinado por 
la construcción de la obra pública ni como Índice de la renta 
que le produce la explotación de que es objeto por la Nación 
como consecuencia del monopolio que ella ejercita en materia 
de servicios portuarios, pues» es de toda evidencia que al refe- 
rirse esta Corte al "valor de la tierra" ha entendido que ello 
ría con sujeción a lo depuesto por el articulo 15 de Ta ley 
número j8r> según el cual, el justiprecio de los bienes del» 
liarse por el que hubieran tenido si la obra no hubiese sido 
ejecutada ni aún autorizada. 

Que, siendo ello así no es posible aceptar en este particu- 
lar las conclusiones contenidas en la pendo de Arguello (fo- 
jas 276), ni en la de Sarmiento (fojas 305). En cuanto a la 
del primero, porque computa como factores del precio las me- 
joras constituidas por ta construcción de un costoso mu rallón 
contención sobre la cabecera det dique número 1 de cabotaje 
y 3776.86 metros cuadrados de pavimento, y además, adoptan- 
do la división implantada por el Gobierno a los efectos del 
arrendamiento, clasifica el inmueble en distintas franjas que 
denomina terrenos de guinche, de plataforma y comunes, como 
si aquellas obras públicas y tal destino derivado precisamente de 
la existencia del pue%u> y vinculado a su explotación constí- 
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luyese un derecho del expropiado. En cuanto al segundo, por- 
que si bien deduce del precio general el costo del aludido pavi- 
mento que representa por sí solo la suma de 75.537.20 pesos, 
tiene en cuenta la influencia de las obras construidas por el 
Gobierno de la Nación, es decir, el valor que el dique da al 
inmueble y formula, consiguientemente, la misma clasificación 
de terrenos de guinche, plataforma y comunes, asignándoles un 
valor unitario que es de pesos 48,57 por los primeros, pesos 12.85 
por los segundos y pesos 3.43 por los últi nos. 

Que, en cambio, el criterio general adoptado por el perito 
del Gobierno, ingeniero Juan José Carabelli, en la determina- 
ción del valor del inmueble es jurídicamente inobjetable. Par- 
tiendo de la consideración de que seria inconcebible que el Go- 
bierno de la Nación se hubiera decidido a convertir el antiguo 
dique de cabotaje en el actual, sabiendo que iba a quedar ence- 
rrado en una propiedad particular, extrae las dos consiguientes 
consecuencias : a) no debe tomarse en cuenta el mayor valor 
que originan las mejoras introducidas por el expropiante con- 
sistentes en el caso actual en la ejecución de la obra pública en 
sí misma y en segundo término en la construcción del muro de 
atraque que impide que ta fracción expropi?<la se degrade y 
desborone hacia el fondo de la dársena; b) que la tasación re- 
ferida al año 1912 no debe a 'can zar un mayor valor que el 
correspondiente a terrenos situados dentro de la más próxima 
zona de influencia del dique, no obstante formar parte inte- 
grante de la obra que origina aquella influencia y ser la frac- 
ción mayor imprescindible para ta existencia misma del 
Es esta cabalmente la resolución legal impuesta por el 
15 de la ley número 189. La justa indemnización ore 
el articulo 2511 del Código Civil no puede trocarse en 
causa <le ganancias indebidas para el propietario. 

Que en cuanto a la determinación misma del precio en 
concurrencia con to precedentemente dicho, cabe observar: a) 
si bien don Augusto Limousin adquirió en 1909 los terre- 
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nos en cuestión al precio medio de pesos 3.85 el metro cuadra- 
do, ha de tenerse presente que en realidad se vendía un pleito» 
pues ellos ya formaban parte de la dársena y estaban en manos 
de la Nación; b) Que la venta en remate público hecha por el 
Gobierno de la provincia de Buenos Aires, el año 1910 de una 
fracción de 12.080 metros cuadrados, at precio medio de 3.90 
pesos, se refiere a una manzana situada a cuatro cuadras del 
<tique de cabotaje; c) Que los elevados precios del remate ofi- 
cial del año 188Ó de que instruye la planilla de fojas 279. de- 
ber» ser desestimados, no sólo porque no son los del año 191 2, 
sino porque además las ventas privadas posteriores que tam- 
poco corresponden al recordado año, sino a fechas más ccr* 
canas, muestran su inflación; d) Que de acuerdo con el arren- 
damiento que ha venido cobrando la Nación por los terrenos 
colindantes con la cabecera del dique número 1 y suponiendo 
que ello equivalga a una renta del 7 por ciento, resultaría un 
valor para el metro cuadrado de pesos 3.57 (fojas 295 vuelta) 
o pesos 3.42 (fojas 307). 

Que en presencia de estos antecedentes e interpretando las 
tres pericias con arreglo al criterio recordado y usando el Tri- 
bunal del prudente criterio que le corresponde aplicar en esta 
clase de juicio, se fija el valor de la tierra a que se refiere el 
plano de fojas 253, en ta suma global de sesenta mil pesos mo- 
neda nacional. 

En su mérito se reforma la sentencia apelada de ta Cá- 
mara Federal de La Plata, fijándose» en consecuencia, el valor 
venal de ta tierra que el Gobierno de la Nación ha resuelto con- 
servar, en la suma de sesenta mil pesos moneda nacional. — No- 
tifiquese y devuélvase, reponiéndose el papel en el juzgado de 
origen. 

A. Bermejo. — J. FicuMoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repktxo. — M. Lau- 

WCHNA. 
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Don Miguel Angel Angulo y Piedra contra el Fisco Nacional, 
sobre oposición a una • tensura* 

Sumario: i "El haberse omitido ta formalidad de expresar la 
causal legal de excusación no anula et procedimiento ulterior y 
subsiguiente a un auto del que no se ha entablado ningún re- 
curso y que aparece consentido por las partes. 

2.* La oposición a una mensura, basada en el derecho in- 
vocado por el oponente de mantenerse en la posesión del terre- 
no cuestionado, por conceptuar que ese derecho sería lesiona- 
do por la operación de mensura, o deslinde, importa una cues* 
tión meramente posesoria, y acreditado por el oponente su ca- 
rácter de poseedor, puede oponerse al deslinde en el juicio po- 
sesorio, que por ser de procedimiento sumario, ofrece con ma- 
yor rapidez y eficacia el amparo del derecha afectado por el 
despojo, o simplemente turbado. 

3 ■ El deslinde es, por definición de ta ley. un acto poseso- 
río (artículo 2384 C. Civil) y, por consiguiente, al realizarse 
contra la voluntad del poseedor, constituye una turbación de la 
posesión de éste (artículo 2496, Código citado). 

Cüso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ FEDERA*, 

Céf4ftbs a ¡SstMtow si 1S44 

Y Vistos; 

Los del incidente de oposición a la mensura del campo. £1 
Salitre, propiedad del Fisco Nacional, deducido por el doctor 
Miguel Angel Angulo y Piedra, y de los que resulta: 
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Que a fs. 3 se presenta ante el señor Juez de cuarta nomi- 
nación en lo Civil de esta Capital, don Roberto A. San man ¡no, 
como apoderado del opositor, y expone: Que debido a una in- 
cidencia casual su mandante se ha informado que el señor Fis- 
cal Federal se ha presentado solicitando se p*actioue la expre- 
J a mensura, asignándose como liiiiite Sud del inmueble a 
mensurarse, ta propiedad de don Vicente Abburrá. después de 
expresarse los linderos del Norte, Kstc y Oeste. Que se trata 
del lote número uno de la Cotonea Caroya, y que al determinar 
al colindante del Sud de ese inmueble o lote, se comete una 
falsedad, cuyos fines fácilmente se comprenden, una vez con- 
siderados los hechos recientemente realizados por el mayor del 
Kjcrctto Nacional don Filadelfio Oalarce y el ocupante del te- 
rreno, señor Tomás Carreras, mi 'enes, como consta en el inter- 
dicto que por ante esc Tribunal tiene deducido contra tos mis- 
inos, con fuerza armada han arrebatado a su mandante la lonja 
de terreno de su exclusiva propiedad y posesión, que queda en- 
tre el lote número uno de la Colonia Caroya y la estancia La 
Guardia, de propiedad de don Vicente Abburrá Je vant ando y 
destruyendo el cerco alambrado divisorio con el lote expresado, 
todo lo cual ha motivado et interdicto expresado. 

Que la acción de deslinde tiene por antecedente indispensa- 
ble la contigüidad y confusión de los predios rústicos, dice el 
art. 2748 del C. Civil; y corresponde al que poseyera terrenos 
cuyos limites estuvieran confundidos con los de un terreno co- 
lindante — art. 2746 Cód. citado. — . Que en el caso, tanto la fa- 
ja de terreno de su mandante como la estancia de don Vicente 
Abburrá, y también el propio número uno de Colonia Caroya 
llamado El Salitre, y que se pretende mensurar, están y han 
estado siempre desde varios años a la fecha, cercados por sus 
cuatros costados, y en posesión quieta y pacífica, cada cual, de 
lo que le corresponde. Que por su parte, en el carácter invo- 
cado, a nombre del doctor Migue! Angel Angulo y Piedra, pro- 
pietario y poseedor exclusivo de la lonja de terreno que colinda 
por el Norte con el lote número uno de la Colonia Caroya Ha- 
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ntado comíinnxmte El Salitre,, formula la más explícita oposi- 
ción a la práctica de dicha operación de mensura, solicitada por 
el señor Fiscal Federal y cu cuanto pueda afretar aquella faja 
de terreno, situada entre el expresado lote número uno y la pro- 
piedad actual de don Vicente Abburrá, y cuyos cercos que la 
encierran, tienen muchos años de existencia, inclusive el que 
ha levantado y destruido el nombrado mayor Filadelfio Cator- 
ce con los soldados del Ejército Nacional hace diez y ocho dias 
más o menos, de todo lo cual tiene el Juzgado conocimiento por 
el interdicto relacionado. 

Termina expresando que la faja de terreno de su repre- 
sentado tiene cien metros de ancho, de Sud a Norte, por cua- 
tro mil ciento sesenta y un metros sesenta centímetros de lar- 
go, de Este a Oeste ; y que ta oposición que formula, la dedu- 
ce a mérito de lo expuesto y en presencia de la disposición del 
art. 642 del C. de V. Civil que la consagra, y p!de que en cuan- 
to afecta a la faja de terreno de propiedad de su mandante, se 
ordene la suspens : ón de la operación, con los trámites de ley y 
en definitiva se condene a) solicitante de la mensura a las costas 
de este incidente. 

Apartado el tribunal local deí conocimiento de ta inciden- 
cia, vuelta de carácter contencioso contra la Nación, se asume 
la competencia por este Tribunal — S. C. N. t t, 27, pás, 150— 
ante el cual se compareció a proseguir la oposición. Comuni- 
cado el traslado de la misma, el señor Fiscal Federal lo evacúa 
a ís. 10. 

En su escrito, expone : Que al vender el doctor Angulo y 
Piedra al señor Vicente Abburrá la estancia La Guardia, éste 
solicita del vendedor se le entregue medido el campo y a este 
fin celebran un convenio el 22 de abril de 1907 ante Juez de 
Faz con posterioridad a la venta, y en el cual dejan constancia 
de los diferentes límites de la estancia vendida. Que referente 
«1 límite Norte de La Guardia, dicho convenio establece termi- 
nantemente que su límite será una línea recta hacia el Naden- 
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te, arrancando det mojón de manipostería que se encuentra si- 
en el ángulo Nor-Oeste de loa terrenos vendidos, en la 
tercepción de la línea divisoria del establecimiento La Coli- 
na» hoy estancia La Paz de los herederos del genera! Julio A. 
Roca, y de la Cotonía Caroya, hasta dar con el monjón de pa- 
lo labrado de quebracho colorado que está colocado en el esqui- 
nero actual del alambrado del establecimiento La Guardia, que 
limita por el Naciente con la Colonia Caroya. Que analizando 
ambo» documentos, es decir, la escritura de venta hecha por el 
doctor Angulo y Piedra al señor Vicente Abburrá y el conve- 
nio celebrado entre los mismos, se deduce idéntica cosa en lo 
que respecta al limite Norte de La Guardia; pues que si la es- 
critura de venta da como límite Norte al Fisco Nacional, tam- 
bién lo establece el convenio desde el momento que reconoce 
al monjún de n .ampostería como esquinero NT-Oeste de los te- 
rrenos vendidos e intercepción de ta línea divisoria de la estan- 
cia La Paz y de la Colonia Caroya, 

Que la mensura judicial de La Guardia, practicada por el 
agrimensor Bodereau. fué aprobada judicialmente el 19 de agos- 
to de 1912, habiendo tomado el Fisco Nacional la debida parti- 
cipación por medio de su representante legal, que lo fué el se- 
ñor Fiscal Federal en Córdoba, doctor Luis J. Posse. Que es- 
te funcionario, en representación del Fisco, es quien fué citado 
a la mensura de La Guardia, para que manifestase conformidad 
o disconformidad con ella y no el doctor Angulo, porque era d 
Fisco y no éste el propietario det terreno colindante por el Nor- 
te. Que ele tentó lo expuesto, surge clara y evidentemente que 
la faja de terreno que pretende el doctor Angulo y Piedra es ni 
más ni menos la que ét mismo reconoció en ta mensura de La 
Guardia como de propiedad del Gobierno de la Nación, bacien- 
do citar en 1912 al Fisco Federal para que manifestase con- 
formidad con el deslinde practicado por Bodereau, de acuerdo a 
ta declaración que el convenio de 1907, suscrito por el doctor 
Angulo y Piedra, hacía sobre colindancias de la propiedad que 
vendió a don Vicente Abburrá. 
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Que en cuanto a la posesión, que pudiera haber tenido el 
doctor Angulo y Piedra como propietario de La Guardia, se 
puede considerar bajo dos fases distintas separadas por la Ven- 
ta al señor Vicente Abburrá. Que suponiendo que el doctor An- 
gulo y Piedra, como propietario de La Guardia, hubiese poseí- 
do la faja en cuestión, esa posesión no le aptovecha su estado 
de confusión de limites, desde el momento que el doctor An- 
gulo y Piedra tenía titule y su título según la mensura de Bo- 
dereau. no comprendía la faja. Que, por otra parte, al vender 
el doctor Angulo y Piedra at señor Vicente Abburrá, vendió to- 
da la estancia "La Guardia" sin reservarse ninguna laja al Nor- 
te de ella, máxime cuando el mismo doctor Angulo y Piedra re- 
conoce en el convenio de 1907 que el monjón de manipostería 
se encuentra en la intercepción de la linea divisoria deTestable- 
ci miento La Paz y de la Colonia Carayá. Que posteriormente 
a la venta y según informaciones de algunas personas, recién 
se preocupó el doctor Angulo y Piedra de ocupar la citada fa- 
ja, pretendiendo construir años después clandestinamente el 
cerco que limitaría la faja por el Norte, cuyo cerco apenas ¡ni- . , 
ciado no logró construir nunca, pites hasta el año mil novecien- \ 
tos veintiuno (1921 ) fué interrumpido, como se podra compro- 
bar por las notas que pasaba el ocupante de "El Salitre" a la 
Dirección General de Administración del Ejército, haciéndole 
saber lo que ocurría* por lo que esta repartición procedía a im- 
pedírselo siempre en salvaguardia de los derechos del Estado. 
De manera que la posesión pretendida por el doctor Angulo 
y Piedra, después de la venta al señor Abbuirá, ha sido cons- 
tantemente interrumpida en este terreno, que expresamente él 
mismo reconocía formaba parte de la propiedad nacional El Sa- 
litre. 

Termina pidiendo que» en definitiva, se desestime con es- 
pecial condenación en costas la oposición deducida, ordenándo- 
se, en consecuencia, la prosecución del deslinde interrumpido 
por ella en el costad» Sud de la propiedad nacional Et Salitre, 
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Abierta la causa a prueba, se produce por el actor la co- 
rriente de fs. 15 a fs. 89 y por el demandado la de fs. 90 a ís. 
f"o. alegándose sobre su mérito en los escritos de fs, 171 y fs. 
187, respectivamente. Se llaman los autos para definitiva el 26 
de septiembre pasado, y se ordena el 10 de octubre medidas pa- 
ra mejor proveer; y 

Consideran do: 

1." Que ante todo cabe averiguar si el opositor ha demos- 
trado la posesión requerida por el art. 642 dH Código de Pro- 
cedimientos, esto es, ta que impide por una exclusión legal o ma 
1 erial la confusión de limites con los predio* contiguos y, en 
consecuencia, ta acción de deslinde acordada por los arts. 2746 
y 2748 del Código Civil ; 

2* Que la falta de coposesión o condominio autoriza, se- 
gún lo dispuesto por la ley procesal, que rige el trámite del jui- 
cio de mensura, con forre al art, 2754 del Código Civil, la opo- 
sición deducida antes de iniciado el deslinde, y con entera pres- 
cindencia de toda turbación efectiva de la posesión, la que sólo 
se reputa consumada como surge del art. 643 de la misma ley, 
después de comentada la mensura ; 

3. " Que en el primer caso se depende en juicio incidental 
y en d segundo en instancia posesoria, pero en ambos previa y 
especialmente los derechos del poseedor singular frente a la ac- 
ción de deslinde, que tiene como antecedente indispensable la 
confusión de limites, reconocida por los colindantes o declarada 
en su defecto, por sentencia ; 

4. * Que, por otra parte, el único que reúne título suficien- 
te para p'antear esta perentoria dilucidación judicial sobre la 
existencia de límites posesorios separativos, anterior por su na- 
turaleza al juicio mismo de deslinde, que sustanc : a1mente diri- 
me entre sus oponentes una controversia sobre la propiedad, es, 
fuera de toda duda, el que invoca en su favor la "possessio ad 
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interdicta''. El poder físico, no reconocido por ta ley civil, a 
que se encontrase ocasionalmente sometida ta cosa en el momen- 
to de solicitarse la mensura, no puede anular al poseedor en su 
pleito de oposición al deslinde del colindante que k> suplantó 
en el terreno, ni la mera fuerza* repudiada precisamente en am- 
paro de la legítima posesión, enerva: ¡e su derecho a las acciones 
y a las excepciones correspondientes a su carácter jurídico ; 

5. a Que ha quedado ampliamente probada la posesión pu- 
blica, pacífica, no interrumpida y a titulo de dueño del doctor 
Angulo y Piedra desde hace varos años sobre el área de terreno 
ubicada entre el lote número uno de la Colona Caroya y la es- 
tancia La Guardia, y mantenida dentro de cercos linderos por 
la habitación y explotación de sus colonos hasta el día 12 de 
septiembre de 1921, en que fué privado de ella por las vías de 
hecho demostradas en autos. Así lo establece la prueba rendida, 
que abunda en referencias circunstanciales y concretas de nume- 
rosos testigos, entre ¡os cua'es varios de la propia parte mensu» 
ran, junto con otros antecedentes importantísimos sobre la ex- 
clusiva posesión, la existencia de cercos en el perímetro de su 
área. Testimonios de Trístán J. Ulloque, fs. 37; Angel Alva- 
rez fs. 49 v, ; Rosario Zapata, f s. 53 ; Francisco Carrizo, fs. 
57 ; Pablo Cauna. f s. 59 v, ; Rosendo López, f s. 66 v. ; Tíburcio 
Carrizo, fs. 73: Ventura Cardoso, fs. 108; trineo Ferreyra. fs. 
113; Vicente Abtrtrra, fs. 118; y Cristina Alarcón, fs. »t. 

6. a Que cualquiera que fuese el origen de esos cercos, cuya 
existencia en el terreno ha quedado reconocida con la explica- 
ción hecha a su respecto, de tratarse de los mismos cercos viejos 
de La Guardia rectificados por los del deslinde de 1912, entre 
este establecimiento con £1 Salitre, siempre resultaría que si 
bien dicha operación quitó a los antiguos límites el valor pose- 
sorio tenido hasta entonces, aquella no pudo llegar sin embargo 
a impedir que se crearan posteriormente, y a través de los anos 
transcurridos, nuevos títulos de ocupación, tal como el puramen- 
te posesorio de haberse situado en el terreno de El Salitre, a falta 
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de lanzamiento inmediato o de oportuna protesta, en calidad 
de ulterior poseedor, y que genera el derecho indiscutible al 
amparo legal dentro de esos mismos cercos, formalmente 
idénticos a. se quiere con los antiguos, en su material o en su 
trazado, pero de un distinto y propio significado jurídico. Ellos 
habrían venido marcando el contrato de una posesión ejercida 
durante años con viviendas y cultivos por quien pretende ser, 
sin poder juzgarlo en esto Instancia, el dueño del terreno, y sin 
que se ha va demostrado o indicado por su contrario un hecho 
¿quiera aislado de posesión hacia adentro de la línea circun- 
dante : 

7 ' Que esta situación no puede ser desvirtuada por la sola 
y simple denuncia policial del año 17, hecha por el encargado 
Alarcón. con motivo de la reconstrucción de una parte de aque- 
llos cercos, «lado que, entre tanto otro fundamento, esa de- 
nuncia provocó la superior disposición de fs. 123, que docu- 
menta calialmcnte a! respecto, ya puesto de manifiesto por las 
otras probanzas, ante la posesión de esa faja de terreno, cuya 
propiedad y limites discutidos se refieren al esdarec : miento de 
la mensura judicial. I* nota de fojas 123, de autenticidad no 
negada, y que se induce de sus correlativos, las de fs. 140 y fs. 
139, traídas por el Fisco, confirma y explica expresamente, al 
menos desde julio de 19 r 7 hasta junio de 1921, en que empieza 
el arrendatario Carreras la actividad epilogada el 12 de seplie li- 
bre del mis to año, el mantenimiento de una quveta y conocida 
posesión y. sobre todo, exclusivamente dentro del perímetro 
figurado en el plano de la mensura, de todos esos actos indis- 
tintos y comunes de una y otra parte en la zona confinante, pro- 
pios de la confusión de limites, como que en sü esencia la dispu- 
ta por la posesión lia versado, antes que sobre limites confusos o 
promiscuos, sobre límites cuestionados; 

8.° Que, entonces, procede tener como cumplidos en el caso 
los extremos posesorios requeridos para porW su titular opo- 
nerse a una mensura gestionada con la intención de resolver 
el dominio del inmueble ocupado exclusivamente, sin antes ser 



MC JUSTICIA p| tA NACIÓN 



371 



vencido por su colindante en el juicio previo a que le da dere- 
cho la ventaja de su posesión, esto es, a no entrar fuera de las 



condiciones legales en la contienda petitoria <W deslinde mismo. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con los arts. 2468, 
2473. 2384, 2496, 2746, 2747 y 2753 del Código Civil, y arts. 
642 y 643 del Código de Procedimientos, definitivamente juz- 
gando, fallo: hacer lugar a la oposición deducida y declarar, en 
consecuencia, improcedente la mensura del campo El Salitre, 
en cuanto afecta al inmueble poseído por el actor, y sin per- 
juicio de las acciones que viera convenirle al solicitante de la 
misma. Sin especial condenación en costas, a mérito de la na- 
turaleza de las cuestiones debatidas. Hágase saber, repóngase y 
oportunamente archívese. 



El recurso de apelación interpuesto por el señor Fiscal "ad 
hoc" contra la sentencia de fecha treinta y uno de octubre del 
año |ipdo„ corriente de fs. 200 a fs. 208, dictada por el señor 
Juez Federal de esta sección Córdoba en el juicio de oposición 
a la mensura del campo El Salitre, deducido por el doctor An- 
gulo y Piedra, y en el que ha resuelto; hacer lugar a la opo- 
sición deducida y declarar, en consecuencia, inprocedente la 
mensura del campo El Salitre, en cuanto afecta al inmueble po- 
seído por el actor, y sin perjuicio de las acciones que viera con- 
venirle al solicitante de la misma. Sin especial condenad m en 
costas, a mérito de la naturaleza de las cuestiones debatidas; y 

Considerando: 




Julio B. Echegaray 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDEIAL 



Y vistos: 



cm*s» Man» » * ira 



En cuanto a la nulidad del procedimiento alegada en esta 
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instancia por d representante de la Nación fundada en el hecho 
de haber intervenido en «L trámite del juicio el con juez su- 
plente doctor Carlos Ernesto Deberá en virtud de un» excusa- 
ción del Procurador Fiscal del Juzgado Federal, doctor Garda 
Montano, en la cual este funcionarlo no expresó la causa que 
le inhabilitaba para entender en el mismo, circunstancia que 
en concepto del apelante invalida en absoluto esa resolución y 
en consecuencia todo el procedimiento posterior a ella. 

Que esta cuestión no envuelve una de jurisdicción ni de 
competencia porque no se niega que el conocimiento de la cau- 
sa corresponda a la justicia federal ni que ésta deba radicarse 
en el Juzgado Federal de Córdoba, ni que el doctor Carlos E. 
Dehesa fuera el abogado de la lista de suplentes insaculada por 
la Suprema Corte que debía reemplazar al Fiscal doctor Gar- 
cía cuando éste se excusó ; sólo se refiere a la forma de la ex- 
cusación de dicho funcionario y por lo tanto es simple rente 
una cuestión de nulidad de procedimiento que no lo afecta sus- 
tancialmente y que no ha sido materia de reclamo alguno en 
primera instancia, ni de recurso. 

Que siendo esto asi y estando consentido el auto de la ex- 
cusación de fs. 131 vta.» el Tribunal no puede declarar su nu- 
lidad aún cuando sea indudable que en dicha* resoluciones co- 
mo en todos los casos de idéntica naturaleza, ha debido expre- 
sarse la justa causa por la cual el Juez se excusaba de entender 
en este asunto. 

Que por otra parte no es dudosa que d impedimento legal 
del doctor García Montano existía en realidad ya que en virtud 
del mismo impedimento y con fecha 16 de julio de 1921, el se- 
ñor Ministro de Justicia e I. P. encomendó en su reemplazo la 
iniciación del juicio, al señor Defensor de Pobres, Ausentes e 
Incapaces del Juzgado. 

Por esto se resuelve no hacer lugar a la declaración de nu- 
lidad del procedimiento alegada en esta instancia por el señor 
Procurador Fiscal, y se confirma la sentencia andada por sus 
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propios fundamentos, debiendo las costas abonarse en 
que han sido cansadas por considerar el Tribunal que d apelan- 
te ha tenido ratón plausible para litigar en ambas instancias. — 
Hágase saber, transcríbase y devuélvase reponiéndose el sellado. 

En disidencia de fundamentos respecto de las costas: E. 
R. Fierro. 



Disidencia: 



El Vocal que suscribe entiende que no debe condenarse 
aquí en las costas, no sóío porque los funcionarios públicos no 
lo pueden ser sino en el caso de que hubieran procedido con 
desconocimiento de las leyes de lo que no se trata, sino porque 
siendo la Nación la demandada, debe tenerse presente el art. 7* 
de la ley 3952, que prescribe que las decisiones que se pronun- 
cien contra la Nación tendrán carácter meramente declaratorio 
limitándose al simple reconocimiento del derecho que se pre- 
tende. — E. R. Fierro. 



Y Vistos: 



FAU» m LA COtTl SUrtlHA 



Los venidos en apelación ordinaria de sentencia de b» Cá- 
mara Federal de Córdoba en el juicio seguido por el doctor M. 
A. Angulo y Piedra, de oposición a la mensura promovida por 
el Gobierno de la Nación det campo "El Salitre", o sea el lote 
fiscal núm. 1 de la Colonia Caroya. 

Y considerando respecto a la nulidad que desestima la 
sentencia recurrida: 



4 
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Que aparte de que no se ha interpuesto ni concedido para 
ante esta Corte otro recurso que el de apelación (escrito de fs. 
238 y providencia de fs. 238 vta.). procede por otra parte ob- 
servar, como to establece el fallo de referencia, si bien ha de- 
bido expresarse la causa legal de excusación, el haberse omi- 
tido esa formalidad no anula el procedimiento ulterior y sub- 
siguiente a un auto del que no se ha entablado ningún recurso y 
que aparece consentido por las partes, sin que pueda decirse 
que el defecto aludido sea de los que por expresa disposición de 
derecho anule las actuaciones, ni la sentencia haya sido dictada 
con violación de tas formas y solemnidades que prescriben las 
leyes (art. 233. ley 50). 

Y considerando en cuanto «1 fondo de la cuestión debatida s 

Que tas constancias de autos acreditan, en síntesis, que 
promovido por el representante legal de la Nación ante las au- 
toridades judiciales de Córdoba, un juicio de mensura del cam- 
po "El Salitre" al que se te asignan las colindancias respecti- 
vas por todos sus rumbos, y decretada la operación de acuer* 
< lo a lo solicitado, el doctor M. A. Angulo y Piedra deduce opo- 
síción al deslinde en lo que se refiere al Hurte sud atribuido al 
inmueble aludido, por cuanto afecta a un lote de terreno que 
afirma el oponente poseer a título de dueño, incidencia que da 
carácter contencioso al juicio de jurisdicción voluntario pro- 
movido ante los tribunales de ta justicia local y determina la 
procedencia del fuero federal por ser parte la Nación. 

Que en cumplimiento de lo preceptuado por el Código Ci- 
vil (arts. 2501 y 2754), la sustanciaciófi de la instancia» se ha 
realizarlo por los trámites y en la forma que prescriben las le- 
yes de procedhmentos judiciales de 1a Provincia, y por aplica- 
ción de los artículos 642 y 644 de la ley procesal de aquel Es- 
tado, suspendida la operación en te parte impugnada por el 
opositor, ha continuado por el resto ante el juez local respec- 
tivo hasta obtener su aprobación, prosiguiéndose, entretanto, el 
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incidente federa] que hace lugar a dicha oposición y declara 
improcedente en ese punto la mensura. 

Que los antecedentes que quedan sucintamente relaciona- 
dos, así como las actuaciones todas de ta causa, dejan, pues, 
con evidencia establecido que el juicio versa sobre una cuestión 
meramente posesoria, esto es, que ta oposición tiene por base el 
derecho invocado por el oponente de mantenerse en la posesión 
de 4a faja de terreno cuestionada, derecho qut serta en su con- 
cepto lesionado por la operación de mensura o deslinde de que 
se trata. 

Que el punto de hecho comprendido en la controversia, es- 
to es, el relativo a la efectiva posesión anual a titulo de dueño 
que el actor afirma tener sobre el terreno materia de este liti- 
gio, está demostrado en autos en términos conctuyentes no só- 
lo por la prueba testimonial rendida por el demandante y par- 
te de la misma ofrecida por el demandado, sino también por 
otros medios fehacientes, como cultivos, viviendas, explotacio- 
nes agrícolas y demás actos posesorios que examina y califica 
con acierto, especialmente en su considerando 5.*, el fallo de 
primera instancia, confirmado por sus fundamentos por la sen- 
tencia recurrida. 

Que de esta situación real y efectiva de quien ampara sus 
derechos en su calidad de poseedor exclusivo, deriva ta califi- 
cación legal y jurídica del caso. £1 deslinde es en efecto, por 
definición de la ley, un acto posesorio (art. 2384 Código Civil), 
y, por consiente, al realizarse contra la voluntad del posee- 
dor, constituye una turbación de la posesión de esto (art. 2496 
Código citado), turbación que en et sub judie* es evidente, por- 
que los hechos y circunstancias que preceden al juicio de men- 
sura ponen de manifiesto la intención de llegar por «al medio 
a la posesión de] inmueble en litigio. 

Que en estas condiciones no puede haber duda sobre la ap- 
titud legal del actor para oponerse al deslinde en el juicio po- 




io, que por ser de procedimiento sumario, ofrece con ma- 
yor rapidez y eficacia el amparo del derecho afectado por el 
despojo o simplemente perturbado, aparte de que no impide el 
ejercicio ulterior de la acción real que proceda según los casos, 
en el juicio petitorio correspondiente (Código Civil, art. 2482) 
Que, por (o demás» y recíprocamente, ese mismo derecho 
de ejercitar en juicio ordinario las acciones reales pertinentes 
corresponde también al vencido en el posesorio, y en el caso la 
decisión apelada las deja enteramente a salvo pues dicho pro- 
nunciamiento es sólo declarativo de- la posesión, no modifica ni 
altera la calidad intrínseca de los títulos respectivos, ni afecta 
a la propiedad y a los derechos inherentes a ella o derivados 
de la misma. 

Por estos fundamentos y los que han servido de base a la 
sentencia apelada, se la confirma, sin especial condenación en 
costa», atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. — No- 
tifiquen y repuesto el papel devuélvase al tribunal de su pro- 
cedencia, 

A. Bkkmcjo. — J. Ficuéroa Au- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repfxto. — M. Lau- 

BJtNCftHA. 



Don Aurelio Rodas, su extradición, a solicitud dt las autorida- 
des de ta República del Paraguay. 

Sumario : Con arreglo al Tratado de Derecho Pena] Internacio- 
nal celebrado en Montevideo el 2$ de enero de 1889, no 
procede ta extradición cuando el delito imputado al requeri- 
do se halla prescripto según las leyes del país reclinante. 



Como: Lo explican las pinas sígateme»: 



■ 



I 
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Vitóos: 



SEMTtNCI A DEL SCftot JUEZ FEDERAL 

Mm, OctaMt w m im 



Esta causa seguida a Aurelio Rodas, por su extradición so- 
licitada por Tas autoridades judiciales de la dudad de Asunción. 
" l¡c*dd Paraguay, y 



t* Que de los recaudos acompañados y que corren agrega- 
dos de fs. i a 1 1 y auto de prisión dictado contra d requerido, se 
imputa a éste la comilón de d* Utos contra la te pública y con- 
tra el pflfr¿m:nio de hs personas; previstos » penados por tos 
334, 401 y 404 del Código Penal Paraguayo 

2* Que Ta d'fens* alega la improcedencia del pedido de 
íición, fundado en el art. inc. 4 f drl Tratado de De- 
Penal Internacional, que establece que para ¡a entrega de 
delincuentes, entre otras formalidades se requic-e otte el 
ito no esté prescripto con arreglo a la ley del país rtc'a- 

3 " Q«e el art. n6 del Código Penal Paraguayo, determina 
que el derecho de acusar se prescribe en ig^l tiempo al ter- 
mino medio del castigo fijado por la ley. 

Que Tos delitos imputados al requerido se habrían co- 
metün, según los documentos agregados, en ti mes Je jimio del 
año 1917. 

5* Q üt teniendo en consideración el cargo r¡íje dese:rpe- 
eT reclamado al tiempo de la comisión de !oí WcIiüs, y 
al que la ley de ese país atribuye fe pública, correspondería a 
los efectos de determinar si se ha operado fla prescripción del 



Arrecho de acusar, encuadrar los delito» acusados en la Hispo 
sición del ait. 404 del citado Código Paraguayo, que fija doble 
pena que la determinada por los articulo» 234 y 4PI del 
mismo Código, que establece de uno a tres año» de penitencia- 
ria para el delito de falsificación de documentos ; y penitencia- 
ría de uno a dos mese» en los casos de defraudación, que no 
exceda de quinientos pesos, computándose el exceso de esta su- 
ma a ratón de un día por cada diez a treinta pesos. 

Que, como lo hace notar la defensa, el término medio de 
la pena dd art. 404 que correspondería aplicar al reclamado por 
el delito de defraudación, seria de cuatro años, un mes y ca- 
torce días, y la del art. 234, por el de falsificación, sería de un 
año y seis meses, lo que baria un total de cinco años, siete Te- 
ses y cal orce días : y habiendo transcurrido más de siete años 
«lesde la comisión de los Hechos, es evidente que con arreglo 
al art. 116 del Código Penal ckado. et derecho de acusar se ha- 
lla prescripto. 

Por estas comidemeiones fallo: declarando de acuerdo con 
el articulo 10. inciso 4-' del Tratado de Derecho Penal Inter- 
nacional, improcedente la extradición del recamado Aurelio 
Rodas, por hallarse prescripto el derecho de acusar. — Líbrese 
oficio al Señor Ministro de Relaciones Exteriores, haciéndote 
conocer esta resolución a sus efectos, y ordénese la libertad en 
el día del detenido Rodas, fecho, archívese. 

Miguel L. Jantus. 



aCKTRKCIA Dt LA CÁM ABA ttMBAL MI AMtUAClÓH 

****** Utm, H*\m 

Vistos y Considerando : 

Que desde asesto 24 de 1917 en que se ordenó la deten- 
ción del requerido, hasta el 10 <le septiembre de 1924 en que se 
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comunica haberse practicado ésta, — como lo sostuvo la mayo- 
ría del tribuna* en el caso de Trillo (diciembre 24 de 1924), o 
desde la fecha en que aparece cometido el delito que motiva 
esta* actuaciones, hasta el presente. — como lo sostuvo la mi- 
noría en el caso citado, — ha transcurrido con exceso el tér- 
mino señalado por el articulo 116 del Código de Procedimientos 
Penales Paraguayo. 

Por ello y fundamentos concordantes, se confirma el fallo 
apelado de fs. 20, que de acuerdo con el artículo 19, inciso 4» 
del Tratado de Derecho Penal Internacional, declara inrproce- 
rf«*nte ]» extradición de Aurelio Rodas solicitada por las auto 
ridades de la República del Paraguay, por ha'larse prescripto el 
derecho de acusar. — losé Marcó. — Marcelino Escatada. — 
B. A. Nasar Anchorcna. — T. Arias. — /. P. Luna. 



DICTAMEN DtX tEftOt FlOCVaADOl CEHgtAfc 

Suprema Corte: Bi««o« Aira, As**» is 4% lies 

Al art. 19, me. 4* del Tratado de Derecho Penal Inter- 
nacional sancionado por el Congreso de Derecho Internacional 
Privado, reunido en la, ciudad de Montevideo el día 23 de ene- 
ro c¡c 1889, establece d principio de que, para la extradición de 
Jos delincuentes, es condición necesaria, entre otras, la de que 
el delito imputado no este prescripto con arreglo a la ley del 
's reclamante. 

Según la legislación paraguaya, de cuyas pertinentes dis- 
aciones se ha acompañado copia auténtica entre la documen- 
tación traída en apoyo del presente pedido de extradición, el 
derecho de acusar por delitos de la naturaleza de los imputados 
al requerido Aurelio Rodas, se prescribe en un tiempo igual al 
termino medio del castigo fijado por la ley, (art. 1 16, aparta- 
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ta segundo del Código Penal Paraguayo), y este término me- 
dio, aún acumulando las penas aplicables a lo» dos delitos por 
que se procesa a Rodas, no sobrepasaría los cinco año» (arts. 
234, 401 y 404 del Código Penal citado). 

Consta en estas actuaciones que los delitos imputados se 
habrían cometido en el mes de junio de 1017, y por lo que apa- 
rece de autos» se desprende que los procedimientos judiciales 
total nente paralizados por un tiempo mayor de ste- 
aflos. esto es, desde el día 24 de agosto de 19» 7. en que se dic- 
ó el auto de fs. 13. que ordenó la detención del requerido, has- 
ta et 10 de septiembre de 1924. en que la poti¿ia de esta Ca- 
p'tal llevó a cabo la detención de Rodas, según su comunicación 
de fs. 14- 

Es, pues, indudable* que con arreglo a la legislación del 
país reclamante, el derecho de acusar por los delitos imputados 
al requerido Rodas se halla prescripto y que, por £on$igu : ente, 
la sentencia de fs. 33 que, haciendo mérito de dicha circuns- 
tancia, decíani no haber lujar a la extradición del expresado 
AureKo Rodas, es ajustada a 'as prescripciones del tratado que 
rige el caso de que se trata en estas actuaciones. 

Por tanto, soy de opinión que corresponde se sirva V. E. 
confirmar el fallo recurrido, 

Horacio R. Larreto. 



PALLO OE LA COSTE SUNCHA 

Bwm Alm. StfKkiHStt II Si im 

Vi«t^t y Considerando: 




Que con arreglo al Tratado fie Derecho Penal Internacio- 
nal ce'ebnado en Montevideo el 23 de enero de i8S>. en que se 
funda el pedido de extradición de Aurelio Rodas, deducido por 
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el Gobierno del Paraguay, se requiere que el delito no esté 
prescrpto según la ley del país reclamante, (artículo 10, in- 
ciso 

Que como se hace constar en tas resoluciones de primera 
y segunda instancia y en el dictamen de) señor Procurador Ge- 
neral, el delito imputado al requerido se halla prescrípto con 
arreglo a las disposiciones de los artículos 1 16, 234, 401 y 404 
del Código Penal de la Nación requeriente. 

Por ello, se confirma la resolución apelada de fs. 33. — 
Notifiques© y devuélvase al señor Juez Federal a los f nes de- 
terminados en la segunda parte del articulo 659 det Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

A. Bermejo — J. Figuikoa Al- 
corta, — RahAn MÍM9K2. — 

M. Laurenccna. 




Don Francisco Granate y otros, contra la Provincia de Siendo* 
devolución de sumas de dinero. 



Sumario: La patente establecida por el articulo 1 1 de ta ley nu- 
mero roí de la provincia de Mendoza a todo exportador 
de uva que no sea de mesa, constituye en el hecho un im- 
puesto al producto mismo, y dados los términos ú* dicha 
disposición impositiva, el gravamen aparre establecido con 
abstracción de toda venta o negociación del mencionado 
producto, vale decir, que el impuesto no se propone gra- 
var la cTcu'ackm económica de esa parte en la riqueza lo- 
cal, sino exclusivamente el acto de su extracción de la pro- 
vincia, o sea, la circulación territorial. En consecuencia, tal 
impuesto o patente, en cuanto él se h>ce efectivo en el 
mo rento de exportarse la uva del territorio de la provin- 
cia y con motivo u occeión del acto de extracción, siendo 
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su pago un requisito esencia] pare que los frutos puedan 
salir, reviste todos los carácter*- de un gravamen al tráfi- 
co interprovlncial, de un verdadero impuesto de exporta- 
ción, repugnante a los artículos 10, ti y 67, incisos ta y 
108 de -la Constitución. ' 

Cúio: Lo explica el siguiente: 



FALLO m LA COSTE SUFMUfA 



Y Vistos: 



Don Pedro Mazrocone por sí, y don Francisco J. Torello, 
por los señores Francisco Granata, Pacífico Giampieri, Juan 
Toso. Aurelio Podcstá y Atntfes Olgiati. demandan a la provin- 
cia de Mendoza por repetición de sumas de dinero pagadas ba- 
jo protesta en virtud de una patente establecida por el artículo 
11 de la ley número 703 de Ta expresad» provincia, de fecha t .• 
de diciembre de 1016, y reglamentada ñor tos artículos 25 y 26 
del decreto de 29 de enero de 1917- Reclaman, asimismo, fes in- 
tereses y las costas del juicio. 

A firman que dichas sumas, acreditadas con los respectivos 
recibos tic pago, se descompone en la torva siguiente: a \ Pa- 
gado por don Francisco Granata, según boletas numerada* de 
fojas 1 a 1 39, veintidós mil trescientos noventa y seis pesos con 
setenta y tres centavos; b) pagado por don Pacífico Giampie- 
ri. según boletas de fs. 140 a 246. ocho mil quinientos noventa 
y nueve pesos con cincuenta centavos; c} pagado por don Juan 
Toso, según boletas de fojas 247 a 388, treinta y tres mil cuar 
trocientes cuarenta y ocho pesos con treinta y ocho centavos; 
d) pagarlo por clon Aurelio Poilcsta. según boletas de f s. 389 » 
565, treinta mil ochocientos dos pesos con cincuenta centavos; 
« i pagado por AquileS Olgíati. se-ún lioleias de fojas 566 a 61 1, 
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nueve mil veinte pesos con cincuenta centavos; f ) pagado por 
don Pedro Mazzoccone, según boletas de h. 612 a 941, sesen- 
ta y cinco mil trescientos sesenta y nueve pesos con cuarenta 
y cuatro centavos, formando un total tas sumas abonadas por 
los actores de ciento sesenta y nueve mil ochocientos treinta y 
tfete pe»» ce cinco «o*»» mcned. mckml de cur» lefld. 

Que d art. 11 de la ley número 703, establece lo siguiente: 
"Con el mismo objeto que e) determinado en e) artículo ante- 
rior, todo exportador de uva, que no sea de mesa, pagará una 
patente de seis centavos por kilo". Y los artículos 25 y 26 del 
decreto regiamentano disponen que el importe de la patente se 
abonará antes de efectuar cada remesa y que los guardas fia* 
cales comprobaran en las estaciones de los ferrocarriles las cla- 
ses de uva que se trate de exportar como uva de mesa. 

Que se ha establecido asi un impuesto prohibitivo que al- 
canza al cien por ciento del valor de la uva de vinificar que 
salga de la provincia, con el propósito de hacer imposible la 
vinificación en el resto de la República y de coadyuvar al an- 
helado fin de limitar la producción. 

Que con el nombre de patente, d articulo 11 de la ley 703, 
ha creado una gabela a la extracción de uva de la provincia de 
Mendoza, 

Que los demandantes son exportadores de uva, según la 
denominación que en Mendoza y como lo hace el texto de la 
ley misma, se da a los que se ocupan de la extracción del fruto 
fuera de la provincia, y han debido abonar con las reservas del 
caso ese impuesto inconstituconal y prohibitivo a fin de poder 
extraer el producto fuer* de la provincia. 

Que la inconstitucionalidad del Impuesto cuya devolución 
resulta de su repugnancia con el articulo 10 de la 
onstitución, que doctora libre de derechos la circulación de 
efectos de producción nacional en el interior de la Repúbli- 
ca ; con el art. 11 de la misma, que prohibe los derechos de trán- 
sito de una provincia a otra ; con el art. 108, según el cual las 
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provincias no pueden establear aduanas; con el artículo 67, in- 
ciso 12, que atribuye al Congreso exclusivamente la facultad de 
restar el comercio entre las provincias, y con el artículo 4.*, 
que incluye entre los ingresos de la Nación (os derechos de 
exportación. 

Que, además, el gravamen ya ha sido declarado inconstitu- 
cional por sentencias de esta Corte, dictadas en casos análogos, 
entre otras, la recaída en el juicio: "Mauoccone, Granata y To- 
so ver sus la provincia de Mendoza" ; por todo lo cual» y en mé- 
rito de lo preceptuado en el artículo 792 del Código Civil, pide 
se condene a la provincia, demandada a devolver las sumas re- 
clamadas, sus intereses y costas. 

Correspondiendo a esta Corte el conocimiento del pleito 
por ser la demandada una provincia y hallarse el caso regido 
por la Constitución farts. roo y 10O. se dió trabado de la de- 
manda al Gobierno de la Provincia de Mendoza, quien, por ín- 
ter redio de su representante, expresa a foja* 1022: que el de- 
bate constitucional sobre la materia ha sido ya definitivamente 
clausurado en virtud de sentencia de este tribunal en un caso 
análogo, desconociendo sólo la suma reclamada» que deberá jus- 
tificarse su monto en debida forma, 

Que abierta la causa a prueba y vencido el término, se lla- 
maron autos para definitiva a fs. 1091. 

Y Considerando: 

Que aparte tle que la contestación del representante de la 
provincia importa en los términos enunciados un reconocimien- 
to expreso de tas acciones y derechos en que los actores fun- 
dan bu demanda, procede también considerar que el caso de 
autos versn sobre la misma materia y guarda completa analo- 
gía con el resucito por esta Corte en 18 de novierbre de ioíIi 
en la causa seguida por Mazzocconc. Granata y Toso contra la 
misma provincia, por restitución de sumas de dinero, proven'en- 
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tes de los mismos impuestos declarados inconstitucionales en 
aquel caso, por fundamentos / consideraciones que siendo in- 
necesario transcribir m txten ¡o, se dan aquí por reproducidos 
por su pertinente aplicación al sub judice. (Tomo 135, página 
27a). 

Que por lo que hace a la justificación de tas sumas recla- 
madas, además de que la exactitud de las mismas está reconqr 
cida en el escrito de fojas 1082, cabe hacer presente que ellas 
están acreditadas en forma por medio de las planillas que co- 
rren de fojas 1055 a fs. 1063* debidamente reconocidas por la 
Contaduría de la Provincia de Mendoza, en todas sus partes. 

Por lo expuesto, y haciendo lugar a la demanda, se declara: 

Que la Provincia de Mendoza debe devolver a tos demandan- 
tes, dentro del término de diez días, las siguientes sumas» en 
moneda de curso legal* con más los intereses a estilo del Ban- 
co de la Nación, desde la fecha de la notificación de la deman- 
da. a> Veintidós mil trescientos noventa y seis pesos con seten- 
ta y tres centavos, a don Francisco Gr anata; b) ocho m'A qui- 
nientos noventa y nueve pesos con cincuenta centavos, a don 
Pacífico Gampieri ; c ) treinta y tres mil cuatrocientos cuarenta 
y ocho pesos con treinta y ocho centavos, a don Juan Toso ; d) 
treinta mil ochocientos dos pesos con cincuenta centavos a don 
Aurelio Podesta ; e) nueve mil doscientos veinte pesos con cin- 
cuenta centavos, a don Aquíles Olgiati; /) y sesenta y cinco 
mil trescientos sesenta y nueve pesos con cuarenta y cuatro cen- 
tavos a don Pedro Mazzoccone. Las costas en el orden causar- 
do, atenta la forma en que ha sido contestada la demanda. — 
Notifíquese, repóngale el papel y arc'^vese. 

A. Bermejo. — J. Ficukroa At.- 
cokta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

RENCENA, 



Don Ernesto Maupas contra la Provincia de Buenos Aires, so- 
bre interdicto de despojo. 

Sumario: i * Deducido en el caso, «4 día 25 de noviembre de 
1921 el interdicto por despojo realizado el 25 de noviem- 

• bre de 1920, el plazo señalado por el artículo 2493 del Có- 
digo Civil para la respectiva acción, venció a las dote de 
la noche de aquel día, de acuerdo con lo prevenido por los 
artículos 25 y 27 del mismo Código. 

2 * No constituye obstáculo Tefal para la procedencia de 
un interdicto de despojo la circunstancia de haberse reali- 
zado el hecho como acto de gobierno y con fines de inte* 
fes general. 

3* No es óbice para el progreso de la acción posesora 
correspondiente, ni priva de la jurisdicción a los tribuna- 
les federales, el hecho de que el actor solicite la revocación 
de la orden de apertura del camino en cuestión. (Esa ges- 
tión administrativa no comporta el sometimiento de la cues- 
tión a la jurisdicción de los tribunales locales). 

4* Es procedente una acción de despojo en que el de- 
mandante ha acreditado los extremos establecidos por el 
artículo 2404 del Código Civil, (Posesión, despojo, consis- 
tente en el hecho de haber cortado él alambrado, sacado 
los postes y tranqueras en campo del actor» dejando abier- 
ta una calle que se entregó al uso público ; todo ello ejecu- 
tado a pesar de las protestas del poseedor). 

5 * No basta para legitimar un despojo que el Poder Eje- 
cutivo este autorizado por las leyes locales para requerir de 
los propietarios, sin indemnización alguna, el terreno nece- 
sario para caminos públicos, dado que tales autorizaciones 
deben entenderse sin perjuicio de las garantías consagra- 
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das por la Constitución y las leyes de la Nación en salva- 
guardia de la propiedad privada. 

Caso : Lo explica et siguiente: 



FALLO DI LA CORTE SUPREMA * 

Nm Alm, Stptitwtort M 4» t« 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por don Ernesto Maupas contra la 
Provincia de Buenos Aires, sobre interdicto de despojo, de lo 
que resulta: 

Que a fojas 7 con los documentos que se aomipañan, se 
presenta don Antonio B. Campt, por el actor, manifestando que 
su mandante es propietario de una fracción de campo situada en 
el partido de T renque Lauquen, Provincia de Buenos Aires. 

Que la posesión legitima ha sido alterada por la apertura 
de una calle que efectuaron peones del Ferrocarril Oeste, a 
pesar de sus protestas, en cumplimiento de un decreto del Go- 
bierno provincial, dictado en el expediente administrativo nú- 
mero 44i.9'9. 

Que el bien de referencia no lo hubo con sujeción a la ley 
de tierras de 1878, como lo afirma ta provincia, para ordenar 
la apertura del camino, sin indemnizar previamente al dueño, 
de acuerdo con et articulo 13 de la referida ley, sino que el 
ant'guo propietario del campo de don Manuel Martín y Ornar, 
b adquirió del Gobierno Nacional con arreglo a las leyes de 5 
y 16 de octubre de 1878, y par decreto del 12 de abril de 1881 
y i." y 14 de septiembre de 1882. 

Que esas tierras conjuntamente con otras habían sido ce- 
didas por el gobierno de Buenos Aires, al Nacional, por decre- 
to del 9 de octubre de 1878, a fin de que éste pudiera dar cu ni- 



pümiento a las leyes nacionales números 947, 1018 y 1271, pa- 
ra que fueran enajenadas de acuerdo con la primera ley y por 
consiguiente, como los antecesores Adquirieron la nei r» <M (go- 
bierno nacioml. no está sujeto a la restricción del dominio que 
establece et art. 13 de la ley provincial del año 1872. 

Que. además, este Tribunal tiene estajeado que el Go- 
bierno Provincial no puede disponer por su propia autoridad 
la apertura de caminos, porque ello constituye un despojo en 
los términos del art. 2498 del Código Civil, debiendo et autor re- 
parar el daño, dejando las cosas en el estado que tenían antes 
de los actos denunciados. 

Que fundándole en to expuesto y en los arts. 328 y si- 
guientes de la ley número 50 y artículos 2469 y 2990 y concor- 
dantes del Código Civil, pide que se le devuelva la posesión dd 
terreno despojado, reponiendo el alambrado, postes y tranque- 
ras en la forma que estaban antes del despojo, con costas. 

Acreditada la jurisdicción originaría de esta Corte, se con- 
vocó a las panes a juicio verbal ífs, 22). En dicho acto, el ac- 
tor reprodujo su demanda y el representante de la provincia de- 
mandada manifestó; 

Que el camino cuestionado se libró al servicio público en 
el año 1918. en virtud de resoluciones dictadas por la provin- 
cia en ejercicio de facultades que le confiere la ley de tierras y 
después de haber vencido la prórroga que en el año 1917 soli- 
citó el actor. En consecuenca, la resolución de la provincia fué 
aceptaba y consentida evp^esa rente por el señor M aupas y, por 
otra parte, la acción deducida estaría prescrípta aun cunado no 
amparara a la provinc a la ley de tierras mencionada» pidien- 
do el rechazo de la demanda con costas. 

Que recibida la prueba solicitada por las partes y oídos so- 
bre su mérito a fs. 71, se pusieron los autos a! despacho, para 
prenunciar sentencia definitiva. 
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Y Considerando : 

Que en el caso de autos, resulta de tos expedientes admi- 
nistrativos acompañados, que después de múltiples tramitacio- 
nes y gestiones administrativas, la apertura del camino decre- 
tada por el gobierno de la Provincia, en junio 5 de 1905 ( fs.6), 
se llevó a cal» primeramente en 23 de abril de 19 18. y luego en 
28 de enero de 19191, reapertura que fue nuevamente practicada 
el 25 de noviembre de 1920, porque el actor en dos ocasiones 
clausuró el camino, levantando en k última oportunidad la pro- 
testa que encabeza estas actuaciones para iniciar ta presente ac- 
ción. 

Que el presente interdicto deducido el 25 de noviembre de 
1921 (el acto de despojo tuvo lugar el 25 de novienbre de 
1920), lo había sido con anterioridad al transcurso del plazo 
scfia'ado por el art. 2493 del Código Civil. Así corresponde de- 
cidirlo en presencia de lo prevenido por íos artículos 25 y 27 del 
Código citado, pues según el último de estos términos de un 
año vencía recién a las doce de ta noche del día en que la deman- 
da fué presentada a este tribunal. 

Que la defensa de prescripción basada por la parte deman- 
dada en el Hecho de Haber promediado entre el acto de despojo 
producido el 23 de abril de 1918 y la fecha de la iniciación del 
iitre-tTcto más de tres años, es asimismo inadmisible desde que 
no se ha ¿«nostramo que entre los actos de apertura del camino 
y tos de clausura real zados por el propietario haya transcurrido 
un año, es decir, el tiempo requerido por el articulo 24*6 del 
Código Civil, para que el actor perdiera la posesión, adquirién- 
dola el demandado. Las constancias del expediente administra- 
tivo demuerr?n, en efecto: a) que d camino abierto el 23 de 
abivt de 1918 f fs. 66). fué clausurado al día s'guieme (fs. 74) ; 
b) que producida la setrunda apertura el 28 de enero de 1910 
s. 112), cerróse nuevamente por tos propietarios antes del 
de abril siguiente ; r) que entre el 25 de noviembre de 1920. 
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terrena, apertura, y ta deducción del interdicto no 
como se ha dicho, el término de un año. 

Qae en cuanto «1 fondo del asunto, no existe divergencia 
la» partes acerca de los hechos invocados al iniciarse la 
acción, no constituyendo obstáculo legal para su procedencia, la 
circunstancia de haberse realizado ef hecho como acto de go- 
bierno y con fines de interés generad, desde que tales motivos 
no pueden autorizar a los poderes públicos a disponer de la 
propiedad de los particulares, sino en los casos y con le» requi- 
rió» establecidos en el articulo 17 de la Ley Fundamentad. 

Que tampoco es óbice para el progreso de ta acción pose- 
soria, ni priva de la jurisdicción a los tribunales federales, el 
hecho de que el actor solicitara la revocación de la orden de 
que se trata ante el Poder Ejecutivo de la Provincia, pues esa 
simple gestión administrativa no comporta el sometimiento de 
la cuestión relativa a la apertura del camino a la jurisdicción 
de lew tribunales de aquella, Tomo 142. página 406. 

Que, finalmente, cua!«7uWii que sean las Aposiciones de 
las leyes provinciales o cláusulas de los contratos celebrados por 
la demandada al enajenar las 1 ierras de su dominio privado, no 
puede considerarse m vestida de la facultad de desposeer a los 
particulares por su propia autoridad, desde que la Carta Fun- 
da íicn tal de la Nación declara que la 'propiedad es inviolable y 
que ningún habitante puede ser privado de el!a sino en virtud 
de sentencia fundada en ley, toda vez que la ley civil reglamen- 
taria «'el precepto constitucional establece que "cualquiera que 
sea la naturaleza de la posesión nadie puede turbarla arbitraria- 
mente", (articulo 2496). 

Que estas normas constituyen la suprema ley del país, a la 
cual delieñ conformarse las autoridades provinciales, no obstan- 
te lo que en contrario establezcan las leyes o constituciones tó- 
cales. (Constitución Nacional artículo 31; Fallos de la Corte, 
torno 138, página 71 entre otros). 
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Que las gestiones de carácter administrativo dirigidas por 
actor a las autoridades de provincia con el fin de Impedir o 
lorar la realización efectiva de los actos que constituyen el 
despojo no deben interpretarse como una renuncia a ejercitar, 
llegado el caso, los derechos y acciones tendientes a proteger la 
lión. Artículo 874 del Código Civil. 
Por ello y de acuerdo con lo resuelto reiteradamente por 
este Tribunal en casos análogos y especialmente en la causa He- 
raldo Hauge contra la Provincia de Buenos Aires (Tomo 135, 
página 92), se hace lugar a la acción promovida, declarándose 
que la provincia demandada, debe restituir d inmueble trate- 
ría del despojo, y reponer los alambrados al estado en que se 
encontraba antes de >ft turbación, dentro del término de vein- 
te días y a pagar además, las costas del juicio. Notifiquese y 
el papel archívese. 

A. Bermejo — J. Figveroa Al- 
corta- — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 
xencena. 



Victo de "habeas Corpus", interpuesto a favor del ingeniero 
Carlos Colombo. 



Sumario: t* Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
inciso 3." de la ley 48, contra una sentencia de la Corte de 
Justicia de Sanfago del Estero denegatoria de un recurso 
de habeos cor pus interpuesto corrrt una orden de arresto 
dictada por la legislatura de dicha provincia, fundado en 
que el procedimiento en ana virtud se dicti esa orden de 
apresto era atentatorio a Tos derechos y ga*a:it'as consagra- 
das por et artículo 18 de la Constitución Nocional. 



a.* U legitimidad de una orden de detención dictada por 
una autoridad de provincia y reconocida por tos tribunales 
de la misma, interpretando y aplicando la propia Constitu- 
ción, no puede ser revisada por la Corte Suprema por vía 

del recurso extraordinario del artículo 14. ley 48. 

3." Las palabras juicio y proceso del articulo 18 de la 
Constitución Nacional no se aplican a actuaciones parla- 
mentarías para reprimir desacatos o ataques a los privile- 
gios de asambleas legislativas. 

Cato: Lo explican las piezas siguientes : 
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Y Vistos: 

Estos autos, promovidos por el procurador don Eloy de la 
Cruz Palomino, recia ■ ando amparo de la libertad del ingeniero 
don Carlos Co'ombo ; elevados por apelación del auto del se- 
ñor Juez del Crimen doctor Mario Rentería Beltrán, que no 
lace lugar al recurso de "babeas corpus" deducido por dicha 
causa ante este magistrado, y de los cuales, resulta, que el inge- 
niero Colombo ha sido detenido en cumplimiento de una resolu- 
ción de la Honorable Legislatura, que ha impuesto a dicho ciu- 
dadano quince días de arresto como pena disciplinaría, juzgán- 
dolo pasible de este correctivo por faltas atribuidas al mismo 
contra la autoridad y decoro de uno de sus miembros. 

Considerando : 

I. Que la Honorable Cámara, como representante de 1a so- 
beranía |* «pillar, tiene las atribuciones necesarias e inherentes 
al libre ejercido de sus funciones, y es por ello el "único Juez de 
las faltas cometidas dentro y fuera de su recinto" contra el or- 
< Jen de sus sesiones, y, honorabilidad o decoro de sus mié nbros 
podiendo reprimirlas con arresto hasta de treinta días, co;i o sin 
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previo sumario, según los artículos 51 y 55 (te la Constitución 
de 1» Provincia. II. Que ante estas disposiciones constituciona- 
les no es posible discutir la facultad dd H. cuerpo legislativo 
para dictar las medidas que el mismo haya considerado justas o 
convenientes cuando, como en el caso presente» la invoca como 
medio de defensa y conservación de sus fueros o privilegios 
propíos. Ni es por lo tanto permitido al Poder Judicial observar 
los procedimientos de la Cámara sin invadir las atribuciones 
conferidas exclusivamente a ella en el caso "sub lite", como se 
ha visto, pues ca la Poder retiene y ejerce una parte de ta sobe- 
nía Kmitada por la Constitución a los fines del orden social, y 
de su propio desenvolvimiento. III. Que si bien, "por su orga- 
izarióu, por su numero, por su responsabilidad directa para 
con la irayoria popular, y por d hecho de que es elegido para 
otros deberes", un cuerno legislativo "no es un Tribunal ade- 
cuado jara juzgar sobre pretendidas ofensas, y la tentación 
para usar el poder de castigar como un arma política es tal, que 
ningún pueblo p-ttdente podrís exponer deliberadamente a su 
legislatura", — ha dicho CooTey, — no es menos cierto que 
las conveniencias de la justicia u objeto político de la legisla- 
ción corresponde determinarlo» exclusivamente, al departamen- 
to legislativo; "y en el momento en que una Curte se atreve a 
sustituir su propio criterio por el de la Legislatura, sale de los 
limites de su legitima autoridad, y entra en un campo, en d que 
sería imposible fijar límites a su intervención excepto aquéllos 
qtie su propia discreción le prescribiera". La protección, asi sea 
contra una legislación inconsulta u opresiva o contra cualquier 
acto imprudente o abusivo del Poder Legislativo, "dentro de 
los límites constitucionales", está librada a los sentimientos de 
justicia y de patriotismo de los representants dd pueblo, "Si 
esto falta, — concluye el mismo autor recordado, — el pueblo 
en su capacidad soberana, puede corregir el mal ; pero las Cor- 
tes no pueden asumir sobre si ese derecho" ("Principios de De- 
recho Constitucional", capítulo sobre "Protección a las perso- 
nas acusadas de crímenes — sección "Sentencias legislativas" y 
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"Limitaciones y equilibrios en el gobernó"). IV. Y finalmente, 
resultando de esta manera que la privación de la libertad que 
sufre el ingeniero Colombo, ha sido impuesta por autoridad 
competente, no procede d recurso de "babeas corpus*' según 
lo dispone el artículo 443 del Código de Procedimientos. Por 
estos fundamentos y consideraciones concordante del "a quo", y 
oído el Ministerio Fiscal; Se confirma la resolución apelada en 
todas sus partes. 

Ramón Cantoso. — Dámaso L. Bdtrán. — F. Viaita 



MCTAHtN PtL Uftoa PBOCUtAOOB OtNIMt 

■«Mi Um. tftitm** M át 1» 

Suprema Corte: 

Al deducir el presente recurso de "babeas corpus", el re- 
cúrreme sostuvo, entre otras conclusiones, que e! proced : miento 
en cuya virtud ta Legislatura de la provine* de Santiago del 
Estero dictó ta orden de arresto que motiva este recurso es 
atentatorio a los derechos y garantías consagrados por el art. 18 
de la Constitución Nacional. 

La sentencia dictad» a fs. 66 por la Cotte de Justicia de 
Santiago del Estero, que tiene carácter definitivo, ha desesti- 
mado el recurso, pronunciándose, en consecuencia, en favor de 
la va'idea de la orden emanad* de la autoridad provincial cues- 
tionada. 

£1 caso encuadra, pues, dentro de tos términos del art. 14. 
inciso 2,°, de la ley N." 48 de 14 de septienuW de i8Sj, por lo 
que estimo que el recurso extraordinario de apelación inter* 
puesto contra la mencionada decisión del Superior Tribunal de 
Santiago del Estero es procedente y ha sido bien concedido. 

Ahora bien: interpuesto en favor del detenido d recurso 
de "habeas corpus" ante et Juez de primera instancia en lo Cri- 
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mina! y Correccional de la ciudad de Santiago dd Estero, dicho 
magistrado, previa la tramitación det caso, lo ha denegado, por 
entender que la orden de detención es legitima, habiendo la alu- 
dida resolución sido confirmada por la Corte de Justicia de esa 
proviiicia< 

Lo que en el recurso de "babeas cor pus" debe investigar- 
es a; existe la orden escrita de detención y si ella emana de 
melad compete irte, ya que dicho recurso no tiene por objeto 
i2g«r la existencia o inexistencia del delito. 

Desde este punto de vista, es indudable que, atento a las 
referidas constancias de autos, la legalidad de la orden de de- 
tención que motiva este recurso ha sido reconocida por la auto- 
ridad judicial respectiva, y que, dada la naturaleza restrictiva 
del recurso de apelación interpuesto, tal cuestión no es suscep- 
tible de ser revisada por V. E., toda vea que, según lo reitera- 
damente resuelto, la interpretación y aplicación de las constitu- 
ciones provinciales y leyes comunes hecha por los Tribunales 
es ajena al recurso extraordinario autorizado por él art. 14 de 
la ley N" 48- Fallos: tomo 104, pág. 429; tomo 114. pág»- 4* 
y 311; y otros. 

En cuanto a la impugnación que se ha hecho contra los 
arts. 51 y 55 de la Constitución provincial, invocados por la Le- 
gislatura local al imponer la pena disciplinaría que motiva la de- 
tención de don Carlos F. Colombo, así como contra el . proce- 
dimiento observado en la emergencia por dicha Legislatura, sos- 
teniéndose que son contrarios a los derechos r garantías consa- 
grados por el art. 18 de la Constitución Nacional, entiendo que 
es evidente su inconsistencia si se tiene en cuenta que, confor- 
me lo ha resuelto V. E. en el caso que se registra en la pág. 
207 dd tomo 120 de la colección de fallos respectiva, las pala- 
bras "juicio" y "proceso" del art. 18 de ta C&nstiutctón Nacio- 
nal no se aplican a actuaciones paramentarías para reprimir 
tos o ataques a los privilegios de asambleas legislativas, 
porque, según lo advirtió también V. E. en otro caso (to no 19 
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pág. 231). no se trata de la jurisdicción criminal propiamente 
dicha, ni de) poder ordinario de imponer penas, sino simple- 
mente de la represión correccional de ofensas cometidas contra 
esas mismas asambleas legislativas y capaces de dañar e impo- 
sibilitar el libre y seguro ejercicio de sus funciones públicas. 

Correspondería, en consecuencia, confirmar la sentencia 
apelada de fs. 66, en la parte que ha podido ser materia del re- 
curso extraordinario interpuesto, 

Pero, cabe advertir, además, que la pena disciplinaria de 
quince dias de arresto impuesta a don Carlos F. Colombo por 
la Legislatura provincial de Santiago del Estero, ha comenzado 
a ser ejecutada el día 7 del corriente, fecha en que, según el in- 
for.ne de fs. 1 1 vta., fué el señor Colombo constituido en arres- 
to por la Policía local. 

El término de quince días fijado a la pena de arresto impues- 
ta estaría, pues, en la fecha, vencido, y de consiguiente, es pre- 
sumible que en este momento ya ha cesado la detención que ha 
motivado la interposición del presente recurso de "babeas cor- 
pus . 

En este supuesto, que podrá ser determinado con preci- 
sión, si V. E. lo estima conven' ente, mediante el requerimiento, 
por ta vía telegráfica, del informe pertinente de la autoridad 
provincial respectiva, claro está que el caso promovido en **- 
tas actuaciones resultaría insubsistente, porque, de acuerdo con 
10 resuelto por V. E. en numerosos casos, el recurso lucda sin 
objeto y debe declararse terminado el juicio si el interesado se 
batía en libertad, fallos: tomo 65, pág. 304; tomo 68, pág. 332; 
tomo 79, pág. 219* 



Horacio R. Lúftfts. 
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FALLO DE LA CflWf SUfUMA 

Autos y Vistos: 

De acuerdo con ta doctrina que informan lo» fallüs regis- 
trado* en !os tomos 120, págs. 207 y 135. páíf. ¿87. y ue con 
form'dad con k: expuesto y pedido por el seEU>: I*tjc u*áot Ge- 
neral, se confirr.a 'a sentencia apelada en la parir tv.atcria del 
recurso. — Kotiríquese y devuélvase al tribunal Je procedencia. 

A. BERMEJO — J. FlCUEHOA At> 

corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto RepETTo. — M. Lau- 

RENCEMA. 



NOTAS 

Con fecha o os de septiembre de mil novec'entos ventichico 
fué confirmada p*»t la Corte Suprema en ciwnto a la edificación 
del dclil» > nio-lnicada en cuanto a la pena, qu¿ fijó en quince 
anos de reclusión, accesorias leíales y costas del juicio, la «tu- 
rra pronunciada por ta Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, que condenó al procesado Eugenio Labrador González 
a sufrir la nena de diez y seis anos y medio de reclusión, como 
autor deJ detito de Homicidio perpetrado en la persona de Fe- 
Upe Romero, asalto y robo en despoblado, el a de agosto de toa 1 , 
«n el paraje denominado "Guatrakó", jurisdicción del territorio 
Nacio n al del Neuquén. • 
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En 1a misma fecha no se hizo lugar a U queja deducida 
por don Juan Chenello, en autos con don Rogelio Veiga, sobre 
cobro de pesos, por resultar de las constancias acompañadas 
que el auto confirmado por la Cámara de Apelaciones en lo 
Comercial de la Capital, se reducía a declarar improcedente «4 
pedido del término extraordinario solicitado por el recurrente, 
y en tales condiciones, tratándose de un auto interlocu torio sin 
carácter definitivo, porque no ponía fin al pleito ni hacia im- 
posible su continuación, el recurso extraordinario era improce- 
dente conforme a lo dispuesto por el artículo 15 de la ley 48. 
Agregándose, además, que no podía decirse desconocida en el 
caso la garantía de la libertad de defensa, dado que el recurren- 
te había sido oido desde que promovió d incidente y se subs- 
tanció con su intervención en las dos instancias. 



El cu airo del nrsmo no se hizo lugar a la qtieía deducida 
por don Francisco Villa fañe en autos con. rlnfla María Luisa 
Tarboulier, en razón de que, a tos efectos del recurso extraor- 
dinario que prevé el art. 14 de la ley 48, no basta la simple in- 
vocación de. cláusulas constitucionales pare hacer precedente el 
recurso, si como ocurría en el caso, no mediaba una relación 
directa entre las cláusulas que se decían desconocidas y tas cues- 
tiones planteada* en la causa : agregándose, además, que la exis- 
tencia de la cosa juzgada en ta cual basaba su argumentación 
el recurrente, importaba una cuestión de mero derecho común, 
extraña en su interpretación al recurso extraordinario, con arre- 
gh a lo dispuesto en la última parte del artículo 15 de la ci- 
tada ley 48. 



Con fecha cuatro fue confirmada por la Corte Suprema en 
cuanto a la calificación del delito, y modificada en cnanto a la 
penalidad, imponiéndose la de reclusión por veinticinco años, la 
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sentencia pronunciada por la Cámara Federal del Paraná, la 
que. a su vez, confirmó Ja dictada por el Juez Letrado del Te- 
rritorio Nacional de Formosa, que condenó a los procesados Mar- 
cos Casasola y Nicolás Vacaflor, hijo, a sufrir la pena t¡e re- 
clusión perpetua, como autores de los delitos de robo y si- 
nato, perpetrados con premeditación, ensañamiento y alevosía, 
en la persona de Ramón Salvatierra, el día 23 de Febrero del año 
10 1 8, en el paraje denominado "Las Moras", jurisdicción de di' 
cjo territorio. 



fin siete del misüw, la Suprema Corte, de conformidad con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, no hizo lugar 
a la queja deducida por la Sociedad Argentina Protectora de 
Animales, en autos con dos Luis Colombo, por infracción a 
ey número 278'V. en cuanto esta pena el mal trato y crueldad 
usada para con los animales, dado que, aparte de que la reso- 
lución del sefior Jefe de Policía debe considerarse como la úl- 
tima instancia, cabía observar que en el caso 4e autos, no esta- 
ba en juicio la validez de la ley 278$ o un tratado o privilegio 
fundado en la inteligencia que a la misma se atribuya, sino sim- 
plemente una cuestión de hecho ajena al recurso extraordinario, 
como asi lo tiene declarado el tribunal, en un taso análogo re- 
gistrado en la página 318 del tomo 135 de » colección de fallos. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
Angel Hermida en la causa criminal seguida en su contra por 
el delito de robo, por inferirse de la propia manifestación del 
recurrente, que ta resolución apelada se había limitado a apre- 
ciar tos hechos motivo de prueba, y a la interpretación y apli- 
cación de preceptos de derecho común ajenos al recurso extra- 
ordinario, ni resultar tampoco que se hubiere interpuesto re- 
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curso alguno que hubiese sido denegado. Artículos 14 y 15, ley 
número 48. 



En la misma fecha no se hizo tugar a la queja deducida 
por don David Donis, en los autos seguidos por doña Ana S. 
de Colombo en autos con don Francisco Donis, sobre desaloja- 
miento, en razón de que el recurso interpuesto por el recurren- 
te, o sea el autorizado por los artículos 340 y siguientes del 
Código de Procedimientos de la Capital, no ha sido acordado 
para ante la Corte Suprema, como se tiene resuelto repetida- 
mente. 



En la misma fecha se declaró improcedente ta queja dedu- 
cida por ta Curia Ecesiástca de Cuyo en autos con doña Bele- 
míoa Muñoz de Disté f a no, por revocación de donación, por in- 
ferirse de la propia exposición del recurrente, que éste para fun- 
dar la incompetencia de la justira federal habia manifestado que 
tenía residencia continua de más de dos «nos en la Provincia 
'de Mendoza y que poseía bienes raíces en ella, y en esas con- 
diciones, ta apreciación legal de tales circunstancias constitu- 
yen per su naturaleza cuestiones de hecho y de pruebas extra- 
ñas al recurso extraordinario, de acuerdo con lo dispuesto por 
los artículos 14 y 15 de la ley 48. 



Con fecha nueve no se hizo lugar a la queja deducida por 
Angel Rafael Ta van i, recluido en ta Cárcel de Encausados, por 
resultar de ta propia exposición del recurrente, que ta Cámara 
de Apelaciones en to Criminal de la Capital, te habia denegado 
el pedido de libertad condicional, fundándose para ello en dis- 
posiciones de derecho común contenidas en los Códigos Penal 
y de Procedimientos, todo dio ajeno al recurso extraordinario 
según lo dispuesto por la segunda parte del art. 15 de ta ley 48. 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la qtieja deducida 
por <lmt José Semisa, en autos con don Felipe Sal azar y otro, 
sobre desalojamiento, jx>r no aparecer de la exposición del re- 
currente que se hubiera planteado oportunamente alguna de las 
cuestiones federales mencionadas en el artículo 14 de la ley 
número 48 ni haberse interpuesto para ta Corte Suprema recur- 
so alguno que le hubiese súdo denegado; agregándose, además, 
(fue el recurrente fué citado Al juicio y se fe dió la oportunidad 
ele hacer valer sus medios de defensa, con lo que quedaron sa- 
tisfechos los requisitos esenciales de la respectiva garantía coní 
titucional. 



En la misma fecha no se hizo lugar a, la queja por los Fe- 
rrocarriles del Estado en autos con los señores Bach Hnos., en 
razón de que el recurso ordinario de apelación para ante !a Cor- 
te Suprema, sólo es viable cuando se trata de sentencias defi- 
nitivas dictadas por las Cámaras Federales de Apelación, se- 
gún así lo establece el art. de la ley 4055, situación que no 
era la de autos ; agregándose que, además de haberse tramitado 
el juicio en fa juris<ncdón ordinaria, no resultaba de los térmi- 
nos de la propia exposición del recurrente, que se hubiera plan- 
teado cuestión federal alguna. 



En *a misma fecha no se hizo lugar, igualriiente, a 4a queja 
deducida por don Avelino Suárez en autos con el Banco de la 
nación Argentina, sobre desalojamiento, por inferr.se de la pro 
j*ia exposición del recurrente, que no había existido denegación 
del fuero federal, por lo que el recurso extraordinario era im- 
procedente con arreglo a lo reiteradamente resuelto; agregando, 
se, además, que no podía decirse desconocida la garantía consa- 
grada por et artículo 18 de la Constitución, dado que el recu- 
rrente había sido oído c hizo valer en el juicio verbal las defen- 
sas que hacían a su derecho. 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
jwr Victorino Blanco Fiuza, en la causa criminal seguida en 
su contra, por homicidio, en razón de tratarse de ta interpre- 
tación y aplicación «Je preceptos deHese^o común, contenidos 
cu los Códigos Penal y de Procedimientos, y no aparecer, de la 
exposición del recurrente, que se hubiera planteado en la opor- 
tunidad debida, cuestión federal alguna a los efectos del recur- 
so extraordinario. 



En la misma fecha, no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Héctor Victoriano Cfóostri, en la causa seguida en su 
contra por falsificación de moneda provincial, a mérito de las 
siguientes razones: Porque el artículo 20 de la ley numero 48. 
ha sido mollificado por los artículos 617 y 618 del Código de 
Procedimientos en Jo Criminal, y. por consiguiente, carecía de 
apbcación al caso de autos; porque, en cuanto a la inobservan- 
cia del articulo 18 de la Constitución, cabía observar que el mis- 
mo recurrente manifestaba haber sido oído en las instancias del 
juicio, con lo que oparecian llenados los requisitos de la liber- 
tad de defensa que consagra dicha cláusula constitucional y por- 
gue la resolución recurrida no revestía el carácter de definitiva, 
y la cuestión federal planteada lo había sido con posterioridad 
a la sentencia; resultando» además, de tos términos del recurso 
in ie se trataba de la interpretación y aplicado» de disposiciones 
de dtrecho común, fundada en los Códigos Penal y de Proce- 
dimientos v en cuestione* de hecho, todo ello, ajeno al recurso 
extraordinario, según los términos del articulo 15 de la ley 4& 



Con fecha catorce se declaró improcedente ta queja de- 
ducida por Francisco Moreno, en lo causa seguida en su contra, 
,wr violación de la ley 4«>/- *° brc jífe*! P™ hibitIos . P° r re_ 
Mihar de la propia exposición del recurrente, que 1a nsntencia 
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pronunciada por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de 
la Capital, se ihabia ¡imitado a aplicar disposiciones de la cita- 
da ley 4097, que es ley local para la Capitl y 'territorios Na- 
cionales y, además, jwr no aparecer que Jas cuestiones sobre in- 
cotistitücionalidad de dicha ley hubieren sido planteadas en la 
oportunidad debida del juicio para que el tribunal a qm hubiera 
]**KíIo examinarlas y resolvías. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
los Ferrocarriles del Estado en autos Ja Compañía Hamburgo 
Sud Americana, en razón de no proceder en el caso la apelación 
ordinaria para ante la Corte Suprema, a que se refiere el artícu- 
lo 3.", inciso 2. a de la ley número 4055, desde que a tal efecto 
110 basta que la Nación tenga interés en el juicio, sino que es 
indispensable que haya sido parte litigante, circunstancia que 
110 ocurría en el sub judia-; agregándose, además, que tampoco 
swría procedente el recurso extraordinario, porque no se había 
cumplido con el requisito establecido en la primera parte del ar- 
ticulo 15 de la ley número 48. 



En ta misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Carlos J. Sesia, en tos autos de quiebra de don Vi- 
cente Laborante, por resultar de lo expuesto por el recurrente, 
que la sentencia pronunciada por la Suprema Corte de la Pro- 
vincia <Ie Buenos Aires, se había limitado a fijar su falta de 
jurisdicción para conocer del recurso de inaphcabHidad de ley 
llevado ante la misma, aplicando a tal efecto disposiciones de 
las leyes locales, que no han sido impugnadas como contrarias 
a la Constitución o leyes de Ta Nación, y que, por consiguien- 
te, no jiueden ser revisadas en ka instancia extraordinaria au- 
torizada por el articulo 14 de la ley número 4& 
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£11 diez y seis del mismo 110 se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Antonio Jan se n en autos con don Angel J. Tos- 
cano y don Santiago Molina, sobre cobro de pesos, |»r inferirse 
de los propios términos de la exposición del recurrente, que 
éste fué oído en las instancias ordinarias del juicio, con lo que 
aparecían llenados los requisitos de la defensa, garantía que 
en el caso, fué invocada extemporáneamente. Artículo 14» ley 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a ta queja deducida |x>r 
don Cario* Sampietro y otro, en autos con doña Hortensia Cc- 
ballos de Ifebcitedetti, sobre desalojamiento, por desprenderse 
ilc lo expuesto por el recurrente, que el tribunal a quo, Cámara 
Primera de Apelaciones en lo Cvil de la Capital, se había limi- 
tado a declarar bien denegado el recurso de ablación que se 
interpuso para arfte la misma, interpretando y aplicando dispo- 
siciones de leyes locales que estatuyen sobre su propia jurisdic- 
ción, y extrañas al recurso extraordinario para ante la Corte 
Suprema con arreglo al articulo 15 de la ley 48. y a los reitera- 
damente resuelto ; agregándose, a mayor abundamiento, que la 
iiKXrtuaitncionalidad del artículo 592 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital, que restringe la facultad de apelar de las sen- 
tencias de desalojo, liabia sido alegada extemporáncameme, o 
>cm. después de pronunciada la sentencia que puso fin al pleito. 



En diez y ocho del mismo, no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Ricardo J. de Elia en el proceso iniciado contra 
el Jefe de Policía de la Capital, por falsedad de documento pú- 
blico, por inferirse <te la exposición del recurrente y corrobo- 
rarlo í a naturaleza de la dcctsüVn apelada, que dicho pronuncia- 
miento se había limitado a resolver sobre la existencia de un 
acto delictuoso imputado al querellado, es decir, sobre puntos de 
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hecho y de prueba y cuestiones tle derecho común extraños al 
recurso que autorizan Jos artículos 14 y 15 de la ley número 48. 



Con focha veinticinco fué confirmada por Ja Corte Supre- 
ma la sentencia pronunciada por Ta Cámara Federal de Apela- 
ción del Paraná, la que, a su vez, confirmó la diatada por el Juer 
Letrado del Territorio Nacional deí Chaco, que condenó a la- 
to™ l/>pez a sufrir ta puna de diez y seis ano* y seis meses 
<le reclusión, accesorias legales y costas, como autor del delito 
tle homicidio perpetrado en la persona de Juan López Ruiz, el 
día 13 de agosto del año 1922, en el pueblo "Charata", juris- 
dicción de dicho territorio. 



Un Ja misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por José Javktn, en la causa seguida en su contra por homicidio, 
en razón de no hallarse el caso comprendido en ninguno de los 
previstos por las leyes números 48 y 4055. 



En veintiocho def mismo, no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Alfredo Anger. en autos con don Arísrides Ceci, 
sobre desalojamiento, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que ta decisión materia de -la queja se había limi- 
tado a declarar bien denegada la apelación interpuesta ante el 
juez a quo t decisión fundada en leyes procesales de carácter lo- 
cal, cuya inteligencia no puede ser revisada en el recurso ex- 
traordinario, desde que no constituye una cuestión de carácter 
federal. 



En ta misma fecha, 110 se hizo lugar a la queja deducida 
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por don Felipe S. Obredor, en la querella que le siguen ante 
lo* tnbunAk» de Mendoza el Ministerio Fiscal y el doctor Al- 
fonso Bonlin Tanasier, por desacato, por resultar de la pronta 
exposición del recurrente, que la decisión pronunciada por ta 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercia] de la expresada 
providencia* haliía aplicado disposiciones <W Código Penal, lo 
que hacía improcedente el recurso para ante la Corte Suprema, 
*cgún lo dispone «4 articulo 15 de la ley número 48; y, ade- 
más, porque en cuanto a b libertad de defensa que consagra el 
artículo 18 de 1a ley fundamenta), cuya inobservancia se ale- 
ga!», cabía agregar que, habiendo sido oído en dos instancia, 
txm ello aparecían llenados los requisitos exigidos por la cláu- 
sula cnnstUneional invocada. 



Bn U misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida * 
l*)r Jouquin IVipez Lujan, en la causa criminal seguida en su 
contra. |wtr homicidio, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que el tribunal a quo se había limitado a declarar 
Hit incompetencia para conocer en instancia de apelación sobre 
el ¡Mimo materia de pronuncian »iento ante los jueces inferiores, 
fiiiiclámkx* pora ello en disposiciones de las leves locales, cuya 
inteniretación o aplicación no puede ser revisada por ta Corte 
Suprema en el recurso extraordinario, toda vez que no habían 
sido impugnadas como contrarias a la Constitución, tratados o 
leyes de la Nación. 



Con fecha treinta, la Corte Suprema revocó el auto dicta- 
do por la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
pital, en la causa seguida por doña Fernanda Fernández de Ro- 
dríguez contra don Ramón Blanco del Valí, por entrega de una 
inenor; sobre ditigencianvento de un exhorto librado por tas 
autoridades fie la República de Chile, en razón de que. de acuer- 
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do con lo dispuesto por el inciso 3.* del art. 14 de la ley nú- 
mero 48, el recurso extraordinario procede en el caso de ese in- 
ciso, cuando en el pleito se lia puesto en cuestión la inteligencia 
de alguna cláusula de la Constitución, de im tratado o de una 
ley del Congreso, y la decisión haya sido enturaría al derecho, 
privilegio o exención fundado en dicha cláusula y, en el caso, 
las sentencias de primera y segunda instancia se habían limita- 
do a aplicar e interpretar los art s. 382, 377, 400 y 405 del Có- 
digo Civil, en los cuales había fundado el recurrente sus dere- 
chos a b tutela de la menor Rodríguez, y tal interpretación de 
disposiciones de derecho común, no pueden ser revisadas por 
la Corte Suprema en el recurso extraordinario de acuerdo con 
lo dispuesto por el inciso ).° del art. 67 de la Constitución, y 
art. 15 de ta ley número 48, 



En la misma fecha, la Corte Suprema, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 553 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal y artículo 4.° de la ley número 4055, ordenó se ocu- 
rriera donde corresponda en el («curso de revisión interpuesto 
]x>r el penado Martin Alfonso, dado que Ja sentencia definitiva 
I bía sido pronunciada por Ta Cámara Federal de Apelación de 
l.a Plata. 



En el recurso de revisión interpuesto por el penado Hora- 
cio Vázquez, ta Corte Suprema, en ta misma fecha, de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo 553 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal y articulo 4." de la ley 4055, orde- 
nó se ocurriera donde corresponda, en virtud de que a senten- 
cia definitiva había sido pronunciada por la Cámara Federal «le 
Apelación del Paraná. 
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Ha ta causa seguida por don Cirilo A. Vdlamonte, por de* 
negación de retiro, fué confirmada por la Corte Suprema con 
feclia treinta de septiembre de mil novecientos veinticinco, la 
sentencia pronunciada por la Cámara Federal «Je Apelación de 
la Capital, 'la que confirmó, a su vez, la dictada por el señor 
Juez Federal, que ordenó se acreditase por el actor haber ob- 
tenido la venía <lel honorable Congreso para demandar a la Na- 
ción, en razón de (pie ésta, al dictar el decreto ta que se aludía 
en Ja tlemanda, había procedido como poder administrador y 
no como persona jurídica. 



Ferrocarril Central Argentino contra el Fisco Nacional, por co- 
bra de pesos. 

Sumaria: i." Procede cJ recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una sentencia adversa a los fines persegui- 
dos por «! recurrente, rumiado en disposiciones de ta ley 
número 5315, y su decreto reglamentario, de 30 de abril de 
H)o8 y en la ley número 6062. 

2.* Los diversos bienes exentos de impue^os nacionales» 
provinciales y municipales por el artículo &° de la fley 5315 
y artículos 2 y 12 de sti decreto reglamentario, de 30 de 
abril de 1908, como integrantes de cada sistema ferrovia- 
rio, 9on aquellos que por su naturaleza y su destino son 
los instrumentos principales o accesorios ée su tráfico nor- 
mal y los que deben emplearse en la instalación y construc- 
ción de sus líneas; y esa exención ha sido acordada sola- 
mente a las empresas de ferrocarriles en su carácter de ta- 
les, y sólo comprende los bienes y operaciones estrechamen- 
te vinculados a su tráfico principal, que es el transporte de 
personas y mercaderías. 



Caso. Lio explican las siguientes piezas: 
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SENTENCIA DBli SEÑOR juftE V8DE1AL 

RoMite, Abril ti ti* 19SS 

Y Vistos: 

Este juicio ordinario sol) re cobro (le {tesos (repetición de 
lo ¡jogado), seguklo jx>r la empresa del Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra el Pisco Nacional, del que resulta: 

A fojas 5. y con los documentos de fojas 1 a 4, comparece 
la parte actora, por intermedio de su representante acreditado 
en forma, y expone que ante este tribunal se le habían seguklo 
seis juíck» por cobro de patentes de tos muelles, canaletas y 
embarcaderos existentes en las barrancas de esta ciudad; jui- 
cios en los que había sido condenada a pagar, habiendo abona- 
do, la cantidad de setenta y cinco mil novecientos cuarenta pe* 
sos con sesenta y cuatro centavos moneda nacional ($ 75.94064 
m|n. c¡l.) ; que fuera de eso, como h Administración de Pa- 
tentes y Sellos de la Nación se lo exigiera, pagó también la pa- 
tente de dichos muelles, canaletas y embarcaderos por otro año, 
importando seis mil ochocientos veinte pesos ($ 6.820 m[n. 
cjl.) ; suma que, con la mencionada arrteriowente, alcanza a la 
de ochenta y dos mil setecientos sesenta pesos, con sesenta y 
cuatro centavos moneda nacional ($ 82.760.64 m|n. c[l.) ; que 
con los pagos hechos en los juicios ejecutivos en que se dictó 
sentencia de remate, le queda expedita la vía ordinaria, que ini- 
cia para obtener la devolución de las sumas entregadas indebi- 
damente ; fundando esta conclusión en las leyes y decretos so- 
bre fusión del ferrocarril de la empresa (Buenos Aires- Rosario 
con Central Argentino) ; en la que declaró al Central Argenti- 
no sometido a lo dispuesto en la ley llamada "Mitre 1 *; y en 
esta última ( N." 5315), según la cual, hasta el 1." de enero de 
[947, el Ferrocarril Central Argentino no pagará más que la 
contrilMidón única de 3 ojo del producto liquido de sus líneas, 
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quedando exonerada de todo otro impuesto nacional, provincial 
y municipal. 

Pasada la demanda en vista al señor Procurador Fiscal pa- 
ra que dictamine sobre la competencia del Juzgado, se expidió 
en sentido de que no debía darse curso a la acción entablada. 

cuanto se trataba de la Nación, que no podía ser llevada a 
juicio sin antes haberse agotado la via administrativa (fs. o). 
Con este motivo se trabó una larga contienda, que termino con 
la resolución de fe Suprema Corte, estableciendo que el Juzga- 
do ( véase Üfc n a fs. 53>, era competente. 

Corrido traslado de la demanda, el señor Procurador Fiscal, 
autorizado por el Poder Ejecutivo de la Nación ( f a. 70), la con- 
testa de fs. 72 a 74; manifestando, en resumen, que no hay 
tal exención de impuestos por las leyes invocadas por la parte 
actora. las que sólo se refieren a operaciones relacionadas con 
el transporte y explotación ferroviaria, no pudiendo estar libre 
de impuestos, cualquier género de explotación comercial que se 
ejecute por el ferrocarril. 

Abierto el juicio a prueba. «1 señor Procurador Fiscal pro- 
pus., las indicadas en .su escrito de fs. 76; y el ferrocarril las 
expresadas a fs. 77 v 8o; las que se recibieron y corren agre- 
gadas desde fs. 82 a 121 . Vencido el término probatorio y agre- 
gados los alegatos de ambas partes, se dictó la providencia de 
■autos"' previa )a reposición del papel, la que se efectuó el 2\ 
de febrero pasado, quedando el expediente en estado de sen- 
terina. 

Y Considerando: 

1 Que el fundamento principal, si no el único, de la de- 

manda, está en la ley N ° 53.15 : segun h £ V>m ^ 
Central Argentino no debe pagar más contribución que la de 
3 olo fijada en el articulo 8-, quedando exento de todo <*ro im- 
puesto nacional, provincia! o municipal, de aquí deduce la parte 



« JUSTICIA DK t> NACIÓN 



411 



aetora que siendo los muelles, canaletas y embarcaderos que 
jiosee, parte integrante del ferrocarril, y siendo la patente evi- 
dentemente un impuesto, no ha debido serle cobrado. En pre- 
sencia de tal argumentación, que abarca toda 4a cuestión sub lite, 
corresponde en primer termino distinguir qué es lo exento de 
impuestos y sobre qué recae el de patente. 

2. Que la ley invocada se refiere y regla indudablemente a 
los ferrocarriles como empresas de transporte, y comprende asi 
a sus capitales fijos como a los que se introduzcan para la ex- 
plotación <le las líneas y utilización de muelles y canaletas ; pero 
no alcanza, ni ha podido comprender jos actos y operaciones de 
comercio ajenos o extraños y distintos completamente de los pro- 
pios de <un ferrocarril. Esta distinción esencial en el presente 
juicio, lo establece con claridad el laudo del arbitro tercero doc- 
tor fitdau. cuya copia corre de f s. 86 a 94, cuando dice (fs. 90), 
que "la patente no grava la propiedad ni las cosas", sino que 
"es un impuesto a los actos, a las operaciones comerciales o in- 
dustriales"; agregando pata mayor aclaración del concepto, el 
ejemplo de una propiedad exenta de contribución territorial, en 
la que se implanta una industria: no obstante dicha exención, 
pagaría la respectiva patente. 

3. Que este es el caso del Ferrocarril Central Argentino en 
la presente contienda : está exonerado de toda contribución co- 
mo empresa de transporte, pero no están libres de impuestos las 
operaciones de otro género que realice, sin ninguna relación con 
la explotación ferroviaria. £1 argumento, basado en la ley 5315. 
entraña, pues, tina confusión, y sólo aceptando ésta es aquél pro* 
cedentc. Hace falta ahora examinar si el ferrocarril actor na 
realizado actos sujetos al impuesto de patente o no. 

4. Que a este resjiecto la prueba producida es concluyeme. 
Los informes concordantes de la Aduana de esta ciudad (fs. 82 
vta. y fs. 83 y fs. 101 y 102), así como el muy autorizado y 
explícito del Ministerio de Hacienda de la Nación (fs. 109). es- 
tablecen que las operaciones que el Ferrocarril Central Argén- 
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tino efectúa en los muelles, canaletas y embarcadero* que i tem- 
en el puerto de esta ciudad son de dos clases: las de carga y 
descarga de aftículos y materiales propios de la empresa, ope- 
raciones eximidas de todo impuesto o gravamen fiscal ; y ope- 
raciones <le carga y descarga de productos y mercaderías de par_ 
t jallares, las que se reputan comerciales, estando en ese concep- 
to gravadas con patente nacional. Hecha la distinción teórica, 
diré, de las dos categorías de operaciones, y establecido que am- 
Kis se realizan, no puede caber duda sobre la improcedencia de 
la repetición, materia del presente juicio. 

5. Que la prueba resultante del informe de fs. 105, del Mi- 
nisterio de Obras Publicas de la Nación, no hace al caso ; en 
cnanto ya está dicho que la patente no grava los capiteles de la 
empresa, sino los actos de comercio extraños a los propios de 
la explotación ferroviaria. El ejemplo recordado del arbitro, es 
iK|iii de estricta aplicación: una propiedad raíz exenta de todo 
impuesto, puede continuar estando así, sin perjuicio de cobrar- 
se patente a una industria que en ella se estableciere. El mis- 
mo razonamiento cabe respecto al producto de esas instalacio- 
nes muelles, canaletas y embarcaderos, punto c) del inf. de 
fs, 105); pues no hay mcomjiatibsUdad entre el cobro de la 
contribución del 3 % de acuerdo con el articulo 8 * de la ley 
5315, sobre las entradas del ferrocarril, y la percepción de la 
intente sobre los actos de comercio que la empresa realice in- 
dependientes de la explotación de sus líneas, 

6. Que el argumento de la actora basado en el concepto ge- 
neral de la patente, cede ante la prueba mencionada en et con- 
siderando 4." ; de la que resulta que la empresa ejecuta habttuat- 
11 tente las dos clases de operaciones explicadas en los aludidos 
informes. Pero aún en el supuesto de que la realización de ac- 
tos sujetos a patente fuese ocasional, no podría eximirse a és- 
tos del tributo, sin atentar contra la equidad y el orden econó- 
mico; toda vez que dicha exceiicióii importaría un privilegio 
quei rompiendo la igualdad, daría lugar a tina competen- 
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cía perjudicial para las otras personas o compañías que se 
ocupan del mismo comercio, .pagando la correspondiente patente. 

Por las razones apuntadas, el Juzgado definitivamente fa- 
lla: rechazando la presente demanda del Ferrocarril Central 
Argentino contra el Fisco Nacional, por devolución de sumas 
pagadas en concepto de ¡latente sobre las operaciones realiza- 
das en los muelles, canaletas y embarcaderos que la empresa 
tiene en esta ciudad, en las barrancas del río Paraná, Con cos- 
tas. — Manuel Carrillo. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rotarlo, julto 17 A IM 

En acuerdo; 

Vistos los atrios seguidos ¡*>r et Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra el Fisco Nacional por cobro de pesos (repeti- 
ción de lo pagado ) ; y 

Considerando : 

ijae en presencia de ía wnstancia de fs. 105 y de lo es- 
tablecido por los artículos 2.* y 1 2 a) del decreto de 30 de abril 
de 1908, reglamentario de la ley ti* 5315, es indudable que 
los cmlxarcaderos, muelles y canaletas a que se refieren ios au- 
tos, forman parte del sistema perteneciente a la empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino, y que, por consiguiente, están su- 
jetos al impuesto det tres por ciento a que se refiere el artículo 
8.' tic la citada ley y exentos de todo otro impuesto nacional, 
provincial y municipal. 

Que la exención establecida por el citado artículo 8." de la 
ley 5315, que es de interpretación restrictiva por tratarse de un 
privilegio, se refiere a lo que se relaciona con la explotación de 

I 
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los ferrocarriles, |tero ito así a ojM-r.ieiones de otro género con 
terceros mediante el pago de una tarifa establecida y separable 
fie los transportes feroviarios. lo que viene a constituir «na ex- 
plotación independiente y extraña a la explotación ferroviaria 
¡i oitcraciones de transporte. La ley 5315 «o ha declarado exen- 
ta de todo impuesto a las empresas ferrocarrileras cuando se 
fledican a operaciones comerciales sin ninguna vinculación con 
el transporte ferroviario. 

Que según se desprende de! informe de fs. 82 vuelta a 83, 
la empresa realizaba habitualniente por sus embarcaderos, mue- 
lles y canaletas, operaciones de carga y descarga de mercade- 
rías por cuenta de terceros, operaciones no compren»Íidas, por 
lo tanto, en el transporte ferroviario, y por con siguiente en la 
extinción determinada por cfl citado artículo 8. a de la ley 5315- 
misma empresa, en su escrito de expresión de agravios 
( fs. 158), reconoce que la tesis oue sustenta no seria admisible: 
"si el ferrocarril destinara habituaUnente ios mueíles, candelas, 
etc. a la carga y descarga de mercaderías no comprendidas en 
su transiK>rte ferroviario", aunque agrega que §e ha limitado a 
utilizar, habttualmente, sus instalaciones portuarias como un 
complemento ite su transporte por vía férrea, agregado éste que 
no concuerda con el citado informe de fs. 82 vuelta, del que 
resulta que por los embarcaderos se rcalizal>an exclusivamen- 
te operaciones de carga de frutos del país por cuenta de ter- 
ceros, utilizándose canaletas fijas y vetantes, con excepción del 
embarcadero denominado San Francisco, en el cual se descar- 
gaban earlíón y mercaderías, asimismo por cuenta de terceros, 
y que sólo por el muelle denominado Muelle del Ferrocarril 
Certral Argentino, se retí izaban operaciones de descarga de 
mercaderías y materiales férreos por cuenta de dicha empresa, 
¿un» también se realizaban por esc muelle descarga de merca- 
di tías y carga de frutos del i«is por cuenta de terceros. 

Que la empresa, al hacer con sus muelles, embarcadero y 
1 áltatelas operaciones comerciales con el imblko. ejerce un co- 
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mercio distinto ni comercio ferroviario, desde que ejeciKd fun- 
ciones portuarias, sin conexión alguna con el transporte terres- 
tre, funcione* (¡ue no han sido exoneradas de impuesto co- 
mo se deja dicho, jwr ta ley 5315, ta que se refiere únicamente 
a la explotación ferroviaria ; y es en razón de ese comercio que 
se le han cobrado las patentes correspondientes. 

Establecer que ta empresa del Ferrocarril Central Argen- 
tino pueda especular con sus instalaciones portuarias, sin pa- 
gar patente, en negocios ajenos al transporte ferroviario, seria 
reconocerle un privilegio que ninguna ley te acuerda. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas ciento cuarenta y siete a ciento cincuenta y «ño r 
con costas. — José del Barco. — José íí. Fierro (según su vo- 
to). — Liñs V. Gonsáhs. 

\ 'oto del señor Vocal doctor José V. Fierro 

Vistos en acuerdo: Por su fundamentos : y 

Considerando además : 

t," No obstante ser la demanda de fs. 5 a 8, sobre abono 
de $ 82.702.fi4, por los conceptos que expresa, entre ellos, alter- 
nativamente (fs. 7 v.). el del importe del impuesto del 3 % del 
producto liquido de los muelles, embarcaderos y canaletas de 
¡¡1 empresa actora, como indebidamente cobrado, si no se decla- 
rara tal el de las intentes por aquéllos; y por los que ta sen- 
tencia del Inferior (fs. 151), sólo se pronuncia respecto a las 
patentes cobradas por esos muelles, embarcaderos y canaletas, 
tallando sobre el impuesto del 3 % referido, la parte actora y 
recurrente lia consentido ¡a omisión, sin procura» fuera subsa- 
nada y sin deducir el recurso de nulidad por ella ; quedando 
asi la cuestión originaria limitada ante el Tribunal al punto 
único del referido pronuitciamiento del Inferior. 
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2." Fundada la demanda (. f s. 7 v., N* VII), en la dispo- 
sición del art. 8.°, ley 5315, y en ri contrato con el Poder Eje- 
cutivo de 9 de enero de 1909. este no Itai sido presentado, ha- 
ciendo imposible su consideración. También se invocaba el art. 
749, Código Civil ; pero cualquiera sea la numeración que se le 
atribuya, la vieja o la nueva, resulta impertinente por inaplica- 
ble. Sólo resta, pues, atender a lo estatuido en el art. 8.', ley 
53 1 5 y al decreto reglamentario de 30 de abril de 1908, a que 
se lia al 1 idilio a la vez insistentemente por la parte desde fs. 6 v. 
Ha sostenido, en consecuencia, ésta, que sus muelles, embarca- 
deros y canaletas de la cuestión son algo integrante o comple- 
mentario del ferrocaríl. sobre que no podía imponerse más que 
la contribución del 3 % de su producido líquido general. 

3* Empero, el concepto consagrado por la jurisprudencia 
de la Suprema Corte, desde sus fallos del tomo 99, pág. 317; 
tomo 109, pág. 354 y tomo 113. pág. 248, respecto a los muelles, 
aplicable por analogía a los embarcaderos y canaletas, es que 
ellos no son accesorios de un ferrocarril, ni puede considerár- 
selos como prolongación de la línea férrea sobre el mar o los 
rios, sino como construcciones independientes de aquél, con sub- 
sistencia propia, constituyendo industrias separadas. Y mien- 
tras tanto, la franquicia del art. 8.°, ley 5315, es limitada a los 
elementos ferroviarios de transporte exclusivamente, 

4." Habiendo afirmado la demandatla < fs. 6 111 fine), que 
la empresa del Ferrocarril Central Argentino no ejercía el co- 
mercio o la industria a que dichos impuestos se refieren, lo que 
i nem ofjort U ñámente contradicho por el señor Fiscal (fs. 73 t» 
fine), correqwMidialc la prueba de su afirmación; y lejos de dar- 
la, resulta demostrado lo contrario, por repetición de la mis- 
ma liarte de fs. 80. con tos informes de la Aduana y del Mi- 
nisterio de Ofcnis Públicas de fs. 82 1 3 y 100 a 105; que, por 
(Helios mtieHes, canaletas y eml»ajrcaderos de las patentes en re- 
petición, la empresa referida cargaba y descargaba carbón, mer- 
caderías y frutos fiel país, por cuenta de terceros. Esos jnfor- 
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mes .son de términos amplios y acreditan que ki empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, ejercía esa industria explotan- 
do sus muelles, embarcaderos y canaletas, en interés de terce- 
ro», de ordinario o habituad mente. Mas, este carácter de conti- 
nuidad no era necesario para considerarla en lia posición que 
le ha fijado la sentencia andado. Pero cualquier duda relativa 
desaparece ante su propia manifestación de fs. 158 iu fine 
"... mi representada se lia limitado a¡ utilizar habituóme ate, 
sus instalaciones portuarias como un complemento de sus trans- 
portes por vía férrea" ; esto es, que a sus clientes les servia ha- 
bitual mente hasta o desde a bordo de Dos buques. 

5." Las ampliaciones del decreto reglamentario de la ley 
5315. fecha 30 de abril de 1908, sobre aquélla, bien evidentes, 
|ior cierto, carecen de valor legal por chocar con el precepto del 
wrt. 86, inciso 3." de <la Constitución Nacional, de que tales re- 
glamentaciones no deben alterar o modificar las leyes regí amen- 
tada*, pues se ha invadido las prerrogativas del H. Congreso, - 
de quien es facultad privativa el conceder privilegios de estí- 
mulo (art. 67, inc. i6.°. Constitución Nacional); privilegios 
que no existen en la ;tey recordada, como se ha dicho, en la ex- 
tensión alegada por la recurrente; y ley también, cuya interpre- 
tación delie ser restrictiva, dada su naturaleza. Y limitada la 
jurisdicción del Tribunal a juzgar, tan sólo, del pronunciamien- 
to del Inferior, escapa a éste, como se expresara en el conside- 
rando i.' anterior, d considerar la repetición del impuesto del 
3 % del art. 8.*. ley 5315, relativo al producido líquido de los 
muelles, embarcaderos y canaletas de la cuestión. 

Se confirma, con costas, la sentencia apelada de fs. 147 a 
1 57, del 24 de abril próximo pasado. — José M. Fierro. 
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BtttMM Aire», Octubre r> de ims 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto por la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino en el juicio seguido contra el 
Fisco Nacional, por rqíetición de sumas <Ie dinero pagadas en 
razón de patentes; y 

Considerando : 

ijae h> compañía actora, apoyándose en el artículo 8." de 
la ley número 5315, en los artículos 2» y 12 del decreto de 
30 de abril de 1908, reglamentario de aquélla, y en la ley nú- 
mero 0062 que autorizó la fusión de las empresas del Ferro- 
carril Central Argentino y de] Ferrocarril Buenos Aires y Ro- 
sario, lia sostenido durante el pleito que el muelle, las canaletas 
y los embarcaderos que posee y explota en el puerto del Ro- 
sario forman parte de su sistema ferroviario y en tal concepto 
se encuentran exentos de todo impuesto que no sea la contri- 
luición de tres por ciento que cstaWesc la recordada disposi- 
ción tic la ley número 5315. F.n consecuencia, ha reclamado 
en el presente juicio la devolución del importe de las patentes 
fijadas a las empresas concesionarias de dichos servicios pú- 
blicos, cuyo pago le fué exigido en los juicios de apremio de 
que instruyen los expedientes agregados. 

Que las devisiones recaídas en las instancias precedentes 
del pleito han sido adversas a los fines que se propuso Ja ac* 
tora al promoverlo, por lo que el recurso extraordinario para 
ame esta Corte es procedente con arreglo a lo estatuido en el 
articulo 14, inciso 3/' de la ley 48. 

CHie en presencia del contenido del articulo 8." de la Tey 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



419 



número 5315 y del hecho <le haberse acogido la adora, oportu- 
namente, a los beneficios de dicha ley, resulta incontestable la 
tesis sustentada por esa misma parte de estar sujeta a la con- 
tribución única que señala 4a recordada disposición legal, o ¿sea el 
3 por ciento del prodticto liquido de linea férrea, y de ha- 
llarse exenta de todo otro impuesto nacional; provincial o mu- 
nicipal, y libre de derechos de Aduana los materiales de cons- 
trucción y explotación que introduzca al país, debiendo regir 
tale» franquicias hasta el i.° de enero de 1947. 

Que al reglan sentarse la ley precedentemente citada, lia 
quedado establecido que componen el sistema perteneciente a 
rada empresa, además de las lineas, ramales, edificios, tren ro- 
dante y otros bienes de análogo carácter, los muelles, canaletas 
y demás accesorios anexos que se relacionen con la construc- 
ción y explotación de los ferrocarriles, siempre que fuesen de- 
bidamente autorizados por el poder administrador; y se ha 
declarado que todas las propiedades y bienes constituyentes del 
sistema de las empresas se encuentran sometidas a la contri- 
bución de tres por ciento y gozan de la exención de todo otro 
impuesto, (artículo 2 y 12 del decreto de 30 de abril de 1908). 

Que según se desprende de los términos expresos de las 
disposiciones pertinentes de este decreto reglamentario y se 
infiere también con evidencia de los fines que determinaron la 
sanción del artículo 8.* de la ley número 5315, kw diversos bie- 
nes exentos de impuestos nacionales, provinciales y municipa- 
les como integrantes de cada sistema ferroviario, son aquellos 
que por su naturaleza y su destino son los instrumentos prin- 
cipales o accesorios de su tráfico normal y tos que deben em- 
plearse en la instalación y construcción de sus líneas. 

Que, por lo tanto, en lo relativo a muelles, canaletas y em- 
baí caderos, que es lo que interesa a los fines del presente li- 
tigio, aparece como indudable que el aludido decreto sólo los 
ha considerado como parte del sistema de las empresas y exen- 
tos de gravámenes impositivos en cuanto se hallan afectados 
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í^ihi elementos accesorios a las operaciones inherentes a la 
industria de jos transportes, que es el objeto único de la con- 
cesión ferroviaria, y no por cierto como instrumento de una 
actividad esjwcial a ejercerse independientemente de aquella in- 
dustria. . 

Que, entretanto, al prenunciarse sobro los puntos de lie- 
dlo que fueron objeto de prueba en la instancia respectiva, el 
tribunal a quo hace constar que el muelle y las canaletas que 
la empresa actora ]»osee en el puerto del Rosario, son utiliza- 
dos pop i-l público, mediante tarifas especiales, para operacio- 
nes sin vinculación alguna con el transporte ferroviario, pronun- 
cia miento que no puede ser revisado en el recurso de puro de- 
recho federal que autoriza el artículo 14 de la 1ey NV 48. (Fa- 
llas, tomo 101. pag. 421, y ton» 124, pág. 325 entre otros). 

Ouo en tales condiciones resulta inobjetable la decisión re- 
currida, toda vez que la exención de impuestos de que se tra- 
ía ha sido acordada solamente a tas empresas de ferrocarriles 
en su calidad de tales y, por consiguiente, sólo comprende los 
bienes y o])eracione* estrechamente vinculados a su tráfico prin- 
cipal, que es el transporte de personas y mercaderías. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo apelado, se 
!c confirma en cuanto ha podido ser materia del recurso extra - 
< .-Jiña rio. — Xotifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

A. BesMEjo. — Ramón* Mén- 
dez, — RonERTO Rkpetto. — 
M. Laurencena. 
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Dea Luis Strcmiz y Compañía contra el Gobierno de la Nación, 
por cobro de pesos. 

Sumario : Emanando el derecho a la repetición de lo 4»gadu 
que se persigue por los actores, del hecho del cobro inde- 
hklo de impuestos de eslingaje y de muelle que se dice 
realizado por la Sociedad "Puerto dej Rosario", y no infi- 
riéndose para la Nación, de los decretos y resoluciones ad- 
ministrativos en que el Gobierno reconoció expresamente 
la improcedencia del cobro de dichos impuestos, así co- 
mo de las circunstancias que lian mediado para la exigen- 
cia y el pago de los mismos, la obligación de devolver su- 
mas de dinero qtie no ha recibido ni autorizado a pagar a 
terceros, por concepto, precisamente, de gravamen* t impo- 
sitivos de que los actores estaban exentos mediante la cláu- 
sula del contrato con la Nación, que invocan, correspon- 
de hacer lugar a la demanda sólo .por el excedente que la 
Sociedad Puerto de Rosario no estaría obligada a devolver, 
de acuerdo con el artículo 6.' de la ley 3885 y contrato de 
concesión, en b exención de derechos acordada por el Go- 
bierno a los actores. 

■ . ■ ■ * 

Caso : Lo explican >tas piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FKDERAl, 

%m*a<* Atrc*, AfOMo » 4t MU 

Y Vistos: " 

Los promovidos por Luis Stremíz y Cía., contra la Nación 
]wr cobro de pesos de los que resulta: 

1 ° Que la adora interpone demanda contra la Nación por 
cobro de cuarenta mil doscientos noventa y siete pesos con 
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r>chenta y tres centavos moneda nacional, que dice haber paga- 
do bajo formal protesta y reserva de repetición, a la Empresa 
del Cierto del Rosario, que se los exigió en concepto de Un- 
p tiestos de eslingaje y mneüle, cuando ahí descargó materiales 
tores de derecho», en época de abarrotamiento de] Puerto de 
la Capital. 

2. a Que nada debía pagar la actora de acuerdo con su con- 
irato con la Nación y como han fracasado las gestiones admi- 
nistrativas, se interpone esta demanda de acuerdo con el ar- 
ticulo 784 y siguientes, Código Civil, contra la Nación, por la 
suma expresada, intereses y costas. 

Declarada la competencia del Juzgado a fojas 7, se coire 
traslado de la demanda, que contesta el Señor Procurador del 
""cforo, decreto de fojas y y fojas 10 a 15 expone : 

1° Que la relación jurídica de la actora para demandar la 
devolución perseguida nace del pago verificado a la Empresa 
leí l'uerto Rosario, de lo ((lie se desprende que la Nadón es 
aiena a esa relación jurídica — artículos 784 y 792 del Código 
Civil. 

2." Que la Nación no intervino en el despacho de los mate- 
riales, y si la actora hubiera someti<k) su asunto oportunamente 
,i1 P ÉL éste no se habría prestado a proteger un cobro indebi- 
do por la ¡impresa Puerto Rosario. 

Que la actora pudo descargar en Santa Fe o en Colas- 
liné, para evitar el |iago de derechos en Rosario. La actora 
no puede pretender la devolución de lo paga' lo en ninguna for- 
ma a cargo de la Nación. Termina solicitando se rechace la 
<k manda. 

Abierta la causa a prueba a fs, 17 vuelta, se produce la que 
expresa el certificado de fojas 21, que alude a los expediente* 
agregados sin acumularse. Afegaii las partes a fojas 22 y 24 y 
con el llamamiento de autos de fojas ¿7 vuelta queda el asun- 
to para sentencia definitiva. 
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Y Considerando: 

1. " Que corno la presente causa ofrece una serie de cuestio- 
nes de dudosa índole, procede estudiarlas sucesivamente & fin 
de ilar con la solución acertada que cuadra a Tas circunstancias. 

t 

La Empresa actora reclama a la Nación demandada el pa- 
lio de cuarenta mil doscientos noventa y skte pesos con ochen- 
ta y tres centavos moneda nacional, que dice tuvo que abonar 
a la Empresa Constructora del Puerto del Rosario en concep- 
tos de impuestos de eslingaje y muelle. Debido al abarrota- 
miento del Puerto de la Capital, los materiales destinados a 
la construcción del ferrocarril a Bolivia debieron ser introduci- 
dos por el Puerto del Rosario. La actora invoca el artículo 42 
de su contrato con la Nación, la formal protesta que dke for- 
muló al pagar esos impuestos, la calidad de obra pública mate- 
ria de sn contrato, etcétera. 

Como puede advertirse, varias son las cuestiones que plan- 
tea la actora. 

2. " Que estudiado el expediente administrativo, adjunto 
Oído F. 1910, se observa que i a actora presentó a la Dirección 
Genera] de Ferrocarriles en 1910 noventa y tres comprobantes 
de |»ago que efectuara a la Empresa del Puerto del Rosario, que 
sumaban la cantidad demandada en autos. 

lisa presentación sufrió una larga y fatigosa tramitación 
cotí diversas alternativas, reclamándose unas veces una canti- 
dad y otras veces otras distintas — fs. 95, 132. 135- l &> Y vta - 
155. 184, 202, 225. — Han recaído resoluciones ministeriales 
v decretos del P, E. de variado alcance, pero nunca el P. E. se 
ha considerado en trance de acceder a la devolución de esa su- 
ma cuando le ha sido a él solicitada, pues ba reputado que es 
la Empresa del Puerto del Rosario la que lia debido verificar 
dicha devolución. 

3. ° Que tratando de desentrañar la verdadera sustancia del 
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asunto, el suscrito ha estudiado con detenimiento todos los an- 
tecedentes traídos por las partes y llega a la conclusión cte que la 
demanda no puede prosperar. 

En efecto; dice la actora a te. 2 que debido al abarrota- 
miento del Puerto de ta Capital, los materiales debieron ser in- 
troducidos por el Puerto del Rosario, y procurando aclarar ese 
concepto, dice en su alegato a f». 25 y vuelta que la descarga 
en Rosario obedeció a un decreto del P. E. de octubre 2?\qah 
de suerte une no fue por capricho o por simpatía a dicho puer- 
to que se descargó allí, sino porque así se le ordenó a la actora. 

Y bien; de la prueba examinada se desprende, que tos pri- 
meros cuarenta y «tos recibos del expediente administrativo, rie- 
ren fecha anterior al decreto de octubre 27 de 1006 que figura 
a fs, 105 y 110 de ese expediente. Luego entonces, el argumen- 
to de la actora pierde considerable eficacia, puesto que la Em- 
presa descargó en Rosario antes de que. como ella dice, se le 
impartiera la aludida orden. 

Pero, es el caso, que dicho < Ice reto de octubre 271906. no 
es en manera alguna imperativo para la Empresa, ya que habi- 
litaba la receptoría de Campana para la descarga de materiales 
ferroviarios. 

Y si es cierto que en su artículo segunilo determina si" diri- 
ja nota al Ministerio de Obras Públicas a fin de que éste dis- 
¡KíBga que los materiales ferroviarios para el Estado sean des- 
cargador en Rosario, nada podría haber objetado ni objetar la 
actora. puesto que et articulo 64 de su contrato con la Nación 
establece que los materiales para la obra que aquella construi- 
ría, al ser embarcados en -Europa tendrían como destino pre- 
cisamente el Puerto de Rosario o d de CoJastiné. 

Obsérvase, por lo tanto, que ningún derecho tiene la ac- 
tora para fundarse en el decreto de octubre 27I006 en cuanto 
se relaciona con la descarga en Rosario, ya que unos materiales 
los descargó ahí antes de diclio decreto y otros después de dic- 
tado, pem siempre de acuerdo con el contrato respectivo. 

4¿ Que la actora señala a fs. 2 vuelta que el pago de los 
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impuestos cuya devolución demanda, fué liecho bajo formal 
protesta y reserva de repetición. 

Respecto a este punto lo único que figura en el expedien- 
te administrativo son los instrumentos de fs. 135, 193 y 194. <l»« 
dicho sea de paso, lia sido desconocido el de fojas. 135, por la 
Empresa del Puerto del Rosario a fojas 138. 

Pero sea lo que fuere y admitiendo que esa protesta estu- 
viera en forma y hubiera sido hecha por persona habilitada pa- 
ra hacerla — fojas 193 — lo cierto es que tal protesta se for- 
muló contra la Empresa del Puerto del Rosario en 1906 y no 
contra la \acion demandada en este juicio; el contenido de 
ella es bastante sugestivo pues se refiere a la negativa de la 
Kmprcsa del Puerto Rosario a rebajar el 50 o| o de lo que có- 
brate y se, refería, asimismo, al cobro de descargas hechas uii- 
1 izando los servicios de los Ferrocarriles Rosario y Córdiba y 
Central Argentino. 

Además, esa protesta por la fecha que lleva, agosto 13 de 
1906, es anterior al -decreto de octubre 27 de 1906. <H« s^P" 1 ,a 
actora era el que la obligaba a descargar en Rosario, y versa 
esa protesta sobre veintitrés mil trescientos cuarentay tres pe- 
sos con quince centavos m|n. 

Se advierte de consiguiente, que la formal protesta aludida 
a fojas 2 vuelta de este expediente, carece de toda eficacia pa- 
ra fundar el redamo judicial que se interpone contra la Nación. 

5 • Que ta demanda deducida por cuarenta mil doscientos 
noventa y siete pesos con ochenta y tres centavos moneda na- 
cional no puede prosperar en virtud de que la Nación no ha 
cobrado suma alguna a la actora y ser la Empresa del Puerto 
del Rosario, la entidad que verificó el cobro de los diez y nue- 
ve mil nueve pesos con cincuenta centavos por servicios que 
prestara y veintiún mil doscientos ochenta y ocho peso» con 
ochenta y cuatro centavos por servicios que prestaron tes Fe- 
rrocarriles Central Argentino y Córdoba y Rosario, fojas 132, 
195 y 208 expte. ad. 
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F.l ¿alio de la Suprema Corte, registrado en el tomo 117, 
página 424 tiene entonces cumplida aplicación en este caso. 

6." íjue finalmente, la actora invoca el articulo 42 de su 
contrato con Ja Nación, ( fs. 166 expte. ad.), para f «rular en 
¿I ta exoneración de los derechos de Aduana, estadía, y eslin- 
gaje y, por lo tanto, su derecho a la devolución que demanda. 

Queda ya dicho que no hay protesta eficaz y formal en es- 
la causa — por lo menos contra la Nación — en cuanto a! pa- 
go de la* sumas que exigía la Empresa Puerto Rosario a la 
actora. 

"Dado ese antecedente y de acuerdo con lo reiteradauien- 
ic resuelto por la Suprema Corte, la actora carece de acción 
para impugnar la legitimidad del impuesto cobrado y, por lo 
santo, para exigir la devolución de lo pagado en virtud del mis- 
mo 1 ". FWlos, tomo 118, pág. 347 y tomo 120, página 98 en- 
tre otros. 

*Hn tales condiciones carecería de objeto práctico decidir 
-i la Kmpresa "actora" se hallaba o no amparada por la exen- 
ción que alegó en el pleito, desde que cualquiera que sea la in~ 
t digerida que se atribuya "al artículo 42 del contrato", se en- 
contraría igualmente desprovista de acción para obtener la 
finalidad que se propuso al entablar esta demanda". Véase cau- 
sa F. C. Central Argentino v. ¡impresa Bierto Rosario, agos- 
to 12 de 1921. Palto de la Suprema Corte, "Caceta de] Foro" 

De lo expuesto en el párrafo anterior se obtiene un va¡ lu- 
so antecedente para la solución de esta contienda. 

7 * Que si la Nación no recibió las sumas que se le recla- 
man es evidente que no le alcanzan las disposiciones del ar- 
ticulo 784 y siguientes, Código Civil, citados en la demanda, 
Y como quiera que las obligaciones no producen efecto sino en- 
tre acreedor y deudor, artículo 503 Código citado, va de suyo 
que la Nación demandada en autos, por esta razón y las ante- 
riormente expuestas, nada tiene que devolver, entregar o pagar 
a la actora de lo reclamado en este pleito. 
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Por las consideraciones que preceden, fallo : rechazando Da 
demanda interpuesta por Luís Stremiz y Cía. contra la Nación 
sobre cobro de cuarenta mil doscientos noventa y siete pesos 
cor. óchenla y tres centavos moneda nacional. Sin costas, aten- 
to a que asistió razón probable a la adora para litigar y la de- 
manda carece de malicia o temeridad. — Saúl M. Escobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por Luis Stremiz y Cia. contra la 
S'aeión, por cobro de pesos ; y 

Considerando ■ 

Que en abril 36 de 1910 Luis Stremiz y Cia. se presenta- 
ron al Director de Ferrocarriles, según consta a fs. 95 del ex- 
igiente administrativo agregado, manifestando: Que a pesar 
de estar exentos de derechos los materiales destinados a las 
obras de construcción de la línea férrea a La Quiaca y Talle- 
res de Tafí Viejo, la sociedad Puerto del Rosario les exigió su 
pago, según aparece de los noventa y tres comprobantes que 
presentan ; que piden, en consecuencia, que se ordene la devo- 
lución de los cuarenta mil doscientos noventa y siete pesos con 
ochenta y tres centavos moneda nacional ($ 40. 397 8 3 m M 
que abonaron a dicha sociedad. 

Que después de larga tramitación se dictó por e1 Ministe- 
rio de Hacienda con fecha enen» 20 <le 1914. la resolución que 
corre a fs. 178 de dicho expediente administrativo, por la cual 
se reconoce et derecho pretendido y se ordena que la Aduana 
del Rosario notifique a la socie<lad Puerto del Rosario que de- 
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be devolver a la Empresa recurrente el 50 o¡o de las -nina- co- 
bradas por almacenaje, eslingaje y guinche correspondientes a 
los materiales introducidos con destino .1 las obras referidas y 
que se acredite al Gobierno Nacional el 50 ojo restante a fin tic 
que dicho Ministerio devuelva su importe a ta citada empresa. 
Micha resolución fué confirmada pt»r decreto de 27 de junio del 
mismo año, fs, 187 del espediente administrativo, tuya ¡sartc 
msposkiva dice: "Por estas consideraciones y las contenidas en 
la resolución de ftnero jo último, el vicepresidente de la Nación 
Argentina decreta: Art. i.". Confirmase la resolución del Minis- 
terio de Hacienda de 20 de Enero de 1914. en la pane que obliga 
;i la empresa a devolver el 50 ojo indebidamente colorado a los se- 
ñores Luis Slremiz y Cía., con la expresa declaración de que no 
procede en el caso ocurrente la aplicación del art. 74 del contrato 
celebrarla y del 13 de la ley N* 3885 ; Art. 2", Pase a la Adua- 
na del Rosario para que intime a la saciedad Puerto del Rosa- 
rio el cumplimiento de la resolución que se confirma. bajo 
a peroi bi míen to. " 

Que habiendo la sociedad Puerto del Rosario pedido re- 
consideración de dicho decreto, fundándose en los derechos que 
le confiere la ley y ej contrato de su concesión, se dictó el de- 
creto de fecha 29 de septiembre de 1915, cuya parte dispositi- 
va dice asi: "Art. 1.° Declárase que la sociedad anónima Puer- 
to del Rosario está obligada a devolver a da empresa Luis $X re- 
ñí i k y Cía. las sumas cobradas indebidamente en concepto de 
almacenaje, eslingaje y guinche de los materiales introducidos 
l>or el gobierno con destino a la construcción del Ferrocarril a 
] Solivia y Talleres de Tafí Viejo, en la forma que sigue: a) El 
.so por ciento < 50 ofo) del importe cobrado jior servicios pres- 
tados con sus propias instalaciones, b) El ciento j>or ciento 
1 100 ojo) de las sumas percibidas por servicios prestados por 
los ferrocarriles Central Argentino y Córdoba y Rosario con 
los elementos de estas empresas. 

""Art, z.° K1 Ministro de Obras Públicas dispondrá la fó- 
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iridación de las sumas a devolver cotí arreglo a lo dispuesto en 
el artíado anterrr'r y fecho, intimará a la sociedad anónima del 
Puerto del Rosario el inmediato cumplimiento de! presente de* 
creto." 

Que a fs. 208 del ex {«diente administrativo citado, corre 
la liquidación practicada de acuerdo a to ordenado en dicho 
ilecreto. 

Que negándose la sociedad Puerto del Rosario a cumplir 
dicha resolución, el Ministerio de Hacienda, en 11 de Enei-o de 
1916 — fs. 216 — teniendo en cuenta lo dictaminado por el 
Procurador General de la Nación a fs. 213, dispuso: "Hágase 
saber a los señores Strcmiz y Cía. que deben ocurrir donde co- 
rresponda". 

Que a raiz de esta resolución, Stretniz y Cía. se presenta- 
ron — fs. 218 — manifestando; Que dicha resolución está en 
contradicción con los decretos que les reconoce el derecho a 
que se les reintegre la suma reclamada; que siendo así no pro- 
cede ¡r a la justicia, sino que se le» reintegre por la tesorería 
de la Nación: que en caso contrario se amparan en el derecho 
que 'es acuerda el articulo 74 del contrato de someter a arbi- 
traje el punto. Esta nueva petición motivó el decreto de fs. 
227, de julio 27 de 1916, que dice asi : "En virtud de las resul- 
tancias de este expediente y de to dictaminado a fs. 212 por 
el señor Procurador Genera! de la Nación, no encontrando mé- 
rito para modificar la resolución de fs. 215» el presidente de 
la Nación Argentina decreta: artículo único: Estése a lo que 
ella dispone y archívese". 

Que con fecha 23 de agosto de 191 6 — fs, 229 — los se- 
ñores Stremtz y Cta. solicitaron del Poder Ejecutivo h constitu- 
ición de un tribunal de arbitrad ores para solucionar la divergen- 
cia surgida de acuerdo con el art. 74 del contrato en vigor, y 
expresan: "la justicia de nuestro reclamo está amparada en 
principio por resoluciones inconmovibles del P. E. Está consa- 
grado por ellas que somos acreedores de la cantidad referida y 
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tu tínica controversia consistí* en saber si nosotros debemos re 
clamar su reintegro de la empresa del Puerto del Rosario o si 
debemos obtenerlo directamente del Gobierno Nacional"... y 
después agregan : ''La única euestióu que se someterá a su fallo 
es la de saber si el crédito que se nos lux reconocido debe sernos 
satisfecho o no por el Gobierno de la Nación; y una vez deci- 
dido quedarán concluidas todas las actuaciones, en las que 
jamán liemos tenido otra dificultad míe la de saber quién es el 
verdadero deudor." 

Pasados Jos antecedentes al señor Procurador del Tesoro, 
excuso coneordantememe: "No se discute ya en el presente ca- 
so la liberación de derechos de almacenaje, eslingaje y guinche 
que pudo en su tiempo ser materia de arbitraje:" "Lo que se 
discute es quién debe reclamar a la empresa del Rosario la de 
polución de lo cobrado de más pbr aquel concepto o. en otros 
términos, pretende la e$npresa de Luis Stretnis y Cía. que el 
gobierno le devuelva directamente a ella las sumas que percibió 
indebidamente ta sociedad del Puerto del Rosario por pagos di- 
rectos que le libo tu empresa recurrente". Y agrega: "La em- 
presa puede demandar a la sociedad Puerto del Rosario ampa- 
ra-la y como fundamento de su acción en el decreto del P, E. 
que declaró indebido el cobro que se reclamaba, y no conside- 
ro justo que pretenda que sea el gobierno quien tenga que dis- 
traer de rentas generales la .integración «le sumas que no lia 
filtrado ni ingresado a ellas. La sociedad que tiene el gobier- 
no con la empresa Puerto del Rosario, no le quita a e¡*a so- 
ciedad su autonomía |>ara estar en juicio. Cfeo, por lo tanto, 
que no corresponde nacer lugar a lo solicitado. 

Que denegada jx>r el P. \\. la constitución del tribunal ar- 
bitral. Stremiz y Cía. ocurrieron a la justicia, según consta del 
expediente S. 1267, también agregado como antecedente, en el 
.•ual esta Cámara dictó resolución <tefinitiva Cfs. 67) con fecha 
13 do agosto de 1019, declarando que no procedía la constitu- 
ción de esc tribunal. 
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Que con interioridad Stretniz y Cia. se presentó deman- 
dando a la Nación por la expresada devolución, iniciando ai i en 
junio 17 de 1920 el juicio traído a resolución de este Tribunal, 
por apelación de la sentencia de fs. 20, que no hace lugar a 
la demanda. 

Oue la sentencia apelada plantea varias cuestiones míe ya 
no tienen razón de existir en este juicio entre Stremiz y Cía, 
y el Gobierno de la Nación, en virtud del reconocimiento he- 
cho por éste en las resoluciones y decretos gubernativos refe- 
rido?, de que efectivamente los expresados materiales no de- 
bían pagar derechos portuarios, que pudieron ser desembar- 
cado? en el Puerto de Rosario, que el cobro hecho por la socie- 
dad Puerto del Rosario fué indebido y que el pago se hizo con 
la cur respondiente reserva. 

Que lo único que corresponde resolver en este juicio es 
sí el actor puede exigir directamente del Gobierno la devolu- 
ción de 5o indebidamente pagado, como él lo sostiene, o si dé- 
te dirigir su acción de repetición contra la sociedad Puerto del 
Rosario que hizo el cobro. 

Que según se desprende del art. 6." de la ley 2885, del art. 
8." del decreto del P. E. N. de junio 8 de i<jo8 >■ de los artícu- 
los 10, 38 y 58 del contrato de concesión celebrado entre el P. 
Ejecutivo y la sociedad Puerto del Rosario, y de acuerdo a lo 
declarado por la Suprema Corte en el fallo corriente al tomo 
1 1 7, pág. 424, citado por el a quo, dicha sociedad no es una 
shitple dependencia u oficina de la Nación para el cobro de los 
derechos portuarios, tiene personalidad jurídica para jierscguir 
a los deudores y puede ser demandada por éstos por repeti- 
ción de lo que liaya cobrado indebidamente ; no es, pues, un 
simple mandatario cuyos actos obliguen sólo al mandante. 

Que siendo así y emanado el derecho perseguido por Stre- 
miz y Cía. del hecho del cobro indebido que dice realizado por 
la sociedad Puerto del Rosario, es contra ella que han debido 
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dumandar en cuanto dicho cobro haya sido improcedente con 
arreglo a las leyes y reglamentos que la autorizan a cobrar. 

Que, em¡jero, reconociendo el P. E. en los documentos 
mencionados, que Stremiz y Cía. tenían derecho a una exención 
total de los derechos portuarios y que según el att. 6." de la 
lev 2885 y el contrato de concesión la sociedad Puerto del Ro- 
sario sólo estaría obligada, en |>arte. a esa exención, es justo 
tfiic sin per juicio de la persecución que pueda hacer el interesa- 
do contra quien le cobró indebidamente, ej gobierno de la Na- 
ción 1c reintegre el excedente que aquélla no estaña obligada a 
devolver. 

Por los fundamentos expuestos se hace lugar en parte a 
la demanda, <fcdarando que la demandada debe abonar a la ac- 
iu ra la cantidad de nueve mil quinientos cuatro pesos con vein- 
ic y cuatro centavos moneda nacional ($ <>5<*M4 tnjn.). o sea 
la diferencia entre la cantidad reclamada y la que expresa la 
planilla de fs. 208 del expediente administrativo traído como 
antecedente, con sus intereses al estilo del Banco de la Nación 
Argentina desde la notificación de la demanda, modificándose 
así la sentencia apelada de fs. 29. la que se confirma en lo 
demás. 

Las costas de e?ta instancia en el orden causado. — /. P. 
bWÚ — Marcelino HscataU. — T. Arias, — B. A. Nazar Att- 
rhomtii. 
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Imm m** t OeWMtS de 19» 

Y Vistos: 

L.*s venidos en nj>elac¡óti ordinaria de sentencia de la Ca- 
t-iaia Federal de Apelación de la Capital en el juicio seguid© 
por los señores Luis Stremiz y Cía. contra la Nación, por co- 
bro d« pesos. 
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Y Considerando; 

One de las constancias de auto* y <le las que ampliamente 
informan los expedientes agregados sin acumular, se despren- 
de que en el curso del debate de esta causa, así en lo adminis- 
trativo como en to judicial, se han eliminado las múltiples cues- 
ti. mes de hecho y de derecho, derivadas de las diversas faces 
en que podía ser considerado el caso, quedando éste reducido a 
la altura de eaia instancia a determinar si el actor, la razón so- 
cial Stremiz y Cía., está legalmente capacitado para dirigir con- 
tra el Gobierno Nacional la acción intentada por devolución de 
lo indebidamente pagad-, a la Lvmpresa del Puerto del Rosa- 
ra i. ti si es contra esta Empresa qué le conipetc ejercitar la 
acción de repetición deducida. 

Que tle los decretos y resoluciones administrativas en que 
el Gobierno ha reconocido expresamente la improcedencia del 
o»bro do los impuestos de que se trata, así como de las circuns- 
tancias que han mediado para la exigencia y el ]>ago que se di- 
ce indebido de los miónos, no es posible inferir para el deman- 
dado la obligación de devolver sumas de dinero que no ha re- 
cibido ni autorizado a pagar a un íercero i>or concepto precisa- 
mente de gravámenes impositivos de que el actor estaba exen- 
to, mediante la cláusula contractual que invoca. 

Que no puede decirse que haya en el caso por parte de! 
demandado incumplimiento de su oMígación sobre liberación de 
derechos de Aduana a los materiales fie construcción aludidos, 
toda vez que los antecedentes de la causa no acreditan que el 
<lobierño haya cobrado o percibido los ini|iuestos de referencia, 
ni autorizado en forma alguna su pago, ni reconocido la legi- 
t imidad del cobro, y antes, por el contrario, lia deolarado en rei- 
terados jironuncíamícntos la exención de impuestos de dichos 
materiales y. en consecuencia, la improcedente percepción de 
los mismos ¡x>r la Kmpresa del Puerto del Rosario y el error de 
la oblación por !a Sociedad Stremiz y Cia. 
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< Hii? eíi éste nnieii t\v cniisitliTacioiic**, cüW t*s;aMi'ecí¡ íiüí- 
mí Milu. (pie ci desconocimiento di' las franquicias aduaneras por 
¡;i Knipre>a del Puerto del Rosario, determinando Iris Rr^i 
lies previas del cas» y el retardo consiguiente, liabria éttrfistitui- 
do, *in ílu#, mi fundamento lé$ttitici de ekawatíótt por 
la mura en *|iit- incurrieran Slremiz y Ci.i, en vi cumplimien- 
to <te sus obligaciones dentro de los plazos establecidos eu ,su 
contrato; pero en manera alguna autorizaba e! )*agp de gj^avá- 
nienes cüitce] »tti;o l" is indebidos, sino a condición de repetirlas 
del i|«e los recibió, ante i|tiiet> se formuló la protesta corres- 
pondiente, y que no es en el caso la Xacii'm sino la Kmpresa 
del Puerto del Rosario, legalmente capacitada a ¡o* efectos «li- 
las responsabilidades ¡i que en casos cpiriiO el dt* ¡iitíos bubte- 
re lugar. 

(Jue en cuanto á¡ la cantidad de nueve ¡ni) quinientos cua- 
1ro |>esos, veinticuatro icutavos moneda nacional ijue el fallo 
recurrido declara que la demandada deljc alionar a la adora, 
ta! decisión si* justif.ca no sitio |w>r el eoticepl" c>>n eme lia si- 
do dictada, sino también por el réconodmionta expreso de esa 
obligación de parte del P.oliierno. consignado en la resolución 
ministerial dv tojas 17K, ci tn firmado por el decreto de foja- 
1S7 del expediente administrativo de Obras Públicas, letra I'. 
N." 61Ó0, año hjio, agregado. 

Por cstOji fundamentos y tus fie la sentencia a] telada, se \:t 
ci tn firma sin especial conde. 1 ación en costas, atenta la naturale- 
za de ta cuestión resuella, Xoti fie píese y <levuélvanse al tri- 
bunal de proceden^'a. donde SC rc(»ondi'á el ]«■*«•!. 

. \ . I ! iíh m HJ - R a \\ ó x ,\ 1 i: x 1 n:z, — 
Riiin:nro Rkpktto. — M. I,.vir- 
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